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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Errázuriz Domínguez.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:2, en presencia de 31 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de las sesiones 52ª, ordinaria, 53ª, especial, y 54ª, ordinaria, en 13 y 14 de septiembre del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero da inicio a un proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (boletín N° 7.947-03) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “discusión inmediata”, en relación con el proyecto de ley en materia de duración del descanso de maternidad (boletín N° 7.526-13).



Con el tercero retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines N°s 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



2.- Proyecto que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665, en las materias que indica (boletín N° 6.244-07).



3.- Proyecto de ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (boletín N° 6.499-11).



4.- Proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados (boletín N° 7.194-05).



5.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).



6.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19).



7.- Proyecto de ley que moderniza y fomenta la competencia del sistema financiero (boletín N° 7.440-05).



8.- Proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (boletín N° 7.338-07).



9.- Proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (boletín Nº 4.921-11).



10.- Proyecto que modifica la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, con el objeto de promover las presentaciones de música en vivo (boletín Nº 7.449-11).



11.- Proyecto de ley que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (boletín N° 6.952-07).



12.- Proyecto de ley relativo a las facultades de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones para practicar, sin orden previa, las primeras diligencias de investigación de un delito (boletín N° 7.050-07).



13.- Proyecto que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (boletín N° 5.838-07).



14.- Proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (boletín N° 6.747-12).



15.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03).



16.- Proyecto de ley que fomenta el mercado de cruceros turísticos (boletines N°s 7.528-06 y 7.285-06, refundidos).



17.- Proyecto de ley que aumenta las penas del delito de robo de cajeros automáticos (boletín Nº 7.689-07).



18.- Proyecto de ley que regula el contrato de seguro (Boletín N° 5.185-03).



19.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana, suscrito en Caracas el 11 de noviembre de 1989 (boletín N° 6.152-10).



20.- Proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (boletín N° 6.811-11).



21.- Proyecto que modifica la ley N° 20.241, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (boletín N° 7.503-19).



22.- Proyecto de ley sobre derechos de empaquetadores de supermercados u otros establecimientos comerciales (boletín N° 7.592-13).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República:



Comunica su ausencia del territorio nacional entre los días 20 y 24 de septiembre del año en curso para participar en el Sexagésimo Sexto Período de Sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas, en Nueva York, y realizar una visita de trabajo al Estado de Massachusetts.



Informa, además, que durante ese lapso será subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg.



--Se toma conocimiento.


Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que prestó su aprobación, con las enmiendas que indica, al proyecto de ley en materia de duración del descanso de maternidad, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 7.526-13) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas.



Con el segundo comunica que aprobó el proyecto de ley que mejora la fiscalización para la prevención del delito de abigeato, con urgencia calificada de “suma” (boletín Nº 7.411-01) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Agricultura.



Con el tercero expresa que acordó designar a los miembros de la Comisión de Hacienda de dicha Corporación para que integren la Comisión Especial Mixta que deberá informar el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2012.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la referida Comisión Especial Mixta.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en el ejercicio del control de constitucionalidad de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Desarrollo Social (boletín N° 7.196-06).



2.- Proyecto de ley relativo al procedimiento aplicable para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores (boletín N° 7.256-03).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Por otra parte, envía copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 206 del Código Civil; 5° transitorio de la ley N° 19.585; 207, letra b), del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290; 43 de la ley N° 19.966; 6°, letra b), N° 6°, 53, 115, 120, 125, 130, 132, 134, 135, 136, 137, 138, 139, 141 y 142 del Código Tributario; 19, letra b), del decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos; 70 del Código de Minería; 2° de la ley N° 19.573; 237 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Defensa Nacional, de 1997, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, y en cuanto a la acción interpuesta en contra de Isapre Vida Tres S.A.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Responde oficio, remitido en nombre del Senador señor Cantero, referente a creación de comuna en sector Alto El Loa, Región de Antofagasta.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Da respuesta a acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Lagos, Muñoz Aburto y Quintana, relativo a ratificación del denominado “Protocolo de Nagoya” (boletín N° S 1.381-12).



De los señores Ministros de Relaciones Exteriores (s) y de Defensa Nacional:



Adjuntan, en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 13 de la ley N° 19.067, informe semestral de situación de tropas nacionales que participan en operaciones de paz.



Del señor Ministro de Planificación:



Contesta petición, enviada en nombre del Senador señor Bianchi, para considerar factor territorial en Ficha de Protección Social.



Del señor Ministro de Justicia:



Da respuesta a oficio, cursado en nombre del Honorable señor Gómez, al que adhirieron los Senadores señores Quintana y Andrés Zaldívar, referido a problemas que ocasiona la aplicación de la ley N° 18.314, sobre conductas terroristas.



Del señor Ministro de Salud:



Contesta petición de información, remitida en nombre del Senador señor Horvath, relativa a avance de proyecto de reposición de hospital de Cochrane, Región de Aysén.



Responde oficio, enviado en nombre de la Senadora señora Rincón, en el cual solicita información respecto de obras en centros de salud familiar de Linares.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Da respuesta a petición, remitida en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, respecto a homologación de vehículos y equipos de gas en Regiones del país.



Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas:



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de estudiantes de escuelas matrices de las Fuerzas Armadas que han hecho uso de crédito fiscal.



Del señor Subsecretario General de la Presidencia:



Acusa recibo de oficio, remitido en nombre del Senador señor Gómez, acerca de envío de proyecto de ley relativo a información y cobro de cotizaciones previsionales adeudadas.



Da respuesta a otro oficio enviado en nombre del Senador señor Gómez, donde solicita envío de proyecto de ley que condiciona nuevos reconocimientos oficiales a establecimientos educacionales.



Da respuesta a petición, dirigida en nombre del Senador señor Letelier, relativa a envío de proyecto de ley sobre regulación de concesiones de exploración minera.



Atiende oficio, cursado en nombre de los Senadores señores Bianchi, Chahuán, Horvath, Prokurica y Patricio Walker, sobre envío de proyecto de ley que aumente coberturas de salud para personal en retiro de las Fuerzas Armadas y de Carabineros.



Contesta oficio, remitido en nombre de los Honorables señores Escalona, Eduardo Frei y Lagos, acerca de envío de proyecto de ley que cree agencia estatal para la administración del Crédito con Garantía Estatal.



Del señor Subsecretario de Pesca:



Responde oficio, dirigido en nombre de la Senadora señora Rincón, relativo a eventual cierre de Planta PESCAMAR, en Concepción.



De la señora Subsecretaria de Turismo:



Contesta oficio, enviado en nombre del Honorable señor Bianchi, respecto a desarrollo de proyectos turísticos en áreas silvestres protegidas.



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios:



Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, respecto del mecanismo para fijación de precio del agua, en especial en Región del Biobío.



Del señor Rector de la Universidad de Chile:



Contesta oficio, remitido en nombre del Senador señor Horvath, relativo a requisitos para obtener determinados títulos profesionales.



Del señor Jefe de Gabinete del señor Ministro de Hacienda:



Da respuesta a acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Chahuán, Bianchi y Sabag, sobre mejoramiento de condiciones de retiro de funcionarios públicos y docentes (boletín N° S 1.364-12).



Contesta oficio, enviado en nombre del Senador señor Horvath, respecto a medidas de control de plaga de roedores en Región de Aysén y provincia de Palena.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.187-04) (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5).



Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.194-05) (Véase en los Anexos, documento 6).



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las penas del delito de robo de cajeros automáticos, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.689-07) (Véase en los Anexos, documento 7).



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.241, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.503-19) (Véase en los Anexos, documento 8).



De la Comisión de Salud, recaído en tres proyectos de ley, en primer trámite constitucional, que despenalizan la interrupción del embarazo (boletines N°s 7.373-07, 6.522-11 y 6.591-11) (Véase en los Anexos, documento 9).



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, para la división de condominios de viviendas sociales (boletín N° 7.342-14) (Véase en los Anexos, documento 10).



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Consejo Federal Suizo sobre el ejercicio de actividades remuneradas por parte de los familiares dependientes de miembros de las misiones diplomáticas, representaciones consulares y misiones permanentes”, suscrito en Santiago, Chile, el 16 de marzo de 2011 (boletín N° 7.775-10) (Véase en los Anexos, documento 11).



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Tuma, Bianchi, Escalona, Letelier y Andrés Zaldívar, en primer trámite constitucional, sobre interés máximo convencional (boletín N° 7.786-03) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Quedan para tabla.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Andrés Zaldívar, señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Eduardo Frei, Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker, sobre creación de Comisión Bicameral para estudio de anteproyecto de nueva Constitución Política (boletín Nº S 1.411-12) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión del día de hoy, adoptaron por unanimidad los siguientes acuerdos:



1) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones respecto de los siguientes asuntos:



-Proyecto de ley que crea juzgados de policía local en comunas que indica (boletín N° 5.906-07), hasta las 13 del lunes 3 de octubre, en la Secretaría de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



-Proyecto de ley que facilita el cobro del seguro de desempleo y los seguros de cesantía involuntaria asociados a créditos de consumo (boletín N° 6.749-13), hasta las 13 del lunes 17 de octubre, en la Secretaría de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



2) Reducir hasta el lunes 3 de octubre, a las 13, el plazo fijado para formular indicaciones al proyecto de ley que moderniza y fomenta la competencia del sistema financiero (boletín N° 7.440-05).



3) Autorizar a las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, para que sesionen hoy en forma simultánea con la Sala, a partir de las 17 y hasta las 18:30, para pronunciarse sobre las enmiendas introducidas por la Honorable Cámara de Diputados al proyecto de ley en materia de duración del descanso de maternidad (boletín N° 7.526-13), y colocar dicha iniciativa en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana miércoles 28.



4) Tratar en Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana el proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados (boletín N° 7.194-05).


5) Eximir del trámite de Comisión e incorporar en el Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, una vez que se haya dado cuenta de su despacho por parte de la Cámara de Diputados, el proyecto de ley que modifica el artículo vigésimo transitorio de la ley N° 20.501 (boletín N° 7.948-04).

V. ORDEN DEL DÍA

DEROGACIÓN DE DERECHO PREFERENTE COMO CRITERIO PARA RESOLUCIÓN DE OTORGAMIENTO DE PERMISO DE SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, derogando el derecho preferente a que se refiere el artículo 13 C, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7617-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 46ª, en 30 de agosto de 2011.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 51ª, en 7 de septiembre de 2011.


Discusión:



Sesión 54ª, en 14 de septiembre de 2011 (queda para segunda discusión).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que en sesión del 14 de septiembre pasado el Comité Independientes solicitó segunda discusión para el proyecto. 



El objetivo principal de la iniciativa es derogar el derecho preferente como criterio para resolver la adjudicación o el otorgamiento de un permiso de servicios de telecomunicaciones. 



Dicho criterio se reemplaza por la adjudicación al postulante cuyo proyecto ofrezca las mejores condiciones técnicas. Si dos de ellos presentan igualdad de condiciones, se resolverá mediante licitación.



La Comisión discutió el presente proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, Pizarro, Prokurica y Novoa, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión.  



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el proyecto de ley en debate tiene por objeto reemplazar el actual inciso segundo del artículo 13 C de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, derogando el denominado derecho preferente como criterio para resolver la adjudicación o el otorgamiento de un permiso de servicios de telecomunicaciones, en caso de que hubiese dos o más peticionarios en igualdad de condiciones.



En la experiencia práctica, la norma no se aplica ni a las concesiones de radio ni de televisión, porque hablamos de 4G, algo que actualmente no existe.



Transcurridos más de 16 años de vigencia de la norma y con múltiples procesos concursales de este espacio radioeléctrico en que se ha dado aplicación práctica al precepto, ninguno de ellos aporta evidencia que permita afirmar que se ha cumplido el objetivo pretendido: innovación o investigación.



Por el contrario, el reconocimiento de los derechos preferentes, lejos de fomentar el desarrollo de las telecomunicaciones, ha sido fuente de conflictividad y judicialización en el sector. Además, esta materia es propicia para la realización de gestiones de orden especulativo por parte de las personas que piden este tipo de concesiones; porque, si se las otorgan, después las venden, generándose verdaderos mercados secundarios de tales derechos.



En consecuencia, se trata de una iniciativa bien encaminada, y hay que aprobarla.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán. 

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en el mismo sentido señalado por el Senador Prokurica, el proyecto en comento, que viene a modificar la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, deroga el derecho preferente a que se refiere el artículo 13 C, el cual dice relación con la posibilidad de resolver la adjudicación u otorgamiento de un permiso para servicio de telecomunicaciones en caso de que hubiese dos o más peticionarios en igualdad de condiciones.



Ese derecho preferente se sustituye por la adjudicación al postulante cuyo proyecto ofrezca las mejores condiciones técnicas que aseguren una óptima transmisión o excelente servicio. Y, de existir dos o más postulantes en iguales condiciones, se resolvería mediante licitación.



Esta iniciativa se originó en una moción de los Diputados señores Gustavo Hasbún Selume, Hugo Gutiérrez Gálvez, Fernando Meza Moncada, Joaquín Tuma Zedan y señora María José Hoffmann Opazo, y fue aprobada en la Cámara Baja en forma unánime, por 84 votos a favor. Inició su trámite en el Senado el 30 de agosto de 2011, dándose cuenta en la sesión Nº 46, ordinaria, de la misma fecha, y pasó a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, que la acogió por 4 votos favorables. 



En definitiva, queremos pedirles a los miembros de la Sala que aprueben el proyecto en discusión. 



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, aquí estamos hablando de servicios de telecomunicaciones: los que existen hoy y los que pueda generar mañana el desarrollo tecnológico.



Es evidente que lo establecido actualmente: un criterio de derecho preferente para adjudicar una concesión u otorgarles un permiso a quienes hayan efectuado postulaciones previas, constituye un pésimo sistema.



Entonces, concordamos con el Ejecutivo en cuanto a que en muchas concesiones existe especulación por parte de quienes postulan a servicios de telecomunicaciones, de radiodifusión, como en el caso de los grupos que se organizan para pedir espacios o permisos con el objeto de traficar después con ellos, ya sea arrendándolos o vendiéndolos. Eso resulta bastante perverso.



Por ende, soy partidario de cambiar dicho sistema. 



Sin embargo, no me gustan las consecuencias que se podrían producir con el mecanismo planteado. Entiendo que este obedece a necesidades específicas, o tal vez a que el Ministerio piensa en la realización de licitaciones concretas en el área de las telecomunicaciones dentro del corto plazo.



Respecto a una de esas necesidades -quizás los miembros de la Comisión puedan colaborar con nosotros en esta materia-, como la relativa al 4G, entiendo que habrá una licitación, y deseamos que ella sea transparente, a fin de que el proceso de búsqueda de quien se haga cargo de este tipo de concesión se lleve a cabo de la mejor forma posible. 



Pero como el precepto en cuestión es permanente y, en general, para todos los concursos, existe el temor de que ocurra algo que no se desea: que la toma de decisiones se realice considerando solo los recursos económicos en caso de producirse un empate técnico, lo cual podría llevar a una sobreconcentración en pocas manos de la propiedad de las concesiones. 



Me gustaría -el Ministro estaba en la Sala, pero imagino que tuvo que ausentarse para atender otra situación- que tal norma, que se desea dejar en forma definitiva, permitiera excepciones, ya que el avance de la tecnología puede posibilitar mañana concesiones a nivel regional y no quisiera que se repitieran situaciones ya ocurridas, como la generación de cadenas o especulaciones indebidas.



Señor Presidente, ya planteé tal inquietud la vez pasada. Me informé con más detalle acerca de cuál es la preocupación actual del Ejecutivo. Para enfrentar las concesiones y lo relativo a los servicios de 4G estamos contestes en que este mecanismo es, sin duda, mejor que el existente. Sin embargo, las repercusiones que puede acarrear en el futuro me preocupan sobremanera.



Por eso, me gustaría que alguien de la Comisión explicitara el punto. Porque, existiendo igualdad de condiciones, entendería que para el caso del 4G o durante los próximos 6 meses la asignación de una concesión se efectuara mediante licitación. Pero establecer que todos los procesos se decidan siempre considerando el monto de los recursos invertidos puede resultar muy perverso o generar una puerta de entrada indeseada en otros subsectores de servicios de telecomunicaciones. 



Reitero -porque ahora se encuentra presente el Ministro- que comprendo que lo propuesto responde a una necesidad puntual del momento. Sobre eso no tengo inconveniente alguno. Pero fijarlo como sistema permanente me genera serias aprensiones. 



En consecuencia, deseo que algún integrante del órgano técnico o el Ministro precise el punto, a fin de sacar un buen proyecto. 



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en la ocasión anterior en que analizamos esta iniciativa pedí segunda discusión, al tener legítimas dudas. Por eso, recién hablé con el señor Ministro para que nos aclare si, en el fondo, lo que se propone afectará o no a las radios, a los canales de televisión, fundamentalmente de Regiones. 



Lo relativo al derecho preferente no es menor considerando a las pequeñas empresas existentes a lo largo del país versus el enorme negocio realizado por las cadenas transnacionales, que se apoderan absolutamente de todos los servicios de telecomunicaciones de nuestro territorio.



El artículo 13, en sus letras A, B, C, me deja la sensación de que también se abarcaría a las radios, a la televisión, principalmente -insisto- a nivel regional. 



Estoy en contra de toda esa especulación; de todo ese negocio de venta, arrendamiento de concesiones efectuado por unos pocos, que, al contar con información privilegiada, terminan obteniendo grandes utilidades.



Me parece bien abordar tal materia. Pero encuentro inapropiado que no haya claridad sobre el particular. 



En consecuencia, apoyaré la iniciativa siempre y cuando el Ministro nos aclare que no guarda relación alguna con las radios y la televisión. No hay mucho más que descubrir.



El artículo 13 A, B o C, en lo personal, me da la sensación de que sí tiene que ver con los medios de comunicación. Y de ahí que prefiero que dicho Secretario de Estado -si lo estima pertinente- responda a tal interrogante. De lo contrario, obviamente quedará la duda en cuanto al efecto negativo que esto podría producir en todos los medios de comunicación del país.



Nos encontramos frente a un derecho que posee valor. Las pequeñas empresas, las personas, fundamentalmente en Regiones, cuando invierten en una concesión lo hacen pensando en comprar ese legítimo derecho. Y no estoy de acuerdo en que lo pierdan por culpa de unos pocos inescrupulosos, sobre todo si les ha costado tanto mantenerlo en el tiempo y que para ellos representa un activo verdaderamente importante. 



Así es que, señor Presidente, solo pido que el señor Ministro conteste mi consulta, a fin de despejar este manto de dudas con respecto a que lo propuesto puede conllevar, en definitiva, un efecto negativo para los medios de comunicación de todo Chile.



Gracias. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, he pedido copia del informe pertinente. Este proyecto se originó en una moción de los Diputados señores Hasbún, Gutiérrez, Meza, Tuma y señora Hoffmann. Se trata de una iniciativa con amplitud política.



Entre los fundamentos consignados en el informe se señala que, habiendo transcurrido más de 16 años de vigencia y siendo múltiples los procesos concursales en que se ha llevado a la práctica el precepto en cuestión, ninguno de ellos aporta evidencia que permita confirmar que se ha cumplido el objetivo pretendido y, por el contrario, los derechos preferentes, lejos de fomentar el desarrollo de las telecomunicaciones, han sido fuente de conflictividad, de judicialización en el sector y, a la vez, materia propicia para gestiones de orden especulativo.



Estamos debatiendo el proyecto de ley sobre televisión digital terrestre. Hoy en la mañana revisamos un conjunto importante de indicaciones relativas a qué va a pasar con el espectro electromagnético en materia de televisión digital. Y todavía no entramos en la discusión concerniente a si el Estado, tratándose de un bien nacional de uso público, cobrará por su utilización o si se mantendrá el privilegio de aquellos canales que obtuvieron su concesión de manera gratuita cuando pertenecían a universidades y no poseían fines de lucro, pero que se han convertido en instituciones que los persiguen claramente: Chilevisión; Canal 13, vendido al grupo Luksic. También se da el caso de Mega. Es un debate que aún se encuentra pendiente.



Creo que eliminar el derecho preferente, en particular acerca de las radios, necesariamente debe tener una contraparte. Si no va a haber derecho preferente en las concesiones para las radios de todos los tamaños, tampoco debiera existir en materia de televisión, con el objeto de lograr un equilibrio en el concepto del espectro.



Por lo tanto, el debate en las Comisiones unidas de Educación y de Transportes se anticipa con el presente proyecto. Porque lo que tenemos que discutir es, primero, si el Estado va a ejercer usufructo respecto de las concesiones, y segundo, si -entre comillas- se respetará el derecho preferente, histórico, de los concesionarios actuales.



Por consiguiente, la eliminación de tal derecho -podría entenderse que abre espacios, que genera mayor competitividad-, tratándose de concesiones en zonas extremas, en Regiones, y considerando que el modo de resolver será la licitación -porque siempre habrá dos propuestas; es cosa de concertarse-, provocará que no se defina por la necesaria amplitud, por la diversidad, sino mediante la licitación, es decir, por quien posea más lucas. Y está claro quién ganará esas licitaciones: la cadena nacional o internacional dispuesta a pagar más. Eso llevará obligadamente a que el que compre estos derechos -un bien nacional de uso público- pueda concentrarlos y lucrar con ellos.



El proyecto resulta insuficiente en sus alcances, porque se aplica a un solo elemento: la eliminación del derecho preferente. Se trata de una materia que debemos discutir, porque puede haber especulación y también mucho daño a causa de la concentración.



Nos encontramos frente a un debate muy incipiente, que requiere más amplitud.



Señor Presidente, tengo entendido que ya se pidió segunda discusión acerca de este proyecto.

El señor BIANCHI.- Sí. Yo lo hice.

El señor NAVARRO.- Si hubiera consenso en la Sala, se podría aplazar la votación. Lo solicito formalmente. Es posible, sí, efectuar el debate.



Planteo mi petición a fin de considerar todos los elementos antes de tomar una determinación. Porque veo que hay una discusión paralela con el mismo objetivo, tanto en la televisión digital como en el aspecto radioeléctrico, en este caso, las radios. Y si a nivel legislativo se va a adoptar un criterio, este debiera ser concordante, no dispar. De eliminarse el derecho preferente en las radios -espectro radioeléctrico-, tendría que hacerse lo mismo en el espectro electromagnético de la televisión digital.

El señor GIRARDI (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor NAVARRO.- ¿Me concede un minuto para terminar, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede continuar.

El señor NAVARRO.- Gracias.



En consecuencia, entendiendo que otros Senadores han planteado una inquietud similar, pido que continuemos hasta terminar el debate de la iniciativa, pero que se aplace su votación, y si es necesario, que regrese a la Comisión. Entiendo que se trata de la de Transportes y Telecomunicaciones, la misma en la que estamos discutiendo lo relativo a la televisión digital.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, aquí,  por causales completamente distintas, se apunta al mismo asunto: a si este artículo pretende referirse a los derechos preferentes en todos los ámbitos.



La iniciativa aborda algo muy sencillo. Específicamente, dice relación con los derechos en telecomunicaciones y se orienta a un desafío del país en orden a que exista la capacidad de licitar un espectro que no está siendo usado en la actualidad: el 4G.



Como antiguamente la gente pensaba que había una oportunidad de lucrar con derechos, estos se postularon. Pero no se utilizan. Necesitamos tener el espectro libre para que todos puedan postular en igualdad de condiciones. Por eso estamos planteando en este ámbito en particular -no entramos en la discusión de los derechos preferentes en radio o en televisión, completamente fuera del alcance del artículo en debate- la fijación de condiciones iguales y que, en la eventualidad de que proponentes que deseen usar este espectro lleguen empatados técnicamente, se proceda a una licitación.



Reitero: la iniciativa apunta a un espacio que no está siendo utilizado. No se trata de la radio ni de la televisión. Se persigue un proceso de transparencia que garantice que derechos especulativos pasados no abusen de una posición inadecuada a la hora de hacer uso del espectro futuro.



Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Senador señor Navarro, ¿pidió aplazamiento de la votación?

El señor NAVARRO.- Sí, señor Presidente.



Se me informa que el proyecto posee urgencia, pero para los efectos pertinentes el señor Ministro se encuentra en la Sala.



Además, quiero señalarle al Secretario de Estado -tengo la mejor opinión de él- que, si vamos a llevar adelante el debate en esta discusión, yo ya tomé mi decisión en televisión digital, y promoveré la inexistencia de los derechos preferentes. Porque no veo por qué se va a discriminar en el tema de las radios y de la televisión. O sea, ni la Universidad Católica, ni la Universidad de Chile, ni todos los canales de televisión estarán en condiciones de reclamar derechos preferentes para mantener las concesiones y no postular en un concurso amplio, donde todos puedan participar.



Estamos instalando un punto que envía una señal. Si el Gobierno marca este hito y quiere que haya licitación y no derechos preferentes, entiendo que el Ministro estará en la misma posición respecto de la televisión digital. ¡No podría ser diferente! La coherencia y la razón así lo demandan.



En consecuencia, como no hemos contado con el tiempo suficiente para discutir la materia y las razones planteadas de manera breve por el Ministro no me parecen suficientes, he pedido aplazamiento de la votación, a fin de profundizar en estos temas.

La señora ALLENDE.- Me parece bien.

El señor GIRARDI (Presidente).- Entonces, quedaría aplazada la votación. De acuerdo al Reglamento, al Senador señor Navarro le asiste el derecho a efectuar dicha solicitud.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el Senador Navarro tiene todo el derecho a pedir aplazamiento de la votación. Pero deseo explicarle que la iniciativa se orienta justamente a lo contrario de lo que él plantea.



No hablamos de renovación de concesiones, sino de adjudicación de un espacio radioeléctrico que hoy no es utilizado. Y durante 16 años de vigencia de la norma nunca se ha producido lo que supuestamente se propone.



Y, si no se refiere ni a la radio ni a la televisión, que es lo que al Senador le preocupa, entonces no veo por qué se solicita aplazamiento de la votación, aunque reconozco que Su Señoría se encuentra en todo su derecho para hacerlo. Creo que lo que plantea es al revés.



Además, él argumenta que no es partidario de que se entreguen en forma gratuita este tipo de concesiones. Este artículo precisamente establece una competencia entre dos oferentes que llegan en igualdad de condiciones. Y se licita para que paguen al Estado.



El proyecto va, precisamente, en la línea de lo que ha planteado Su Señoría.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, no tiene sentido argumentar más sobre la materia, salvo intentar convencer al Senador Navarro para que levante su solicitud de segunda discusión, pues la cuestión es bien simple...

El señor NAVARRO.- Aplazamiento de la votación, señor Ministro.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Efectivamente, lo que Su Señoría pide es aplazar la votación.



En el fondo, coincidimos en la inquietud acerca del punto. No obstante, independiente de eso, podría discutirse en otros proyectos de ley.



Sin embargo, dado que se trata de algo tan sencillo y teniendo presente que el postergar la votación retrasa los desafíos que tenemos como país, solicito al señor Senador que revise su decisión.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Pido autorización a la Sala para hacerle una consulta al señor Ministro desde la testera.



Cuando intervine le pregunté si esa norma se aplicaba o no a todos los sistemas de licitación de telecomunicaciones.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- No.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Porque, según la redacción del texto -no la intención-, puede interpretarse que es para cualquier tipo de licitación, ya sea regional, subregional, sin conocer los avances tecnológicos.



Por eso algunos esperan que la disposición pueda ser acotada al tema puntual que les inquieta hoy.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- La modificación afecta solo al artículo 13 C, y se refiere precisamente a derechos específicos. De modo que queda acotado al espectro de que estamos hablando. De hecho, ni siquiera se trata de una norma técnica, sino que apunta hacia donde esta se debe aplicar.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Mantiene la petición de aplazamiento de la votación, Senador señor Navarro?

El señor NAVARRO.- Sí, señor Presidente. Porque el tema es suficientemente importante y hay dudas razonables que podemos aclarar a la brevedad, para luego proceder a votar.



Solo he pedido postergación de la votación. Mientras tanto, tendremos oportunidad de conversar con el Ministro y los miembros de la Comisión sobre los criterios que he planteado.



El Senador Prokurica está en lo correcto al decir que quienes tengan concesiones paguen al Estado. Pero deseo que al licitar haya diversidad y pluralismo, y que no ganen los poderosos. En el fondo, mi anhelo es que existan garantías para la diversidad.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- De acuerdo al Reglamento, se aplaza la votación hasta la sesión de mañana.



--Queda aplazada la votación del proyecto.

AUTORIZACIÓN DE DESCUENTOS DE REMUNERACIONES DESTINADOS A COOPERATIVAS

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Proyecto de ley, originado en moción del Senador señor Chahuán, en primer trámite constitucional, que autoriza descuentos de remuneraciones destinados a cooperativas, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6991-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción del Senador señor Chahuán):


En primer trámite, sesión 29ª, en 16 de junio de 2010.


Informe de Comisión:


Trabajo y Previsión Social: sesión 49ª, en 6 de septiembre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es hacer extensivo el incremento de hasta un 25 por ciento aplicable a los descuentos voluntarios que el Código del Trabajo permite efectuar en las remuneraciones, destinados a cooperativas de consumo o de ahorro y crédito, tanto a los trabajadores en servicio activo -sean del sector privado o público-, como a las personas que se encuentren pensionadas, cualquiera que  sea el régimen previsional al que se encuentren adscritas.



La Comisión discutió el proyecto en general y particular por tratarse de aquellos de artículo único y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Rincón y señores Chahuán y Muñoz Aburto).



El texto de la iniciativa que propone la Comisión se transcribe en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a la vista.



Cabe anunciar que los Senadores señora Rincón y señor Chahuán presentaron una indicación al proyecto.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En la discusión en general y particular, tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, esta es una moción muy simple, pero no menos importante, cuyo objetivo es poner término a una situación que, en nuestro concepto, resulta discriminatoria.



En efecto, tal como se señaló en la fundamentación del proyecto, el artículo 54 de la Ley General de Cooperativas autoriza a que se puedan incrementar los descuentos de los emolumentos de los trabajadores hasta un 25 por ciento, cuando se hagan en favor de cooperativas de consumo o de ahorro y crédito, de las cuales el trabajador sea socio.



No obstante que ese tipo de descuentos se realizaba tanto respecto de personas en servicio activo como pensionadas, hace algún tiempo la Contraloría General de la República dictaminó que tales descuentos solo debían circunscribirse a quienes conforman la fuerza laboral activa.



Por esta razón, muchos pensionados -mayoritariamente de CAPREDENA y DIPRECA- que pertenecen a diversas cooperativas y que durante muchos años han ejercido una verdadera cultura del descuento por planilla, se contactaron conmigo, a fin de que, mediante una modificación a la citada ley, se amplíe la facultad de efectuar ese tipo de descuentos a los trabajadores tanto del sector público como privado, sean activos o pensionados, y de cualquier régimen previsional.



Esto último, porque actualmente existe otra limitación legal contenida en la ley N° 18.108, que faculta a los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y al General Director de Carabineros para fijar, dentro de sus respectivas instituciones, el monto máximo de descuentos por planilla a favor de cooperativas, pero solo de consumo o de vivienda, excluyendo a las de ahorro y crédito.



En consecuencia, hemos considerado necesario formular una indicación con el objeto de modificar el artículo 169 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, y el artículo único de la ley N° 18.108, con el propósito de eliminar la expresión "de consumo o de vivienda”, y de que no se produzcan discriminaciones que limiten el tipo de cooperativas respecto de las cuales se pueden efectuar descuentos. Más aún cuando los pensionados de CAPREDENA y DIPRECA tienen la posibilidad efectiva de optar a créditos con tasas de interés más bajas en esas cooperativas de ahorro y crédito.



Por lo anterior, solicito a mis Honorables colegas aprobar tanto este proyecto, que viene a corregir una situación que en nuestro concepto no se justifica, como la indicación que hemos presentado con la Senadora señora Rincón, que persigue la misma finalidad correctiva.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, estimados colegas, el proyecto de ley que estamos discutiendo busca, en su idea original, hacer extensivo el incremento de hasta un 25 por ciento aplicable a los descuentos voluntarios que el Código del Trabajo permite efectuar en las remuneraciones, destinados a cooperativas de consumo o de ahorro y crédito, tanto a los trabajadores en servicio activo -sean del sector privado o público-, como a las personas que se encuentren pensionadas, cualquiera que sea el régimen previsional al cual se encuentren adscritas.



Antes de seguir más adelante me gustaría señalar algunos aspectos que considero interesantes para contextualizar el debate en esta Sala.



El decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, publicado el 17 de febrero de 2004, que contiene el texto que regula las cooperativas, establece en su articulo 1° que “las cooperativas son asociaciones que de conformidad con el principio de ayuda mutua tienen por objeto mejorar las condiciones de vida de sus socios”.



De acuerdo al artículo 3° de ese mismo texto legal, puede haber cooperativas de objeto único, como las de vivienda abierta y las de ahorro y crédito.



Conforme al artículo 54 de dicho cuerpo normativo, se permite que los descuentos voluntarios que se autorizan en el artículo 58 del Código del Trabajo se puedan incrementar hasta en un 25 por ciento cuando los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de consumo o de ahorro y crédito de las que el trabajador sea socio.



Al tenor de lo establecido en esa disposición, tal autorización solo es permitida para personas que formen parte de la fuerza laboral activa, no pudiendo extenderse a los pensionados, cualquiera que sea su régimen previsional, lo que, en nuestra opinión, resulta una evidente discriminación, toda vez que la mayor parte de los jubilados siguen perteneciendo a cooperativas, gozando de sus respectivos beneficios. Y, por el solo ministerio de lo dispuesto en la norma legal, no se les pueden efectuar los descuentos pertinentes de sus correspondientes emolumentos.



Ahora bien, la razón de la ley que propuso el Honorable señor Chahuán, se hace cargo de la situación que generó una interpretación que efectuó la Contraloría General de la República en su dictamen N° 55.939. En él se señaló que el inciso primero del artículo único de la ley N° 18.108 estableció que los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y el General Director de Carabineros, en sus respectivas instituciones, fijarán y podrán modificar los montos máximos de descuentos en las planillas de pago del personal que indica, a favor de cooperativas de consumo o de vivienda, mutuales, entidades aseguradoras y servicios médicos o de bienestar.



A su vez, el inciso segundo de la mencionada normativa dispone que, tratándose de las personas acogidas a retiro o beneficiarias de pensiones de montepío, “el monto máximo de los descuentos, para los efectos señalados en el inciso anterior, será fijado por la respectiva institución previsional”.



De lo expresado en dicho cuerpo legal se infiere, como puede apreciarse, que la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile solo puede efectuar descuentos por planilla a favor de sus imponentes respecto de las entidades que en él se detallan, entre las cuales se encuentran las cooperativas de consumo o de vivienda, no contemplando otra clase de instituciones de similar naturaleza jurídica.



Y la Contraloría agrega que la ley en comento es de carácter especial, razón por la que debe interpretarse en forma estricta, de modo que no cabe extenderla a situaciones no consignadas en ella, como es el caso de los descuentos a favor de cooperativas de ahorro y crédito.



De acuerdo a lo anterior y debido a la interpretación de la Contraloría, tanto DIPRECA como CAPREDENA se ven imposibilitadas de descontar de las pensiones de sus beneficiarios todas aquellas sumas de dinero que dicen relación con préstamos que otorgan las cooperativas de ahorro y crédito a sus socios. Ello, porque la norma actual permite el descuento solo para las cooperativas de consumo y de ahorro para la vivienda, dejando fuera a las cooperativas de ahorro y crédito, lo que nos parece una evidente discriminación en contra de instituciones tan importantes para miles de pensionados del país.



Colega Chahuán, estoy tratando de convencer al Senador Bianchi.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-
 Ruego a los señores Senadores guardar silencio.

La señora RINCÓN.- Una vez aprobado en general y en particular el proyecto en la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado, varias organizaciones, como la Federación de Cooperativas de Ahorro y Crédito, nos plantearon, al colega Chahuán y a quien habla, que si bien la iniciativa propuesta significa un avance con respecto a la situación de las cooperativas, no resuelve de manera integral el asunto en cuestión, ya que no dejaría clara la solución al problema de la discriminación en contra de este tipo de organizaciones.



Pues bien, recogiendo lo que nos expresaron los directivos de las cooperativas, con el apoyo del autor del proyecto presentamos, para su discusión en la Sala, una indicación con el objeto de acoger la propuesta de ellos y abordar la materia en forma integral, modificando dos disposiciones que dicen relación con este tema: una contenida en la ley N° 18.108, que establece normas sobre descuentos por planillas al personal de las Fuerzas Armadas y de Carabineros, y la otra en el artículo 169 del decreto con fuerza de ley N° 1, del año 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas (ambas normas muy similares), eliminando la distinción que se hace entre los distintos tipos de cooperativas, y dejando en las dos disposiciones solo la palabra “cooperativas”,...

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Concluyó su tiempo, señora Senadora.

El señor BIANCHI.- Concédale algunos minutos más, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Puede continuar, Su Señoría, para terminar la idea.

La señora RINCÓN.-...sin distinción de qué tipo sean, de modo de eliminar directamente la evidente discriminación que hoy existe en nuestra legislación contra ese tipo de organizaciones y, por tanto, la imposibilidad que hoy tienen de hacer efectivos los cobros mediante descuentos por planilla.



Señor Presidente, las cooperativas fueron creadas en Chile hace muchos años, con el fin de entregar mejor acceso al crédito a campesinos y personas de menores ingresos. 



El modelo cooperativista dio espectaculares resultados. Desgraciadamente, durante muchos años y también en los Gobiernos de la Concertación, a menudo esas entidades fueron dejadas de lado. Y hoy, con el dictamen de la Contraloría acerca de las cooperativas de ahorro y crédito, se las excluye aún más y se las coloca en una evidente y triste situación de discriminación. 



Eso afecta no solo a las cooperativas, sino también a los clientes-socios de las mismas, que ven perjudicada su única posibilidad de acceder a crédito con tasas de interés razonable y sin afán de lucro.



Por lo tanto, pido a la Sala aprobar el proyecto de ley de nuestro colega Chahuán, que la Comisión aprobó por unanimidad, como asimismo la indicación que presentamos y que busca corregir una situación que está afectando gravemente a decenas de cooperativas a lo largo y ancho del país.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, lo que no pudo hacer el colega Chahuán lo logró la Senadora Rincón: ¡me convenció!



Hace algunos minutos le estaba preguntando a él sobre la indicación que presentaron junto con la señora Senadora, y lo felicité por la presente iniciativa.



Me dijo que se trataba de algo muy simple. 



Puede que sea simple, pero es tremendamente relevante para las miles y miles de personas pensionadas de las Fuerzas Armadas.



Y, efectivamente, el tema de las cooperativas de ahorro y crédito me hace sentido, a pesar de los dictámenes de la Contraloría, porque ellas implican entrega de plata menos cara para los pensionados -¡eso es!- y que paguen menor interés por el crédito. ¡Punto!



En consecuencia, no veo por qué vamos a negarnos a apoyar  la iniciativa. Todo lo contrario. Concurriremos gustosos a votarla favorablemente por cuanto, en definitiva, permite que los pensionados consigan dinero más barato y que paguen menos por el préstamo que piden.



Pero no quiero dejar pasar la oportunidad, señor Presidente, de hacer ver un hecho que me llama la atención.



Existen algunas cajas de compensación, en particular, que descubrieron un negocio no menor: les prestan plata a las personas que perciben una Pensión Básica Solidaria. 



Es decir, hoy día, con el aval del Estado, quienes reciben dicha pensión son, además, clientes de cajas de compensación que, indudablemente, obtienen un significativo lucro sobre la base del crédito que les otorgan a personas cuyo único ingreso es la Pensión Básica Solidaria.



Quiero manifestar, de manera muy responsable -y les solicito a los colegas un poco de atención-, que a mí no me agradaría, me resultaría penoso, triste, que miles de mujeres y hombres que perciben la Pensión Básica Solidaria como único ingreso para su sustento y que han obtenido créditos a través de una caja de compensación -otorgados, con toda seguridad, no con las mejores garantías ni con las tasas más convenientes, sino con la misma que se cobra por cualquier otro préstamo-, dentro de uno o dos años vean mermado el monto de su pensión. 



Lo mínimo que deberíamos pedirles a esas instituciones es una consideración particular, especial, al respecto, toda vez que ellas han lucrado -de manera legítima- con el aval del Estado, que es el que entrega la Pensión Básica Solidaria, al otorgar créditos a personas que como único ingreso cuentan con ese tipo de pensión.



Yo concurro con mi voto favorable a esta iniciativa, y lo mismo haré después con la indicación de la Honorable señora Rincón y del colega Chahuán, reiterando que este no me convenció, pero sí la Senadora.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón, para plantear un punto de Reglamento.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, las Comisiones unidas de Salud y de Trabajo y Previsión Social se encuentran citadas para analizar el proyecto de posnatal.



Pido que se abra la votación a fin de emitir nuestro pronunciamiento antes de ausentarnos para poder constituirnos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.



--Así se acuerda.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma, por el tiempo correspondiente a su discurso.



No se afectará la duración de las intervenciones.

El señor TUMA.- Señor Presidente, no me preocupa el tiempo del discurso, sino la votación, porque voy a solicitar algo distinto.



Yo celebro la presentación de este proyecto de ley, pero me parece que está incompleto, por cuanto -como manifestó el colega Bianchi- no protege a los pensionados de las altas tasas de interés que existen en el mercado.



Ojalá que la Senadora Rincón no abandone la Sala todavía, porque como Presidenta de la Comisión de Trabajo y Previsión Social debe haber conocido una iniciativa, originada en moción, en el mismo sentido, que regula la materia de otra manera e introduce competencia en el sistema de descuentos por planilla que hasta ahora aplican las cajas de compensación y con el cual no cuentan otras instituciones acreedoras.



El proyecto en debate les permite a las cooperativas ampliar ese sistema de descuentos a sus socios que son pensionados. Y me parece bien. 



Sin embargo, se sigue manteniendo en cautividad a los pensionados, a quienes les prestan siempre al máximo de la tasa, en circunstancias de que en definitiva se le presta al Estado. Por consiguiente, no hay riesgo. Y a pesar de no haber riesgo les aplican la mayor de las tasas. 



Ello ocurre en este mercado debido a que no hay competencia.



El proyecto al que aludí y que se halla radicado en la Comisión de Trabajo, introduce competencia al permitir que cualquier entidad financiera pueda descontar las cuotas por planilla.



Entonces, quiero solicitar que la iniciativa en análisis vuelva a la Comisión de Trabajo en segundo trámite reglamentario; que el proyecto que presentamos otros Senadores y que se encuentra en ese órgano técnico sea despachado por este y llegue a la Sala para complementar este debate, y que de ese modo posibilitemos que no solo los pensionados socios de cooperativas puedan recibir este beneficio, sino también que todos los demás que quieran hacer uso del descuento por planilla puedan operar con la institución financiera que les cobre la tasa de interés más baja. 



Así se incorporaría competencia al mercado, a propósito de la preocupación acerca del endeudamiento y de las altas tasas de interés que existen hoy en el país.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El proyecto -y le pido al Senador señor Tuma que ponga atención a mis palabras- se está votando solamente en general. De manera que volverá a la Comisión, donde Su Señoría podrá formular el planteamiento de fusionarlo con la iniciativa que mencionó, a fin de recoger sus ideas matrices.



Anticipo que ya han llegado indicaciones a la Mesa.



Para fundar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero ratificar la adecuada orientación de este proyecto de ley, que busca resguardar derechos, particularmente de los pensionados adscritos a cualquier régimen previsional.



Tras conversar con dirigentes de diversos sindicatos, tanto del sector privado como del público, he podido constatar que el límite de 45 por ciento no se cumple.



A algunos trabajadores se les descuenta de sus remuneraciones 80 a 90 por ciento por los más diversos motivos: créditos de consumo, prestaciones de salud, anticipos, en fin. Se usan las más variadas fórmulas para permitir que distintos proveedores de servicios tengan garantizado el pago, porque es contra planilla.



¡El descuento por planilla no tiene el tope de 45 por ciento: llega a entre 80 y 90 por ciento del sueldo!



Por eso, yo presenté un proyecto de ley que establece la inviabilidad del descuento por planilla si se supera el margen legal, con una excepcionalidad hasta el 55 por ciento tratándose de créditos para la vivienda. Y se consigna la sanción del caso.



Ahora bien, si al artículo 54 del decreto con fuerza de ley Nº 5, que contiene la Ley de Cooperativas, le incorporamos la frase “o pensionado de cualquier régimen previsional”, surge la pregunta de si se fiscalizará para evitar que dicha irregularidad siga ocurriendo o solo vamos a dejar el precepto como letra muerta.



Porque hoy día, señor Presidente, el artículo 58 del Código del Trabajo no se cumple, sea por la dificultad de fiscalizar, sea por el consentimiento mutuo; en este último caso, el trabajador está informado, conoce la legislación, pero llega a un pacto de silencio con el empleador (“la bicicleta” con las tarjetas de crédito es el mecanismo permanente de subsistencia; y lo saben muy bien los profesores de mi país) para violentar la ley.



El sentido original del artículo 58 del Código Laboral es el de que ninguna familia puede subsistir si más del 45 por ciento del sueldo mensual es descontado de manera automática. Y el descuento por sobre ese límite es lo que explica el alto endeudamiento existente en Chile.



En consecuencia, si modificamos el artículo 54 del decreto con fuerza de ley Nº 5, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, estamos ante la dificultad de que, por tratarse de un texto de artículo único, la aprobación general puede conducir a la aprobación particular del proyecto.



Quiero que la Mesa me aclare esa situación. Porque, a decir verdad, existen otros elementos que podrían agregarse a esta iniciativa, como el que planteó el Senador Tuma o el que indiqué yo con relación al límite máximo de los descuentos por planilla y a la nulidad de los que excedan de los porcentajes señalados. De lo contrario, los propósitos perseguidos no se van a alcanzar.



Señor Presidente, aunque estoy de acuerdo con el texto que se nos presentó, creo factible mejorarlo, ampliarlo e introducirle las enmiendas destinadas a permitir que la ley en proyecto se cumpla, que no sea letra muerta como lamentablemente ocurre con el artículo 58 del Código del Trabajo en lo que respecta al tope de los descuentos por planilla, que en varios sectores de la producción exceden con mucho el monto autorizado por ley.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Debo indicar lo siguiente.



De acuerdo al artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la Sala puede refundir dos o más proyectos en uno.



En tal virtud, solicito autorización para refundir la iniciativa que ocupa al Senado ahora -la presentada por el Honorable señor Chahuán- con la que se individualizó hace algunos momentos.



Es posible hacerlo, pero siempre que ambos proyectos se encuentren en el primer trámite constitucional, no importando si ya se aprobaron en general.

El señor TUMA.- Conforme.

El señor ESCALONA.- No doy mi acuerdo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No hay acuerdo en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, este proyecto abre la posibilidad de realizar una reflexión muy profunda acerca de las instituciones que han tenido el privilegio de descontar por planilla los créditos que otorgan a gente tanto del sector pasivo como del activo.



Lo planteado por el Senador Tuma es muy real: algunos entes que conceden préstamos tienen asegurada la cobranza y las tasas de interés que aplican son superiores o iguales a las fijadas por una institución financiera que carece de la ventaja que significa el descuento por planilla.



Aquí, ciertamente, se abre un espacio para analizar la posibilidad de que todas las instituciones hagan descuentos por planilla.



Obviamente, para un jubilado o para un trabajador de pocos recursos resulta muy difícil acceder a un banco. Entonces, muchas veces su única alternativa son las cajas de compensación. Y ustedes conocen las tasas que cobran estas, sobre todo al sector pasivo.



Uno ve las tremendas inversiones que efectúan las cajas de compensación en el ámbito recreacional y en otros aspectos sin duda importantes para nuestra comunidad. Pero eso lo financian fundamentalmente con los recursos que obtienen de gente de los sectores populares, a la que para el servicio de los créditos le cobran las mayores tasas, no obstante tener la posibilidad del descuento por planilla.



Pienso que debe haber un sistema que permita la competencia de la totalidad de las instituciones que otorgan préstamos.



Todos entendemos la argumentación del Senador Navarro en el sentido de que el sobreendeudamiento lleva a la desesperación y abre cauces a través no solo del descuento por planilla sino también de las tarjetas de crédito y las deudas informales.



Por eso, valoro el planteamiento del Senador Chahuán en cuanto a abrir una discusión muy importante, pues queremos competencia y nos interesa que las tasas de interés sean lo más bajas posible.



Si ello no ocurre y nos limitamos al proyecto de Su Señoría, yo estaré de acuerdo. No obstante, me parece necesario dar pie a un debate que lleve el análisis mucho más allá.



En consecuencia, creo que el Senado debe legislar sobre la materia del modo indicado, precisamente para avanzar en lo que espera nuestra comunidad.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, voy a votar en contra de este proyecto porque me parece sumamente peligrosa la autorización para que se les descuente por planilla a los pensionados -como dice el artículo único- “de cualquier régimen previsional”.



Siento que aquí se está abriendo una puerta para que, a la postre, se cometa todo tipo de tropelías contra los pensionados.



No quiero hacerme parte de la irresponsabilidad que veo flotando en esta iniciativa.



Voto que no.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, ¿puedo hacer una consulta antes de que intervenga el colega García?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Senador señor García, el Honorable señor Pizarro quiere plantear un punto de Reglamento.

El señor GARCÍA.- Conforme, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Pizarro.

El señor PIZARRO.- Más bien, señor Presidente, deseo formular una consulta a propósito de la intervención del Senador Bianchi sobre la realidad de los pensionados, a quienes hoy día les ofrecen préstamos, les pasan la plata y después les hacen descuentos durante tres, cuatro o cinco años, en cuotas que significan altísimos porcentajes de sus ingresos.



Mi pregunta es si actualmente existe algún tipo de autorización o si se hace solo por voluntad del beneficiario.



¿Cuál es exactamente la situación? 



Aquí se aumenta el tope. Pero a mí me gustaría conocer la realidad actual.



Porque el Senador Escalona tiene toda la razón: nosotros nos encontramos a diario en las Regiones con la situación dramática de gente a la que en determinado momento le prestan plata para una urgencia y después no halla cómo subsistir mes a mes.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Senador señor García. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, deseo solicitar que esta iniciativa vuelva a Comisión, por varias razones.



La primera, porque su nombre induce a error. En efecto, se dice: “proyecto de ley que autoriza descuentos de remuneraciones destinadas a cooperativas”. Pero el artículo 54 del decreto con fuerza de ley N° 5, de 2004, del Ministerio de Economía, señala: “Increméntase hasta el 25% el límite de descuentos voluntarios por planilla establecido en el inciso segundo del artículo 58 del Código del Trabajo, cuando los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de consumo o de ahorro”. O sea, el descuento de remuneraciones destinado a cooperativas ya está autorizado por ley. Lo que hace esta iniciativa es extender la autorización a las pensiones de cualquier régimen previsional.



Yo no sé si la ubicación es adecuada. Porque no olvidemos que se está haciendo referencia al artículo 58 del Código del Trabajo, cuerpo normativo que regula las relaciones entre trabajadores y empleadores. Y aquí se quiere agregar el descuento por planilla para pensionados, quienes ya no se rigen por ese Código, pues se encuentran en el sector pasivo.



Es muy probable que aquello esté correcto. Pero, francamente, no tengo certeza, no tengo seguridad.



A mi juicio, el proyecto es bastante bien intencionado. No obstante, señor Presidente, desearía que se revisara, porque no me parece razonable que la situación se adose al artículo 58 del Código del Trabajo, ya que, como dije, se está permitiendo el descuento a las pensiones y eso ya no tiene nada que ver con el referido cuerpo legal.



Por tanto, yo preferiría, para no cometer algún error (involuntario, por supuesto), que la Comisión revisara el punto.



Gracias, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Señor Senador, reglamentariamente, estamos en votación general. Por ende, el proyecto va a volver a Comisión. 



Ahora, como algunos Senadores se han retirado para asistir a una sesión de Comisiones unidas, no podemos revisar el proceso de votación que está en curso.



Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor GARCÍA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Es un punto de Reglamento?

El señor GARCÍA.- Sí.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, hallándose el proyecto en la situación que usted describe, voy a votar a favor de la idea de legislar, pero pidiéndole encarecidamente a la Comisión que revise el aspecto que señalé.



Gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, yo he votado que sí porque el proyecto en general me parece adecuado y constructivo. Sin embargo, pienso que su idea central, cual es aumentar la velocidad de retorno en los pagos a favor de los acreedores, debe ser acompañada de una reducción en la tasa de interés, que es lo que ocurre habitualmente cuando el retorno es más rápido. Y esto, acoplado con el hecho de que son deudores muy seguros.



Pero para conseguir ese efecto hay que abrir el número de los prestamistas posibles. De otro modo se tiene una especie de público cautivo y el efecto procurado se ve derrotado.



Yo vi la lista de los acreedores y me pareció que...

El señor CHAHUÁN.- Antes eran solo las cajas de compensación.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Bueno. Pero yo lo ampliaría a otras instituciones financieras, de tal manera de conseguir que el propósito laudable se tradujera efectivamente en una rebaja en la tasa de interés.



Es cuanto puedo opinar sobre el proyecto. Y espero que en la Comisión se hagan las correcciones del caso.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se ofrece la palabra.



Se ofrece la palabra.

El señor CHAHUÁN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Estamos en votación, Su Señoría. Y el voto se fundamenta una vez, no tres.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (21 votos a favor, 2 en contra y 4 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Walker (don Ignacio).



Votaron por la negativa los señores Escalona y Quintana.



Se abstuvieron la señora Alvear y los señores Letelier, Pizarro y Walker (don Patricio).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Corresponde fijar plazo para la presentación de indicaciones. 



¿Les parece el martes 11 de octubre, a las 12?



--Así se acuerda.
BENEFICIOS Y PUBLICIDAD CON RELACIÓN A PROYECTOS EN PROCESO DE CALIFICACIÓN AMBIENTAL

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señora Allende y señores Girardi, Gómez y Letelier, en primer trámite constitucional, sobre beneficios y publicidad acerca de proyectos en proceso de calificación ambiental, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7552-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Letelier, señora Allende y señores Girardi y Gómez):


En primer trámite, sesión 4ª, en 22 de marzo de 2011.


Informe de Comisión:


Medio Ambiente y Bienes Nacionales: sesión 52ª, en 13 de septiembre de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa tiene por objeto obligar a los proponentes de un proyecto que deba someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental a informar al Servicio de Evaluación Ambiental si han convenido antes, durante o después del proceso de evaluación ambiental cualquier acuerdo que importe el ofrecimiento o entrega a personas de algún beneficio de carácter ambiental o de cualquier otra naturaleza que pudiese incidir en la evaluación o calificación.



Asimismo, señala que la infracción a esa obligación será sancionada por la Superintendencia del Medio Ambiente, de acuerdo a la normativa establecida en el artículo 35 de su ley orgánica.



La Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales discutió este proyecto de ley en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señoras Allende y Von Baer y señores Muñoz Aburto y Patricio Walker. El texto despachado se consigna en el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus computadores.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión general.



Ofrezco la palabra.



Pidió la palabra la Honorable señora Alvear.



Senadora señora Allende, usted es Presidenta de la Comisión, ¿no?

La señora ALLENDE.- No.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- ¿Quién la preside?

La señora ALLENDE.- El Senador Navarro.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Muy bien.



Tiene la palabra la Senadora señora Alvear, a quien le doy mis disculpas.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, este proyecto fue ampliamente debatido en la Comisión de Medio Ambiente.



Fruto de la experiencia que existe en la tramitación de diferentes emprendimientos o empresas tendientes a realizar trabajos que, en definitiva, implican un deterioro para la población. En el caso de empresas termoeléctricas, por ejemplo, es importante conocer antes de la aprobación del impacto ambiental cuáles son las promesas que, muchas veces, se formulan a los habitantes de una comuna determinada para los efectos de obtener su aceptación.



La iniciativa obedece a una moción de Honorables colegas ya mencionados por el señor Secretario. Sin duda, en el transcurso de la discusión fuimos llegando a diferentes acuerdos para mejorar la comprensión del texto y sus alcances normativos.



La primera parte del artículo 13 bis que se contempla expresa: “Los proponentes de un proyecto que deba someterse para su aprobación al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, o cualquier interesado en su aprobación o rechazo”.



Aquí, señor Presidente, se ha optado por imponer la obligación de informar respecto de negociaciones que puedan incidir en el pronunciamiento sobre un proyecto sometido al Sistema y se determina quiénes deben cumplirla. Es una norma amplia, ya que no solo obliga a las empresas que lo realicen, sino también a cualquier interesado en que sea acogido, o bien, desechado.



En tal sentido, esta parte de la disposición permite cubrir todas las hipótesis de negociación posibles en torno de alguna obra respecto de la cual existieran personas que pudiesen influir indebidamente, a través de negociaciones, para su aprobación o rechazo.



A continuación expresa el artículo que los proponentes “deberán informar al Servicio de Evaluación Ambiental, a través del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental”.



Ello establece dos cuestiones muy importantes.



Primero, se precisa a qué autoridad ambiental se le debe informar y cómo hacerlo, dado que con la redacción actual se ha registrado cierta confusión respecto de cuál es el destinatario y, por lo tanto, no queda clara la utilidad que presta la norma en este momento.



El texto vigente tampoco garantiza que los antecedentes que se proporcionen sean de carácter público. No se señala cómo se tiene que proceder.



Con la propuesta formulada, al señalarse que se deberá informar “a través del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental”, estamos expresando que ello se debe hacer al Director del Servicio de Evaluación Ambiental, pero, a la vez, en el marco del Sistema. Eso obliga a que los antecedentes respectivos queden en el expediente público que contempla dicho organismo en su página web, la cual es bastante visitada y, por lo tanto, permite que sean públicos y conocidos por cualquier persona.



Se determina que se deberá informar “si han convenido, ya sea por sí o por medio de un tercero, antes, durante o después del proceso de evaluación ambiental, cualquier acuerdo que importe el ofrecimiento o entrega a personas, de algún beneficio de carácter ambiental o de cualquier otra naturaleza que pudiese incidir en la evaluación o calificación del proyecto.”.



Esta redacción, señor Presidente, tiene por objeto ampliar la hipótesis de los obligados a proporcionar antecedentes y no considerar únicamente al solo titular o proponente de un proyecto, sino también a terceros que se presten para tales fines.



Asimismo, se fijan distintos momentos en que la exigencia debe ser cumplida, de acuerdo con la oportunidad en que se pueden verificar tales negociaciones, dado que la norma actual se refiere a la obligación de informar solo durante la evaluación del proyecto.



En virtud de la propuesta, obligamos a las empresas que hayan iniciado o materializado cualquier tipo de acuerdo previo a informarlo en el estudio o la declaración de impacto ambiental al momento de ingresar el proyecto, antecedente que, como señalé, será de carácter público, dado que deberá incluirse en la página web del Servicio de Evaluación Ambiental.



Por otra parte, extendemos el deber de informar de tales negociaciones incluso después de la aprobación. Ello, porque puede darse perfectamente el caso de que una empresa que esté desarrollando un proyecto ya acogido efectúe algún tipo de negociación o donación respecto de un servicio público con competencias fiscalizadoras en la resolución de calificación ambiental respectiva. Estimamos que tal situación podría inhibir a este último, eventualmente, para realizar un cometido adecuado.



Igualmente se establece la necesidad de informar de toda clase de negociaciones o beneficios, cualquiera que sea su índole, y con todo tipo de personas, naturales o jurídicas. Es decir, no solo estamos haciendo referencia a tratativas o acuerdos de carácter ambiental, sino también de cualquier orden.



Por último, para el evento de que las personas obligadas por estas normas a informar no lo hagan, se introduce una infracción que faculta a la Superintendencia del Medio Ambiente, mediante la incorporación de una letra ñ), nueva, al artículo 35 de la ley Nº 20.417, para aplicar cualquiera de las sanciones previstas en ese cuerpo legal, incluso la revocación de la resolución de calificación ambiental.



Señor Presidente, la moción es de gran importancia y fue trabajada muy seriamente en la Comisión, y, finalmente, llegamos a un acuerdo respecto de una redacción para los efectos de incluir todas las hipótesis que conocemos que se han dado o que pudieran darse en este tipo de evaluación de proyectos, especialmente de grandes empresas que pretenden materializarlos en distintas comunas o Regiones.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, quisiera partir por felicitarlo en su calidad de autor de la iniciativa, a la cual hemos adherido gustosamente los Senadores Girardi, Gómez y quien habla, como aquí se ha mencionado.



En todo caso, tal como lo expresó mi Honorable colega Alvear, nos ocupamos del asunto en la Comisión de Medio Ambiente, donde recibimos a algunos invitados y revisamos el articulado. Este es bastante simple, en apariencia, pero de un profundo contenido.



En la actualidad, Chile está viviendo un momento en el que se registra cada vez más conciencia ciudadana acerca de la importancia que reviste para el desarrollo de un país la protección del medioambiente y la forma de conjugar -los que creemos necesario hacerlo- crecimiento económico con desarrollo sostenible. Tiene que existir armonía, cuando estamos haciendo referencia a un proyecto, con el entorno y el medioambiente.



Hoy día, una serie de estudios, tanto en energía hidráulica como en combustión de fósiles, están levantando claramente mucha tensión social. La gente incluso se ha manifestado en las calles. Es crecientemente perceptible cómo desfilan los ciudadanos que necesitan expresar su inquietud frente a la aprobación o no de determinados proyectos.



Deseo partir por consignar, señor Presidente, que todavía tenemos, por desgracia, a pesar de recientes reformas, una institucionalidad medioambiental bastante débil. Lo he dicho, no una, sino varias veces en la Comisión de Medio Ambiente y en la de Minería y Energía. Y, lamentablemente, tal característica ha significado para nuestro país que terminemos judicializando casi todos los proyectos, en la medida en que se presenta ese factor, o que no media la confianza suficiente, o que el espacio de participación es escaso.



Pero no se trata solo de eso, sino que también ha faltado mucha transparencia. Es un hecho que vienen grandes proyectos. En la Región de Atacama, a la que tengo el gusto de representar, se contemplan algunos enormes en la minería y, también, una gran termoeléctrica a carbón, como Castilla.



En lo personal, he expresado varias veces públicamente mi oposición a esta última; pero, además, junto con el Diputado señor Robles fuimos incluso a conversar con el Contralor y le pedimos un informe, porque, a nuestro juicio, se celebraron reuniones innecesarias, incluida una en la casa del propio Ministro de Salud. Ello, a mi juicio, genera una distorsión de lo que debiera ser la opinión de los técnicos: independiente, autónoma y respetada.



Cabe deplorar que en nuestra débil institucionalidad no siempre se respeten estos espacios.



Ese es el contexto por el cual creo que corresponde aprobar un proyecto de las características del que nos ocupa, muy sencillo, aparentemente, pero con la virtud de proporcionar transparencia a conversaciones que puedan realizarse en forma previa a la evaluación de impacto ambiental y durante esta.



Por desgracia, en la Comisión Evaluadora establecida en la ley no participan hoy día, como sabemos -y creo que es un error que es preciso asumir-, los consejeros regionales, sino solo los secretarios regionales ministeriales, y me parece que eso le ha restado diversidad y pluralidad. Lamentablemente, como se ha visto en algunos casos, estos últimos responden, jerárquicamente, ante los ministerios y, muchas veces, su opinión, más que con fundamentos técnicos, tiene que ver, simplemente, con directrices que responden a determinados intereses.



En consecuencia, es muy importante que la ciudadanía tenga la posibilidad de conocer si ha habido conversaciones, compromisos, acuerdos, directamente o a través de terceros, en fin, para otorgar a las personas algún beneficio de carácter ambiental o de otra naturaleza.



Aprovecho para hacer presente que si bien se contempla la información a la población cuando existe un gran proyecto, la verdad es que se plantea una situación de tal desnivel que, muchas veces, resulta lamentable. Por un lado, una empresa llega acompañada de una plana mayor de supertécnicos especializados, quienes exponen un asunto complejo, y, por el otro, intervienen algunos dirigentes sociales o miembros de la comunidad que no poseen, por supuesto, ese nivel de asesoría ni de información técnica. En consecuencia, la desigualdad es enorme.



Es importante que, a lo menos, con la iniciativa en debate podamos “incitar” -llamémoslo así- a la transparencia respecto de todos los interesados en un procedimiento administrativo. A mi juicio, vamos a dotar de mayor independencia a las autoridades en la medida en que se registre tal factor, cosa que no observo hoy día, y lo que me preocupa es que no siempre se puede confiar en forma plena en que ellas actúan realmente, a la hora de la evaluación, con el nivel de autonomía con que deben hacerlo.



Además, como siempre lo hemos dicho, la transparencia fortalece la democracia. Por lo tanto, es necesario que la ciudadanía se halle bien informada, que conozca a fondo un proyecto, que se sienta con derechos garantizados o que la institucionalidad sea capaz de absorber las dudas, la necesidad de mayores antecedentes; pero, más aún, queremos saber si efectivamente median ofrecimientos, conversaciones, negociaciones o compromisos. Y aquí viene lo relevante, ya que si estos existen, no solo es preciso transparentarlos, sino que también interesa, en definitiva, que no sean vinculantes a la hora de la evaluación. Porque hemos visto muchas veces que se dice: “¡Pero cómo! Si se van a entregar 60 millones de dólares, algo inédito, a la Asociación de Regantes,” -lo pongo como ejemplo-, “¡cómo no se va a aprobar un proyecto de estas características!”.



Repito que estimo muy trascendente que la ciudadanía tenga la posibilidad de hallarse mejor informada, que haya transparencia, que los criterios de evaluación sean, en lo posible -y así debiera ser-, de carácter técnico y no condicionados por beneficios inmediatos que pudieran otorgarse en términos ambientales o de otros intereses, incluso, para la población.



Es una cuestión compleja. A veces, resulta positivo obtener provechos, pero lo significativo es la evaluación en el mérito. Y eso es lo que quiero reforzar: que una iniciativa se pondere sin condicionarse a traer aparejada la entrega de luz aquí o una ventaja allá. Porque, desgraciadamente, tenemos una institucionalidad débil, como ya he señalado. Recién ahora estamos a punto de aprobar la creación de los tribunales ambientales, asociados a la Superintendencia, único organismo que podrá efectuar el seguimiento de los proyectos, de evaluarlos.



A la hora de evaluar, justamente, no son raras las promesas que después no se cumplen, o bien, que falte transparencia con relación a compromisos contraidos antes del proceso o durante este, de modo que no necesariamente ello representa el criterio por el que es preciso guiarse.



Señor Presidente, por todas las razones expuestas, creo que al sustituirse el artículo 13 bis se da un paso más hacia la transparencia, hacia una mejor información, y, también, en el sentido de que si han existido negociaciones ello no significa que tengan que ser vinculantes.



En consecuencia, considero que debemos aprobar la iniciativa.



He dicho.
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, comparto todo lo dicho por la señora Senadora que me antecedió en el uso de la palabra en orden a que el proyecto es muy positivo porque se trata de contar con más información. De verdad es muy importante, cuando la aprobación de una iniciativa debe someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, que el Servicio de Evaluación Ambiental logre todos los antecedentes necesarios respecto de qué beneficios ofrece a la comunidad una empresa que se propone realizar una inversión y que va a afectar el medioambiente.



Pero asimismo me gustaría saber, considerando que toda información es buena, qué relación han mantenido con la comunidad los grupos que, muchas veces, salen en legítima y natural defensa del medioambiente. Porque también me ha tocado conocer el caso al revés de ofertas que le hacen a ella personas que afirman interesarse mucho en ese aspecto. Con esto no pretendo descalificar, pero me parece muy importante que igualmente se sepa qué le ofrecen. En efecto, hay casos en que se prometen mitigaciones -en el fondo, se trata de una negociación-, compensaciones, a veces bastante curiosas, de parte de una empresa que va a hacer la inversión.



Si es negativo que esta última termine construyendo plazas o centros sociales o entornos a cambio de poder realizar un proyecto que, no obstante esas obras, va a provocar igual un grave efecto en el medioambiente -y se puede calificar en esa forma la situación, porque, en la práctica, significa utilizar de alguna manera el poder económico para llevar a cabo una iniciativa que no cumple con los requisitos necesarios, pero respecto de la cual se logra tranquilizar a la comunidad-, de igual modo lo es que grupos le señalen a una comunidad que se oponga a cambio de ser ellos los que negocien, proceso en que pueden obtener mitigaciones de la contraparte. Porque esto otro también es engañar.



Entonces, señor Presidente, me gustaría una indicación en tal sentido, para que existiera toda la transparencia que se requiere y se supiese exactamente quiénes se han contactado con la comunidad y han sido intervinientes en la decisión medioambiental, sea de parte de la empresa que presenta la petición, sea de parte de quienes en algún momento están defendiendo -entre comillas- el medioambiente. Insisto en que con esto no hago descalificaciones ni de unos ni de otros. La idea es solo que la información sea lo más transparente, abierta y pública posible, para que la decisión no se tome por razones externas que no digan relación con velar efectivamente por la protección del medioambiente.



Voy a votar a favor del proyecto, pero me parece importante incorporar una norma como la señalada, de modo que vamos a presentar las indicaciones respectivas.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quisiera destacar la oportunidad y conveniencia de la iniciativa en debate, así como también el texto finalmente aprobado por la Comisión.



A propósito de la intervención del Senador señor Espina, cabe recordar que el nuevo artículo 13 bis hace referencia a cualquier interesado en la aprobación o rechazo de un proyecto. O sea, la transparencia rige para las dos partes: para los que están a favor y para los que están en contra.



Pero no deseo pasar por la materia en forma tan simple. La verdad es que la institucionalidad ambiental que hemos creado en el Congreso ha resultado francamente débil, independientemente de que falta todavía la implementación de los tribunales ambientales y de que la Superintendencia respectiva recién está tomando algún grado de vuelo. No podemos negar el hecho de que la instancia regional de evaluación exhibe una dependencia del nivel central que, en el análisis legislativo del proyecto y de la modificación de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente y de la institucionalidad, quisimos cortar sanamente. Derechamente, no cabe una intervención. Ya se registró una, por ejemplo, del biministro Jaime Ravinet, quien, no conforme con la decisión de un secretario regional ministerial de Bienes Nacionales de Valparaíso, optó, constituyendo la instancia de apelación, por sacarlo del cargo. Obviamente, esa no es la idea.



En tal sentido, creo que tenemos que avanzar mucho. El Consejo de Ministros para la Sustentabilidad se encuentra muy cargado hacia el sector productivo y no hacia el de los servicios y la conservación. De paso, vamos a pedirle al Ejecutivo que incorpore a la Ministra de Bienes Nacionales en una instancia clave en cuanto al ordenamiento territorial y todo lo que significa el manejo del borde costero.



En seguida, tampoco podemos dejar pasar los megaproyectos sin señalar nada al respecto. 



Ellos tienen la característica de ser, como lo dice su nombre, proyectos que concentran mucho el poder económico, político, comunicacional. Y sus dueños, como hemos visto en otros países, terminan tomando decisiones de interés público.



Ese es un punto central de la iniciativa.



Cuando se presenta un megaproyecto, cualquiera que sea, suele realizarse todo un trabajo previo para mostrarlo como la solución a todos los problemas de tal Región o comunidad. Y empieza a sustituir de algún modo las labores propias del Estado. O sea, si la luz está muy cara, la bajan; si existen dificultades en los hospitales, ofrecen clínicas; si hay complicaciones en educación, dan becas; si faltan computadores, reparten equipos nuevos.



Una ley básica de la economía es que nadie da algo a cambio de nada. Obviamente, en esos casos existe una clara intención de influir.



Lo que hace el proyecto es transparentar esas acciones.



Ahora bien, algunos dicen que quienes rechazan determinados proyectos están influenciados por intereses desde el extranjero o por la competencia. Ello también se da dentro de las reglas del juego, y debe ser igualmente transparentado. No podemos negarnos a esto.



En particular, quiero referirme de manera muy objetiva al proyecto que se pretende instalar en la Patagonia chilena, el de HidroAysén, el cual tiene un nivel de publicidad verdaderamente estratosférico. 



Se hace gran escándalo porque las organizaciones ecologistas realizan algún tipo de intervención. Sin embargo, siendo bastante objetivo, la campaña que estas han efectuado se orientan más bien por el lado de la creatividad, considerando la pobreza de sus medios, y no por el de comprar todos los espacios publicitarios en los canales abiertos a la misma hora y en los medios escritos de difusión nacional, llegando tal propaganda a influir incluso en las líneas editoriales y en las entrevistas. 



Al final, como no pueden basar toda su estrategia en publicidad -de hecho, los medios escritos se financian fundamentalmente con los avisos y no con los suscriptores o con quienes compran los ejemplares-, hacen aparecer francamente disminuidas las alternativas a los referidos proyectos.



A algunos los presentan como románticos, como ecologistas profundos, y a otros, como personas que plantean cosas que no corresponden.



Y resulta curioso que, en el caso del mencionado megaproyecto, las energías renovables no convencionales sean sistemáticamente ninguneadas por la propaganda y que las autoridades se informen a través de esta. La idea de los autores de tales avisos es que no se vea una mejor opción para el país con un desarrollo armónico de la Patagonia.



La iniciativa que nos ocupa -insisto- busca transparentar el accionar de quienes están a favor o en contra de los proyectos en proceso de calificación ambiental. En general, a mi juicio, constituye un avance.



Desde luego, la votaremos a favor.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, el proyecto de ley que inicialmente se presentó no está reflejado plenamente en el texto que llegó a la Sala.



En la moción original se plantearon dos cosas.



En primer término, la obligación de que los proponentes se abstuvieran de realizar ofrecimientos, efectuar promesas, entregar presentes o desarrollar actividades en beneficio de la comunidad. No es esa su responsabilidad. La idea era que la empresa postulante no hiciera ofertones.



Y en segundo término, la prohibición -me llama la atención que no haya quedado nada de esto en el articulado de la iniciativa- de efectuar cualquier tipo de publicidad a través de los medios de comunicación.



En la Comisión algunos dijeron: “¿Por qué prohibirle publicitar a un proponente si los adversarios pueden hacerlo?”. Por una razón muy obvia: aquel debe cumplir la ley. Si los proyectos presentados cumplen los requisitos legales, se aprobarán; en caso contrario, se rechazarán.



No debería existir publicidad respecto de un proyecto. ¡Jamás! No hay razón que la justifique. En nuestra institucionalidad su aprobación o rechazo se funda en una evaluación de naturaleza técnica.



En concreto, la iniciativa en debate no recoge las dos ideas centrales de la moción que le dio origen, de la cual soy autor. 



Una de ellas es que las empresas no puedan comprarse a las comunidades, no puedan hacer ofertones, por una razón obvia: no es legítimo ni correcto que una compañía con grandes intereses esté influyendo para que la opinión de la comunidad se incline a su favor. Lo único que debe hacer el proponente de un proyecto es cumplir la ley, cumplir los requisitos técnicos.



De la misma forma, como dijo el Senador Horvath, resulta incomprensible que HidroAysén patrocinara este año hasta el Festival de Viña del Mar. Es una vergüenza tremenda el mal uso de la publicidad en este caso. 



Y algunos tratan de igualar la responsabilidad del proponente con la opinión legítima de quien está en contra del proyecto en cuestión.



La diferencia, señor Presidente, radica en que quienes nos oponemos a proyectos como el de Castilla o el de HidroAysén y somos sumamente críticos de la instalación de una termoeléctrica en Pichidegua (Sexta Región) no somos los que decidimos; somos parte de la opinión pública.



El proponente debe someterse a la ley y no estar tratando de comprar voluntades con ofertones o llevar a cabo campañas de publicidad.



Entiendo que por el momento en el Senado, desgraciadamente, solo hay voluntad para avanzar en la entrega de información sobre las ofertas y conversaciones involucradas en la presentación de un proyecto. 



Se ha tratado de igualar a los que están a favor de un proyecto con quienes se oponen a él. Y no se expresa que los primeros son proponentes y que su obligación es cumplir la ley para conseguir la aprobación de un proyecto, y que los detractores forman parte de la opinión pública y que su derecho a manifestarse está garantizado por la Constitución.



Señor Presidente, el órgano técnico nos propone un texto distinto del que se le presentó. Porque el objetivo original era prohibir que el proponente entregara beneficios a la comunidad e hiciera publicidad. 



Espero que en algún momento el Senado repare en este punto. Porque el mercado “sacrosanto” le ha causado mucho daño a Chile. Ello sucede cuando se deja que las grandes empresas actúen a cualquier nivel.



Una dimensión de ese mal se aprecia cuando se trastoca el procedimiento legislativo que solo obliga a los proponentes a cumplir con las bases técnicas. Porque no tienen por qué estar realizando ofertones a la comunidad y haciendo publicidad, como hemos visto en algunos casos.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, he seguido con atención la discusión y no puedo menos que tratar de reequilibrar la forma en que se ha efectuado el planteamiento.



Nuevamente se saca a paseo a los promotores de proyectos con algún impacto ambiental, mostrándolos como un conjunto de personas que salen a destruir la naturaleza, casi por un prurito personal, y que, para conseguir sus fines, son capaces de entrar en grandes dispendios.



Eso constituye, a lo menos, una simplificación.



Me parece que esta propuesta legislativa implica un paso adelante. Pero tendría que ser ampliada y perfeccionada -espero que así ocurra en la Comisión- para contemplar, en la misma obligación de informar sobre los gastos incurridos que afecta a los proponentes de un proyecto, la exigencia de transparentar la forma en que se financia la actividad de quienes formulan observaciones o declaran oposición a él.



Porque en esta materia se dan cosas verdaderamente “milagrosas”. Conozco casos en que algunos de los opositores están al servicio de quienes se ven amagados por el desarrollo de un proyecto. Y a veces se hallan involucrados dineros provenientes precisamente de la competencia potencial. 



Esa es una realidad. Y no tiene nada que ver con la operación del mercado. Todo lo contrario: se quiere adquirir una posición de privilegio protegida.



Por lo tanto, creo que la disposición que se intenta introducir debiera ampliarse para conocer mejor el origen de los fondos con que actúan quienes se oponen a los proyectos sujetos al Servicio de Evaluación Ambiental, sea que la actividad planteada se traduzca o no en un ofrecimiento o en la percepción de una ventaja o un beneficio para una o más personas.



Ocurre también que las desventajas de un proyecto casi siempre se cristalizan en un ámbito reducido, en tanto que sus ventajas o beneficios se manifiestan en un nivel mayor, que no siempre es perceptible para quienes tienen algún grado de inmediatez en relación con una iniciativa de impacto ambiental.



A mi juicio, cuando los promotores de un proyecto invierten o gastan dinero en su explicación, lo hacen precisamente por consideración a la opinión pública, no con la idea de comprar a los organismos competentes.



Hago tales alcances en atención a un fenómeno muy conocido en Estados Unidos llamado “NIMBY” (“Not in my back yard”). No es por dármelas de gringo, pero la interpretación de esa sigla es: “Nada que ocurra cerca de mi casa”. Y la verdad es que, si nos ponemos en esa posición, no podremos tener ni represas, ni cárceles, ni tranques, ni canales, ni industrias -con o sin humo-, ni hoteles, ni carreteras, ni puentes. ¡Nada! Todo debería seguir intangible, como estaban las cosas desde el primer día de la Creación, lo cual también implica una simplificación.



En consecuencia, voy a aprobar la iniciativa. 



Sin embargo, espero que en la Comisión se amplíe el alcance de la obligación de informar, para que el resultado sea más equilibrado.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, creo que el ejemplo que el Senador señor Horvath puso para graficar lo que ocurre con la presente normativa permite mirar las dos caras de la moneda.



Todo el país pudo constatar lo que sucedió a propósito de HidroAysén. Efectivamente se ofrecieron mejoras tarifarias y una serie de elementos que bien podrían ser considerados compensación, pero claramente ello no era lo que aquí señaló el Senador Carlos Larraín: una explicación del proyecto. 



Comparto con Su Señoría todo lo relacionado con brindar tal explicación y con otorgar mayor claridad a la ciudadanía. En ese entendido, no se está hablando de comprar a las autoridades, sino de cómo se plantea a la comunidad -y se le sensibiliza, si es el caso- un proyecto que sin duda generará efectos; es decir, cómo se permite que los objetivos y alcances perseguidos sean finalmente comprendidos por los afectados.



En ese sentido, la asimetría con la cual se enfrenta el asunto es realmente importante. 



Por eso yo separaría de la discusión el caso de HidroAysén, donde, probablemente, se presentaron los dos aspectos referidos. Porque ahí también se ha dado una gran y vistosa campaña publicitaria por parte de quienes se oponen al proyecto desde hace mucho tiempo, por las razones que hayan sido. Tal vez las fuentes de financiamiento de ello no estaban claras, pero contaba con un enorme respaldo ciudadano para la no construcción de las centrales.



Sin embargo, proyectos de ese tipo no son frecuentes en nuestro territorio. Yo diría que constituyen la excepción. Lo normal son centrales de paso, termoeléctricas, rellenos sanitarios, donde se da una tremenda asimetría para que la comunidad  pueda defenderse. 



Por un lado, están los aspectos legales; o sea, el titular de un proyecto preparado para la argumentación correspondiente con todos los elementos del caso y el financiamiento necesario, aspecto en el cual él es un especialista. Y por otro, una ciudadanía que se ve sorprendida con un proyecto que se pretende instalar en su comunidad y que muchas veces no tiene cómo enfrentar.



El aspecto comunicacional se transforma en un distractor. Incluso se pueden sumar las voluntades de los afectados por la vía de los ofertones. 



Podría dar muchos ejemplos sobre la materia ocurridos en mi Región, la de La Araucanía. 



Cuando ENDESA anunció la construcción de Ralco, comprometió una posta, una escuela, en fin, una serie de cosas a la comunidad que hasta el día de hoy no existen. Sin ir más lejos, las cien familias que aún viven en Contraco, el poblado más cercano a la central, ubicado en el límite de las comunas de Alto Biobío y Lonquimay, a casi quince años del comienzo de las faenas y aunque parezca paradójico, todavía no tienen luz eléctrica.



Todas esas compensaciones, esos ofertones solo distraen la atención. Como bien señaló el Senador Letelier, se realizan en el momento en que lo único que se exige es cumplir con la ley. Tales ofrecimientos finalmente son distorsionadores de la realidad y hacen aparecer a los opositores del proyecto como un grupo de románticos ambientalistas.



Otro caso es el de SONACOL, que va a tender un gasoducto en las Regiones del Biobío y de La Araucanía. Aunque el proyecto aún no se concreta, la empresa ofreció construir sedes sociales y las llevó a cabo. La gente, en consecuencia, piensa que la empresa es algo maravilloso, pues tales obras se encuentran a lo largo de toda la red longitudinal, en todas las comunidades. Dicha compañía se ganó la voluntad de los afectados con inversiones como las señaladas.



Otro ejemplo es el de una central hidroeléctrica de Hidroangol en la comuna de Angol. El Senador Espina conoce muy bien esta realidad. Conversamos en múltiples oportunidades con los vecinos y nos pusimos de su lado. Allí la empresa prometió mejorar el balneario La Peta. Y eso fue suficiente. El proyecto fue aprobado.



Muchas veces se logra persuadir o disuadir a la comunidad, inmovilizarla o desmovilizarla con el ofrecimiento de beneficios que no tienen mayor impacto.



Y así podríamos seguir enumerando situaciones parecidas.



Lo importante es que ahora se retome la idea original de la iniciativa: que los proponentes se limiten a cumplir la ley y no realicen ofertas ni publicidad engañosa respecto de obras que probablemente nunca se materializarán y que lo único que hacen es allanar el camino de la empresa en condiciones de mucha asimetría y desigualdad para la comunidad.



Hoy, así como se requieren defensorías ambientales fuertes, también se precisa que no se tuerza la voluntad de las comunidades con propaganda de ese tipo, para que la gente reciba información de la realidad tal y como es.



En consecuencia, voy a votar a favor de la presente iniciativa, en la esperanza de que sea reconducida a su idea original, que no es otra que impedir los ofertones durante el proceso de calificación ambiental de los proyectos y prohibir la difusión de publicidad, para evitar que suceda lo que ha venido pasando hasta el día de hoy.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se ha solicitado cerrar el debate y abrir la votación.



¿Hay acuerdo?



--Así se acuerda.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación general la iniciativa.



--(Durante la votación).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este proyecto, que parece marginal, tiene gran trascendencia pues, lamentablemente, la política ambiental chilena es un verdadero coto de caza, por cuanto permite algo que no ocurre en ninguna parte del mundo: que muchas veces se entreguen falsos certificados ambientales.



¿Por qué digo esto? Porque cualquier proyecto que se someta a un sistema de evaluación de impacto ambiental debe cumplir requisitos técnicos antes de ser aprobado. Es lo mismo que ocurre cuando uno desea obtener licencia de conductor: primero debe sortear con éxito un test de conocimientos y luego, una prueba de manejo. A nadie se le ocurriría recibir tal permiso sin haber satisfecho las exigencias mínimas.



Pues bien, en materia ambiental un proyecto puede ser aprobado sin cumplir ninguno de los requisitos técnicos. La ley en esta materia se hizo precisamente para poder gestar -entre comillas- fraudes ambientales, ya que la decisión técnica no es vinculante con la decisión política.



Entonces, ya hay una primera anormalidad cuando los interesados en un proyecto -muchas veces necesita de grandes recursos económicos- pueden contratar directamente a la empresa que efectúa el estudio de impacto ambiental, la cual les hace un verdadero traje a la medida.



En otras legislaciones eso está prohibido, pues debe elegirse a quienes realizan dicho estudio de un equipo ciego, certificado y calificado. Y ello se lleva a cabo por sorteo, no siendo factible contratarlos directamente.



Luego, esa empresa realiza el estudio de impacto ambiental, que ya tiene una relación incestuosa con el interesado -en este caso, la empresa-, y la evaluación se lleva a cabo respecto de los aspectos técnicos. Y estos pueden señalar que no se cumple con los requisitos de salud, porque sobrepasa normas de calidad ambiental, emite sustancias tóxicas cancerígenas, daña la biodiversidad.



La paradoja es que se llega a un cuerpo colegiado -antes era la Corema; ahora hay una nueva institucionalidad-, donde unos señores, con gran ignorancia, teniendo a la vista informes técnicos negativos, muchas veces votan a favor.



Entonces, además de lo que señalo, por qué permitir que la empresa, a través de la publicidad, dé donativos, compre voluntades, en un proceso que puede “mercenarizarse” totalmente, e influya mucho más allá de lo que la ley permite.



Con el Senador señor Navarro, presentamos mil indicaciones para cambiar eso cuando se discutió el proyecto de ley respectivo. Pero la última iniciativa, que se aprobó durante el Gobierno anterior, fue nuevamente un traje a la medida, que no hace vinculante la decisión técnica con la de carácter político.



Por eso, en ese contexto, el dejar que estas empresas gasten cifras millonarias para doblegar voluntades, financiar actividades o adquirir camisetas, lo que único que hace es deteriorar más aún el sistema vigente.



Muchas veces, en los grandes proyectos, los municipios o las Regiones con requerimientos muy urgentes deben transar su voluntad para defender el medio ambiente so pretexto de que si estos se aprueban les darán apoyo en materia tecnológica para una escuela, etcétera.



Señor Presidente, en mi opinión, lo que no podemos construir en Chile es una política ambiental mercenaria, que dependa de la compra de voluntades. Además, esto se presta para situaciones muy ingratas.



Me explico: me ha tocado defender causas ambientales con determinados actores, a los cuales los interesados en aprobar grandes proyectos les han pagado convirtiéndolos en los principales promotores de la causa.



El Senador Prokurica sabe muy bien de lo que hablo, pues se ríe.

El señor PROKURICA.- ¡Eso vale para los dos lados!

El señor GIRARDI.- Para los dos lados, señor Senador, y eso no es bueno. 



Me correspondió luchar contra la termoeléctrica Castilla, donde una parte de los actores que eran contrarios a ella, después de habérseles ofrecido una muy suculenta suma, dejaron de ser sus opositores.



A quienes nos interesa el medio ambiente no nos motiva mejorar el precio de venta a determinados actores.



Nos pasó también en otros casos en el pasado, como en el del gasoducto GasAndes, donde se hizo una negociación económica. Y muchos de los que habíamos defendido el medio ambiente en la zona nos dimos cuenta de que finalmente ello había sido en beneficio no del medio ambiente, sino de los propietarios de los terrenos.



Pero puede suceder al revés, como señaló el Senador Carlos Larraín.



Entonces, me parece que hay que eliminar en su totalidad el que el interesado en aprobar un proyecto lo haga a expensas de comprar voluntades y con publicidad engañosa. Porque el que puede publicitar es el que tiene dinero, y quienes defienden sus comunidades son pequeños grupos de pescadores, de campesinos, localidades rurales, que carecen de toda posibilidad de enfrentar esa captura económica que estimo absolutamente inadecuada.



Por ello, considero muy importante haber suscrito esta iniciativa y votarla a favor.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, discutimos largamente este proyecto con la visión expresada por el Senador señor Girardi.



Tenemos experiencias muy complejas, como la de Puchuncaví, en donde la Contraloría invalidó el acuerdo a que había llegado el municipio, porque no es admisible establecer restricciones a lo que es estrictamente el procedimiento de evaluación ambiental.



Sabemos cómo actúan las empresas. En definitiva, la forma de convencer y atrapar la aceptación ciudadana no es ofrecer el mejor proyecto, sino algunas compensaciones. Y, entonces, muchos proyectos terminan aprobados, porque se donan canchas de fútbol, de babyfootball, sedes sociales.



La iniciativa en debate tiene dos modificaciones. Su texto actual es el resultado de un consenso -quisimos traerlo a debate en la Sala-, conforme al cual si se realizan donaciones o aportes, estos no serán vinculantes para la calificación del proyecto o actividad,



No son vinculantes. Pero soy de la idea de que, si una empresa de corazón blando quiere realizar un proyecto y regalar una escuela o construir una cancha de fútbol, que lo haga, independiente del resultado de la calificación ambiental. Que se comprometa, aprobado o rechazado el proyecto, a cumplir igual su ofrecimiento. O sea, que no haya condicionamiento, y que no se diga: “Voy a hacer este aporte social; pero, si mi proyecto no se aprueba o no avanza por cualquier motivo, no cumpliré el compromiso de la donación”.



Esta iniciativa establece la no vinculación. Pero hoy día no es así. Porque quien decide es el órgano de evaluación ambiental, constituido por un conjunto de “técnicos”.



Reitero que, junto con el Senador Girardi, en su oportunidad, propusimos muchas indicaciones. Al final, fue peor. Saltamos del fuego a las brasas. Antes por lo menos estaban los consejeros regionales. La Corema tenía algún grado de civilidad, pues no solo había en ella funcionarios públicos. Hoy día quedan solamente estos últimos, quienes votarán de acuerdo a lo que indique el Gobierno de turno.



Entonces, no hay vinculación, según se halla establecido.



El proyecto lo discutimos en la Comisión. Ahora viene a la Sala. Se va a aprobar y habrá plazo para presentar indicaciones. 



Estimo que se requiere más tiempo para debatir un conjunto de elementos que surgieron durante su análisis.



Consensuamos el actual texto, pero no es todo lo que podríamos hacer.



Se pide informar si los proponentes de un proyecto que deba someterse a evaluación de impacto ambiental han convenido algún acuerdo. Antes las empresas no lo hacían, aunque lo conocieran. No le decía al sistema que había comprometido aportes a la comunidad.



Nos pasó con ENDESA, con Ralco, por ejemplo.



No se informaba, pero -como digo- se sabía. A veces, era parte de la información que daba la empresa, pero otras, no.



Señor Presidente, dije -acabo de leer el informe- que deberán ser prohibidos todos los aportes antes del proceso de evaluación. Sin embargo, existen los compromisos, los métodos indirectos, las llamadas “fundaciones sin fines de lucro”. Estas en realidad no forman parte de la empresa, mas son financiadas por ella. Por lo tanto, las donaciones indirectas también pueden ocurrir.



Aquí, lo de fondo, es una revisión completa al procedimiento, lo que sigue pendiente.



Avanzamos en ello, pero sigue siendo insuficiente.



Antes algunos decían que debemos avanzar “en la medida de lo posible”. Hoy señalamos que hay que avanzar con todo lo posible. Si lo posible fue lo que despachó la Comisión, espero que en la Sala tengamos suerte.



Hay que informar al Servicio de Evaluación Ambiental. Las negociaciones no son vinculantes. Pero estos ofrecimientos o convenios deberán resolverse de manera positiva, contractual, se apruebe o no el proyecto.



Porque esa es la cuestión de fondo.



Si hay ofrecimientos, que se informen y que no sean vinculantes.



Los ciudadanos no votan en el procedimiento de aprobación. Realizan observaciones; pero, solo si se quiere serán consideradas. Las más de las veces no lo son. Por eso la gente se frustra.



Hay, pues, un procedimiento de participación ciudadana.



Durante la discusión del proyecto de reforma a la Ley del Medio Ambiente y creación del Ministerio del ramo, propusimos que  tuviera carácter vinculante, pero las indicaciones que presentamos no se aprobaron.



Ahora, hemos acordado un procedimiento que da más transparencia porque obliga a informar, pero que no es vinculante.



Insisto, señor Presidente: como el proyecto en análisis permite donaciones de carácter no vinculante -solo se deben comunicar-, soy partidario de establecer la obligación de que los compromisos contraídos se cumplan, para lo cual hay que emitir una boleta de garantía, cualquiera sea el resultado del proyecto, se realice o no. Solo así se podría comprender que la intencionalidad del ofrecimiento no persigue causar adhesión, sino que el legítimo bien al prójimo y que responde al buen corazón de las empresas; es decir, a una acción de filantropía. Si no, sería una acción de compra. Y eso no lo vamos a permitir.



Voy a votar a favor, teniendo presente que con las indicaciones podremos ampliar la norma en el sentido que he señalado.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, creo que el debate es extraordinariamente interesante. Porque si se habla de transparencia en todas las líneas, como lo han planteado los autores de la moción, me parece evidente que ella debe aprobarse.



Pero en la discusión no se ha mencionado algo que un señor Senador me recordaba hace unos minutos: exigir también transparencia a las empresas del Estado.



Aquí estamos frente a la total impunidad de que han gozado por décadas las empresas estatales para contaminar y para maltratar a sus trabajadores. Por ejemplo, en la fundición de la división Salvador de CODELCO hemos visto cómo se superan hasta en 30 veces los niveles permitidos para la salud de las personas -es bueno que algunos señores Senadores estén preocupados del asunto- sin que pase nada.



¿Por qué esos trabajadores han heredado tales condiciones laborales? ¿Por qué han heredado los niveles de contaminación de la fundición Paipote en Tierra Amarilla y en Copiapó? Porque hubo un Estado irresponsable que jamás exigió el cumplimiento de la ley.



Por eso, al hablar de transparencia -me alegro que esa sea la intención de la iniciativa en debate-, es necesario asimismo ver qué pasa con esas empresas. Al parecer, tienen baranda alta para hacer lo que quieran en materia medioambiental y en otras áreas.



Queremos transparencia, pero para todos.



Nadie puede desconocer lo planteado ahora por el Senador señor Girardi: proyectos millonarios prometen ciertos beneficios para las comunidades. Y después, ciertos personajes, que eran los que más se oponían, llegan a acuerdo mediante abogados que los representan, acabándose su preocupación por el medio ambiente; o sea, este les importaba un carajo. ¡Lo que les interesaba eran los pesos que les ponían encima de la mesa!


Cada vez que se instala o se promueve algún proyecto, especialmente de empresas privadas, se forma una fila de caballeros oponiéndose. Pero después, estiran la mano. Eso es malo.



Estimo que con un proyecto como el que nos ocupa, que transparenta los beneficios, se podrá evitar la ocurrencia de aquello. Por otro lado, también debiera existir el interés de fiscalizar a las empresas del Estado, que han contado con baranda alta para hacer lo que quieran en materia medioambiental.



Aquí, señor Presidente, llegó la hora para ello. 



En el texto se menciona a las empresas privadas. Pero hay un programa completo llamado “CODELCO Buen Vecino”. ¿Para qué? ¡Para eso mismo! La empresa quiere hacer una ampliación y, entonces, “el buen vecino” regala a la gente del sector neumáticos viejos y calaminas y ejecuta el proyecto, porque la autoridad mira para el lado.



¡Transparencia, sí, muy bien, pero que sea para todos, incluso para las comunidades que viven alrededor de las empresas del Estado! 



El Senador Horvath me recordaba que Chañaral soportó por 50 años la contaminación de sus playas. Incluso un Presidente de la República y la Intendenta de la época se bañaron en sus aguas para demostrar que aquella había terminado. La acabaron con una varita mágica, en circunstancias de que la bahía era la más contaminada del mundo. Sin embargo, hicieron un show. ¿Por qué? Porque era una empresa del Estado. ¡Si hubiera sido privada, el trato habría sido distinto!



Entonces, señor Presidente, creo que llegó el momento de que, mediante la presente iniciativa -me parece bien intencionada-, hagamos las cosas parejas tanto para el sector público como para el privado, y que, de una vez por todas, transparentemos los recursos que las empresas del Estado invierten a fin de sacar adelante sus proyectos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (22 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Alvear y Von Baer y los señores Cantero, Coloma, Espina, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GIRARDI (Presidente).- Hay que fijar plazo para presentar indicaciones. 

El señor NAVARRO.- Dos semanas es más que suficiente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Propongo el lunes 17 de octubre, a las 13.



--Así se acuerda.

El señor GIRARDI (Presidente).- En este momento no hay quórum para tratar el siguiente proyecto ni para entrar al Tiempo de Votaciones.



Antes de levantar la sesión, daré curso a las peticiones de oficio que han llegado a la Mesa. 

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío anunció el señor Presidente son los siguientes:



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, a fin de que, por su intermedio, la Fuerza Aérea informe sobre RECIENTE ACCIDENTE AÉREO EN ARCHIPIÉLAGO JUAN FERNÁNDEZ. A los señores Ministros de Planificación y de Obras Públicas, para solicitarles antecedentes sobre PETICIÓN DE DERECHOS DE AGUA SOBRE RÍO QUEUCO POR EMPRESA GENERADORA COLBÚN (Región del Biobío). Al señor Ministro de Salud, requiriéndole información acerca de EVENTUAL LEVANTAMIENTO DE CIERRE, POR AUTORIDAD SANITARIA DE REGIÓN DE LOS LAGOS, DE 5 CENTROS DE CULTIVO EN POZA PUREO. A la señora Ministra del Medio Ambiente, para que informe acerca de RESULTADOS DE MUESTREOS EN POZA PUREO TRAS DERRAME DE COMBUSTIBLE DESDE PLANTA COPEC (Décima Región). Al señor Director Nacional de la JUNAEB, para que remita estadísticas sobre PROGRAMAS DE SALUD ESCOLAR Y NÚMERO DE RACIONES ALIMENTICIAS VERSUS POSTULACIONES TOTALES, y envíe antecedentes relativos a INVERSIÓN EN RESIDENCIAS ESTUDIANTILES EN CADA REGIÓN.


De la señora PÉREZ (doña Lily):



Al señor Ministro de Planificación, requiriéndole antecedentes sobre PERSONAS AUTORIZADAS COMO DIGITADORAS DE FICHA DE PROTECCIÓN SOCIAL (reiteración de oficio). Al señor Director Nacional del Servicio Electoral, pidiéndole información acerca de PROBLEMAS TÉCNICOS PARA NO IMPLEMENTACIÓN DE SISTEMA DE INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA Y VOTO VOLUNTARIO EN COMICIOS MUNICIPALES DE 2012.


De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, requiriendo antecedentes sobre ENTREGA DE VIVIENDAS CON SUBSIDIOS DE RECONSTRUCCIÓN DE 2010, EN COMUNA DE RETIRO. Al señor Ministro de Agricultura, a fin de que se informe sobre POSIBILIDAD DE CONDONACIÓN PARA INTEGRANTES DE SINDICATO DE TRABAJADORES INDEPENDIENTES ALGUEROS, ACUICULTORES Y RECOLECTORES DE ORILLA CALETA DE CARDONAL, COMUNA DE PELLUHUE. Al señor Ministro de Agricultura, solicitándole informar sobre REBAJAS PRESUPUESTARIAS EN OFICINAS SECTORIALES DEL SAG, EN PARTICULAR DE REGIÓN DEL MAULE.


Del señor WALKER (don Patricio):



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, haciéndole presente PETICIÓN DE AGRUPACION DE EX PRESOS POLÍTICOS Y DE TORTURA “JOSÉ FELMER KLENNER” CON RELACIÓN A FUNCIONAMIENTO DE COMISIÓN ASESORA DE DETENIDOS DESAPARECIDOS, EJECUTADOS POLÍTICOS Y VÍCTIMAS DE PRISIÓN Y TORTURA, y al señor Director General de Aeronáutica Civil, pidiéndole informe respecto de VERACIDAD DE DATOS PUBLICADOS EN DIARIO “LA SEGUNDA” (9 DE SEPTIEMBRE DE 2011), RELATIVO A RANKING DE PISTAS DE ATERRIZAJE MÁS COMPLEJAS DE CHILE.
)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- 
Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:13.








Manuel Ocaña Vergara,







         Jefe de la Redacción
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY SOBRE FOMENTO DE LA PESCA ARTESANAL, COMISIÓN NACIONAL DE ACUICULTURA Y CONSEJOS ZONALES DE PESCA

(7947-03)

SANTIAGO, septiembre 12 de 2011.-

MENSAJE Nº  125-359/
Honorable Senado:
Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que  modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal, órganos consultivos y otros cuerpos legales relacionados.
I.
FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY

El sector pesquero nacional es heterogéneo, de amplia distribución espacial, sustenta diversos tipos de funciones en toda la cadena productiva, y cuenta con la participación de una amplia variedad de personas: armadores industriales y artesanales, pescadores artesanales, tripulantes de naves pesqueras, buzos mariscadores, recolectores de orilla, etc. A ello se suma la actividad de acuicultura que en los últimos 20 años ha logrado un desarrollo acelerado y que se ha posicionado como un subsector con sus propias particularidades y necesidades que buscan la atención de la Autoridad.

La actual institucionalidad pesquera data, en lo fundamental, desde el año 1991, esto es, cuando no se había vivido la crisis del recurso Jurel, no se había avanzado en una Organización Regional de Pesca para la conservación de recursos pesqueros, la pesca artesanal no conocía aún el régimen de las áreas de manejo, no existía el límite máximo de captura por armador y persistía aún en muchos la visión sobre los recursos pesqueros inagotables que podían sustentar la actividad pesquera sin mayores dificultades en el tiempo. Tampoco aparecía el sector acuicultor superando a la pesca en retornos por divisas y mucho menos era factible pensar que esta actividad pudiera verse como una fuente de recursos para sectores medios e incluso de pequeña escala que aún hoy buscan obtener la visibilidad que les permita acceder al apoyo necesario para realizar su actividad.

De este modo, los actuales Consejo Nacional y Zonales de Pesca, y el Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal han permanecido en el tiempo -pese a algunas modificaciones efectuadas a la composición del Consejo Nacional- enfrentando una realidad diversa y en ocasiones, mucho más compleja que aquélla que los vio surgir.

De la misma forma, atendida la importancia que el rol de la Autoridad normativa comenzó a jugar, especialmente desde la segunda mitad de la década de los noventa y la promoción que realizó de ciertas actividades como las áreas de manejo o el desarrollo de la acuicultura, han llevado a que la actual estructura de la Subsecretaría de Pesca aparezca en parte disociada de tareas que efectivamente realiza y que son reconocidas como algunas de las de mayor relevancia.
Por otra parte, se ha constatado que algunos fondos que históricamente han funcionado, como el de fomento de la pesca artesanal, requieren ajustes que permitan una mejor y más eficiente operación.

Por todo lo anterior es que se ha estimado necesario realizar ajustes a la institucionalidad que permitan que ella funcione adecuadamente respondiendo a las exigentes tareas que la actual realidad impone.
II.
OBJETIVOS DEL PROYECTO

La Ley General de Pesca y Acuicultura contempla la existencia del Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal, cuya misión está centrada en promover el desarrollo sustentable del sector pesquero artesanal chileno, y apoyar los esfuerzos de las organizaciones de pescadores artesanales legalmente constituidas.
Este fondo, de conformidad con la ley General de Pesca y Acuicultura, es presidido por el Director del Servicio Nacional de Pesca y funciona en sus dependencias.

Sin embargo el rol del Servicio Nacional de Pesca no es desarrollar labores de fomento productivo, constituyendo este fondo una desnaturalización de la función fiscalizadora que debe desempeñar dicho Servicio.

Atendida la razón anterior y teniendo en especial consideración que orgánicamente corresponde al Subsecretario de Pesca el fomento de la actividad pesquera artesanal, de acuerdo con la letra f) del artículo 17 del DFL. N° 5 de 1983, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, es que se estima pertinente que el Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal quede radicado en la Subsecretaría de Pesca y que sea presidido por el Subsecretario.
Asimismo, se propone la modificación de la orgánica de la Subsecretaría, con el objeto de crear al interior de ésta un departamento que sea la contraparte directa del sector pesquero artesanal. En efecto, la dinámica, heterogeneidad del sector, su amplia distribución espacial y la imposibilidad de muchos de ellos de llegar en forma presencial al diálogo directo con la Autoridad ha impuesto la necesidad de contar con funcionarios que presten especial atención a dichos actores de la pesca, de modo de asegurar que efectivamente la Autoridad pueda adoptar decisiones informadas, fundadas y considerando, en la mayor medida posible, a todos los potenciales involucrados. De esta forma se crea dentro de la División de Desarrollo Pesquero el Departamento de Pesca Artesanal, el cual tiene por objeto recoger todas las solicitudes e inquietudes de ese sector, además de tener a cargo las relaciones con ellos.
El desarrollo de la acuicultura, y la importancia que ha adquirido en el contexto nacional y dentro del sector pesquero, impone la necesidad de darle un tratamiento autónomo que considere las sustanciales diferencias que tiene con la actividad pesquera, las que emanan de la propia naturaleza de ambas actividades, por tratarse, la primera de una actividad de cultivo, y la segunda de una actividad extractiva. Ello resulta en diferencias en los actores implicados en el sector público y privado, del diverso alcance de las normativas y de las decisiones de ordenamiento que ella implica, de su emplazamiento territorial, de los efectos que decisiones comerciales, sanitarias y ambientales adoptadas por organismos internacionales tienen para su desarrollo, etc.
En el año 2003 la Política Nacional de Acuicultura incorporó a la Comisión Nacional de Acuicultura como una instancia de participación de los actores relevantes en esa área, tanto del sector público como privado, con el fin de abordar con el tiempo, especificidad y autonomía suficiente los temas que constituían las mayores preocupaciones en materia de acuicultura. El objetivo de dicha instancia era superar la histórica relegación de la actividad debido a que los actores relevantes están sub-representados en el Consejo Nacional de Pesca y en los Consejos Zonales de Pesca, lo que traía aparejado la natural insatisfacción y falta de diálogo para resolver con eficiencia problemas normativos, de ejecución de las regulaciones e incluso de conocimiento de unos y otros.
De allí que por vía administrativa esta Comisión se constituyó en enero de 2004 y nació con una multiplicidad de actores, todos relacionados con la actividad desde sus diversos ámbitos de acción y se crearon instancias regionales para el tratamiento de temas locales. Sin embargo, a seis años de su existencia, puede sostenerse que se requiere una adecuación de la Comisión Nacional en su integración y funcionamiento de modo de resolver las dificultades que se han ido constatando en el tiempo.

En primer lugar, la gran cantidad de integrantes resultó ser poco operativa para los efectos de generar un diálogo fluido y un trabajo eficaz al interior de la comisión, propiciándose de este modo que en una mayoría de temas relevantes sólo se pudieran validar las propuestas presentadas sin que se promoviera un estudio más acabado por parte de sus integrantes. En segundo lugar, la experiencia de las instancias regionales ha dado excelentes resultados en términos de acotar el debate a los actores implicados en ellos, con lo cual se cuenta con el mejor conocimiento de los problemas y se promueven las soluciones más adecuadas a ellos con los consiguientes acuerdos. Cabe rescatar asimismo, que la flexibilidad en la formación e integración de estas instancias regionales, haciéndola depender del tema a tratar, ha sido eficiente para los efectos de facilitar su funcionamiento. En este punto se requiere contar siempre con una colaboración decidida de parte de todos los servicios públicos vinculados a las materias que deban ser tratadas.
A pesar de la experiencia descrita se mantiene en la institucionalidad una situación hoy considerada contradictoria: la Comisión Nacional de Acuicultura, instancia especializada de reflexión y tratamiento de los temas relevantes para la actividad de acuicultura no tiene reconocida la potestad legal para pronunciarse frente a los temas regulatorios que constituyen la mayor preocupación de los acuicultores de todo nivel: permanece radicado en el Consejo Nacional de Pesca el pronunciamiento sobre los reglamentos ambiental y sanitario para la acuicultura, lo que adicionado a la existencia de un solo representante de la actividad en él, conlleva una situación negativa para el desarrollo de la actividad.

Por lo anterior, el presente proyecto de ley propone incorporar a la Comisión Nacional de Acuicultura en la ley con las modificaciones necesarias, atendida la experiencia descrita, para su óptimo desempeño.
Por otra parte, la falta de especialización en los temas de acuicultura en la estructura institucional no sólo se ha visto reflejada en la instancia de participación público privada sino además en la institucionalidad pública asociada. Recién en abril de este año, con la promulgación de la ley N° 20.434 se creó en el Servicio Nacional de Pesca una Subdirección Nacional de Acuicultura a fin de incorporar formalmente en su estructura un nivel jerárquico que fortaleciera las capacidades del Servicio en esta materia. Por su parte, en la Subsecretaría de Pesca el Departamento de Acuicultura sigue encontrándose formalmente dentro de la División de Administración Pesquera, no obstante exceder con creces dicho ámbito de acción y requerir, como es de suponer, recursos humanos y financieros que sustenten la enorme cantidad de materias que deben ser abordadas por la autoridad pública sectorial: normativa ambiental, sanitaria, ordenamiento territorial, cartografía, tramitación de concesiones, temas internacionales, etc. Si bien la realidad ha llevado a que progresivamente se hayan considerado los recursos necesarios para el desarrollo de las diversas actividades del departamento, la orgánica descrita obviamente se encuentra superada. Por su parte, el departamento de acuicultura en la actualidad se encuentra a cargo de un jefe de división grado 3° en la escala única de sueldos, lo que da cuenta de una situación que debe revisarse, como es que un jefe de división está a cargo de un departamento.

Las razones anteriores motivan que el presente proyecto de ley proponga modificar la estructura institucional de la Subsecretaría de Pesca en materia de acuicultura.

Por otra parte, se propone aumentar de cinco a siete los Consejos Zonales de Pesca. Lo anterior para efectos de asegurar la efectiva participación de las comunidades relacionadas con la actividad pesquera en el proceso de toma de decisión de las políticas de ordenación pesquera, especialmente a nivel regional.
Se estima necesario separar el Consejo Zonal de Pesca de la V a IX Regiones e Islas Oceánicas en dos Consejos Zonales, debido a que la gran extensión territorial que abarca no permite afrontar el sin número de realidades distintas que en estos lugares podemos encontrar. En específico se plantea la creación de un Consejo Zonal de Pesca correspondiente a las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O´Higgins y VII del Maule e Islas Oceánicas y otro Consejo Zonal de Pesca correspondiente a las Regiones VIII del Bío Bío y IX de la Araucanía.

Asimismo, se crea un Consejo Zonal de Pesca para la XI Región Aysén, el cual resulta necesario atendida la realidad geográfica de esta Región y que además tiene por objeto culminar con un proceso que comenzó con la dictación de la ley N° 20.434 que creó el cargo de Director Zonal de Pesca de la XI Región.
Por último, el proyecto propone complementar lo señalado por la ley N° 20.434, en cuanto a crear el cargo del Subdirector Nacional de Acuicultura del Servicio Nacional de Pesca, especificando su grado y funciones.
III.
CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY

Es así como el proyecto de ley contempla las siguientes materias:
1.
Modificación del Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal
En este punto se establece que el Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal será presidido por el Subsecretario de Pesca y que funcionará en dependencias de la Subsecretaría de Pesca. En consecuencia además se establece que toda la coordinación de los proyectos será realizada por la Subsecretaría. Asimismo se señala que dentro de la ponderación de los proyectos se valorará a aquellos en los cuales se contemple un cofinanciamiento público privado.
2.
Creación del Departamento de Pesca Artesanal

Con el objeto de fomentar la actividad pesquera artesanal se crea dentro de la División de Desarrollo Pesquero el Departamento de Pesca Artesanal, asumiendo las siguientes funciones nuevas:
a) Proponer al Subsecretario las políticas tendientes a desarrollar y fomentar a la actividad pesquera artesanal.

b) Coordinar con las demás Divisiones y Departamentos de esta Subsecretaría las solicitudes y requerimientos que realicen los pescadores artesanales y sus organizaciones.
c) Coordinar las relaciones institucionales con los pescadores artesanales y sus organizaciones.
3.
Creación de la Comisión Nacional de Acuicultura

Con integrantes permanentes, vinculados directa y continuamente con la actividad de acuicultura, dejando la posibilidad de invitar a otros actores dependiendo de la materia a tratar e incorporando la obligación a todos los servicios públicos, autoridades y directivos, de prestar la colaboración a la Comisión desde su ámbito de competencias, de modo de asegurar su participación informada cuando ella sea requerida.
Asimismo, sin que la enumeración sea taxativa, se plantean los temas sobre los cuales la Comisión se pronuncia o desarrolla sus tareas y se otorga la flexibilidad para que ella misma pueda decidir el funcionamiento de comisiones regionales que traten determinadas materias de interés local.
La secretaría ejecutiva quedará radicada en la Subsecretaría de Pesca, la que deberá dar además el apoyo técnico y administrativo que la Comisión requiera para su funcionamiento. Las normas de funcionamiento interno serán adoptadas por la propia comisión.

A su vez, respecto de las modificaciones en la estructura institucional, se ha estimado necesario que el departamento de acuicultura de la Subsecretaría de Pesca se convierta en una División que lidere autónomamente los diversos temas de la actividad de cultivo y cuente con una jefatura de grado equivalente a las otras divisiones de la Subsecretaría de Pesca y no permanezca un jefe de división de grado inferior como ha sido hasta la fecha.
Finalmente y como consecuencia de este cambio en la estructura institucional en materia de acuicultura, se propone sustituir la denominación dada por el artículo 1° del decreto ley N° 1626, de 1976 a la “Subsecretaría de Pesca”, por “Subsecretaría de Pesca y Acuicultura”.
4.
Consejos Zonales de Pesca

Se propone aumentar de cinco a siete los Consejos Zonales de Pesca y se adecua su integración conforme a las actividades pesqueras extractivas desarrolladas en la o las Regiones que integran el respectivo consejo.

5.
Subdirector Nacional de Acuicultura del Servicio Nacional de Pesca

Por último, el proyecto propone complementar lo dispuesto en la ley N° 20.434 que creó la Subdirección Nacional de Acuicultura en el Servicio Nacional de Pesca, estableciendo su grado y sus funciones.
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el DS. N° 430, de 1991, del Ministerio de Econo-mía, Fomento y Reconstrucción, hoy Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en el sentido siguiente:

1) Modifícase el artículo 59 en el sentido siguiente:

a) Sustitúyese en el inciso 1° la frase a continuación del punto y coma (;) por la siguiente: “estará presidido por el Subsecretario y funcionará en dependencias de la Subsecretaría.”.
b) Reemplázanse las letras a), c) y d) del inciso 2° por las siguientes:

“a) Un representante del Ministerio;
c) Un representante del Servicio;
d) Un representante de la Subsecretaría, que le corresponderá realizar las funciones de Director Ejecutivo del Consejo; y”
2) Reemplázase en el artículo 60, las dos veces que aparece, la frase “El Servicio” por la expresión “La Subsecretaría”.
3) Modifícase el artículo 61 en el siguiente sentido:

a) Agrégase en el inciso 1° a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo el mecanismo de asignación de los proyectos deberá considerar, en casos de proyectos que compitan en una misma categoría, una mayor ponderación para aquellos que consideren un cofinanciamiento por parte de los pescadores artesanales u organización de pescadores artesanales que lo presenta.”.

b) Sustitúyese en el inciso 2° del artículo 61 la expresión “al Servicio” por la frase “a la Subsecreta-ría”.

1) Reemplázase en el artículo 62 la expresión “del Servicio” por la oración “de la Subsecretaría”.

2) Reemplázase en el artículo 86 la frase “previos informes técnicos fundados de la Subsecretaría, y del Consejo Nacional de Pesca”, por la expresión “previo informe técnico fundado de la Subsecretaría, y previa consulta a la Comisión Nacional de Acuicultura”.

3) Sustitúyese en el artículo 87 la frase “previos informes técnicos debidamente fundados de la Subsecretaría, del Consejo Nacional de Pesca y del Consejo Zonal de Pesca que corresponda” y la coma que la precede, por la expresión “previo informe técnico fundado de la Subsecretaría y previa consulta a la Comisión Nacional de Acuicultura”.

4) Agrégase al Título VI a continuación del artículo 90 quater, el siguiente párrafo 3°:

Párrafo 3°
De la Comisión Nacional de Acuicultura

Artículo 90 A.- Créase la Comisión Nacional de Acuicultura, en adelante "la Comisión", cuya función será asesorar al Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en la formulación y evaluación de las acciones, medidas y programas que se requieran para implementar la Política Nacional de Acuicultura.
Artículo 90 B.- La Comisión será presidida por el Subsecretario de Pesca y Acuicultura, y estará integrada además por los siguientes miembros:

a) Un representante de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.

b) Un representante del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.

c) Un representante del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

d) Un representante del Ministerio del Medio Ambiente.

e) Un representante de la Dirección General de Territorio Marítimo y Marina Mercante.

f) Un representante del Instituto de Fomento Pesquero.

g) Siete miembros provenientes de las asociaciones de acuicultores legalmente constituidas, designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.
h) Un miembro proveniente de una asociación de prestadores de servicio de la acuicultura legalmente constituida, designado por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.

Artículo 90 C.- Corresponderá a la Comisión, en especial, las siguientes tareas:

a) Dar su opinión respecto de los reglamentos a que se refieren los artículos 86 y 87 de esta ley;

b) Elaborar y proponer las medidas, planes y programas tendientes a la ejecución e implementación de la Política Nacional de Acuicultura.

c) Dar su opinión respecto del ordenamiento territorial de las actividades de acuicultura.

d) Dar su opinión sobre asuntos internacionales con relevancia para el sector; y,

e) Dar su opinión sobre las modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, que proponga el Presidente de la República antes que sean presentadas al Congreso Nacional.

La Comisión podrá referirse a las demás materias que estime pertinentes y que incidan en la actividad de acuicultura, quedando facultada para solicitar los antecedentes necesarios de los organismos públicos o privados del sector, a través de su Presidente.
Artículo 90 D.- La Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, que estará radicada en la Subsecretaría.

Corresponderá a la Secretaría Ejecutiva, coordinar las reuniones de la Comisión, levantar acta de los acuerdos adoptados, elaborar una Memoria Anual que resuma las actividades desarrolladas por la Comisión durante el año calendario anterior, y en general, todas aquellas que sean necesarias para el cumplimiento de los fines de la Comisión establecidos en la presente ley.
Artículo 90 E.- La Comisión podrá invitar a sus sesiones a representantes de otros Ministerios y Servicios relacionados con las materias a tratar, así como a representantes del sector privado.
Artículo 90 F.- Las autoridades y directivos de los órganos de la Administración del Estado deberán prestar a la Comisión, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, toda la colaboración que ésta les solicite.

Artículo 90 G.- Corresponderá a la Subsecretaría, prestar el apoyo técnico y administrativo que sea menester para el funcionamiento de la Comisión y de su Secretaría Ejecutiva.

Artículo 90 H.- La Comisión acordará, las demás normas para su funcionamiento interno, el que deberá considerar al menos tres reuniones ordinarias anuales.
1) Reemplázase en el numeral 2) del artículo 96 la frase “a través de concurso público de acuerdo con las normas que se establezcan en el reglamento”, por la expresión “de conformidad con las normas establecidas en la ley N° 19.886.”.
2) Elimínase el inciso 2° del numeral 2. del artículo 146.

3) Reemplázase el inciso 1° del artículo 150 por el siguiente:

“Creánse siete organismos zonales, denominados Consejos Zonales de Pesca:
a) Uno en la zona correspondiente a las Regiones XV de Arica y Parinacota, I de Tarapacá y II de Antofagasta, con sede en la comuna de Iquique;
b) Uno en la zona correspondiente a las Regiones III de Atacama y IV de Coquimbo, con sede en la comuna de Coquimbo;
c) Uno en la zona correspondiente a las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule e Islas Oceánicas, con sede en la comuna de Constitución;
d) Uno en la zona correspondiente a las Regiones VIII del Biobio y IX de la Araucanía, con sede en la comuna de Talcahuano;

e) Uno en la zona correspondiente a las Regiones XIV de los Ríos y X de Los Lagos, con sede en la ciudad de Puerto Montt;
f) Uno en la zona correspondiente a la Región XI de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, con sede en la comuna de Aysén;
g) Uno en la zona correspondiente a las Región XII de Magallanes y Antártica Chilena, con sede en la comuna de Punta Arenas.”

2) Sustitúyese en la letra a) del artículo 152 la primera expresión “del Servicio” por la frase “de Pesca”.

3) Modifícase la letra g) del artículo 152, en el sentido siguiente:

a) Reemplázase el inciso 1° por el siguiente: “El número de consejeros que en cada caso se indica en representación de las organizaciones gremiales legalmente constituidas de armadores; de pequeños armadores y de plantas de procesadoras de productos pesqueros.”.
b) En el inciso 3° elimínase la frase “y un cuarto, a los acuicultores” y la coma que la antecede (,) y sustitúyese el segundo punto y coma (;) por la palabra “y”. 
c) En el inciso 4° reemplázase la expresión “V, VI, VII, VIII y IX e Islas Oceánicas”, por la frase “V, VI y VII e Islas Oceánicas”.

d) Agrégase el siguiente inciso 5° nuevo, cambiando los demás su orden correlativo:
“En el Consejo Zonal de la VIII y IX Regiones, uno representará a los armadores industriales de la pesca pelágica; otro, a los armadores industriales de pesca demersal; otro, a los pequeños armadores industriales, y un cuarto, a los industriales de plantas procesadoras de productos pesqueros.”.
e) En el inciso 5°, que pasa a ser 6°, sustitúyese la expresión “XIV, X y XI”, por la frase “XIV y X”; elimínase la frase “y un cuarto, a los acuicultores” y la coma que la antecede (,); y reemplázase el segundo punto y coma que aparece (;) por la palabra “y”.
f) Agrégase a continuación del inciso 5° que pasa a ser 6° el siguiente inciso nuevo:
“En el Consejo Zonal de la XI Región, uno representará a los armadores industriales, otro, a los pequeños armadores y otro, a los industriales procesadores de productos pesqueros.”
g) En el inciso 6° que pasa a ser 8° elimínase la frase “y un cuarto, a los acuicultores” y la coma que la antecede (,) y sustitúyese el segundo punto y coma (;) por la palabra “y”.
4) Agrégase en el inciso 4° del artículo 173, a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma la siguiente expresión “y designará un Director Ejecutivo para la administración de este Fondo”.

Artículo 2°.- Créase en la planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, fijada por el decreto con fuerza de ley N° 5 de 1983, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, y sus adecuaciones y modificaciones posteriores, un cargo de Director Zonal de Pesca, quien ejercerá sus competencias en las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, grado 5° EUS, el que para el solo efecto del artículo 7° de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, se considerará equivalente a Jefe de División.

Artículo 3°.- Modifícase el DFL. N° 2 de 2011, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que modificó la estructura orgánica del Servicio Nacional de Pesca, en los siguientes términos:

1) En su artículo primero, elimínase la frase “a cargo de un Subdirector”, y la coma (,) que la precede, e incorpórase a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración:
“La Subdirección estará a cargo de un Subdirector Nacional de Acuicultura, grado 4º EUS, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.”.
2) Intercálase a continuación del artículo primero, el siguiente artículo primero bis:
“Artículo primero bis.- Corresponderá, especialmente, al Subdirector Nacional de Acuicultura, las siguientes funciones:

a) Subrogar al Subdirector Nacional.

b) Asesorar al Director Nacional y demás órganos del Servicio en materia de acuicultura.

c) Planificar las acciones de fiscalización de cumplimiento de la normativa ambiental, de salud animal y demás aplicable a la acuicultura.

d) Supervisar y evaluar la ejecución de las acciones a que se refiere el literal precedente.

e) Coordinar a las Direcciones Regionales, Departamentos y demás unidades del Servicio que ejecutan funciones en materia de acuicultura.

f) Proponer al Director Nacional los programas sanitarios y demás normas que, conforme a la legislación aplicable a la acuicultura, corresponda dictar al Servicio.
g) Administrar el registro de personas acreditadas para elaborar los instrumentos de evaluación ambiental y sanitaria y demás que se requieran.

h) Controlar a las personas a que se refiere el literal anterior y proponer al Director Nacional las sanciones que corresponda aplicar a las mismas en los casos previstos por la normativa.
i) Presentar al Director Nacional, para efectos que éste ejerza la facultad a que se refiere el artículo 28 letra a) del DFL. N° 5, de 1983, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, hoy Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, propuestas de normas para la aplicación y fiscalización de las leyes y reglamentos sobre acuicultura.”.

Artículo 4°.- Modifícase el DFL. N° 5, de 1983, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, hoy Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en el sentido siguiente:

1) En el artículo 16:

a) Elimínase en la letra c) el literal ii).
b) Agrégase en la letra d), el siguiente literal iii):
“iii) Departamento de Pesca Artesanal”
c) Agrégase la siguiente letra e) nueva, cambiando las demás su orden correlativo:

“e) División de Acuicultura.”

2) En el artículo 18:
a) Elimínase en la letra a) del numeral 1. La frase “y de las actividades de acuicultura”.

b) Suprímese en la letra  d) del numeral 1. la expresión “y de acuicultura”.

c) Elimínase en la letra f) del numeral 1. la frase “y de acuicultura”.

d) Agrégase en el encabezado del numeral 2. a continuación de la palabra “Pesquero” la frase “y de Acuicultura”.

e) Elimínase en la letra f) del numeral 2. La frase “y de acuicultura”.

f) Agrégase el siguiente numeral 4. nuevo:

“4. Corresponderá a la División de Acuicultura:

a) Coordinar su gestión con las demás unidades orgánicas para la formulación y ejecución de acciones comunes en aspectos sectoriales de administración de la actividad de acuicultura.
b) Proponer planes, programas y estudios de investigación en acuicultura.
c) Mantener actualizada la información de las actividades de acuicultura a nivel nacional y el catastro de resoluciones sobre concesiones y autorizaciones de acuicultura.
d) Estudiar y proponer las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura.
e) Informar técnicamente las propuestas de ordenamiento territorial que afecten al sector.
f) Evaluar y proponer medidas especiales para la sanidad y protección de las especies hidrobiológicas y del medio ambiente en relación a las actividades de acuicultura, de propagación o de repoblación.
g) Identificar las necesidades de conocimiento para optimizar el manejo de la acuicultura nacional.
h) Elaborar los informes técnicos para el otorgamiento de concesiones de acuicultura y otros relacionados con las empresas de cultivo y los que sean necesarios para fundar la normativa sectorial propuesta para ser dictada.
i) Asesorar al Subsecretario en materias de políticas y estrategias de la actividad acuícola.
j) Evaluar e informar técnicamente las solicitudes de internación de especies hidrobiológicas con fines de acuicultura, ornamentales, investigación, recreación, investigación entre otros.
k) Evaluar el desempeño de la actividad acuícola nacional.

l) Evaluar ambientalmente proyectos acuícolas y de impacto en esta actividad.

m) Coordinar del funcionamiento  y operación de las agrupaciones de concesiones.
n) Mantener relaciones permanentes con instancias de participación sectorial a nivel nacional e internacional.

3) Sustitúyese el numeral 3. del artículo 19 por el siguiente:
“3. Corresponderá al Departamento de Pesca Artesanal:
a) Proponer al Subsecretario las políticas tendientes a desarrollar y fomentar a la actividad pesquera artesanal.
b) Coordinar con las demás Divisiones y Departamentos de esta Subsecretaría las solicitudes y requerimientos que realicen los pescadores artesanales y sus organizaciones.
c) Coordinar las relaciones institucionales con los pescadores artesanales y sus organizaciones.”.

Artículo 5°.- Sustitúyese la denominación dada por el artículo 1° del decreto ley N° 1626, de 1976 a la “Subsecretaría de Pesca”, por “Subsecretaría de Pesca y Acuicultura”.

Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga a la Subsecretaría de Pesca, deberán entenderse en lo sucesivo a la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura.

Artículo 6°.- Sustitúyese la denominación dada por el artículo 12 del decreto ley N° 2442 de 1978 al “Servicio Nacional de Pesca”, por “Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura”.

Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga al Servicio Nacional de Pesca, deberán entenderse en lo sucesivo al Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.

ArtIculos Transitorios

Artículo Primero Transitorio.- Las personas que a la fecha de publicación en el Diario Oficial de esta ley, integren los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V a IX Regiones e Islas Oceánicas, y el de la Regiones XIV a XI, continuarán integrando, respectivamente, los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones VIII a IX y el de la XIV y X Regiones.

Artículo Segundo Transitorio.- Los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, y el de la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, deberán constituirse dentro de un plazo máximo de seis meses contados desde la fecha de publicación en el Diario Oficial de esta ley.
Mientras no se encuentren constituidos dichos Consejos Zonales con el número mínimo de miembros necesarios para reunirse de conformidad con el artículo 150 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, tendrán competencia en las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, el Consejo Zonal de Pesca de las Regiones VIII del Biobio y IX de la Araucanía; y en la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo tendrá competencia el Consejo Zonal de las Regiones XIV de Los Ríos y X de Los Lagos.
Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda.- Pablo Longueira Montes, Ministro de Economía, Fomento 
y Turismo
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, EN MATERIA DE DURACIÓN DEL DESCANSO DE MATERNIDAD 

(7526-13)


Oficio Nº 9714


VALPARAÍSO, 14 de septiembre de 2010


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado en materia de duración del descanso de maternidad (boletín N° 7526-13), con las siguientes enmiendas:


 Artículo 1°


 Numeral 2), nuevo 

 Ha intercalado el siguiente N°2), nuevo, pasando los actuales numerales 2), 3) y 4) a ser 3), 4) y 5), respectivamente:

  “2) Intercálanse en el artículo 196 los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos, pasando su actual inciso cuarto a ser séptimo:
  “Cuando el parto se produjere antes de iniciada la trigésimo tercera semana de gestación, o si el niño al nacer pesare menos de 1.500 gramos, el descanso postnatal del inciso primero del artículo 195, será de dieciocho semanas.

  En caso de partos de dos o más niños, el periodo de descanso postnatal establecido en el inciso primero del artículo 195 se incrementará en siete días corridos por cada niño nacido a partir del segundo. 

  Cuando concurrieren simultáneamente las circunstancias establecidas en los incisos cuarto y quinto de este artículo, la duración del descanso postnatal será la de aquel que posea una mayor extensión.”.”.

  Numeral 2), que ha pasado a ser 3) 
  Lo ha sustituido por el siguiente:

“3) Agrégase el siguiente artículo 197 bis:

“Artículo 197 bis.- Las trabajadoras tendrán derecho a un permiso postnatal parental de doce semanas a continuación del periodo postnatal, durante el cual recibirán un subsidio cuya base de cálculo será la misma del subsidio por descanso de maternidad a que se refiere el inciso primero del artículo 195.

 Con todo, la trabajadora podrá reincorporarse a sus labores una vez terminado el permiso postnatal, por la mitad de su jornada, en cuyo caso el permiso postnatal parental se extenderá a dieciocho semanas. En este caso, percibirá el cincuenta por ciento del subsidio que le hubiere correspondido conforme al inciso anterior y, a lo menos, el cincuenta por ciento de los estipendios fijos establecidos en el contrato de trabajo, sin perjuicio de las demás remuneraciones de carácter variable a que tenga derecho.

Las trabajadoras exentas del límite de jornada de trabajo, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 22, podrán ejercer el derecho establecido en el inciso anterior, en los términos de dicho precepto y conforme a lo acordado con su empleador.

Para ejercer los derechos establecidos en los incisos segundo, tercero y octavo, la trabajadora deberá dar aviso a su empleador mediante carta certificada, enviada con a lo menos treinta días de anticipación al término del período postnatal, con copia a la Inspección del Trabajo. De no efectuar esta comunicación, la trabajadora deberá ejercer su permiso postnatal parental de acuerdo a lo establecido en el inciso primero.

El empleador estará obligado a reincorporar a la trabajadora, salvo que, por la naturaleza de sus labores y las condiciones en que aquella las desempeña, estas últimas sólo puedan desarrollarse ejerciendo la jornada que la trabajadora cumplía antes de su permiso prenatal. La negativa del empleador a la reincorporación parcial deberá ser fundamentada e informada a la trabajadora, dentro de los tres días de recibida la comunicación de ésta, mediante carta certificada, con copia a la Inspección del Trabajo en el mismo acto. La trabajadora podrá reclamar de dicha negativa ante la referida entidad, den​tro de tres días hábiles contados desde que tome conocimiento de la comunicación de su empleador. La Inspección del Trabajo resolverá si la naturaleza de las labores y condiciones en las que éstas son desempeñadas justifican o no la negativa del empleador.

En caso que la trabajadora opte por reincorporarse a sus labores de conformidad a lo establecido en este artículo, el empleador deberá dar aviso a la entidad pagadora del subsidio antes del inicio del permiso postnatal parental.

Con todo, cuando la madre hubiere fallecido o el padre tuviere el cuidado personal del menor por sentencia judicial, le corresponderá a éste el permiso y subsidio establecidos en los incisos primero y segundo.

Si ambos padres son trabajadores, cualquiera de ellos, a elección de la madre, podrá gozar del permiso postnatal parental, a partir de la séptima semana del mismo, por el número de semanas que ésta indique. Las semanas utilizadas por el padre deberán ubicarse en el periodo final del permiso y darán derecho al subsidio establecido en este artículo, calculado en base a sus remuneraciones. Le será aplicable al trabajador lo dispuesto en el inciso quinto.

En caso que el padre haga uso del permiso postnatal parental, deberá dar aviso a su empleador mediante carta certificada enviada, a lo menos, con diez días de anticipación a la fecha en que hará uso del mencionado permiso, con copia a la Inspección del Trabajo. Copia de dicha comunicación deberá ser remitida, dentro del mismo plazo, al empleador de la trabajadora. A su vez, el empleador del padre deberá dar aviso a las entidades pagadoras del subsidio que correspondan, antes del inicio del permiso postnatal parental que aquél utilice. 

El subsidio derivado del permiso postnatal parental se financiará con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares y Subsidio de Cesantía del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

El empleador que impida el uso del permiso postnatal parental, o realice cualquier práctica arbitraria o abusiva con el objeto de dificultar o hacer imposible el uso del permiso establecido en los incisos precedentes, será sancionado con multa a beneficio fiscal de 14 a 150 unidades tributarias mensuales. Cualquier infracción a lo dispuesto en este inciso podrá ser denunciada a la Inspección del Trabajo, entidad que también podrá proceder de oficio a este respecto.”.”.
Numeral 3), que ha pasado a ser 4) 
-Ha reemplazado en el artículo 198 la coma (,) que sigue a continuación de la expresión “197 bis” por un punto final (.), y eliminado la oración “del cual sólo se deducirán  las imposiciones de previsión y descuentos legales que correspondan.”. 

-Ha sustituido el artículo 200 por el siguiente: 
“Artículo 200.- La trabajadora o el trabajador que tenga a su cuidado un menor de edad, por habérsele otorgado judicialmente la tuición o el cuidado personal como medida de protección, o en virtud de lo previsto en los artículos 19 o 24 de la ley Nº 19.620, tendrá derecho al permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis. Además, cuando el menor tuviere menos de seis meses, previamente tendrá derecho a un permiso y subsidio por doce semanas.

A la correspondiente solicitud de permiso, el trabajador o la trabajadora, según corresponda, deberá acompañar necesariamente una declaración jurada de tener bajo su tuición o cuidado personal al causante del beneficio, así como un certificado del tribunal que haya otorgado la tuición o cuidado personal del menor como medida de protección, o en virtud de lo previsto en los artículos 19 o 24 de la ley Nº 19.620.”.


Numeral 4), que ha pasado a ser 5)
  Ha agregado en el inciso primero del artículo 201, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “Con todo, este fuero del padre no podrá exceder de tres meses.”; y reemplazado en el inciso cuarto la expresión “inciso tercero” por “inciso segundo”, las dos veces que aparece.

Artículo 2°


Numeral 1), nuevo


Ha agregado el siguiente numeral 1), nuevo, pasando los actuales numerales 1)y 2) a ser 2) y 3), respectivamente:   
 “1) Introdúcese el siguiente artículo 5°:

 “Artículo 5°.- El subsidio que origine el permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis del Código del Trabajo, se otorgará sobre la base de la licencia médica por reposo postnatal y conforme a las instrucciones que imparta la Superintendencia de Seguridad Social.”.”.

Numeral 1), que ha pasado a ser 2) 


Ha agregado la siguiente letra c): 

“c) Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando sus actuales incisos quinto y sexto a ser sexto y séptimo:

“La base de cálculo del subsidio que origine el permiso postnatal parental del artículo 197 bis del Código del Trabajo, será la misma del subsidio derivado del descanso de maternidad a que se refiere el inciso primero del artículo 195 del citado cuerpo legal.”.”.


Numeral 2), que ha pasado a ser 3)


Lo ha reemplazado por el siguiente: 
  “3) Introdúcese el siguiente artículo 8° bis:
“Artículo 8° bis.- Cuando el trabajador haga uso del permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis del Código del Trabajo, el límite al monto diario del subsidio a que se refiere el inciso segundo del artículo anterior, se determinará considerando sus remuneraciones mensuales netas, subsidios o ambos, correspondientes al periodo establecido en el inciso antes citado.”.”.

Numeral 4), nuevo 

  Ha incorporado el siguiente numeral 4): 
“4) Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, al artículo 25:
“El subsidio a que se refiere el artículo 199 del Código del Trabajo, sólo podrá otorgarse una vez terminado el permiso postnatal parental.

Cuando se haga uso del derecho a reincorporarse a trabajar según lo establecido en el artículo 197 bis del Código del Trabajo, el trabajador o la trabajadora percibirán un subsidio equivalente al cincuenta por ciento del subsidio que le hubiere correspondido de acuerdo al inciso primero de la citada norma. Dicho subsidio será compatible con el que se origine por una licencia por enfermedad o accidente común, o en virtud de la ley N° 16.744, o por el permiso del artículo 199 del Código del Trabajo, de acuerdo a las normas de los incisos siguientes. 

Para efectos del artículo 8°, en caso de reincorporación de la trabajadora o trabajador, de acuerdo al artículo 197 bis del Código del Trabajo, en la base de cálculo del subsidio que se origine por una licencia por enfermedad o accidente común, o en virtud de la ley N° 16.744, o del artículo 199 del Código del Trabajo, se considerará exclusivamente la remuneración mensual neta que origine dicha reincorporación, el subsidio derivado de ella, o ambos. En caso que la trabajadora o el trabajador no registren cotizaciones suficientes para enterar los meses a promediar, se considerará para estos efectos la remuneración mensual neta resultante del contrato de trabajo que corresponda a la reincorporación, las veces que sea necesario.

No obstante, cuando el permiso postnatal parental se ejerciere conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 197 bis del Código del Trabajo y la trabajadora o el trabajador tenga derecho al subsidio establecido en el artículo 199 del mismo Código, la suma de los valores diarios de ambos subsidios no podrá exceder, en ningún caso, el monto diario del subsidio por permiso postnatal parental que le hubiere correspondido de no haberse reincorporado a trabajar. Asimismo, la suma total de ambos subsidios durante el periodo de permiso postnatal parental, no podrá exceder el monto equivalente al subsidio que le hubiere correspondido por dicho permiso, de no haberse reincorporado a trabajar. Al completarse dicha suma, se extinguirá el permiso postnatal parental.

Durante el periodo de permiso postnatal parental, sólo tendrá derecho al subsidio por enfermedad grave del niño menor de un año, quien esté haciendo uso del referido permiso postnatal parental, conforme al inciso segundo del artículo 197 bis del Código del Trabajo.”.”.





Artículo 3°, nuevo 
  Ha incorporado el siguiente artículo 3°: 

  “Artículo 3°.- A contar del 1 de enero de 2013, tendrán derecho a percibir el subsidio establecido en este artículo las mujeres que, a la sexta semana anterior al parto, no tengan un contrato de trabajo vigente, siempre que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:

a) Registrar doce o más meses de afiliación, con anterioridad al inicio del embarazo.

b) Registrar ocho o más cotizaciones, continuas o discontinuas, en calidad de trabajadora dependiente, dentro de los últimos veinticuatro meses calendario inmediatamente anteriores al inicio del embarazo.

c) Que la última cotización más cercana al mes anterior al embarazo se haya registrado en virtud de cualquier tipo de contrato de trabajo a plazo fijo, o por obra, servicio o faena determinada.

El subsidio se otorgará hasta por un máximo de treinta semanas y comenzará a devengarse a partir de la sexta semana anterior al parto. Si éste tuviere lugar a partir de la trigésimo cuarta semana de gestación, la duración del subsidio se reducirá en el número de días o semanas en que se haya adelantado el parto; no obstante, si éste ocurriere antes de iniciada la trigésimo tercera semana de gestación, o si el niño al nacer pesare menos de 1.500 gramos, el subsidio será  de treinta semanas. A su vez, en caso de partos de dos o más niños, el período de subsidio se incrementará en siete días corridos por cada niño nacido a partir del segundo. Cuando concurrieren simultáneamente las circunstancias señaladas precedentemente, la duración del subsidio será aquella que posea una mayor extensión.

La base de cálculo para la determinación del monto de este subsidio será una cantidad equivalente a la suma de la remuneración mensual neta, del subsidio, o de ambos, devengados por la mujer en los veinticuatro meses calendario inmediatamente anteriores al inicio del embarazo, dividido por veinticuatro.

El monto diario del subsidio de este artículo será una cantidad equivalente a la trigésima parte de su base de cálculo, y en ningún caso podrá ser inferior al mínimo establecido en el artículo 17 del decreto con fuerza de ley N°44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Para efectos del cálculo del promedio mencionado en el inciso tercero, cada remuneración mensual neta, subsidio, o ambos, se reajustarán conforme a la variación experimentada por el Índice de Precios al Consumidor entre el último día del mes anterior al del devengamiento de la remuneración, subsidio, o ambos, y el último día del mes anterior al del inicio del subsidio establecido en este artículo.

Sobre el monto del subsidio, las beneficiarias deberán efectuar las cotizaciones del 7% para salud y del artículo 17 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

Durante las doce últimas semanas de goce del subsidio, las beneficiarias podrán trabajar sin perder el beneficio del presente artículo. 

Para los efectos de este artículo, se entenderá por remuneración mensual neta la del artículo 7° del decreto con fuerza de ley N°44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

El subsidio establecido en este artículo será otorgado por el organismo competente para el pago de los subsidios de incapacidad laboral de los trabajadores independientes que sean cotizantes del Fondo Nacional de Salud. Las normas que rigen las licencias médicas de dichos trabajadores, serán aplicables a la tramitación, autorización y pago del subsidio de este artículo.

El subsidio establecido en este artículo se financiará con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N°150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. 

Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social la supervigilancia y fiscalización del subsidio establecido en este artículo. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y de esta ley. La Superintendencia dictará las normas necesarias, las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado subsidio.”.




Artículo 4°, nuevo 

  Ha agregado el siguiente artículo 4°: 

“Artículo 4°.- Agrégase el siguiente artículo 152 bis al decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469:

“Artículo 152 bis.- Los trabajadores independientes tendrán derecho al permiso postnatal parental del artículo 197 bis del Código del Trabajo, el cual podrán ejercer por doce semanas, percibiendo la totalidad del subsidio, o por dieciocho semanas, percibiendo la mitad de aquel, además de las rentas o remuneraciones que pudieren percibir, dando aviso a la entidad pagadora del subsidio antes del inicio del periodo. 

La base de cálculo del subsidio establecido en este artículo será la misma del descanso de maternidad a que se refiere el inciso primero del artículo 195 del Código del Trabajo. Para efectos de determinar la compatibilidad de subsidios a que tiene derecho el trabajador, se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 25 del decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.”.”.


Artículo 5°, nuevo


Ha incorporado el siguiente artículo 5°:

“Artículo 5°.- Intercálase en el artículo 17 de la ley N° 16.744, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“Durante el periodo en que los trabajadores se reincorporen al trabajo en virtud del artículo 197 bis del Código del Trabajo, los empleadores deberán efectuar las cotizaciones de esta ley sobre la base de la remuneración correspondiente a dicha jornada.”.”.


Artículo 6°, nuevo

  Ha agregado el siguiente artículo 6°:

“Artículo 6°.- Las funcionarias del sector público a que se refiere el inciso primero del artículo 194 del Código del Trabajo, tendrán derecho al permiso postnatal parental y al subsidio que éste origine en los mismos términos del artículo 197 bis del referido Código. A este subsidio se le aplicarán las normas correspondientes del decreto con fuerza de ley Nº 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

A este permiso no le será aplicable lo dispuesto en el artículo 153 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469. Un reglamento dictado por el Ministerio de Hacienda, suscrito además por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, determinará la forma y el procedimiento en que la funcionaria podrá hacer uso del derecho a reincorporarse a sus funciones durante el goce de este permiso. Además, establecerá los criterios que el Servicio o Institución empleadora deberán utilizar para determinar la jornada que le corresponderá cumplir. Para ello podrá considerar la escala de remuneraciones y el grado que ella detente, entre otros factores.
Las normas de este artículo serán aplicables a los funcionarios del sector público que hagan uso del permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis del Código del Trabajo.”.

Artículo 7°, nuevo 

  Ha incorporado el siguiente artículo 7°:

“Artículo 7°.- Durante el periodo en que se haga uso del subsidio por permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis del Código del Trabajo, se efectuarán las cotizaciones conforme a la normativa que rige a los subsidios por incapacidad laboral.

Cuando el trabajador se reincorpore a sus labores, de acuerdo a lo establecido en la citada disposición, la entidad pagadora del subsidio deberá enterar las cotizaciones sobre la base del cincuenta por ciento de la remuneración imponible por la cual se efectuaron las cotizaciones durante el permiso postanatal.”.


                Artículo 8°, nuevo


Ha agregado el siguiente artículo 8°:


“Artículo 8°.- Los Ministerios de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social deberán informar anualmente a las Comisiones de Hacienda, Trabajo y Salud de la Cámara de Diputados y del Senado sobre la ejecución presupuestaria del gasto que genere el proyecto y de su aplicación.”.


Artículos transitorios

  Artículo primero 

  Ha incorporado las siguientes enmiendas: 

  a) Ha reemplazado en su inciso primero la frase “Aquellas mujeres que” por el vocablo “Quienes”, y la palabra “período” por “permiso”.

  b) Ha sustituido su inciso segundo por el siguiente:

“Lo establecido en los incisos cuarto, quinto y sexto del artículo 196 del Código del Trabajo, se aplicará a quienes se encontraren haciendo uso de su permiso postnatal a la fecha de entrada en vigencia de esta ley.”.

  c) Ha agregado los siguientes incisos tercero y cuarto:

“Quienes hayan terminado su descanso postnatal con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, tendrán derecho al permiso postnatal parental establecido en el inciso primero del artículo 197 bis del Código del Trabajo, que se incorpora por esta ley, hasta la fecha en que el menor cumpla veinticuatro semanas de edad. Con todo, la trabajadora podrá reincorporarse a sus labores, de conformidad al inciso segundo del citado artículo, hasta que el menor cumpla treinta semanas.

La trabajadora deberá dar aviso a su empleador personalmente, dejando constancia escrita, o mediante carta certificada, en ambos casos con, a lo menos, cinco días de anticipación a la fecha en que hará uso del mencionado permiso. Al efecto, deberá señalar si hará uso del derecho a reincorporarse a sus labores, si corresponde. Además, los trabajadores del sector privado deberán enviar copia de dicho aviso a la Inspección del Trabajo.”.


Artículo Segundo 


Lo ha reemplazado por el siguiente:

  “Artículo segundo.- Quienes hayan hecho uso del permiso de doce semanas establecido en el artículo 200 del Código del Trabajo, con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, tendrán derecho al permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis de dicho Código. En este caso, el permiso postnatal parental se contará inmediatamente a partir del término del permiso de doce semanas antes señalado y se ejercerá de la forma establecida en el inciso tercero del artículo primero transitorio de la presente ley.”.

Artículo Tercero


Lo ha sustituido por el siguiente: 

“Artículo tercero.- Quienes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, se encontraren haciendo uso de licencia por enfermedad grave del niño menor de un año, y éste tenga menos de veinticuatro semanas de edad, podrán seguir haciendo uso de dicha licencia hasta su término, gozando del subsidio a que ésta dio origen.

Mientras se esté ejerciendo este derecho, no se podrá hacer uso del permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis del Código del Trabajo.”.
                   *******


Hago presente a Vuestra Excelencia que los artículos 1° y 2° permanentes; primero, segundo y tercero transitorios fueron aprobados, tanto en general como en particular, con el voto afirmativo de 96 Diputados; con excepción de los incisos octavo y noveno del artículo 197 bis, que incorpora el numeral 3 del artículo 1° permanente, que fueron aprobados en particular por 94 Diputados, en todos los casos de 119 en ejercicio; dándose cumplimiento de este modo a lo dispuesto en el artículo 66 inciso tercero de la Constitución Política.  


Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 747/SEC/11, de 19 de mayo de 2011.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MEJORA LA FISCALIZACIÓN PARA LA PREVENCIÓN DEL DELITO DE ABIGEATO

(7411-01)


Oficio Nº 9715


VALPARAÍSO, 14 de septiembre de 2011


Con motivo del Mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente                                                                                                                                            

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, de 1963, del Ministerio de Hacienda, en la siguiente forma:


1) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 12 bis por los siguientes:


"Todo aquel que infringiere las disposiciones que dicte el Presidente de la República, en virtud del presente artículo, será sancionado con una multa de hasta 100 unidades tributarias mensuales. Sin perjuicio de la aplicación de esta multa, el Servicio Agrícola y Ganadero decomisará los productos y subproductos provenientes del beneficio realizado con infracción a dichas disposiciones.


La aplicación y cobro de multas a que se refiere el inciso anterior, se ajustarán en todo al procedimiento establecido en el Párrafo IV del Título I, de la ley N°18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.".

2) Reemplázase en el artículo 30 bis la frase "uno a diez sueldos vitales mensuales de los empleados particulares de la industria y el comercio del Departamento de Santiago" por la expresión "hasta 100 unidades tributarias mensuales".


3) Sustitúyese el Título Tercero "De las guías de libre tránsito de animales" por el siguiente:

"TITULO TERCERO

De los documentos para el transporte de ganado


Artículo 31° Será obligación del conductor del medio de transporte o el responsable de la carga, ya sea que se realice por caminos públicos, vía férrea, vía fluvial, aérea o marítima, llevar consigo durante el transporte de los animales, el formulario de movimiento animal, que se indica en el artículo siguiente, y entregarlo al destinatario, según lo establezca el Servicio Agrícola y Ganadero.


Artículo 32° El Servicio Agrícola y Ganadero establecerá por resolución, los formularios de movimiento animal, sus especificaciones técnicas según especie animal y la forma de obtenerlos. Asimismo, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá, en coordinación con otros servicios públicos, establecer formularios conjuntos.  


Artículo 33° Los dueños, gerentes o empleados de ferias de ganado y mataderos no podrán recibir, rematar ni beneficiar ganado sin que, previamente, hayan recepcionado el o los formularios de movimiento animal respectivos, emitidos en el establecimiento de origen.


Los dueños, gerentes o empleados de ferias y mataderos tendrán la obligación de conservar y entregar los formularios de movimiento animal que comprueben la procedencia del ganado vendido o beneficiado, en la forma y plazo que determine el Servicio Agrícola y Ganadero.


Artículo 34° La feria o matadero que venda o beneficie animales, sin contar con el formulario de movimiento animal respectivo, será sancionado con multa de 1 a 50 unidades tributarias mensuales por cada animal vendido o beneficiado.


La aplicación y cobro de la multa a que se refiere el inciso anterior, se ajustará al procedimiento establecido en el Párrafo IV del Título I, de la ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.


Lo anterior, sin perjuicio del derecho del dueño de los animales a demandar de indemnización de perjuicios en forma breve y sumaria.


Artículo 35° Carabineros de Chile y los funcionarios del Servicio Agrícola y Ganadero, en el ejercicio de las facultades que la ley les otorga, deberán controlar que el transportista o el responsable del mismo lleve consigo durante el transporte el respectivo formulario de movimiento animal, documentación que será visada en el acto para efectos de dejar constancia del control realizado.   


Artículo 36° Las normas establecidas en el presente Título serán fiscalizadas por Carabineros de Chile y por el Servicio Agrícola y Ganadero.".


Artículo 2°.- Introdúcense, en el artículo 13 de la ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, las siguientes modificaciones:


a) Agrégase, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente.


"En el cumplimiento de sus labores los inspectores del Servicio, siempre que se presuma fundadamente que los objetos o elementos sujetos a fiscalización han sido utilizados para cometer infracciones o cuando éstos sean necesarios para determinar el origen o presencia de alguna enfermedad, plaga o contaminación, podrán requerir, examinar e incautar libros y documentos; retener, trasladar o inmovilizar elementos, insumos o productos y los vehículos donde éstos se encuentren; y proceder a la colocación de sellos en bienes muebles e inmuebles.". 


b) Reemplázase, en el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la expresión "el inciso anterior" por "los incisos anteriores". 


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


1) En el artículo 448 bis:


a) Reemplázase la expresión ", menor o porcino" por "o menor".


b) Agrégase, el siguiente inciso segundo: 


"Asimismo, se considerará autor del delito de abigeato al que sin el consentimiento de quienes pueden disponer del ganado:


1°. Altere o elimine marcas o señales en animales ajenos.


2°. Marque, señale, contramarque o contraseñale animales ajenos.


3°. Expida certificados falsos para obtener guías o formularios o haga conducir animales ajenos sin estar debidamente autorizado.".

2) En el artículo 448 ter:


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la expresión "el juez deberá aumentarla en un grado", la frase "y aplicará, en todo caso, la pena de comiso en los términos del artículo 31 de este Código".

b) Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:


"Cuando las especies substraídas tengan un valor que exceda las cinco unidades tributarias mensuales, se aplicará, además, la accesoria de multa de setenta y cinco a cien unidades tributarias mensuales.".

c) Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:


"Será castigado como autor de abigeato el que beneficie o destruya una especie para apropiarse de toda ella o de alguna de sus partes.".

3) En el artículo 448 quáter:


a) Reemplázanse los incisos primero y segundo, por los siguientes:


"Art. 448 quáter. Se castigará como autor de abigeato a aquél en cuyo poder se encuentren animales o partes de los mismos referidos en este Párrafo, cuando no pueda justificar su adquisición o legítima tenencia y, del mismo modo, al que sea habido en predio ajeno, arreando, transportando, manteniendo cautivas, inmovilizadas o maniatadas dichas especies animales. El porte de armas, herramientas o utensilios comúnmente empleados para el faenamiento de animales por quien no diere descargo suficiente de su tenencia, se castigará de conformidad a lo establecido en el artículo 445.


Las marcas registradas, señales conocidas, dispositivos de identificación individual oficial registrados ante el Servicio Agrícola y Ganadero u otras de carácter electrónico o tecnológico puestas sobre el animal, constituyen presunción de dominio a favor del dueño de la marca o señal.".

b) Modifícase el inciso tercero, en la forma que se indica:


i) Reemplázase la expresión "de la guía de libre tránsito" por "del formulario de movimiento animal".


ii) Sustitúyese la conjunción  copulativa "y" entre las palabras "proceda" y "al" por una coma (,), reemplázase  el punto final (.)  por una coma (,) y agrégase, a continuación,  la siguiente frase: "a la autoridad sanitaria competente para que instruya sumario sanitario y al Servicio Agrícola y Ganadero para determinar la eventual existencia de infracciones a la normativa agropecuaria.".


c) Agrégase, el siguiente inciso final:


"Ante la sospecha o la comisión de los delitos a que se refiere este párrafo, el Ministerio Público podrá, en lo pertinente, autorizar la correspondiente investigación bajo la técnica de entrega vigilada o controlada, en los términos regulados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, Título II, Párrafo 1°.".

4) Agregáse, en el artículo 448 quinquies, a continuación de la palabra "cerdas" la palabra ", lanas".


5) Agrégase, el siguiente artículo 448 sexies:


"Art. 448 sexies. En todos los casos en que se detecten posibles delitos sancionados en este párrafo y en que se ordene la detención o arresto de una persona, deberán ser incautados los vehículos utilizados en los hechos investigados.


Igualmente, procederá el comiso de vehículos, herramientas e instrumentos cuando estos sean de propiedad del autor, cómplice o encubridor del delito de abigeato.".

6) Agrégase, en el artículo 456 bis A, el siguiente inciso final:


"Tratándose del delito de abigeato la multa establecida en el inciso primero será de setenta y cinco a cien unidades tributarias mensuales y el juez podrá disponer la clausura definitiva del establecimiento.".

Artículo 4°.- Incorpóranse en la ley N° 11.564, los siguientes artículos 8° y 9°:


"Artículo 8.° Para los efectos del control de identidad, Carabineros de Chile estará facultado para revisar los vehículos que transiten en zonas rurales o que pasen por tenencias o retenes, debiendo exigir la boleta, factura, guía de despacho o el formulario de movimiento animal, según sea el caso.


Artículo 9.° En todos los casos en que se detecten posibles delitos sancionados en esta ley y en que se ordene la detención o arresto de una persona, deberán ser incautados los vehículos utilizados en los hechos investigados.".".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados

SEGUNO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.248, DE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

(7187-04)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de presentaros su segundo informe del proyecto de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma“.
Con fecha 19 de enero de 2011, el proyecto de la referencia fue aprobado en general en la Sala del Senado, fijando como plazo para presentar indicaciones hasta el día 14 de marzo del mismo año. Posteriormente, la Sala, previo acuerdo de los Comités, fijó nuevos plazos para presentar indicaciones hasta los días 4 y 12 de abril, 3 de mayo, 18 y 25 de julio de del presente.

A las sesiones en que la Comisión analizó este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor  José Antonio Gómez Urrutia y el Honorable Diputado señor Carlos Montes.





Asimismo, en representación del Ejecutivo, asistieron las siguientes personas:

- Del Ministerio de Educación: el ex Ministro, señor Joaquín Lavín, y el actual, señor Felipe Bulnes; el Jefe de la División Jurídica, señor Raúl Figueroa; el Jefe de Gabinete del ex Ministro, señor Orlando Chacra, el Jefe de Asesores, señor Felipe Raddatz, el Jefe del Departamento de Estudios y Desarrollo, señor Francisco Lagos y el Asesor de Gabinete, señor Pablo Eguiguren; de la Subsecretaría de Educación: el Subsecretario, señor Fernando Rojas, el Jefe de Gabinete señor Sebastián Figueroa, la Asesora, señora Francisca Salas; 

- De la Secretaría General de la Presidencia, la Asesora, señor Gonzalo Vargas.

También asistieron a las sesiones que celebró la Comisión de la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo CIEPLAN: los Asesores, señora Macarena Lobos y señor Pedro Montt; de la Biblioteca del Congreso Nacional: los Asesores Parlamentarios, señor Luis Castro y Reimundo Roberts; de Educación 2020: las Asesoras Legislativas, señoras Patricia Schaulsohn y Gabriela Carls; de la Dirección de Presupuestos (DIPRES): la Abogado de la Subdirección de Racionalización y Función Pública, señora Jacqueline Duncan; de la oficina del Honorable Senador señor Quintana: el Asesor, señor Alberto Espinoza; de la oficina del Honorable Senador señor Escalona: el Asesor, señor Jaime Romero; de la oficina del Honorable Senador señor Navarro: el Asesor, señor Sebastián Abarca; de la oficina del Honorable Senador señor Cantero: el Asesor, señor Alex Fernández.
- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente: 

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: los números 16 y 17 del artículo único.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las números 1, 4 bis, 12, 13, 14 bis, 21, 21 bis, 21 ter, 26 bis, 28, 28 bis, 30, 31 bis, 32 bis, 33, 33 bis, 36, 36 bis, 39 bis, 44, 47, 47 bis, 48, 50, 51 y 52.
III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: las números 3, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 27, 27 bis, 43 y 45.

IV.- Indicaciones rechazadas: Las números 4, 15, 23, 29, 32, 34, 35, 38 y 46.

 V.- Indicaciones retiradas: Las números 5, 14, 16, 18, 22, 24, 25, 26, 31, 39, 42 y 49.
 VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: las números 2, 17, 19, 20, 37, 40 y 41.
- - -
Cabe hacer presente que la Comisión, antes de iniciar la discusión de las indicaciones, y con el objeto de formarse un más acabado conocimiento de las materias consideradas en ellas, acordó realizar varias sesiones con el objeto escuchar los planteamientos de las instituciones vinculadas a esta iniciativa. Las entidades y especialistas que concurrieron fueron los siguientes:


-Del Colegio de Profesores de Chile A.G., el Presidente, señor Jaime Gajardo, el Secretario General, señor Darío Vásquez, el Tesorero, señor Juan Arturo Soto, la Vicepresidenta, señora Verónica Monsalve, los Directores, señoras Bárbara Figueroa y Ligia Gallegos y señores Carlos Bastías y Guido Reyes; 


-De la Asociación Gremial de Colegios Particulares de Chile (CONACEP): el Presidente Nacional, señor Rodrigo Bosch, los Directores Nacionales, señores Alejandro Hasbún y Leonardo Giavio, los Directores V Región de Valparaíso, señora Ana Rosa Ramos y señores José Valdivieso y José Troncoso, y la Asesora, señora Johanna Chaura; 


- Del Consejo Nacional de Asistentes de la Educación, (CONFEMUCH): el Presidente, señor Arturo Escárez, el Vicepresidente, señor Miguel Castro, el Secretario, señor Eduardo Del Valle; 


-De la Contraloría General de la República: la Subcontralora, señora Patricia Arriagada, la Jefa de la División de Municipalidades, señora Priscila Jara y la abogada de la División Jurídica, señora Iris Vargas; 


-De la Municipalidad de La Granja y de la Asociación Chilena de Municipalidades: el Alcalde y Presidente, señor Claudio Arriagada y el abogado, señor Armando Aravena;


Asimismo, la Comisión recibió en audiencia al  Director de Instituto de Políticas Públicas de la Facultad de Economía y Empresa de la Universidad Diego Portales, señor Gregory Elacqua y a la Directora Ejecutiva de la Corporación Educacional Aprender, señora Mariana Aylwin.

Todos los documentos recibidos y los acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


Sin perjuicio de lo anterior, a continuación se reseñan los principales planteamientos que ellos formularon.

A. MINISTERIO DE EDUCACIÓN


El Subsecretario de Educación señor Rojas inició la exposición, argumentando acerca de la importancia que representa aprobar el proyecto en informe por dos razones fundamentales, las que, a su vez, harían necesaria la celeridad en su tramitación legislativa: primero, el otorgamiento de nuevos recursos para los niños más vulnerables; y segundo, la flexibilización de las normas legales, lo que permitiría un eficiente uso de los fondos.


En relación con lo primero, señaló que la subvención escolar preferencial representa un beneficio sustantivo ya que acorta la brecha existente en materia de educación entre los niños de sectores socioeconómicos desmejorados y aquellos que provienen del sector acomodado. En tal sentido, precisó que esta subvención permite ayudar a unos ochocientos mil alumnos, que incluyen a personas del segundo y tercer quintil de la población, es decir, quien se encuentran por sobre la línea de la pobreza.


Añadió que la iniciativa de ley en informe, contempla un aumento de recursos en forma diferenciada. En efecto, se considera una separación entre el 20% más pobre de los niños, que constituyen menores en situación de extrema pobreza y el 20% siguiente, que estarían asimismo en situación de vulnerabilidad, pero por sobre la línea de la pobreza. En tal sentido, precisó que existiría entre ellos un margen de desigualdad, que haría necesario una asignación también diferenciada, pues de lo contrario, es decir asignándoles a todos la misma cantidad de recursos, ese porcentaje que requiere más ayuda, no alcanzaría a cubrir la totalidad de sus necesidades, lo que a posteriori se tornaría en un problema a solucionar, pues en algún momento haría necesario equiparlos.


Agregó que los niños del quintil más pobre, que se encuentren cursando entre pre kinder y cuarto año de enseñanza básica, recibirían, de aprobarse esta ley, una subvención total, es decir incluyendo la regular y la preferencial, de aproximadamente $82.000.


Como segundo aspecto del proyecto, que además ha sido un planteamiento constante por parte de los Alcaldes, se considera la flexibilización en el uso de los recursos, según cuales sean las necesidades de cada establecimiento educacional. Manifestó que, de aprobarse estas modificaciones, podría priorizarse las cuatro áreas que se consideran en el artículo 8° de le ley N° 20.248
, según los requerimientos de los alumnos, y por otra parte, solucionar el problema de la contratación de personal docente, que hasta ahora, ha sido una dificultad para los sostenedores al tenor de la legislación actual, que sólo la permitiría a través del sistema de honorarios. De ese modo, podrían aplicarse las normas contenidas en el Estatuto Docente y en el Código del Trabajo.


A continuación, señaló que el conjunto de las indicaciones presentadas por el Ejecutivo, tiene dos propósitos fundamentales: primero, adecuar la Ley de Subvención Escolar Preferencial a la Ley N° 20.501, sobre Calidad y Equidad de la Educación, por ejemplo en lo que se refiere a extender la subvención escolar preferencial hasta cuarto año de enseñanza media. En segundo lugar, para adecuar la ley N° 20.248 al proyecto de ley sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización, que introduce modificaciones por ejemplo, en materia de registro y rol de las personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo( ATES).


En relación con estos planteamientos, el Honorable Senador señor Navarro expresó que si bien concuerda con que los niños más vulnerables requieren los recursos que pueda otorgárseles para su educación, no obstante ello, resultaría una acción irresponsable la entrega de nuevos recursos, sin contar en forma previa con información clara, acerca de los $219.000 millones, que ya han salido de las arcas fiscales, y respecto de los cuales se ha cuestionado su uso por parte de los sostenedores. 


Hizo mención de las fiscalizaciones que está llevando a cabo la Contraloría General de la República, y que han demostrado el uso irregular de estos dineros, agregando que ha sido un desastre la aplicación de la subvención escolar preferencial y en tal sentido, señaló que no podría aprobar un proyecto de ley de esta naturaleza, sin contar antes con información fidedigna del Ministerio de Educación, acerca de los montos ya entregados.


El Honorable Senador señor Quintana, manifestó que por la relevancia del proyecto y lo pertinente que resulta tener información clara respecto de la evolución de la subvención escolar preferencial, se hace indispensable conocer la información por parte de los representantes de la Contraloría General de la República sobre el particular, y respecto de las fiscalizaciones realizadas a algunos sostenedores municipales, relativas a las rendiciones de cuentas de los recursos otorgados en virtud de la ley N° 20.248, de manera de tener precisión si este problema ha incidido en todas las áreas en las cuales debe enfocarse la subvención 


Preguntó también, cuáles serían las razones del desvío de recursos que se ha producido en estos tres años de vigencia de la ley, y si la flexibilización que se ha planteado podría producir efectos positivos en la materia. Estimó que sería adecuado, a fin de dar transparencia al sistema, contar con una evaluación del Ministerio de Educación, acerca de cómo han funcionado cada una de las cuatro áreas en que deben emplearse estos capitales, a saber gestión curricular, liderazgo escolar, convivencia escolar y gestión de recursos, de acuerdo a lo que establece el artículo 8° de la ley N° 20.248. 


Agregó que dichas áreas fueron pensadas en orden al correcto y armónico destino de los dineros, para atender cada una de las necesidades de los alumnos en situación de vulnerabilidad. En tal sentido resultaría conveniente evaluar la evolución de este sistema respecto de los distintos sostenedores, y ver si se hace necesaria dicha flexibilización.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó que este es un tema relevante que no puede tratarse con demasiada celeridad, y que requiere obtener un informe acerca de cómo ha funcionado la implementación de esta subvención, de forma previa a cualquier cambio que se pretenda, de forma de conocer el comportamiento de la subvención escolar preferencial durante los tres años que han transcurrido desde su implementación.


Manifestó que, en su opinión, no resultaría adecuado hablar de flexibilización, que significa ampliar, sino más bien debe ejecutarse de manera adecuada, para que exista una correcta dirección de los fondos.


Señaló que no concuerda con lo manifestado por el Honorable Senador señor Navarro, puesto que considera que la Ley de Subvención Escolar, ha sido un gran apoyo para los niños más pobres del país, aunque sin duda, manifestó, presenta algunas deficiencias que requieren pronta solución.


El Honorable Senador señor Gómez manifestó que el análisis de este proyecto de ley, que significa mayor entrega de recursos por la vía de la subvención escolar preferencial, hace necesario conocer el uso de los recursos que a la fecha han sido otorgados en virtud de esta subvención, de manera de tener absoluta claridad de la forma en que se han utilizado los recursos desde que estableció este sistema, hace tres años, toda vez que existe información de que, en algunos casos, dicho uso no ha sido correcto.


B.- CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA.

A la luz de las observaciones anteriormente reseñadas, la Comisión escuchó a la abogada de la División Jurídica de la Contraloría General de la República, señora Iris Vargas, quien señaló que su exposición tocaría dos aspectos del asunto en cuestión: por una parte, tendría por objeto analizar las facultades de la Contraloría General de la República en relación con la ley N° 20.248, y por otra, las sugerencias del órgano contralor para mejorar esta iniciativa legal, de acuerdo a su propia experiencia en la materia.


En lo referido al primer aspecto, es decir, el ámbito de actuación que le corresponde al órgano contralor, éste tiene facultades de interpretación y de fiscalización y añadió que aquellas se han centrado principalmente en dos áreas: la contratación de personas y destino o uso de los fondos. 


En relación con la contratación de personas, enfatizó que la jurisprudencia administrativa ha determinado que para implementar el Plan de Mejoramiento Educativo que contempla la ley N° 20.248, ello debe, necesariamente, realizarse de acuerdo al sistema de honorarios. Agregó que las municipalidades, en reiteradas ocasiones, han manifestado la limitación en que se traduce esta norma, puesto que sólo el 15% de sus recursos podrían destinarse a dicha forma de contrato, de ahí que han solicitado constantemente se reconsidere y flexibilice este sistema a fin de que sea aplicable también, la regulación del Estatuto Docente y del Código del Trabajo.


Enseguida, hizo presente, que las modificaciones que contempla esta iniciativa legal a la ley N°20.248 son pertinentes en esta materia, por cuanto se flexibiliza la regulación legal, permitiendo la contratación con una modalidad distinta a aquella en base a honorarios, así como también, respecto de personas distintas de aquellas contempladas en el registro que establece la ley. Lo anterior se vería reforzado, precisó, con la inclusión del artículo 8° bis nuevo, así como con las modificaciones que se pretenden agregar al artículo 20, inciso segundo.


En relación con el destino de los recursos, señaló que es pertinente señalar que los sostenedores deben aplicar los fondos provenientes de la subvención escolar preferencial al Plan de Mejora Educativa. Ahora bien, con las modificaciones que se pretenden mediante el proyecto de ley en estudio, la contratación de personal nuevo o el aumento de las horas, se entenderían como una herramienta necesaria para el cumplimiento de la finalidad que persigue la ley.


A continuación, la Jefa de la División de Municipalidades del Organismo contralor, señora Priscila Jara, se refirió a las fiscalizaciones que se han efectuado respecto del uso de estos recursos por algunos sostenedores municipales. En ese sentido, respondiendo a la consulta formulada por el Honorable Senador señor Quintana, manifestó que de las siete inspecciones que se están llevando a cabo, tres de ellas habrían sido iniciadas de manera aleatoria, lo que se justificaría en lo reciente de la ley N°20.248, y que corresponderían a las Municipalidades de Buin, La Florida y Punta Arenas; mientras que las restantes cuatro, han sido iniciadas previa denuncia, y que corresponden a los municipios de Ancud, Pudahuel, San Bernardo y San Miguel. Dada la diferencia de su génesis es que las primeras terminan con un informe final de auditoría.


Estas inspecciones, en términos generales, han arrojado que un gran número de los recursos otorgados en virtud de este tipo de subvención, ha sido usado en fines diversos de los que contempla la ley N°20.248, por ejemplo, para gastos operacionales de las corporaciones, y sólo entre el 4 y 36% de los casos, se ha detectado que los recursos han sido utilizados para cumplir los fines propios. Puntualizó que existe un caso en que los dineros están depositados en documentos de inversión aun estando los plazos límites establecidos para su utilización ya vencidos. 


Agregó que en la mayoría de los casos, las corporaciones municipales, que han desviado los recursos hacia otros fines, han reconocido la situación, y están en vías de resolver el asunto, tratando así de reintegrar los fondos. Por otra parte, las municipalidades habrían contestado las observaciones hechas, sin embargo, en algunos casos ellas se han mantenido, por cuanto la fundamentación ha sido insuficiente o han ratificado la acusación.


El Honorable Senador señor Gómez, consultó cuál era el órgano obligado a controlar la debida utilización de estos fondos y cuál era el sistema de control a aplicar.


La Jefa de la División de Municipalidades de la Contraloría General de la República señora Jara respondió que, sobre el particular, existe un problema normativo, por cuanto la letra a) del artículo 7° de la ley N°20.248 establece el deber para los sostenedores de presentar anualmente al Ministerio de Educación un informe relativo al uso de los recursos percibidos por concepto de subvención escolar preferencial y de los demás aportes contemplados en dicha regulación. Sin embargo, prosiguió, el artículo 25 del reglamento, contenido en el Decreto 235 del Ministerio de Educación del año 2008, lo restringe únicamente a los gastos. Ello haría casi imposible, que por esta vía, puedan generarse observaciones, salvo en caso de que no resulte claro incluir un determinado desembolso en los fines para los cuales se permite el uso de la subvención escolar preferencial.


Finalizó sus observaciones señalando que el problema de la fiscalización no incide, por tanto, en los gastos, sino respecto de aquellos dineros que no han sido rendidos por no estar desembolsados, por cuanto resulta difícil comprobar que sean esos montos los que se encuentran depositados en la cuenta corriente de la corporación respectiva. Por ello, puntualizó, es necesario establecer una exigencia legal para mantener estos caudales en una cuenta corriente separada de aquella en la que se depositan los dineros provenientes de otro tipo de subvenciones y, que además, se exija llevar contabilidad separada.

C.- ASOCIACIÓN CHILENA DE MUNICIPALIDADES.


El Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Claudio Arriagada, agradeció la invitación que le fuera formulada para asistir a las sesiones relativas al estudio de este proyecto de ley, por cuanto las modificaciones a la ley N° 20.248 ha sido un anhelo de todo el sector municipal, ya que si bien esta regulación crea un aporte especial para atender la situación pedagógica en establecimientos donde asisten niños con vulnerabilidad social, aún existen aspectos que deberían ser reconducidos. Agregó que la Subvención Escolar Preferencial ya ha rendido frutos, existiendo evolución en su aprendizaje, lo que ha podido comprobarse con la prueba Simce.


Manifestó que la posición de la Asociación Chilena de Municipalidades respecto de esta iniciativa legal, es positiva. Como organización apoyan este proyecto de ley, puesto que si bien la subvención escolar preferencial es una herramienta fundamental en el sustento de la educación de los niños más necesitados del país, en la práctica su aplicación presenta problemáticas complejas, que dificultan el buen uso de los recursos. Ahora bien, las dificultades podrían terminarse con los cambios que se pretenden con esta iniciativa, aunque advirtió que resultaría imprescindible, también, solucionar el problema del financiamiento de la educación vía subvención regular, recordando la promesa presidencial al respecto. 


A continuación, hizo presente que una de las solicitudes reiteradas de las municipalidades, y que no ha sido considerada en los cambios propuestos, consiste en una variación de los plazos establecidos en los convenios de igualdad de oportunidades para quienes se sumaron a la subvención escolar preferencial desde sus inicios. Explicó que si bien este beneficio entró en vigencia en febrero de 2008, el Plan de Mejoramiento Educativo, que constituye el principal instrumento de gestión, no fue aprobado sino hasta mediados de 2009, por lo cual los resultados que deben estar cumplidos en el plazo de cuatro años serán de imposible verificación, lo que resulta preocupante si se considera que por el incumplimiento de las metas generales impuestas por el Ministerio de Educación, se establecen una serie de sanciones.


Otro aspecto que no ha sido considerado, y que requiere ser plasmado en el texto de la ley, es la flexibilización necesaria en el ajuste del Plan de Mejoramiento Educativo. Inicialmente éste fue diseñado como marco de las acciones a implementar durante la ejecución del Convenio de Igualdad de Oportunidades, de acuerdo al avance del año escolar. Una medida en tal sentido, permitiría la adecuación permanente, frente a acontecimientos no previstos en su diseño inicial. 

A continuación, el señor Alcalde, expresó que otro aspecto a considerar entre las reformas a la Ley de Subvención Escolar Preferencial, es la determinación clara de las posibles formas de contratación de funcionarios que admite la ley. Señaló que debe tenerse en cuenta, que debido a la interpretación literal, especialmente por la jurisprudencia administrativa que se ha hecho del vocablo “honorarios”, contemplado en la ley N°20.248, es que sólo puede contratarse a dicho título. Ahora bien, sin perjuicio, de que el proyecto actual contemple la sustitución del vocablo antes mencionado por “costos”, cree que debería señalarse de manera clara, que resulta procedente la contratación de acuerdo a los mecanismos legales existentes tanto en el Estatuto Docente como el Código del Trabajo o bien, mediante la contratación a honorarios, dependiendo únicamente la función a realizar y su duración.


De contemplarse cambios en el sentido antes descrito, podría contratarse no a honorarios, sino como “labores docentes transitorias”, según lo establece el Estatuto Docente. De esa forma, no existirían dudas de que dichas horas no conformaría la dotación docente.  Al mismo tiempo se evitaría afectar el tope máximo de funcionarios a contrata que es del 20%. Lo anterior en base a que corresponderían a horas que surgen de un plan de mejora temporal y sujeto a evaluación anual o de menor tiempo de ejecución.


La regulación que se logre, prosiguió, debería contemplar también, autonomía para la ejecución de las acciones respetándose la estrategia que cada sostenedor decida incorporar para la ejecución de sus metas, aunque siempre dentro del marco de los Planes de Mejoramiento. Esto significaría que los recursos provenientes de esta subvención, podrían ser usados, según los requerimientos de inversión de cada realidad, con excepciones en materias financiadas por otros aportes, sin limitar porcentualmente inversión por ítems, como por ejemplo recursos humanos, insumos, capacitación y otros.


Por último, planteó la necesidad de establecer un piso mínimo de subvención escolar preferencial, atendiendo a realidades en las que exista escasa matrícula, puesto que actualmente existen escuelas con un número mínimo de alumnos, donde el monto asignado por este tipo de beneficio es tan ínfimo, que no alcanza siquiera para cubrir la contratación de un docente o profesional de la educación, por ejemplo sería la situación que vive la Escuela San Antonio de Padua, Ollagüe, Región de Antofagasta que tiene un número de 26 alumnos, por lo que recibe un aporte de $600.000.


En relación con las auditorías que ha llevado a cabo la Contraloría General de la República, expresó que los resultados serían diferentes si la ley N° 20. 501, sobre calidad y equidad de la educación, hubiera existido al momento de crearse la Subvención Escolar Preferencial.

En relación con esta afirmación, explicó que esta última normativa reportó a los municipios una suma $ 45.000 millones adicionales, los que deben ser distribuidos de acuerdo a los criterios preestablecidos, a fin de dar solución a una serie de problemas, como son los pagos por concepto de jubilaciones. Agregó que esos fondos que se otorgaran les permitirán solucionar dificultades financieros relacionados con el sistema educativo, dejando a salvo para cumplir su fin, los dineros de la ley N° 20.248. No obstante aquello, precisó que con el incremento de la subvención que considera la iniciativa en informe, no se logrará dar un corte final a los problemas de educación, ya que para ello es necesario  para lo que se requiere conocer su costo real. Agregó, que los $ 36.000 de subvención por niño es insuficiente a la hora de atender a sus necesidades diarias y por ello, como lo ha planteado el Ministerio de Educación, es necesario transparentar la información.


El Honorable Senador señor Gómez manifestó que una adecuada fiscalización es un tema prioritario al tratar la subvención escolar preferencial, por la finalidad que el Estado persigue al hacer esa asignación, y que de la sola lectura del reglamento se desprende la existencia de este tipo de obligaciones para el Ministerio, autoridad encargada, además, del otorgamiento de los dineros. La obligación de velar por el correcto destino de los mismos, a su juicio, ha sido realizada de manera deficiente.


En tal sentido, consultó al edil, su opinión respecto de la fiscalización que ha llevado a cabo la Contraloría General de la República y de los resultados que ella ha arrojado, así como también, cuáles serían las causas de las dificultades con que se ha topado el órgano contralor en dicho proceso.


El Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Claudio Arriagada, respondió que los mecanismos de control para las corporaciones municipales son distintos de aquellos dispuestos para los Departamentos de Educación. Las primeras deben hacer informes trimestrales por los cuales rinden cuenta ante el Concejo, la Contraloría e incluso el propio Gobierno, lo que permite que situaciones anómalas sean conocidas con mayor facilidad.


En lo referido al comportamiento de las municipalidades en relación con el gasto de los recursos provenientes de la subvención escolar preferencial, manifestó que podría clasificarlas en tres grupos: aquellas que han cumplido con la regulación legal, las que efectivamente emplearon dichos fondos en fines distintos de aquellos para los que fueron creados, por ejemplo en el pago de deudas previsionales, y por último aquellos que optaron por guardar los recursos, actuando por tanto, de manera ineficiente en la aplicación de los mismos.


Indicó que, en su opinión, la generalidad de los municipios estarían cumpliendo lo prescrito por la ley N° 20.248. Agregó, que un gran porcentaje de los reparos por disconformidad corresponderían a observaciones menores, citando como ejemplo lo sucedido a propósito de la fiscalización hecha a la Municipalidad de la Granja. En ese caso, se habría reparado en la agenda pedagógica, que en algunos casos es realizada por algunos equipos de profesionales de la educación para elegir los materiales que compran, sin embargo, manifestó que ese es un aspecto discutible y que ellos defenderán la libertad de criterio en la adquisición de sus insumos.


Por otra parte, insistió en que la forma en que ha evolucionado la aplicación de la subvención escolar preferencial, habría sido distinta si se hubiera dictado al mismo tiempo la ley N° 20. 501, sobre Calidad y Equidad de la Educación. Recordó que, en alguna oportunidad, manifestó que la tentación de usar los recursos provenientes de esta subvención en otros fines sería enorme, dada las necesidades del sistema educacional y el déficit municipal existente. Agregó que la situación se habría visto agravada en el primer año de implementación, dado que no hubo reajuste, salvo el normal de la subvención general.


Señaló también, que se requiere utilizar de manera oportuna los fondos, sin embargo ello no puede significar invertir todos los dineros únicamente en material electrónico o informático, sin atender aquellas necesidades, de suyo importante, como son la convivencia escolar en los establecimientos educacionales, o la labor docente, por ejemplo, para mejorar la comprensión de lectura.


En otro orden de ideas, y refiriéndose particularmente al caso de la fiscalización realizada en San Miguel, manifestó que en ese caso lo que habría ocurrido era la existencia de una situación de absoluto déficit en el patrimonio municipal, dejado por las administraciones anteriores, lo que generó acciones judiciales en contra de dicha corporación, dando paso, no sólo a una orden de arresto en contra del alcalde, sino también que al embargo de las cuentas corrientes municipales, por lo que los asesores jurídicos decidieron invertir los recursos provenientes de la subvención escolar preferencial en fondos mutuos, a fin de evitar, de ese modo, su pérdida.


El Honorable Senador señor Gómez expresó, que aun cuando exista, de acuerdo a la clasificación hecha por el alcalde, corporaciones que si han gastado los recursos adecuadamente, es necesario conocer de manera clara el destino de los capitales en todos los casos restantes.


En tal sentido, consultó si el Ministerio de Educación estaría ejerciendo su labor de fiscalización respecto del gasto que hacen las corporaciones municipales de estos dineros, o si por el contrario, actúan con absoluta libertad.


El Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades señor Arriagada respondió que el control se produciría a través de las Secretarías Regionales Ministeriales quienes se relacionarían con las Direcciones Provinciales de Educación, las que someten a las corporaciones municipales a dos formas de supervisión permanente. La primera, consistiría en un control de tipo pedagógico, respecto del cumplimiento de los planes y programas; la segunda, consistiría en el control de la asistencia de alumnos a las aulas versus el pago de la subvención y su gasto. Aclaró que estas supervisiones dicen relación con el cumplimiento de los planes de mejora y no con el aspecto contable de la materia.

El Honorable Senador señor Gómez señaló que el deber de velar por la correcta y oportuna aplicación de los caudales de la subvención escolar preferencial no resulta menor, y recordó que la ex Ministra de Educación, señora Yasna Provoste, fue sustituida de su cargo en un juicio político, cuya causa fue la acusación constitucional por incorrecto control de los recursos públicos otorgados por concepto de la Ley de Subvención Escolar Preferencial.


El Honorable Senador señor Navarro recordó que durante el debate de la ley N° 20.248, planteó, en reiteradas ocasiones, que el sistema de fiscalización era insuficiente, por lo que no apoyaba dicho proyecto, lo que le habría valido fuertes críticas.


En el mismo orden de ideas, manifestó que no se debería seguir adelante con el estudio de esta iniciativa, mientras no se conozca el destino de los recursos que hasta este momento han sido entregados, pues a su juicio, la aplicación de estos dineros a fines diversos de aquellos contemplados en la ley, ha sido una práctica generalizada entre los sostenedores, lo que constituiría un hecho grave. Agregó que por esta razón le resultaría difícil otorgar su voto favorable en esta oportunidad.


En tal sentido, manifestó que ha solicitado al señor Subsecretario de Educación indique cuál ha sido la evaluación, que como Ministerio han llevado a cabo, respecto del gasto de los recursos, y en tal sentido si está en condiciones de solicitar mayores recursos al Parlamento.


El Honorable Senador señor Quintana, consultó al señor Arriagada, si con la nueva cantidad de recursos que se asignaría, podría producirse la tendencia de privilegiar algunas de las cuatro áreas a las que se enfoca la ley, en desmedro de otras. En tal sentido, preguntó cuál sería la forma en que se procedería en caso de aprobarse las enmiendas que plantea el proyecto, pues si bien no puede dejarse de lado la gestión curricular o la contratación de docentes, tampoco debería olvidarse otros aspectos relevantes para la educación de los alumnos, por ejemplo la convivencia escolar.


El Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades señor Arriagada, en relación con la consulta realizada precedentemente, señaló que durante la evolución de la subvención escolar preferencial se ha demostrado la existencia de un equilibrio, al menos en lo que respecta al apoyo técnico-pedagógico y monitoreo de convivencia escolar. Así, se han realizado más de veinte programas a lo largo del territorio nacional, pero aún existen muchos lugares que deben intervenirse, por ejemplo las Poblaciones El Castillo y La Legua.


A continuación, el Subsecretario de Educación señor Rojas, a fin de satisfacer las solicitudes realizadas por los Honorables Senadores señores Gómez, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, presentó a la Comisión dos documentos, acerca del otorgamiento de información sobre funcionamiento que ha tenido esta subvención.


El primero de ellos, corresponde a una minuta, que contiene un análisis resumido de la subvención escolar preferencial. Recordó que la ley N° 20.248, de febrero de 2008, tiene por objeto incentivar el mejoramiento de la calidad de la educación, a través de un aumento de los recursos que se transfieren, vía subvención escolar, a los alumnos que tienen una situación socioeconómica que no les permite afrontar el proceso educativo de manera suficiente.


Manifestó, que de acuerdo al diseño de la ley, los sostenedores debían crear un plan de mejoramiento educativo al que destinarían recursos; ahora bien, se estableció en relación con estos dineros la obligación de rendir cuentas para verificar su uso en el plan mencionado.


Señaló que todos los alumnos tienen capacidad de aprendizaje, sólo se requiere mejorar la calidad de la educación, para lo cual este tipo de ayuda es una herramienta segura; sin perjuicio de ello, en la situación actual existen ciertas dificultades para una implementación eficiente y eficaz. En tal sentido, expresó, que una de las principales trabas de la ley consiste en la incapacidad de los sostenedores para destinar recursos a la contratación de personal, lo que se habría ratificado en octubre de 2009, mediante el dictamen de la Contraloría General de la República, que haciendo una interpretación literal de la ley señaló sólo podrían contratar personal a honorarios.


Agregó, que expertos en educación, han sostenido reiteradamente que los esfuerzos para mejor la educación, vía subvención escolar preferencial, no sólo deben enfocarse en infraestructura, equipamiento y asesorías externas, sino en contratar docentes, pues su labor se realiza en la sala de clases con los alumnos, que, precisamente, representa la principal necesidad de los niños en materia de educación.


Señaló también, que dicha limitación es una de las razones que explica en un alta grado, el bajo nivel de gasto de los recursos, que a la fecha han sido otorgados. 


A continuación, manifestó que en esta materia, el Ministerio tiene tres ámbitos de responsabilidades: primero, clasificar establecimientos, suscribir los convenios, identificar alumnos prioritarios y distribuir los recursos; segundo, establecer rendiciones de cuentas respecto del uso de los recursos, y tercero, apoyar y supervisar la ejecución de los planes de mejoramiento educativo y las obligaciones del convenio.


En relación con la rendición de cuentas, expresó que cada sostenedor debe presentar anualmente al Ministerio de Educación y a la comunidad escolar un informe relativo al uso de todos los dineros percibidos por concepto de subvención escolar preferencial. En el proceso de rendición de cuentas, ellos deberán acreditar que los recursos se destinaron al Plan de Mejoramiento Educativo y sus actividades asociadas y que los gastos realizados cuentan con el respaldo correspondiente. Por su parte, el Ministerio realiza un proceso de auditoría de las rendiciones, que incluye visitas a terreno, donde se evalúa si las rendiciones se ajustan a los planes de mejoramiento educativo y si cumplen con las disposiciones jurídicas. Para el evento en que un gasto no se ajuste a lo señalado dentro del proceso de rendición se tendrá por rechazado, y si un egreso informado no se ajusta a la ley, se tendría por no gastado, y en consecuencia, quedará pendiente de rendición. 


Enseguida, aportó las cifras de alumnos y establecimientos que recibieron subvención escolar preferencial entre los años 2008, 2009 y 2010, y el valor de la misma, según el nivel de educación correspondiente, lo que se ajunta al informe.


Señaló, que el Ministerio de Educación, durante los años 2009 y 2010, habría realizado un proceso de rendición de cuentas y auditorías para conocer la inversión de los recursos asignados entre los años 2008 y 2009, realizándose de esa forma, más de 200 procesos de fiscalización para aquellos establecimientos que no rindieron oportunamente sus cuentas. Al respecto, agregó que este tipo de procedimiento incluye visitas a terreno que permitirían comprobar que las rendiciones en papel, se ajustan en la realidad, a los planes de mejoramiento educativo, así como a la legislación vigente.


A continuación, el señor Subsecretario acompañó las cifras correspondientes a transferencias de recursos, durante los años 2008, 2009 y 2010, detallada por región, lo que en montos totales correspondió a $52.903 millones, $172.156 millones y $216.820 millones respectivamente. Posteriormente, señaló que el 100% de los recursos otorgados el año 2008 se encuentra rendidos; sin embargo, señaló que de dicho porcentaje, sólo el 23% se encuentra rendido como gastado y que el 6% se encuentra rechazado; respecto del año 2009, indicó que el 98% de los dineros se ha rendido, porcentaje en el cual el 52% equivale a montos gastados, y donde el 4% de la rendición se ha rechazado.


Enseguida, informó acerca de los porcentajes que maneja el Ministerio, respecto de los gastos por ítem, correspondientes a los años 2008 y 2009:v16% en contratación de personal, 9% para equipamiento pedagógico, 8% en recursos pedagógicos, 7% para gastos operacionales, 4% por concepto de servicios Ates, 1% otros, y por último indicó que recursos rendidos como no gastados constituyen el 55%.


Agregó que los resultados que arrojó el estudio de los gastos presentados, no puede ser menos que el esperado, habida cuenta de las limitaciones que impone la ley, para aplicar los recursos a aquellas áreas, donde se requiera mayor apoyo a los niños con mayor vulnerabilidad social, precisamente la contratación de personal docente. Ello ha traído como consecuencia, que los fondos que se han utilizado en esa área alcancen sólo el 16% del total, y que el 55% de los mismos se considere como no gastado. En el mismo orden de ideas, recordó que los recursos que se otorgan vía subvención regular se dedican casi en un 90% a contratar profesores.


El segundo documento, que acompañó a la Comisión, consistió en un estudio realizado por el Centro de Estudios de Políticas y Prácticas en Educación, CEPPE, correspondiente a un informe final preparado para la División de Educación General del Ministerio de Educación en marzo de 2010, titulado “Planes de Mejoramiento SEP: Sistematización, Análisis y Aprendizaje de Política”, que se adjunta a este informe.


El Honorable Senador señor Quintana consultó si existe alguna información del destino de los dineros rendidos como no gastados.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, señor Raúl Figueroa, respondió que estos recursos seguían estando en poder de los sostenedores, así como también, continuaban estando destinados a los fines para los que fueron otorgados. Estos dineros deberían encontrarse en las cuentas corrientes de dichos sostenedores, sin embargo, y dado que el Ministerio de Educación no cuenta con facultades para revisar sus cuentas bancarias, lo que se hace es iniciar el siguiente período contable con un saldo de caja. Ahora bien, señaló que debía tenerse presente que los planes de mejora educativa tienen un lapso de cuatro años para su completa ejecución.


El Subsecretario de Educación señor Rojas quiso referirse a dos aspectos finales. El primero, en relación con la función de apoyo del Ministerio de Educación a los establecimientos educacionales beneficiados con la subvención escolar preferencial, manifestando que esta labor estaría siendo llevada a cabo por la División de Educación General de dicho ministerio.


Y el segundo, lo relativo a los procesos de investigación seguidos por la Contraloría General de la República a que se hiciera mención. Al respecto, manifestó que existe abundante jurisprudencia administrativa emanada de dicho órgano, que ha establecido que el Ministerio de Educación no tendría facultades para examinar los saldos existentes en las cuentas corrientes de las corporaciones municipales. Sin embargo, de determinarse la comisión de irregularidades en el proceso de aplicación de los recursos provenientes de la Ley Subvención Escolar Preferencial, el Ministerio ejercerá todas las acciones judiciales que estime pertinentes para hacer efectiva las responsabilidades que correspondan.


El Honorable Senador señor Gómez reiteró su posición al señalar, que si bien es efectivo que la ley N° 20.248 persigue una loable finalidad, la falta de claridad respecto del uso de los recursos que hasta la fecha se han entregado, resulta suficiente para requerir de parte del Ministerio de Educación la información necesaria a este respecto, a fin de que sea la base sobre la cual se discuta esta iniciativa legal, cuyo fin es, precisamente, modificar dicha legislación. En ese orden de ideas, consultó cual sería el sentido de otorgar más dinero, si los recursos que ya se entregaron no han sido gastados.


A continuación, hizo presente su discrepancia respecto de los porcentajes entregados por el señor Subsecretario, argumentando que ellos estarían en contraposición a las cifras entregadas por la Contraloría General de la República. Por otra parte, responsabilizó por las malas prácticas que han mantenido algunos sostenedores, respecto de los fondos otorgados, al Ministerio del ramo, por la falta de fiscalización o fiscalización deficiente.


En tal sentido, manifestó que a esta Secretaría de Estado, le compete una serie de facultades en relación con los caudales provenientes de la subvención escolar preferencial, entre los que se cuentan, además de establecer programas y transferir recursos, precisamente, las de fiscalizar el correcto de uso de éstos. Criticó, que los casos de irregularidades que se han conocidas no hayan sido a raíz de las indagaciones del Ministerio, sino a propósito de denuncias realizadas por el Colegio de Profesores.


El Subsecretario de Educación se pronunció respecto de las declaraciones formuladas por el Honorable Senador señor Gómez, expresando que los casos investigados por la Contraloría son una mínima parte (sólo 7) de la realidad global que corresponde a todo el país, por lo que no debería existir una falta de concordancia entre los datos entregados por ambas partes.


Enseguida, reiteró el hecho de que la causa de que muchos de esos caudales no se hayan gastado, tiene por causa, en gran medida, las limitaciones de orden legal existentes, específicamente aquellas relativas a la contratación de personal. 


Agregó, que resulta un desacierto otorgar capitales que vayan en apoyo de la educación de los niños más vulnerables y no permitirles el uso en el aspecto que constituye su principal necesidad, y que corresponde al aprendizaje en la sala de clases, es decir el apoyo docente.


El Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades señor Arriagada expresó que el apoyo que brindan al proyecto de ley en informe, radica en la eficiencia que introducirá a la normativa de la ley N° 20.248, solucionándose así los problemas que se han generado en la aplicación de esta ley. Debe recordarse que dicha regulación, aún con las deficiencias que presenta, significa un beneficio para los niños más vulnerables del país y, por lo tanto, una mejora al sistema educacional en su conjunto.


Enseguida, recalcó el hecho de que cada comuna tiene sus propias necesidades, y que difieren unas de otras, por lo que, enfatizó, sería conveniente tener un sistema de subvención escolar preferencial diferenciado, según la realidad de la comuna a la que se asignen los recursos. De acogerse aquello, agregó, podría darse solución a una serie de situaciones prácticas, que imposibilitan cumplir a cabalidad el plan de mejora educativo. Así por ejemplo, si dicho plan depende de la asistencia, y un alcalde no puede resolver el tema del transporte de los alumnos, siempre obtendrá resultados negativos.


En el mismo orden de ideas, señaló que el Plan de Mejora Educativa puede cumplirse en la medida que exista flexibilización para recurrir a estos dineros y ocuparlos en necesidades puntuales, propias de la determinada comunidad escolar, sin que sean considerados gastos habituales, que deberían estar cubiertos por subvención general, para así contabilizarlos como gastos en ejecución del Plan de Mejora Educativo.


A continuación, se refirió a los datos entregados por el señor Subsecretario de Educación. Al respecto, señaló que el 55% de recursos no gastados obedece al temor de los sostenedores de utilizar los recursos y, posteriormente, sean considerados como un gasto no comprendido dentro del marco legal, y en ese sentido ser acusados de irregularidades o ser ventilados públicamente como ineficientes o, incluso, como corruptos.


Agregó, que entre las causas que han influido en los resultados señalados por la autoridad, deben contarse ciertos factores, entre los que se encuentra la dictación del reglamente de la ley N° 20.2048 al año siguiente (2009) de haberse otorgado los recursos; así como las huelgas que se desarrollaron el año 2010, y por supuesto, la ocurrencia del terremoto, que azotó al Sur del país, y en virtud del cual, el Congreso habría autorizado un uso distinto, tangencialmente, de los fondos, por una sola vez.


Por último, el edil instó a hacer una distinción caso a caso de lo que está ocurriendo con la aplicación de la Ley de Subvención Escolar Preferencial, pues existirían municipios donde los resultados han sido positivos, incluso reflejados a través del Simce, que aun cuando pudiera ser discutible como mecanismo de evaluación, constituye un indicador válido. Sin perjuicio de lo señalado, añadió, existen otros casos de corporaciones municipales donde sí se han cometido irregularidades. Manifestó que deberían buscarse fórmulas para perfeccionar los mecanismos de fiscalización, a lo que están dispuestos a cooperar.


En relación con lo planteado precedentemente, el Honorable Senador señor Gómez, señaló que el destino de los fondos que a la fecha han sido otorgados, es un tema de fondo, absolutamente pertinente en esta etapa, pues obedecería a un principio de responsabilidad, para lo cual resulta esencial que el Ministerio cumpla con su rol, especialmente, enfocado hacia el futuro.


Agregó que la actual normativa del sistema educativo no corresponde a una política educacional de Estado, por lo que debe hacerse un esfuerzo a la hora de legislar, a fin de que el producto de dicha actividad reporte el mayor beneficio posible para los educandos.


El Honorable Senador señor Navarro señaló que, en su opinión, la institucionalidad del Ministerio de Educación se ha visto debilitada enormemente con las últimas modificaciones legales, lo que hace que carezca de la capacidad para ejecutar las acciones que le corresponden. Así por ejemplo, sólo puede tomar conocimiento de los informes que se le presentan sobre las asignaciones por concepto de subvención escolar preferencial, pero no tiene capacidad para corroborar que los dineros no gastados se encuentran, efectivamente, en las arcas de los sostenedores, y que por tanto no han sido gastados en asuntos diversos de aquellos para los cuales fueron creados.


En ese sentido, consultó a las representantes de la Contraloría General de la República, cuál sería el procedimiento de fiscalización de los recursos públicos y las sanciones a aplicar, y cuál sería el circuito que hace el dinero, desde su otorgamiento hasta el total empleo en fines determinados, y quién controla ese gasto público. Agregó, que la información rendida por el señor Subsecretario era preliminar y genérica, lo que haría necesario contar con datos más profundos.


La Jefa de la División de Municipalidades de la Contraloría General de la República opinó que resulta improbable que la Contraloría pueda realizar una fiscalización de los fondos entregados que abarque a la totalidad de los sostenedores beneficiados, e incluso estimó que para el propio Ministerio de Educación ello podría ser complicado, pues carecerían ambas instituciones del recurso humano necesario para llevar a efecto las visitas a terreno.


En el mismo orden de ideas, reiteró lo que habría propuesto en su exposición previa, acerca de la conveniencia de que los recursos se manejen en cuentas corrientes separadas, a fin de que no se confundan con los restantes dineros destinados a la educación. 


Asimismo, hizo notar la utilidad que representaría el establecimiento de sanciones gravosas para las infracciones que se cometan a lo prescrito por la ley respecto de la aplicación de esta subvención especial, por ejemplo la caducidad del convenio de igualdad de oportunidades. Agregó que en relación con los procesos de fiscalización realizados, y que han arrojado resultados negativos, están en proceso de estudio las correspondientes acciones legales que procedan.


D.- CORPORACIÓN DE COLEGIOS PARTICULARES SUBVENCIONADOS DE CHILE A.G. (CONACEP).


Su Presidente, el señor Rodrigo Bosch, inició su intervención señalando que el sistema educativo general está rodeado de una serie de exigencias, pero al que se le brinda un escaso apoyo, lo que deriva en una situación de desmoralización de sus actores y resistencia a los cambios, precisamente, por esas altas exigencias; así, en nuestro país, ellas vienen dadas por la Ley General de Educación, por la cual tanto profesores como equipos directivos son mayormente demandados, lo que, en todo caso, ha resultado una medida positiva para alcanzar mejores niveles en la educación de los niños. 


En ese orden de ideas, expresó, que la pregunta a plantearse era de qué manera el Estado, las instituciones civiles y el medio en general, debía generar apoyo para producir, de esa forma, una mejora sistémica.


En tal sentido, señaló que la Subvención Escolar Preferencial, constituye una herramienta efectiva en sostén del sistema educacional que ha conseguido salir, en parte, de esta situación de resistencia. Comentó que, de acuerdo a la tendencia actual que sigue Chile en materia de mejoras en educación, en 10 o 12 años podría estar al nivel de los países de la OECD. 


Aclaró, que si bien esta mejoría de los niveles alcanzados ha tenido entre sus causas el aporte reportado por la ley N° 20.248, precisó que si bien ella no es la única, si ha permitido acortar la brecha existente entre los distintos niños, y así ha permitido una mayor elevación de los grupos más descendidos.


Agregó que llama la atención, que sin perjuicio de los buenos resultados que se han alcanzado, esta subvención aún no se encuentre en régimen, y en tal sentido, que sólo se hayan gastado parte de los recursos que han sido dispuestos. Así, durante el primer año se usó el 26% de ellos, mientras que en el segundo año el porcentaje subió al 50%, y en el tercero al 56%. Eso sí, especificó que esos porcentajes corresponden únicamente a promedios, existiendo colegios que sólo han gastado el 10%, mientras que otros casi alcanzan al 100%. 


A continuación, el señor Bosch manifestó que la tardía utilización de los recursos también tendría entre sus causas, el hecho de que el sector particular subvencionado, sólo haya sido invitado a participar de este beneficio en junio del año 2008 y no en marzo, como ocurrió con los establecimientos públicos, lo que, a su juicio, resultaría ilógico, toda vez que han agrupado el 40% de los alumnos prioritarios del país. Además, indicó que por prevención, a fin de conocer todas las características del régimen, sólo se incorporaron al sistema, una vez que fue dictado el reglamento. 


Añadió también, que la excesiva burocracia que trajo consigo esta nueva forma de obtención de recursos, influyó en la lenta evolución de la aplicación de la subvención escolar preferencial. No sólo los colegios debieron aprender este nuevo procedimiento, sino también el propio Ministerio de Educación.


A continuación, se refirió a los problemas que se han generado en la aplicación de la ley N°20.248, resumiéndolos de la siguiente manera:


a) Determinación de los alumnos prioritarios. Manifestó, que en sus inicios, no se tenía información clara, acerca de quiénes encasillarían en esa calidad, y por tanto, el número final de ellos. Debido a lo anterior resultaba una gran dificultad ejecutar correctamente el presupuesto, dado que se desconocía el monto de los ingresos con los que se contaría.


b) La inestabilidad en la calificación de alumnos prioritarios. Ello obedecería a que la permanencia de las personas más pobres en los tramos en que se clasifica a la población, no es permanente en el tiempo. En tal sentido, señaló que existiría una triple clasificación de los alumnos con problemas socioeconómicos que se utiliza para el otorgamiento de ayuda por parte del Estado: prioritarios, vulnerables y los que establece la Junaeb. Agregó que estos grupos recibirían distintos tipos de beneficios, y existirían por tanto distintas políticas públicas a su respecto: para unos la gratuidad total, para otros el beneficio de la Subvención Escolar Preferencial, y otros, tendrían derecho a alimentación. Esta situación, haría también compleja la eficiencia del sistema escolar.


c) Falta de capacidades disponibles para acceder a asesorías. Agregó que hoy existen, aproximadamente, doce colegios por cada Ate, las que además corresponderían, por regla general, a personas naturales. A esto se agrega un problema adicional, dado que el CPEIP tardaría un tiempo excesivo en aprobar las capacitaciones.


d) Baja capacidad en gastos de personal. Los sostenedores no contarían con información clara, acerca del criterio aplicable en este punto. Por una parte, la Contraloría General de la República habría señalado, que no podría contratarse personal, salvo por el mecanismo de los honorarios, y por otra, la Inspección del Trabajo habría manifestado un criterio contrario. Acompañó los documentos que respaldarían ambas posiciones, los que se adjuntan al informe.


d) Burocracia excesiva. Los equipos directivos emplearían gran parte del tiempo en realizar los trámites exigidos por la ley, especialmente, respecto de aquellos que deben hacerse en forma digital; señaló que trabajar a través de la página web del Ministerio de Educación resultaba una tarea compleja y demorosa. 


e) Estructura de financiamiento inadecuada. En primer lugar, por el criterio regresivo de la subvención escolar preferencial a medida que avanzan los niveles de enseñanza. Manifestó su posición contraria en este aspecto, respecto de la planteada por la autoridad administrativa, quien estimaría que el mayor gasto debe hacerse en relación con los cursos menores. Al respecto, señaló que no hablamos del sistema general de recursos, sino de uno que tiene por finalidad compensar desigualdades existentes entre los estudiantes, y por ello debe tenerse en cuenta, que los alumnos de cursos superiores ya traen en sus estudios las dificultades propias de las desigualdades a las que se vieron expuestos cuando cursaron los grados inferiores. Por lo anterior, agregó que esta regresión, constituye un sinsentido, especialmente cuando es enfocada hacia los cursos de enseñanza media.


En segundo lugar, tampoco resultaría apropiado que este tipo de subvención se determine en base a la asistencia escolar. Expresó, que debía recordarse que el principal ingreso de los colegios, y que corresponde a la subvención regular, se calcula en base a dicho factor. En este orden de ideas, planteó la pregunta de por qué seguir castigando a los colegios que admiten niños vulnerables por el tema de la asistencia, cuando son éstos alumnos los que más asisten a clases. Es más, los colegios son sancionados por malos resultados en el aprendizaje de los menores, por lo que uno de sus intereses es precisamente, que ellos asistan a clases, para que optimicen sus conocimientos.


Manifestó que resulta necesario tenerse en cuenta, que atendido los descuentos que se hacen en virtud de los porcentajes de asistencia escolar, el monto de la subvención resulta mucho menor que el que constituye su base.


e) Una fiscalización basada en la desconfianza, que resulta lenta y engorrosa. Señaló que ello se debería a las distintas rendiciones de cuentas que deben realizar, no sólo por disposición de la ley N°20.248, sino de muchas otras.


En tal sentido, hizo mención de una serie normas que regulan la fiscalización de los sostenedores, entre las que destacan:


i) El artículo 46 letra a) de la Ley General de Educación. Fiscalización realizada por el Ministerio de Educación, sin perjuicio de que corresponderá a la Superintendencia.


ii) Decreto con fuerza de ley N° 2, artículo 5 inciso segundo y tercero, sobre resultados pedagógicos y financieros anuales, sin perjuicio de que los colegios con un estándar bajo deben entregar un informe al Ministerio de Educación y al Consejo Escolar, semestralmente. 


iii) Decreto con fuerza de ley N° 2, artículo 6 letra f), relativo a los requisitos para impetrar subvención escolar: remuneraciones y cotizaciones previsionales al día; y rendición de carácter mensual, para mantener la subvención. Este ámbito es fiscalizado, de manera universal, por los Departamentos Provinciales del Ministerio de Educación, y de manera focalizada por la Contraloría General de la República.


iv) Rendición de Subvenciones especiales, por ejemplo de Bono de Reconocimiento Profesional, Subvención de Mantención, Subvención Escolar Preferencial, entre otras.


Agregó, que en la actualidad, el 100% de los colegios ha rendido cuenta, y el 95% ha sido fiscalizado por la subvención escolar preferencial. Dicha fiscalización se realiza respecto de los requisitos para recibir dicho beneficio, luego el uso y destino de los recursos asignados, la verificación de los datos aportados por medio de las boletas, facturas y contratos, para posteriormente realizar una visita in situ, a fin de comprobar la veracidad de las adquisiciones. 


Por otra parte, destacó que los colegios particulares subvencionados no han sido objeto de investigaciones por parte de la Contraloría General de la República, como lo han sido los municipales, y añadió que difícilmente podrían verificarse situaciones de esa envergadura si se tiene en cuenta el grado de exigencias que se requiere de ellos. 


Enseguida, manifestó que una buena práctica para el correcto control de los recursos lo constituiría el tener centros de costo independientes, donde fueran relevantes no sólo los gastos, sino también los ingresos obtenidos y los saldos sin gastar, con los cuales se dará inicio al período siguiente. 


Enseguida, procedió a enunciar una serie de ideas o propuestas, que ayudarían a mejorar el sistema de Subvención Escolar Preferencial:


a) Establecimiento legal de una política clara en materia de contratación de personal, que comprendiera de manera íntegra toda la relación laboral, desde la contratación hasta el término de la misma. Agregó, que nuestro sistema educacional es frágil en cuanto a calidad del personal, y en tal sentido, necesitaría entre otras cosas, tener buenos sistemas de evaluación e incentivos, capacitaciones e incluso argumentó la conveniencia de que a aquellas personas a quienes se haya contratado con recursos provenientes de esta subvención, puedan ser pagadas en sus indemnizaciones con estos mismos fondos.


b) Flexibilización en el uso de los recursos, para que pueda priorizarse de acuerdo a las necesidades de cada establecimiento.


c) La estimulación en el desarrollo y regulación de asesorías. Manifestó que en la actualidad se transgrede el principio de transparencia, impidiendo, consecuencialmente, la correcta elección de las ates, al no permitirse el acceso a la información de los resultados que obtienen en las evaluaciones a que son sometidas. Agregó que una buena medida a adoptar, sería permitir a aquellos colegios, que presenten excelentes resultados académicos, por ejemplo al Instituto Nacional, entre los públicos y al Colegio Francisco Ramírez, entre los particulares subvencionados, prestar asesorías de este tipo a aquellos colegios que la requieran. Agregó que si se permitiera a dichos establecimientos convertirse en Ates, se generarían, a su vez, espacios de colaboración y transmisión de buenas prácticas y experiencias entre los distintos establecimientos educacionales. 


Por otra parte, agregó que en esta área el Ministerio de Educación juega un rol importantísimo a desarrollar.


d) Debe existir un plan de mejoramiento en red. Estos planes sólo se estructuran de manera individual, sin que se haya considerado, que en reiterados casos, los distintos sostenedores, sean municipales o privados, estarían encargados de más de un establecimiento educacional.


e) En relación con las indicaciones al proyecto de ley en informe, señaló que aquella en que se proponía la obligatoriedad de la subvención escolar preferencial a todos los colegios con alumnos vulnerables, hoy resultaría innecesaria, en virtud de la aprobación del sistema de aseguramiento de la calidad de la educación, que vendría a ser un símil del sistema de esta subvención especial.


En conclusión, manifestó el apoyo de la CONACEP al proyecto de ley en informe, puesto que constituiría una mejora al sistema de subvención escolar preferencial, lo que a su vez generaría avances en materia de educación. Sin perjuicio de ello, previno acerca de la existencia de algunos aspectos que se contemplan en la iniciativa que requerirían ser mejorados.


Agregó, además, en ningún caso, podría pretenderse que fuera ésta la oportunidad para dar solución al problema de gestión que afecta a la enseñanza municipal, lo que cree merece un estudio más profundo, a fin de ella que resurja en calidad. 


E.- COLEGIO DE PROFESORES DE CHILE A.G.,


Su Presidente, el señor Jaime Gajardo, señaló que la Ley de Subvención Escolar Preferencial ha significado una transferencia importante de recursos del presupuesto dispuesto para Educación, hacia los establecimientos educacionales con alumnos vulnerables adscritos a este beneficio. Así, señaló que durante el período 2009-2010 se otorgaron, aproximadamente, $255.407 millones, y que durante el año 2011, se haría otro aporte de semejante envergadura, lo que equivaldría en total a unos U$ 1.000 millones. 


Manifestó que de los dineros aportados al sector municipal, por concepto de subvención escolar preferencial, han sido desviados de los fines dispuestos por la ley N°20.248, lo que quedaría de manifiesto con los dictámenes de la Contraloría General de la República, que han salido a la luz pública. Este desvío del uso de los fondos tendría entre sus causas el déficit existente en las arcas municipales y la consecuencial crisis que ello ha generado. 


En ese orden de ideas, mencionó el caso de tres municipios fiscalizados: San Miguel, que ha demostrado que de los dineros transferidos entre los años 2008 y 2010, existiría un gasto ajustado a la ley por una cifra cercana a los $37 millones, manteniendo una cantidad aproximada de $212 millones, que habría sido invertida en instrumentos financieros; Pudahuel, que sólo ha rendido $129 millones de un total de $1.040 millones, y por último, San Bernardo, con sumas muy superiores, ha acreditado como ajustado a los fines legales, únicamente, $1.800 millones, mientras que, los restantes $2.861 millones no habrían sido rendidos adecuadamente.


Respecto del sector particular subvencionado, señaló que la Ley de Subvención Escolar Preferencial ha venido a significar una forma de rentabilidad, más que una satisfacción de los fines propios de la ley, por cuanto éste contaría con financiamiento propio para satisfacer sus necesidades, situación muy distinta a la que enfrentaría el sector municipal. Agregó que se haría necesario indagar acerca del comportamiento de estos sostenedores, en relación con el uso de los recursos provenientes de esta subvención, ello por cuanto el ordenamiento jurídico que les rige les ha dotado de autonomía y flexibilidad, lo que podría haber generado, al igual que ha sucedido en el sector público, un desvío de esos dineros hacia otras finalidades. Al respecto, indicó que como Colegio de Profesores solicitarán las fiscalizaciones que correspondan.


A continuación, se refirió al aumento de recursos que se aprobaría, de votarse favorablemente este proyecto de ley. Expresó que si bien, podría parecer una acción loable el otorgar un 28% más de recursos a los más vulnerables, y un 14% al resto, señaló que de todas formas se estaría perjudicando a los niños más pobres, por cuanto el sistema de asignaciones se haría en base al mismo sistema competitivo que existe hoy en día donde el pago se hace en base al promedio de asistencia escolar. Este criterio afectaría a los colegios municipalizados, dado que concentran el mayor número de alumnos vulnerables, siendo quienes se enferman con mayor facilidad, no cuentan con una vestimenta apropiada para los días de invierno, asumen labores propias del hogar, entre otros factores que generan inasistencia a clases. A su juicio, esto se tornaría en una abierta contradicción, por cuanto se busca ayudar, pero se haría por medio de una ley discriminatoria y perversa.


Enseguida, expresó que al otorgarse más recursos se permite, a la vez, una mayor externalización de los servicios, cosa criticable, ya que con ello se consolidaría, en mayor grado una educación de mercado. Señaló que este concepto podría observarse en todas las modificaciones que se plantean, respecto de la preparación, capacitación e incentivos de los equipos docentes directivos y la contratación de personal, al establecerse coherencia entre la ley N°20.248 con la ley N°20.501, sobre Calidad y Equidad de la Educación, aprobada recientemente. 


Señaló también, que se equipara a una legislación en que se permite la flexibilidad laboral respecto de los directores, y que establecería un cierto grado de discrecionalidad para mover a los trabajadores, afectando con ello los procesos de enseñanza y aprendizaje de los alumnos. 


Por otra parte, agregó que no ha sido demostrado que premiar mediante incentivos el desempeño de docentes directivos mejore la educación, sino más bien, ello merecería reparos, por cuanto instalaría una lógica gerencial que medirá resultados, sin atender el contexto de vulnerabilidad en que se encuentran los diversos establecimientos, ni al proceso de enseñanza y aprendizaje en su integridad, sino en base a pruebas estandarizadas, como el Sistema de Medición de Calidad de la Educación (Simce) o la Prueba de Selección Universitaria (PSU), que vendrán a determinar las políticas a seguir y las medidas a adoptar, lo que consideró un método inapropiado.


Además, el proyecto contempla una autorización para que los sostenedores realicen evaluaciones complementarias con el dinero proveniente de la subvención escolar preferencial. De esta manera, se permite una segunda evaluación, distinta de la que establece el sistema nacional, con lo que se precarizaría, más aún, la profesión docente y las condiciones de enseñanza, consagrando en el sistema educativo la externalización de servicios como se haría en el retail y en la minería. 


Manifestó, que al consagrar evaluaciones locales en manos de los sostenedores, que si bien no autorizaría el despido de docentes, lo que se estaría haciendo es establecer mecanismos de presión y control para los mismos, que como ya habría indicado en el párrafo anterior, precarizarían la labor del profesorado. Por lo anterior, indicó que como Colegio de Profesores, no entrarán en el discurso relativo a modificaciones al sistema educativo, sin que previamente se dé respuesta a las exigencias que han planteado respecto de la contratación, lo que debería realizarse de acuerdo a las normas del Estatuto Docente y del Código del Trabajo. Sobre el particular, señaló que, hoy en día, muchos profesores mantienen con un mismo empleador dos contratos, uno de trabajo y el otro de prestación de servicios a honorarios (sistema consagrado en la ley N°20.248), lo que estimó como una irregularidad a solucionar. Por otra parte, expresó además, que debería resguardarse que la hora de trabajo no tendrá un valor menor a la renta básica mínima nacional.


Señaló que el sector particular subvencionado sólo paga a sus profesores el ingreso mínimo docente, que fluctúa entre los $420.000 y $450.000, sin pagar ninguna otra asignación que pudiera corresponderles, como son las de antigüedad, perfeccionamiento, condiciones difíciles, docentes directivas, entre otras. Agregó que con ello se reiteraría el principio que señaló en párrafos anteriores, respecto de la rentabilidad en que se traduce la subvención escolar preferencial para estos establecimientos.


Luego, se refirió a un segundo punto del proyecto, que correspondería a la mayor autonomía con que se dotaría a los sostenedores, lo que significaría en el caso de los establecimientos rurales, públicos, bi o tri docentes, multigrado y aislados, eliminar la obligación que existiría para el Ministerio de Educación de proponer los PME, ella sólo operaría de ser requerida dicha cartera por las municipalidades rurales. Hizo presente además, que los municipios no son un órgano competente para desarrollar dicha función, por cuanto no poseen un giro único.


Por otra parte, manifestó que se elimina la evaluación por parte del panel de expertos, repartición tripartita, compuesta por el Ministerio de Educación, sostenedores y ates, lo que tendría por efecto hacer determinante, únicamente, la prueba Simce como medio de clasificación de los establecimientos educacionales, y consecuencialmente a los destinatarios del beneficio.


En relación con la rendición de cuentas, manifestó que se eximiría de esta obligación a los establecimientos autónomos, en atención a su buen rendimiento académico, lo que reiteró sería medido con pruebas estandarizadas, mientras que para los establecimientos clasificados como “en recuperación” si se establecería esta obligación. Señaló que esta sería una grave medida a adoptar, por cuanto el Estado no puede, en esta materia, dejar de cumplir con una tarea que le es inherente, la de fiscalizar el correcto destino de los fondos públicos que otorga.


Agregó que, la iniciativa, habría reducido el plazo para el envío de los balances por parte de la dirección de los establecimientos al Ministerio, sin embargo, dicha obligación sólo pesaría sobre los colegios que hubieses sido calificados como emergentes o en recuperación, lo que demostraría mayor flexibilidad en el uso de los dineros, cuestión criticable si se atiende a la mala gestión que ha existido en relación con los recursos de la subvención escolar preferencial.


Todos los aspectos antes mencionados, constituirían, a su juicio, elementos que delatarían el carácter discriminador y segregador que tendría la Ley de Subvención Escolar Preferencial, dado que no consideraría la situación socio-económica de los alumnos como causa determinante de los resultados académicos que obtienen. 


Por otra parte, el proyecto de ley en estudio fortalecería la idea de la subvención y la demanda a los padres para que elijan las escuelas de sus hijos, lo que debilitaría aún más la educación pública y a la vez, avanzaría en la idea de un financiamiento vía boucher. 


Así, agregó que la única forma de dar una solución a la crisis de la educación chilena, sería la instauración de una nueva institucionalidad, gestión y forma de financiamiento de la educación pública. Esta nueva institucionalidad debería generar un nuevo sistema estatal, donde se concentre el mayor número de alumnos vulnerables, que se caracterice por ser descentralizado, coherente y ordenado, tal cual lo habría propuesto el Consejo Asesor de la Presidencia. 


Esta nueva forma de financiamiento debería hacerse en base a proyectos, matrículas, necesidades y presupuestos, y no según la fórmula actual, es decir en base a asistencia media a clases y financiamiento compartido, por cuanto este mecanismo sólo habría creado segregación y segmentación en la educación chilena, consagrándose un sistema competitivo que mide como iguales a quienes son desiguales. 


Manifestó también, que antes de iniciar cualquier discusión sobre la subvención escolar preferencial, exigen la constitución de una comisión investigadora, que analice la forma en que han sido aplicados los recursos provenientes de la ley N°20.248, especialmente por los colegios particulares subvencionados. De ese modo se establecerían también las responsabilidades en que ha incurrido el Ministerio de Educación al no fiscalizar correctamente el uso de dichos dineros. Al respecto, señaló también, la preocupación que le asiste, respecto de una posible resolución y justificación de las irregularidades que hasta la fecha han sido cometidas en materia de aplicación de la subvención, que podría producirse de aprobarse este proyecto de ley.


En el mismo sentido, expresó que debía hacerse cumplir la legislación sobre responsabilidad de los Ministros de Estado. 


Por otra parte, manifestó que antes de legislarse al respecto, debería, previamente, solucionarse el problema del déficit existente, y sanearse las deudas del sistema, incluida la deuda histórica de los profesores. 


Concluyó, manifestando que la necesidad de mayor fiscalización por parte de la autoridad administrativa, puesto que en la actualidad, el aporte hecho por la ley N°20.248 no estaría cumpliendo su objetivo y sólo se constituiría en una vía a la privatización. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que, sin perjuicio de estimar esta iniciativa como un proyecto positivo para mejorar la educación chilena, comparte con los expositores que han sido oídos, que existen deficiencias que deben ser resueltas antes de legislar en este sentido, especialmente aquellas relativas al empleo de los fondos. 


Manifestó, que este fue un gran proyecto impulsado por la ex Presidenta Bachellet, en beneficio de los niños más pobres, puesto que los dos tercios de los recursos, que se otorgan por su intermedio, van al sector público municipal, a diferencia de lo que ocurre con la subvención regular, que iría en la misma proporción, pero al sector privado. Agregó que se quiere fortalecer así la educación pública. 


En tal sentido, consultó al Presidente del Colegio de Profesores por qué no impulsar este proyecto si la mayor parte de los recursos favorecen a la escuela pública.


A continuación, aclaró dos aspectos referidos por el señor Gajardo: el primero, en relación con la rendición de cuentas de los establecimientos autónomos, señalando que si bien en su inicio no debían rendirla, en definitiva fue aprobada en sentido contrario; y en segundo lugar, explicó que la competencia del panel de expertos fue retirada, dada la creación de la Agencia de la Calidad de la Educación, que se establece a través del proyecto de ley sobre el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, que se encuentra en su etapa final.


Enseguida, se manifestó de acuerdo con que ha existido una excesiva burocracia en la tarea de fiscalización, según señalara el Presidente de la Conacep; en ese orden de ideas, manifestó la necesidad de establecer sistemas eficientes y eficaces para llevar a cabo dicha labor, puesto que ella no puede ser entendida como un simple acopio de documentos por parte de los colegios, sino que debe traducirse en una fórmula de calidad.


Por otra parte, consultó al señor Rodrigo Bosch, acerca de las medidas que se encuentra implementando la CONACEP para controlar la proliferación de colegios particulares subvencionados de mala calidad, que están siendo creados en el marco de la baja matrícula que registran los establecimientos públicos. Agregó que esta situación conllevaría el desprestigio de la educación particular subvencionada. 


El Honorable Senador señor Gómez señaló que el proceso de cambio que ha venido introduciéndose en materia de educación, ha sido un camino herrado en vistas de una mejora verdadera, puesto que los recursos del Estado deberían dirigirse al sector público, sin perjuicio de que se determinen algunos fondos para el sector particular. 


Por otra parte, concordó con que deben ser eliminadas todas las prácticas burocráticas que impidan un ejercicio acertado en materia de fiscalización. 


En ese orden de ideas, consultó al presidente de la CONACEP, si tiene algún indicio acerca de la posible existencia de desvíos de fondos provenientes de la subvención escolar preferencial en el sector al que representa. 


El Honorable Senador señor Quintana recordó la gran segmentación que existe en nuestro sistema educacional, especialmente con el establecimiento de las distintas categorías en materia de alumnos prioritarios, no existe integración en los colegios, según lo ha señalado una serie de análisis internacionales sobre nuestra educación.


En ese orden de ideas, manifestó que el Ejecutivo habría puesto especial énfasis en la modificación que contempla este proyecto, relativa a la distinción que se introduciría para la asignación del beneficio, cuyo monto dependerá de si los recursos se dirigen al primer o al segundo quintil de la población.


En tal sentido, consultó al señor Rodrigo Bosch si esta medida podría generar una complicación adicional en materia de asignación de recursos. 


El Presidente de la Corporación de Colegios Particulares Subvencionados de Chile A.G., (CONACEP), señor Bosch señaló que actualmente los colegios particulares subvencionados concentrarían el 40% de los alumnos prioritarios, advirtiendo que entre éstos y los que pertenecen a las escuelas públicas no debería distinguirse, por cuanto ambos tienen las mismas necesidades, sufren las mismas enfermedades, y carecen de la implementación necesaria para hacer frente a una educación de calidad, de ahí que el aporte estatal que ellos puedan obtener se encontraría absolutamente justificado.


Manifestó también que lo que se entrega a título de subvención pertenece a los niños, a sus familias y no a los sostenedores, quienes únicamente tendrían la función de administrar, lo que hace necesario el proceso de rendición de cuentas, a lo que como CONACEP adhieren. 


En ese orden de ideas, expresó que el objeto de haber presentado a la Comisión un resumen de la cantidad de leyes que les obligaría a rendir cuentas, tuvo por finalidad demostrar que, hoy en día, no existe ítem que quede sin fiscalización, para los establecimientos de su sector, más que una oposición a ella. Sin embargo, lo que si habrían querido reflejar, es la necesidad de rediseñar el actual sistema, a fin de poder contar con uno que simplifique la vía de control, haciéndolo de manera clara y oportuna, para no desviar de ese modo la principal labor de un sostenedor, cual es la instrucción de sus alumnos. Así respondió la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Gómez, agregando que rendir cuenta no puede ser entendido como sinónimo de responsabilización, ello más bien significaría capacitación del profesorado y verdadero aprendizaje de los alumnos.


A continuación, se refirió a la consulta realizada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, declarando que la CONACEP se ha preocupado del problema de la creación indiscriminada de colegios particulares subvencionados de mala calidad. En efecto, agregó que han establecido una serie de exigencias para la afiliación a su organización; así, se requiere contar con ciertos estándares de calidad y cumplir reglas de conducta que han establecido, avanzando de esta manera hacia una autorregulación. En tal sentido, sus integrantes deben respetar el código de ética de la institución. 


Señaló que los colegios que representa, cuyo número alcanza los ochocientos, tienen la misma meta ser los mejores establecimientos educacionales del país, por lo que se han trazado objetivos claros, e incluso han instado al Ministerio de Educación a limitar la constitución de este tipo de colegios a aquellos sostenedores que no alcancen el puntaje mínimo nacional en las evaluaciones. 


Agregó, que debía tenerse en cuenta, el hecho de que como forma de educación se han mantenido en el tiempo porque las familias los prefieren, y que así como se cuestiona la creación de colegios particulares subvencionados de mala calidad, también debía cuestionarse la creación de nuevos colegios públicos, por la debilidad que ha representado el sector municipal en materia de educación durante los últimos años.


Enseguida, expresó que creen fundamental avanzar en materia de remuneraciones y contratación de personal. Aclaró que para ellos es ilegal contratar, bajo la modalidad de los honorarios, por lo que contratan y si despiden indemnizan, a diferencia de lo que ocurriría en el sector público, donde se mantiene un gran número de personas a contrata, para no otorgar las correspondientes indemnizaciones. 


En ese orden de ideas, expresó que los profesores que ejercen en el sector particular subvencionado critican que la mayoría de los recursos de la Subvención Escolar Preferencial sean destinados a asesorías y no a contratación, mejorar esta materia permitiría que estos docentes se sintieran mayormente comprometidos e integrados en el sistema. 


Por último, respondió la pregunta del Honorable Senador señor Quintana, manifestando que resulta difícil administrar un sistema donde se ha clasificado a los niños necesitados en tres grupos: prioritarios, vulnerables y los que reciben asistencia de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, cuyos beneficios son también distinguibles. Agregó que el sistema es prácticamente inmanejable. 


Complementó la idea, argumentando que la política pública y el principio de transparencia, que debe imperar en materia de beneficios económicos para los más pobres, pierde fuerza con esta distinción que hace engorroso el sistema, de ahí la necesidad de que se establezcan también, criterios de fiscalización rápidos y efectivos. 


Por otra parte, manifestó que establecer tramos diferenciadores por niveles de educación no es lo adecuado. Señaló que resulta correcto hacer la distinción, e invertir más recursos en los cursos inferiores cuando se está en el marco del financiamiento general, pero no en el caso de la Subvención Escolar Preferencial, donde se busca corregir desigualdades; recordó que son los niños de cursos superiores los que arrastran las deficiencias de enseñanza y aprendizaje de los cursos inferiores. 


Concluyó señalando, que terminar con la segmentación territorial tampoco resulta pertinente. Argumentó que sería un problema trasladar niños, por ejemplo, desde una comuna del sector Poniente de Santiago a una del sector Oriente, más si se considera el descontento de la población, por el actual sistema de transportes, TRANSANTIAGO. Señaló que más que terminar con la segmentación, lo que debe hacerse es permitir que todos los colegios tengan financiamiento de calidad, para que esa misma calidad pueda reflejarse en la educación que brindan. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, pidió que se explicara la diferencia que existe entre la triple distinción que se hace para la asignación de beneficios a los alumnos más necesitados.


El Presidente de la Corporación de Colegios Particulares Subvencionados de Chile A.G., (CONACEP), señor Bosch respondió que los alumnos prioritarios se determinarían en base a cinco criterios: primero, la pertenencia al programa Chile Solidario; segundo, el nivel de escolaridad de la madre; tercero, su afiliación a Fonasa; cuarto, estar adscrito al Programa Puente, y quinto, el entorno del establecimiento educacional. Sin embargo, para ser considerado alumno vulnerable, se genera un polinomio entre su ficha de protección y el entorno del establecimiento. Por último, existen niños beneficiados sólo con alimentación que sería otorgada por la JUNAEB. 


Agregó que los alumnos que concentran estas categorías no necesariamente coincidirían entre sí. 


El Presidente del Colegio de Profesores de Chile A.G. señor Gajardo manifestó que existe una deficiente fiscalización, que no sólo tiene por causa un sistema burocrático, sino la falta de cumplimiento de los mandatos legales que obligan a fiscalizar y rendir cuenta. Señaló que el Ministerio ha desatendido esta labor, lo que quedaría demostrado con los informes de la Contraloría General de la República, que han indicado la falta de rendición de cuentas y el destino irregular del uso de los recursos públicos por parte de algunos municipios. 


Por otra parte, señaló que esta situación ha llevado a instalarse en la opinión pública una serie de falsas ideas, entre las que destacó: el que los apoderados creen que pagando para educar a sus hijos recibirán una educación de mayor calidad, y en segundo lugar, que la educación particular subvencionada es mejor que la educación municipal. Agregó, que de los últimos datos que han obtenido, en base a pruebas estandarizadas, como el Simce, habría quedado demostrado que ello no es efectivo, siendo los colegios municipales los que han mejorado mayormente sus resultados académicos.


A continuación, hizo mención a lo expresado por parte del Presidente de la CONACEP, en relación con el pago de indemnizaciones por el término de la relación laboral de docentes, señalando que si bien es cierto, el sector particular subvencionado pagaría compensaciones por término de contrato, sus profesores no tendrían estabilidad en su trabajo, y además, recibirían, únicamente, el sueldo mínimo; agregó que sin perjuicio de que en el sector municipalizado un gran número de funcionarios estaría a contrata, lo que no daría lugar a indemnizaciones, si tendrían un empleo a largo plazo, lo que les permite estabilidad laboral.


Enseguida, expresó que sin entrar en un análisis, acerca de lo correcto o incorrecto de obtener lucro con la educación, señaló que al eliminar la competencia del panel de expertos, permitiendo de esa manera, que cada sostenedor determine, previo informe de una ate, tercero externo contratado para hacer el estudio, si se encuentra entre los establecimientos calificados como “en recuperación” o no, también se estaría autorizando seguir en la lógica de una educación de mercado, al permitir a un tercero ajeno obtener una ganancia a costa de la enseñanza. En ese sentido, agregó que, por una parte, se quiere regular o combatir la educación de mercado, pero con esta medida se demostraría una abierta contradicción a dicho objetivo. 


En el mismo orden de ideas, recordó que cuando se intervinieron establecimientos calificados como escuelas críticas mediante apoyo externo, los resultados de las evaluaciones Simce que se habrían hecho antes y después de dicha intervención, demostraron que los resultados no variaron o lo hicieron en menor medida. 


Añadió que con este tipo de leyes se deja fuera el entorno de la población estudiantil, su realidad socio-económica, y aun cuando la finalidad es ayudar al sector más desprotegido de la población, lo que se logra es perjudicarlos con un sistema que no sirve a la hora de mejorar la calidad de su educación. 


Concluyó invitando a la CONACEP y al resto de los actores a una mesa de conversación a fin de tratar estos temas, por cuanto podrían existir prejuicios entre ellos, los que de esa forma podrían ser superados.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señor Figueroa en primer lugar, recordó que los representantes de los sostenedores tanto del ámbito municipal, representado por el Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades señor Arriagada, como del sector particular subvencionado, representado por el Presidente de la CONACEP señor Bosch, no sólo han brindado su apoyo a este proyecto de ley, sino que han hecho notar su conveniencia, por cuanto elevaría la subvención, permitiría la utilización de los recursos de manera focalizada y modificaría la regulación existente, respecto de la contratación de profesores. A ello agregó, que sin perjuicio de que éste pueda tener falencias, es una iniciativa que permite otorgar más recursos a los alumnos más pobres de nuestro país, lo que aconsejaría un rápido tratamiento legislativo.


A continuación, hizo presente que algunas de las críticas formuladas por el Presidente del Colegio de Profesores, ya han sido corregidas en este proyecto o en el que versa sobre el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización. Así, se refirió en particular a una de las objeciones formuladas, correspondiente a las limitaciones en materia de contratación docente, indicando que ella estaría incluida entre las modificaciones que se pretenden, lo que permitiría que el aumento de horas que se practique respecto de profesores que estén contratados de acuerdo a la regulación del Estatuto Docente, se haga en base al mismo estatuto jurídico.


En vistas de lo anterior, declaró que sería importante que el señor Gajardo pudiera explicitar que ha despejado sus dudas en esta materia, sin perjuicio de que mantenga las restantes críticas, que obviamente, resulta legítimo que sean manifestadas. 

En tercer lugar, se refirió al tema de la fiscalización, señalando que como Ministerio han cumplido su labor adecuadamente, sin embargo existen aspectos que exceden las atribuciones del Ministerio, como bien lo señalara la representante de la Contraloría General de la República. En ese orden de ideas, señaló que todos los informes que ha entregado dicho organismo han sido remitidos al Consejo de Defensa del Estado para analizar las posibles acciones, tanto civiles como penales, que puedan ejercerse. 


En el mismo orden de ideas, recordó lo expuesto por el Presidente de la CONACEP, quien habría hecho presente las distintas rendiciones de cuentas que deben llevar a efecto ante el Ministerio de Educación, prueba de la labor que estaría llevando a efecto esta cartera.


Expresó que los problemas de burocracia que rodean a la labor de fiscalización, habrían quedado resueltos con la creación de la Superintendencia de la Calidad de la Educación.


Por último, se refirió a las críticas manifestadas en cuanto a la estructura regresiva del proyecto. En tal sentido señaló que no se ha considerado modificar la estructura original de la Ley de Subvención Escolar Preferencial. Agregó que no sería esta la oportunidad para hacerlo, sin perjuicio de que en algún momento pueda discutirse sobre el particular. 


El Subsecretario de Educación señor Rojas manifestó la importancia que tendría alcanzar un alto grado de consenso entre el Ejecutivo y el Parlamento respecto de esta materia, dada la importancia que representa la educación para el país.


Señaló también, que la indicación propuesta por el Ejecutivo, tendría entre sus propósitos refundir, en un solo cuerpo legal, varias leyes, entre las que se encontrarían, por ejemplo: la ley N°20.501, la Ley sobre el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización aún en trámite, y la que actualizó la Ley Orgánica de Educación a la Ley General de Educación, entre otras. 


Por otra parte, indicó, sin entrar al detalle, que en opinión del Ejecutivo algunas indicaciones presentadas por los Honorables Senadores resultaban inadmisibles, por ser de iniciativa exclusiva de su Excelencia, el Presidente de la República. Sin perjuicio de ello, expresó, que algunas eran de valioso contenido, por lo que serían estudiadas a fin de establecer si resultaba necesario incluirlas en el texto del proyecto.

A continuación, los miembros de la Comisión estimaron necesario el que antes de comenzar el estudio de cada indicación en particular, exponer al Ejecutivo criterios mínimos a contemplar en el texto del proyecto, para alcanzar un resultado satisfactorio que permita legislar adecuadamente sobre el tema en estudio.


En ese sentido, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó que a su juicio, el proyecto debía contemplar ciertos aspectos entre los que destacó: en primer lugar, la mantención del 40% de los niños más pobres con el mismo nivel de beneficios, sin hacer una distinción entre el primer y segundo quintil. Esta modificación que si bien aparece como algo conveniente, en el sentido de otorgar más recursos al 20% más pobre de la población, podría generar mayores perjuicios, por cuanto la verdad es que el 40% de la población sería un grupo homogéneo, de ahí que la distinción podría ser artificial, según habrían explicado precedentemente algunos expositores.


En segundo lugar, planteó que deberían establecerse criterios claros para la implementación de los recursos, a fin de obtener una correcta utilización de los mismos, a propósito de lo cual recordó los casos de abuso que se han venido gestando en el sector municipal, como lo señalara la Contraloría General de la República. 


Como tercer criterio, citó la fiscalización. Recordó que anualmente se destinan, aproximadamente, $170.000 millones por concepto de subvención escolar preferencial, que no pueden entregarse sin que, correlativamente, se conozca y compruebe que su uso ha sido ajustado a derecho. En tal sentido recordó que existe una institución que se encargará de fiscalizar en esta materia, y que corresponde a la Superintendencia de la Calidad de la Educación, creada por la Ley sobre el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, que está pronta a su promulgación.


En cuarto lugar, manifestó que de flexibilizar el uso de los recursos, siempre debe resguardarse la calidad de la educación. Aclaró, que esta medida debe ser realizada en el sentido que han planteado, es decir dedicarse a contratación de docentes y de otros profesionales necesarios para el desarrollo de la educación, por ejemplo psicólogos, neurólogos, así como para el mejoramiento de remuneraciones. La inyección de nuevos fondos debería reflejar una mejor inserción del establecimiento en el entorno social, mejorando con ello la calidad de vida de sus alumnos.


En último lugar, otro aspecto fundamental a resguardar en las modificaciones que se acojan, corresponde al carácter integral del proyecto educativo, para lo cual el Plan de Mejoramiento Educativo, deberá contemplar las cuatro áreas establecidas para dicho fin, que corresponden a gestión de curriculum, liderazgo escolar, convivencia escolar y gestión de recursos, sin perjuicio de que cada sostenedor pueda priorizar alguna, según la realidad del establecimiento que administra. 


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que, en general, coincide con los criterios planteados por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, los que declaró estarían recogidos de alguna manera, en el proyecto.


Manifestó que el tema de la flexibilización debe regirse siempre en los márgenes de la calidad, que constituiría el origen y la finalidad de estas modificaciones.


Agregó que debe estudiarse con detención el tema de la fiscalización, por cuanto de los informes de Contraloría habría quedado demostrado que desde su implementación se han producido en irregularidades en el uso de los fondos destinados a la subvención escolar preferencial. Agregó que no tiene claridad, respecto de la oportunidad para tratar dicho tema con la profundidad que merece, es decir si debería estudiarse en el marco de este proyecto de ley o en otro.


En cuanto a la homogeneidad de los dos primeros quintiles de la población, señaló que tiende acercarse a esta idea; para focalizar en tal sentido, debería estar, previa y absolutamente justificada la medida. Es decir, que existan datos serios que demuestren que dentro de este grupo, existe algún elemento que marque una diferencia entre las personas que lo componen y que requiere hacer una distinción más estricta, por ejemplo podría ser el caso de la vulnerabilidad rural, pero habría que estudiarlo.


Agregó, que no necesariamente esa distinción debe venir dada por los grandes números, por ejemplo el 20%, que representa al primer quintil, y el 20% superior, relativo al segundo, sino que podría ser en base a porcentajes menores. 


El Honorable Senador señor Cantero señaló que sería conveniente atender a dos problemas estructurales, que se generarían en relación con esta materia.


El primero de ellos, se traduciría en la interrogante de cómo enfrentar el tema del déficit de recursos en materia educacional. En tal sentido, expresó que una dificultad que se presenta es la de pedir equidad en la calidad de la educación, cuando algunos niños son educados en base a un presupuesto de $50.000 y otros en base a unos $130.000 o más pesos. Agregó que ello resultaría un problema de difícil solución.


En tal sentido, planteó la necesidad de asumir un hecho reflejado por los expositores, cual es el déficit que tienen los establecimientos educacionales, especialmente los municipales. En ese orden de ideas, consultó si el estado de carencia era real o falso, y en caso de ser real, cuál o cuáles serían sus causas, dado que habría que atender a ellas antes de continuar avanzando en esta materia, a fin de erradicar el verdadero obstáculo. 


Añadió, que al respecto, habría que consultarse también si la transgresión a la norma que prescribe acerca de la aplicación que puede dársele a estos dineros, tiene por causa el que los sostenedores han querido vulnerar la norma para satisfacer otras necesidades que no han podido solventar o si bien no entendieron la finalidad para la cual se otorgaron estos recursos, o si por el contraria ha sido el legislador el que o no ha sabido explicar o realmente no ha sido capaz de comprender lo que requiere el sistema educacional.


A continuación, manifestó que el segundo problema estructural a que se ven expuestos, consiste en determinar si el financiamiento según el porcentaje de asistencia escolar es o no adecuado como método de asignación de la subvención escolar preferencial. En tal sentido, manifestó que le hace fuerza la idea manifestada, especialmente por el Colegio de Profesores, consistente en que esta fórmula se convertiría en un círculo vicioso, pues los niños más pobres serían los más expuestos a enfermedades, por tener una salud más vulnerable, así como también por carecer de implementación para hacer frente a los días de mal clima, por lo que asistirían en menor número a clases, produciéndose de esa manera una disminución del aporte, a quienes lo necesitan en mayor grado. 


El Honorable Senador señor Quintana manifestó que concuerda con lo expresado, especialmente en tres aspectos. El primer punto que destacó dice relación con estimar inconveniente seguir en el camino de la segmentación del sistema educativo. En tal sentido expresó que los dos primeros quintiles de la población resultan ser un grupo homogéneo, por lo que sería inadecuado hacer un distingo en cuanto a los recursos que serán asignados a cada uno de ellos. Sin embargo, aclaró que podría existir una diferencia socioeconómica, respecto del grupo de personas que integran el programa Chile Solidario, que es una fracción del primer quintil, que se justificaría en que sólo alcanzan, como máximo, los 4.000 puntos en la Ficha de Protección Social. Agregó, que en los demás factores, por ejemplo escolaridad de la madre, serían de características bastante similares.


En segundo lugar, recalcó la importancia de mantener las cuatro áreas en que se deben gastar los fondos asignados, por cuanto generan una mejora equilibrada en la educación de los alumnos. Manifestó su temor, en lo que dice relación con flexibilizar demasiado la norma, pues podría producirse un traslado de los recursos, únicamente, hacia el ítem correspondiente a gestión curricular, por cuanto permitiría más contratación de profesores y otros profesionales, lo que sin perjuicio de ser una excelente medida, podría conllevar una desatención de las restantes facetas de interés, y que fueron contempladas por la ley N° 20.248, por ejemplo la de convivencia escolar. Agregó, que los expositores han mencionado las mejoras en la rendición de la prueba Simce, lo que vendría dado, entre otras causas, por los aportes de la Subvención Escolar Preferencial en todas sus áreas.


Por último, se refirió a la asistencia técnica educativa (ate), manifestando que debía buscarse una fórmula, para dejar establecido claramente, lo que se les demandará como instituciones de apoyo a la educación.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó que hacia el futuro, va a existir una legislación estricta a fin de que no se produzcan las irregularidades en el uso de los recursos, pero consultó a la Comisión, cómo abordarían el tema del incorrecto uso de los recursos que se ha generado hasta ahora, y según ha dado cuenta la Contraloría General de la República.


En tal sentido, señaló, que podría ser conveniente establecer una disposición transitoria, que regule los casos en que se han cometido irregularidades con los dineros otorgados, y que distinga entre los usos producto de la mala fe de los sostenedores, y los que han tenido una razón distinta a dicha mala fe, por ejemplo trabas administrativos, para poder, de esa medida, dar solución a los problemas que se han suscitado.


Por su parte, el Subsecretario de Educación, señor Rojas expresó que, de acuerdo a lo planteado anteriormente, se refleja una coincidencia entre los planteamientos de la Comisión y los que tendría el Ejecutivo por ejemplo el objetivo principal de que los recursos lleguen a los niños más vulnerables de nuestro país, y que los fondos que se asignen por concepto de subvención escolar preferencial, sean utilizados en mejoras de calidad para los alumnos.



Manifestó que la regulación vigente, Ley N°20.248, pudo haberse tornado confusa en su primera etapa, lo que habría ocasionado que los recursos no pudieran rendir de la manera esperada en los procesos educativos, por ejemplo en lo que ha contratación de profesionales se refiere, por lo que añadió que hacer modificaciones en esta materia es un imperativo a alcanzar en el corto plazo.


Enseguida, se refirió a las cuatro áreas a que están destinados los recursos de la subvención escolar preferencial. En este sentido, hizo presente que la heterogénea realidad de los colegios, que haría necesaria una reflexión acerca de si debe o no exigirse a todos los establecimientos educacionales medidas en cada una de dichas facetas, por ejemplo consultó, por qué debería exigirse a un colegio atender el tema de la convivencia escolar cuando no tiene problemas al respecto, en vez de poner mayor atención en otra área, donde si presente deficiencias.


Por otra parte, señaló que deberían ser cautelosos en la forma de establecer los criterios para la utilización de los fondos, ser cuidadosos al legislar, en cuanto a no establecer topes máximos cuantitativos, es decir en limitar los montos que un sostenedor pueda destinar a una línea de acción, por ejemplo mencionó la situación que se ha producido, respecto de la contratación de personal. En tal sentido manifestó que la evidencia ha demostrado que lo que más se necesita para mejorar el proceso educativo son docentes que ayuden al niño en la sala de clases. Agregó que existe una inquietud al respecto, cual es lograr que el beneficio que se obtenga en cuanto a contratación de docentes, no sólo diga relación con aumentos de sueldo, sino con una efectiva contratación de personal adicional que apoye a los alumnos en el aula.


En relación con la focalización que se pretende, para dirigir los recursos al primer y segundo quintil de manera diferenciada, señaló estarían tranquilos en la forma que han propuesto.


A continuación, manifestó que las Ates fueron tratadas en la Ley sobre el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, por lo que habría que esperar a que esa ley entre en vigencia.


Enseguida, se refirió al tema de la asistencia como criterio determinante de la asignación por subvención escolar preferencial. En tal sentido, expresó que sin duda existe un círculo virtuoso entre asistencia y desempeño escolar, es decir un niño que concurre a clases con mayor regularidad, aprenderá más; sin embargo, habría que analizar qué correlación existe entre asistencia y pobreza, estudiar si, a diferencia de lo planteado en el párrafo anterior, existe ahí un círculo vicioso. 


El Honorable Senador señor Cantero volvió sobre el punto relativo a la asistencia escolar como factor para determinar los montos de la subvención, y sobre esto manifestó, que sin lugar a dudas, a mayor asistencia escolar mayor aprendizaje por parte de los niños, sin embargo expresó que sabiendo que la asistencia es la variable, resultaba imprescindible conocer las causas de la inasistencia y reflexionar acerca de ellas. 


En ese orden de ideas, planteó que si la subvención regular se basa en ese criterio, por qué no podría establecerse otros elementos, que den cuenta de la situación socio-económica, para determinar la subvención escolar preferencial, por ejemplo: la realidad urbana y rural. 


Recordó que el Colegio de Profesores, que ha hecho hincapié en esto, ha podido observar en el tiempo esta situación y evaluar las cosas desde una perspectiva más cercana, de ahí que tenga sentido a su respecto lo planteado por ese gremio.


Concluyó manifestando que de acuerdo a la lógica de igualdad y equiparación que plantea la subvención escolar preferencial, cuya finalidad es acortar la brecha que existe entre los alumnos de mayores recursos y los niños más pobres, planteó la importancia que tendría reconsiderar un sistema diferente de asignación de recursos.


F.- CONSEJO NACIONAL DE ASISTENTES DE LA EDUCACIÓN, CONFEMUCH.

El presidente de este organismo, señor Arturo Escárez, manifestó que constituirían un gremio que agrupa, aproximadamente, ochenta mil trabajadores que prestan sus servicios en las escuelas y colegios del país, cifra que no consideraría a los contratados en los Daem y aquellos pactados con los recursos otorgados por subvención escolar preferencial. Agregó que unos cuarenta mil asistentes de la educación prestarían sus servicios en el sector municipal, en establecimientos técnicos regidos por el Decreto Ley N°3166, y en la colegios particulares subvencionados.


Por otra parte, señaló que agrupan a profesionales y técnicos que cumplen funciones relevantes e insustituibles para los procesos educativos. Según sus funciones, ellos pueden clasificarse en profesionales no docentes, por ejemplo: psicólogos, psicopedagogos, bibliotecarios, entre otros; personal administrativo y de apoyo, que participarían en la gestión de recursos, y en auxiliares y personal de servicios menores. 


Al respecto, señaló que todos sus integrantes contribuirían con la labor de aprendizaje de los alumnos, por lo que al ser parte integral de la comunidad educativa, requieren una igual participación en todas las mejoras al sistema; en tal sentido manifestó, que resultaría discriminatorio no consagrar aquello de manera expresa en la Ley de Subvención Escolar Preferencial, con las modificaciones que contempla el proyecto en informe. Añadió que la Ley General de Educación N°20.370, así como la ley N°19.464, que Establece Normas y Concede Aumento de Remuneraciones para Personal No Docente de Establecimientos Educacionales que Indica, modificada por la N°20.244 les habrían reconocido expresamente, estableciéndoles un estatuto jurídico con una serie de derechos y obligaciones.


Expresó que el cambio de la denominación “no docentes” a “asistentes de la educación”, que hiciera la ley N°19.464, no fue una variación meramente nominativa, sino que implicó el reconocimiento de una función que contribuiría al proceso educativo. En consecuencia, manifestó, que al no señalarles explícitamente este proyecto de ley, podría, a contrario sensu, entenderse que no se les puede contratar o extender las horas, lo que generaría una nueva discriminación al interior del establecimiento.


En este sentido, manifestó que la implementación de la subvención escolar preferencial les ha permitido abordar importantes responsabilidades de la comunidad educativa, como actores en el proceso enseñanza-aprendizaje, por ejemplo las nuevas tecnologías de la información han requerido mayor dotación de expertos en esa área, los que en la mayoría de los casos, han sido asimiladas por los asistentes de la educación. Así, los proyectos de Mejoramiento Educativo (PME), principal instrumento de gestión de la subvención escolar preferencial, les habría reconocido como actores por vía directa o indirecta en proceso de mejoras del establecimiento. Agregó, que participarían también, en los Consejos Escolares, donde se discute y aprueban los diagnósticos y los lineamientos de los plantes de mejoras. 


Volvió sobre el punto desarrollado anteriormente, respecto de la necesidad de que se les reconozca expresamente en los artículos pertinentes de esta ley. En este orden de ideas, señaló que la frase “otros funcionarios que laboren en el respectivo establecimiento educacional” como señala la ley, no constituiría garantía suficiente, lo que podría provocar problemas de interpretación al aplicar la normativa, que podría significar un retroceso a su respecto.


En tal sentido, solicitó a la Comisión que en el Artículo Único del proyecto de ley, numeral 2, letra d), que agrega un nuevo inciso tercero al artículo 8 de la Ley N°20.248, intercalase la expresión “asistentes de la educación” entre la expresión “personal docentes” y la oración “y de otros funcionarios que laboren en el respectivo establecimiento educacional”.


Agregó, que existiría otra omisión en esta iniciativa que les afectaría, referida a evaluaciones y entrega de incentivos. Ello se debería a que si bien el numeral 4, del mismo artículo citado precedentemente, lo prescribe para directivos, docentes y “otros funcionarios del establecimiento”, no estaría haciendo una prescripción expresa para ellos, por lo que tendría que entendérseles incluidos en la frase “otros funcionarios del establecimiento”, sin que ello les dé garantías de reconocimiento, puesto que por la amplitud de ella, quedaría a juicio del intérprete. 


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señor Figueroa manifestó que comparten la inquietud de los Asistentes de la Educación, aunque aclaró que ello no obedece a una intensión de desconocerles o marginarles de los beneficios que reporta la Ley de Subvención Escolar Preferencial; señaló que por el contrario el Ejecutivo estaría dispuesto a analizar sus planteamientos. En tal sentido, expresó que por su contribución a la calidad de la educación, habría que incluírseles formalmente dentro de los planes de mejora.


Sin embargo, señaló que en materia de incentivos, se requeriría un estudio más acucioso, dado que ello está directamente vinculado al artículo 47 del Estatuto Docente, por lo que se restringe en su aplicación al personal docente, habría entonces, necesariamente, que buscar un mecanismo adicional para hacer extensivas estas políticas sobre incentivos, a los asistentes de la educación. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, expresó que sería razonable incluirles de manera expresa, con mayor razón si se considera que ya fueron recogidos de esa forma en la Ley General de Educación. Agregó que, según lo expresado por el Ejecutivo, no debería existir problema para ello.


El Honorable Senador señor Quintana señaló que es conocido de todos que la función que desempeñarían es absolutamente necesaria e importante para el complemento de la labor docente y su aporte en el mejoramiento de la educación, por lo que sería de toda justicia acceder a lo solicitado.


G.- INSTITUTO DE POLÍTICAS PÚBLICAS DE LA FACULTAD DE ECONOMÍA Y EMPRESA. DE LA UNIVERSIDAD DIEGO PORTALES.

Su Director, el señor Gregory Elacqua, centró su exposición en un solo punto del proyecto de ley: la segmentación del grupo de los prioritarios, para el otorgamiento de los recursos. Al respecto, señaló que esto correspondería a lo que se ha llamado “Súper Sep” y “Sep”, aludiendo a los dos subgrupos en que se dividirían los alumnos prioritarios, correspondiéndole al primero una subvención de 65% sobre la subvención regular, y al segundo un 58% sobre la misma base.


Manifestó, que de acuerdo a la evidencia empírica, resulta más complejo y costoso educar a niños pobres que a aquellos que provienen de hogares con una situación económica más acomodada, por lo que sería pertinente plantearse la interrogante de cómo compensar las diferencias de origen.


En respuesta a tal cuestión, señaló que existen dos vías: la primera de ellas correspondería a políticas focalizadas, mientras que la segunda a financiamiento focalizado, es decir Ley de Subvención Escolar Preferencial y el proyecto de ley en informe. La primera vía puede desglosarse en dos tipos: a) políticas sociales focalizadas, que verifican fuera de la escuela, por ejemplo: bonos, Programa Chile Solidario, ingreso ético, políticas de vivienda, y b) políticas educativas, por ejemplo: Programa Mil Escuelas.


Expresó que un escenario óptimo en educación sería entregar recursos a cada niño de acuerdo a su propia necesidad, mas sabiendo que, en estricto rigor, ello resultaría un objetivo difícil de realizar, la Ley de Subvención Escolar Preferencial ha sido un acercamiento a la meta, focalizando con mayores recursos al 40% de la población escolar más pobre, que corresponderían a un 50% adicional por sobre la subvención regular.


Señaló también que una evaluación más técnica de la propuesta, en base a la Encuesta Casen, revelaría dos diagnósticos del siguiente tenor:


1) Estudiantes prioritarios son un grupo homogéneo. Ello se debe a que las características que los definirían serían de similar naturaleza, por ejemplo: en el 70% del grupo la madre no terminó la educación media. Agregó que la escolaridad media de la progenitora es una condición necesaria para que un hogar supere los niveles de extrema pobreza, dado que pueden acceder a mejores trabajos y así, a mejores remuneraciones; también influiría en el acceso a una vivienda más cómoda o para mejorar los índices del Simce de sus hijos. 


2) Alta movilidad de ingresos en el grupo vulnerable. Este punto sería más determinante que el primero. Manifestó que existen dos estudios sobre la materia, uno realizado por el Centro de Estudios Libertad y Desarrollo, y el otro, por economistas extranjeros, habiendo llegado, a una misma conclusión. Habiendo analizado la evolución de las familias por diez años, los resultados arrojados muestran que en el año 1996 existía un 22,9% de personas en extrema pobreza, mientras que el 2006 el porcentaje inicial se había rebajado a un 4% que aún se encontraba sumido en la pobreza extrema. Sin embargo, complementó manifestando que lo peor del caso, era el hecho de que en esos diez años al menos un tercio de la población habría caído en situación de pobreza.


Agregó, que ambos estudios revelarían que la causa principal de esta movilidad, que se produce dentro y fuera de la línea de la pobreza, es la precariedad laboral. Si bien en la clase más alta habrían mayores índices de estabilidad laboral, indicó que las cifras demostrarían que el 78% de la población cambia de decil cada cinco años, precisamente en atención a este criterio.


Manifestó, que en virtud de lo antes expuesto, la subdivisión de los prioritarios provocaría que un año un niño esté en uno de los tramos y al siguiente en otro y así sucesivamente, lo que haría injustificable esta modificación legal.


En virtud de lo antes expuesto, manifestó que no existiría sustento empírico para subdividirlos, y dado que, al ser un grupo homogéneo gastar una cantidad similar en uno u otro tendría una rentabilidad similar, esa medida no sería conveniente. Agregó que segregar el grupo acarrearía, además, como consecuencia complejizar los costos de administración para las escuelas, por cuanto tendrían que identificar no sólo a prioritarios y no prioritarios, sino también, los dos subgrupos dentro de los primeros.


En ese orden de ideas, concluyó con una propuesta consistente en que la cantidad ofrecida por el Ejecutivo sea distribuida de manera equivalente entre todos los alumnos prioritarios, lo que correspondería a un aumento del 62% sobre la subvención base.


El Honorable Senador señor Quintana destacó el estudio expuesto por el señor Elacqua, por lo que sería útil remitírselo al Ministerio de Planificación, dado que por mínimos cambios que registre la Ficha de Protección Social de las familias que pertenecen a los estratos sociales más bajos, conlleva que estas dejen de pertenecer a ciertos políticas y programas, y por ende se les excluye de los beneficios, lo que hace necesario ser en extremo rigurosos al realizar la encuesta.


El Jefe del Departamento de Estudios y Desarrollo del Ministerio de Educación, señor Francisco Lagos, señaló que si bien comparten con el señor Elacqua la motivación inicial, en definitiva tienen un diagnóstico diferente, pues concluyen sería una medida justificada la modificación legal que pretende asignar los recursos de manera focalizada; es decir, dividir el grupo de los prioritarios en dos subgrupos, a fin de que cualquier suma adicional que se invierta en ellos tenga una rentabilidad positiva en términos educativos. 


A continuación, indicó que la cuestión central en esta materia correspondería a determinar la viabilidad de distinguir dos subgrupos dentro del grupo de los prioritarios, en atención a diferencias


Señaló que educar a un niño con menos capital humano inicial es más costoso para el establecimiento educacional, por ello lo que se pretendería con la Ley N°20.248 y con este proyecto de ley es que los dineros involucrados tengan relación con el nivel de vulnerabilidad del niño. Al respecto, señaló que se asume un punto de equilibrio, que es un supuesto, a falta de una estructura de costo definida y clara, por el cual por cantidad de dinero que se añada se estarán reduciendo las dificultades de entrada de estos niños.


En el mismo orden de ideas, recordó que la situación anterior a la Ley de Subvención Escolar Preferencial era pareja, pues no reconocía diferencias respecto del capital humano inicial. 


Enseguida, enumeró las tres principales críticas que han sido planteadas en relación con la focalización al grupo de los prioritarios:


i) Homogeneidad del grupo, que impediría distinguir entre los distintos componentes del mismo.


ii) Movilidad de la pobreza, que induciría a errores de clasificación.


iii) La complejidad innecesaria que introduciría a la labor de identificación y clasificación de los alumnos prioritarios.


Enseguida, señaló que coinciden con el señor Elacqua en cuanto a la movilidad de la población en situación de pobreza, lo que se debería especialmente al factor empleo. Al respecto, señaló que un estudio de Dante Contreras y sus colaboradores, habría revelado que al menos el 10% de la población vive en un nivel de pobreza crónica, es decir existiría un grupo donde la vulnerabilidad es una característica persistente; así también, reflejó que el 50% de la población es asequible a caer en la pobreza, lo que se podría verificar incluso fuera del límite del 40% de la población.


Complementó la idea anterior, señalando que tanto en el Comité de Expertos de la Ficha de Protección Social, como en la Comisión Meller y en el Panel de Expertos del ingreso ético familiar se habría señalado la posibilidad de distinguir, e incluso agregó que recomendarían usar la gradualidad en la entrega de beneficios según el elemento de focalización vigente, que corresponde a la Ficha de Protección Social; agregó que si bien este instrumento de medición tendría algunas deficiencias que el Mideplan estaría tratando de corregir, existirían algunos programas que hoy focalizan entre el 40% más vulnerable, salvo el ingreso ético familiar, por ejemplo: Programa Puente, Chile Solidario, Junaeb. 


A continuación, se refirió a la homogeneidad que caracterizaría al primer y segundo quintil de la población. Al respecto, señaló que se habría puesto como primer criterio igualador el grado de escolaridad de la madre, y se añadió que, en este porcentaje de la comunidad, alcanzaría la enseñanza básica, y sólo en un escaso porcentaje el nivel de educación media; de este factor se desprenderían, una serie de consecuencias.


Sobre el particular, planteó que habría que tener en consideración, que el promedio de escolaridad de toda la población en Chile, es menos educación media. 


Al mismo tiempo, hizo presente que de analizarse por quintil, el nivel de escolaridad de los jefes de hogar sería distinto en el primero y segundo; el primero completaría, por regla general, la enseñanza básica, mientras que en el segundo, en mayor proporción, la educación media. Es decir existiría un criterio diferenciador en este aspecto.


Manifestó también, que de un estudio realizado por la Universidad Alberto Hurtado y el Ministerio de Planificación, se habrían colegido otros elementos, de los que se destacan diferencias entre el primer y segundo quintil que avalaría el criterio del Ejecutivo, en cuanto a la posibilidad de hacer la distinción. Entre éstas se contemplan el nivel y la calidad del empleo, la calidad de la vivienda y el nivel de hacinamiento, el acceso a la salud, por cuanto por regla general las personas pertenecientes al primer quintil pertenecen al grupo A de Fonasa, mientras que aquellas que componen el segundo quintil tienen acceso a otros sistemas de salud. 


Señaló que en cuanto a los ingresos, si se analizaba tanto el promedio como la mediana de la diferencia de ingreso entre el primer y el segundo quintil, resultaría una diferencia de $40.000. Agregó, que la literatura existente en esta materia ha establecido que si se considera sólo este aspecto como variable en el resultado de las pruebas estandarizadas, sin suponer otro factor relevante como lo es la escolaridad de la madre, existirían diferencias significativas y negativas entre los quintiles.


En consecuencia, expresó que el grupo que aparece como homogéneo presentaría diferencias que permitirían focalizar de la forma que estaría proponiendo el Ejecutivo; es más, complementó lo expuesto, expresando que un examen de conglomerado o análisis de cluster realizado acerca de los ingresos que reporta este 40% de la población, sin hacer, por tanto, referencia al primer y segundo quintil, habría arrojado como resultado que la existencia de diferencias en las entradas económicas del grupo; ahora, a partir de ese punto, se analizaba la escolaridad de la misma población, especialmente la de los jefes de hogar, resultando, asimismo, una desigualdad aproximada de 4 años de enseñanza. En conclusión, manifestó que podían distinguirse también dos grupos con distinto nivel de ingresos y distinto nivel educacional.


Enseguida, manifestó que si bien están conscientes, que existe movilidad entre los diferentes quintiles; mantienen su convicción respecto de lo conveniente de la focalización que se pretende, y añadió que en tal sentido, estarían buscando fórmulas para avanzar en una mejor identificación y distribución de los recursos.


Agregó que mantener una subvención pareja implicaría definir un alumno promedio, lo que, consecuencialmente, reportaría rentas positivas para alumnos con capital humano alto, y por el contrario, rentas negativas para niños con capital humano bajo. Esto podría, a su vez, acarrear como corolario que los colegios se enfoquen en aquellos alumnos que resulta más fácil educar, excluyendo, por tanto, a los más pobres. Si bien la Ley de Subvención Escolar Preferencial limitaría la selección de alumnos, una elección pareja significaría, al menos en términos de señal, que la oferta educacional que se entrega no distingue respecto de las diferencias que se observan en los grupos.


Complementó lo anterior, señalando que si se quiere tener oferta de calidad en educación, debía incentivarse su existencia donde haya alumnos del quintil más pobre, es decir donde exista mayor proporción de alumnos vulnerables. Recordó que la medida de población del quintil más pobre supera al veinte por ciento en la mitad de las regiones del país, siendo los casos más dramáticos los de las regiones de la Araucanía, Biobío, Maule y Los Ríos. Si se considerara por comuna, señaló que habría un 33% de comunas donde menos del 20% componen el quintil uno, donde un 49% de comunes donde entre el 20% y el 40% de la población está en el quintil uno, y un 18% donde más del 40% está en el primer quintil.


A continuación, señaló que existirían dos trabajos, uno de Gallego y Sapelli, y otro de González, Mizala y Romaguera, que coinciden en la necesidad de aumentar el número de escalones en el otorgamiento de los fondos para educación. Ellos coincidirían, además, en que se puede seleccionar al 20% más pobre o llegar a un mayor número de niños, alcanzando a un monto diferenciado por tramo. 


En ese sentido, manifestó que aun cuando sea un grupo homogéneo, existirían algunas diferencias que permitirían distinguir subgrupos dentro del 40% más pobre, y agregó que no necesariamente debe compensarse de igual manera a quienes provienen de distintas realidades, por lo que un solo escalón no reflejaría de igual manera las necesidades de esa población; dividir en dos escalones distintos refuerza, en la subvención escolar preferencial, la idea que consiste en que resulta más costoso educar a niños más pobres, y recuerda también, que en la fundación misma de esta subvención estaba considerado tener montos diferenciados por tramos.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que la exposición del señor Elacqua como la del señor Lagos presentarían puntos de vista con aspectos positivos a considerar. En tal sentido, expresó que si bien los dos primeros quintiles podrían diferenciarse de acuerdo a salario y escolaridad, según lo expuesto por el señor Lagos, desde un punto de vista dinámico encuentra razón al análisis del señor Elacqua, dado que el Ejecutivo no estaría considerando la movilidad social del grupo, que hace que personas que un año se encuentren en un quintil al siguiente se encuentren en el otro, en atención a que su situación laboral, entre otras cosas, no sea permanente.


En el caso de la subvención escolar preferencial la diferencia de recursos planteada de acuerdo a la propuesta hecha, a su juicio, resultaría forzada e inútil, pues en términos monetarios implicaría, aproximadamente, $3.500 más para el primer quintil, pues se asignará una suma de $32.500 y para el segundo, la cantidad de $29.000. Agregó que esto involucraría más bien un problema de administración.


Por último, expresó que desde un punto de vista del enfoque social, si se apunta al umbral, podría distinguirse el objetivo de los Gobiernos de la Concertación y del Gobierno actual, pues este último dirigiría sus esfuerzos, por regla general, sólo al 20% más pobre de la población, mientras que los anteriores, por regla general apuntaron al 60% de la gente.


El Subsecretario de Educación señor Rojas manifestó que atendida nuestra realidad social, resulta imposible hacer una distinción niño a niño, para efectos de la entrega de recursos. Debe entonces hacerse un esfuerzo por focalizar.


En el mismo orden de ideas, agregó que en este caso en particular, podemos distinguir al menos dos subgrupos entre los niños que conforman el cuarenta por ciento con mayor vulnerabilidad en la población, lo que se esgrime de diversos parámetros, como son, entre otros, nivel educacional de los padres, acceso a la salud, vivienda e ingresos. Añadió, que de acuerdo a los datos reportados por la encuesta Casen, el primer quintil tendría emolumentos por un total de $194.000, mientras que el segundo quintil alcanzaría una suma aproximada de $355.000.


Enseguida, recordó que en nuestro país existe un grupo que se encuentra en situación de indigencia, y que respecto de él, no habría movilidad, por cuanto carecen de capital humano para que ello suceda, por lo que requieren una proporción de recursos mayor que les ayude a paliar sus necesidades, por lo que invertir de forma pareja entre todos los alumnos del cuarenta por ciento significaría dejar con menos aporte a aquellos que más lo necesitan.


Por otra parte, señaló que en Chile siempre han existido políticas sociales en base a métodos de focalización, los que no necesariamente han apuntado al 20% y al 60% de la población, y en tal sentido, si bien la actual Ficha de Protección Social, es cuestionada en cuanto a su certeza, ello resulta un problema difícil de solucionar, pues son instrumentos con debilidades, ello habría ocurrido también con las Fichas Cas 1 y 2, sin perjuicio de lo cual, ello no significa que no pueda distinguirse o que no sea necesario hacer una focalización.


El ex Senador señor Chadwick manifestó que la focalización es un sistema de justicia en la distribución del ingreso, y agregó que no está de acuerdo en que la que llevara a cabo la concertación fuera dirigida al 60% y la del actual gobierno al 20%, más bien, son parámetros de partida, especialmente cuando existe población que no goza de un determinado beneficio.


Consultó si en el 40% más vulnerable de la población era posible distinguir elementos objetivos diferenciadores entre los componentes del grupo. En este sentido, preguntó qué factores de este tipo podrían concordarse. De este modo, podría, eventualmente, concordarse en otros porcentajes entre los cuales focalizar, por ejemplo 30-10 y no 20-20. 


En ese orden de ideas manifestó que tenía dudas respecto de lo determinante del elemento movilidad, ella sería positiva sólo si sube de escala, pero no en sentido contrario.


El Honorable Senador señor Quintana coincidió con lo manifestado por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en que tanto la exposición del señor Lagos como la del señor Elacqua presentaban aspectos dignos de considerar antes de decidir sobre la materia, y en ese sentido, manifestó que dependiendo de los factores tendremos distintos resultados, y así de considerar por ejemplo el ingreso a estudios universitarios o técnicos, tendríamos que convenir que ambos quintiles se comportan iguales.


Enseguida, expresó que comparte lo señalado por el Honorable Senador señor Chadwick, en cuanto a que de focalizarse, podría hacerse en base a porcentajes distintos de 40% y 20%, sino que podría ser 30% y 10%, pues habría que considerar que el actual sistema ha funcionado bien, siendo coincidentes los análisis que se han realizado y que demostrarían que muchas de las alzas en educación se deben a lo aportado por este beneficio.


Agregó, que en su concepto este debate no sería puramente ideológico, y recordó que anteriormente se habría focalizado en tramos similares, por ejemplo el Programa Chile Solidario, que en sus inicios apuntaba a solucionar problemas de pobreza extrema.


A continuación, expresó que su preocupación radica en esta diferencia de los recursos a asignar, pues a su entender sería un tema de administración de asignación de recursos, pero que no se condice con lo que sucedería al interior de la sala de clases, donde un profesor o un sostenedor no puede hacer diferencias en lo académico, es decir los aportes que se reciben beneficiarían a toda la comunidad estudiantil. Por último, recordó que existen excepciones a lo recientemente manifestado, como lo constituiría la tercera colación entregado por la Junaeb, que se tornaría en una odiosa vía de discriminación entre los niños de un mismo establecimiento.


El Director del Instituto de Políticas Públicas de la Facultad de Economía y Empresa, de la Universidad Diego Portales, señor Elacqua manifestó que de estudios más recientes, podía comprobarse que el 4% de la población es el sector de la misma que vive en situación de pobreza crónica, mientras que el 30% se mueve, esto se da en todos los deciles. En este sentido señaló que más que hablar de movilidad debería hablarse de precariedad.


Entre los factores a considerar para conocer la realidad de los niños, resultaría determinante el nivel de enseñanza media de los padres, por cuanto ésta es la herramienta que tiene una madre para ayudar a sus hijos desde el hogar. Por su parte, el empleo y los ingresos serían un elemento complicado a considerar por cuanto son muy variables.


Creen que el actual instrumento para la determinación de la pobreza es insuficiente, debiendo, a su juicio, buscarse un instrumento identificador de la pobreza multidimensional.


Por último, agregó que el análisis de cluster presentado por el ejecutivo era interesante, pero consultó si en virtud de él se modificaría la clasificación actual, dada la utilización de un método distinto para clasificar.


El Jefe del Departamento de Estudios y Desarrollo del Ministerio de Educación señor respondiendo la pregunta formulada por el señor Elacqua manifestó que no existe ninguna puerta cerrada a un cambio. En ese sentido, agregó, que el Ministerio está conversando con las otras carteras la posibilidad de perfeccionar la Ficha de Protección Social, y ver si es posible generar una fórmula de cálculo del puntaje, que pueda revelar elementos que para un sector sean más relevantes que para otros.


Por último, señaló que la movilidad social no sólo aqueja a los dos primeros quintiles, sino que afecta a toda la sociedad, por lo que lo que habría que hacer en ese caso es buscar un elemento de corte transversal.

El Subsecretario de Educación señor Rojas señaló que si bien la subvención escolar preferencial no implica diferenciación en el aula, y en ese sentido, si bien se estimula al sostenedor a no discriminar negativamente, si un alumno presenta un aprendizaje más lento que el resto de sus compañeros de clase, deben aplicarse mecanismos diferenciadores como reforzamiento, a fin de nivelársele con sus pares.


H.- CORPORACIÓN EDUCACIONAL APRENDER,


Su Directora Ejecutiva, señora Mariana Aylwin, manifestó que de acuerdo a su experiencia práctica la ley N° 20.248 ha constituido un aporte de gran envergadura para mejorar la educación en aquellos establecimientos educacionales donde existen más carencias. Este aporte habría permitido cambios en la manera de educar, por cuanto constituiría una cantidad de ingresos importante, con la que antes no contaban y que han podido emplear, precisamente, en calidad para sus alumnos.


Manifestó que, de su labor a cargo de APRENDER, institución sin fines de lucro, que tiendría a su cargo dos colegios prioritarios, ubicados en La Pintana y Lo Espejo, habría podido conocer directamente las ventajas que representaría esta subvención, las que, irían en beneficio de toda la comunidad escolar en que se sitúan dichos alumnos. 


Por ejemplo, señaló que el Colegio que administran en La Pintana, que es de financiamiento compartido, el cual correspondería a $7.000, ha implementado una serie de medidas para mejorar la enseñanza de los niños entre las que destacan la contratación de una serie de profesionales como asistente social, psicopedagogo, psicólogo, y personal de apoyo en el aula, así como señaló que se han capacitado profesores en terreno. Por otra parte, ha permitido la compra de una serie de implementos necesarios para llevar a cabo la labor pedagógica, como multicopiadoras, papel e incluso, para mantener una orquesta juvenil. Agregó que todas estas medidas han derivado en mejores resultados comprobables por ejemplo en los resultados de la prueba Simce.


A continuación, se refirió específicamente al proyecto de ley, expresando que le parece un avance relevante permitir el uso de los recursos con menos restricciones, lo que admitiría mayor contratación de docentes y otros profesionales.


Por otra parte, señaló que esta disposición resultaría positiva, por cuanto los docentes deben verse beneficiados, mejorados en su situación, como actores directos en materia de optimización de la educación, y que, permitiría su continuidad en el colegio donde se desempeñen, puesto que por sus logros son constantemente tentados por distintos sostenedores para enseñar en sus escuelas. Es decir que estos dineros no sólo sirvan para contratar más horas o nuevo personal, sino para dar un reconocimiento a los profesores del establecimiento, mejorando con así sus condiciones.


En otro orden de ideas, expresó que le preocupa la segmentación que quiere hacerse para la entrega de los beneficios al grupo de alumnos más pobres o prioritarios. Al respecto, señaló que la distinción es un tanto forzada, por cuanto las diferencias no existirían o serían prácticamente imperceptibles, es más, agregó que casi toda la comunidad escolar, siguiendo con el ejemplo del colegio de La Pintana, tendría el mismo nivel socioeconómico, incluso aquellos alumnos a los que se les exige financiamiento compartido.


Complementó lo anterior, señalando que la movilidad que se produciría en este grupo sería una de las razones por la que no resultaría adecuado asignar de esta forma. Manifestó que los factores que determinan su pertenencia al grupo cambian con regularidad, entre ellos el acceso al mercado laboral.


Agregó, que para conversar sobre este punto se habría reunido con otras instituciones sin fines de lucro, entre las que se encontraban Fundación Belén, Fundación Astoreca, Sociedad de Instrucción Primaria; esta última si bien estaría de acuerdo en los tramos, al igual que el resto habría manifestado su aprehensión respecto a los efectos que tendría en los colegios esta nueva categorización.


En el mismo orden de ideas, manifestó que ya resultaba un problema para ellos el que no se homologara a alumnos prioritarios y vulnerables, aspecto que no sería contemplado por estas modificaciones.


Por otra parte, señaló que el sistema resulta complejo y burocrático, a los alumnos prioritarios recibieron su categorización recién en septiembre, por lo que muchos niños que habían sido considerados como tales, quedaron fuera del beneficio, y viceversa. En el año 2010 noventa y siete de los trescientos sesenta y cinco alumnos prioritarios dejaron de serlo, lo que refuerza este tema de la movilidad al que habría aludido anteriormente. Debido a lo anterior, inquirió en cómo habría de lograrse la determinación en tiempo razonable, cuando ahora, que sólo son dos grupos, tienen dificultades para lograrlo; como sería si se añade una nueva escala a clarificar, agregó que ello podría conllevar arbitrariedades.


En ese sentido, señaló que esta falta de conocimiento oportuno acerca de la categorización de los alumnos que reciben beneficio, resulta inadecuada para la realización del presupuesto escolar, que deben elaborar los sostenedores para el año académico. Una fórmula que podría considerarse adecuada para mejorar esta situación sería mantener las designaciones por un rango superior de tiempo, por ejemplo dos años en lugar de uno.


Por último, señaló que podría aceptar que se hiciera una categorización de los niveles superiores, pero insistió en que no sería recomendable a nivel de prioritarios. Agregó que aun cuando el Ministerio, habría subido el puntaje de la Ficha de Protección Social para hacer el corte, aún dicha medida no resultaba del todo claro.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que resultaba interesante lo señalado por la Directora Ejecutiva de APRENDER, acerca del corte que se produciría en virtud de la Ficha de Protección Social, que permitiría excluir a niños de similares características. En tal sentido manifestó que sería aceptable realizar una categorización más amplia. Recordó lo señalado acerca de la homogeneidad que revestirían no sólo los alumnos del mismo grupo socioeconómico, sino todos los del establecimiento educacional referido en párrafos anteriores.


Por otra parte, consultó cómo podría corregirse la burocracia en que se traduciría el uso excesivo de los recursos de tiempo y personal que implica el sistema del otorgamiento de la subvención escolar preferencial; recursos, que por lo demás, podrían emplearse para dar satisfacción al resto de las necesidades educacionales.


La Directora Ejecutiva de la Corporación Educacional APRENDER señora Aylwin respondió que a su juicio, el Ministerio de Educación ha puesto muchas trabas al sistema. Por lo general, se introducirían una serie de exigencias vía reglamento, e incluso, en ocasiones a través de la ley. Agregó que el Ministerio de Educación tendría que definir con mayor claridad y permanencia los requerimientos que establece para el otorgamiento de la subvención escolar preferencial, lo que no tiene que ver con la ley, porque ella establecería criterios.


El Honorable Senador señor Quintana manifestó que lo expresado por la expositora, señora Aylwin, ha reafirmado lo expresado por otros invitados e incluso por algunos estudios que existen sobre la materia.


Señaló, que la demora en la certificación de los alumnos prioritarios, base de la posterior asignación, ha sido una situación reiterada a lo largo del país, así lo habría constatado en Traiguén, Región de la Araucanía, a la cual representa, donde incluso estaría retardada la asignación de los recursos a un establecimiento que ha obtenido los mayores resultados del Simce de la comuna.


Agregó que la excesiva burocracia del sistema es un aspecto que le provoca gran preocupación, y en tal sentido consultó si ello tendría que ver la plataforma digital a la que deben incorporar los datos que se requieren; en el mismo orden de ideas, preguntó si el problema podría ser la inexistencia de personal capacitado para realizar dicha labor.


El Honorable Senador señor Gómez planteó a la invitada señora Aylwin tres consultas del siguiente tenor: primero, cuál sería, según su experiencia práctica, el monto adecuado que debería otorgar el Estado por alumno para brindar una educación de calidad; segundo, cómo podría hacerse una distinción entre estudiantes de una misma realidad, sin caer en la arbitrariedad, y tercero, cuál sería la diferencia respecto de los niños prioritarios de los que no lo son en cuanto al resultado educativo, porque al concentrar los recursos en cierto grupo ello debería revestir mejoras de algún tipo, de lo contrario debería cuestionarse si ese escenario podría significar que los recursos no están llegando a su objetivo.


La Directora Ejecutiva de la Corporación Educacional APRENDER señora Aylwin respondió las consultas formuladas, señalando que no existiría un estudio que demuestre, dogmáticamente, cual sería la cantidad precisa que se requeriría de parte del Estado para pretender una buena calidad de educación, sin embargo, estimó que ella podría corresponder a la suma de ochenta mil pesos, cifra que habría sido estimada como mínimo razonable cuando estuvo en el panel de expertos. Agregó que debía tenerse en cuanta, que resultaba más caro educar cuando se está en presencia de alumnos con situación de pobreza, que cuando se está ante niños provenientes de los sectores más acomodados.


Por otra parte, expresó que los recursos provenientes de la subvención escolar preferencial terminan beneficiando a todo el establecimiento educacional, sin que se distinga en la práctica, quien es alumno con aporte de este tipo y quién no. Una actitud distinta tendría como efecto bajar el nivel académico del colegio y deteriorar el clima en su interior. Si un niño requiere apoyo, se le brinda la ayuda sin distinción.


Estimó que hacer una diferenciación en el modo de aplicar los recursos, haciéndolo notar en el colegio, podría tener efecto estigmatizante en los niños, por lo que resultaría un aspecto importante a considerar.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que, de acuerdo a lo expuesto anteriormente, la distinción no tiene sentido si se considera que la ayuda no llega al niño calificado de acuerdo a ella en particular, sino que a la globalidad, por lo que la ley no estaría cumpliendo su finalidad. Aclaró que sus dichos no constituirían una crítica negativa, sino más bien cree que es lo lógico a ocurrir, de ahí que propone sincerar esta situación en la ley, solicitando únicamente el cumplimiento de ciertos objetivos, que se comprobarán en la globalidad. 


A continuación consultó a la señora Mariana Aylwin cuál es el aporte per cápita que hace el Estado en su establecimiento.


La Directora Ejecutiva de la Corporación Educacional APRENDER señora Aylwin respondió, que en un cálculo promedio aproximado, podría estimarse una cifra de $68.000 por niño. El cálculo correspondió a un número de mil niños y las asignaciones a varios ítem, entre los que citó: subvención fiscal $561 millones, subvención escolar preferencial $108 millones, subvención pro retención $4 millones, subvención de mantenimiento $8 millones.


Agregó, que por financiamiento compartido reciben $40 millones, lo que les significaría un aporte importante, que han utilizado para mejorar el nivel de inglés como segundo idioma, y en ese sentido lo estarían aplicando desde kínder y no desde quinto año de educación básica, como es obligatorio.


El Honorable Senador señor Gómez expresó que no se encontraría en contra del financiamiento compartido, sin embargo, aclaró que ello debe darse en el contexto de familias que pueden pagarlo, y cuando no puedan, el Estado tiene el deber de financiar una educación de buena calidad.


A continuación, el Subsecretario de Educación señor Rojas, señaló que la señora Aylwin ha tocado un punto relevante, que requiere ser recordado y que consiste en el importante aporte de recursos económicos que la Ley de Subvención Escolar Preferencial ha significado para los colegios que congregan niños en situación de vulnerabilidad, lo que habría generado la posibilidd de desarrollar o mejorar proyectos educativos de calidad.


Enseguida recalcó la importancia de establecer en la ley la autonomía para que cada sostenedor pueda adoptar sus decisiones basado en la realidad de la comunidad educativa que dirige. En tal sentido, agregó que rigidizar legalmente estas facultades podría generar dificultades como ha sucedido en materia de contratación docente. 


Valoró lo señalado en cuanto a que estos recursos irían en beneficio de todo el establecimiento, sin distinguir entre alumnos vulnerables o no, sin perjuicio de que, de requerir un niño beneficiado con la subvención escolar preferencial mayor ayuda, los recursos estarán para ejecutar las medidas tendientes a satisfacer su necesidad. Por otra parte, expresó que ningún tipo de focalización es perfecta, ya que las necesidades pueden deberse a distintos motivos.


Respondió al Honorable Senador señor Quintana, que unificar las categorías sería una forma de simplificar, sin embargo agregó que la propia ley, en su artículo 2°, sería la encargada de establecer los mecanismos de categorización. Ello sería realizado en base a la verificación de ciertos criterios, los que generarían la movilidad. Agregó que no estaba haciendo un juicio de valor sobre el tema, en el sentido de lo negativo o positivo que puede significar para el sistema, pero sí señaló que este método produciría algunas dificultades operativas. 


Los criterios corresponderían a los siguientes: estar adscritos al Programa Chile Solidario, quedar comprendidos dentro del 1/3 más vulnerable según la Ficha de Protección Social, o la verificación de algunos factores, para el evento de no estar encuestados según la Ficha de Protección Social. 


Entre los factores que se consideran cuando la familia no ha sido encuestada se encuentran, por ejemplo: estar en el tramo A de Fonasa, escolaridad de la madre, ruralidad, grado de pobreza de la comuna, ingresos del hogar. Una vez hecho este análisis y de considerarse necesario el otorgamiento de la subvención escolar preferencial a un estudiante, dicho beneficio se otorgaría por un plazo de un año, por lo que al transcurrir dicho lapso se hace imprescindible, para volver a recibir la subvención, el haberse medido en base a la Ficha de Protección Social y haber quedado comprendido dentro del tercio de niños más vulnerables, de lo contrario pierde el beneficio.


Agregó que el Ministerio de Educación se encontraría trabajando en la búsqueda de soluciones a los procedimientos burocráticos, sin embargo agregó que no cree que la focalización especial que se propone en el 20% más vulnerable vaya a provocar un mayor retardo, pues ella sería automática, de acuerdo a la información que se maneja en la Ficha de Protección Social para distinguir entre familias vulnerables y no vulnerables.


El Honorable Senador señor Gómez manifestó que podría ser esta la oportunidad de buscar una solución más lógica, por cuanto esta categorización se tornaría, reiteradamente, en un sistema sumamente injusto, dado que en virtud del porcentaje de corte que se excluiría a personas de similares características. Ello se explica porque en base a uno o dos datos distintos, que no cambian mayormente su situación, por ejemplo que un padre de familia de una comuna pobre consiga un trabajo donde le paguen un sueldo treinta mil pesos mejor, podría excluir a  un menor de recibir esta subvención.


El Subsecretario de Educación señor Rojas aclaró que la focalización, y los problemas que ello pueda conllevar, son un dilema presente en todos los países con recursos escasos, los que necesariamente, deben buscar métodos que permitan concentrar el dinero existente en las necesidades de quienes son más vulnerables.


Señaló que la subvención escolar preferencial habría aumentado los recursos de $50.000 a $80.000, representando esos treinta mil pesos de diferencia un gran esfuerzo país.


Agregó, que la focalización puede generar situaciones que se estimen injustas, puesto que en algún punto debe hacerse el corte al otorgamiento de los recursos. En tal sentido, señaló que entre el tramo que agrupa al 20% más pobre y el segundo, que agrupa a aquellos que están entre el 20% y el 40% más vulnerable, existen diferencias que permiten hacer una nueva focalización. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero, manifestó que la discusión que se ha mantenido es disfuncional, por cuanto se quiere dar por lógica una situación que no  es tal. 


En tal sentido, señaló que el Estado debe otorgar a quien lo demande una educación de calidad, sin distinción alguna, por cuanto en este aspecto las discriminaciones se tornarían odiosas. Estas habrían llevado, en nuestro caso en particular, al incumplimiento del mandato constitucional prescrito en el artículo 19 N° 10, que garantiza una educación pública; sólo se habrían puesto parches a las deficiencias del sistema, lo que se ha traducido en una democratización fiscal o tributaria, o en un pago por un servicio, donde éste sería precisamente la educación de los niños.


El subsidio a la demanda es falso si no se da a cada persona lo necesario para cubrir aquello que como derecho dispone la Constitución para el evento en que lo necesite, en este caso lo básico para educarse. Dio lectura al artículo 19 N°10  de la Constitución Política de la República, que consagra el derecho a la educación y concluyó diciendo que este es un problema que se ha repetido desde hace muchos años. 


En este orden de ideas, agregó que el subsidio que puedan hacer los padres no es problema si tienen los recursos, pero si carecen de ellos se hace necesario que el Estado asuma su costo.


Valoró que  esta iniciativa pretenda subir los montos que establece la Ley de Subvención Escolar Preferencial a una suma aproximada de $80.000, por cuanto estaríamos avanzando hacia el estándar que cree como piso mínimo para una buena educación, sin embargo, aún deberíamos alcanzar un monto de a lo menos $100.000 por alumno; sin perjuicio de ello, agregó que habría que analizar el sistema, por cuanto no parece lógica su mantención si no se beneficia en forma particular al subsidiado, sino el colegio en su conjunto. 


Concluyó señalando que debemos asegurar un sistema de educación gratuita y para ello debemos pagar el costo real de la educación, debiendo entonces consensuar, en forma previa, en el monto que ello significa.


El Honorable Senador señor Gómez solicitó al señor Subsecretario una serie de información relativa a recursos totales destinados a educación básica, media, universitaria y técnico profesional. Así como son los montos globales que emplea el Ministerio en los distintos subsidios, y por último cual sería el porcentaje, por región, que se asigna a las escuelas con beneficios.


Preguntó también cuál sería la forma de categorizar de esta ley.


El Subsecretario de Educación señor Rojas expresó que las materias son muy complejas, y aun cuando se quiera dar recursos a todos los niños, estos son escasos, lo que acarrea como consecuencia necesaria el que como país debamos priorizar, comenzando por los más pobres. Esta es una obligación moral a fin de darles oportunidades y permitirles, por tanto, movilidad social. 


En cuanto a los recursos, se encuentran determinados de acuerdo a la ley de Presupuestos con el desglose regional.


Por último, señaló que la categorización se hará de acuerdo a los mecanismos de focalización que hoy existen, tal cual lo señala la ley. 


El Honorable Senador señor Quintana se manifestó de acuerdo con lo señalado por el Honorable Senador señor Cantero, en cuanto a la necesidad de ir derribando la burocracia existente en materia de a criterios de asignación. Agregó que con mayor razón si los recursos en el fondo se destinan a todo el colegio, y no de manera particular al niño con aporte de subvención escolar preferencial. Señaló que no podemos seguir segmentando el sistema, y recordó la situación que se produce en la sala de clases cuando se saca a los alumnos vulnerables para darles la tercera colación.


Concluyó, expresando que se requeriría una regulación más eficiente del sistema, por cuanto tenemos por un lado establecimientos de corte municipal y otros particulares subvencionados, lo que dificulta el manejo al no existir homogeneidad en ese sentido. Recordó que los primeros han sido fiscalizados, al menos en parte, y que respecto de los segundos aún no se tendría información clara acerca del funcionamiento del presupuesto que le ha reportado la ley N° 20.248.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado consta de un artículo único, compuesto de 18 numerales, y de tres artículos transitorios.


A continuación, se realiza una descripción de las normas del proyecto, de las indicaciones presentadas y de la discusión y acuerdos habidos sobre el particular. Cabe hacer presente, que existen varias indicaciones que tienen su fundamento en la necesidad de adecuar este proyecto de ley a la ley N° 20.501, sobre Calidad y Equidad de la Educación, publicado en el Diario Oficial el 20 de febrero de 2011, y al proyecto de ley que establece el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación, parvularia, básica y media y su fiscalización ( Boletín Nº 5.083-04).


Cabe hacer presente que como consecuencia de los nuevos plazos de indicaciones que sucesivamente se abrieron, según se consigna en el inicio de este informe, y con el objeto de no variar la numeración que ya tenían las indicaciones contenidas en el Boletín correspondiente, se ha procedido a asignar a las nuevas indicaciones una numeración que las intercala en el orden correlativo del articulado del proyecto, con el rótulo “bis”.

Asimismo, debe señalarse que muchas de las indicaciones presentadas dentro del último plazo que se abrió para tal finalidad, esto es, hasta el 25 de julio recién pasado, recogen los planteamientos y observaciones formuladas por los señores Senadores en las sesiones que la Comisión destinó para la discusión en particular de esta iniciativa, celebradas con la concurrencia de distintos invitados e instituciones relacionadas con el proyecto, y que han sido reseñadas precedentemente.


Por ello, en varias oportunidades, y para no ser reiterativo, simplemente, luego de la descripción de la indicación y de la norma sobre la cual ella recae, se consigna la votación que hubo. En otros casos, se incorpora, antes de la votación de la misma, el debate habido.

Artículo único

- - -


La indicación número 1), de Su Excelencia el Presidente de la República propone agregar un nuevo numeral 1., cambiando en los siguientes numerales su numeración correlativa, con el objeto de eliminar en la letra d) del inciso segundo del artículo 7°, la frase “desde el primer nivel de transición en la educación parvularia hasta octavo básico”.


La letra d) en comento, en lo pertinente, establece como uno de los compromisos esenciales del sostenedor de un establecimiento educacional, la de presentar al Ministerio de Educación y cumplir un Plan de Mejoramiento Educativo elaborado con la comunidad del establecimiento educacional, que contemple acciones desde el primer nivel de transición en la educación parvularia hasta octavo básico.


Esta indicación es de carácter adecuatoria, toda vez que el artículo 12 a) de la ley N° 20.501, sobre Calidad y Equidad de la Educación, incorporó a la educación medio al sistema de subvención escolar preferencial.

- En esa virtud, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick, en sus mismos términos.

° ° °


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Escalona, propone sustituir en el encabezamiento del inciso primero del artículo 7°, la expresión “Para incorporarse” por “Todos los sostenedores que cuenten con estudiantes vulnerables deben postular”, y, en la letra e) del inciso segundo del mismo artículo”, de tal manera de establecer la obligatoriedad para toda esa categoría de sostenedores de incorporarse al sistema de la subvención escolar preferencial.


Los representantes del Ejecutivo expusieron que esta indicación estaba fuera de las ideas matrices del proyecto, toda vez que alteraba el actual sistema, que es de carácter voluntario, por uno obligatorio.


- En mérito de lo anterior, el señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación.

° ° °


La indicación número 3) , del Honorable Senador señor Navarro, modifica el encabezamiento del inciso segundo del artículo 7°, con el objeto de incorporar, además del sostenedor, al director del establecimiento, en la ejecución de los compromisos esenciales que contempla dicha disposición.


El señor Subsecretario de Educación, manifestó su acuerdo con esta indicación, en el sentido de incorporar al director del establecimiento educación en la ejecución de los compromisos esenciales referidos al funcionamiento institucional, pero fue del parecer que dicha precisión debería efectuarse en la letra d) del artículo 7°, que se refiere específicamente a la elaboración del Plan de Mejoramiento Educativo.


Asimismo, planteó la conveniencia de que en esa letra se precisara, conforme con lo dispuesto en el proyecto de ley que establece el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación, parvularia, básica y media y su fiscalización ( Boletín Nº 5.083-04), que dicho Plan fuera presentado también a la Agencia de la Calidad de la Educación.

La Comisión se manifestó conteste con el planteamiento anterior, de tal forma que se prefirió enmendar la letra d) del referido precepto, en el sentido de precisar que el sostenedor deberá presentar al Ministerio de Educación y cumplir un Plan de Mejoramiento Educativo elaborado con el director del establecimiento y el resto de la comunidad y que el mismo deberá presentarse a la referida Agencia.

- Por lo tanto, fue aprobada la indicación, con las enmiendas que se han señalado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick.

° ° °


La indicación número 4), del Honorable Senador señor Navarro, plantea agregar a la letra d) del artículo 7°, un párrafo nuevo, con el objeto de precisar los mecanismos a través de los cuales la comunidad escolar participará en la elaboración del Plan de Mejoramiento Educativo.


En efecto, la indicación precisa que en dicha labor se deberá contar con la participación real de la comunidad escolar, mediante reuniones, recogiendo opiniones a través de encuestas, por medio de informativos claros, y por cualquier medio idóneo que permita la participación activa de la comunidad escolar en la elaboración de este plan.


El Honorable Senador señor Navarro explicó que la indicación apuntaba, precisamente, a corregir los problemas que actualmente existen en la materia, de manera de mejorar la participación de la comunidad escolar en todo el proceso educativo y, principalmente, en lo que se refiere a la elaboración del Plan de Mejoramiento Educativo, estimando esencial contemplar en la ley algunas de las formas de participación.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, se manifestó de acuerdo con la idea planteada en la indicación, en cuanto a fortalecer la participación de la comunidad escolar, pero fue del parecer que la enumeración de los mecanismos concretos para lograr esa finalidad, además de correr el riesgo de no considerar otras formas de participación que pudieran surgir en el futuro, debiera, por lo mismo, ser regulada en el reglamento de la ley.

Por su parte, y de manera similar a estos planteamientos, el Honorable Senador señor Quintana, expresó la necesidad de lograr mayores espacios de participación en la planificación escolar, y que ello debería quedar regulado.


A su turno, el ex Senador señor Chadwick, junto con manifestar su acuerdo es mejorar e incentivar la participación de la comunidad escolar, precisó que, en definitiva, se trata de un aspecto de técnica legislativa. Argumentó que la participación de la comunidad escolar ya se encuentra regulada en la letra d) de este artículo 7°, y que, como lo ha planteado el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, la enumeración pudiera resultar restrictiva, por lo que fue de la opinión que los mecanismos concretos de participación quedaran establecidos en el reglamento de esta ley, lo que permitirá que, en el futuro, cuando surjan otros mecanismos de participación, efectuar con mayor facilidad las adecuaciones necesarias.


Sobre este tema, y ante una consulta formulada por el Honorable Senador señor Walker, en cuanto a la voluntad del Ejecutivo de considerar los mecanismos de participación por la vía reglamentaria, el señor Subsecretario de Educación, junto con valorar la participación de la comunidad escolar en este tipo de materias, como lo dispone en la actualidad la norma en análisis, compartió el criterio sustentado por algunos señores Senadores en cuanto a que la enumeración de los mismos pudiera resultar restrictiva, por lo que se manifestó conteste en hacer la regulación a través de un reglamento.


El Honorable Senador señor Navarro, por su parte, insistió en la necesidad de aprobar esta indicación, ya que la mejor forma de asegurar la participación de la comunidad escolar en la elaboración del Plan de Mejoramiento Educativo era a través del establecimiento de los mecanismos concretos en la misma ley, ya que el reglamento no tenía esa naturaleza normativa y además éste se podía modificar discrecionalmente por la autoridad ejecutiva de turno. Asimismo, agregó que la enumeración de algunos mecanismos, como lo plantea la indicación, no es restrictiva ya que, igualmente, se habla de “cualquier medio idóneo que permita la participación activa de la comunidad escolar”.


- Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, se produjo el siguiente resultado: dos votos en contra, del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick, uno a favor, del Honorable Senador señor Navarro y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.


Por influir la abstención en el resultado de la votación, conforme lo dispone el artículo 178 del Reglamento del Senado, se procedió a su repetición, manteniéndose la misma votación, por lo que la indicación quedó rechazada, reglamentariamente, por tres votos, de los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick, y uno a favor, del Honorable Senador señor Navarro.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, tal como lo expresó anteriormente, dejó constancia de que su rechazo a esta indicación se fundamentaba en el hecho de que resultaba más conveniente que los mecanismos de participación se regularan por la vía reglamentaria.

- - -

Número 1)

Reemplaza en la letra e) del artículo 7° de ley N° 20.248, la frase "21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza," por la siguiente: "37 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, en adelante Ley General de Educación,".

La indicación número 4 bis, del Honorable Senador señor Cantero y del ex Senador señor Chadwick, propone reemplazar este numeral, con el objeto de sustituir la letra e) del artículo 7° .





La nueva redacción que se propone para esta letra dispone como una de las obligaciones del sostenedor beneficiado con la subvención escolar preferencial, en adelante “sep”, la de establecer metas de efectividad del rendimiento académico de sus alumnos, y en especial de los prioritarios, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad a que se refiere el artículo 17 de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.


- Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio.

° ° °

La indicación número 5), del Honorable Senador señor Navarro, reitera, con algunos cambios en su redacción, la norma contemplada en la letra f) del artículo 7°, en cuanto a la obligación del sostenedor de señalar en el convenio el monto de las subvenciones o recursos que por la vía del financiamiento público reciben los sostenedores para los establecimientos educacionales, debiendo actualizar anualmente esta información.


- La indicación fue retirada por su autor.

- - -

Número 2)


Este numeral introduce diversas modificaciones al artículo 8° de la ley de subvención escolar preferencial, disposición que enumera las acciones que deberá contener el Plan de Mejoramiento Educativo en cada una de las áreas que se mencionan.
Letra a)





Reemplaza el encabezamiento del inciso primero de este artículo, por dos incisos, con el objeto de precisar, en lo sustantivo, que en el Plan de Mejoramiento Educativo que debe elaborar el sostenedor se deberá priorizar aquéllas áreas en donde el sostenedor considere que existen mayores necesidades de mejora. 
Letra b)


En el numeral 2. del inciso primero de este artículo, precisa que, entre las acciones en el área de liderazgo escolar que debe contener el Plan de Mejoramiento Educativo, deberán incluirse las de preparación y capacitación de equipos directivos.

Letra c)


Sustituye el numeral 4) del inciso primero del artículo 8° de la ley, referido a las acciones en el área de gestión de recursos, con el objeto de precisar lo referido a los sistemas de evaluación de los docentes y de incluir el incentivo al desempeño de los equipos directivos, docentes y otros funcionarios del establecimiento. En esta última materia, precisa que ellos deberán estar referidos a las metas y resultados estipulados en el Plan de Mejoramiento Educativo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 47 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, o en base a los mecanismos propios que establezcan los establecimientos particulares subvencionados, los que deberán estar basados en instrumentos transparentes y objetivos; fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia y materiales educativos, entre otras.
Letra d)

Agrega un inciso tercero, nuevo, en cuya virtud se establece que para el cumplimiento de las acciones contempladas en el Plan de Mejoramiento Educativo, el sostenedor podrá contratar docentes y el personal necesario para mejorar las capacidades técnico pedagógicas del establecimiento y para la elaboración, desarrollo, seguimiento y evaluación del plan de mejoramiento, como también aumentar la contratación de las horas de personal docentes y de otros funcionarios  que laboren en el respectivo establecimiento educacional.

Letra e)


Incorpora un inciso cuarto, nuevo, de acuerdo al cual se puntualizada que para el cumplimiento de las acciones que establece el artículo 8°, el sostenedor no podrá destinar más del 50% de los recursos recibidos por la presente ley, sin perjuicio de que en el Plan de Mejoramiento Educativo se autorice fundadamente un porcentaje mayor.

Letra f)

Añade un inciso quinto, nuevo, conforme al cual se prohíbe contratar para las acciones en el área de gestión de recursos a las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes, hasta el tercer grado de consanguinidad ni segundo de afinidad inclusive, respecto de los administradores y representantes legales de la persona jurídica que tenga la calidad de sostenedor.
Letra g)


En el inciso final de este artículo, propone que el Ministerio de Educación proponga las orientaciones y apoyo para elaborar el Plan de Mejoramiento Educativo y para la ejecución de las acciones a que se refiere la norma, en vez de que entregue.


La indicación número 6), de Su Excelencia el Presidente de la República, sustituye este numeral, de manera de consignar en él, con cambios de redacción, sólo el contenido de las letras a) b) y c), y regular, en la forma que se indicará más adelante, en un artículo 8° bis, nuevo, las materias contempladas en las letras d), e), f) y g), anteriormente descritas.


En lo sustantivo, la indicación reemplaza letra a) de este numeral, que enmienda el encabezamiento del precepto, con el objeto de precisar que el Plan de Mejoramiento Educativo que debe elaborar el sostenedor deberá incluir diferentes acciones, priorizando aquéllas donde considere que existen mayores necesidades de mejora.


En relación con este aspecto, la Comisión fue de la idea de incluir en el encabezamiento de este artículo, que el Plan de Mejoramiento Educativo que debe elaborar el sostenedor deberá incluir también orientaciones en las dimensiones que se contemplar en ese artículo.


Respecto de las letras b) y c), que modifican los números 2. y 4. del artículo 8 de la ley N° 20.248, las contempla en sus mismos términos.

Las indicaciones números 7) y 8), de los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio, y Quintana, introducen diversas enmiendas al contenido de las letra d) a f) de este artículo.


En primer lugar, se precisa que las nuevas contrataciones, el aumento de las ya existentes o el incremento de las remuneraciones que se podrá efectuar de conformidad a lo establecido en estas disposición deberá fundarse en el cumplimiento de metas específicas vinculadas a la mejora de la calidad educativa del establecimiento y que en el instrumento mediante el cual se materialicen dichas acciones deberán detallarse los compromisos exigidos al docente o el resto del personal de que se trate, los indicadores o medios de verificación de cumplimiento de los mismos, así como las consecuencias de su incumplimiento.


En segundo término, se establece la limitación para el sostenedor a destinar en el cumplimiento de las acciones contempladas en el Plan de Mejoramiento a que se refiere el inciso anterior, hasta un máximo de un 50% de los recursos que obtenga por aplicación de la presente ley. 


Finalmente, contempla la misma restricción en materia de contratación para las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados, parientes hasta el tercer grado de consanguinidad ni segundo de afinidad, ambos inclusive, respecto de los administradores o representantes legales de la persona jurídica que tenga la calidad de sostenedor.

En relación con el contenido de esta disposición, los representantes de la Contraloría General de la República, expresaron que si bien resulta positiva la facultad de contratación de personal de acuerdo a modalidades diferentes del sistema de honorarios, es decir de acuerdo al Estatuto Docente o al Código del Trabajo, puntualizaron que persistirían dudas al respecto. La primera de ellas, corresponde a la necesidad de determinar si la contratación de personal o el aumento de horas tienen, en la respectiva dotación del establecimiento educacional, el carácter de permanentes o de transitorios. La transitoriedad vendría dada por la ejecución del respectivo plan educativo. Otra incertidumbre corresponde a los posibles conflictos laborales que podrían verificarse al término de las funciones del personal que se contrate, y resolver si ello daría entonces lugar a indemnización de perjuicios o no. Por último, añadieron que sería importante establecer, si en aquellos casos en que la contratación se realice a contrata, estaría sujeto al límite del 20% que se establece para el sector público; pues de ser así, sería un problema para el cumplimiento del Plan de Mejoramiento Educativo.


A continuación, señalaron que en cuanto a la contratación de personal, sería conveniente tener claridad, respecto de si el sistema de evaluación complementaria que considera las modificaciones a esta artículo °, sería o no distinto del contemplado en el Estatuto Docente. En el mismo sentido, resultaría apropiado saber si sólo estará dirigido a profesionales de la educación, o si se incluye también, al personal asistente de la misma.


Continuando con sus comentarios respecto de la iniciativa en estudio, señalaron que no se encuentra definido el incentivo al desempeño de los equipos directivos y docentes del establecimiento. Agregó, que nada se señala acerca de quienes cumplen funciones técnico-pedagógicas, pero que de las indicaciones tenidas a la vista se aprecia que se ha eliminado la expresión “otros funcionarios” como posibles beneficiarios, con lo cual se entiende que no se haría extensiva al personal asistente de la educación, al que no resulta aplicable el artículo 47 de la ley N°19.070 a que hace remisión la norma en trámite. Agregaron, que era del caso mencionar, atendida la alusión a este último precepto, que debería indicarse si ello significaría que la regulación de este beneficio se haría de manera discrecional por la autoridad municipal, y en tal caso si poseería, por tanto, plenas facultades para regular su monto, duración y beneficiarios -según las razones de mérito establecidas al efecto-, o si la remisión a dicho precepto implicaría únicamente que deberá estar contemplado en un reglamento que al efecto fije cada municipio.


En relación con estas indicaciones, la Comisión fue del parecer de considerar los contenidos de las letras d), e) y f), precedentemente descritas, que agregan tres nuevos incisos al artículo 8°, en un artículo 8° bis, nuevo, que proponen agregar, en sus respectivas indicaciones, Su Excelencia el Presidente de la República, y los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio, Quintana y Chadwick.


Asimismo, y conforme a lo señalado precedentemente, la Comisión acogió el criterio del Ejecutivo en orden a considerar en este numeral 2. sólo las letras a), b y c) , en la forma que se ha señalado precedentemente, que, en lo sustantivo, mantienen la redacción aprobada por la Honorable Cámara de Diputados. 


- En esa virtud, las indicaciones números 6), 7) y 8), resultaron aprobadas, con las enmiendas que se indicarán más adelante, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick.


Asimismo, y por la misma unanimidad, la Comisión fue del parecer de incorporar en este artículo 8° un inciso final nuevo, que dispone que las acciones contenidas en los Planes de Mejoramiento podrán ser modificadas, excepcionalmente, cuando se produzcan cambios en las condiciones que se tuvieron en consideración para la formulación de dichos planes. Dichas modificaciones sólo se materializarán una vez cumplida la obligación del literal d) del artículo 7° de la presente ley.


Sobre el particular, hay que hacer presente que esta enmienda surgió como consecuencia del acuerdo adoptado por la Comisión, en orden a considerar, con la redacción que se ha señalado, la indicación número 27), de los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio, y Quintana, la que se describe en este informe más adelante, referida a esta misma materia.


La Comisión consideró que el contenido de esta proposición correspondía considerarla en este precepto.
- - -


En seguida, la Comisión se ocupó de las indicaciones números 9), 10) y 11), que proponen agregar un artículo 8° bis, nuevo, en los términos que se pasan a explicar.


La indicación número 9), de Su Excelencia el Presidente de la República, dispone que para el cumplimiento de las acciones mencionadas en el artículo 8°, el sostenedor podrá contratar docentes y el personal necesario para mejorar las capacidades técnico pedagógicas del establecimiento y para la elaboración, desarrollo, seguimiento y evaluación del plan de mejoramiento. Asimismo, y con la misma finalidad, podrá aumentar la contratación de las horas de personal docentes y de otros funcionarios  que laboren en el respectivo establecimiento educacional, así como incrementar sus remuneraciones y precisa que dicha contratación se regirá por las normas del DFL N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, el Código del Trabajo o las normas de derecho común, según corresponda

La indicación número 10), de los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio, y Quintana, es del mismo tenor de la del Ejecutivo, con algunas adecuaciones en su redacción, como consecuencia de las indicaciones números 7) y 8) formuladas al artículo 8°, y precisa que tratándose de contrataciones efectuadas de conformidad al Estatuto Docente, no regirá la limitación establecida en el inciso primero del artículo 26 del precitado cuerpo legal.

La indicación número 11), del ex Senador señor Chadwick, es de  similar tenor a la del Ejecutivo, pero con la precisión de que también podrán contratarse personas o entidades pedagógicas y técnicas de apoyo, que son parte del Registro a que hace referencia el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956 con el objeto de dar cumplimiento a las acciones mencionadas en el artículo anterior.

Cabe hacer presente que si bien es cierto, en lo sustantivo, las indicaciones anteriormente reseñadas consideran las materias consagradas en los nuevos incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 8° del texto aprobado en general por el Senado, el Ejecutivo propuso una nueva redacción para este nuevo artículo 8° bis.


La proposición sustitutiva para el nuevo artículo 8° bis dispone que el sostenedor podrá contratar docentes, asistentes de la educación y el personal necesario para mejorar las capacidades técnico pedagógicas del establecimiento y para la elaboración, desarrollo, seguimiento y evaluación del Plan de Mejoramiento. Asimismo, y con la misma finalidad, podrá aumentar la contratación de las horas de personal docente, asistentes de la educación y de otros funcionarios que laboren en el respectivo establecimiento educacional, así como incrementar sus remuneraciones. La contratación a que se refiere este inciso se regirá por las normas del DFL N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, el Código del Trabajo o las normas del derecho común, según corresponda. 

Asimismo, señala que también podrán contratarse personas o entidades pedagógicas y técnicas de apoyo que sean parte del Registro a que hace referencia el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956.


Añade que tratándose de contrataciones efectuadas de conformidad al DFL N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, no regirá la limitación establecida en el inciso primero del artículo 26 del mencionado decreto.

Precisa que, en cualquier caso, las contrataciones a que hace referencia el inciso primero de este artículo deberán estar vinculadas específicamente a las acciones y metas del Plan de Mejoramiento y no podrán superar el 50% de los recursos que obtenga por aplicación de la presente ley, a menos que en el Plan de Mejoramiento se fundamente un porcentaje mayor.

Finalmente, prohíbe la contratación de personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados, parientes hasta el tercer grade de consanguinidad ni segundo de afinidad, ambos inclusive, respecto de los administradores o representantes legales de la persona jurídica que tenga la calidad de sostenedor, salvo en el caso de los establecimientos educacionales uni, bi y tri docentes y aquellos que beneficiados con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación

En relación con esta proposición, el Honorable Senador señor Navarro expresó que esta disposición regula uno de los aspectos esenciales de la Subvención Escolar Preferencial, y que, en los términos en que está planteada, no da cuenta ni resuelve los problemas que se han originado con su aplicación, donde se ha producido una importante pérdida de recursos, como se divulgó en diferentes medios de comunicación social y como fue ratificado por las representantes de la Contraloría General de la República que concurrieron a esta Comisión.


Añadió que no existen antecedentes ni informes técnicos que permitan concluir que este artículo va a resolver la problemática  y el fracaso que ha tenido la aplicación de la Subvención, que da cuenta de grandes irregularidades en el año 2010, con un 52% de los recursos rendidos irregularmente y con un 48% que, simplemente, no están rendidos y en que los dineros no figuran en las cuentas corrientes de los alcaldes. Añadió que este es un hecho grave, y que requiere de una explicación satisfactoria, que hasta la fecha no ha sido dada por los representantes del Ministerio de Educación. Es necesario, subrayó, conocer de que manera los establecimiento que han recibido esta subvención han cumplido las metas que se han fijado y, adelantó, mientras no cuente con esa información no aprobará este precepto.


En cuanto a las limitaciones para la contratación de docentes y personal basado únicamente en vínculos de parentesco, el señor Senador llamó la atención de la Comisión en cuanto a la necesidad de ampliar esta prohibición respecto de aquellas personas que tuvieran relaciones contractuales con los sostenedores. En este mismo sentido, agregó que la mayor contratación de los mismos no significa que se vaya a mejorar la calidad de la educación que se quiere entregar.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, reconoció que aunque ha habido dificultades importantes en el funcionamiento del sistema, la situación dista de poder evaluarse como un fracaso. 


En cuanto al contenido de la proposición, que contempla varias de las materias que se enuncian en las indicaciones números 7) y 8), de que es autor con el Honorable Senador señor Quintana, señaló que en lo que respecta a la contratación de personal, debería precisarme en su redacción lo relativo a la contratación de profesionales como sicólogos, sicopedagogos, asistentes sociales y otros.


En relación con este nuevo artículo que se propone, el señor Subsecretario de Educación, precisó que la importancia de esta disposición, motivó que sus contenidos quedaran contemplados, integralmente, en una norma independiente. Agregó que uno de los aspectos centrales de la normativa que regula la Subvención Escolar Preferencial está en la contratación de personal y que, precisamente, debe buscarse la mayor transparencia en este aspecto, ya que constituye una aspecto neurálgico en la aplicación del sistema. Asimismo, explicó que la labor de mejorar la calidad educativa es un trabajo sistémico y que en la actualidad existen una serie de elementos que están bien orientados y que, en su conjunto, van en la dirección correcta.


En cuanto a las observaciones planteadas anteriormente, expresó su acuerdo respecto de la sugerencia expuesta por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en el sentido de precisar en la norma, de manera específica, que dentro de los asistentes de la educación están los profesionales, pero con una redacción que no sea considerada por los sostenedores en forma restrictiva. 


En mismo orden de materias, continuó, la proposición mantiene, como lo han hecho diversas leyes, y en especial las leyes de Presupuesto, la regulación consistente en no hacer aplicable la limitación del 20% de funcionarios a contrata.


Prosiguiendo con estas explicaciones, señaló que la limitación del 50% del destino del monto de la subvención para la contratación de personal tiene por objeto responder a una inquietud que se ha planteado, en cuanto a que estos recursos sean utilizados, en su totalidad, para el pago de remuneraciones y no se destinen al cumplimiento de otros objetivos focalizados en un mayor apoyo a los niños vulnerables. Lo anterior, sin perjuicio de permitir, con los fundamentos plausibles del caso, que en determinadas situaciones que así lo justifiquen, el sostenedor puede superar dicho 50% en materia de personal.


Finalmente, y en lo que se refiere a la limitación en la contratación fundada en la existencia de determinadas líneas de parentesco, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, explicó que la norma utiliza el mismo criterio seguido en el proyecto de ley de aseguramiento de la calidad de la educación, antes citado, y agregó que la incorporación de restricciones referidas a relaciones contractuales o de asociatividad  afecta el funcionamiento del establecimiento y puede constituir un obstáculo para que los profesores cumplan adecuadamente sus funciones.


El ex Senador señor Chadwick, a su turno, expresó que es muy difícil contemplar en un artículo todo el contenido de la ley y en ese sentido, puntualizó es necesario tener claridad de que el nuevo artículo 8° bis que se esta proponiendo, debe analizarse e interpretarse en concordancia con los contenidos, y el cumplimiento de los mismos, regulados en los artículos 7° y 8° de esta normativa. Concluyó señalando, como lo precisara el señor Subsecretario de Educación precedentemente, que este precepto tiene por finalidad normar armónicamente los referido a las contrataciones que deben realizarse para el cumplimiento de todas las acciones que componen el Plan de Mejoramiento Educativo.


En cuanto a la redacción de este artículo 8° bis nuevo, la Comisión prefirió, desde el punto de vista de la técnica legislativa, en vez de enumerar algunos de los profesionales que se incluirían en los asistentes de la educación, hacer mención al artículo 2° de la ley N° 19.464, que regula a dicho estamento, y que distingue entre los asistentes que tienen el carácter de profesionales – letra a) del precepto – y los de paradocencia- letra b), y los auxiliares – letra c).


- Cerrado el debate y puestas en votación las indicaciones números 9), 10) y 11), fueron aprobadas, con cambios en su redacción, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.


El Honorable Senador señor Navarro, como fundamento de voto, añadió que las explicaciones que ha dado el Ejecutivo a favor  de esta norma no se fundan en informes técnicos, sino es apreciaciones subjetivas, que no están cuantificadas ni evaluadas.

- - -

Número 3)


Este numeral introduce dos modificaciones, contempladas en sus letras a) y b) - al artículo 9° de la ley, que efectúa la clasificación de los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención escolar preferencial, con el objeto de efectuar precisiones de referencia – al artículo 37 de la Ley General de Educación -  consideradas en este precepto.


La indicación número 12, de Su Excelencia el Presidente de la República, tiene por objeto suprimir este numeral, toda vez que el número 4) artículo 113 del proyecto de ley que regula el sistema aseguramiento de la calidad de la educación, parvularia, básica y media y su fiscalización ( Boletín Nº 5.083-04), reemplazó el referido artículo 9°.


- Puesta en votación fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Número 4)


Introduce dos enmiendas al artículo 11 de la ley, también referido a la clasificación de los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención escolar preferencial.


En su letra a), efectúa la adecuación de referencia consignada en el numeral anterior, respecto del artículo 37 de la Ley General de Educación.


En su letra b), se faculta a los municipios para, voluntariamente, suscribir el Plan de Mejoramiento Educativo que proponga el Ministerio de Educación a los municipios rurales y a los establecimientos educacionales municipales rurales o implementar otro diferente.

La indicación número 13, de Su Excelencia el Presidente de la República, al igual como lo hacía respecto del número anterior, propone suprimir este numeral, toda vez que el número 6 artículo 113 del proyecto de ley que regula el sistema aseguramiento de la calidad de la educación, parvularia, básica y media y su fiscalización ( Boletín Nº 5.083-04) sustituyó el referido artículo 11.


- Puesta en votación la indicación número 13 fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Número 5)


Introduce dos modificaciones al artículo 14 de la ley, que contiene los distintos valores unitarios mensuales de subvención escolar preferencial por alumno prioritario, que se expresa en unidades de subvención educacional (USE), según la categoría del establecimiento.

Letra a)


La primera enmienda tiene por objeto establecer nuevos valores de subvención USE, que se expresan en el siguiente cuadro:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° 

año básico

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,60
	1,06
	0,54

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,80
	0,con la urgencia del inciso segundo del artículo 53 de la 
	0,27



Este literal fue objeto de las indicaciones números 14) del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, a la que adhirió posteriormente el Honorable Senador señor Quintana, 15), del Honorable Senador señor Navarro, y 16), de Su Excelencia el Presidente de la República.


Las indicaciones números 14) y 15), además de incrementar el valor de la subvención expresado en USE en los diferentes ciclos educaciones, incorpora a la enseñanza media, conforme lo estableció la ley N° 20.501, sobre calidad y equidad de la educación.


Los nuevos montos se consignan en el siguiente cuadro:

Valor Subvención USE
	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8 año básico
	Desde 1° hasta 4° año de enseñanza media

	A: Establecimientos Educaciones Autónomos
	1,69
	1,12
	0,57
	0,57

	B: Establecimientos Educacionales Emergentes
	0,85
	0,56
	0,28
	0,28






La indicación número 16), de Su Excelencia el Presidente de la República, mantiene los valores de subvención educacional preferencial aprobados en general, e incorpora a la educación media dentro de los ciclos que también recibirán esta subvención, por el mismo monto que se dispuso para los 7° y 8° básicos, según se trate de establecimientos autónomos o emergentes.





Posteriormente, y dentro del nuevo plazo de indicaciones que se dispuso, se formuló una nueva indicación por parte de Su Excelencia el Presidente de la República, que para efectos de este informe, quedó como número 14 bis, la que, incrementa el valor de la subvención expresado en USE en los diferentes ciclos educaciones, incorporando a la enseñanza media, conforme lo estableció la ley N° 20.501, sobre calidad y equidad de la educación. Los valores son los siguientes:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° 

año básico
	Desde 1° hasta 4° año de enseñanza media

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,68
	1,116
	0,564
	0,564

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,84
	0,558
	0,282
	0,282






Los nuevos valores anteriormente transcritos dan cuenta del acuerdo al cual llegó la Comisión en esta materia, que fue acogido por el Ejecutivo, que en lo sustantivo, significa considerar un aumento parejo en el valor de la unidad de subvención, si establecer una diferencia, como lo propone la letra b), que más adelante se transcribe, respecto de las familias caracterizadas dentro del 20% más vulnerable del país, según el instrumento de caracterización socioeconómica vigente.





En relación con estos nuevos valores, el señor Subsecretario de Educación precisó que la tabla transcrita elimina la diferencia del aumento de la subvención, que originalmente proponía el proyecto, para los más vulnerables, de manera que el aumento será parejo para todos, según el tipo de establecimiento, y sin considerar lo que se conocía como “el escalón”. Añadió que este aumento será de un 20%.





Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana expresó su conformidad con este punto, toda vez que dicho incremento irá dirigidos a los alumnos de mayor vulnerabilidad según la Ficha de protección social, y será de un 20% promedio.





A su turno, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, expresó su acuerdo con esta decisión, en el sentido de que el aumento sea parejo, ya que consideró que los argumentos expuestos por el señor Elacqua en relación con este punto eran claros. Sin perjuicio de lo anterior, puntualizó que siempre pensó que el incremento iba a ascender a un 21.11 %, y anunció su intención de que pueda reponerse ese monto, ya sea durante la discusión del proyecto en la Comisión de Hacienda, o en su discusión en la Sala.





En relación con este planteamiento, el señor Subsecretario de Educación precisó que siempre se habló de un incremento del 20%, y que según los supuestos que se consideren para efectuar el cálculo, se puede llegar a cifras de un 21 o un 21,11%. Sin perjuicio de lo anterior, aclaró que en esta materia no existe intención de ahorrar recursos, ya que la eliminación del “escalón” se hizo, precisamente, con el objetivo de que lleguen más recursos, de manera homogénea.


El anterior acuerdo, significó asimismo, que el Ejecutivo retirara la indicación número 18, referida a la letra b) y que dicho literal, por lo tanto, fuera rechazado por la Comisión.


- De conformidad a lo anterior, las indicaciones números 14), de los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio, y Quintana, y 16), de Su Excelencia el Presidente de la República, fueron retiradas.


- En tanto, la indicación número 15), del Honorable Senador señor Navarro, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio.


-Por su parte, la indicación número 14) bis, fue aprobada con los votos a favor de los señores Senadores precedentemente señalados.

Letra b)

La segunda enmienda que introduce este numeral agrega un inciso segundo, nuevo, mediante el cual se incrementa el valor unitario mensual por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (USE), según la categoría del establecimiento educacional, respecto de quienes sean identificados como prioritarios y que, además, pertenezcan a familias caracterizadas dentro del 20% más vulnerable del país, según el instrumento de caracterización socioeconómica vigente. Dicho incremento se consigna en el siguiente cuadro:
Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° 

año básico

	C: Establecimientos educacionales autónomos
	1,79
	1,19
	0,60

	D: Establecimientos educacionales emergentes
	0,895
	0,595
	0,30



Este literal fue objeto de cuatro indicaciones.


Las dos primeras, tienen por finalidad alterar la formula que establece la ley para el pago de la subvención, que es por asistencia, por una que se base en la matrícula efectiva del establecimiento.


En efecto, la indicación número 17), del Honorable Senador señor Navarro, señala que en el caso de los establecimientos educacionales que cuenten con alumnos calificados como prioritarios, la Subvención Escolar Preferencial será entregada de acuerdo a la matrícula efectiva del establecimiento educacional, verificada por el Ministerio de Educación.

La indicación número 19), del Honorable Senador señor Escalona, en un sentido similar a la anterior, dispone que en el caso de establecimientos educacionales que cuenten con alumnos  identificados como prioritarios, y que, además, integren el 20% de las familias más vulnerables del país, la Subvención Escolar Preferencial será entregada de acuerdo a la matrícula efectiva del establecimiento.

En relación con estas dos indicaciones, el Honorable Senador señor Navarro insistió en que la forma de operar el sistema de subvenciones en base a la asistencia de los alumnos ha sido muy deficitario e inadecuado, por lo cual exigió al Ejecutivo dar una señal en vías a enmendar el sistema y asociar el otorgamiento de la subvención según la matrícula del establecimientos.


Por su parte, el ex Senador señor Chadwick, precisó que este ha sido un tema que se ha debatido largamente tanto en esta Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología como con los distintos Gobiernos que han precedido al actual, y se ha decidido mantener el actual criterio ya que existen varias razones para asociar la calidad de la enseñanza que se brinda en los establecimientos con la asistencia del alumno, y por ende, que la subvención escolar, que tiene por fin dar una mejor educación, se otorgue en base a ese parámetro.


La indicación número 20), del Honorable Senador señor Navarro, agrega un inciso final, mediante el cual incrementa el valor de la subvención escolar preferencial cuando vaya dirigida a establecimientos que presenten un menor rendimiento escolar.

- Las indicaciones 17), 19) y 20) fueron declaradas inadmisibles, conforme lo dispone el artículo 24 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, por referirse a materias que no tienen relación directa con la idea matriz de este proyecto y porque sus contenidos inciden en materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, toda vez que al pretender modificar la fórmula conforme a la cual se otorga la subvención escolar, significaría, necesariamente, incrementar los fondos públicos destinados a ese efecto, afectándose la administración financiera del Estado.


La última proposición, indicación número 18), de Su Excelencia el Presidente de la República, reemplaza la tabla que establece el valor subvención expresada en USE, con el objeto de incorporar a la educación media, con el mismo valor que se otorga para el 7° y 8° básico.


- De conformidad a lo señalado con ocasión del análisis de la letra a) de este numeral, el Ejecutivo retiró esta indicación.


- Posteriormente, al ser sometida a votación la letra b), fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio.
Número 6)


Realiza una enmienda de referencia en el artículo 18 de la ley, referido a la evaluación de los establecimientos autónomos por el Ministerio de Educación o personas o entidades pedagógicas y técnicas de apoyo registradas.


La modificación consiste en sustituir la frase “aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el periodo a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación. “por la siguiente: “a que se refiere el artículo 37 de la Ley General de Educación”.

La indicación número 21, de Su Excelencia el Presidente de la República, al igual que las números 12) y 13), anteriormente descritas, propone eliminar esta enmienda, toda vez que, conforme lo estableció la ley N° 20.501, la subvención escolar preferencial se dispone para toda la educación escolar.


- Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick.
- - -


A continuación, la indicación número 21 bis, del Honorable Senador señor Cantero, y del ex Senador señor Chadwick, y de conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, propone reemplazar la letra b) del número 1. del artículo 19 de la ley N° 20.248, que se refiere al Plan de Mejoramiento Educativo que debe realizar el sostenedor de una establecimiento educacional clasificado como emergente.


La letra b), a ese respecto, señala que ese plan deberá contener un conjunto de metas de resultados educativos a ser logrados en el transcurso de la ejecución del Plan

En su reemplazo, la indicación propone que el Plan contenga conjunto de metas de resultados educativos para el periodo que cubre el Plan.


- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio.
- - -

Número 7)


Modifica el artículo 20 de la ley, que establece para los establecimientos clasificados como emergentes un aporte de recursos adicional para contribuir al financiamiento del diseño y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo, que se consignan en las letras que se reseñan a continuación:

Letra a)


Como consecuencia de las enmiendas efectuadas al artículo 14 de la ley, este literal adecua la referencia que hacía el inciso primero a las letras en las cuales se consideran a los establecimiento emergentes en dicho precepto.

Letra b)


Esta letra modifica el inciso segundo, que precisa que para la implementación del Plan, los establecimientos podrán utilizar los recursos adicionales para contratar servicios de apoyo de una persona o entidad externa con capacidad técnica, con el objeto de agregar la expresión “entre otros”, luego de la palabra “contratar”, de manera de extender el uso de los señalados recursos y no limitarlos sólo a la contratación de dichos servicios.
Letra c)


Efectúa una enmienda de referencia en el inciso tercero – que dispone que la suma anual de los recursos que reciban los establecimientos emergentes por la aplicación de la letra B del artículo 14 y el aporte adicional a que se refiere este artículo, será equivalente a lo que le correspondería recibir al mismo establecimiento si éste estuviera en la categoría de Autónomo -  en el mismo sentido de la enmienda considerada en la letra a) de este número.

Letra d)


Reemplaza en el inciso cuarto, que considera el valor de este aporte adicional, los referidos montos de USE, como consecuencia del cambio efectuado en esta materia en el artículo 14.

Letra e)





Agrega un inciso quinto, nuevo, al artículo 20, que regula el valor del aporte adicional respecto de los alumnos a que se refiere el inciso segundo del artículo 14, es decir, establecimientos que tengan alumnos prioritarios pertenecientes a familias caracterizadas dentro del 20% más vulnerable del país, según el instrumento de caracterización socioeconómica vigente. Los montos que se consideran son 0,895 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,595 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,30 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica.


Este numeral fue objeto de diversas indicaciones, algunas de las cuales plantean modificarlo en su integridad, y otras, en cambio, sólo inciden en algunas de las letras que éste considera. 


La indicación número 21 ter, de Su Excelencia el Presidente de la República, elimina las letras a), b), c) y e) y reemplaza la letra d), de acuerdo a los nuevos valores de la subvención escolar preferencial, según se aprobó en el número 5) del artículo único, que enmienda el artículo 14 de la ley N° 20.248.


Esta indicación complementa la indicación número 14 bis, también de Su Excelencia el Presidente de la República, que consagra los nuevos valores de la unidad de subvención escolar, y que recoge los planteamientos formulados en el seno de la Comisión y que fueron acordados con el Ejecutivo.


Hay que hacer presente, que en el primer plazo de indicaciones dispuesto para esta iniciativa, Su Excelencia el Presidente de la República formuló las indicaciones números 24), 25) y 26), que incidieron en las letras b), d) y e) de este número, las que fueron retiradas por el Ejecutivo, como consecuencia de la indicación número 21 ter.


- Puesta en votación la indicación número 21 ter, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio.

La indicación número 22, del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propone sustituir este numeral, para lo cual considera, en primero término, eliminar sus letras a), c) y e)  y sustituir la letra d) por una nueva letra, de manera de reemplazar en su totalidad el inciso cuarto del artículo 20, en concordancia con su indicación número 14), que plantea aumentar los valor de subvención USE.


- De conformidad a lo señalado precedentemente, la indicación fue retirada por su autor.

La indicación número 23, del Honorable Senador señor Navarro, del mismo modo, introduce tres enmiendas a este número. 


En primer lugar, precisa que el aporte adicional será para los establecimientos clasificados como emergentes en recuperación. En segundo término, modifica el actual inciso quinto del artículo 20 de la ley- que regula la forma de entregar este aporte respecto de establecimientos que no cuente con un Plan aprobado por el Ministerio de Educación -, en el sentido de que dicho aporte se entrega al establecimiento y no al sostenedor y, finalmente, agrega un inciso final que establece que a partir del segundo año que un colegio hubiere sido categorizado como “en recuperación”, se efectuará una evaluación del cumplimiento de las obligaciones que la ley impone y lo estándares de avance, con el objeto de promover un cambio de  categorización en un período inferior a 4 años.


- Puesta en votación la indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick.


Finalmente, en el último plazo de indicaciones que se abrió respecto de este proyecto, el Honorable Senador señor Cantero y el ex Senador señor Chadwick, presentaron la indicación número 26 bis que propone dos enmiendas al artículo 20.


En primer término, suprime el inciso segundo, que faculta a los establecimientos educacionales, para los efectos de aplicar el Plan de Mejoramiento Educativo, a utilizar los recursos adicionales para contratar servicios de apoyo de una persona o entidad externa con capacidad técnica al respecto, la que en todo caso deberá estar incluida en el registro indicado en el artículo 30.

La razón que justifica la supresión de esta norma es que esta materia queda regulada en el nuevo artículo 8 bis y en el artículo 30, el cual se describe posteriormente en este informe.


En segundo lugar, reemplaza su actual inciso quinto, referido al sistema aplicable para la entrega de los recursos que consagra esta ley. La norma que se propone dispone que durante el primer año de vigencia del convenio se entregará a los sostenedores de los establecimientos educacionales que no cuenten con un plan, un tercio del aporte adicional mensual, recibiendo del Ministerio de Educación los dos tercios restantes una vez que presenten el Plan de Mejoramiento Educativo, pagándose este saldo con efecto retroactivo calculado desde el mes siguiente al acto de aprobación del convenio a que se refiere el artículo 7º.

- Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio.

Posteriormente, y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, y con la misma unanimidad señalada precedentemente, se acordó reemplazar el inciso sexto de este artículo 20, con el objeto de precisar que el aporte a que se refiere esta disposición se suspenderá si el Ministerio de Educación, conforme al procedimiento establecido en el artículo 17 de la presente ley, verifica que las acciones no se han efectuado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo.

- - -


La indicación número 27, de los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, propone agregar un artículo 21 bis, nuevo a la ley, que se refiera a la posibilidad de ajustar anualmente los Planes de Mejoramiento Educativo que elaboren e implementen los establecimientos educacionales.


El contenido de esta nueva disposición quedó consagrada en la letra e) del artículo 8° de la ley, en los términos que se señaló precedentemente en este informe.


- En virtud de lo anterior, la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio, aprobó la indicación, con modificaciones.
- - -

Número 8)


Realiza una enmienda de referencia en el artículo 23 referido a la regulación de los establecimientos educacionales que el Ministerio de Educación clasifica como en Recuperación.


La modificación consiste en sustituir la frase “por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006 “por la siguiente: “en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación”.

La indicación número 27 bis, del Honorable Senador señor Cantero y del ex Senador señor Chadwick, propone reemplazar el artículo 23.


La proposición establece que La Agencia de la Calidad de la Educación, clasificará como Establecimientos Educacionales en Recuperación a aquellos establecimientos incorporados al régimen de la presente ley que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos. Se entenderá que tienen resultados reiteradamente deficientes aquellos establecimientos en la categoría de insatisfactorios que no demuestren una mejora significativa, de acuerdo a lo establecido en el Párrafo 5° del Título II de la ley que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

La norma propuesta añade que el Ministerio de Educación apercibirá a los establecimientos educacionales clasificados en la categoría de emergentes que, en el plazo de un año contado desde la suscripción del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, no cuenten con el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en el artículo 19  para que dentro de tres meses lo presenten. Si transcurrido este último plazo no presentan el citado plan, los establecimientos serán clasificados en la categoría de en Recuperación.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que esta indicación tiene por finalidad adecuar los contenidos de esta norma a lo aprobado en el proyecto sobre sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación, en que se entrega esta función, que en la actualidad ejerce el Ministerio, a dicha Agencia. Hicieron notar que, en tal sentido, las expresiones “clasificará” y “clasificados”, que utiliza esta proposición, deben ser reemplazadas por “ordenará” y “ordenados”, conforme a la terminología que se usa en ese proyecto.

- La indicación fue aprobada, con la enmienda indicada, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio.
Número 9)


Reemplaza el artículo 25 de la ley, referido al régimen de apelación que se consagra para la escuelas clasificadas en recuperación. El numeral establece que se deberán enviar a la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente los antecedentes que a su juicio permitan revisar dicha clasificación, para que sean remitidos al Subsecretario de Educación, quien resolverá la apelación en los plazos establecidos en el artículo 22, previo informe de la unidad pertinente.


La indicación número 28 de Su Excelencia el Presidente de la República propone suprimir este numeral, en consonancia con lo dispuesto en el artículo 113 N° 18 del proyecto de ley sobre sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación, que reemplaza el artículo 25 de la ley.


- La indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick.
Número 10)


Introduce cuatro enmiendas al artículo 26 de la ley, referido a las obligaciones que deben cumplir los sostenedores de los establecimientos educacionales en Recuperación en el marco del cumplimiento de Plan de Mejoramiento Educativo signadas con las letras a), b), c) y d).

Letra a)

Reemplaza el número 2). El numeral propuesto dispone que se deberá elaborar y cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales "en recuperación", el cual deberá ser aprobado por el Ministerio de Educación y podrá ser elaborado con apoyo de una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 30, elegida por el sostenedor. 

La disposición agrega que el Plan de Mejoramiento Educativo para dichos establecimientos abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de aprendizaje y sus prácticas; y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de la dictación de la resolución a que se refiere el artículo 23.".
Letra b)

Reemplazase, en el párrafo segundo del número 3, que dispone el deber de aplicar las medidas de reestructuración contenidas en el Plan, tales como redestinación de tareas o funciones, destinación del docente a otro establecimiento del mismo sostenedor o desarrollo de planes de superación profesional para los docentes, la frase "el Informe de Evaluación de la Calidad Educativa" por la siguiente: "el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales "en recuperación".

Letra c)

Agrega, en el número 3 citado una letra "d)”, nueva, conforme a la cual se establece, como otra medida a aplicar por el sostenedor como medida de reestructuración, la de declarar vacante el cargo de director, pagándosele la indemnización correspondiente de acuerdo a la ley, debiéndose llamar a un nuevo concurso para proveerlo.

Letra d)

Agrega un  inciso final, conforme al cual se dispone que los recursos entregados en virtud de esta ley podrán ser utilizados para financiar las reestructuraciones a las que se refiere el número 3 de este artículo.


El artículo fue objeto de cuatro indicaciones.


En primer término, la indicación número 28 bis, del Honorable Senador señor Cantero y del ex Senador señor Chadwick, reemplaza el número 1) del artículo 26. El número establece, como una de las obligaciones a las cuales está sujeto el sostenedor de este tipo de establecimientos, la de lograr los estándares nacionales correspondientes a la categoría Emergentes en un plazo máximo de cuatro años a partir del año escolar siguiente al de la resolución que clasifica al establecimiento como tal, mejorando el rendimiento académico de los alumnos prioritarios.

El numeral propuesto por la indicación adecua su contenido haciendo referencia al párrafo 5° de la ley que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, y precisa que el incumplimiento de este numeral no tendrá más consecuencias que las indicadas en dicha ley

- La indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio.
- - -


En seguida, la indicación número 29), del Honorable Senador señor Navarro, propone dos enmiendas al precepto.

En primer lugar, precisa que el Plan de Mejoramiento Educativo para estos establecimientos, que podrá ser elaborado con apoyo de una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, podrá ser adecuado por aquel a sus intereses y necesidades, y en segundo término, elimina el inciso final contemplado en la letra d).


- La indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick.

La indicación número 30, de Su Excelencia el Presidente de la República, reemplaza este numeral, manteniendo solo la enmienda considerada en la letra d) del precepto, para agregar el inciso final ya descrito.


- La indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick.

La indicación número 31, de los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, propone agregar tres nuevos incisos a este precepto, referidos a la posibilidad de, excepcionalmente, ajustar los Planes de Mejoramiento Educativo cuando, por situaciones ajenas al sostenedor, se produzca una modificación en las condiciones que se tuvieron en consideración para la formulación del Plan de Mejoramiento Educativo original.

- La indicación fue retirada por su autores.
Número 11)


Introduce dos enmiendas al artículo 27 de la ley N° 20.248, que regula la existencia de un aporte económico extraordinario por parte del Ministerio de Educación, para los efectos del diseño y desarrollo de las actividades señaladas en el artículo anterior.

Letra a)


Establece, en consonancia con la modificación efectuada en el artículo 14, inciso segundo, los tipos de establecimientos a los cuales se le aplicarán las subvenciones reguladas en ese precepto.

Letra b)


Elimina la visación por parte de una persona o entidad externa de los recursos que se destinan por medio de este artículo.


El artículo fue objeto de tres indicaciones.


La indicación número 31 bis, de Su Excelencia el Presidente de la República, suprime el literal a), precedentemente transcrito.


- La indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio.

La indicación número 32, del Honorable Senador señor Navarro, introduce tres enmiendas a este artículo.





En primer lugar, otorga el carácter de permanente al aporte extraordinario que considera este artículo, en segundo lugar, señala que los aportes serán entregados directamente a los establecimientos cuyos directores tengan facultades delegadas, y, finalmente, precisa que los recursos entregados a lo directores serán fiscalizados por los sostenedores y estos a su vez por la Unidad de Subvención Regional.

- La indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick.

La indicación 32 bis, del Honorable Senador señor Cantero y del ex Senador señor Chadwick, en primer término, precisa que el aporte que considera la norma será entregado en cuotas mensuales, iguales y sucesivas, y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique, mediante resolución fundada, que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan. En segundo lugar, agrega un inciso final que establece que la fórmula conforme a la cual se determinará el aporte durante el primer año de incorporación de un establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial.


- La indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio.
Número 12)

El numeral introduce dos enmiendas al inciso segundo del artículo 28, que regula el paso de un establecimiento en recuperación a la categoría de emergente o autónomo.

Letra a)





Se dispone el otorgamiento de facilidades de transporte para el acceso a un nuevo centro educativo, opción que se le entrega a las familias del establecimiento en recuperación que no logre los objetivos que le permitan pasar a ser emergente o autónomo.

Letra b)





Precisa que la comunicación de la circunstancia señalada precedentemente, que debe efectuarse por carta certificada, también podrá efectuarse por cualquier otro medio que el Ministerio de Educación determine, siempre que se cumpla con el objeto de informar directamente a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.

La indicación número 33 de Su Excelencia el Presidente de la República, propone eliminar este numeral, toda vez que, al igual como ocurre con otros números del artículo único, la norma de la ley N° 20.280 en la cual recayó la enmienda fue modificada por el proyecto de ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.


- La indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio.

Con posterioridad a la aprobación de la indicación anterior, y al abrirse un nuevo plazo para formular indicaciones, el Honorable Senador señor Cantero y del ex Senador señor Chadwick presentaron la indicación número 33 bis, que remplaza el inciso primero del artículo 28, disponiendo que concluidos los plazos a que se remite el N° 1 del artículo 26,
 el establecimiento educacional en Recuperación deberá alcanzar los resultados educativos que permitan clasificarlo en una categoría superior, de acuerdo a los mecanismos establecidos en la ley que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

La anterior proposición recoge el acuerdo habido al interior de la Comisión respecto de esta materia.


- La indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio.

La indicación número 34 del Honorable Senador señor Navarro, que reemplaza el inciso segundo del artículo 28, dispone que si el establecimiento en recuperación no logra dichos objetivos en el plazo indicado, el Ministerio de Educación informará a los miembros de la comunidad escolar la circunstancia de que el establecimiento no ha alcanzado los resultados esperados y dispondrá la intervención del establecimiento por parte del Mineduc, que adoptará las medidas tendientes a remediar dicha situación.

- La indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio.

La indicación número 35, del Honorable Senador señor Navarro propone eliminar los incisos tercero y cuarto, que faculta al Ministerio de Educación- Secretario Regional Ministerial de Educación respectivo - a revocar el reconocimiento oficial del establecimiento en caso de no lograrse los objetivos y consagra un recurso de apelación ante el Subsecretario cuando ello ocurra.


- La indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio.
Número 13)

Elimina la letra h) del inciso segundo del artículo 29. El precepto enumera la funciones del Ministerio de Educación para la administración del régimen de la subvención escolar. El literal que se elimina se refiere a realizar una supervisión y dar apoyo pedagógico permanente a los establecimientos clasificados como Emergentes o en Recuperación, lo cual podrá efectuarse en forma directa o por medio de organismos externos habilitados para ejercer esta función.

La indicación número 36, de Su Excelencia el Presidente de la República, propone, por la misma razón que se indicó respecto del número 12, eliminar este numeral.


- Fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio.

Con posterioridad, se formuló la indicación número 36 bis, de Su Excelencia el Presidente de la República, reemplaza la letra d) del artículo 29 – referida a los instrumentos y la oportunidad en que se verificará el cumplimiento de los compromisos contraídos por los establecimientos educacionales que forman parte del régimen de la subvención preferencial-con el objeto de efectuar, en lo sustantivo, una enmienda de referencia, al artículo 17 de la ley N° 20.248.


- Fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio.

La indicación número 37, del Honorable Senador señor Navarro, incorpora una nueva oración en la letra j) de este artículo 29.


La letra j), modo genérico, dispone que el Ministerio de Educación deberá realizar las demás acciones necesarias para el cumplimiento y fines de esta ley.




La indicación  precisa que dichas acciones serán, entre otras, verificar que los fondos lleguen oportunamente a los establecimientos para impedir retardo en la implementación y ejecución de los planes de mejoramiento, evaluar el impacto de los recursos entregados a establecimientos con alumnos prioritarios; verificar que las contrataciones del personal estén de acuerdo a las necesidades pedagógicas de cada establecimiento; solicitar anualmente rendiciones de cuenta y dar difusión de las mismas.




- Fue declarada inadmisible, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 24 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.





La indicación número 38, del Honorable Senador señor Escalona, agrega una letra k), nueva, a este artículo, conforme a la cual se dispone que en aquellas Regiones donde se carece de oferta de asistencia técnica educativa, el Ministerio de Educación deberá otorgar el servicio a los establecimientos educacionales a través de los Departamentos Provinciales de Educación, con el fin de garantizar el éxito del Plan de Mejoramiento Educativo.




- La indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick.
Número 14)


Introduce dos enmiendas al artículo 30, que establece el Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo (ATE, Asistencia Técnica Educativa), las cuales se definen como las personas naturales y jurídicas que estarán habilitadas para prestar apoyo a los establecimientos educacionales para la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo y para todas las demás funciones que deben cumplir los sostenedores de establecimientos en recuperación.
Letra a)


Efectúa una enmienda de adecuación, de manera de precisar que las funciones de estos órganos se deben de efectuar de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8°, que se refiere a establecimientos en recuperación y emergentes.

Letra b)


Reemplaza en el inciso sexto, que establece los honorarios de cada persona o entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios, la palabra “honorarios” por “costos”.

El precepto fue objeto de seis indicaciones.


La indicación número 39, de Su Excelencia el Presidente de la República propone suprimir este numeral, en atención a que el artículo 30 fue modificado por el artículo 113 N° 23 del proyecto de ley que crea el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación.


En relación con la regulación de estos organismos, y sin perjuicio de la norma contenida en el proyecto de ley precedentemente citado, la Comisión fue del parecer de regular en esta iniciativa lo concerniente a estos institutos, lo cual se consagra en la indicación número 39 bis, cuyo texto se transcribe seguidamente.


- En esa virtud, la indicación número 39 fue retirada por el Ejecutivo.


La indicación número 39 bis, de Su Excelencia el Presidente de la República, reemplaza en su totalidad el artículo 30. El texto propuesto para esta disposición se transcribe a continuación:


“Artículo 30.- Estarán habilitadas para prestar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales en lo concerniente a la elaboración e implementación del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8°, 19, 20 y 26, aquellas personas o entidades que cumplan los estándares de certificación para integrar el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956.





Serán requisitos para integrar el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956, a lo menos los siguientes:





a) Identificación de los objetivos, metas y áreas de especialización de la entidad o persona; 





b) Descripción de las metodologías e instrumentos de trabajo y de evaluación y monitoreo utilizados por la entidad o persona;





c) Descripció
n de la formación y  experiencia de la persona, o de sus equipos de trabajo cuando se trate de entidades; y,





d) No registrar incumplimientos de obligaciones previsionales ni comerciales.





Para los efectos de permanecer en el Registro a que se refiere el inciso anterior, además de realizar una actualización periódica de los requisitos antes mencionados, conforme se estipule en el reglamento, se exigirán estándares de certificación  en las siguientes áreas: 





i) Cumplimiento oportuno y eficiente de la asesoría contratada; y,





ii) Efectividad de los programas en el cumplimiento de objetivos y el logro de los resultados esperados.





Para verificar el cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior se obtendrá información de los usuarios a través de encuestas u otros medios.





Regirán respecto de estas personas o entidades las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.





A fin de garantizar la transparencia del sistema, el Ministerio de Educación deberá crear, mantener y administrar un sistema integral de información de la Asistencia Técnica Educativa, que será público e indicará, a lo menos, las personas y entidades que forman parte de este registro, los establecimientos educacionales que hayan recibido sus servicios, las áreas en que les prestaron servicio y, en los casos que corresponda, los resultados educativos alcanzados por los establecimientos.





Con el mismo fin y con las mismas características, el mencionado sistema deberá incluir información acerca de la Asistencia Técnica Educativa que brinde el Ministerio de Educación a través de la unidad o unidades respectivas.





Las personas o entidades incorporadas al registro a que se refiere este artículo y presten asesorías a establecimientos educacionales que reiteradamente obtengan resultados insatisfactorios de conformidad a lo establecido en el reglamento a que se refiere el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956, serán eliminadas del Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.





Los sostenedores podrán asociarse entre sí para recibir apoyo técnico de una misma persona o entidad registrada.


Los costos de cada persona o entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios.”.


El señor Subsecretario de Educación explicó que el nuevo texto que se propone tiene por finalidad incrementar las exigencias que se establecen para estas entidades, de manera de mejorar su funcionamiento, y por lo tanto, el servicio que brindan a los establecimientos educacionales, y, del mismo modo, acrecentar la transparencia del mismo.


-Se aprobó la indicación por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio.

La indicación número 40, del Honorable Senador señor Escalona, reemplaza el inciso primero, y dispone que el Ministerio de Educación deberá desarrollar un proceso de acreditación bianual, sobre la base de estándares previamente definidos por él, que permita registrar, monitorear, evaluar y certificar a estas entidades y precisa que el proceso de acreditación se constituirá en un Sistema Integral de Información Pública de Asistencia Técnica Educativa, que estará a disposición de todos los ciudadanos.

- De conformidad a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, fue declarada inadmisible.

La indicación número 41, del Honorable Senador señor Escalona, en concordancia con lo anterior, reemplaza en el inciso segundo la expresión “El registro” por “el Sistema Integral de Información Pública de Asistencia Técnica Educativa”. Asimismo, precisa que el reglamento determinará los requisitos que deberán cumplir las personas o entidades para el ingreso y permanencia en el Sistema Integral de Información Pública de Asistencia Técnica Educativa, y otras materias concernientes al funcionamiento de las mismas, que considerará las obligaciones que, en esta materia, debe asumir el Ministerio de Educación.

- Según lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, fue declarada inadmisible.

La indicación número 42, de los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, asimismo, efectúa diversas enmiendas a este precepto, con el objeto de precisar los indicadores que deberán considerar los estándares de certificación para integrar el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo administrado por el Ministerio de Educación.

- De conformidad a lo resuelto en relación con la indicación número 39 bis, esta indicación fue retirada por sus autores.


La indicación 43 del Honorable Senador señor Navarro, introduce tres enmiendas al artículo 30.


En primer término, dispone que estas entidades deberán acreditar experiencia y trabajo en el sistema municipal de educación cuando asesoren a establecimientos municipales; la eliminación obligatoria del Registro aquellas que cuenten con resultados insatisfactorios y, finalmente, la prohibición expresa de utilizar los recursos que por vía SEP se entreguen a los establecimientos, para la contratación de profesores a honorarios.



La unanimidad de la Comisión consideró que los contenidos de esta indicación se encuentran consagrados, con una redacción distinta, en los preceptos de este proyecto, tanto en el artículo 30 recientemente aprobado, como en el artículo 8 bis, por lo que fue del parecer de aprobarla, con modificaciones.



- En esa virtud, la indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio.
Número 15)


Modifica el artículo 32, relativo a las obligaciones de los sostenedores de los establecimientos adscritos al régimen de subvención preferencia. El numeral precisa que el deber de enviar al Ministerio de Educación el estado de resultados será respecto de cada uno de los establecimientos bajo su administración que estén clasificados como "emergentes" o "en recuperación

La indicación número 44 de Su Excelencia el Presidente de la República propone suprimir este numeral, ya que el artículo 32 de la ley N° 20.248 fue modificado por el artículo 113 N° 24 del proyecto de ley sobre sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación.


- Fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick.


La indicación número 45, de los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, efectúa dos enmiendas a este precepto. En primer lugar, precisa que tanto el estado de resultados como la redición de cuentas a que se refiere el artículo 7° letra a) de la presente ley, deberá efectuarse de manera separada respecto de los ingresos percibidos y los gastos efectuados con cargo a esta ley, respecto de los restantes ingresos y gastos que perciba y efectué el sostenedor, respectivamente y puntualiza, en el inciso tercero del artículo, que el sostenedor deberá administrar los recursos que perciba por aplicación de esta ley en cuenta corriente separada que abrirá para este solo efecto, sin que en ella se puedan ingresar recursos o efectuar giros con fines distintos a los contemplados en la presente ley.


Las enmiendas propuestas por esta indicación, como lo señalaron sus autores, tiene por finalidad intentar solucionar algunos de los problemas que se han producido con la aplicación de esta ley en lo relativo al destino de los recursos, que como se señalara al inicio de este informe, fue uno de los aspectos de preocupó especialmente a la Comisión y que fue analizado con los representantes de la Contraloría General de la República.


En efecto, ellos, expresaron la conveniencia de considerar una regla expresa que impida que los recursos provenientes de esta ley se confundan con aquellos destinados a la mantención y funcionamiento de los establecimientos educacionales. Agregaron que esta ha sido una de las principales dificultades con las que se ha encontrado la Contraloría a la hora de ejecutar sus fiscalizaciones acerca del uso de los dineros provenientes de la subvención escolar preferencial, por cuanto si bien se señalaría que los fondos no han sido utilizados, y que se encontrarían en la cuenta corriente respectiva, resulta difícil comprobar si los recursos existentes en dichas cuentas bancarias son los que han sido otorgados por este concepto, o por el contrario, se encubriría, de esa forma, su empleo en fines diversos de aquéllos para los que fueron entregados.


Sin perjuicio de la opinión conteste de la Comisión respecto de esta norma, y en cuanto a la estructura del proyecto, ella prefirió considerar estas regulaciones en un artículo nuevo, 33 bis, en vez de efectuar modificaciones al artículo 32, ya que, como se ha señalado, el precepto ya fue modificado en el proyecto de ley sobre sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación.



En ese contexto, el nuevo artículo 33 bis de la ley N° 20.248 que se propone establece que los municipios y corporaciones municipales que administren establecimientos educacionales que estén adscritos al régimen de subvención preferencial deberán administrar los recursos que perciban por aplicación de esta ley en una cuenta corriente única para este efecto y añade que los recursos entregados en virtud de esta ley son inembargables salvo en el caso de deudas derivadas del incumplimiento de obligaciones contraídas en implementación y ejecución del plan de mejoramiento educativo.

- En esa virtud, la indicación fue aprobada, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick.
- - -


En relación con esta nueva disposición, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio consultó al Ejecutivo respecto de su disposición a incorporar una norma transitoria al proyecto que dé cuenta del balance de la aplicación, durante estos tres años, de la ley N° 20.248, conforme a lo que señalaron, en su momento, los representantes de la Contraloría General de la República respecto de la situación que se ha producido en algunas municipalidades del país.


En ese mismo orden de ideas, el señor Senador enfatizó la necesidad de considerar una disposición que aborde esta problemática, ya que la situación que se ha descrito constituye un problema serio, toda vez han sido varias las administraciones comunales que han sido objetadas. En ese sentido, precisó que el precepto debiera distinguir entre  aquellos municipios que, aunque para fines distintos de la subvención, igualmente destinaron los recursos a la educación, y aquellos que, simplemente, lo hicieron para otros fines.


Respecto de este punto, el señor Subsecretario de Educación señaló que este tema no se había analizado en el Ejecutivo, aunque reconoció la importancia de que la Comisión se pronuncie sobre el particular.


Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín manifestó que este tema era mucho más complejo de lo que se pensaba, ya que, en muchas ocasiones, el desvío de los recursos que se ha señalado  tuvo razones de necesidad, más que deberse a una actuación culposa o dolosa. Añadió que, al menos en el último año, la situación del terremoto de 27 febrero de 2010 afectó de manera singular a muchos municipios del país, que le exigió importantes esfuerzos en diferentes materias.

- - -


La indicación número 46, del Honorable Senador señor Navarro, propone modificar el artículo 32 con el objeto de obligar a los sostenedores de establecimientos adscritos al régimen de Subvención preferencial a rendir anualmente ante el Ministerio de Educación cuentas de los ingresos y gastos, debiendo el Servicio de Impuestos Internos  informar anualmente a ese Ministerio, el modo de cómo lo colegios que reciben la subvención han tributado sus respectivos impuestos a la renta y precisa que el envío de los estados de resultados, que establece el inciso segundo será semestralmente.


- De conformidad a los acuerdos anteriores de la Comisión, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick.
Número 18)


Reemplaza el artículo undécimo transitorio de la ley N° 20.248.


La disposición vigente señala que la atribución del Ministerio de Educación para suscribir los convenios de la presente ley sólo podrá ejercerse hasta el tercer año de su entrada en vigencia, o hasta que entre en operación el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, si ello ocurriere antes de los tres años.

El numeral plantea que esta atribución pueda ejercerse hasta que entre en operación el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, sin establecer un plazo fijo para ello.


La indicación número 47, de Su Excelencia el Presidente de la República, junto con cambiar el número de artículo transitorio - considera un artículo decimotercero- , ya que la ley N° 20.248 ya cuenta con un artículo undécimo transitorio, dispone que en tanto no entren en vigencia las normas que crean la Superintendencia de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, las facultades que la presente ley les otorga serán ejercidas por el Ministerio de Educación.

- Fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick.
- - -


La indicación número 47 bis, del Honorable Senador señor Cantero y del ex senador señor Chadwick, propone añadir un nuevo artículo transitorio, decimocuarto, en cuya virtud se dispone que el plazo que los establecimientos lleven clasificados en la categoría de “en recuperación” de conformidad a la presente ley se agregará para efectos de lo establecido en el párrafo quinto del Título II de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.


- Fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero


Establece que los convenios de igualdad de oportunidades y excelencia educativa celebrados entre los sostenedores y el Ministerio de Educación, que a la fecha de publicación de esta ley estuvieren vigentes, deberán adecuarse a las disposiciones de esta ley antes del inicio del año escolar 2012.

La indicación número 48, de Su Excelencia el Presidente de la República, propone reemplazar este artículo, y señalar  que en caso de contradicción entre las disposiciones de la ley N° 20.248 y sus modificaciones con lo establecido en los respectivos Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, primarán las disposiciones de la mencionada ley, y que, con todo, dichos convenios deberán adecuarse a las disposiciones de esta ley antes del inicio del año escolar 2014.

- Fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick.
- - -


La indicación número 49, de los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, intercala un artículo segundo transitorio, nuevo, conforme al cual se establece que el reglamento que fije los estándares de certificación para integrar el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d) de la ley N°18.956, deberá ser dictado en un plazo no superior a 6 meses contados desde la publicación la presente ley.

- Fue retirada por sus autores.

- - -

Artículo segundo


Señala que el mayor gasto fiscal que irrogue esta ley durante el año 2010, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto del Ministerio de Educación.

La indicación número 50), de Su Excelencia el Presidente de la República, reemplaza el guarismo “2010” por “2011”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick.
Artículo tercero


Dispone que los aumentos en el monto de los recursos entregados en virtud de la ley N° 20.248, establecidos en esta ley, regirán a contar del día primero del mes siguiente a la fecha de publicación de la misma.

La indicación número 51), de Su Excelencia el Presidente de la República, reemplaza este precepto, y dispone que los incrementos en la Subvención Escolar Preferencial y los aportes adicionales contemplados en esta ley regirán a contar del día primero del mes siguiente a la fecha de su publicación.

- Fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y del ex Senador señor Chadwick.
- - -


Finalmente, la indicación número 52, de Su Excelencia el Presidente de la República, propone agregar un nuevo artículo transitorio, en virtud del cual se faculta al Jefe de Estado para para dictar un decreto con fuerza  de ley que contenga el texto refundido, coordinado y sistematizado  de las normas no derogadas de la ley N° 20.248, la ley N° 20.501 y la que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

- Fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, don Hernán, Quintana y Walker, don Ignacio.
- - -

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados con las siguientes 

MODIFICACIONES

Artículo único

Número 1.


Reemplazarlo por el siguiente:

1.- Introdúcense las siguientes modificaciones al inciso segundo del artículo 7°:

a) Sustitúyase, en la letra d), la frase “Presentar al Ministerio de Educación y cumplir un Plan de Mejoramiento Educativo elaborado con la comunidad del establecimiento educacional, que contemple acciones desde el primer nivel de transición en la educación parvularia hasta octavo básico” por la siguiente: “Presentar al Ministerio de Educación y cumplir un Plan de Mejoramiento Educativo elaborado con el director del establecimiento y el resto de la comunidad, que contemple acciones”, y agrégase el siguiente inciso final: “El mencionado Plan deberá ser presentado conjuntamente a la Agencia de Calidad de la Educación.”. (Indicaciones 1), aprobada 4x0, y 3), aprobada con modificaciones 4x0).
b) Reemplázase la letra e) por la siguiente: 

“e) Establecer metas de efectividad del rendimiento académico de sus alumnos, y en especial de los prioritarios, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad a que se refiere el artículo 17 de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”. (Indicaciones 4 bis, aprobada 4x0, y 27, aprobada con modificaciones 4x0).
Número 2.

Letra a)


Sustituirla por al siguiente:

a) Reemplázase el encabezamiento del inciso primero, por los siguientes incisos primero y segundo:





"Artículo 8°.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra d) del artículo anterior, el sostenedor deberá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo que incluya orientaciones y acciones en cada una de las áreas o dimensiones señaladas a continuación, priorizando aquéllas donde el sostenedor considere que existen mayores necesidades de mejora.

Las acciones a que hace referencia el inciso anterior son las siguientes:".( Indicación 6), aprobada con modificaciones 4x0).

Letras d), e) y f)


Se suprimen.

Letra g)


Pasa a ser letra d), en sus mismos términos.

- - -


Añadir la siguiente letra e), nueva:

“e) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 


“Las acciones contenidas en los Planes de Mejoramiento podrán ser modificadas, excepcionalmente, cuando se produzcan cambios en las condiciones que se tuvieron en consideración para la formulación de dichos planes. Dichas modificaciones sólo se materializarán una vez cumplida la obligación del literal d) del artículo 7° de la presente ley.”.”. ( Indicación 27), aprobada con modificaciones 4x0).

- - -


Incorporar el siguiente número 3., nuevo:


“3.- Agrégase el siguiente artículo  8° bis, nuevo:


“Artículo 8° bis.- Para el cumplimiento de las acciones mencionadas en el artículo anterior, el sostenedor podrá contratar docentes, asistentes de la educación a los que se refiere el artículo 2° de la ley N° 19.464, y el personal necesario para mejorar las capacidades técnico pedagógicas del establecimiento y para la elaboración, desarrollo, seguimiento y evaluación del Plan de Mejoramiento. Asimismo, y con la misma finalidad, podrá aumentar la contratación de las horas de personal docente, asistentes de la educación y de otros funcionarios que laboren en el respectivo establecimiento educacional, así como incrementar sus remuneraciones. La contratación a que se refiere este inciso se regirá por las normas del DFL N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, el Código del Trabajo o las normas del derecho común, según corresponda. Con la misma finalidad también podrán contratarse personas o entidades pedagógicas y técnicas de apoyo que sean parte del Registro a que hace referencia el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956.



Tratándose de contrataciones efectuadas de conformidad al DFL N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, no regirá la limitación establecida en el inciso primero del artículo 26 del mencionado decreto.



En cualquier caso, las contrataciones, incrementos y aumentos de hora a que se refieren los inciso anteriores deberán estar vinculadas a las acciones y metas específicas del Plan de Mejoramiento y no podrán superar el 50% de los recursos que obtenga por aplicación de la presente ley, a menos que en el Plan de Mejoramiento se fundamente un porcentaje mayor.



No podrán ser contratadas en virtud de este artículo las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados, parientes hasta el tercer grado de consanguinidad ni segundo de afinidad, ambos inclusive, respecto de los administradores o representantes legales de la persona jurídica que tenga la calidad de sostenedor, salvo en el caso de los establecimientos educacionales uni, bi y tri docentes y aquellos que beneficiados con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.”.”. (Indicaciones 7), 8) y 43) aprobadas con modificaciones 4x0; indicaciones 9),10) y 11), aprobadas con modificaciones 3x1).
Números 3) y 4)


Suprimirlos. ( Indicaciones 12) y 13), aprobadas 3x1).
Número 5)


Pasa a ser número 4., con las siguientes enmiendas:

Letra a)


Reemplazarlo por el siguiente:


“4. Reemplázase el cuadro de Valor Subvención en USE, contenido en el artículo 14, por el siguiente:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° 

año básico
	Desde 1° hasta 4° año de enseñanza media

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,68
	1,116
	0,564
	0,564

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,84
	0,558
	0,282
	0,282”.


(Indicación 14) bis, aprobada 4x0).
Letra b)


Suprimirla. (Indicación 14) bis, aprobada 4x0).
Número 6)


Suprimirlo. (Indicación 21), aprobada 4x0).
- - -


Introducir el siguiente número 5), nuevo:


“5. Reemplázase la letra b) del número 1. del artículo 19, por la siguiente:


“b) Un conjunto de metas de resultados educativos para el periodo que cubre el Plan.”.”. (Indicación 21) bis, aprobada 4x0).
- - -

Número 7)


Pasa a ser número 6., en la forma en que se indica a continuación:


Reemplazarlo por el siguiente:


“6. Modifícase el artículo 20 de la siguiente forma:



a.- Suprímase su inciso segundo.



b) Reemplázase, en el inciso cuarto, los siguientes guarismos:



i.“0,7 USE” por “0,84 USE”



ii. “0,465 USE” por “0,558 USE”


iii.“0,235 USE”, en las dos ocasiones que aparece, por “0,282 USE”. (Indicación 21) ter, aprobada 4x0).


c.- Sustitúyese su actual inciso quinto por el siguiente:


“No obstante lo anterior, durante el primer año de vigencia del convenio se entregará a los sostenedores de los establecimientos educacionales que no cuenten con un plan, un tercio del aporte adicional mensual a que se refiere los incisos anteriores, para financiar la obligación establecida en el Nº 1 del artículo 19, recibiendo del Ministerio de Educación los dos tercios restantes una vez que presenten el Plan de Mejoramiento Educativo, pagándose este saldo con efecto retroactivo calculado desde el mes siguiente al acto de aprobación del convenio a que se refiere el artículo 7º.”.”. (Indicación 26) bis, aprobada 4x0).

d.- Reemplázase el inciso sexto por el siguiente:



“El aporte a que se refiere este artículo se suspenderá si el Ministerio de Educación, conforme al procedimiento establecido en el artículo 17, verifica que las acciones no se han efectuado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo.”. (artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado).
Número 8)


Pasa a ser número 7., sustituido por el siguiente:


“7. Reemplázase el artículo 23 por el siguiente: 



“Artículo 23.- La Agencia de la Calidad de la Educación, ordenará como Establecimientos Educacionales en Recuperación a aquellos establecimientos incorporados al régimen de la presente ley que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos. Se entenderá que tienen resultados reiteradamente deficientes aquellos establecimientos en la categoría de insatisfactorios que no demuestren una mejora significativa, de acuerdo a lo establecido en el Párrafo 5° del Título II de la Ley que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.


El Ministerio de Educación apercibirá a los establecimientos educacionales ordenados en la categoría de emergentes que, en el plazo de un año contado desde la suscripción del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, no cuenten con el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en el artículo 19 para que dentro de tres meses lo presenten. Si transcurrido este último plazo no presentan el citado plan, los establecimientos serán ordenados en la categoría de en Recuperación.”. (Indicación 27) bis, aprobada con modificaciones 4x0).
Número 9)


Suprimirlo. (Indicación 28), aprobada 4x0).
Número 10)


Pasa a ser número 8, sustituido por el siguiente:

“8.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 26:


a) Reemplázase su número 1) por el siguiente:


“1) Lograr los estándares nacionales correspondientes a la categoría Emergentes en los plazos que se establecen en el Párrafo 5°, Título II de la Ley que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. El incumplimiento de este numeral no tendrá más consecuencias que las indicadas en dicha ley.”. (Indicación 28) bis, aprobada 4x0).

b) Agrégase el siguiente inciso final:


"Los recursos entregados en virtud de esta ley podrán ser utilizados para financiar las medidas de reestructuración a las que se refiere este numeral.".”. (Indicación 30), aprobada con modificaciones 4x0).
Número 11)


Pasa a ser número 9., reemplazado por el siguiente:


“9. Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:


a) Elimínase, en el inciso tercero, la siguiente oración: "La rendición de estos recursos deberá ser visada por la persona o entidad externa.".


b) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


“Este aporte será entregado en cuotas mensuales, iguales y sucesivas; y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique, mediante resolución fundada, que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan.”.


c) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“Durante el primer año de incorporación de un establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial, el aporte a que se refiere el inciso primero será determinado según la fórmula establecida en el inciso segundo, dividido por doce y multiplicado por el número de meses que resten del año, contados desde el mes siguiente a la clasificación del establecimiento en la categoría en Recuperación.”.”. (Indicaciones 31) bis y 32) bis, aprobadas 4x0).
Número 12)


Pasa a ser número 10., sustituido por el siguiente:


“10. Reemplázase el inciso primero del artículo 28 de la siguiente forma:


“Artículo 28.- Concluido el plazo a que se refiere el N° 1 del artículo 26, el establecimiento educacional en Recuperación deberá alcanzar los resultados educativos que permitan ordenarlo en una categoría superior, de acuerdo a los mecanismos establecidos en la ley que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.”. (Indicaciones 33) y 33 bis aprobadas 4x0).
Número 13)


Pasa a ser número 11., sustituido por el que se señala a continuación:


“11. Reemplázase la letra d) del artículo 29, por la siguiente: 


“d) Determinar los instrumentos y la oportunidad en que se verificará, de acuerdo a lo establecido en el artículo 17, el cumplimiento de los compromisos contraídos por los establecimientos educacionales que forman parte del régimen de la subvención preferencial.”.”. (Indicaciones 36) y 36) bis aprobadas 4x0).
Número 14)


Pasa a ser número 12., reemplazado por el siguiente:


“12. Reemplázase el artículo 30 por el siguiente:


“Artículo 30.- Estarán habilitadas para prestar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales en lo concerniente a la elaboración e implementación del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8°, 19, 20 y 26, aquellas personas o entidades que cumplan los estándares de certificación para integrar el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956.


Serán requisitos para integrar el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956, a lo menos los siguientes:


a) Identificación de los objetivos, metas y áreas de especialización de la entidad o persona; 


b) Descripción de las metodologías e instrumentos de trabajo y de evaluación y monitoreo utilizados por la entidad o persona;


c) Descripción de la formación y  experiencia de la persona, o de sus equipos de trabajo cuando se trate de entidades; y,


d) No registrar incumplimientos de obligaciones previsionales ni comerciales.



Para los efectos de permanecer en el Registro a que se refiere el inciso anterior, además de realizar una actualización periódica de los requisitos antes mencionados, conforme se estipule en el reglamento, se exigirán estándares de certificación  en las siguientes áreas: 



i) Cumplimiento oportuno y eficiente de la asesoría contratada; y,



ii) Efectividad de los programas en el cumplimiento de objetivos y el logro de los resultados esperados.



Para verificar el cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior se obtendrá información de los usuarios a través de encuestas u otros medios.



Regirán respecto de estas personas o entidades las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



A fin de garantizar la transparencia del sistema, el Ministerio de Educación deberá crear, mantener y administrar un sistema integral de información de la Asistencia Técnica Educativa, que será público e indicará, a lo menos, las personas y entidades que forman parte de este registro, los establecimientos educacionales que hayan recibido sus servicios, las áreas en que les prestaron servicio y, en los casos que corresponda, los resultados educativos alcanzados por los establecimientos.



Con el mismo fin y con las mismas características, el mencionado sistema deberá incluir información acerca de la Asistencia Técnica Educativa que brinde el Ministerio de Educación a través de la unidad o unidades respectivas.



Las personas o entidades incorporadas al registro a que se refiere este artículo y presten asesorías a establecimientos educacionales que reiteradamente obtengan resultados insatisfactorios de conformidad a lo establecido en el reglamento a que se refiere el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956, serán eliminadas del Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.



Los sostenedores podrán asociarse entre sí para recibir apoyo técnico de una misma persona o entidad registrada.


Los costos de cada persona o entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios.”. (Indicaciones 39 bis, aprobada 3x0, 43, aprobada con modificaciones 4x0).
Número 15)


Suprimirlo. (Indicación 44) aprobada 4x0).

Intercalar el siguiente número 13., nuevo:


“13. Agrégase el siguiente artículo 33 bis, nuevo:



“Artículo 33 bis.- Los municipios, corporaciones municipales u otras entidades creadas por ley que administren establecimientos educacionales que estén adscritos al régimen de subvención preferencial deberán administrar los recursos que perciban por aplicación de esta ley en una cuenta corriente única para este sólo efecto.


Los recursos entregados en virtud de esta ley son inembargables salvo en el caso de deudas derivadas del incumplimiento de obligaciones contraídas en implementación y ejecución del plan de mejoramiento educativo.”.”. (Indicación 45) aprobada con modificaciones 4x0).
- - -

Números16) y 17)


Pasan a ser números 14. y 15., sin enmiendas. (artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado).

Número 18)


Pasa a ser número 16., sustituido por el siguiente:


“16. Agrégase el siguiente artículo decimotercero transitorio, nuevo:


“Artículo decimotercero transitorio.- En tanto no entren en vigencia las normas que crean la Superintendencia de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, las facultades que la presente ley les otorga serán ejercidas por el Ministerio de Educación.”.”. (Indicación 47) aprobada 4x0).
- - -


Añadir el siguiente número 17, nuevo:


“17.- Incorpórase el siguiente artículo decimocuarto transitorio, nuevo:


“Articulo decimocuarto transitorio.- El plazo que los establecimientos lleven ordenados en la categoría de “en recuperación” de conformidad a la presente ley se agregará para efectos de lo establecido en el párrafo quinto del Título II de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.”. (Indicación 47) bis aprobada 4x0).
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo primero.- En caso de contradicción entre las disposiciones de la ley N° 20.248 y sus modificaciones con lo establecido en los respectivos Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, primarán las disposiciones de la mencionada ley. Con todo, dichos convenios deberán adecuarse a las disposiciones de esta ley antes del inicio del año escolar 2014.” (Indicación 48) aprobada 4x0).
Artículo segundo



Reemplazar el guarismo “2010” por “2011”. (Indicación 50) aprobada 4x0).
Artículo tercero



Sustituirlo por el que se señala a continuación:



“Artículo tercero.- Los incrementos en la Subvención Escolar Preferencial y los aportes adicionales contemplados en esta ley regirán a contar del día primero del mes siguiente a la fecha de su publicación.". (Indicación 51) aprobada 4x0).
- - -


Agregar el siguiente artículo cuarto transitorio, nuevo:


“Artículo cuarto.- Facúltase al Presidente de  la República  para dictar un decreto con fuerza  de ley que contenga el texto refundido, coordinado y sistematizado  de las normas no derogadas de la ley N° 20.248, la ley N° 20.501 y la que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”. (Indicación 52) aprobada 4x0).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de las modificaciones aprobadas por vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, precedentemente transcritas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

“Proyecto de ley


"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial:



1.- Introdúcense las siguientes modificaciones al inciso segundo del artículo 7°:

a) Sustitúyase, en la letra d), la frase “Presentar al Ministerio de Educación y cumplir un Plan de Mejoramiento Educativo elaborado con la comunidad del establecimiento educacional, que contemple acciones desde el primer nivel de transición en la educación parvularia hasta octavo básico” por la siguiente: “Presentar al Ministerio de Educación y cumplir un Plan de Mejoramiento Educativo elaborado con el director del establecimiento y el resto de la comunidad que contemple acciones”, y agrégase el siguiente inciso final: “El mencionado Plan deberá ser presentado conjuntamente a la Agencia de Calidad de la Educación.”.

b) Reemplázase la letra e) por la siguiente: 


“e) Establecer metas de efectividad del rendimiento académico de sus alumnos, y en especial de los prioritarios, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad a que se refiere el artículo 17 de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.


2. Modifícase el artículo 8º de la siguiente forma:


a) Reemplázase el encabezamiento del inciso primero, por los siguientes incisos primero y segundo:


"Artículo 8°.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra d) del artículo anterior, el sostenedor deberá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo que incluya orientaciones y acciones en cada una de las áreas o dimensiones señaladas a continuación, priorizando aquéllas donde el sostenedor considere que existen mayores necesidades de mejora.


Las acciones a que hace referencia el inciso anterior son las siguientes:".


b) Agrégase, en el numeral 2, a continuación de la expresión "tales como", la que sigue: "preparación y capacitación de equipos directivos;".


c) Reemplázase el número 4 del inciso segundo, por el siguiente:


"4. Acciones en el área de gestión de recursos, tales como la definición de una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento, destinada a fortalecer aquellas áreas del currículo en que los alumnos han obtenido resultados educativos insatisfactorios; diseño e implementación de sistemas de evaluación de los docentes de los establecimientos educacionales particulares subvencionados y sistemas de evaluación complementarios en establecimientos municipales o administrados por corporaciones municipales; incentivo al desempeño de los equipos directivos, docentes y otros funcionarios del establecimiento, los que deberán estar referidos a las metas y resultados estipulados en el Plan de Mejoramiento Educativo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 47 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, o en base a los mecanismos propios que establezcan los establecimientos particulares subvencionados, los que deberán estar basados en instrumentos transparentes y objetivos; fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia y materiales educativos, entre otras.".


d) Reemplázase, en el inciso final, la forma verbal "entregará", las dos veces que aparece, por "propondrá".


e) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 


“Las acciones contenidas en los Planes de Mejoramiento podrán ser modificadas, excepcionalmente, cuando se produzcan cambios en las condiciones que se tuvieron en consideración para la formulación de dichos planes. Dichas modificaciones sólo se materializarán una vez cumplida la obligación del literal d) del artículo 7° de la presente ley.”.

3.- Agrégase el siguiente artículo  8° bis, nuevo:


“Artículo 8° bis.- Para el cumplimiento de las acciones mencionadas en el artículo anterior, el sostenedor podrá contratar docentes, asistentes de la educación a los que se refiere el artículo 2° de la ley N° 19.464, y el personal necesario para mejorar las capacidades técnico pedagógicas del establecimiento y para la elaboración, desarrollo, seguimiento y evaluación del Plan de Mejoramiento. Asimismo, y con la misma finalidad, podrá aumentar la contratación de las horas de personal docente, asistentes de la educación y de otros funcionarios que laboren en el respectivo establecimiento educacional, así como incrementar sus remuneraciones. La contratación a que se refiere este inciso se regirá por las normas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, el Código del Trabajo o las normas del derecho común, según corresponda. Con la misma finalidad, también, podrán contratarse personas o entidades pedagógicas y técnicas de apoyo que sean parte del Registro a que hace referencia el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956.


Tratándose de contrataciones efectuadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, no regirá la limitación establecida en el inciso primero del artículo 26 del mencionado decreto.


En cualquier caso, las contrataciones, incrementos y aumentos de hora a que se refieren los inciso anteriores deberán estar vinculadas a las acciones y metas específicas del Plan de Mejoramiento y no podrán superar el 50% de los recursos que obtenga por aplicación de la presente ley, a menos que en el Plan de Mejoramiento se fundamente un porcentaje mayor.


No podrán ser contratadas en virtud de este artículo las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados, parientes hasta el tercer grado de consanguinidad ni segundo de afinidad, ambos inclusive, respecto de los administradores o representantes legales de la persona jurídica que tenga la calidad de sostenedor, salvo en el caso de los establecimientos educacionales uni, bi y tri docentes y aquellos que beneficiados con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.


4. Reemplázase el cuadro de Valor Subvención en USE, contenido  en  el artículo 14, por el siguiente:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° 

año básico
	Desde 1° hasta 4° año de enseñanza media

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,68
	1,116
	0,564
	0,564

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,84
	0,558
	0,282
	0,282



5. Reemplázase la letra b) del número 1. del artículo 19, por la siguiente:


“b) Un conjunto de metas de resultados educativos para el periodo que cubre el Plan.”.


6. Modifícase el artículo 20 de la siguiente forma:


a) Suprímase su inciso segundo.


b) Reemplázase, en el inciso cuarto, que pasa a ser tercero, los siguientes guarismos:


i.“0,7 USE” por “0,84 USE”


ii. “0,465 USE” por “0,558 USE”


iii.“0,235 USE”, en las dos ocasiones que aparece, por “0,282 USE”


c) Sustitúyese su actual inciso quinto por el siguiente:


“No obstante lo anterior, durante el primer año de vigencia del convenio se entregará a los sostenedores de los establecimientos educacionales que no cuenten con un plan, un tercio del aporte adicional mensual a que se refiere los incisos anteriores, para financiar la obligación establecida en el Nº 1 del artículo 19, recibiendo del Ministerio de Educación los dos tercios restantes una vez que presenten el Plan de Mejoramiento Educativo, pagándose este saldo con efecto retroactivo calculado desde el mes siguiente al acto de aprobación del convenio a que se refiere el artículo 7º.”.


d) Reemplázase el inciso sexto por el siguiente:


“El aporte a que se refiere este artículo se suspenderá si el Ministerio de Educación, conforme al procedimiento establecido en el artículo 17, verifica que las acciones no se han efectuado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo.”.


7. Reemplázase el artículo 23 por el siguiente: 


“Artículo 23.- La Agencia de la Calidad de la Educación, ordenará como Establecimientos Educacionales en Recuperación a aquellos establecimientos incorporados al régimen de la presente ley que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos. Se entenderá que tienen resultados reiteradamente deficientes aquellos establecimientos en la categoría de insatisfactorios que no demuestren una mejora significativa, de acuerdo a lo establecido en el Párrafo 5° del Título II de la Ley que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.


El Ministerio de Educación apercibirá a los establecimientos educacionales ordenados en la categoría de emergentes que, en el plazo de un año contado desde la suscripción del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, no cuenten con el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en el artículo 19 para que dentro de tres meses lo presenten. Si transcurrido este último plazo no presentan el citado plan, los establecimientos serán ordenados en la categoría de en Recuperación.”.


8. Modifícase el artículo 26 de la siguiente forma:


a) Reemplázase su número 1) por el siguiente:


“1) Lograr los estándares nacionales correspondientes a la categoría Emergentes en los plazos que se establecen en el Párrafo 5°, Título II de la Ley que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. El incumplimiento de este numeral no tendrá más consecuencias que las indicadas en dicha ley.”.”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


"Los recursos entregados en virtud de esta ley podrán ser utilizados para financiar las medidas de reestructuración a las que se refiere este numeral.".


9. Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:


a) Elimínase, en el inciso tercero, la siguiente oración: "La rendición de estos recursos deberá ser visada por la persona o entidad externa.".


b) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


“Este aporte será entregado en cuotas mensuales, iguales y sucesivas; y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique, mediante resolución fundada, que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan.”.


c) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“Durante el primer año de incorporación de un establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial, el aporte a que se refiere el inciso primero será determinado según la fórmula establecida en el inciso segundo, dividido por doce y multiplicado por el número de meses que resten del año, contados desde el mes siguiente a la ordenación del establecimiento en la categoría en Recuperación.”.


10. Reemplázase el inciso primero del artículo 28 de la siguiente forma:


“Artículo 28.- Concluido el plazo a que se refiere el N° 1 del artículo 26, el establecimiento educacional en Recuperación deberá alcanzar los resultados educativos que permitan ordenarlo en una categoría superior, de acuerdo a los mecanismos establecidos en la Ley que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.


11. Reemplázase la letra d) del artículo 29, por la siguiente: 


“d) Determinar los instrumentos y la oportunidad en que se verificará, de acuerdo a lo establecido en el artículo 17, el cumplimiento de los compromisos contraídos por los establecimientos educacionales que forman parte del régimen de la subvención preferencial.”.

12. Reemplázase el artículo 30 por el siguiente:


“Artículo 30.- Estarán habilitadas para prestar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales en lo concerniente a la elaboración e implementación del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8°, 19, 20 y 26, aquellas personas o entidades que cumplan los estándares de certificación para integrar el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956.


Serán requisitos para integrar el Registro a que se refiere el inciso anterior a lo menos los siguientes:


a) Identificación de los objetivos, metas y áreas de especialización de la entidad o persona; 


b) Descripción de las metodologías e instrumentos de trabajo; de evaluación y monitoreo utilizados por la entidad o persona;


c) Descripción de la formación y  experiencia de la persona, o de sus equipos de trabajo cuando se trate de entidades; y,


d) No registrar incumplimientos de obligaciones previsionales ni comerciales.


Para los efectos de permanecer en el Registro a que se refiere el inciso anterior, además de realizar una actualización periódica de los requisitos antes mencionados, conforme se estipule en el reglamento, se exigirán estándares de certificación  en las siguientes áreas: 


i) Cumplimiento oportuno y eficiente de la asesoría contratada; y,


ii) Efectividad de los programas en el cumplimiento de objetivos y el logro de los resultados esperados.


Para verificar el cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior se obtendrá información de los usuarios a través de encuestas u otros medios.


Regirán respecto de estas personas o entidades las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


A fin de garantizar la transparencia del sistema, el Ministerio de Educación deberá crear, mantener y administrar un sistema integral de información de la Asistencia Técnica Educativa, que será público e indicará, a lo menos, las personas y entidades que forman parte de este registro, los establecimientos educacionales que hayan recibido sus servicios, las áreas en que les prestaron servicio y, en los casos que corresponda, los resultados educativos alcanzados por los establecimientos.


Con el mismo fin y con las mismas características, el mencionado sistema deberá incluir información acerca de la Asistencia Técnica Educativa que brinde el Ministerio de Educación a través de la unidad o unidades respectivas.


Las personas o entidades incorporadas al registro a que se refiere este artículo y que presten asesorías a establecimientos educacionales que reiteradamente obtengan resultados insatisfactorios de conformidad a lo establecido en el reglamento a que se refiere el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956, serán eliminadas del Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.


Los sostenedores podrán asociarse entre sí para recibir apoyo técnico de una misma persona o entidad registrada.



Los costos de cada persona o entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios.”.

13. Agrégase el siguiente artículo 33 bis, nuevo:


“Artículo 33 bis.- Los municipios, corporaciones municipales u otras entidades creadas por ley que administren establecimientos educacionales que estén adscritos al régimen de subvención preferencial deberán administrar los recursos que perciban por aplicación de esta ley en una cuenta corriente abierta para este sólo efecto.


Los recursos entregados en virtud de esta ley son inembargables salvo en el caso de deudas derivadas del incumplimiento de obligaciones contraídas en implementación y ejecución del plan de mejoramiento educativo.”. 


14. Reemplázase, en el inciso primero del artículo primero transitorio, la frase "21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación," por la siguiente: "37 de la Ley General de Educación,".


15. Reemplázase, en el inciso primero del artículo segundo transitorio, la frase "21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación," por la siguiente: "37 de la Ley General de Educación,".


16. Agrégase el siguiente artículo decimotercero transitorio, nuevo:


“Artículo decimotercero transitorio.- En tanto no entren en vigencia las normas que crean la Superintendencia de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, las facultades que la presente ley les otorga serán ejercidas por el Ministerio de Educación.”.”.


17.- Incorpórase el siguiente artículo decimocuarto transitorio, nuevo:


“Articulo decimocuarto transitorio.- El plazo que los establecimientos lleven clasificados en la categoría de “en recuperación” de conformidad a la presente ley se agregará para efectos de lo establecido en el párrafo quinto del Título II de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- En caso de contradicción entre las disposiciones de la ley N° 20.248 y sus modificaciones con lo establecido en los respectivos Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, primarán las disposiciones de la mencionada ley. Con todo, dichos convenios deberán adecuarse a las disposiciones de esta ley antes del inicio del año escolar 2014.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que irrogue esta ley durante el año 2011, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto del Ministerio de Educación.


Artículo tercero.- Los incrementos en la Subvención Escolar Preferencial y los aportes adicionales contemplados en esta ley regirán a contar del día primero del mes siguiente a la fecha de su publicación.


Artículo cuarto.- Facúltase al Presidente de  la República  para dictar un decreto con fuerza  de ley que contenga el texto refundido, coordinado y sistematizado  de las normas no derogadas de la ley N° 20.248, la ley N° 20.501 y la que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.
- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 13 y 20 abril; 4, 11 y 18 de mayo; 8 y 15 de junio; 6 de julio y 3 de agosto de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Quintana Leal (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Hernán Larraín Fernández, Alejandro Navarro Brain, Ignacio Walker Prieto (Patricio Walker Prieto), y del ex Senador señor Andrés Chadwick Piñera.


Sala de la Comisión, a 22 de agosto de 2011.


(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart


Secretario 
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(7187-04

BOLETÍN Nº 7.187-04

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma“.

A una o más de las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de la presente iniciativa asistieron, además de sus integrantes, los siguientes representantes del Ejecutivo:





Del Ministerio de Educación, el Subsecretario, señor Fernando Rojas; el Jefe de la División Jurídica, señor Raúl Figueroa; y los asesores, señora Trinidad Valdés y señor Pablo Eguiguren.

De la Dirección de Presupuestos, la abogado de la Subdirección de Racionalización y Función Pública, señora Jacqueline Duncan.

De la Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Egle Zavala.

Del mismo modo, asistieron las siguientes personas:


De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la asesora, señorita Macarena Lobos.


De la Biblioteca del Congreso Nacional, la asesora, señorita María Soledad Larenas.


El asesor del Honorable Senador señor Escalona, don Jaime Romero.

- - -

Cabe señalar que el proyecto de ley en informe fue analizado previamente por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en segundo informe. 

Se hace presente, asimismo, que habiendo iniciado la Comisión de Hacienda su conocimiento de la iniciativa en informe, la Sala del Senado, en sesión de 6 de septiembre de 2011, acordó la apertura de un nuevo plazo de indicaciones, para ser presentadas en la secretaría de la antedicha Comisión hasta las 12:00 horas del día 12 de septiembre del corriente.

Las indicaciones que en esta oportunidad se formularon, fueron signadas con los números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7 y 8.

- - -

Para los efectos del artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda realizó  enmiendas sobre las siguientes disposiciones del proyecto aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe:

Artículo único:

- Intercaló un nuevo numeral 2, y agregó dos nuevos numerales: 19 y 20. Lo hizo en virtud de las indicaciones números 1 y 2; 5; y 6, respectivamente.

· Número 1. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

· Número 2. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

· Número 3. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

· Número 4. Lo hizo en virtud de la indicación número 3.

· Número 5. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

· Número 6. Lo hizo en virtud de la indicación número 4 y de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

· Número 7. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

· Número 8. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

· Número 9. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

· Número 10. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

· Número 11. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

· Número 12. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

· Número 13. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

· Número 14. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

· Número 15. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

· Número 16. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

· Número 17. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

Artículo 4° transitorio.

Se hace presente que esta  constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y sólo dicen relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -


Previo a la discusión de las normas de competencia de la Comisión, el Subsecretario de Educación, señor Fernando Rojas, efectuó una presentación que consultó los siguientes aspectos:

Tramitación Legislativa

- Ingresa el proyecto en Septiembre de 2010 a la Cámara de Diputados, donde fue aprobado por 83 votos a favor, 0 en contra y 7 abstenciones.

- Ingresa al Senado en Diciembre de 2010. Aprobado por la Comisión de Educación en agosto de 2011.
Contenido del Proyecto

1.- Aumento de recursos.

- Se propone un aumento de 20% de la subvención preferencial para todos los alumnos definidos como prioritarios.

La implementación de la Subvención Escolar Preferencial (SEP), recordó, fue concebida de manera gradual. Así, el presente año ha alcanzado por primera vez a 7° básico, y continuará extendiéndose a razón de un nivel por año.

- Los beneficiarios corresponden, hoy, a más de 800.000 alumnos, que corresponden al 40% de los alumnos subvencionados. El próximo año alcanzará a cerca de 900.000.

- En régimen, el costo financiero para el Estado es de $48.909 millones.

- Aprobada la propuesta los montos mensuales que se entregan por alumno serán:

	PK a 4° básico
	5° a 6° básico
	7° a 4° medio*

	Actual
	Propuesta
	Actual
	Propuesta
	Actual
	Propuesta

	$25.467
	$30.561
	$16.918
	$20.301
	$8.550
	$10.260


- DE ESTE MODO, LA SUBVENCIÓN TOTAL POR ALUMNO (REGULAR + SEP + CONCENTRACIÓN) ENTRE 1° Y 4° BÁSICO ALCANZA LOS $85.552 MENSUALES.
2.- Perfecciona uso de recursos en necesidades de alumnos prioritarios.

- Dificultad y rigideces para invertir los recursos ha sido un obstáculo para la implementación de la ley.

Entre ellas, ejemplificó, se encuentra la dificultad que, en la práctica, se ha suscitado para dar cobertura a una de las principales necesidades de los niños más vulnerables: la contratación de personal para apoyo profesional docente y psicopedagogo, que ha llevado a que muchas veces los recursos no se puedan utilizar. 

- Típicamente un establecimiento educacional gasta entre un 80% y un 90% en remuneraciones docentes, sin embargo no se podía gastar en ese ítem.

- Proyecto explicita en la ley otros gastos que pueden ser incluidos en los planes de mejoramiento (PME): contratación de nuevos docentes y otro personal (psicólogos, psicopedagogos), aumento en el número de horas al personal ya contratado, y otros nuevos usos relevantes (capacitación, incentivos docentes).

- Actualmente, el PME debía contener acciones en cada una de las áreas contempladas en la ley. Se propone que el sostenedor pueda priorizar en aquellas donde requiera más atención.

3.- Adecuaciones legales.

- La ley SEP fue un “puente” hacia el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación recientemente aprobado (Ley 20.529).
- SEP incluía atribuciones que pasaron a nuevas instituciones (modificaciones incluidas en ley 20.529):

· Agencia de la Calidad ( Ordenación de escuelas, información a los apoderados.

· Superintendencia ( Rendición de cuentas, supervisión de los compromisos SEP, sanciones.

- La ley de Calidad y Equidad (Ley 20.501) también modificó la ley SEP:

· Aumentó en 20% la subvención por concentración.
· Incorporó la enseñanza media al régimen SEP a partir de 2014.

- Es por ello que existen una serie de artículos que perfeccionan la transición entre SEP y el nuevo Sistema de Aseguramiento de la Calidad.

El proyecto de ley, sintetizó, aumenta los recursos para los niños más vulnerables, cuyas necesidades, por las mayores posibilidades que se otorgan para la inversión de aquéllos, podrán ser cubiertas de mejor manera.

Puso de relieve, además, que a juicio del Ejecutivo se necesita que los principales esfuerzos de focalización se realicen en los niños más pobres del país, lo que implica que el aumento de 20% de la subvención no sea parejo para todos y permite, al cabo, hacerse cargo de las diferencias socioeconómicas de quienes se encuentran en condiciones de mayor vulnerabilidad. Al respecto, sin embargo, no ha sido posible arribar a un acuerdo, por lo que siendo la diferencia sobre la forma de distribución de los recursos, y no acerca de la cantidad de los mismos, el Ejecutivo se encuentra dispuesto a que el porcentaje de la SEP aumente hasta 21% y sea igual para todos. 


El Honorable Senador señor Lagos valoró la disposición del Ejecutivo para establecer un monto de subvención parejo orientado a los estudiantes más vulnerables, así como la manifestada para aumentarla a 21%.


Por otra parte, hizo ver que, en su opinión, los establecimientos que teniendo un plan de mejoramiento educativo, no lo apliquen, debieran encontrarse sujetos al mismo apercibimiento que el artículo 23 del proyecto aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe, contempla para aquellos establecimientos emergentes que no cuenten con el referido plan dentro del año contado desde la suscripción del convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa, para que dentro de tres meses lo presenten.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, señor Raúl Figueroa, explicó que es la letra d) del número 6 del artículo único aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe (que a su vez sustituye el inciso sexto del artículo 20 de la ley N° 20.248), la que establece la sanción aplicable cuando las acciones no se han verificado conforme al plan de mejoramiento: la suspensión del aporte adicional a que tienen derecho los establecimientos calificados de emergentes.


Si, por el contrario, no existe dicho plan de mejoramiento, el Ministerio deberá apercibir al correspondiente establecimiento, que si no cumple con su formulación, no tendrá derecho a la subvención escolar preferencial. 


El Honorable Senador señor Escalona puso de manifiesto la necesidad de que el informe financiero que la Dirección de Presupuestos debe acompañar a la iniciativa en informe, sea actualizado conforme a las enmiendas que la  Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología le introdujo en su segundo informe y a las que eventualmente se realicen en el trámite seguido ante la Comisión de Hacienda, con el objeto de 

conocer de manera fehaciente los gastos a que pueda dar lugar.


El señor Subsecretario de Educación acogió la observación de Su Señoría, acotando que, en todo caso, la variación no debiera ser sustantiva respecto del informe financiero que se emitiera el día 30 de marzo de 201.


Puso de manifiesto, por otra parte, la preocupación expresada por numerosos alcaldes a lo largo del país, respecto de la renovación de los convenios de igualdad de oportunidades, que expiran el año 2012 y exigen una rendición de cuentas por parte de dichas autoridades. La forma en que esta rendición debe llevarse a cabo, empero, no fue suficientemente abordada en la ley, cuestión que exige ser clarificada. 


El Honorable Senador señor Novoa observó que otro conflicto al que se han visto expuestos muchos municipios, es el verificado cuando, por diversas razones, han debido utilizar los recursos destinados a la SEP en otros fines, cuestión que ha sido objetada por la Contraloría General de la República y ha llegado ya a instancias judiciales.


El señor Subsecretario de Educación precisó que, efectivamente, varios alcaldes han invertido recursos en educación, pero fuera del marco previsto por la ley de SEP. Ante ello, han argumentado que en el proceso de implementación de dicha ley existieron distintas limitaciones a la utilización de los recursos (como la necesidad de contar con planes de mejoras y convenios aprobados, o la cambiante interpretación acerca de la modalidad para la contratación de personal docente), que impidieron su inversión en las necesidades pedagógicas de los alumnos y dieron a lugar a que fueran destinados a otros fines educacionales.  


En opinión del Ejecutivo, sostuvo, si tales recursos fueron usados en fines no educacionales, se trata de una dificultad que debe ser asumida por cada municipalidad. Si, por el contrario, fueron efectivamente reservados a la educación, resulta razonable explorar fórmulas que contribuyan a aminorar los problemas que, por no ceñirse estrictamente a la SEP, enfrentan hoy por hoy muchas administraciones comunales. No hacerlo, concluyó, supondría un serio riesgo para numerosas de estas últimas y, al cabo, para el sistema creado en la ley SEP.


El Honorable Senador señor Lagos acotó que pueden presentarse situaciones con mayores matices, como que una municipalidad haya cubierto problemas viales con recursos previamente destinados a fines previsionales de educación, por ejemplo, y posteriormente haya utilizado los dineros SEP para cumplir dichas obligaciones previsionales.  O que las deudas de arrastre educacional que deben enfrentar varios alcaldes, obedezcan a malas gestiones previas ¿Deben darse por razonables este tipo de casos, como para ameritar alguna fórmula de solución?, se preguntó. Un tema como este, afirmó, requiere ser analizado desde diversos ángulos.


El Honorable Senador señor Novoa expresó que si en alguna oportunidad se decidiese abordar el problema de la inversión de los recursos SEP en otros fines educacionales, no debiera entrar la ley en una solución casuística, sino más bien entregar criterios a los que los órganos competentes deban sujetarse.


En relación con las rendiciones de cuentas, de otro lado, admitió la importancia de dejar suficientemente aclarados los requisitos y condiciones para llevarlas a cabo, habida cuenta de la pronta expiración de los convenios.


El señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación indicó que ha ocurrido que algunos sostenedores  mantienen, hasta el día de hoy, recursos de la SEP sin gastar, lo que va a significar que en el tiempo que resta hasta el vencimiento de los convenios, unos cinco meses, se verán en la obligación de hacerlo. Tal situación reviste el riesgo de que la inversión se torne inorgánica y se materialice, por ejemplo, en herramientas tecnológicas que no serán debidamente aprovechadas; ante esto, se precisa la adopción de medidas que, por el contrario, propicien que esa inversión obedezca a una adecuada planificación y a las necesidades pedagógicas de los alumnos vulnerables.  


Con el precitado fin, añadió el señor Subsecretario de Educación, el Ejecutivo ha estudiado la posibilidad de que se establezca, como condición para la renovación de los convenios, que los sostenedores hayan rendido hasta o al menos un determinado porcentaje de los recursos recibidos por concepto SEP, entendiendo que el saldo podrá ser utilizado en el período del segundo convenio.


El Honorable Senador señor Kuschel coincidió con lo expresado por los representantes del Ejecutivo, habida cuenta que existen también diversos casos en los que las municipalidades han gastado sumas muy bajas, o derechamente nada, de los recursos de la SEP.

DISCUSIÓN 

De conformidad con la competencia que le confieren el inciso segundo del artículo 17 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y el inciso cuarto del artículo 27 del reglamento del Senado, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los numerales 3.; 4.; 6., letras b), c) y d); 8., letra b); 9.; 10.; 12.; 13; y 16, todos del artículo único del proyecto; y de los artículos segundo y tercero transitorios, así como de una serie de enmiendas formales recaídas sobre otras disposiciones de la iniciativa, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del reglamento de la Corporación. 

El texto del proyecto aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe consta de un artículo único compuesto de 17 numerales, y de cuatro artículos transitorios. De las disposiciones pertinentes, transcritas o reseñadas, según el caso, y de los acuerdos adoptados a su respecto por la Comisión de Hacienda, se da cuenta a continuación.

Artículo único


A través de sus 17 numerales, el artículo único efectúa una serie de enmiendas a la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial.

- - -

En primer lugar, la Comisión analizó las indicaciones números 1 y 2, ambas de Su Excelencia el Presidente de la República.

La indicación número 1, para agregar el siguiente numeral 1 bis:

“1 bis. Agrégase el siguiente artículo 7 bis, nuevo:

“Artículo 7° bis.- El Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa podrá ser renovado para cada establecimiento educacional cuando se cumplan, copulativamente, los siguientes requisitos:

a)
Solicitar al Ministerio de Educación, de acuerdo a la modalidad que éste establezca mediante resolución exenta, la renovación del convenio. Con todo, la solicitud deberá ser presentada, a lo menos, 60 días antes de la expiración del convenio.

b)
Haber rendido la totalidad de los recursos recibidos, conforme a la rendición de cuentas establecida en el artículo 7° letra a) de la presente ley. 

c)
Haber gastado, a lo menos, un 70% de las subvenciones y aportes recibidos por concepto de esta ley de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6° letra e) de la presente ley. 

El incumplimiento de los requisitos y obligaciones establecidos en el artículo 6° y de los compromisos esenciales del artículo 7°, será considerado infracción grave de acuerdo a lo establecido en el artículo 34 de la presente ley. Sin embargo, no impedirán la renovación del convenio.

Con el propósito de verificar las condiciones mencionadas en el inciso primero, los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa se entenderán prorrogados hasta la renovación del  citado convenio. En cualquier caso, dicha prórroga no podrá exceder los 12 meses. Durante el plazo por el que se extienda la prórroga, los establecimientos estarán sujetos a las obligaciones y condiciones del mencionado convenio, por su parte, el Ministerio de Educación deberá continuar entregando las subvenciones y aportes asociados a la presente ley.

En caso de renovarse los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, los recursos recibidos durante la prórroga mencionada en el inciso anterior y, los recursos no gastados que formen parte del convenio expirado, serán parte y estarán sujetos a las obligaciones y condiciones del nuevo convenio suscrito.

De no cumplirse con las condiciones mencionadas en el inciso primero del presente artículo, los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa no podrán ser renovados, debiendo cumplirse con las obligaciones que estipula la presente ley y sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal y administrativa que corresponda. En este caso, los recursos traspasados durante la prórroga establecida en el inciso tercero de este artículo deberán ser rendidos de acuerdo con los mecanismos que establece el artículo 7°, letra a) de la presente ley.  Los recursos recibidos durante la citada prórroga o bajo la vigencia del convenio expirado y que no se hubiesen destinado a las medidas comprendidas en el Plan de Mejoramiento Educativo, deberán ser restituidos.”.”.

El señor Subsecretario de Educación explicó que la indicación se hace cargo del problema que se verificará una vez que, en febrero del próximo año, expiren los cuatro años de los Convenios de Igualdad y Excelencia Educativa vinculados a la ley SEP, que requieren una solución de una continuidad, pero cuyo mecanismo de renovación no fue previsto.

Entre los requisitos para que la renovación opere, destacó el de la letra c) de la indicación, que exige, habiéndose rendido previamente todos los recursos, que haya sido gastado al menos el 70% de ellos, con el objeto de evitar que en los últimos tres meses del convenio, por ejemplo, se van los sostenedores forzados a gastar irreflexivamente los saldos para enterar el 100%. Se cautela, de esta forma, que la inversión de los recursos se ajuste a las necesidades pedagógicas.

El Honorable Senador señor Escalona expresó que si se considera que la renovación del convenio puede ser solicitada hasta sesenta días antes de la expiración de los cuatro años del mismo, tener la posibilidad de gastar el 30% de saldo en sólo dos meses pareciera  ser un porcentaje muy elevado.    


Del mismo modo, hizo ver que  si bien es razonable ponerse en el caso que no se haya alcanzado a gastar la totalidad de los recursos, debiera precisarse que en todo caso tendrán que ser destinados, los pendientes, a fines educacionales.



El Honorable Senador señor Kuschel consultó por el funcionamiento que ha tenido el sistema SEP hasta la fecha y cuáles han sido las mayores dificultades demostradas a lo largo de los años.


El señor Subsecretario de Educación aclaró que la letra c) de la indicación no habilita para que el 30% pendiente pueda ser gastado en fines distintos a los del convenio original, a saber, fines educacionales vinculados a la SEP. El sistema de la ley SEP contempla rendiciones anuales por la totalidad de los recursos recibidos, lo que no obsta a la posibilidad de que no todos ellos hayan sido gastados. Así, ejemplificó, puede ocurrir que un sostenedor que recibió 100, debiendo rendirlos todos, sólo haya gastado 50, restando otros 50 por ser utilizados. En un evento de este tipo, y en caso de verificarse la renovación del convenio, prevé la indicación que tanto los recursos recibidos durante la prórroga como los no gastados con motivo del convenio expirado, serán parte y se sujetarán a las condiciones del nuevo.   


Durante la vigencia del sistema SEP, agregó, efectivamente se ha rendido el 100% de los recursos, pero lo gastado asciende solamente a entre un 50% y un 60%.


En relación con estos últimos porcentajes, puso de relieve la preocupación manifestada por diversos alcaldes en orden a que habiendo entrado en vigencia la ley SEP el año 2008, el 2009 se comenzó a pagar la subvención sin haberse suscrito aún los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, sin estar disponibles las plataformas para la fijación de metas y sin existir claridad acerca de la forma en que debían gastarse los recursos. En consonancia con esa realidad, pero aumentando el porcentaje a una proporción cercana a lo que representarían tres años de convenio, es que se ha propuesto que el gasto rendido ascienda a un mínimo de 70%. 


El Honorable Senador señor Escalona propuso, de acuerdo con la argumentación del señor Subsecretario de Educación, que en el inciso cuarto de la indicación se agregue, cuando se alude a los recursos no gastados que formen parte del convenio expirado, una referencia a la letra c) del inciso primero del artículo 7° bis que se propone.


La Comisión estuvo de acuerdo con la propuesta de Su Señoría, así como en la realización de una serie de enmiendas formales y de redacción al artículo 7° bis propuesto, en el que se incorporó, también con modificaciones, el contenido de la indicación número 2, de que se dará cuenta a continuación.


En consecuencia, la indicación número 1, que fue aprobada como numeral 2.- del artículo único, obligando a hacer los ajustes de numeración pertinentes, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Novoa y Tuma.
La indicación número 2, para agregar el siguiente numeral 1 ter:

“1 ter. Agrégase el siguiente artículo 7 ter, nuevo:

“Artículo 7° ter.- En caso que el sostenedor exprese su voluntad de no renovar el convenio para un establecimiento educacional, deberá dar cuenta del cumplimiento de las obligaciones que se generaron producto de esta ley durante la vigencia del mismo, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal y administrativa que le corresponda.”.”.


El señor Subsecretario de Educación indicó que el primero de los convenios a que se ha venido haciendo referencia, expira en febrero de 2012. Si algún sostenedor decide no renovarlo, deberá rendir la totalidad de los gastos, y no sólo el 70%.



El Honorable Senador señor Novoa observó que, en realidad, lo que opera es la regla general de que si no hay renovación del convenio, deben cumplirse todas las obligaciones que la ley prevé. Entre ellas, una que no aparece en el texto de la indicación: la de restituir los recursos.


El asesor del Ministerio de Educación, señor Pablo Eguiguren, acotó que, efectivamente, la ley no se pronuncia expresamente sobre la rendición de cuentas cuando no se renueva un convenio.


La Comisión acordó otorgar una nueva redacción al artículo propuesto, que recoja la necesidad de acreditar, en caso de no renovación del convenio, el cumplimiento de las obligaciones generadas con motivo del mismo; y la obligación de restituir los recursos, sin perjuicio de las otras responsabilidades a que haya lugar, si no hubiesen sido invertidos en fines educacionales.


Dicha nueva redacción fue incorporada al penúltimo inciso del artículo 7° bis agregado por la indicación número 1.


En consecuencia, la indicación número 2 fue  aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Novoa y Tuma.
- - -


Enseguida, la Comisión estuvo conteste en efectuar una modificación de carácter formal en la letra d) del número 2.- del artículo único aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe, donde se consigna el reemplazo de la forma verbal “entregará” por “propondrá” las dos veces que aparece en el inciso final del artículo 8° de la ley 20.248, en circunstancias que dicha forma verbal aparece sólo una vez, en virtud de las enmiendas introducidas por la ley N° 20.529.


Así lo acordó, en mérito de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Novoa y Tuma.

- - -

Número 3.-


Agrega el siguiente artículo  8° bis, nuevo:


“Artículo 8° bis.- Para el cumplimiento de las acciones mencionadas en el artículo anterior, el sostenedor podrá contratar docentes, asistentes de la educación a los que se refiere el artículo 2° de la ley N° 19.464, y el personal necesario para mejorar las capacidades técnico pedagógicas del establecimiento y para la elaboración, desarrollo, seguimiento y evaluación del Plan de Mejoramiento. Asimismo, y con la misma finalidad, podrá aumentar la contratación de las horas de personal docente, asistentes de la educación y de otros funcionarios que laboren en el respectivo establecimiento educacional, así como incrementar sus remuneraciones. La contratación a que se refiere este inciso se regirá por las normas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, el Código del Trabajo o las normas del derecho común, según corresponda. Con la misma finalidad, también, podrán contratarse personas o entidades pedagógicas y técnicas de apoyo que sean parte del Registro a que hace referencia el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956.


Tratándose de contrataciones efectuadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, no regirá la limitación establecida en el inciso primero del artículo 26 del mencionado decreto.


En cualquier caso, las contrataciones, incrementos y aumentos de hora a que se refieren los inciso anteriores deberán estar vinculadas a las acciones y metas específicas del Plan de Mejoramiento y no podrán superar el 50% de los recursos que obtenga por aplicación de la presente ley, a menos que en el Plan de Mejoramiento se fundamente un porcentaje mayor.


No podrán ser contratadas en virtud de este artículo las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados, parientes hasta el tercer grado de consanguinidad ni segundo de afinidad, ambos inclusive, respecto de los administradores o representantes legales de la persona jurídica que tenga la calidad de sostenedor, salvo en el caso de los establecimientos educacionales uni, bi y tri docentes y aquellos que beneficiados con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.”.


La Comisión acordó realizar las siguientes enmiendas en el artículo 8° bis:


- Sustituir, en el inciso primero, la voz “también” por “además”.

- Sustituir, en el inciso tercero, “inciso” por “incisos”.

- Suprimir, en el inciso final, la preposición “que”, que antecede a la voz “beneficiados”.

Los acuerdos precitados fueron adoptados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento de la Corporación.

Número 4.-


Reemplaza el cuadro de Valor Subvención en USE, contenido  en  el artículo 14, por el siguiente:

“Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° 

año básico
	Desde 1° hasta 4° año de enseñanza media

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,68
	1,116
	0,564
	0,564

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,84
	0,558
	0,282
	0,282


.”.


Fue objeto de la La indicación número 3, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar el numeral 4 por el siguiente:

“4. Reemplázase el cuadro de Valor Subvención en USE, contenido  en  el artículo 14, por el siguiente:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico
	Desde 1° hasta 4° año de enseñanza media

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,694
	1,1253
	0,5687
	0,5687

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,847
	0,56265
	0,28435
	0,28435


.”.


La indicación fue aprobada, con una enmienda derivada del ajuste en la numeración del artículo único, por  la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Novoa y Tuma.
Número 6.-


A través de sus cuatro literales, modifica el artículo 20, que, en términos generales, preceptúa que los establecimientos clasificados como emergentes tendrán derecho a percibir un aporte adicional de recursos para contribuir al financiamiento del diseño y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo establecido en el artículo 19.
Letra b)


Reemplaza en el inciso cuarto, que pasa a ser tercero, los siguientes guarismos:


i.“0,7 USE” por “0,84 USE”


ii. “0,465 USE” por “0,558 USE”


iii.“0,235 USE”, en las dos ocasiones que aparece, por “0,282 USE”.

Fue objeto de la indicación número 4, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar el numeral 6, letra b), por el siguiente:

“b) Reemplázase, en el inciso cuarto, que pasa a ser tercero, los siguientes guarismos:

i. “0,7 USE” por “0,847 USE”.

ii. “0,465 USE” por “0,56265 USE”.

iii. “0,235 USE”, en las dos ocasiones que aparece, por “0,28435 USE”.”.


La indicación fue aprobada, con una modificación meramente formal, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Novoa y Tuma.
Letra c)


Sustituye el actual inciso quinto, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:


“No obstante lo anterior, durante el primer año de vigencia del convenio se entregará a los sostenedores de los establecimientos educacionales que no cuenten con un plan, un tercio del aporte adicional mensual a que se refiere los incisos anteriores, para financiar la obligación establecida en el Nº 1 del artículo 19, recibiendo del Ministerio de Educación los dos tercios restantes una vez que presenten el Plan de Mejoramiento Educativo, pagándose este saldo con efecto retroactivo calculado desde el mes siguiente al acto de aprobación del convenio a que se refiere el artículo 7º.”.


La Comisión acordó agregar, en el encabezado, una referencia a que en virtud de la supresión del inciso segundo del artículo 20, el inciso quinto pasa a ser cuarto; y sustituir la voz “refiere” por “refieren”. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Novoa y Tuma.
Letra d)


Reemplaza el inciso sexto, que pasa a ser quinto, por el siguiente:


“El aporte a que se refiere este artículo se suspenderá si el Ministerio de Educación, conforme al procedimiento establecido en el artículo 17, verifica que las acciones no se han efectuado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo.”.


La Comisión acordó agregar, en el encabezado, una referencia a que en virtud de la supresión del inciso segundo del artículo 20, el inciso sexto pasa a ser quinto. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Novoa y Tuma. 


Enseguida, la Comisión tuvo presente que el inciso séptimo del artículo 20 de la ley N° 20.248, que en virtud de la supresión de su inciso segundo debe pasar a ser inciso sexto, alude a “la resolución a que se refiere el inciso anterior”. Dicho inciso anterior será, a partir de la publicación de la ley que el presente proyecto propone, precisamente el introducido por la letra d) precedentemente aprobada, que reemplaza el inciso sexto, que pasa a ser quinto, del antes citado artículo 20, que no alude en parte alguna a una “resolución”.


Con el objeto de hacer concordantes los señalados incisos del artículo 20, la Comisión estuvo conteste en efectuar una enmienda formal en el séptimo, que pasará ser sexto, consistente en especificar que la resolución a que se refiere el inciso anterior, no es otra que la que determine la suspensión del aporte a que se refiere el artículo 20, cuando el Ministerio de Educación verifique que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo.


Recogiendo lo anteriormente expresado, la Comisión acordó agregar una letra e), nueva, en el número 6.- del artículo único aprobado en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, que pasó a ser número 7.- Lo hizo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Novoa y Tuma, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.
Número 8.-


Modifica el artículo 26, que establece las obligaciones que deben cumplir los sostenedores de los establecimientos educacionales en recuperación, mediante sus literales a) y b).

Letra b)


b) Agrega el siguiente inciso final:


"Los recursos entregados en virtud de esta ley podrán ser utilizados para financiar las medidas de reestructuración a las que se refiere este numeral.".


Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.

Número 9.-


A través de sus tres literales, modifica el artículo 27, que establece un aporte económico extraordinario para los sostenedores de los establecimientos educacionales declarados en recuperación.

Letra a)


Elimina, en el inciso tercero, la siguiente oración: "La rendición de estos recursos deberá ser visada por la persona o entidad externa.".

Letra b)


Reemplaza el inciso cuarto por el siguiente:


“Este aporte será entregado en cuotas mensuales, iguales y sucesivas; y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique, mediante resolución fundada, que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan.”.

Letra c)


Sustituye el inciso final por el siguiente:


“Durante el primer año de incorporación de un establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial, el aporte a que se refiere el inciso primero será determinado según la fórmula establecida en el inciso segundo, dividido por doce y multiplicado por el número de meses que resten del año, contados desde el mes siguiente a la ordenación del establecimiento en la categoría en Recuperación.”.


Puestas en votación las letras a), b) y c) del número 9.,  fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.

Número 10.-


Reemplaza el inciso primero del artículo 28, por el siguiente:


“Artículo 28.- Concluido el plazo a que se refiere el N° 1 del artículo 26, el establecimiento educacional en Recuperación deberá alcanzar los resultados educativos que permitan ordenarlo en una categoría superior, de acuerdo a los mecanismos establecidos en la ley que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.


La Comisión tuvo en consideración, en primer lugar, que la referencia a la ley que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación debe estar hecha a la recientemente publicada ley N° 20.529.


Del mismo modo, tuvo presente que en relación con el inciso primero original del artículo 28 de la ley N° 20.248, el nuevo inciso primero propuesto alude a los “resultados educativos” en lugar de los “objetivos” que deben alcanzar los establecimientos educacionales en Recuperación. Tal modificación obliga, en pos de una debida uniformidad en el contenido del mismo artículo, a realizar los ajustes pertinentes para que en las referencias que en sus incisos subsiguientes se hacen a dichos “objetivos”, sean adecuadas a los “resultados educativos”.


De acuerdo con lo expuesto, la Comisión acordó sustituir el número 10.- del artículo único, que debe pasar a ser número 11.-, por el que se señalará en su oportunidad, que incluye enmiendas en su encabezado y la inclusión en una letra a) del nuevo inciso primero del artículo 28 que se propone, con la referencia a la ley N° 20.529, y en otras letras b) y c) de las adecuaciones que corresponde realizar en los incisos segundo y tercero del artículo 28, respectivamente. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Novoa y Tuma, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.
Número 12.-


Reemplaza el artículo 30, relativo al registro público de personas o entidades pedagógicas y técnicas de apoyo, por el siguiente:


“Artículo 30.- Estarán habilitadas para prestar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales en lo concerniente a la elaboración e implementación del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8°, 19, 20 y 26, aquellas personas o entidades que cumplan los estándares de certificación para integrar el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956.


Serán requisitos para integrar el Registro a que se refiere el inciso anterior a lo menos los siguientes:


a) Identificación de los objetivos, metas y áreas de especialización de la entidad o persona; 


b) Descripción de las metodologías e instrumentos de trabajo; de evaluación y monitoreo utilizados por la entidad o persona;


c) Descripción de la formación y  experiencia de la persona, o de sus equipos de trabajo cuando se trate de entidades; y,


d) No registrar incumplimientos de obligaciones previsionales ni comerciales.


Para los efectos de permanecer en el Registro a que se refiere el inciso anterior, además de realizar una actualización periódica de los requisitos antes mencionados, conforme se estipule en el reglamento, se exigirán estándares de certificación  en las siguientes áreas: 


i) Cumplimiento oportuno y eficiente de la asesoría contratada; y,


ii) Efectividad de los programas en el cumplimiento de objetivos y el logro de los resultados esperados.


Para verificar el cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior se obtendrá información de los usuarios a través de encuestas u otros medios.


Regirán respecto de estas personas o entidades las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


A fin de garantizar la transparencia del sistema, el Ministerio de Educación deberá crear, mantener y administrar un sistema integral de información de la Asistencia Técnica Educativa, que será público e indicará, a lo menos, las personas y entidades que forman parte de este registro, los establecimientos educacionales que hayan recibido sus servicios, las áreas en que les prestaron servicio y, en los casos que corresponda, los resultados educativos alcanzados por los establecimientos.


Con el mismo fin y con las mismas características, el mencionado sistema deberá incluir información acerca de la Asistencia Técnica Educativa que brinde el Ministerio de Educación a través de la unidad o unidades respectivas.


Las personas o entidades incorporadas al registro a que se refiere este artículo y que presten asesorías a establecimientos educacionales que reiteradamente obtengan resultados insatisfactorios de conformidad a lo establecido en el reglamento a que se refiere el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956, serán eliminadas del Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.


Los sostenedores podrán asociarse entre sí para recibir apoyo técnico de una misma persona o entidad registrada.



Los costos de cada persona o entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios.”.



La Comisión acordó efectuar las siguientes enmiendas en el artículo 30:




- En el inciso primero, agregar una coma (“,”) a continuación de la palabra “Apoyo”.



- En el inciso segundo, agregar, en el encabezado, una coma (“,”) a continuación de “anterior”, y otra coma (“,”) luego de “menos”; agregar, en la letra b), la conjunción “y” entre el punto y coma (“;”) que sucede a “trabajo” y la preposición “de”; y en la letra c), sustituir las expresiones “; y,”, por “, y”.



- En el inciso tercero, reemplazar la frase “refiere el inciso anterior”, por “refieren los incisos anteriores”; y en el literal i), sustituir las expresiones “; y,”, por “, y”.



- En el inciso cuarto, suprimir las palabras “el cumplimiento de”.

- En el inciso quinto, intercalar, a continuación de “Regirán”, una coma (“,”); sustituir “estas” por “las”; agregar, a continuación de “entidades” la frase “a que se refiere este artículo, exclusivamente”; y suprimir la frase “del decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado”.

- En el inciso sexto, sustituir la oración “A fin de garantizar la transparencia del sistema, el”, por el artículo “El”; reemplazar las voces “sistema integral” por “registro”; reemplazar las voces “de este registro” por “del Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo”; y agregar, a continuación del punto aparte (“.”), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Deberá, asimismo, incluir información acerca de la Asistencia Técnica Educativa que brinde el Ministerio de educación a través de la unidad o unidades respectivas,”.





- Suprimir el inciso séptimo.

-
En el inciso octavo, que pasa ser séptimo, suprimir la oración “incorporadas al registro”; incorporar una coma (“,”) a continuación de “artículo” y suprimir la frase “y que presten asesorías a establecimientos educacionales”.


Los acuerdos precedentes fueron adoptados en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Novoa y Tuma.

Número 13.

Agrega el siguiente artículo 33 bis, nuevo:


“Artículo 33 bis.- Los municipios, corporaciones municipales u otras entidades creadas por ley que administren establecimientos educacionales que estén adscritos al régimen de subvención preferencial deberán administrar los recursos que perciban por aplicación de esta ley en una cuenta corriente abierta para este sólo efecto.


Los recursos entregados en virtud de esta ley son inembargables salvo en el caso de deudas derivadas del incumplimiento de obligaciones contraídas en implementación y ejecución del plan de mejoramiento educativo.”. 


La Comisión, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado, acordó agregar en el inciso primero del artículo 33 bis, una coma (“,”) a continuación de la voz “preferencial”. Lo hizo por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.

Número 16.-


Agrega un artículo decimotercero transitorio, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo decimotercero transitorio.- En tanto no entren en vigencia las normas que crean la Superintendencia de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, las facultades que la presente ley les otorga serán ejercidas por el Ministerio de Educación.”.


Los representantes del Ejecutivo hicieron ver la conveniencia de precisar el alcance de esta disposición, habida cuenta que la norma que crea la Superintendencia de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación es la ley N° 20.529, que ya entró en vigencia, cuestión que implicaría que el artículo en análisis no tuviera efectos prácticos.


La Comisión estuvo conteste con el planteamiento realizado, y acordó realizar enmiendas en la redacción del artículo decimotercero transitorio, como se indicará en su oportunidad. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Novoa y Tuma, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.
- - -


Enseguida, la Comisión tomó conocimiento de las indicaciones números 5, 6, 7 y 8.

La indicación número 5, de Su Excelencia el Presidente de la República, para agregar el siguiente nuevo numeral 18.-:

“18.- Agrégase el siguiente artículo decimoquinto transitorio nuevo:

“Artículo decimoquinto transitorio.- Para efectos de la primera renovación del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, el nivel de gasto que deberá demostrarse para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 7° bis, letra c) será de 50%.”.”.

El señor Subsecretario de Educación sostuvo que la finalidad de la indicación es que, por tratarse de la primera renovación, el umbral del 70% que la indicación número 1, analizada precedentemente, sea inferior y llegue sólo a 50%. Tales recursos, igualmente, sólo podrán ser destinados en los objetivos de la SEP. De esta manera es posible salvar la transición entre la expiración del convenio y su renovación.

El Honorable Senador señor Escalona advirtió que, en los términos presentados, el artículo decimoquinto transitorio puede aparejar efectos permanentes, pues una primera renovación de un convenio puede verificarse en cualquier momento. Debiera, en consecuencia, establecerse una fecha límite en la que se encuentre vigente el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa.   

El señor Subsecretario de Educación estuvo conteste con la sugerencia de Su Señoría, e hizo ver la conveniencia de agregar que el nivel de gasto a demostrar sea, a lo menos, de 50%.

Por otra parte, hizo nuevamente alusión a la problemática que en distintas instancias han expresado diversos alcaldes, en relación con la inversión de los recursos recibidos por concepto de la SEP en fines diferentes, siempre que se trate de gastos propios de los establecimientos educacionales y de su administración. Tal preocupación, recogida por la indicación número 7, de la que se dará cuenta en su oportunidad, merece ser abordada, resaltó, con ocasión del artículo decimoquinto transitorio en análisis. Al efecto propuso, a nombre del Ejecutivo, la siguiente redacción para el inciso segundo:

“El porcentaje mencionado en el inciso anterior podrá incluir un gasto de hasta un 15% en fines distintos a los establecidos en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, siempre que hayan sido utilizados directamente en gastos propios de los establecimientos educacionales y de su administración.”.

Dicho 15%, hizo hincapié, será sólo aplicable en relación con el 50% que la disposición transitoria en comento contempla, por esta única vez.

El Honorable Senador señor Escalona hizo presente la necesidad de establecer, también, una fecha límite para el gasto del precitado 15%, de manera que no se abra un espacio de tiempo para que las administraciones comunales busque en qué fines, distintos de los incluidos en los convenios, pueden invertir los recursos. 

La Comisión acordó efectuar enmiendas al texto propuesto como artículo decimoquinto transitorio, y agregar un inciso segundo, nuevo, propuesto por el Ejecutivo y que recoge, en los términos que se indicarán en su oportunidad, el contenido de la indicación número 7.


En consecuencia, la indicación número 5 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Novoa y Tuma.

La indicación número 6, de Su Excelencia el Presidente de la República, para agregar el siguiente nuevo numeral 19.-:

“19.- Agrégase el siguiente artículo decimosexto transitorio nuevo:

“Artículo decimosexto transitorio.- Los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa suscritos con anterioridad al 30 de junio de 2011, se entenderán finalizados al término del año escolar en que dicho convenio establecía que expiraban.”.”.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Novoa, el señor Subsecretario de Educación aclaró que la fecha de término del año escolar, de acuerdo con la jurisprudencia del ministerio del ramo, es el 28 de febrero de cada año.


La indicación fue aprobada, con una enmienda formal derivada del ajuste en la numeración del artículo único, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Novoa y Tuma.

La indicación número 7, de los Honorables Senadores señores Escalona y Frei, para agregar el siguiente artículo segundo, pasando el artículo único del proyecto a ser el primero:

“Artículo segundo: Los fondos recibidos por concepto de subvención escolar preferencial, en el marco del convenio firmado por los municipios con el MINEDUC, podrán ser invertidos, hasta por un total del 15%, en fines distintos a los previstos en la ley 20.248, siempre que ellos sean utilizados directamente en gastos propios de la administración educacional. En consecuencia, decláranse ajustados a derecho todos los gastos  en el sector educación que hubieren efectuado los municipios y corporaciones municipales con cargo a la subvención escolar preferencial de la citada  ley, recibidas en el marco del Convenio firmado entre los municipios y el MINEDUC, hasta el monto señalado. Lo anterior no se considerará incumplimiento del convenio celebrado entre el sostenedor y el Ministerio de Educación.”.

La indicación fue retirada por sus autores.

Con todo, cual se señalara con ocasión del análisis de la indicación número 5, el espíritu de la indicación retirada contó con el expreso patrocinio del Ejecutivo, que propuso la incorporación de un inciso segundo al artículo decimoquinto transitorio contenido en dicha indicación número 5, que resultara aprobada con modificaciones. 

La indicación número 8, del Honorable Senador señor Gómez, para sustituir el término “Artículo Único” por “Artículo Primero”, y para agregar el siguiente Artículo Segundo:

“Artículo Segundo: Agrégase el siguiente Artículo 14 bis al Decreto con Fuerza de Ley N° 2 del Ministerio de Educación de 1998, que fija texto Refundido, Coordinado y Sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:

“Artículo 14 bis.- El monto de subvención para los establecimientos educacionales que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 6º y que atiendan alumnos de Educación Especial Diferencial y/o con Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio se calculará multiplicando el valor unitario que corresponda conforme al inciso primero del artículo 9º y al artículo 11 por el número de alumnos matriculados en dicha calidad, no siendo aplicable lo preceptuado en los artículos 13 y 14.”.”.

Las indicación número 8 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por guardar relación con la administración financiera y presupuestaria del Estado, materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuestos en el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.


ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo segundo


Señala que el mayor gasto fiscal que irrogue esta ley durante el año 2011, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto del Ministerio de Educación.
Artículo tercero





Dispone que los incrementos en la Subvención Escolar Preferencial y los aportes adicionales contemplados en la ley que el presente proyecto propone, rijan a contar del día primero del mes siguiente a la fecha de su publicación.



Los artículos segundo y tercero transitorios fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.


Enseguida, los representantes del Ejecutivo hicieron ver que el artículo cuarto transitorio aprobado en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, faculta al Presidente de la República para dictar un decreto con fuerza de ley que contenga el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas no derogadas de las leyes N° 20.248 y 20.251, así como de la que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. Esta última, indicaron, ha sido recientemente publicada y corresponde a la ley N° 20.529, razón por la que resulta pertinente efectuar la enmienda de referencia tanto en dicho artículo cuarto transitorio, como en las demás disposiciones del proyecto que citan la aludida nueva ley.


Dichas demás disposiciones, a la sazón, son las siguientes: letra e) del literal b) del número 1.-; inciso primero del artículo 23 del número 7.-; número 1) de la letra a) del número 8.-; inciso primero del artículo 28 del número 10.-; artículo decimocuarto transitorio del número 17.-; todas del artículo único de la iniciativa.


En consecuencia, la Comisión acordó sustituir las referencias a la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, en los casos precitados por otra a la ley N° 20.529, en los términos que en cada oportunidad se señalarán.  Lo hizo (con excepción del inciso primero del artículo 28 del número 10.-, que fuera objeto de otra votación en el presente informe), por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Lagos y Novoa.

- - -

INFORME FINANCIERO 

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 30 de agosto de 2010, señala, de modo textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de ley introduce una serie de modificaciones a la Ley de Subvención de Escolar Preferencial. En lo principal, incrementa el valor de la subvención que se paga por alumno atendido y en forma especial por aquellos alumnos que pertenezcan a las familias caracterizadas dentro del 20% más vulnerable del país.

1. Actualmente, el artículo 14 de la ley 20.248 establece el valor mensual de la Subvención Escolar Preferencial (SEP) por alumno prioritario, para los establecimientos educacionales autónomos y para los establecimientos educacionales emergentes, expresado en unidades de subvención educacional, USE, para cada nivel de educación.

El artículo 20 de dicha ley, fija el valor mensual de un "aporte adicional" por alumno prioritario para aquellos establecimientos educacionales emergentes que apliquen el Plan de Mejoramiento Educativo que se establece en el artículo 8° de la ley 20.248 

Y el artículo 27 de la ley 20.248 establece un "aporte económico extraordinario", aporte mensual por alumno prioritario para aquellos establecimientos educacionales catalogados como en recuperación, igual al valor de la SEP que se paga por alumno a los establecimientos autónomos, en la medida que se cumpla con las condiciones que allí se establecen.

2. El proyecto de ley en comento en el punto 5), del su artículo único, propone una modificación al artículo 14 de la ley 20.248, dividiéndolo en dos partes. En la primera se establece el valor de la SEP por aquellos alumnos vulnerables que no se encuentran entre las familias caracterizadas dentro del 20% más vulnerable del país. Luego se introduce otro cuadro que fija el valor de una SEP mayor para los alumnos que pertenecen a dichas familias más vulnerables.

En el punto 7) del proyecto de ley, se modifica el artículo 20 de la ley 20.248, incrementando el "aporte adicional" que allí se establece, también haciendo la diferencia entre el 20% más vulnerable y el resto, para aquellos establecimientos educacionales emergentes.

Para los establecimientos educacionales catalogados como en recuperación, el valor máximo por alumno se modifica automáticamente, en la medida que se incrementa el valor de la SEP por alumno en los establecimientos autónomos, tal como lo establece el artículo 27 de la ley 20.248.

3. El incremento que propone el proyecto de ley, del valor vigente de la subvención para los alumnos prioritarios que no están en el 20% más vulnerable es, en promedio, de un 14%, y para los que si están en dicho porcentaje es de un promedio de 28%.

4. El mayor gasto fiscal mensual que representa este proyecto de ley para el año 2010, se estima en $2.943.043 miles. Se supone que del total de alumnos prioritarios por quienes se paga la SEP este año (pre kínder a 6° básico), que alcanza a 701.229 niños, 320.965 de ellos se encuentran entre aquellos que provienen de las familias caracterizadas dentro del 20% más vulnerable del país y 380.264 niños prioritarios que no están en dicho 20%.

Para el año 2011, en que se incorpora a contar del mes de marzo el 7° básico a la SEP, el mayor gasto fiscal anual, se estima en $38.219.221 miles. Ello supone 812.056 alumnos prioritarios, de los cuales 397.778 alumnos son del 20% más vulnerables y 414.278 del resto.

Para el 2012 el mayor gasto fiscal anual sería de $40.717.559 miles, ya que se incorpora ese año el 8° básico, por 10 meses. Ello supone 921.738 alumnos prioritarios, de los cuales 454.124 son del 20% más vulnerable y 467.614 del resto.

En régimen, el mayor gasto fiscal anual por estos incrementos de la SEP sería de $41.566.276 miles.

5. Tal como se establece en el proyecto de ley, el mayor gasto correspondiente al año 2010, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Educación.”.

Posteriormente, con fecha 30 de marzo de 2011, la Dirección de Presupuestos emitió un Informe Financiero Actualizado que señala, textualmente, lo siguiente:

“El presente proyecto de ley introduce una serie de modificaciones a la Ley de Subvención de Escolar Preferencial. En lo principal, incrementa el valor de la subvención que se paga por alumno atendido y en forma especial por aquellos alumnos que pertenezcan a las familias caracterizadas dentro del 20% más vulnerable del país. El presente Informe Financiero actualiza las cifras a los valores vigentes de las subvenciones educacionales a abril de 2011, incluyendo asimismo las modificaciones de las indicaciones presentadas por el Ejecutivo al proyecto de ley en este mes.

1. Actualmente, el artículo 14 de la ley 20.248 establece el valor mensual de la Subvención Escolar Preferencial (SEP) por alumno prioritario, para los establecimientos educacionales autónomos y para los establecimientos educacionales emergentes, expresado en unidades de subvención educacional, USE, para cada nivel de educación.

El artículo 20 de dicha ley, fija el valor mensual de un "aporte adicional" por alumno prioritario para aquellos establecimientos educacionales emergentes que apliquen el Plan de Mejoramiento Educativo que se establece en el artículo 8° de la ley 20.248.

Y el artículo 27 de la ley 20.248 establece un "aporte económico extraordinario", aporte mensual por alumno prioritario para aquellos establecimientos educacionales catalogados como en recuperación, igual al valor de la SEP que se paga por alumno a los establecimientos autónomos, en la medida que se cumpla con las condiciones que allí se establecen.

En la ley 20.501 se incorporó la SEP para la educación media, con los mismos valores de 7° y 8° básico. La presente indicación incorpora esta modificación en las tablas donde se establecen los nuevos valores de la SEP para cada nivel educacional.

2. El proyecto de ley en comento en el punto 5), de su artículo único, propone una modificación al artículo 14 de la ley 20.248, dividiéndolo en dos partes. En la primera se establece el valor de la SEP por aquellos alumnos vulnerables que no se encuentran entre las familias caracterizadas dentro del 20% más vulnerable del país. Luego se introduce otro cuadro que fija el valor de una SEP mayor para los alumnos que pertenecen a dichas familias más vulnerables.

En el punto 7) del proyecto de ley, se modifica el artículo 20 de la ley 20.248, incrementando el "aporte adicional" que allí se establece, también haciendo la diferencia entre el 20% más vulnerable y el resto, para aquellos establecimientos educacionales emergentes.

Para los establecimientos educacionales catalogados como en recuperación, el valor máximo por alumno se modifica automáticamente, en la medida que se incrementa el valor de la SEP por alumno en los establecimientos autónomos, tal como lo establece el artículo 27 de la ley 20.248.

3. El incremento que propone el proyecto de ley, del valor vigente de la subvención para los alumnos prioritarios que no están en el 20% más vulnerable es, en promedio, de un 14%, y para los que si están en dicho porcentaje es de un promedio de 28%.

4. El mayor gasto fiscal mensual que representa este proyecto de ley para el año 2011, se estima en $3.347.429 miles. Este incremento se concreta a partir del primer día del mes siguiente a la fecha de publicación de la ley. Se supone que del total de alumnos prioritarios por quienes se paga la SEP este año (pre kínder a 7° básico), que alcanza a 812.056 niños, 397.778 de ellos se encuentran entre aquellos que provienen de las familias caracterizadas dentro del 20% más vulnerable del país y 414.278 niños prioritarios que no están en dicho 20%.

Para el 2012 el mayor gasto fiscal anual sería de $42.427.696 miles, ya que se incorpora ese año el 8° básico, por 10 meses. Ello supone 921.738 alumnos prioritarios, de los cuales 454.124 son del 20% más vulnerable y 467.614 del resto.

En el año 2013 entrará en situación de régimen la SEP para toda la educación básica, con lo cual los incrementos considerados en este proyecto de ley representarán un mayor gasto fiscal anual de $43.312.060 miles.

A contar del año 2014 se incorporará, a razón de un curso por año, la educación media, con lo cual el año 2017 se entrará en régimen con todos los cursos de pre kínder a cuarto medio, con un mayor gasto fiscal anual estimado de $48.909.837 miles.

5. El mayor gasto fiscal correspondiente al año 2011, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Educación.”.

Finalmente, la Dirección de Presupuestos remitió un nuevo Informe Financiero Actualizado, de 8 de septiembre de 2011, en el que se alude al documento N° 182-359 que contiene las indicaciones presentadas por el Ejecutivo en el trámite seguido ante la Comisión de Hacienda, de las que se da cuenta en el presente informe. El tenor literal del nuevo informe financiero actualizado es el que sigue:

“I. Antecedentes.

El presente proyecto de ley introduce una serie de modificaciones a la Ley de Subvención Escolar Preferencial (SEP). En lo principal, se incrementa el valor de la SEP beneficiando el proceso de enseñanza y aprendizaje de los alumnos que pertenezcan a las familias más vulnerables del país. El presente Informe Financiero actualiza las cifras a los nuevos valores considerados, incluyendo las modificaciones de la indicación N°182-359, presentada por el Ejecutivo al proyecto de ley.

1. Actualmente, el artículo 14° de la ley N° 20.248 establece el valor mensual de la Subvención Escolar Preferencial (SEP) por alumno prioritario para los establecimientos educacionales autónomos y para los establecimientos educacionales emergentes. Este valor se expresa en unidades de subvención educacional, USE, para cada nivel de educación.

El artículo 20° de dicha ley fija el valor mensual de un "aporte adicional" por alumno prioritario para aquellos establecimientos educacionales emergentes que apliquen el Plan de Mejoramiento Educativo que se establece en el artículo 8° de la ley 20.248.

El artículo 27° de la ley N° 20.248 establece un "aporte económico extraordinario" mensual por alumno prioritario para aquellos establecimientos educacionales catalogados como en recuperación, igual al valor de la SEP que se paga por alumno a los establecimientos autónomos, en la medida que se cumpla con las condiciones que allí se establecen.

En la ley N° 20.501 se incorporó la SEP para la Educación Media, con los mismos valores de 7° y 8° Básico. La presente indicación incorpora esta modificación en las tablas que establecen los nuevos valores de la SEP para cada nivel educacional.

2. La indicación N°182-359 establece:

2.1. El numeral 1) agrega un artículo 7° bis que dispone los procedimientos y condiciones para la renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa de manera de dar continuidad al Sistema de la Subvención   Escolar Preferencial.

2.2. El numeral 2) agrega un artículo 7° ter. que dispone las normas a las que deberán dar cumplimiento los sostenedores que expresen su voluntad de no renovar el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa.

2.3. El numeral 3) modifica el artículo 14° de la Ley N° 20.248, determinando nuevos valores de la Subvención  Escolar Preferencial, desde el primer nivel de transición hasta 4° año de Enseñanza Media. Ello representa un incremento de un 21% en relación a los valores vigentes,  beneficiando a todos  los alumnos  prioritarios  de  los establecimientos  educacionales  incorporados al Sistema de la Subvención Escolar Preferencial.

2.4. El numeral 4) modifica el artículo 20° de la Ley N° 20.248, determinando nuevos valores del Aporte Adicional por alumno prioritario que le corresponde percibir a los establecimientos educacionales clasificados como emergentes. Esto significa un incremento de 21% respecto de los valores vigentes.

Para los establecimientos educacionales catalogados en recuperación, el valor máximo por alumno se modifica automáticamente en la medida que se incrementa el valor de la SEP por alumno en los establecimientos autónomos, tal como lo establece el artículo 27° de la ley 20.248.

2.5. El numeral 5) agrega un artículo decimoquinto transitorio a la Ley N° 20.248 que permite a los sostenedores, en la primera renovación del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, demostrar haber gastado a lo menos el 50% de la SEP y de los aportes recibidos por concepto de esta Ley.

2.6. El numeral 6) agrega un artículo decimosexto transitorio a la Ley N° 20.248 que establece que aquellos Convenios de Igualdad de Oportunidades y de Excelencia Educativa suscritos antes del 30 de junio de 2011 extenderán su vigencia hasta el término del año escolar en que se establecía su expiración.

II. Efecto sobre el Presupuesto Fiscal.

1. El mayor gasto fiscal mensual que representa este proyecto de ley para el año 2011, se estima en $ 3.249.719 miles, considerando la matrícula de alumnos prioritarios de junio de 2011, desde pre kínder a 7° básico.

2. Para 2012 el mayor gasto fiscal anual sería de $ 42.745.465 miles, ya que se incorpora ese año el 8° Básico, por 10 meses.  Eso supone 930.221 alumnos prioritarios.

3. En 2013 entrará en situación de régimen la SEP para toda la educación básica, con lo cual los incrementos considerados en este proyecto de ley representarán un mayor gasto fiscal anual de $ 43.531.461 miles, con una matrícula estimada de 937.565 alumnos prioritarios.

4. A contar del año 2014 se incorporará, a razón de un curso por año, la Educación Media, con lo cual el año 2017 se entrará en régimen con todos los cursos desde Pre Kinder a Cuarto Medio, incluyendo una matrícula estimada de 1.321.406 alumnos prioritarios. En consecuencia, el incremento de un 21% del valor de la SEP representará un mayor gasto fiscal anual en régimen de $ 51.867.221 miles.

5. El mayor gasto fiscal correspondiente al año 2011, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Educación.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país. 

- - -

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley despachado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, con las siguientes enmiendas:

Artículo único

Número 1.-

Letra b)

Letra e)


Sustituir la frase “que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación” por “N° 20.529”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

- - -



Incorporar el siguiente número 2.-, nuevo, ajustándose la numeración de los numerales sucesivos:

“2.- Agrégase el siguiente artículo 7° bis, nuevo:

“Artículo 7° bis.- Sin perjuicio de lo establecido en el número 1) del artículo 34 de la presente ley, el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa podrá ser renovado para cada establecimiento educacional cuando se cumplan, copulativamente, los siguientes requisitos:

a)
Solicitar al Ministerio de Educación, de acuerdo a la modalidad que éste establezca mediante resolución exenta, la renovación del convenio. La solicitud deberá ser presentada, a lo menos, 60 días antes de la expiración del mismo.

b)
Haber rendido la totalidad de las subvenciones y aportes recibidos, conforme a lo establecido en el artículo 7°, letra a), de la presente ley. 

c)
Haber gastado, a lo menos, un 70% de las subvenciones y aportes recibidos, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6°, letra e), de la presente ley. 

Los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa cuya renovación se solicite se entenderán prorrogados, por el solo ministerio de la ley, hasta por un máximo de 12 meses, período en el cual el Ministerio de Educación deberá verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el inciso anterior. Asimismo, durante dicho período, los establecimientos estarán sujetos a las obligaciones y condiciones establecidas en el convenio original. El Ministerio de Educación, por su parte, deberá continuar entregando las subvenciones y aportes asociados a la presente ley.

En caso de renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, los recursos recibidos durante la prórroga mencionada en el inciso anterior y aquellos no gastados que hayan formado parte del convenio expirado, serán parte y estarán sujetos a las obligaciones y condiciones del que se suscriba en virtud de la renovación.

De no proceder la renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, sea por no cumplir el sostenedor con los requisitos establecidos en el inciso primero del presente artículo o por haber renunciado expresamente a ella, deberá acreditar el cumplimiento de todas las obligaciones generadas durante la vigencia del convenio expirado, así como el hecho de haber destinado la totalidad de las subvenciones y aportes recibidos a las medidas comprendidas en el Plan de Mejoramiento Educativo. En caso que dichos recursos no hubiesen sido destinados a la finalidad señalada, deberán ser restituidos, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o administrativa que corresponda. 

En relación con los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa cuya renovación fuera rechazada, regirá la obligación establecida en el artículo 7° letra a) de la presente ley y serán aplicables las exigencias señaladas en el inciso anterior, respecto de la totalidad de las subvenciones y aportes transferidos durante la vigencia de la prórroga establecida en el inciso segundo de este artículo.”.”. (Unanimidad 5x0. Indicaciones números 1 y 2).
- - -

Número 2.-


Pasó a ser número 3.-, con una enmienda consistente en suprimir, en la letra d), la frase “, las dos veces que aparece,”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

Número 3.-


Pasó a ser número 4.-, con las siguientes enmiendas:

Artículo 8° bis

- Sustituir, en el inciso primero, la voz “también” por “además”.

- Sustituir, en el inciso tercero, “inciso” por “incisos”.

- Suprimir, en el inciso final, la preposición “que”, que antecede a la voz “beneficiados”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

Número 4.-


Sustituirlo por el siguiente:


“5.- Reemplázase el cuadro de Valor Subvención en USE, contenido  en  el artículo 14, por el siguiente:

“

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico
	Desde 1° hasta 4° año de enseñanza media

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,694
	1,1253
	0,5687
	0,5687

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,847
	0,56265
	0,28435
	0,28435


.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 3).

Número 5.-


Pasó a ser número 6.-, sin enmiendas.

Número 6.-


Pasó a ser número 7.-, con las siguientes enmiendas:

Letra b)


Sustituirla por la siguiente:


“b) Reemplázanse, en el inciso cuarto, que pasa a ser tercero, los siguientes guarismos:

i. “0,7 USE” por “0,847 USE”.

ii. “0,465 USE” por “0,56265 USE”.

iii. “0,235 USE”, en las dos ocasiones que aparece, por “0,28435 USE”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 4).
Letra c)


Intercalar, en su encabezado, entre la voz “quinto” y la preposición “por”, la frase “, que pasa a ser cuarto,”; y sustituir, en el inciso propuesto, la voz “refiere” por “refieren”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

Letra d)


Intercalar, en su encabezado, entre la voz “sexto” y la preposición “por”, la frase “, que pasa a ser quinto,”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

- - -


Incorporar una letra e), nueva, del siguiente tenor:


“e) Agrégase en el inciso séptimo, que pasa a ser sexto, a continuación de “resolución”, las palabras “de suspensión”.  (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

- - -

Número 7.-


Pasó a ser número 8.-, con una enmienda consistente en reemplazar, en el inciso primero del artículo 23, la frase “Ley que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación”, por “ley N° 20.529”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

Número 8.-


Pasó a ser número 9.-, con una enmienda consistente en sustituir, en el número 1) de la letra a), la frase  “Ley que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación”, por “ley N° 20.529”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

Número 9.-


Pasó a ser número 10.-, sin enmiendas.

Número 10.-


Pasó a ser número 11.-, sustituido por el siguiente:


“11.- Modifícase el artículo 28 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 28.- Concluido el plazo a que se refiere el N° 1 del artículo 26, el establecimiento educacional en Recuperación deberá alcanzar los resultados educativos que permitan ordenarlo en una categoría superior, de acuerdo a los mecanismos establecidos en la ley N° 20.529.”.


b) En el inciso segundo, sustitúyase la voz “objetivos” por “resultados educativos”; intercálase el vocablo “lo” entre “Educación” e “informará”; y suprímase la oración “la circunstancia de que el establecimiento no ha alcanzado los resultados académicos esperados”.


c) En el inciso tercero, sustitúyase la voz “objetivos” por “resultados educativos”.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

Número 11.-


Pasó a ser número 12.-, sin enmiendas.

Número 12.-


Pasó a ser número 13., con las siguientes enmiendas:

Artículo 30

Inciso primero


Agregar una coma (“,”) a continuación de la palabra “Apoyo”.

Inciso segundo


- Agregar, en el encabezado, una coma (“,”) a continuación de “anterior”, y otra coma (“,”) luego de “menos”.


- Agregar, en la letra b), la conjunción “y” entre el punto y coma (“;”) que sucede a “trabajo”, y la preposición “de”.


- Sustituir, en la letra c), las expresiones “; y,” por “, y”.

Inciso tercero


- 
Reemplazar, en el encabezado, la frase “refiere el inciso anterior”, por “refieren los incisos anteriores”.


- Sustituir, en el literal i), las expresiones “; y,”, por “, y”.

Inciso cuarto


- Suprimir las palabras “el cumplimiento de”.

Inciso quinto


- Intercalar, a continuación de “Regirán”, una coma (“,”).


- Sustituir “estas” por “las”.



- Agregar, a continuación de “entidades” la frase “a que se refiere este artículo, exclusivamente”


- Suprimir la frase “del decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado”.

Inciso sexto


- Sustituir la oración “A fin de garantizar la transparencia del sistema, el”, por el artículo “El”.


- Reemplazar las voces “sistema integral” por “registro”.


- Reemplazar las voces “de este registro” por “del Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo”.


- Agregar, a continuación del punto aparte (“.”), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Deberá, asimismo, incluir información acerca de la Asistencia Técnica Educativa que brinde el Ministerio de Educación a través de la unidad o unidades respectivas.”.

Inciso séptimo


Suprimirlo.

Inciso octavo


Pasó a ser inciso séptimo, con las siguientes enmiendas:


- Suprimir la oración “incorporadas al registro”. 


- Incorporar una coma (“,”) a continuación de “artículo”.


- Suprimir la frase “y que presten asesorías a establecimientos educacionales”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

Número 13.-


Pasó a ser número 14.-, con una enmienda consistente en agregar, en el inciso primero del artículo 33 bis, una coma (“,”) a continuación de la voz “preferencial”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

Números 14.- y 15.- 


Pasaron a ser números 15.- y 16.-, respectivamente, sin enmiendas.

Número 16.-


Pasó a ser número 17.-, con las siguientes enmiendas:

Artículo decimotercero transitorio


- Sustituir la frase “entren en vigencia las normas que crean” por “estén plenamente operativas”.


- Intercalar, entre “Educación,” y “las”, la siguiente oración: “de acuerdo a lo dispuesto en el o los decretos con fuerza de ley a que alude el artículo 3° transitorio, y a lo establecido en el artículo decimotercero transitorio de la ley N° 20.529,”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

Número 17.-


Pasó a ser número 18.-, con una enmienda consistente en reemplazar la frase “que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación”, por “N° 20.529”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

- - -


Incorporar los siguientes números 19.- y 20.-, nuevos:


“19.- Agrégase el siguiente artículo decimoquinto transitorio, nuevo:

“Artículo decimoquinto transitorio.- En la primera renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa vigentes a la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial, el porcentaje de gasto que deberá acreditarse para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra c) del artículo 7° bis de esta ley, será de, a lo menos, 50%.


Para efectos del cálculo del cumplimiento del porcentaje de gasto indicado en el inciso anterior se podrán considerar  gastos hasta por un 15% de la subvención y aportes recibidos, en fines distintos a los establecidos en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, siempre que cumplan los siguientes requisitos copulativos: haber sido utilizados hasta el 31 de agosto de 2011 y haberse destinado de acuerdo a los usos previstos en el inciso primero del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 5).
“20.- Agrégase el siguiente artículo decimosexto transitorio nuevo:

“Artículo decimosexto transitorio.- Los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa suscritos con anterioridad al 30 de junio de 2011, se entenderán finalizados al término del año escolar en que dicho convenio establecía que expiraban.”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 6).

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo cuarto


Reemplazar la frase “que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación”, por “ley N° 20.529”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones precedentemente señaladas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial:



1.- Introdúcense las siguientes modificaciones al inciso segundo del artículo 7°:

a) Sustitúyase, en la letra d), la frase “Presentar al Ministerio de Educación y cumplir un Plan de Mejoramiento Educativo elaborado con la comunidad del establecimiento educacional, que contemple acciones desde el primer nivel de transición en la educación parvularia hasta octavo básico” por la siguiente: “Presentar al Ministerio de Educación y cumplir un Plan de Mejoramiento Educativo elaborado con el director del establecimiento y el resto de la comunidad que contemple acciones”, y agrégase el siguiente inciso final: “El mencionado Plan deberá ser presentado conjuntamente a la Agencia de Calidad de la Educación.”.

b) Reemplázase la letra e) por la siguiente: 


“e) Establecer metas de efectividad del rendimiento académico de sus alumnos, y en especial de los prioritarios, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad a que se refiere el artículo 17 de la ley N° 20.529.”.

2.- Agrégase el siguiente artículo 7° bis, nuevo:

“Artículo 7° bis.- Sin perjuicio de lo establecido en el número 1) del artículo 34 de la presente ley, el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa podrá ser renovado para cada establecimiento educacional cuando se cumplan, copulativamente, los siguientes requisitos:

a)
Solicitar al Ministerio de Educación, de acuerdo a la modalidad que éste establezca mediante resolución exenta, la renovación del convenio. La solicitud deberá ser presentada, a lo menos, 60 días antes de la expiración del mismo.

b)
Haber rendido la totalidad de las subvenciones y aportes recibidos, conforme a lo establecido en el artículo 7°, letra a), de la presente ley. 

c)
Haber gastado, a lo menos, un 70% de las subvenciones y aportes recibidos, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6°, letra e), de la presente ley. 

Los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa cuya renovación se solicite se entenderán prorrogados, por el solo ministerio de la ley, hasta por un máximo de 12 meses, período en el cual el Ministerio de Educación deberá verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el inciso anterior. Asimismo, durante dicho período, los establecimientos estarán sujetos a las obligaciones y condiciones establecidas en el convenio original. El Ministerio de Educación, por su parte, deberá continuar entregando las subvenciones y aportes asociados a la presente ley.

En caso de renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, los recursos recibidos durante la prórroga mencionada en el inciso anterior y aquellos no gastados que hayan formado parte del convenio expirado, serán parte y estarán sujetos a las obligaciones y condiciones del que se suscriba en virtud de la renovación.

De no proceder la renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, sea por no cumplir el sostenedor con los requisitos establecidos en el inciso primero del presente artículo o por haber renunciado expresamente a ella, deberá acreditar el cumplimiento de todas las obligaciones generadas durante la vigencia del convenio expirado, así como el hecho de haber destinado la totalidad de las subvenciones y aportes recibidos a las medidas comprendidas en el Plan de Mejoramiento Educativo. En caso que dichos recursos no hubiesen sido destinados a la finalidad señalada, deberán ser restituidos, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o administrativa que corresponda. 

En relación con los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa cuya renovación fuera rechazada, regirá la obligación establecida en el artículo 7° letra a) de la presente ley y serán aplicables las exigencias señaladas en el inciso anterior, respecto de la totalidad de las subvenciones y aportes transferidos durante la vigencia de la prórroga establecida en el inciso segundo de este artículo.”.


3.- Modifícase el artículo 8º de la siguiente forma:


a) Reemplázase el encabezamiento del inciso primero, por los siguientes incisos primero y segundo:


"Artículo 8°.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra d) del artículo anterior, el sostenedor deberá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo que incluya orientaciones y acciones en cada una de las áreas o dimensiones señaladas a continuación, priorizando aquéllas donde el sostenedor considere que existen mayores necesidades de mejora.


Las acciones a que hace referencia el inciso anterior son las siguientes:".


b) Agrégase, en el numeral 2, a continuación de la expresión "tales como", la que sigue: "preparación y capacitación de equipos directivos;".


c) Reemplázase el número 4 del inciso segundo, por el siguiente:


"4. Acciones en el área de gestión de recursos, tales como la definición de una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento, destinada a fortalecer aquellas áreas del currículo en que los alumnos han obtenido resultados educativos insatisfactorios; diseño e implementación de sistemas de evaluación de los docentes de los establecimientos educacionales particulares subvencionados y sistemas de evaluación complementarios en establecimientos municipales o administrados por corporaciones municipales; incentivo al desempeño de los equipos directivos, docentes y otros funcionarios del establecimiento, los que deberán estar referidos a las metas y resultados estipulados en el Plan de Mejoramiento Educativo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 47 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, o en base a los mecanismos propios que establezcan los establecimientos particulares subvencionados, los que deberán estar basados en instrumentos transparentes y objetivos; fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia y materiales educativos, entre otras.".


d) Reemplázase, en el inciso final, la forma verbal "entregará" por "propondrá".


e) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 


“Las acciones contenidas en los Planes de Mejoramiento podrán ser modificadas, excepcionalmente, cuando se produzcan cambios en las condiciones que se tuvieron en consideración para la formulación de dichos planes. Dichas modificaciones sólo se materializarán una vez cumplida la obligación del literal d) del artículo 7° de la presente ley.”.

4.- Agrégase el siguiente artículo  8° bis, nuevo:


“Artículo 8° bis.- Para el cumplimiento de las acciones mencionadas en el artículo anterior, el sostenedor podrá contratar docentes, asistentes de la educación a los que se refiere el artículo 2° de la ley N° 19.464, y el personal necesario para mejorar las capacidades técnico pedagógicas del establecimiento y para la elaboración, desarrollo, seguimiento y evaluación del Plan de Mejoramiento. Asimismo, y con la misma finalidad, podrá aumentar la contratación de las horas de personal docente, asistentes de la educación y de otros funcionarios que laboren en el respectivo establecimiento educacional, así como incrementar sus remuneraciones. La contratación a que se refiere este inciso se regirá por las normas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, el Código del Trabajo o las normas del derecho común, según corresponda. Con la misma finalidad, además, podrán contratarse personas o entidades pedagógicas y técnicas de apoyo que sean parte del Registro a que hace referencia el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956.


Tratándose de contrataciones efectuadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, no regirá la limitación establecida en el inciso primero del artículo 26 del mencionado decreto.


En cualquier caso, las contrataciones, incrementos y aumentos de hora a que se refieren los incisos anteriores deberán estar vinculadas a las acciones y metas específicas del Plan de Mejoramiento y no podrán superar el 50% de los recursos que obtenga por aplicación de la presente ley, a menos que en el Plan de Mejoramiento se fundamente un porcentaje mayor.


No podrán ser contratadas en virtud de este artículo las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados, parientes hasta el tercer grado de consanguinidad ni segundo de afinidad, ambos inclusive, respecto de los administradores o representantes legales de la persona jurídica que tenga la calidad de sostenedor, salvo en el caso de los establecimientos educacionales uni, bi y tri docentes y aquellos beneficiados con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.


5.- Reemplázase el cuadro de Valor Subvención en USE, contenido  en  el artículo 14, por el siguiente:

“

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico
	Desde 1° hasta 4° año de enseñanza media

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,694
	1,1253
	0,5687
	0,5687

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,847
	0,56265
	0,28435
	0,28435


.”.


6.- Reemplázase la letra b) del número 1. del artículo 19, por la siguiente:


“b) Un conjunto de metas de resultados educativos para el periodo que cubre el Plan.”.


7.- Modifícase el artículo 20 de la siguiente forma:


a) Suprímase su inciso segundo.


b) Reemplázanse, en el inciso cuarto, que pasa a ser tercero, los siguientes guarismos:

i. “0,7 USE” por “0,847 USE”.

ii. “0,465 USE” por “0,56265 USE”.

iii. “0,235 USE”, en las dos ocasiones que aparece, por “0,28435 USE”.


c) Sustitúyese su actual inciso quinto, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:


“No obstante lo anterior, durante el primer año de vigencia del convenio se entregará a los sostenedores de los establecimientos educacionales que no cuenten con un plan, un tercio del aporte adicional mensual a que se refieren los incisos anteriores, para financiar la obligación establecida en el Nº 1 del artículo 19, recibiendo del Ministerio de Educación los dos tercios restantes una vez que presenten el Plan de Mejoramiento Educativo, pagándose este saldo con efecto retroactivo calculado desde el mes siguiente al acto de aprobación del convenio a que se refiere el artículo 7º.”.


d) Reemplázase el inciso sexto, que pasa a ser quinto, por el siguiente:


“El aporte a que se refiere este artículo se suspenderá si el Ministerio de Educación, conforme al procedimiento establecido en el artículo 17, verifica que las acciones no se han efectuado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo.”.


e) Agrégase en el inciso séptimo, que pasa a ser sexto, a continuación de “resolución”, las palabras “de suspensión”.  


8.- Reemplázase el artículo 23 por el siguiente: 


“Artículo 23.- La Agencia de la Calidad de la Educación, ordenará como Establecimientos Educacionales en Recuperación a aquellos establecimientos incorporados al régimen de la presente ley que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos. Se entenderá que tienen resultados reiteradamente deficientes aquellos establecimientos en la categoría de insatisfactorios que no demuestren una mejora significativa, de acuerdo a lo establecido en el Párrafo 5° del Título II de la ley N° 20.529.


El Ministerio de Educación apercibirá a los establecimientos educacionales ordenados en la categoría de emergentes que, en el plazo de un año contado desde la suscripción del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, no cuenten con el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en el artículo 19 para que dentro de tres meses lo presenten. Si transcurrido este último plazo no presentan el citado plan, los establecimientos serán ordenados en la categoría de en Recuperación.”.


9.- Modifícase el artículo 26 de la siguiente forma:


a) Reemplázase su número 1) por el siguiente:


“1) Lograr los estándares nacionales correspondientes a la categoría Emergentes en los plazos que se establecen en el Párrafo 5°, Título II de la ley N° 20.529. El incumplimiento de este numeral no tendrá más consecuencias que las indicadas en dicha ley.”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


"Los recursos entregados en virtud de esta ley podrán ser utilizados para financiar las medidas de reestructuración a las que se refiere este numeral.".


10.- Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:


a) Elimínase, en el inciso tercero, la siguiente oración: "La rendición de estos recursos deberá ser visada por la persona o entidad externa.".


b) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


“Este aporte será entregado en cuotas mensuales, iguales y sucesivas; y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique, mediante resolución fundada, que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan.”.


c) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“Durante el primer año de incorporación de un establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial, el aporte a que se refiere el inciso primero será determinado según la fórmula establecida en el inciso segundo, dividido por doce y multiplicado por el número de meses que resten del año, contados desde el mes siguiente a la ordenación del establecimiento en la categoría en Recuperación.”.


11.- Modifícase el artículo 28 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 28.- Concluido el plazo a que se refiere el N° 1 del artículo 26, el establecimiento educacional en Recuperación deberá alcanzar los resultados educativos que permitan ordenarlo en una categoría superior, de acuerdo a los mecanismos establecidos en la ley N° 20.529.”.


b) En el inciso segundo, sustitúyase la voz “objetivos” por “resultados educativos”; intercálase el vocablo “lo” entre “Educación” e “informará”; y suprímase la oración “la circunstancia de que el establecimiento no ha alcanzado los resultados académicos esperados”.


c) En el inciso tercero, sustitúyase la voz “objetivos” por “resultados educativos”.


12.- Reemplázase la letra d) del artículo 29, por la siguiente: 


“d) Determinar los instrumentos y la oportunidad en que se verificará, de acuerdo a lo establecido en el artículo 17, el cumplimiento de los compromisos contraídos por los establecimientos educacionales que forman parte del régimen de la subvención preferencial.”.

13.- Reemplázase el artículo 30 por el siguiente:


“Artículo 30.- Estarán habilitadas para prestar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales en lo concerniente a la elaboración e implementación del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8°, 19, 20 y 26, aquellas personas o entidades que cumplan los estándares de certificación para integrar el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956.


Serán requisitos para integrar el Registro a que se refiere el inciso anterior, a lo menos, los siguientes:


a) Identificación de los objetivos, metas y áreas de especialización de la entidad o persona; 


b) Descripción de las metodologías e instrumentos de trabajo; y de evaluación y monitoreo utilizados por la entidad o persona;


c) Descripción de la formación y experiencia de la persona, o de sus equipos de trabajo cuando se trate de entidades, y


d) No registrar incumplimientos de obligaciones previsionales ni comerciales.


Para los efectos de permanecer en el Registro a que se refieren los incisos anteriores, además de realizar una actualización periódica de los requisitos antes mencionados, conforme se estipule en el reglamento, se exigirán estándares de certificación  en las siguientes áreas: 


i) Cumplimiento oportuno y eficiente de la asesoría contratada, y


ii) Efectividad de los programas en el cumplimiento de objetivos y el logro de los resultados esperados.



Para verificar lo señalado en el inciso anterior se obtendrá información de los usuarios a través de encuestas u otros medios.


Regirán, respecto de las personas o entidades a que se refiere este artículo, exclusivamente las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


El Ministerio de Educación deberá crear, mantener y administrar un registro de información de la Asistencia Técnica Educativa, que será público e indicará, a lo menos, las personas y entidades que forman parte del Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, los establecimientos educacionales que hayan recibido sus servicios, las áreas en que les prestaron servicio y, en los casos que corresponda, los resultados educativos alcanzados por los establecimientos. Deberá, asimismo, incluir información acerca de la Asistencia Técnica Educativa que brinde el Ministerio de Educación a través de la unidad o unidades respectivas.

Las personas o entidades a que se refiere este artículo, que reiteradamente obtengan resultados insatisfactorios de conformidad a lo establecido en el reglamento a que se refiere el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956, serán eliminadas del Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.


Los sostenedores podrán asociarse entre sí para recibir apoyo técnico de una misma persona o entidad registrada.



Los costos de cada persona o entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios.”.

14.- Agrégase el siguiente artículo 33 bis, nuevo:


“Artículo 33 bis.- Los municipios, corporaciones municipales u otras entidades creadas por ley que administren establecimientos educacionales que estén adscritos al régimen de subvención preferencial, deberán administrar los recursos que perciban por aplicación de esta ley en una cuenta corriente abierta para este sólo efecto.


Los recursos entregados en virtud de esta ley son inembargables salvo en el caso de deudas derivadas del incumplimiento de obligaciones contraídas en implementación y ejecución del plan de mejoramiento educativo.”. 


15.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo primero transitorio, la frase "21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación," por la siguiente: "37 de la Ley General de Educación,".


16.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo segundo transitorio, la frase "21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación," por la siguiente: "37 de la Ley General de Educación,".


17.- Agrégase el siguiente artículo decimotercero transitorio, nuevo:


“Artículo decimotercero transitorio.- En tanto no estén plenamente operativas la Superintendencia de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, de acuerdo a lo dispuesto en el o los decretos con fuerza de ley a que alude el artículo 3° transitorio, y a lo establecido en el artículo decimotercero transitorio de la ley N° 20.529, las facultades que la presente ley les otorga serán ejercidas por el Ministerio de Educación.”.


18.- Incorpórase el siguiente artículo decimocuarto transitorio, nuevo:


“Articulo decimocuarto transitorio.- El plazo que los establecimientos lleven clasificados en la categoría de “en recuperación” de conformidad a la presente ley se agregará para efectos de lo establecido en el párrafo quinto del Título II de la ley N° 20.529.”.

19.- Agrégase el siguiente artículo decimoquinto transitorio, nuevo:

“Artículo decimoquinto transitorio.- En la primera renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa vigentes a la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial, el porcentaje de gasto que deberá acreditarse para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra c) del artículo 7° bis de esta ley, será de, a lo menos, 50%.


Para efectos del cálculo del cumplimiento del porcentaje de gasto indicado en el inciso anterior se podrán considerar  gastos hasta por un 15% de la subvención y aportes recibidos, en fines distintos a los establecidos en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, siempre que cumplan los siguientes requisitos copulativos: haber sido utilizados hasta el 31 de agosto de 2011 y haberse destinado de acuerdo a los usos previstos en el inciso primero del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.”.
20.- Agrégase el siguiente artículo decimosexto transitorio nuevo:

“Artículo decimosexto transitorio.- Los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa suscritos con anterioridad al 30 de junio de 2011, se entenderán finalizados al término del año escolar en que dicho convenio establecía que expiraban.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- En caso de contradicción entre las disposiciones de la ley N° 20.248 y sus modificaciones con lo establecido en los respectivos Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, primarán las disposiciones de la mencionada ley. Con todo, dichos convenios deberán adecuarse a las disposiciones de esta ley antes del inicio del año escolar 2014.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que irrogue esta ley durante el año 2011, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto del Ministerio de Educación.


Artículo tercero.- Los incrementos en la Subvención Escolar Preferencial y los aportes adicionales contemplados en esta ley regirán a contar del día primero del mes siguiente a la fecha de su publicación.


Artículo cuarto.- Facúltase al Presidente de  la República  para dictar un decreto con fuerza  de ley que contenga el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas no derogadas de la ley N° 20.248, la ley N° 20.501 y la ley N° 20.529.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 6 y 13 de septiembre de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber (Eugenio Tuma Zedan) y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 27 de septiembre de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,
Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA EL TRATAMIENTO TRIBUTARIO DE LOS INSTRUMENTOS DERIVADOS

(7194-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su segundo informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.
A una o más de las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín; la Coordinadora de Políticas Tributarias, señora Carolina Fuensalida; el Coordinador Legislativo, señor Jaime Salas; el Coordinador de Mercado de Capitales, señor Pablo Correa; y el asesor de Mercado de Capitales, señor Felipe Bravo.

Del Banco Estado, el Gerente de Recursos Financieros, señor Antonio Bertrand; el Gerente de Planificación y Estudios, señor Oscar González; y el Jefe de Mesa de Distribución, señor Andrés Muñoz.

Del Servicio de Impuestos Internos, el Subdirector de Fiscalización, señor Iván Bertrand; y el Jefe del Departamento de Impuestos Directos de la Subdirección Normativa, señor Alberto Cuevas.

De la Corporación de Estudios para América Latina (CIEPLAN), la abogada, señorita Macarena Lobos.


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Egle Zavala.


Del Instituto Libertad y Desarrollo, el asesor, señor Daniel Montalvo.

Asistieron, asimismo, especialmente invitados, el señor Ricardo Escobar y el académico de la Universidad del Desarrollo, señor Cristian Barros.
- - -


Cabe hacer presente que, en sesión de 1 de junio de 2011, la Sala del Senado acordó abrir plazo para presentar indicaciones hasta el 20 de junio del mismo año. Las indicaciones entonces recibidas por la Secretaría del Senado fueron signadas con los números 1, 2 y 3.


Posteriormente, la Sala acordó abrir nuevo plazo de indicaciones, hasta las 12:00 horas del día 12 de septiembre de 2011, las que, recibidas en la Secretaría de la Comisión de Hacienda, fueron signadas con los números 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 10.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 6°, 7°, 10, 11, 14, 15, primero y segundo transitorio.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1, 2, 5, 6, 7, 8 y 9.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 4 y 10.
IV.- Indicaciones rechazadas: no hay.

V.- Indicaciones retiradas: número 3.
VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El proyecto de ley regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados, estableciendo un régimen impositivo general, las normas especiales aplicables a las opciones y otras disposiciones de carácter general.

- - -




Previo a la discusión particular de la iniciativa, el Honorable Senador señor Escalona dio a conocer, a nombre de todos los Senadores de la Concertación de Partidos por la Democracia, la siguiente propuesta al señor Ministro de Hacienda: posponer por un período prudencial la tramitación del presente proyecto de ley, para hacerlo en forma conjunta con el que moderniza y fomenta la competencia del sistema financiero (boletín N°7.440-05) actualmente radicada en el Senado, también en segundo trámite constitucional; dejando a salvo, en todo caso, la posibilidad de desglosar, en este último, la regulación relativa a la licitación de seguros asociados a los créditos hipotecarios, respecto de la que existe consenso para seguir adelante en su tramitación.




Lo planteado, señaló, se funda en la necesidad de contar con mayor tiempo para analizar las implicancias, tanto de los dos proyectos aludidos, como de los otros cuya presentación ha anunciado el Ejecutivo, que incidirían sobre materias vinculadas a la necesidad de perfeccionar el sistema financiero ante los recientes hechos que han quedado a la vista tras el conflicto en las empresas La Polar.



El Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, puso de manifiesto, en primer lugar, la disposición del Ejecutivo para explorar las fórmulas de entendimiento que sean necesarias para sacar adelante los dos proyectos de ley, en actual tramitación, aludidos por Su Señoría. Del mismo modo, hizo ver que el Gobierno efectivamente se encuentra trabajando en propuestas que aborden los siguientes asuntos: creación de un Consejo de Estabilidad Financiera, establecimiento de un sistema de supervisión basada en riesgo, tránsito desde la actual Superintendencia a una Comisión de Valores, y consolidación de la información comercial. Hacer calzar estas aún no formalizadas propuestas, sin embargo, con los proyectos que ya fueron ingresados al Congreso Nacional, podría importar una dilación innecesaria de estos últimos, poniendo en entredicho, a la postre, medidas cuya implementación resulta muy necesaria, como la posibilidad de que las pymes puedan asegurarse un piso o un tope del tipo de cambio, en el caso de la presente iniciativa, o el fomento del ahorro previsional voluntario, en el de la que fomenta la competencia en el sistema financiero.




El Honorable Senador señor Lagos expresó que dar una mirada más sistémica a las propuestas que han sido aludidas, permitirá efectuar un análisis más profundo de las implicancias que distintas conductas de los agentes tienen sobre el sistema financiero. En tal sentido, puso como ejemplo un rumor que circula en el mercado, en cuanto a que un banco de la plaza, a la sazón deudor de la empresa La Polar, fue escogido como colocador de los bonos emitidos por la misma, encargo que llevó a cabo en un AFP relacionada a él y que le permitió obtener importantes ganancias. Conductas como ésta, que si constituyen o no fraude deberá analizarse en la instancia pertinente, son, precisamente, las que exigen una mirada más exhaustiva de la manera en que funcionan los mercados y, más concretamente, de las iniciativas legales en actual tramitación legislativa.




El señor Ministro de Hacienda indicó que llevando los proyectos de ley a que se ha hecho referencia un tiempo importante de discusión, encontrándose ambos en segundo trámite constitucional, de hecho, lo más razonable sería identificar de manera precisa cuáles son los asuntos que generan preocupación, para abordarlos en su mérito. Dicho análisis debiera arrojar, en opinión del Ejecutivo, que los diversos aspectos vinculados al conflicto en la empresa La Polar, no guardan relación ni con el proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados, ni con el que fomenta la competencia en el sistema financiero. Si así se concluyera, sería posible proseguir el estudio de las dos antedichas iniciativas de ley, y concentrar la discusión de todos los alcances del referido conflicto en las propuestas e iniciativas de ley que el Gobierno presentará en su oportunidad.



El Honorable Senador señor Frei hizo ver que la oposición no está actualmente en condiciones de suscribir, en el estado en que se encuentran, los precitados proyectos. Por el contrario, sí está resuelta a dar pronta tramitación a una regulación de las licitaciones de seguros asociadas a los créditos hipotecarios, materia que, por lo demás, fuera eliminada por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional.



El Honorable Senador señor Kuschel observó que si las distintas aristas de la problemática desencadenada por las prácticas de la empresa La Polar, no guardan relación con los dos proyectos de ley en actual tramitación, no debiera impedirse el avance de estos últimos.



El señor Ministro de Hacienda insistió en que, a juicio del Ejecutivo, los respectivos contenidos de los proyectos de ley sobre instrumentos derivados y sobre competencia en el sistema financiero, no guardan relación con los efectos de las prácticas en la empresa La Polar. Por lo mismo propuso, en forma previa a la determinación de si se discutirán o no en forma conjunta ambas iniciativas, la conformación de equipos técnicos que permitan dilucidar cuáles son los puntos sobre los que existe controversia, de manera que, siendo posible, no se retrase el avance de aquéllas.



En la siguiente sesión celebrada, la Comisión conoció las presentaciones del señor Ricardo Escobar, del académico de la Universidad del Desarrollo, señor Cristián Barros, y de los representantes del Banco Estado y del Servicio de Impuestos Internos (SII).


El señor Escobar expuso en general sobre la iniciativa legal, y luego se refirió específicamente a aspectos formales, de fiscalización y tratamiento tributario de las opciones, que estimó conveniente revisar.


En primer término, comentó la necesidad de perfeccionar técnicamente la redacción de algunas definiciones, como el trato a los contribuyentes con contabilidad completa en los derivados, en general, y en las opciones, en particular, señalados en los artículos 5° y 8° del proyecto, respectivamente.


Sobre los derivados, observó, el artículo 5° mencionado autoriza a los contribuyentes que se rigen por el sistema de contabilidad completa a optar por uno de los métodos de registro, eligiendo la modalidad de corrección monetaria expresada en su letra a), o bien, prefiriendo el mecanismo de valor justo determinado en la letra b). Ambos regímenes, expresó, requieren anotar el valor del instrumento al momento de la adquisición para compararlo con su valor de cierre al final del ejercicio, determinando, así, la existencia de utilidad o pérdida devengada.

Sin embargo, advirtió, sólo el mecanismo establecido en la letra a) contiene una norma para el registro inicial, ya que el procedimiento definido en la letra b) no contiene regla alguna al respecto, habiendo dudas sobre el criterio que debiera aplicarse. A su juicio, para solucionar el problema podrían ser dos las alternativas: incluir una norma de registro inicial para el sistema de anotación según valor justo, o, si el sistema de registro fuese idéntico al de corrección monetaria, proponer el actual inciso primero de la letra a) como una norma común a ambos regímenes. Este comentario, agregó, también es procedente para las opciones, ya que el artículo 8° se remite al artículo 5°.


En relación con el mismo artículo 8° hizo ver un error de referencia en su número 2, letra c), donde se indica que los desembolsos incurridos al celebrar un contrato de opción se deben sumar al costo de la misma en la medida que no hayan sido previamente deducidos “de acuerdo a la letra anterior”. Sin embargo, previno, la letra b) de ese numeral no contiene regla alguna relativa a estos desembolsos. La que tiene normas al respecto es la letra a) del mismo número.

Con respecto a la fiscalización, manifestó su preocupación sobre la capacidad del SII para controlar las operaciones con instrumentos derivados. Desde la óptica de la planificación tributaria, explicó que el sistema chileno restringe el registro de operaciones con impacto tributario según apreciaciones de los propios contribuyentes, cuyos casos son muy específicos y regulados. Dicho sistema, afirmó, funciona sobre la base de datos objetivos, donde las operaciones de ingresos y egresos son respaldadas y verificables.


En la iniciativa legal en estudio, señaló, se otorga a través del sistema de valor justo, la posibilidad de reconocer tributariamente situaciones correspondientes a estimaciones. El registro opera sobre la base de la apreciación del valor del respectivo instrumento derivado en el mercado, a la fecha de cierre del ejercicio. El método, aseveró, es técnicamente opinable, ya que admite rangos de valor sin un resultado unívoco dentro del mismo, y por tanto, la pérdida puede ser mayor o el ingreso menor, según el valor estimado por el contribuyente, siendo lícita su elección.


No habiendo, precisó, una condición técnica que establezca un resultado cierto, el contribuyente puede elegir, en el rango, la parte que genere mayor cantidad de pérdida o menor reconocimiento de ingreso tributable. Tomando en cuenta que los montos transados en instrumentos derivados son cuantiosos y que se estipulan por largos períodos, las distorsiones en la recaudación impositiva pueden ser importantes. Puso como ejemplo un crédito suscrito en moneda extranjera por un plazo de diez años, para el cual se contrata un forward con el objeto de cubrir las variaciones del tipo de cambio de ese período. Ese instrumento derivado, indicó, producirá resultados durante un período prolongado de tiempo, por ende, su estimación aproximada originará diferencias en la recaudación que el SII difícilmente podrá cuestionar.


Por las mismas razones, agregó, la técnica utilizada en la valorización de instrumentos derivados es muy sofisticada, siendo doblemente compleja la fiscalización para la autoridad competente. Primero, explicó, porque en esta materia no cuenta con personal calificado para analizar los antecedentes que proporcionen los contribuyentes, desafío aún mayor en Chile ya que son escasas las personas con esa experiencia; y segundo, porque mientras las estimaciones sean válidas dentro de un rango determinado, nada impide que el contribuyente pueda elegir derechamente el valor más beneficioso en esos márgenes.

Por lo expuesto, y para evitar los problemas tributarios descritos, recomendó reducir las posibilidades de operar con el sistema de contabilización de instrumentos derivados por valor justo, y en caso de permitirse, sugirió separar las operaciones especulativas de las de cobertura, como se regula hoy en los principios contables. De esta forma, planteó, la idea es que las pérdidas por especulación en instrumentos derivados sólo puedan compensarse con cargo a los ingresos sobre el mismo tipo de instrumentos, no admitiéndose su uso en otro tipo de rentas, solución legislativa adoptada por Argentina y Perú.


Por último, se refirió a la decisión de política económica sobre el régimen tributario de las opciones, subrayando la necesidad de preguntarse por la justificación de promover un mercado de instrumentos derivados en Chile. Una de las razones para su desarrollo sería su valor como forma de protección, por ejemplo para cubrir las fluctuaciones del tipo de cambio. Los derivados se suscriben principalmente con ese fin protector; las opciones, sin embargo, no siempre se adquieren con este objetivo, pues a veces son solamente instrumentos especulativos o valores del mercado de capitales sin función de cobertura clara, como el caso de las opciones sobre acciones, motivo por el cual se las ha criticado, señalándolas como responsable principal de las últimas crisis económicas.


Por consiguiente, manifestó su desacuerdo con la regla establecida en el proyecto sobre las ganancias de capital provenientes de opciones. La iniciativa legal, indicó, propone como norma general para las ganancias de los instrumentos derivados el mismo trato otorgado al respectivo subyacente. Estimó justa esta solución porque normalmente las ganancias provenientes de los activos subyacentes se consideran rentas tributables. No obstante, no compartió la propuesta contemplada en el caso de las opciones sobre acciones de sociedades anónimas con presencia bursátil y otros instrumentos mencionados en el artículo 107 - antes 18 ter - de la ley sobre impuesto a la renta, porque aplicando a esas opciones el mismo trato que los activos respectivos, serán considerados como un ingreso no renta. En este caso, explicó, si una persona toma una opción de acciones, no invierte ni ahorra en el mercado de capitales, no financia un proyecto ni arriesga su patrimonio. Por tanto, no se observan las razones para justificar una exención que no estimula la inversión ni el ahorro.


El académico de la Universidad del Desarrollo, señor Cristián Barros, por su parte, concordó con la reserva formulada por el señor Escobar sobre el derecho facultativo del contribuyente para registrar las opciones y derivados, de acuerdo a dos tipos distintos de régimen contable, corrección monetaria y justo valor (fair value), porque el órgano regulador enfrentará una ambigüedad implícita que originará distorsiones en su fiscalización. Recomendó, técnicamente, la existencia de un solo sistema, sin entregar su determinación al contribuyente.

Del mismo modo, señaló que al revisar la jurisprudencia administrativa del SII, efectivamente se constata la aplicación de los principios contables contenidos en las Normas Internacionales de Información Financiera (Internacional Financial Reporting Standards, IFRS), las que separan las operaciones de cobertura de las especulativas, ya que ambas producen un efecto tributario distinto, por ende, no se pueden compensar entre sí. Esta diferencia, insistió, es relevante en los derivados, donde se distinguen instrumentos que benefician al sector real promoviendo el ahorro, y otros que son meramente especulativos.


En otro aspecto, se detuvo en el examen de las incidencias macroeconómicas del actual proyecto de ley sobre instrumentos derivados, objetando la estrategia de política fiscal seguida, por la oportunidad para liberalizar la tributación de los derivados. Debe tenerse presente, sostuvo, el carácter pro cíclico de estos instrumentos, que aportan seguridad en un contexto normal, pero incrementan la volatilidad del mercado en momentos de crisis como el actual.

Por otro lado, llamó la atención sobre la falta de claridad en el énfasis para propiciar el acceso de las pymes a la cobertura de los derivados, instrumentos que generalmente se orientan a mitigar fluctuaciones cambiarias y de tasas de interés. En efecto, señaló, la jurisprudencia administrativa del propio SII discrimina entre operaciones de cobertura y operaciones de inversión, las primeras no gravadas. De acuerdo a esto, la presente reforma no representa una innovación significativa para la promoción de las pymes en el escenario financiero. Más bien, advirtió, en perspectiva, el diseño actual del proyecto parece un esfuerzo legítimo, aunque no suficientemente transparente, por perfeccionar la oferta de papeles a disposición de ahorristas institucionales, como las Administradoras de Fondo de Pensiones (AFP).


Prosiguió su exposición explicando que las innovaciones financieras típicas de los fondos de cobertura (hedge funds), caracterizadas por las estrategias de arbitraje, de ventas en “corto” y de apalancamiento, han sido durante el último tiempo aisladas y limitadas por el regulador, respecto de las alternativas de inversión del régimen de las AFP. Sintomáticamente, agregó, estos actores institucionales han mostrado un creciente interés por influir sobre la autoridad, intentando ampliar su acceso a los derivados. Recientemente, indicó, la demanda por derivados de las AFP creció en un 65% interanual en junio del presente año, al totalizar US$15.506.000.-, de acuerdo a cifras del Banco Central. Tal cantidad, puntualizó, explica aproximadamente la mitad del total de los instrumentos derivados transados en el mercado cambiario formal. Manifestó que la tendencia es consistente con la evolución general de los fondos de pensiones en el contexto internacional hasta la crisis de 2008, mostrando un comportamiento a nivel local optimista, debido a la inmunidad relativa que experimentó el mercado de valores chileno, pese al entorno global recesivo. Esta situación excepcional de la bolsa de valores chilena, indicó, se reflejó en su capitalización de un 200% sobre el Producto Interno Bruto (PIB), la que, pronosticó, debiera tender a disminuir en un breve o mediano plazo.

Tomando en cuenta, señaló, la inercia pro cíclica de los instrumentos derivados, su penetración relativa en el portafolio de las AFP y ad portas de un resurgimiento de la crisis del 2008, propuso la conveniencia de postergar la discusión de esta iniciativa, recomendando a su vez, explorar las incidencias macroeconómicas y fiscales de la reforma planteada, con la Superintendencia de Pensiones (SIP) y el SII. El informe financiero de la Dirección de Presupuestos sobre la materia, graficó, no se hace cargo de estas consideraciones.

Asimismo, expresó, otro aspecto que estimula la volatilidad de los derivados y, en consecuencia, ofrece un riesgo suplementario, es el desgravamen para el inversor extranjero en tales instrumentos, frecuentemente instado por expectativas de pronto retorno. Un desastre bursátil, sostuvo, si bien improbable, infligiría una devaluación significativa, sin mencionar el daño inferido al sistema de ahorro previsional.

Con todo, destacó los esfuerzos del Ministerio de Hacienda por homogeneizar y racionalizar la estructura impositiva sobre los instrumentos derivados, sujetos en la actualidad a un régimen de aplicación casuístico. Es un compromiso, complementó, que brinda continuidad a las iniciativas legislativas sobre mercado de capitales, conocidas como MK I, II y III; y que en un contexto más auspicioso no generaría mayores reservas. Sostuvo que la falta de liquidez y profundidad en el mercado de valores chileno son premisas indiscutibles para exigir la diversificación de los instrumentos de inversión, como lo pretende este proyecto legislativo. No obstante, la expansión de los instrumentos derivados puede resultar una promesa delusoria. Las recientes indicaciones del Fondo Monetario Internacional (FMI) en su informe sobre Tasación al Sector Financiero, aseveró, apuntan precisamente en sentido contrario, ya que sugieren establecer procedimientos de encaje o tasación para los instrumentos derivados, promoviendo una legislación prudente, pero enérgica, sobre el particular.



El Coordinador de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señor Pablo Correa, explicó las razones de política fiscal que tuvo el Ministerio para presentar el presente proyecto de ley, respondiendo los argumentos esgrimidos por los anteriores expositores en esta materia. El rol de las opciones, afirmó, es similar al papel cumplido por un contrato de seguro, rebatiendo la idea que el objeto de esos instrumentos sea siempre especulativo. Para tal efecto, manifestó, se le ha solicitado al Banco Estado, recientemente autorizado a operar en el mercado de opciones por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF), una exposición sobre la forma en que las opciones puedan transformarse en un seguro, frente al riesgo de fluctuaciones en los tipos de cambio, en particular, su efecto para la pequeña y mediana empresa que exporta o sustituye importaciones.
A continuación, el Gerente de Recursos Financieros del Banco Estado, señor Antonio Bertrand, efectuó una exposición de los productos financieros que la institución ofrecerá al mercado, del siguiente tenor:

Opciones de Monedas

¿Qué son?


Son instrumentos de cobertura financiera que mitigan el riesgo de moneda, por el cual el cliente adquiere el derecho de comprar o vender dólares a un plazo definido.

OPCIÓN DE MONEDA:

COMPRA (CALL)

Descripción


- Es un instrumento por el cual el cliente asegura un precio de compra del dólar en el futuro, por tanto, se protege ante alzas en el precio. Caso importador.


- Entrega al cliente el derecho pero no la obligación de comprar los dólares en el futuro.


- El costo de la Opción corresponderá a una prima que el cliente deberá pagar al inicio del contrato.

OPCIÓN DE MONEDA:

VENTA (PUT)

Descripción


- Es un instrumento por el cual el cliente asegura un precio de venta para el dólar en el futuro, por ende, se protege ante caídas en el precio. Caso exportador.

- Este instrumento le entrega al cliente el derecho pero no la obligación de vender los dólares en el futuro.


- El costo de la Opción corresponderá a una prima que el cliente deberá pagar al inicio del contrato.


¿Qué es la prima de una opción?

- Es el precio que el cliente paga al Banco, a cambio del derecho a comprar o vender dólares en el futuro.


- La prima de una opción funciona como la prima del seguro.

Consideraciones


- El cliente puede elegir el precio futuro y el plazo para comprar o vender sus dólares.


- Para comprar una Opción, no es necesario usar línea de crédito.


- La determinación anticipada de los flujos futuros permite conocer: El mínimo ingreso a percibir, en el caso del exportador o, el máximo costo a pagar, caso del importador.
Para clientes de Banco Estado, las características de las Opciones son:

Moneda


Para Dólar EEUU

Precio de Ejercicio
Precio al cual el cliente desea comprar o vender a futuro

Plazo



A partir de 2 días hasta 370 días

Monto



A partir US$ 20.000

Prima



Costo de la Opción

Documentación
Contrato de Condiciones Generales y Mandato Comercial Irrevocable

Opciones para la Pequeña Empresa


- Banco Estado posee una amplia oferta de instrumentos para la cobertura de riesgos.


- Las Opciones desde ahora, forman parte de estas soluciones.


- Este instrumento se destinará preferentemente a las Pequeñas Empresas.


- Son apropiadas para el manejo financiero de una Pequeña Empresa.

- La complejidad de su administración financiera queda radicada en el Banco.

Banco Estado atiende a Pequeñas Empresas expuestas al riesgo por la variación de la moneda dólar.

Atención


- Especializada.

- Directa, en terreno.

- Integral, soluciones a medida.

- 64 plataformas comerciales a lo largo de todo Chile con más de 150 ejecutivos.


- Segmentos Estratégicos: Comercio, Educación, Agrícola, Servicios, Manufactureros y Transporte.

- Operación actual con 12.970 pequeños empresarios.

- En Comercio Exterior transó US$ 45 Millones en 2010 y lleva más de US$ 66 Millones en 2011.


- Operan en moneda extranjera, principalmente los sectores: Comercio, Agrícola y Manufacturero.
Modelo de Atención


1.- Cliente contacta a Ejecutivo de Negocio y se informa de las condiciones. (Venta Responsable)


2.- Ejecutivo de Negocio gestiona con cliente documentación requerida para operar.


3.- Al momento de la compra, el Ejecutivo de Negocios informa la Prima de la Opción de acuerdo al plazo y precio requerido.


4.- Si existe acuerdo entre las partes, el Ejecutivo de Negocio cierra las condiciones de operación con el cliente: Plazo, Precio de Ejercicio, Monto y Prima.


5.- Cliente paga la prima y Banco Estado confirma el cierre de la operación.

Valor de la Prima


- El valor de la prima se expresa en un porcentaje sobre el monto a asegurar por el cliente, por ejemplo:
Precio Mercado Dólar: $470.-

	Plazo (Días)
	Precio de Ejercicio
	Precio
	Valor Prima $

	30
	472,50
	1,50%
	7,09

	60
	473,50
	2,00%
	9,47

	90
	475,50
	2,50%
	11,89

	180
	480,00
	3,50%
	16,80

	360
	490,00
	5,00%
	24,50


Prima de una Opción a 90 días, con distintos precios de ejercicio: Precio Mercado Dólar: $470.-
	Plazo (Días)
	Precio de Ejercicio
	Precio
	Valor Prima $

	90
	470,00
	1,80%
	8,46

	
	475,50
	2,50%
	11,89

	
	480,00
	2,85%
	13,68




Concluida la presentación, el señor Barros planteó sus dudas sobre el carácter innovador de la legislación propuesta en materia de instrumentos derivados, puesto que en la actualidad los productos financieros propuestos por el Banco Estado ya operan en el mercado financiero chileno.



Al respecto, el señor Antonio Bertrand explicó que lo expuesto corresponde a la planificación de la entidad para afrontar el ingreso al mercado de los derivados, pero que dada su reciente autorización por parte del órgano regulador, aún no se han suscrito operaciones con estos instrumentos, lo que no hace posible establecer resultados. Agregó que el proyecto de ley debiera fomentar el desarrollo del sector, beneficiando a los clientes de las instituciones financieras con la reducción del costo de la prima.



El señor Coordinador de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda retomó la discusión sobre las consideraciones macroeconómicas de la iniciativa, rebatiendo la idea de una supuesta coraza de la economía chilena frente a las turbulencias económicas internacionales. De hecho, acotó, durante la crisis de los años 2008 y 2009 fue necesaria la implementación de una política fiscal expansiva que permitió al país minimizar sus riesgos. Reiteró que la economía de Chile es abierta en términos reales y financieros, por tanto, cuesta imaginar al país aislado de las convulsiones mundiales.



En este sentido, reafirmó la política seguida por el Ministerio de Hacienda, ya que el proyecto otorga mayor certeza a los contribuyentes en el trato tributario a los derivados, a través del traspaso de ciertos elementos de la jurisprudencia administrativa actual del SII a un cuerpo legal coherente y comprensivo.



Hizo hincapié, además, en la idea de generar una distribución más equilibrada del riesgo financiero, pues en la actualidad las cifras del Banco Central demuestran que las empresas de mayor tamaño ya utilizan estos instrumentos de cobertura, por lo general no contratados en Chile; en cambio, las pequeñas empresas no emplean esa protección. Por tal motivo, destacó los efectos positivos del proyecto, entre ellos, la generación de un mercado con presencia de equilibrios institucionales; por un lado, un sistema bancario transformado en un oferente mayor, ofreciendo más productos derivados, y como contrapeso, un sector real más protegido.



Con respecto a la ausencia de un informe financiero de la Dirección de Presupuestos sobre el impacto fiscal de regular los instrumentos derivados, indicó que de aprobarse la iniciativa legal se incorporaría el gasto en una glosa presupuestaria del SII. En cuanto a su costo fiscal, recordó que el informe financiero presentado con el proyecto de ley señalaba la neutralidad de sus efectos en la economía nacional. Es imposible, apuntó, estimar con antelación que la posición agregada de los instrumentos en la economía originará ganancias o pérdidas, por ende, los derivados desde un enfoque financiero son neutros, es decir, algunos participantes ganarán y tributarán, y otros, perderán y no pagarán impuestos, compensándose dichas sumas entre sí.



La Coordinadora de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda, señora Carolina Fuensalida, a su turno, se hizo cargo de algunos puntos expresados por los señores Barros y Escobar. Primero, afirmó que la propuesta normativa desde la génesis fue redactada conjuntamente con el SII, considerando sus atribuciones, presupuestos y personal fiscalizador. Acto seguido, expresó que la problemática actual para los contribuyentes que operan con derivados es la incertidumbre jurídica de su tratamiento tributario, ya que en el presente su regulación se basa en diversos oficios dictados por el SII, cuyos criterios varían dependiendo de la administración de turno. Agregó que como política tributaria no es una solución adecuada, puesto que tal órgano no tiene información sobre los derivados que se transan en Chile, por tal motivo, no es posible saber la cantidad que se recauda o se deja de recaudar por este concepto.



Sobre la separación entre instrumentos de cobertura y especulación, criticó la subjetividad de la distinción porque ésta impide determinar en forma cierta cuál de ellos es. Más, si en las operaciones de derivados quien lo define es el propio contribuyente, dificultando su fiscalización. Los beneficios de la legislación, manifestó, se resumen en una mayor certeza legal para el contribuyente y una continuidad normativa de los criterios aplicables, incorporando los razonamientos actuales del SII, por ejemplo, en materia de cálculo de ingresos y gastos, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 41 de la ley sobre impuesto a la renta, lo que facilitará su labor fiscalizadora.



El Subdirector de Fiscalización del SII, señor Iván Bertrand concordó con el señor Escobar sobre la complejidad para fiscalizar tales instrumentos. En su génesis hay productos híbridos, como los derivados tomados sobre derivados, que complican el seguimiento de su desempeño en el mercado. Si bien, admitió, es efectiva la falta de capacidad actual del SII para fiscalizar el mercado de los derivados, la institución se está haciendo cargo de esa realidad. Este año, el Ministerio de Hacienda otorgó un presupuesto adicional al órgano, para formar equipos especializados en la materia. Reconoció la escasez de expertos en el mercado, pero las mesas de dinero, las consultoras, las auditoras y los países vecinos como Argentina, cuentan con esos profesionales, a quienes el SII pretende incorporar por medio del ofrecimiento de rentas altas.



Actualmente, añadió, el organismo está efectuando un proceso de selección de personal y de capacitación, generando conjuntamente las competencias específicas al interior de la organización que permitan integrar este rol fiscalizador. La institución se ha fijado como plazo inicial para la formación del equipo el mes de diciembre de 2011, para comenzar su funcionamiento al año siguiente. La segunda etapa corresponderá a la obtención de la información asociada a la operación de instrumentos derivados y su posterior análisis a través de la nueva competencia adquirida por el SII.



El señor Escobar concordó con la señora Fuensalida sobre la necesidad de establecer una regulación legal para el tratamiento tributario de los derivados, terminando así con la incertidumbre jurídica que generaba en los contribuyentes, la disparidad de criterios aplicados por el SII. A su juicio, el aspecto que mayormente obstaculizó el uso de los instrumentos derivados en Chile fue la indefinición del organismo fiscalizador en el trato tributario para el pago correspondiente a la contraparte en el extranjero. La razón estaba en diversos oficios del organismo, de antigua data, cuya ambigüedad sobre la aplicación del impuesto adicional a dichos pagos producía efectos negativos, ya que los inversionistas no corrían el riesgo de contratar instrumentos derivados porque podían exponerse al pago de tal impuesto, encareciendo su costo. El proyecto de ley asume esa deficiencia al señalar expresamente que los pagos al exterior corresponden a renta de fuente extranjera, por ende, no están sujetos al impuesto adicional.



No obstante lo anterior, hizo una observación de carácter técnico. En la regla sobre los pagos efectuados al exterior se establece una excepción para el caso de las acciones, cuando se suscriben derivados con entrega del activo subyacente (delivery). En su opinión, esta salvedad debiera ampliarse a los bonos u otro tipo de instrumentos. No observa razones para distinguir los derivados con entrega de acciones, de instrumentos suscritos con entrega de oro o de un bono, en el país. Si no hay modificaciones, esos casos corresponderán a operaciones no gravadas, en cambio, la entrega de acciones de una empresa chilena sí estará gravada. En tal sentido, propuso que cuando se tome un derivado con delivery en Chile, la regla general sea su gravamen.



Por otro lado, reconoció que la iniciativa legal se estudiaba hace años, desde el período que ejerció el cargo de Director del SII, aproximadamente, el año 2006 ó 2007. Pero reiteró sus discrepancias con algunos capítulos del proyecto de ley. Respecto de las opciones, precisó que la crítica manifestada no iba dirigida a ellas en general, sino cuando no operaban como instrumento de cobertura. Ese tratamiento privilegiado otorgado en el proyecto de ley a las opciones sobre acciones, fondos mutuos y otros, donde no se observan condiciones de inversión o ahorro, a diferencia de sus activos subyacentes, ni menos aún funcionan como cobertura, no tiene fundamento. Manifestó no tener reparos con los instrumentos de cobertura para dólares descritos por Banco Estado, pero insistió en la falta de necesidad para privilegiar activos subyacentes exentos o libres de impuesto a la renta en el sistema chileno.



Sobre los comentarios de política macroeconómica realizados por el señor Correa, discrepó sobre la neutralidad del costo fiscal de la propuesta legal. A su juicio, ese efecto sólo se logra en los casos que los contribuyentes que suscribieron un instrumento derivado, donde uno obtuvo ganancias y el otro pérdidas, utilicen el mismo régimen contable. Sin embargo, si las contrapartes usan sistemas distintos, esa premisa no se logra. Dada la redacción del proyecto de ley, insistió, los contribuyentes que suscribieron un instrumento derivado pueden regirse por regímenes contables distintos, por lo tanto, su efecto agregado anual en la economía nacional no necesariamente será neutro



Puso como ejemplo el caso de un contribuyente con una deuda en dólares a diez años plazo, que toma un instrumento de cobertura anual. Si esa persona elige el sistema de registro por corrección monetaria, anotará al final del ejercicio, la ganancia o pérdida acumulada. A la inversa, si su contraparte también se rige por ese sistema, contabilizará la pérdida o ganancia, por la misma cantidad, produciéndose el efecto de suma cero o neutralidad. No obstante, si esa persona contrató la opción de cobertura con un banco, con toda seguridad, apuntó, el régimen que utilizará la institución financiera será el de registro por valor justo. Entonces, expresó, si ese contribuyente tomó un derivado para cubrirse de las fluctuaciones del dólar, cuando la moneda se cotizaba a $500, y al final del ejercicio, se valoraba en $470, usando el sistema de corrección monetaria deberá registrar una pérdida por $30, pero la contraparte que usa el sistema de valor justo, la habrá registrado desde un principio a $470, por tanto, no generará ganancia. En este caso, afirmó, no habrá neutralidad, ya que las posiciones de las partes no necesariamente serán las mismas en el ejercicio tributario.



Profundizó sus diferencias sobre la neutralidad, al tratar las operaciones con instrumentos derivados donde participan contribuyentes exentos de impuestos de primera categoría. Para producir ese efecto, manifestó, las partes no sólo deben regirse por el mismo sistema de contabilidad, sino también por el mismo régimen tributario. Con la legislación propuesta y el sistema tributario vigente, precisó, se puede dar el caso que la operación con instrumentos derivados arroje pérdidas para contribuyentes que pagan impuestos y genere utilidades en personas que no están sujetas a tributación. Otra vez, puntualizó, la suma final no será cero.



Finalizó sus comentarios aclarando que no ha tenido la intención de emitir un juicio de valor sobre los instrumentos derivados de especulación. Simplemente, reiteró, no observa las razones de política económica de instrumentos que no incentivan el ahorro ni desarrollan el mercado de capitales, como son las opciones cuyos activos subyacentes corresponde a acciones, fondos mutuos y otros que tienen régimen de exención.



El señor Coordinador de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda explicó que los contribuyentes elegirán el sistema contable por un período de dos años, no por cada operación comercial con un instrumento derivado, por tanto, las posibilidades de arbitrar contablemente se disminuyen considerablemente.
DISCUSIÓN PARTICULAR
A continuación se efectúa una relación de las disposiciones del proyecto, en los términos en que fueron aprobadas en general por la Sala del Senado, sobre la que se formularon indicaciones, así como de los acuerdos adoptados a su respecto.
Artículo 5º
Establece en los números 1. a 5., las reglas y definiciones para reconocer las utilidades o pérdidas correspondientes a derivados, prescribiendo las normas para reconocer los ingresos y deducir los gastos.

Este artículo fue objeto de dos indicaciones presentadas en relación con el proyecto de ley, ambas de autoría de Su Excelencia el Presidente de la República.

La indicación número 4, para reemplazar el número 4., por el siguiente:
“4. Los contribuyentes que declaren sus rentas efectivas en la primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta según contabilidad completa, determinarán los resultados provenientes de los derivados para los efectos de dicha ley, de acuerdo a las siguientes normas:
i. Deberán registrar en su contabilidad tales derivados a su valor justo o razonable al momento de la celebración del contrato. El resultado de cada derivado se obtendrá de comparar dicho valor con el valor justo o razonable que tenga al cierre del año comercial de su celebración. Para estos efectos, se entenderá por valor justo o razonable la cantidad por la que pueda ser adquirido un activo o pagado un pasivo, entre compradores y vendedores interesados y debidamente informados, en condiciones de independencia mutua. En consecuencia, el derivado debe reflejar el valor que el contribuyente recibiría o pagaría con motivo de la celebración del derivado en condiciones de mercado, sin incluir los costos de venta o transferencia.
ii. Las diferencias positivas o negativas que se produzcan a consecuencia de la valoración señalada, constituirán la utilidad o pérdida del ejercicio, según corresponda.
iii. Los resultados que procedan de la cesión o liquidación, en su caso, de un derivado, valorado en la forma establecida en el punto i. anterior, a la fecha de la cesión o liquidación, deberán considerarse como utilidad o pérdida, en caso de haberse efectuado dicha cesión o liquidación antes del cierre del ejercicio en el que se celebró, según corresponda.
En caso de efectuarse la cesión o liquidación con posterioridad al cierre de un año comercial, los resultados que procedan de comparar el valor del derivado a la fecha de dicho cierre en relación al valor de liquidación o de cesión del mismo, según corresponda, deberán considerarse como utilidad o pérdida del ejercicio en que se efectuó la cesión o liquidación.”.
El Honorable Senador señor Kuschel planteó sus dudas sobre el uso de la palabra “celebración” en la oración final del punto i., por cuanto sería deseable precisar que lo que se celebra es el contrato de derivado. Propuso a la Comisión adoptar una fórmula que permita determinar el alcance de la disposición en el sentido expresado.

Los demás miembros concordaron con Su Señoría y acordaron incluir en la oración señalada la frase “contrato de” entre los vocablos “del” y “derivado”.

El Honorable Senador señor Tuma, por su parte, puso de manifiesto su inquietud por la definición expresada en la indicación para valor justo o razonable. A su juicio, con la redacción actual la determinación del valor de mercado de un instrumento derivado según su valor justo residirá en la interpretación del SII, no existiendo un criterio objetivo definido en la ley. El organismo fiscalizador, graficó, puede objetar una operación y fijar el valor justo de un derivado, si teme la existencia de un acuerdo entre vendedor y comprador para cambiar su valor de mercado, cuando en realidad, manifestó, puede no existir tal pacto. Por el momento, señaló, no concibe otra fórmula, pero de todas maneras dejó constancia sobre las dudas surgidas por el sistema de valorización propuesto.

El Honorable Senador señor Kuschel también manifestó sus interrogantes sobre la forma definida para la valorización de los instrumentos derivados, compartiendo lo dicho por Su Señoría, por lo que antes de emitir su votación solicitó al Ejecutivo explicar el método decidido.
El Coordinador de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda especificó que la idea principal de la indicación en debate, fue eliminar la existencia de dos formas de valorización de los instrumentos para evitar que los contribuyentes pudieran arbitrar contablemente a su favor, eligiendo primero un método de contabilización, y luego otro distinto según su beneficio. El método seleccionado fue el sistema de registro por valor justo o razonable. Ahora bien, acotó, para determinar tal valor es fundamental comprender el funcionamiento del mercado de los derivados. En la transacción de los instrumentos siempre las contrapartes son instituciones bancarias, quienes ofrecen el valor punta a otro operador del mercado, ya sea a una empresa real, a otro banco, o a una administradora de fondos, entre otros. El marco jurídico que regula el sistema bancario, añadió, está directamente vinculado con el sistema propuesto, porque impone a los bancos la obligación de valorizar las posiciones de sus instrumentos derivados diariamente. A diferencia de las acciones, cuyo precio se fija en la bolsa de valores, para los instrumentos derivados no existe un mercado secundario, no obstante sostuvo, la normativa bancaria fuerza a la existencia de un precio diario y variable que refleja las condiciones de mercado. La SBIF, ejemplificó, ha requerido a los bancos contabilizar los derivados en sus asientos considerando la volatilidad del mercado, las tasas del día o el tipo de cambio diario, según corresponda a instrumentos que se transan con uno u otro valor. Por tanto, manifestó, el precio existe y su formación se produce en forma diaria, independiente que la empresa real suscriba el instrumento de cobertura un día determinado, y luego lo liquide meses después, obteniendo utilidades o pérdidas.

El Honorable Senador señor Novoa opinó que la norma discutida establece que el valor de mercado será aquél que exista en un contrato celebrado entre partes independientes que no tienen relación, y el único facultado para objetarlo será el SII. No hay otra opción, indicó. Intentar demostrar que el precio señalado en el contrato por los contribuyentes no corresponde al valor de mercado es una función propia del organismo fiscalizador, afirmó, la que ejerce en todos los ámbitos tributarios, ya sea si se vende una propiedad o se contrata una opción, estando facultado el contribuyente para reclamar ante los tribunales tributarios si no está conforme con la decisión. Como ejemplo, agregó, si un comerciante pacta la compra a futuro de trigo a $300, y el producto se cotizó a $200 en la Bolsa de Valores de Chicago, significa que el valor justo fijado en el contrato fue superior en $100 al valor de mercado, por tanto, al final del ejercicio el contribuyente registrará pérdidas por esa suma.

El Honorable Senador señor Escalona indicó que la eliminación de la existencia de dos sistemas de contabilización corresponde a lo solicitado por la Comisión al Ejecutivo para complementar el proyecto de ley, a instancias de las intervenciones de los expertos invitados, señores Escobar y Barros, por ello manifestó su respaldo a la indicación.
El Honorable Senador señor Tuma reiteró la preocupación manifestada anteriormente, ya que en su opinión, la valorización de los instrumentos derivados no se resuelve con el registro de acuerdo a su valor justo o razonable.

La indicación número 4 fue aprobada por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel y Novoa, y se abstuvo el Honorable Senador señor Tuma.
La indicación número 5, para suprimir el número 5.

La indicación número 5 fue aprobada por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel y Novoa, y se abstuvo el Honorable Senador señor Tuma.
Artículo 8º
Dispone el momento y forma de reconocer los ingresos de las opciones. En los números 1. a 3. establece las reglas para reconocer los ingresos que se produzcan por conceptos de pagos, derechos, primas u otros.

Este artículo fue objeto de tres indicaciones, todas de autoría de Su Excelencia el Presidente de la República.

La indicación número 6, para reemplazar el encabezado del número 2. por el siguiente:
“Los tomadores de opciones regidos por esta ley, que declaren sus rentas efectivas en la primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta según contabilidad completa, deberán aplicar las siguientes reglas:”.
La indicación número 7, para suprimir, en la letra b) del número 2., la expresión “letra b),”, que figura entre las frases “artículo 5º, número 4,”, y “punto i.”.
La indicación número 8, para intercalar, en la letra c) del número 2., la expresión “a)” entre la expresión “previamente deducidos de acuerdo a la letra” y la palabra “anterior” antes del punto seguido.
Las indicaciones números 6, 7 y 8 fueron aprobadas por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel y Novoa, y se abstuvo el Honorable Senador señor Tuma.
Artículo 9º
Establece las reglas para determinar el régimen tributario de las ganancias de capital originadas en la transferencia de opciones.

Fue objeto de la indicación número 9, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazarlo por el siguiente:
“Artículo 9°.- Régimen tributario de las ganancias de capital originadas en la transferencia de opciones.- Para determinar el régimen aplicable a las ganancias de capital que se originen en la transferencia de opciones, deberá estarse a las siguientes reglas:
Los ingresos provenientes de las cesiones o transferencias que efectúen los tomadores de las opciones, se gravarán con los impuestos de primera categoría, global complementario o adicional, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, según corresponda, siempre que tales rentas deban gravarse de conformidad a las disposiciones de la presente ley. Para estos efectos, el valor de adquisición estará constituido por los desembolsos incurridos en la celebración del respectivo contrato, considerando lo dispuesto en el artículo anterior.”.
La indicación número 9 fue aprobada por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel y Novoa, y se abstuvo el Honorable Senador señor Tuma.
Artículo 12
Dispone, en su inciso primero, que corresponderá al Servicio de Impuestos Internos, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 21 y siguientes del Código Tributario, verificar el cumplimiento de los requisitos y condiciones señalados en la ley que el presente proyecto propone. Para tales efectos, y cuando una o un conjunto de transacciones con derivados sea similar a otra transacción u operación, el Servicio podrá aplicar los impuestos que correspondan a dichas transacciones, para lo cual deberá establecer, de manera fundada, que la respectiva operación no ha obedecido a una legítima razón de negocios y que existen razones fundadas para determinar que, mediante su celebración, se ha pretendido como único propósito encubrir un retiro de utilidades tributables o un crédito que debió tributar de acuerdo a las disposiciones de la Ley sobre el Impuesto a la Renta.
(Cabe hacer presente que el artículo 21 del Código Tributario prescribe, en términos generales, que es deber del contribuyente probar la veracidad de sus declaraciones o la naturaleza de los antecedentes y monto de la operaciones que deban servir para el cálculo del impuesto. Del mismo modo, contempla que el Servicio no podrá prescindir de las declaraciones y antecedentes presentados o producidos por el contribuyente y liquidar otro impuesto en el que de ellos resulte, a menos que las declaraciones, documentos, libros o antecedentes en que se basen, no sean fidedignos).

El inciso segundo del artículo 12 agrega que en los casos del inciso primero, el Servicio de Impuestos Internos, previa citación del contribuyente, practicará las liquidaciones o resoluciones que procedan, las que deberán indicar en forma precisa la causal, circunstancias y razones en que se fundan. Asistirá al contribuyente afectado el derecho a reclamar, según las reglas generales, en contra de la totalidad o de alguna de las partidas o elementos de dicha liquidación o resolución, y mientras se encuentre pendiente la decisión de las mismas no se devengarán los intereses moratorios que establece el Código Tributario.

El artículo 12 fue objeto de las indicaciones 1, 2 y 3, todas de autoría de los Honorables Senadores señores Escalona y Frei.

La indicación número 1, para sustituir, en el inciso primero, la frase “dicho Servicio podrá” por “dicho Servicio deberá”.
La Comisión estuvo de acuerdo en precisar de mejor forma la intervención del SII en la materia, por lo que en consecuencia, la indicación número 1 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Novoa y Tuma.
La indicación número 2, para eliminar, en el inciso primero, el vocablo “único”.
La indicación número 2 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Novoa y Tuma.
La indicación número 3, para intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser inciso tercero:

“A su vez, cuando una o un conjunto de transacciones con derivados se realice con fines meramente especulativos, el Servicio de Impuestos Internos deberá calificar esa operación como ilegítima, aplicando los impuestos y sanciones que correspondan conforme a la ley.”.
La indicación fue retirada por sus autores.
Artículo 13
Fija normas para la fiscalización de las operaciones con instrumentos derivados. En este sentido, obliga al contribuyente a presentar anualmente una declaración jurada informando los contratos de derivados celebrados. Además, le exige mantener un registro de las operaciones de derivado que realicen, el cual debe quedar a disposición del SII para cuando éste lo requiera.

La indicación número 10, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar su inciso primero por el siguiente:
“Artículo 13.- Normas de fiscalización.- Los contribuyentes que celebren derivados deberán presentar, en la forma y plazo que el Servicio de Impuestos Internos establezca mediante resolución, una o más declaraciones juradas, según dicho organismo lo estime pertinente, para los efectos de la fiscalización de los impuestos que correspondan, con la información y antecedentes que requiera acerca de tales derivados. Cuando no se hayan presentado oportunamente dichas declaraciones, así como cuando las presentadas contengan información o antecedentes erróneos, incompletos o falsos, los contribuyentes no podrán deducir las pérdidas o gastos provenientes de los derivados no declarados en forma oportuna, o declarados en forma errónea, incompleta o falsa. En caso que el contribuyente de todas formas haya deducido tales pérdidas o gastos se aplicará, según corresponda, lo dispuesto por los artículos 33, número 1°, letra g), y 21, de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En el caso de derivados celebrados a través de intermediarios, el Servicio de Impuestos Internos podrá exigir a estos últimos la presentación de las referidas declaraciones juradas respecto de aquellos derivados en cuya celebración hayan intervenido.”.
La Coordinadora de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda aclaró que fue necesaria la incorporación de la presente norma por la decisión legislativa de establecer como sistema de valorización único, el valor justo o razonable. Con el mecanismo propuesto, afirmó, es esencial la información que los bancos puedan proveer al SII para determinar cuál es el valor justo de un instrumento derivado, dado que la regulación bancaria los obliga a registrarla diariamente. En este sentido, declaró, el organismo fiscal le exigirá, en la forma y plazo que estime conveniente, la información que permita clarificar de la mejor manera posible el valor a determinar, cumpliendo a la vez con el rol fiscalizador definido en la ley.

Adicionalmente, manifestó que resulta imprescindible introducir reglas que definan las consecuencias para los contribuyentes por no entregar la información solicitada al momento ser fiscalizados. En estos casos, advirtió, se rechazarán los gastos relacionados con los instrumentos derivados contratados, incluyendo las comisiones pagadas o los desembolsos efectuados. Agregó que cuando la contraparte de un derivado sea una institución bancaria, situación más habitual, será ella quien deba proporcionar la información, por ejemplo, si se celebra un contrato de derivado con un banco. Esto está expresamente establecido en el inciso final de la indicación que se propone, apuntó, al señalar que si se contrata instrumentos derivados a través de intermediarios, éstos tienen la obligación de proveer la información, y no el contribuyente.

El Honorable Senador señor Novoa señaló que la presentación del presente proyecto de ley tuvo por objeto, simplificar la reglamentación de los derivados para que pudiese ser utilizado por las pymes. Ahora bien, expresó, sólo será simple, si siempre se contratara a través de intermediarios, pero si cada vez que una pequeña empresa tome un derivado o compre a futuro debe informar al SII, incrementará la carga administrativa actual del contribuyente, desvirtuando el objetivo original de la iniciativa legal.

El Coordinador de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda en respuesta a lo señalado por Usía, reiteró que en materia de opciones, la ley sólo ha autorizado a los bancos para operar con tales instrumentos, de hecho, en la actualidad, sólo seis instituciones bancarias ofrecen opciones en el mercado, entre ellas, el recientemente autorizado, Banco Estado. Por tal motivo, indicó, el mercado de derivados no puede estructurarse en base a la contratación de instrumentos entre empresas, la gestión, generalmente, se efectúa a través de un banco. De esta forma, concluyó, el asiento contable o el trámite administrativo no representa para la empresa un costo marginal, ya que el banco está obligado a cumplir con su propia regulación, entregándole una copia a la empresa que está tomando la cobertura.

El Honorable Senador señor Novoa consultó por la situación de los contratos donde se fija un precio a futuro, como el caso del agricultor que no vende la producción físicamente a un precio determinado, sino que celebra un contrato de futuro con una empresa molinera, compensando posteriormente las diferencias. Si el productor fija un precio más bajo y se ve obligado a pagarle a la empresa molinera una compensación, no le considerarán ese pago como gasto por no haberle dado aviso al banco de la celebración del instrumento derivado, sostuvo. Por eso insistió en su preocupación por el alcance de la norma propuesta.

La Coordinadora de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda indicó que en el caso expuesto por Su Señoría sí se consideraría como gasto. Sólo en el evento que el productor no provea la información exigida por el SII se rechazaría la deducción y se aplicaría lo dispuesto en el artículo 21 de la ley sobre impuesto a la renta. El gasto, en principio, para todos los efectos legales, será aceptado.

Añadió que la norma permite al SII regular con amplitud las situaciones y frecuencia con que se exigirá la información, por ello es factible, estimó, considerar las inquietudes manifestadas por los Honorables señores Senadores, coordinando los criterios con el SII para que en los posibles procesos de fiscalización, solamente exija a los contribuyentes conservar un registro adecuado de los contratos de derivados celebrados y mantener la rigurosidad de las exigencias sólo para las operaciones efectuadas por intermediarios, que serán las más frecuentes.

El Honorable Senador señor Novoa reiteró el propósito original del proyecto, de permitir a las pymes operar con instrumentos derivados. Por ello, subrayó, si al operar las obligará a informar al SII y las sancionará en caso de incumplimiento, no se logrará tal objetivo. Por tal razón, valoró el compromiso asumido por el Ejecutivo para coordinar los criterios de exigencia de información con el órgano fiscalizador.

El Honorable Senador señor Tuma, a su turno, propuso que el SII solicite los antecedentes sólo cuando fiscalice las operaciones, obligando al contribuyente en ese momento a demostrar y entregar las respectivas declaraciones juradas, y no exigir la información necesariamente en cada transacción. De acuerdo a la redacción del inciso primero, manifestó, los contribuyentes que celebren derivados pueden verse forzados a presentar siempre la información, ya que el SII está facultado para regular la forma y plazo de entrega. Dadas las dificultades señaladas, agregó también que no observa los motivos que impidan establecer en la propia ley el procedimiento para proporcionar la información, y así no entregar dicha facultad al SII.

La Coordinadora de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda planteó la dificultad de regular, casuísticamente, todas las situaciones posibles. Recordó la existencia frecuente de normas similares a la propuesta, en distintas leyes tributarias. En la ley sobre impuesto a la renta, por ejemplo, señaló que al regular las empresas de transferencia faculta al SII para requerir información, pero en la mayoría de las situaciones, el órgano fiscalizador no considera necesaria la solicitud y basta que el contribuyente mantenga el registro en la oficina, fiscalizando las operaciones en base a la información almacenada. 

Consideró fundamental establecer la facultad de solicitar información en la ley, sin perjuicio que el organismo pueda abstenerse de ejercerla, siendo suficiente la información proporcionada por el contribuyente. La forma y el plazo de entrega pueden ser regulados por medio de resoluciones del SII, para lo cual reiteró el compromiso de exponer al órgano fiscal las inquietudes expresadas por los Honorables Senadores para que sean admitidas.
En relación con las dudas de redacción planteadas por el Honorable Senador señor Kuschel y en concordancia con la modificación aprobada en la oración final del punto i. del número 4. del artículo 5°, la Comisión estuvo conteste en realizar las siguientes modificaciones en la oración final del inciso primero de este artículo:

- Intercalar a continuación de la frase “En el caso de”, la expresión “los contratos de”.

- Y suprimir la expresión “derivados” la segunda vez que aparece.
Puesta en votación, la indicación número 10 fue aprobada, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, Kuschel, Novoa y Tuma.
- - -

INFORME FINANCIERO
El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 30 de agosto de 2010, señala, de modo textual, lo siguiente:
“El Proyecto de Ley que se presenta en el mensaje contiene un único artículo permanente y dos transitorios.

El Artículo Único desarrolla el tratamiento tributario a aplicar a los instrumentos definidos como derivados; determinando, desde este punto de vista, los siguientes contenidos: definición de contratos derivados (contratos cuyo valor se establezca en función de una o más variables que determinen el monto de las liquidaciones correspondientes que sean reconocidos como tales, entre otros); identificación de contratos que no se encontrarán regidos por esta nueva normativa (tales como contratos de préstamo o arrendamiento de valores en operaciones bursátiles de venta corta, o stock options); reglas sobre determinación de la fuente de la renta para efectos del artículo 10 de la Ley del ramo; reglas sobre determinación de la naturaleza de la renta; reconocimiento de ingresos y deducción de gastos; contratos con partes relacionadas y finalmente, normas sobre el control a ejercer por parte del Servicio de Impuestos Internos en esta materia. Por otra parte, los artículos transitorios contienen, respectivamente, normas relativas a la vigencia de esta ley y la relaciona con normas asociadas de naturaleza tributaria.

El efecto fiscal de este proyecto será el resultante de aplicar en la especie normas tributarias sobre las operaciones que se realicen válidamente, de acuerdo a las definiciones contenidas en él, una vez que su normativa entre en vigencia. Sin embargo, teniendo presente que con anterioridad al presente proyecto de ley no existe una base legal definida sobre la materia, no es dable cuantificar un efecto en materia de recaudación tributaria por este concepto y, por lo tanto, no es posible anticipar impacto fiscal para el año 2010.”.
Posteriormente, con fecha 2 de marzo de 2011, la Dirección de Presupuesto emitió un informe financiero complementario, que acompañó a una indicación del proyecto de ley, del siguiente tenor:
“La indicación al Proyecto de Ley indicado introduce mejoras en el articulado en tramitación en el sentido de:

1) Introducir una salvedad en la enumeración de instrumentos excluidos de la aplicación de la ley (letra b) del número 4 del Artículo 2°);
2) Perfeccionar la redacción relativa a la contabilización y valoración de los derechos y obligaciones que emanan del contrato de derivados al momento de la celebración o adquisición de dicho contrato (letras a) y b) literal iii) del número 4 del Artículo 5°).
Como consecuencia de estas mejoras, no es esperable una modificación en los efectos indicados en el Informe Financiero anterior sobre la materia, donde se señaló que: "... teniendo presente que con anterioridad al presente proyecto de ley no existe una base legal definida sobre la materia, no es dable cuantificar un efecto en materia de recaudación tributaria por este concepto". Ello se explica porque, si bien es esperable que como consecuencia de la entrada en vigencia de la ley el mercado de derivados se profundice, no es posible anticipar su efecto en materia de recaudación tributaria dado que, tal como se regulan los ingresos de las operaciones, también se reconocen los gastos asociados a las mismas, lo que en definitiva no permite anticipar impacto fiscal alguno para el año 2011. Sin perjuicio de ello, en el evento de verificarse impacto fiscal para los años siguientes, éstos serán incorporados en el cálculo de ingresos que acompaña las Leyes de Presupuestos respectivas.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

MODIFICACIONES

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por la Sala del Senado, con las siguientes enmiendas:
Artículo 5º
Número 4.

Reemplazarlo por el siguiente:

“4. Los contribuyentes que declaren sus rentas efectivas en la primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta según contabilidad completa, determinarán los resultados provenientes de los derivados para los efectos de dicha ley, de acuerdo a las siguientes normas:
i. Deberán registrar en su contabilidad tales derivados a su valor justo o razonable al momento de la celebración del contrato. El resultado de cada derivado se obtendrá de comparar dicho valor con el valor justo o razonable que tenga al cierre del año comercial de su celebración. Para estos efectos, se entenderá por valor justo o razonable la cantidad por la que pueda ser adquirido un activo o pagado un pasivo, entre compradores y vendedores interesados y debidamente informados, en condiciones de independencia mutua. En consecuencia, el derivado debe reflejar el valor que el contribuyente recibiría o pagaría con motivo de la celebración del contrato de derivado en condiciones de mercado, sin incluir los costos de venta o transferencia.
ii. Las diferencias positivas o negativas que se produzcan a consecuencia de la valoración señalada, constituirán la utilidad o pérdida del ejercicio, según corresponda.
iii. Los resultados que procedan de la cesión o liquidación, en su caso, de un derivado, valorado en la forma establecida en el punto i. anterior, a la fecha de la cesión o liquidación, deberán considerarse como utilidad o pérdida, en caso de haberse efectuado dicha cesión o liquidación antes del cierre del ejercicio en el que se celebró, según corresponda.
En caso de efectuarse la cesión o liquidación con posterioridad al cierre de un año comercial, los resultados que procedan de comparar el valor del derivado a la fecha de dicho cierre en relación al valor de liquidación o de cesión del mismo, según corresponda, deberán considerarse como utilidad o pérdida del ejercicio en que se efectuó la cesión o liquidación.”. (Mayoría de votos 4 a favor x 1 abstención. Indicación número 4).
Número 5.

Suprimirlo (Mayoría de votos 4 a favor x 1 abstención. Indicación número 5).
Artículo 8º
Número 2.

· Reemplazar el encabezado por el siguiente:
“Los tomadores de opciones regidos por esta ley, que declaren sus rentas efectivas en la primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta según contabilidad completa, deberán aplicar las siguientes reglas:”. (Mayoría de votos 4 a favor x 1 abstención. Indicación número 6).
- Suprimir, en la letra b), la expresión “letra b),”, que figura entre las frases “artículo 5º, número 4,”, y “punto i.”. (Mayoría de votos 4 a favor x 1 abstención. Indicación número 7).
- Intercalar, en la letra c), la expresión “a)” entre la expresión “previamente deducidos de acuerdo a la letra” y la palabra “anterior” antes del punto seguido. (Mayoría de votos 4 a favor x 1 abstención. Indicación número 8).
Artículo 9º
Reemplazarlo por el siguiente:
“Artículo 9°.- Régimen tributario de las ganancias de capital originadas en la transferencia de opciones.- Para determinar el régimen aplicable a las ganancias de capital que se originen en la transferencia de opciones, deberá estarse a las siguientes reglas:
Los ingresos provenientes de las cesiones o transferencias que efectúen los tomadores de las opciones, se gravarán con los impuestos de primera categoría, global complementario o adicional, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, según corresponda, siempre que tales rentas deban gravarse de conformidad a las disposiciones de la presente ley. Para estos efectos, el valor de adquisición estará constituido por los desembolsos incurridos en la celebración del respectivo contrato, considerando lo dispuesto en el artículo anterior.”. (Mayoría de votos 4 a favor x 1 abstención. Indicación número 9).
Artículo 12
Inciso primero

- Sustituir la frase “dicho Servicio podrá” por “dicho Servicio deberá”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 1).
- Eliminar el vocablo “único”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 2).

Artículo 13
Reemplazar su inciso primero por el siguiente:
“Artículo 13.- Normas de fiscalización.- Los contribuyentes que celebren derivados deberán presentar, en la forma y plazo que el Servicio de Impuestos Internos establezca mediante resolución, una o más declaraciones juradas, según dicho organismo lo estime pertinente, para los efectos de la fiscalización de los impuestos que correspondan, con la información y antecedentes que requiera acerca de tales derivados. Cuando no se hayan presentado oportunamente dichas declaraciones, así como cuando las presentadas contengan información o antecedentes erróneos, incompletos o falsos, los contribuyentes no podrán deducir las pérdidas o gastos provenientes de los derivados no declarados en forma oportuna, o declarados en forma errónea, incompleta o falsa. En caso que el contribuyente de todas formas haya deducido tales pérdidas o gastos se aplicará, según corresponda, lo dispuesto por los artículos 33, número 1°, letra g), y 21, de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En el caso de los contratos de derivados celebrados a través de intermediarios, el Servicio de Impuestos Internos podrá exigir a estos últimos la presentación de las referidas declaraciones juradas respecto de aquéllos en cuya celebración hayan intervenido.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 10).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación de la iniciativa legal en análisis, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE LEY

"1.TRIBUTACION DE LOS INSTRUMENTOS DERIVADOS EN GENERAL

Artículo 1°.- Régimen impositivo de los derivados.- Los contratos definidos como derivados en el artículo siguiente, se sujetarán, junto con las operaciones e instrumentos que recaigan sobre ellos, al régimen tributario establecido en la presente ley. En lo no previsto en esta ley, se aplicarán, respecto de dichos contratos, las disposiciones de las leyes tributarias generales o especiales, según corresponda, así como las regulaciones emanadas de las autoridades competentes.

Artículo 2°.- Definiciones y precisiones.- Para los efectos de esta ley, se considerarán como derivados:

1. Los forwards, futuros, swaps y opciones, y combinaciones de cualquiera de éstos.

2. Los demás contratos cuyo valor se establezca en función de una o más variables que determinen el monto de la o las liquidaciones correspondientes, y que sean reconocidos o regulados como tales de acuerdo a normas legales o aquellas normas dictadas, en uso de sus atribuciones, por la Superintendencia de Valores y Seguros, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, la Superintendencia de Pensiones o el Banco Central de Chile.
3. Adicionalmente, se considerarán como derivados aquellos contratos no incluidos expresamente en los números anteriores que, independientemente de su denominación, reúnan los siguientes requisitos copulativos al momento de su celebración:

a) Que su valor se establezca en función de una o más variables que determinen el monto de la o las liquidaciones correspondientes, como por ejemplo una tasa de interés, el precio de otro instrumento financiero, el precio de una materia prima, un tipo de cambio, un índice o tasas de variación de precios, una calificación o índice de crédito u otra, siempre que la variable respectiva no sea específica a una de las partes del contrato;

b) Que no requieran de una inversión inicial o ésta sea significativamente inferior que la que se requeriría para una inversión directa en el activo subyacente respectivo, o para celebrar otros tipos de contratos u operaciones que se esperaría que respondan de forma similar ante cambios en las variables de mercado, y 

c) Que su liquidación se realice en una fecha futura previamente determinada o determinable.

4. Aun en el caso de cumplir los requisitos señalados precedentemente, no quedarán regidos por la presente ley, entre otros:

a) Los contratos de préstamo o arrendamiento de valores que se realicen en operaciones bursátiles de venta corta;

b) Los instrumentos emitidos por una entidad cuando su valor esté vinculado al de sus propias acciones, tales como los derechos de suscripción y las opciones de compra emitidas para ser suscritas por sus empleados, salvo lo dispuesto en la letra a) N° 1 del artículo 9° de la presente ley, en relación a las opciones de suscripción preferente a favor de los accionistas;
c) Los contratos de seguro de aquellos regidos por el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda;

d) Los contratos cuyo valor se establezca en función de variables que dependan de fenómenos de la naturaleza, tales como ambientales, climáticas, geológicas u otras similares;

e) Los contratos de compraventa de activos financieros que requieren de la entrega del activo dentro de los plazos establecidos por la regulación de los mercados en que se opera;

f) Los contratos de suministro o derecho a futuro de servicios o activos físicos tales como energía, inmuebles e insumos, o de intangibles, tales como marcas y licencias; 

g) Los compromisos para la obtención o concesión futura de préstamos a la tasa de mercado vigente al momento de materializarse la operación, y

h) Las garantías financieras, tales como avales o cartas de crédito, que obligan a efectuar determinados pagos ante el incumplimiento del deudor.

Artículo 3°.- Fuente de la renta de los derivados.- Para los efectos de esta ley y de lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, las rentas provenientes de derivados, incluyendo las primas de emisión, se considerarán como rentas de fuente chilena, cuando sean percibidas o devengadas por contribuyentes domiciliados o residentes en Chile, o por contribuyentes del artículo 58 número 1° de la referida ley. 

Asimismo, se considerarán rentas de fuente chilena las que procedan de derivados que se liquiden mediante la entrega física de acciones o derechos de sociedades constituidas en Chile.

En consecuencia, y con la salvedad establecida en el inciso precedente, las rentas de derivados percibidas o devengadas por personas o entidades sin domicilio ni residencia en el país, no estarán afectas a ninguno de los impuestos de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Artículo 4°.- Ámbito de aplicación.- Las normas de la presente ley se aplicarán tanto a los contribuyentes del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta como a los contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, en cuanto les resulten aplicables.

Los ingresos obtenidos de los derivados a que se refiere esta ley, se considerarán clasificados en el número 5°, del artículo 20, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, para todos los efectos tributarios previstos en dicha ley y en el presente texto legal.

Los contribuyentes afectos a los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, estarán exentos del impuesto de primera categoría, en lo que se refiere a las rentas de esta ley, y no se les requerirá acreditarlas mediante contabilidad completa, en la medida que, además de dichas rentas, no perciban o se les devenguen otras que se encuentren obligados a acreditar mediante contabilidad completa.

Artículo 5°.- Reconocimiento de los ingresos y deducción de los gastos.- Las utilidades o pérdidas correspondientes a derivados, se reconocerán de acuerdo a las reglas y definiciones siguientes:

1. Por utilidades o pérdidas se entenderán todos aquellos resultados que se originen como consecuencia de la celebración, contratación, cesión de la posición contractual, liquidación o compensación de los respectivos derivados.

2. Los desembolsos consistentes en comisiones, primas u otros causados por los derivados, podrán ser deducidos en la determinación de la renta líquida, siempre que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta y aun cuando no correspondan al giro del contribuyente.

3. Los contribuyentes regidos por esta ley deberán reconocer los resultados provenientes de derivados sobre base percibida, a excepción de los señalados en el número siguiente.

4. Los contribuyentes que declaren sus rentas efectivas en la primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta según contabilidad completa, determinarán los resultados provenientes de los derivados para los efectos de dicha ley, de acuerdo a las siguientes normas:

i. Deberán registrar en su contabilidad tales derivados a su valor justo o razonable al momento de la celebración del contrato. El resultado de cada derivado se obtendrá de comparar dicho valor con el valor justo o razonable que tenga al cierre del año comercial de su celebración. Para estos efectos, se entenderá por valor justo o razonable la cantidad por la que pueda ser adquirido un activo o pagado un pasivo, entre compradores y vendedores interesados y debidamente informados, en condiciones de independencia mutua. En consecuencia, el derivado debe reflejar el valor que el contribuyente recibiría o pagaría con motivo de la celebración del contrato de derivado en condiciones de mercado, sin incluir los costos de venta o transferencia.

ii. Las diferencias positivas o negativas que se produzcan a consecuencia de la valoración señalada, constituirán la utilidad o pérdida del ejercicio, según corresponda.

iii. Los resultados que procedan de la cesión o liquidación, en su caso, de un derivado, valorado en la forma establecida en el punto i. anterior, a la fecha de la cesión o liquidación, deberán considerarse como utilidad o pérdida, en caso de haberse efectuado dicha cesión o liquidación antes del cierre del ejercicio en el que se celebró, según corresponda.

En caso de efectuarse la cesión o liquidación con posterioridad al cierre de un año comercial, los resultados que procedan de comparar el valor del derivado a la fecha de dicho cierre en relación al valor de liquidación o de cesión del mismo, según corresponda, deberán considerarse como utilidad o pérdida del ejercicio en que se efectuó la cesión o liquidación.

Artículo 6°.- Deducción de gastos en el caso de pagos al exterior.- Los montos pagados o adeudados al extranjero por contribuyentes domiciliados o residentes en Chile, respecto de los derivados celebrados o ejecutados con personas domiciliadas o residentes en el extranjero, sólo serán deducibles como gastos para los efectos previstos en esta ley y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, en la medida que se cumpla copulativamente con las siguientes condiciones, además de las generales establecidas en el artículo 31 de dicha ley que les sean aplicables:

1. Que los derivados no sean contratados con contrapartes o intermediarios establecidos, domiciliados o residentes en países o territorios que, a la fecha de celebración o realización de la respectiva operación, estén incluidos en la lista a que se refiere el número 2 del artículo 41 D de la Ley sobre Impuesto a la Renta, salvo que dicho país o territorio suscriba con Chile un acuerdo que permita el intercambio de información relevante para los efectos de aplicar las disposiciones tributarias, que se encuentre vigente;

2. Que los respectivos derivados hayan sido:

a) Contratados en bolsas de valores nacionales reconocidas por la Superintendencia de Valores y Seguros, o en bolsas extranjeras afiliadas a la Organización Internacional de Comisiones de Valores (International Organization of Securities Commissions, IOSCO), o con la intervención de agentes o corredores autorizados en mercados organizados, siempre que unos y otros se encuentren sujetos al control o supervigilancia de la Superintendencia de Valores y Seguros o de algún organismo de similar competencia a dicha superintendencia en su respectiva jurisdicción, y que este órgano, a su vez, constituya un miembro afiliado a la Organización Internacional de Comisiones de Valores, o

b) Contratados fuera de bolsas de valores, en conformidad a (i) modelos de contratos contenidos en acuerdos marco elaborados por asociaciones privadas o públicas extranjeras o internacionales, de carácter financiero o bancarias, y que se utilicen en forma habitual en operaciones financieras con derivados en los mercados internacionales señalados, o (ii) mediante confirmaciones que hagan referencia a tales modelos de contratos.

Siempre que se cumplan los requisitos precedentes, se aceptará la deducción de los gastos a que se refiere este artículo, aún cuando no correspondan al giro del contribuyente.

A requerimiento del Servicio de Impuestos Internos, el contribuyente deberá acreditar el cumplimiento de cualquiera de las circunstancias establecidas en los números anteriores. En el caso de lo dispuesto en el número 2, la acreditación deberá efectuarse mediante certificado emitido por la respectiva bolsa, agente o corredor, o mediante el certificado de una empresa de auditoría externa registrada ante la Superintendencia de Valores y Seguros en conformidad a lo establecido en la ley N° 18.045. Esta certificación no será necesaria respecto de los modelos de contratos que hayan sido reconocidos por alguna de las autoridades nacionales a que se refiere el artículo 2° de la presente ley.

No se aceptará la deducción como gastos de las cantidades pagadas o adeudadas que no cumplan con las condiciones señaladas en este artículo, las que quedarán sujetas a lo previsto en el artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

2. NORMAS ESPECIALES APLICABLES A LAS OPCIONES

Artículo 7°.- Definición de opción.- Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo primero de esta ley, para sus efectos y los de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se entenderá por opción aquel instrumento derivado que en virtud del pago de un precio o prima otorga a su poseedor o titular, que para efectos de esta ley se denominará tomador, el derecho, pero no la obligación, para comprar o vender un activo a un precio determinado y durante un período de tiempo acordado, o al término de una fecha prefijada. La parte que asume la obligación de perfeccionar la transacción en caso que el tomador ejerza su derecho bajo opción, se denominará lanzador para efectos de esta ley.

Artículo 8°.- Momento y forma de reconocimiento de los ingresos de las opciones.- Los ingresos que por concepto de pagos, derechos, primas u otros, se produzcan, se reconocerán de acuerdo a las reglas siguientes:

1. Los tomadores de opciones regidos por esta ley deberán reconocer los resultados provenientes de opciones sobre base percibida, a excepción de los señalados en el número siguiente.

2. Los tomadores de opciones regidos por esta ley, que declaren sus rentas efectivas en la primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta según contabilidad completa, deberán aplicar las siguientes reglas:

a) Si el tomador de una opción no la ejerciere ni la cediere, el precio de la misma y los gastos de su adquisición sólo podrán ser deducidos de la renta líquida imponible del impuesto de primera categoría, en la medida que la respectiva operación cumpla copulativamente con las condiciones establecidas en el número 2 del artículo 5° y artículo 6° de esta ley, según corresponda. En los demás casos, no se permitirá la referida deducción y se aplicará lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

b) En tanto que el tomador mantenga la opción vigente, al cierre de cada ejercicio, el respectivo contrato se valorizará a valor justo o razonable a dicha fecha. Para estos efectos, se entenderá por valor justo o razonable lo señalado en el artículo 5°, número 4, punto i. Las diferencias que se produzcan a consecuencia de la valorización señalada, constituirán utilidad o pérdida del ejercicio, según corresponda.
c) Si el tomador de una opción la ejerciere, se considerará como valor de adquisición del activo subyacente el precio de ejercicio estipulado en el respectivo contrato, más los desembolsos incurridos en la celebración del mismo, en la medida que no hayan sido previamente deducidos de acuerdo a la letra a) anterior. Para todos los efectos tributarios, el valor señalado en esta letra se tendrá como el costo de adquisición del activo adquirido producto del ejercicio de la opción.
3. Los ingresos que por razón de pagos, derechos, primas u otros conceptos se produzcan para el lanzador, se reconocerán como utilidad al momento de la celebración del respectivo contrato.

Artículo 9°.- Régimen tributario de las ganancias de capital originadas en la transferencia de opciones.- Para determinar el régimen aplicable a las ganancias de capital que se originen en la transferencia de opciones, deberá estarse a las siguientes reglas:

Los ingresos provenientes de las cesiones o transferencias que efectúen los tomadores de las opciones, se gravarán con los impuestos de primera categoría, global complementario o adicional, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, según corresponda, siempre que tales rentas deban gravarse de conformidad a las disposiciones de la presente ley. Para estos efectos, el valor de adquisición estará constituido por los desembolsos incurridos en la celebración del respectivo contrato, considerando lo dispuesto en el artículo anterior.
Artículo 10.- Normas supletorias para las opciones.- En todo lo no previsto en el presente párrafo, las opciones se regirán, en forma supletoria, por las disposiciones contenidas en los párrafos anterior y siguiente.

3. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 11.- Contratos con partes relacionadas.- Los contribuyentes regidos por la presente ley, podrán celebrar o ejecutar operaciones con instrumentos derivados, con una contraparte relacionada en los términos establecidos en las disposiciones de la ley N° 18.045, bajo condición de que:

1. Pueda acreditarse, en la forma y condiciones que determine el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, que la transacción en cuestión se ha realizado a sus precios o valores normales de mercado, esto es, de acuerdo a los que se hubiesen pactado entre partes independientes en operaciones y condiciones similares, y

2. Que, además, la respectiva operación se lleve a cabo en los términos establecidos en el número 2 del artículo 6°.

En caso de no cumplirse estas condiciones, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 6°.

Artículo 12.- Norma de control.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 21 y siguientes del Código Tributario, el Servicio de Impuestos Internos verificará el cumplimiento de los requisitos y condiciones señalados en esta ley. Para estos efectos, y cuando una o un conjunto de transacciones con derivados sea similar a otra transacción u operación, dicho Servicio deberá aplicar los impuestos que correspondan a dichas transacciones. Para que esto proceda, el Servicio deberá establecer, de manera fundada, que la respectiva operación no ha obedecido a una legítima razón de negocios y que existen razones fundadas para determinar que mediante su celebración se ha pretendido como propósito encubrir un retiro de utilidades tributables o un crédito que debió tributar de acuerdo a las disposiciones de la Ley sobre el Impuesto a la Renta.

En estos casos, el Servicio de Impuestos Internos, previa citación del contribuyente, practicará las liquidaciones o resoluciones que procedan, las que deberán indicar en forma precisa la causal, circunstancias y razones en que se fundan, teniendo el contribuyente afectado el derecho a reclamar en contra de la totalidad o de alguna de las partidas o elementos de dicha liquidación o resolución, según las reglas generales, y mientras se encuentre pendiente la decisión de las mismas no se devengarán los intereses moratorios que establece el Código Tributario.

Artículo 13.- Normas de fiscalización.- Los contribuyentes que celebren derivados deberán presentar, en la forma y plazo que el Servicio de Impuestos Internos establezca mediante resolución, una o más declaraciones juradas, según dicho organismo lo estime pertinente, para los efectos de la fiscalización de los impuestos que correspondan, con la información y antecedentes que requiera acerca de tales derivados. Cuando no se hayan presentado oportunamente dichas declaraciones, así como cuando las presentadas contengan información o antecedentes erróneos, incompletos o falsos, los contribuyentes no podrán deducir las pérdidas o gastos provenientes de los derivados no declarados en forma oportuna, o declarados en forma errónea, incompleta o falsa. En caso que el contribuyente de todas formas haya deducido tales pérdidas o gastos se aplicará, según corresponda, lo dispuesto por los artículos 33, número 1°, letra g), y 21, de la Ley sobre Impuesto a la Renta. En el caso de los contratos de derivados celebrados a través de intermediarios, el Servicio de Impuestos Internos podrá exigir a estos últimos la presentación de las referidas declaraciones juradas respecto de aquéllos en cuya celebración hayan intervenido.
Si el contribuyente se negare a formular esta declaración, o si la presentada fuere maliciosamente incompleta o falsa, se sancionará en la forma prevista en el inciso primero del artículo 97, números 4° ó 5°, según corresponda, del Código Tributario.

Adicionalmente, los contribuyentes deberán mantener un registro de las operaciones de derivados que realicen, el que deberá contener la información y tendrá las características que el Servicio de Impuestos Internos determine mediante resolución, manteniendo tanto dicho registro como la documentación que dé cuenta de dichas transacciones a disposición del Servicio de Impuestos Internos para cuando éste lo requiera. En el caso de operaciones de derivados llevadas a cabo a través de intermediarios, la obligación establecida en este inciso pesará sobre éstos.

Artículo 14.- Facultades de tasación.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, el Servicio de Impuestos Internos, sin necesidad de citación previa, podrá tasar los precios o valores pactados por las partes en los derivados a que se refiere esta ley, en los casos en que sean notoriamente inferiores o superiores a los corrientes en plaza o de los que normalmente se cobren en convenciones de similar naturaleza, considerando las circunstancias en que se realiza la operación.

Artículo 15.- Pagos provisionales mensuales.- Los contribuyentes regidos por la presente ley no se encontrarán obligados a efectuar pagos provisionales mensuales por las rentas que se generen por concepto de derivados.

ARTICULOS TRANSITORIOS

Artículo primero transitorio.- Lo dispuesto en esta ley regirá respecto de los derivados y opciones que se celebren, o sean objeto de modificaciones, a contar del primero de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo segundo transitorio.- Las leyes actualmente en vigencia o que se dicten en el futuro que hagan referencia a la normativa tributaria en general, se entenderá que también hacen referencia a las disposiciones de la presente ley.".

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 13 de julio, 9 de agosto y 13 de septiembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber (Eugenio Tuma Zedan) y Jovino Novoa Vásquez.

Sala de la Comisión, a 27 de septiembre de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUMENTA LAS PENAS DEL DELITO DE ROBO DE CAJEROS AUTOMÁTICOS

(7689-07)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, con urgencia calificada de “suma”.

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Aumentar las penas del delito de robo de cajeros automáticos.

II. ANTECEDENTES

2.1. De Derecho


- Código Penal.

- Decreto ley N° 3.607, de 1981, que establece nuevas normas sobre funcionamiento de vigilantes privados.
2.2. De Hecho


Señala el mensaje con que se inició este proyecto de ley, que el funcionamiento de los cajeros automáticos reviste particularidades que la transforman en una actividad de especial importancia para la población, constituyendo un beneficio social que asegura a los usuarios la satisfacción de sus necesidades mediante la entrega de un sistema de pago aceptado por todo el comercio.


En ese contexto, continúa, la existencia de cajeros automáticos responde a una necesidad de acceso de los particulares a los recursos financieros de manera expedita y segura, por lo que los delitos en contra de estos dispensadores implican la interrupción de un servicio relevante para la comunidad. Agrega que estas herramientas de entrega de dinero permiten el acceso a servicios financieros en sectores que por su ubicación geográfica, condición socio económica o de escasa población, no son atractivos para el funcionamiento de sucursales bancarias. Así, los cajeros automáticos constituyen un elemento de acceso igualitario a los recursos financieros, permitiendo a las personas transitar sin portar grandes cantidades de dinero, disminuyendo la posibilidad de robos.


Declara el mensaje que la función que cumplen estos dispensadores cobra relevancia al constatarse las limitantes que tiene la actividad bancaria, particularmente en lo que dice relación con su horario de funcionamiento, facilitando el acceso al giro de dinero sin necesidad de dirigirse a una sucursal y posibilitando el ejercicio de actividades financieras durante los fines de semana y días festivos. 


Recuerda el mensaje que de acuerdo con datos actualizados al mes de marzo de este año, se han verificado 126 robos a cajeros automáticos, de los cuales 80 se han producido por medio de la técnica del “vehículo vaquero” (utilización de autos o camionetas para lacear y arrancar los cajeros), representando el 63,4% del total de los robos. Del total enunciado, 38 se han cometido con “oxicorte” (técnica auxiliar a la soldadura utilizada para realizar cortes en fierro y acero), lo que equivale al 30,2% del total. Las cifras vinculadas al “vehículo vaquero” aumentaron, durante este año, un 63,5%, comparadas con el 20,3% del año 2010. Agrega que de los 126 robos de cajeros automáticos, 53 de los 54 vehículos utilizados presentaban encargo por robo. 


En atención a la baja penalidad asociada al robo en lugar no habitado -continúa el mensaje-, el análisis costo-beneficio para el delincuente es altamente favorable, pues la posibilidad de obtener beneficios es mayor al costo asociado a la eventual pena. De esta manera, y de acuerdo con los antecedentes aportados, el Gobierno ha decidido encabezar un plan de acción general en contra del robo de cajeros automáticos, lo que implica la adopción masiva de medidas de seguridad y un perfeccionamiento de la normativa vigente. Señala el mensaje que también se desarrollarán campañas comunicacionales disuasivas en relación con la implementación de nuevas tecnologías de seguridad y un aumento de la pena asociada a este delito. 


Respecto de la penalidad del delito de robo de cajeros automáticos, explica el mensaje que actualmente los delitos de hurto y robo de estos dispensadores, así como del dinero contenido en ellos, no tienen una pena especial, aplicándose, precisamente, las asignadas al hurto y al robo. Para el caso del hurto, las penas dependen del valor de la cosa sustraída de acuerdo con los tramos señalados en el artículo 446 del Código Penal:


- más de 400 unidades tributarias mensuales, presidio menor en su grado máximo (entre tres años y un día y cinco años).

- más de 40 y menos de 400 unidades tributarias mensuales, presidio menor en sus grados medio a máximo (entre 541 días y 5 años).


- más de 4 y menos de 40 unidades tributarias mensuales, presidio menor en su grado medio (entre 541 días y 3 años).

- más de 1/2 y menos de 4 unidades tributarias mensuales, presidio menor en su grado mínimo (entre 61 y 540 días).

Para el caso del robo con fuerza en las cosas, afirma el mensaje que, normalmente, se aplica la pena prevista para el robo en lugar no habitado, que es presidio menor en sus grados medio a máximo (541 días a 5 años), sin importar el valor de lo sustraído. 


Agrega el mensaje que el Código Penal regula los delitos en contra de la propiedad cometidos por apropiación de cosas muebles, fijando las penas según la gravedad del delito. En este sentido, continúa, el referente que refleja de mejor manera el robo de cajeros automáticos es la pena establecida para el robo con fuerza en las cosas que se encuentren en bienes nacionales de uso público o en sitios no destinados a la habitación cuando, con ocasión del delito, se produce la interrupción o interferencia del suministro de un servicio público o domiciliario, el que, de acuerdo con lo prescrito en el inciso segundo del artículo 443 de ese cuerpo legal, se sanciona con presidio menor en su grado máximo, esto es, desde 3 años y un día hasta 5 años de privación de libertad. 


La agravante que propone el mensaje se establece en función del objeto material (cajeros automáticos y dinero contenido en ellos), y no de la interrupción o interferencia en su funcionamiento, en razón de los siguientes argumentos:


Uno) Normalmente el robo con fuerza de cajeros automáticos genera como efecto el que dejen de funcionar.


Dos) Se pueden presentar problemas para determinar las causas del no funcionamiento.


Tres) puede resultar complejo asimilar la función social de los servicios de suministro público con la utilidad de los cajeros. 


Por las razones enunciadas, el proyecto de ley incorpora un nuevo inciso al artículo 443 del Código Penal, sancionando el robo de cajeros automáticos con la misma pena que el robo de cosas que produzcan la interrupción de un servicio público o domiciliario (3 años y un día a 5 años).

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO

El texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados está constituido por dos artículos permanentes. 


El artículo primero incorpora en el inciso segundo del artículo 443 una frase final, nueva, que prescribe que el robo con fuerza de cajeros o dispensadores automáticos de dinero, o del dinero o valores contenidos en ellos, se sancionará con presidio menor en su grado máximo (3 años y un día a 5 años).


(El artículo 443 del Código Penal preceptúa que con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo se castigará el robo de cosas que se encuentren en bienes nacionales de uso público o en sitio no destinado a la habitación si el autor utiliza llaves falsas u otros instrumentos semejantes (inciso primero). Para el caso de que algunas de las conductas señaladas provoque la interrupción o interferencia del suministro de un servicio público o domiciliario, la pena se aplicará en su grado máximo, esto es, desde 3 años y un día a 5 años (inciso segundo)).


El artículo segundo -incorporado en el primer trámite constitucional- del texto de la Honorable Cámara dispone que las instituciones bancarias o financieras de cualquier naturaleza darán estricto cumplimiento a las normas de seguridad que dicte el Ministerio del Interior y de Seguridad Pública, conforme al inciso séptimo del artículo 3° del decreto ley N° 3.607, de 1981. (Dicho precepto se refiere a las normas generales a que deberán someterse la organización y funcionamiento de los organismos de seguridad privada, particularmente en lo que se refiere a las medidas de seguridad de las entidades según su naturaleza).
- - -

Puesta en votación la idea de legislar respecto de esta iniciativa, esta Comisión, con la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag, le prestó su aprobación en general. Sin perjuicio de lo anterior, la misma unanimidad consideró que durante la discusión en particular ha de revisarse la construcción típica del delito que se pretende sancionar, con el objeto de mantener la coherencia en la sanción de estos ilícitos. 

En consecuencia, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general de este proyecto de ley. Su texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo primero.- Modifícase el Código Penal, incorporando, en el inciso segundo del artículo 443, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración final:


“Con la misma pena se sancionará el robo con fuerza de cajeros automáticos o dispensadores automáticos de dineros, o del dinero y valores contenidos en ellos.”.


Artículo segundo.- Las instituciones bancarias o financieras de cualquier naturaleza, deberán dar estricto cumplimiento a las disposiciones de seguridad que dicte el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, conforme a lo dispuesto en el inciso séptimo del artículo 3° del decreto ley N° 3.607, de 1981.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 6 de septiembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi y Hosain Sabag.


Sala de la Comisión, a 9 de septiembre de 2011.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.241, QUE ESTABLECE UN INCENTIVO TRIBUTARIO A LA INVERSIÓN PRIVADA EN INVESTIGACIÓN Y DESARROLLO 

(7503-19)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36, del Reglamento del Senado.


A una de las sesiones en que se analizó esta iniciativa de ley asistió, además de sus miembros, la Honorable Senadora señora Isabel Allende Bussi.


Asimismo, concurrieron, en representación del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores, el Jefe de la División de Innovación, señor Conrad Von Igel y el Jefe de Gabinete del señor Ministro, señor Alejandro Arriagada. 

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


El presente proyecto de ley busca aumentar la investigación y el desarrollo, perfeccionando ciertos aspectos de los incentivos tributarios establecidos para las inversiones en ese ámbito y que las empresas realizan a través de centros de investigación, otorgando nuevos beneficios tributarios a las inversiones de este tipo que realicen con sus capacidades internas (investigación y desarrollo “intramuros”). En esa virtud, junto con introducir ciertos perfeccionamientos formales y también sustantivos a la ley N° 20.241, la iniciativa contempla, además, modificaciones a la mecánica de los beneficios tributarios a que pueden optar los contribuyentes que hagan inversiones extramuros.
- - -
ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- El artículo 19 números 10º, 20° y 25° de la Constitución Política de la República.


2.- La ley N° 20.241, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo.

3.- El decreto ley N° 830, de 1974 del Ministerio de Hacienda que aprueba el Código Tributario.


4.- El decreto ley N° 824, de 1974, del Ministerio de Hacienda que aprueba el texto que indica de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


5.- La ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores.

II. ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que da inicio al presente proyecto de ley, al referirse al estado actual de la inversión en investigación y desarrollo en Chile, señala que es un hecho que la innovación incrementa la productividad y acelera el crecimiento económico. Diversos estudios demuestran que la inversión en investigación y desarrollo genera una alta rentabilidad privada, la que se estima entre aproximadamente 17% y 34%; y social, la que se sitúa en niveles del 60%.


No obstante, en Chile el nivel de inversión que se realiza por concepto de investigación y desarrollo sólo alcanza un 0,4% del PIB, según la encuesta del año 2009 realizada por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y el Instituto Nacional de Estadísticas, recogida de datos del año 2008. 


Añade el Mensaje que las cifras señaladas sitúan al país bajo el promedio de inversión en investigación y desarrollo en relación al PIB de los países de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (“OCDE”), donde los gastos por este concepto representan el 2,26% del PIB, de acuerdo a los últimos datos oficiales disponibles (2006).


En cuanto a los niveles de participación de las empresas en actividades de investigación y desarrollo, en nuestro país este porcentaje también es bajo, financiando sólo un 43,7% del total del gasto en investigación y desarrollo. En tanto, el resto es financiado por el Estado, universidades, instituciones privadas sin fines de lucro e inversión extranjera.


A continuación, el Mensaje se refiere a los incentivos tributarios como instrumento efectivo para incrementar el gasto en investigación y desarrollo que realizan las empresas.


Sobre el particular, expresa que la existencia de ciertas fallas de mercado - asimetrías de información, baja apropiabilidad del conocimiento, intangibilidad de los activos, entre otras - requiere la regulación del Estado para reducir estas distorsiones y favorecer un nivel de inversión en investigación y desarrollo que sea socialmente óptimo.  En este sentido, la experiencia internacional demuestra que los incentivos tributarios son un instrumento efectivo para expandir el gasto en investigación y desarrollo que hacen los privados.


El uso de beneficios tributarios como herramienta de incentivo a las inversiones en investigación y desarrollo, puntualiza, es ampliamente aplicado por los países miembros de la OCDE, lo que se ha ido incrementando en el tiempo.  En efecto, mientras que en el año 1996 solamente 12 de estos países tenían algún tipo de incentivo, en 2004 la cifra llegó a 21 países.


Siguiendo esta tendencia, en el año 2008 nuestro país dio un paso importante al promulgar la ley N° 20.241, que creó un incentivo tributario del tipo “extramuros” para aquellas empresas que celebraran contratos de investigación y desarrollo con centros de investigación registrados por la Corporación de Fomento de la Producción (“CORFO”). Este beneficio, actualmente en vigencia, consiste en que las empresas pueden utilizar como crédito tributario contra el impuesto de primera categoría, un monto equivalente al 35% del gasto realizado en virtud de los contratos señalados, pudiendo rebajarse a título de gasto necesario para producir la renta, el 65% restante.


El incentivo se estableció de forma acotada en el tiempo, fijándose su duración hasta el 31 de diciembre de 2017, debiendo ser evaluada la eficacia de estas medidas en cuanto incentivo para potenciar el vínculo entre los centros de investigación y el sector privado, durante el primer semestre de 2015.


De esta forma, precisa Su Excelencia el Presidente de la República, el beneficio tributario establecido en la ley N° 20.241 vino además a complementar una prerrogativa ya existente en materia de gastos por concepto de investigación científica y tecnológica, contenida en el N° 11 del artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


En definitiva, lo que se pretende mediante ésta y otras iniciativas es incentivar decididamente el gasto en investigación y desarrollo de manera de elevar sus niveles actuales como porcentaje del producto. 


Precisa en seguida el Mensaje que, de esta forma, surge la necesidad de que la inversión en investigación y desarrollo que las empresas realizan con sus capacidades internas —llamada “intramuros” —, también pueda ser objeto de un beneficio tributario.  Ello, en atención a que en la actualidad existe un gran número de empresas que cuentan con las capacidades internas para realizar este tipo de investigaciones pero no tienen la posibilidad de realizarlo pues la ley sólo permite la modalidad “extramuros”.


A partir de la experiencia internacional comparada y de los esquemas aplicados en países miembros de la OCDE, este proyecto de ley propone la creación de un incentivo tributario a los proyectos de investigación y desarrollo realizados al interior de las empresas. A su vez, perfecciona aquellos incentivos contemplados en la Ley N° 20.241.


En efecto, estos beneficios consisten en otorgar a las empresas que realicen proyectos de investigación y desarrollo con sus propias capacidades o de terceros, en la medida que tales proyectos sean previamente certificados por CORFO, la posibilidad de utilizar como un crédito tributario contra el impuesto de primera categoría un monto equivalente al 30% de los pagos por concepto de gastos en el marco de un proyecto de investigación y desarrollo, según se define en la ley.  Respecto del 70% restante de los desembolsos que no dan derecho a crédito, puede ser deducido de la renta líquida de la empresa como gasto necesario, aun cuando éstos no sean necesarios para producir la renta del ejercicio.



A continuación, el Mensaje desarrolla el contenido de la iniciativa de ley en estudio.


En primer término, el proyecto perfecciona y adecua ciertos aspectos generales de la ley y de los beneficios tributarios para las inversiones en investigación y desarrollo que hagan las empresas con un centro de investigación registrado (investigación y desarrollo “extramuros”).


Junto con introducir ciertos perfeccionamientos formales y también sustantivos a la ley N° 20.241, entre los que se cuentan, por ejemplo, el suprimir la prohibición consistente en la relación entre un contribuyente y un centro de investigación registrado, y con el objeto de dar certeza a los contribuyentes y fomentar de manera significativa las inversiones en investigación y desarrollo del tipo “extramuros”, el proyecto contempla además modificaciones a la mecánica de los beneficios tributarios a que pueden optar los contribuyentes que hagan inversiones extramuros.  


En este aspecto, prosigue el Mensaje, se modifica el artículo 5° de la ley y se fija el crédito contra el impuesto de primera categoría, como se adelantara precedentemente, en una suma equivalente al 30% del total de los pagos en dinero efectuados conforme a los contratos de investigación y desarrollo, con el objeto de igualar este beneficio con el que se otorga a los contribuyentes que hagan inversiones en investigación del tipo intramuros.  


Asimismo, se aumenta de 5.000 a 15.000 unidades tributarias mensuales el monto máximo del crédito a que tienen derecho los contribuyentes, independientemente de sus ingresos brutos en el ejercicio. Consistentemente con el actual artículo 5° de la ley N° 20.241, se mantiene el beneficio tributario que permite a los contribuyentes la deducción como gasto de los desembolsos incurridos con ocasión de la celebración de los respectivos contratos, que no dan derecho a crédito, aun cuando las actividades de investigación y desarrollo realizadas en virtud de los mismos no sean necesarias para producir la renta del ejercicio, pudiendo deducirse estos gastos hasta en diez ejercicios comerciales consecutivos.


También se establece que los desembolsos cuya deducción como gasto no está permitida por la ley, como es el caso de la parte que puede utilizarse como crédito, no se afecten con la tributación del artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Finalmente, se deja en claro que toda vez que un contribuyente esté haciendo uso de los beneficios contemplados en la ley N° 20.241, respecto de un determinado contrato de investigación y desarrollo debidamente certificado por CORFO, no podrá ampararse además en la prerrogativa establecida en el N° 11 del artículo 31 de la Ley sobre el Impuesto a la Renta, mecanismo que se deja subsistente para aquellos contribuyentes que quieran hacer inversiones en investigación y desarrollo sin ampararse en la ley N° 20.241. 


En segundo término, la iniciativa se enfoca a las inversiones en investigación y desarrollo que las empresas realicen utilizando sus capacidades internas (investigación y desarrollo “intramuros”).


En este ámbito, además de sistematizar el articulado y contenido de la ley N° 20.241, este proyecto introduce un nuevo título tercero a esta normativa, denominado “De los Proyectos de Investigación y Desarrollo”, que contiene la reglamentación de los proyectos de investigación y desarrollo que realicen las empresas con sus propias capacidades o las de terceros, y los beneficios tributarios a que éstas pueden optar.


De esta forma, puntualiza el Mensaje, se permite a las empresas llevar a cabo inversiones en investigación y desarrollo utilizando sus propias capacidades o las de terceros, siempre que los proyectos sean debidamente certificados por CORFO y cumplan con ciertos requisitos, dentro de los cuales se cuenta el ser llevados a cabo principalmente dentro del territorio nacional.


Asimismo, se contempla la certificación y fiscalización de los proyectos de investigación y desarrollo, lo que se establece como condición esencial para hacer uso de los beneficios tributarios de la ley, certificación que será realizada previamente por CORFO, organismo que también estará a cargo de la fiscalización de la correcta ejecución y cumplimiento de los proyectos ya certificados, y en caso que se incumplan los términos y condiciones de un proyecto ya certificado, dicho organismo estará facultado para revocar la certificación, perdiendo el contribuyente los derechos consagrados en el proyecto a partir del primero de enero del año calendario en que se produjeron las causales que motivaron la revocación.


Replicando el caso de las inversiones en investigación y desarrollo del tipo “extramuros” contempladas en la ley N° 20.241, se otorga a los contribuyentes del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que declaren su renta efectiva determinada según contabilidad completa, y que inviertan en proyectos de investigación y desarrollo utilizando sus propias capacidades o de terceros, la posibilidad de utilizar un crédito contra dicho impuesto equivalente a un 30% del total de los pagos en dinero por gastos en proyectos de investigación y desarrollo, según éstos se definen en la ley, con un tope de 15.000 unidades tributarias mensuales.  Asimismo, se permite que la parte de estos desembolsos que no dé derecho a ser utilizada como crédito, pueda ser rebajada de la renta líquida de la empresa a título de gasto, sin que se aplique sobre estas cantidades la tributación contemplada en el artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


En relación con los gastos corrientes, y al igual que en el caso de las inversiones del tipo extramuros, el proyecto permite su deducción como gasto aun cuando las actividades de investigación o desarrollo que se lleven a cabo en el marco de los proyectos certificados, no sean necesarias para producir la renta de del ejercicio, pudiendo deducirse estos gastos hasta en diez ejercicios comerciales consecutivos desde su generación.


En caso de haberse hecho uso de los beneficios establecidos en la ley N° 20.241, respecto de proyectos de investigación y desarrollo debidamente certificados, el contribuyente no podrá hacer uso, además, de la prerrogativa del artículo 31 N° 11 de la Ley sobre el Impuesto a la Renta, esto es, la deducción de la renta líquida de gastos de investigación científica y tecnológica.


Los contribuyentes que a la fecha de entrada en vigencia del presente proyecto de ley, estuvieren haciendo uso de los beneficios de la ley N° 20.241 —esto es, tengan en vigencia un contrato de investigación y desarrollo debidamente certificado— seguirán haciendo uso de los beneficios tributarios que dicha ley consagra, en los mismos términos, hasta el término del ejercicio en el cual entren en vigencia las modificaciones a la ley N° 20.241 que el presente proyecto de ley introduce. A partir del ejercicio siguiente, estos contribuyentes podrán optar, por una vez, por continuar acogidos al régimen de beneficios anterior a la modificación de la ley N° 20.241, o bien por acogerse a las modificaciones introducidas a dicha norma por el presente proyecto de ley. En el primer caso, se les continuarán aplicando las disposiciones originales de la ley N° 20.241 hasta el término de los respectivos contratos. Esta decisión deberá ser comunicada al Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que éste determine.


Con lo anterior, precisa el Mensaje, se busca evitar las dificultades prácticas que la utilización de dos créditos tributarios de distinta cuantía en un mismo ejercicio traería a los contribuyentes, al tiempo que se les da la posibilidad de continuar con el régimen de beneficios bajo el cual solicitaron la certificación de sus contratos a CORFO.


Finalmente, el proyecto extiende la vigencia de la ley N° 20.241 hasta el 31 de diciembre de 2025, en el sentido de que los proyectos certificados cuyas solicitudes de certificación se hayan presentado hasta dicha fecha, darán a sus titulares el derecho a utilizar los beneficios que consagra esta iniciativa legal, aunque los mismos beneficios se hagan efectivos con posterioridad a la señalada fecha. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Cabe hacer presente que la Comisión destinó dos sesiones para la discusión en general de este iniciativa de ley, ocasiones en las cuales escuchó las exposiciones de los representantes del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y en que sus integrantes formularon diversos planteamientos y consultas sobre la normativa en discusión.


A continuación, se transcribe dichas exposiciones y el debate que se originó en la Comisión con ocasión de las mismas.


Conforme lo señalado precedentemente, el Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores, explicó que el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo tiene dentro de sus roles el fomento a la innovación y que para ello cuenta con varios instrumentos, como el Fondo de Innovación para la Competitividad que este año dispone de un presupuesto cercano a los 260 millones de dólares, el cual se distribuye entre CONICYT, becas de capital humano avanzado, los núcleos Millenium, la Fundación Chile y las universidades que desarrollen proyectos de investigación. De este modo, informó que parte importante de este presupuesto se ejecuta en investigaciones que realizan los profesores universitarios y los centros de investigación. Luego, comentó que el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo tiene una conexión directa con el tema de la innovación y que este proyecto de ley viene a mejorar uno de los instrumentos que están utilizando para aumentar el monto de los recursos que el país destina a la innovación. 


En esta misma línea, señaló que este proyecto de ley tiene por finalidad aumentar la investigación y el desarrollo de la última parte de la cadena de la investigación. Al respecto, explicó que la primera etapa se centra en las ciencias básicas, en la cual se busca nuevo conocimiento, por lo cual tiene un alto grado de incertidumbre, lo que ha desmotivado al sector privado a desarrollar este tipo de investigaciones y que han sido las universidades las que se han dedicado a las ciencias básicas con apoyo del Estado. En seguida, comentó que en la segunda etapa de la cadena están los proyectos de investigación aplicada, que parten sobre la base de los resultados de las ciencias básicas, sus invenciones pueden ser patentadas y que normalmente buscan obtener un provecho comercial. Acotó que esta iniciativa legal busca fomentar la investigación aplicada en el sector privado.


Adicionalmente, señaló que este proyecto de ley busca incrementar la ejecución de proyectos de investigación aplicada, flexibilizando la constitución de consorcios entre universidades y empresas para que ejecuten este tipo de investigaciones, lo que permitirá a las empresas que participen en este tipo de iniciativas reducir parte de los montos que destinan a la investigación de su base imponible. La idea, continuó, es que en el país existan varios centros de investigación, como el que tiene CODELCO. Posteriormente, refirió que no ha sido fácil para las universidades motivarse a desarrollar este tipo de proyectos de investigación, que habitualmente se vinculan a los recursos naturales que existen en la localidad en que están emplazadas. 


Continuando con sus explicaciones, el señor Subsecretario indicó que el crecimiento de nuestra economía no puede continuar sustentándose en la mera explotación de recursos naturales, con escaso valor agregado. De este modo, resaltó que la innovación juega un rol esencial en nuestra economía. A mayor abundamiento, sostuvo que se han puesto como meta duplicar el monto de los recursos destinados a la investigación y desarrollo, que hoy bordea el 0,4% del PIB, según lo ha constata la División de Innovación del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Además, señaló que la mayoría de los países de la OCDE se basan en economías en que el sector privado tiene una importante participación en los procesos de investigación. De hecho, precisó que dos tercios de sus investigaciones son desarrolladas por el sector privado y que sólo un tercio por el Estado. Acotó que en el caso de Chile esta relación es la inversa y como tal no sólo desean duplicar el monto de los recursos destinados a la investigación, sino que también buscan cambiar esta proporción.


Sin perjuicio de lo anterior, informó que bajo esta modalidad se han realizado diversos proyectos de investigaciones en las siguientes áreas: nuevas tecnologías para energías renovables, nuevo sistema de control automático de procesos para la minería, investigación sobre variedades genéticas vegetales, desarrollo de técnicas para investigar hábitos de los consumidores, desarrollo de nuevas vacunas para los salmones, investigación matemática relativa al análisis de los riesgos financieros e investigación de operaciones.


Más adelante, presentó un gráfico en el cual se muestra el porcentaje del PIB que invierten los países de la OCDE en investigación y tecnología. Al respecto, comentó que, en general, dichos países destinan como promedio un 2,3% de su PIB, salvo Israel que invierte en esta área un 4,7% de su PIB. Comentó que el caso de Israel es excepcional, porque se ha considerado dentro del gasto para defensa la necesidad de crear nuevas tecnologías para su seguridad y porque las universidades de Israel tienen una alta conexión con los centros más avanzados de investigación del mundo. En esta misma línea, refirió que este proyecto de ley también busca que nuestras universidades ingresen al circuito de los centros más avanzados de investigación mundial.


Por otra parte, señaló que, según una encuesta realizada en el año 2008, en nuestro país se destinaron a investigación y desarrollo alrededor de 677 millones de dólares, de los cuales las empresas sólo aportaron 296 millones de dólares y que el resto fue entregado por el Estado o por las universidades. En efecto, precisó, el mayor aporte para la investigación proviene del sector público, ya que las universidades normalmente realizan investigación financiadas con fondos públicos. 


Prosiguió expresando que en Chile de las 850.000 empresas formales que existen no más de 1.000 de ellas se dedican a la investigación y desarrollo, por lo cual precisó que este Gobierno ha adoptado como un desafío el incentivar que las empresas se vuelquen hacia la investigación y el desarrollo.


En relación con los contenidos de ley N° 20.214, recordó que ella establece un incentivo tributario para la investigación y el desarrollo, que otorga a los empresarios que inviertan en proyectos de investigación un crédito tributario de un 35% del total de los recursos destinados a innovación y que además les permite rebajar como gastos de la empresa el 65% de dichos recursos. Sobre este particular, refirió que este crédito beneficia a las empresas que suscriban contratos de investigación y desarrollo, ya sea con universidades o consorcios que estén registrados ante la CORFO. Añadió, asimismo, que CORFO cuenta con una unidad de estudio especial, que registra a las entidades que deseen optar a este beneficio y que califica los proyectos de investigación. Luego, reparó que la ley N° 20.241 concede este beneficio tributario a los proyectos que no excedan de 5.000 UTM y establece que el crédito que se pretende imputar no puede ser mayor que el equivalente al 15% de las ventas de la empresa beneficiaria. Acotó que estos dos puntos, sin duda, restringen la concesión de este beneficio. Por último, observó que esta ley establece que este régimen de incentivo sólo estará vigente hasta el 31 de diciembre del año 2017.


A continuación, señaló que hasta el mes de abril del año en curso se han inscrito bajo esta modalidad cuarenta y un proyectos de investigación, especialmente en el área agropecuaria y acuícola. Además, informó que el monto total de los proyectos ejecutados asciende a ocho millones dólares. Bajo este contexto, consideró que si bien existe un avance en materia de innovación aún no logra consolidarse la investigación en el sector privado.


Adicionalmente, manifestó que en el año 1995 al menos doce países de la OCDE utilizaban este tipo de mecanismo para fomentar la investigación y que en el año 2008 esta cifra aumentó a 18 países, la que se incrementó en el año 2010 a 20 países. Además, informó que en la actualidad en Alemania y en Finlandia están implementado un incentivo similar. Lo anterior, añadió, demuestra que es evidente que en el mundo se ha ido propagando el uso de este tipo de incentivos, ya que permite reducir la incertidumbre que se genera con un proyecto de investigación.


Posteriormente, enunció algunos de los principales cambios que introduce esta iniciativa a la ley N° 20.241. Al respecto, indicó que se amplía el beneficio y se flexibilizan las formas de hacer la investigación, permitiendo que parte de la investigación pueda ser realizada en el extranjero en laboratorios internacionales, ya que se entiende que la ciencia no se desarrolla en un laboratorio cerrado. Por el contrario se asume que los científicos actúan en forma coordinada con otros centros de investigación. Además, acotó que se reconoce a las empresas o a los clúster empresas la posibilidad de crear su propio laboratorio de investigación, para así fomentar la investigación intramuro.


Asimismo, indicó que el proyecto de ley propone rebajar el crédito fiscal que pueden hacer valer las empresas a un 30% de los gastos invertidos en los proyectos de investigación, en vez de un 35%, que es la regulación actual, y aumenta el monto máximo de dichos proyectos de 5.000 a 15.000 UTM. Este último punto recoge la inquietud planteada por varias empresas y universidades durante la discusión del proyecto en el primer trámite constitucional, en orden a que este tipo de proyectos requieren de una inmensa masa crítica que involucra una inversión por sobre el millón de dólares. Asimismo, señaló que se elimina el tope de un 15% de las ventas de la empresa que pretende acceder a este beneficio, lo que permite que las pequeñas empresas también puedan gozar de este crédito y acotó que este beneficio se podrá hacer efectivo hasta por diez años.


Continuando con la exposición respecto de los principales aspectos que considera el proyecto de ley, precisó que se podrán incluir como gastos corrientes de las empresas los que se originan por concepto de patentes, derechos de autor o los servicios profesionales relacionados, así como toda la infraestructura y el equipo necesario para ejecutar un proyecto de investigación. Por último, sostuvo que se simplifican los trámites de certificación de los proyectos y de registro de los centros de investigación ante la CORFO y que se extiende el beneficio hasta el año 2025.


Finalmente, señaló que la normativa vigente establece que para poder gozar de este beneficio se debe presentar el proyecto de investigación previamente ante la CORFO para que ésta lo apruebe. Sobre el particular, indicó que las Comisiones de Hacienda y de Ciencia y Tecnología de la Cámara de Diputados repararon en el alcance de esta autorización ex ante, solicitando que esta autorización sea ex post, es decir,  una vez que se haya realizado la investigación. Por lo anterior, informó que este proyecto de ley permite que la certificación de la CORFO sea ex ante y ex post.


A continuación, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó que apoya el presente proyecto de ley, ya que considera fundamental incrementar la investigación en el país, especialmente en el sector privado. Además, valoró que permita la investigación intramuro y extramuro. Luego, consultó por qué se rebaja de un 35% a un 30% el crédito fiscal que podrán rebajar las empresas y por el desfase entre el año en que se realizará una evaluación de la implementación de este beneficio y el año en que se pretende extinguir su vigencia, ya que según lo expuesto por el señor Subsecretario de Economía entendió que esta evaluación se realizará el año 2018 y que la vigencia de esta ley se extenderá hasta el año 2025. Asimismo, pidió mayores antecedentes sobre la posibilidad de CORFO de cobrar por las solicitudes de certificación, ya que en su opinión este punto podría generar un posible conflicto de intereses.


El Honorable Senador señor Navarro comentó que formó parte de la Comisión Especial de Ciencia y Tecnología del Senado, que tenía por finalidad realizar un seguimiento a los recursos destinados al Fondo de Innovación para la Competitividad (FIC) y recordó que los señores Parlamentarios de las regiones mineras demandaban el cumplimiento de un acuerdo que establecía que un determinado porcentaje del impuesto específico a la minería se destinaría a la regiones mineras. Al respecto, consultó al Ejecutivo respecto del destino de esta iniciativa y pidió un informe detallado de la forma en que se han distribuido estos recursos en los últimos cuatro años, y el nivel de ingreso producto de este impuesto. Sobre el particular, comentó que tiene ciertas aprensiones de la forma en que se están distribuyendo estos recursos, e informó que el Senado hizo presente la necesidad de que dichos fondos se distribuyeran de acuerdo a lo acordado en la referida Comisión Especial, para evitar que se concentrar su inversión en el sector privado.


En relación con el proyecto de ley en informe, señaló que éste se plantea como un incentivo a la investigación y al desarrollo. Sin perjuicio de lo anterior, consideró que se trata de un proyecto excesivamente acotado y que como tal no se trata de un avance sustantivo en el área de la investigación. Además, indicó que se debería realizar un pronóstico de la situación de la economía para el año 2025 para determinar si los parámetros de desarrollo que se están presentando serán los mismos e hizo presente la necesidad de contextualizar esta iniciativa en un proceso económico regido por variables propias del crecimiento.


Por otra parte, se refirió a lo afirmado por el señor Subsecretario de Economía, en cuanto a que  la inversión en investigación y desarrollo es de un 0,4% del PIB, cifra que es superior a lo que destina el Estado a la educación superior. En ese contexto, señaló que si se pretende aumentar esta inversión a un 0,8% del PIB, ello no es coherente con el aporte que el Estado realizada a las universidades públicas. Bajo este prisma, manifestó sus dudas respecto de la vinculación de este proyecto de ley con la educación superior, ya que en su opinión la investigación debe estar vinculada a las universidades más que a las empresas y en este sentido consultó al Gobierno por qué este proyecto de ley fomenta la investigación intramuro. Luego, preguntó si el resultado de dicha investigación pasará a ser propiedad privada y como tal recalcó que el país debe tener una visión y una política sobre la investigación, ya que no se puede continuar dejando al libre mercado la decisión sobre la inversión de los fondos públicos. La investigación, continuó, es una necesidad del país y, como tal, deben promoverse investigaciones para enfrentar situaciones, como el virus ISA en el caso de la industria salmonera. También, recalcó la necesidad de fortalecer la alianza estratégica entre las universidades públicas y la investigación de las empresas.


En seguida, señaló que le gustaría conocer la opinión de ENAMI en materia de investigación, ya que los pequeños mineros no están pidiendo fondos para investigar sino para producir, puesto que no están en condiciones de investigar. Asimismo, pidió un informe sobre el caso de Alemania y de Finlandia en el que se explique el motivo de su retraso en la aplicación de este tipo de incentivo.


En seguida, en materia de propiedad intelectual, consultó cuánto cuesta inscribir los derechos de autor y a cuánto ascenderá el subsidio que se piensa establecer y por qué se determinó como fecha tope de este beneficio el año 2025. Además, pidió un listado de las empresas que actualmente gozan de este beneficio.


Finalmente, hizo presente la necesidad de que el país desarrolle una política coherente en materia de investigación, que no se circunscriba a los gobiernos de turno y consultó al Ejecutivo cuál es el lugar que ocupa Chile en el concierto internacional.


El Honorable Senador señor Quintana manifestó sus dudas respecto de este proyecto de ley, porque tiende a recaudar menos ingresos para el Estado y en este sentido indicó que le gustaría conocer quiénes son los beneficiarios reales de este proyecto de ley, ya que en la IX Región no han existido buenas experiencias con los proyectos financiados con los recursos del Fondo de Innovación para la Competitividad. En virtud de lo anterior, pidió mayores antecedentes de las mil empresas que han gozado de este incentivo tributario. Además, señaló que al promover la investigación intramuro el fruto de dicha investigación será de propiedad de su autor, a pesar de que el Estado ha contribuido en gran parte a su financiamiento y no formará parte del patrimonio común. Recalcó que debe definirse quién ganará con esta iniciativa y con este acceso a nuevo conocimiento.

 Por otra parte, señaló que le genera cierta inquietud este tipo de incentivo y sugirió reorientar otros instrumentos del Estado para apoyar la investigación y desarrollo, pero con un mayor control. De este modo, propuso que el Estado debería contribuir en forma directa a mejorar los indicadores de investigación.


En relación con las consultas y observaciones formuladas, el señor Subsecretario de Economía señaló que la rebaja del porcentaje del crédito fiscal que se puede descontar de un 35% a un 30% tiene por finalidad compensar el aumento del tope del monto de los proyectos de investigación que se pueden acoger a este beneficio y acotó que la evaluación de esta iniciativa en el año 2018 fue una sugerencia de la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, para que sirviera como antecedente para extender este beneficio. En cuanto al cobro que efectuaría CORFO, señaló que es un tema que podría replantearse ya que no es un tema sustancial.


En lo que concierne a las inquietudes formuladas por el Honorable Senador señor Navarro, indicó que este proyecto de ley sólo apunta a una parte de la cadena de la investigación, y que no tendría ningún problema en presentar ante esta Comisión toda la cadena del sistema. Informó que todo el sistema dispone de 260 millones de dólares, que provienen del Fondo de Innovación para la Competitividad, el presupuesto de CONICYT y de otras entidades similares, y los recursos que implican esta iniciativa legal. 

Añadió que los proyectos que se financian con el Fondo de Innovación para la Competitividad se focalizan en las ciencias básicas y que normalmente son ejecutados por las universidades, centros de investigación y en alguna menor medida por las empresas. Hizo presente a la Comisión que el sector privado no manifiesta mucho interés en este tipo de investigaciones, porque estos proyectos son altamente inciertos. En seguida, explicó que lo que intentan incentivar con este proyecto de ley va más allá que la investigación básica, ya que se trata de la investigación aplicada.


Es necesario tener presente, prosiguió, que el Gobierno está ejecutando un proyecto de centros de investigación de excelencia, que busca atraer instituciones de nivel mundial a nuestro país. Al respecto, informó que hoy ya tienen formalizados dos centros de investigación de este tipo: uno, es el Fran Hoffer, que corresponde a uno de los principales centros de investigación alemana en biotecnología para vegetales, el cual se ha aliado con la Universidad de Talca, la Universidad de Valparaíso y la Fundación Chile, e informó que para este proyecto CORFO aportará unos 20 millones de dólares y que los otros socios tendrán que colocar unos 40 millones de dólares. El segundo centro es CSIRO, que corresponde a uno de los mayores centros de investigación de Australia en el área de la minería, el cual actuará en asociación con la Universidad de Antofagasta, la Universidad de Chile y Universidad de Concepción.


En cuanto al lugar que ocupa Chile en el concierto de la investigación mundial, señaló que se está bien por debajo del promedio internacional en materia de investigación y desarrollo, y reiteró su inquietud de presentar en la próxima sesión el panorama completo de la investigación en nuestro país. Además, sugirió contar con la opinión de los miembros del Consejo Nacional para la Innovación y Competitividad, porque este órgano aglutina a los principales científicos del país y porque tienen una visión a largo plazo que va más allá de los gobiernos de turno, y a los Vicerrectores de Investigación y Desarrollo de las principales universidades del país.


En cuanto a los gastos en materia de propiedad intelectual, comentó que los derechos de autor únicamente otorgan un monopolio al investigador para beneficiarse económicamente de su invento por un período determinado, fijado en la ley, y acotó que luego de ese período la patente se extingue y como tal todos pueden entrar a beneficiarse de los productos de dicha investigación. Además, informó que la inscripción de una patente tiene un costo aproximado de $ 1.000.000 a $ 1.200.000 y que el costo del registro de una marca es de dos UTM. Luego, explicó que con este proyecto de ley se autoriza a rebajar como gastos o como crédito fiscal de la empresa todos estos costos asociados a una investigación.

- - -

En sesión posterior, el señor Subsecretario de Economía, complementado su anterior exposición, explicó que, dentro del marco legal, las empresas han desarrollado actividades de investigación asociándose con centros de investigación y descontando de sus impuestos un porcentaje del dinero que ella involucra. Sin embargo, hizo presente que la ley no ha logrado obtener los resultados que se esperaban, puesto que el uso de este incentivo ha sido muy bajo. En efecto, mencionó que hasta la fecha sólo se han financiado cuarenta y un proyectos de esta índole. A lo anterior, agregó que se suma el hecho que los centros involucrados sólo se limitan a las Universidades y a centro de índole privados como la Fundación Chile.

Teniendo a la vista lo anterior, dijo que lo que el Gobierno propone es expandir y simplificar la manera de optar al beneficio. Expresó que, en ese orden de ideas, el proyecto incrementa el incentivo tributario y amplía la manera en que esa investigación se puede realizar. 

Respecto a esto último, precisó que la iniciativa busca que la investigación se pueda llevar a cabo no sólo por un centro de investigación sino que también a través de las empresas, sea que estas creen su propio laboratorio de investigación, se asocien con otras para crearlo o hagan parte de la investigación en Chile y otra parte en el extranjero. Expresó que, en definitiva, lo que se pretende es abrir el abanico de posibilidades en la realización de la investigación a fin de pasar  de veinticinco  a seiscientos cincuenta proyectos al año.

Añadió que se persigue eliminar, asimismo, ciertos sesgos anti pymes que presenta la ley y que se reflejan en los topes que ella establece en el volumen de ventas. Aseveró que, de esa manera, no sólo las grandes empresas podrán concurrir al beneficio, sino también aquellas más pequeñas que se crearon precisamente para crear productos nuevos.

Comentó, por otro lado, que esta iniciativa se enriqueció profundamente durante la discusión que tuvo, en el primer trámite constitucional, en la Cámara de Diputados. Puntualizó que en esa oportunidad se hizo patente la realidad que muchas veces la investigación no se quiere mostrar ni siquiera a la Corporación de Fomento de la Producción. Explicó que fue de esa manera surgió la idea de hacer una evaluación ex post por parte de ese organismo y no sólo ex ante.

Mencionó además que otro debate que se llevó a cabo en la Cámara y que no prosperó fue aquel que sostenía que la decisión la llevara a cabo el Servicio de Impuestos Internos y no la Corporación de Fomento de la Producción. Aclaró que la idea de no acoger esta tesis se fundó en que el derecho comparado demuestra que quienes los evalúan son tributaristas que poco saben de inversión y desarrollo y, que en consecuencia, es necesaria una comisión especializada que lleve a cabo esta labor. 

Hizo presente que esta iniciativa se enfoca no en la investigación básica sino en aquella en que ya ha habido un descubrimiento tecnológico y se quiere dar a esa idea una aplicación comercial para que se transforme en dinero. Añadió que ello explica  por qué involucra empresas.

Mencionó por otra parte que el proyecto apunta a que las empresas puedan tener centros de investigación pequeños y así todo el capital humano que se está formando en el extranjero no sólo tenga por horizonte al volver trabajar en las universidades sino también en un centro de investigación como éste que creó ya sea una empresa o un conjunto de éstas o una empresa junto con otra en el extranjero.

Con respecto a la ley vigente precisó que ella baja el beneficio de treinta y cinco a treinta por ciento, pero puntualizó que al mismo tiempo se aumenta el tope. Añadió que esta decisión se forjó a la luz de las opiniones de quienes fueron invitados a discutir la iniciativa, quienes expresaron que lo que más importa a los que comienzan este tipo de negocios es el tope del beneficio, el que indicó se ha aumentado a uno punto dos millones de dólares por diez años, lo que permitirá involucrarse proyectos de diez a doce millones de dólares.

Agregó que Codelco es una de las empresas que dedica gran capital a centros de investigación y desarrollo y lo que se pretende es que ello se replique en otras.

A continuación, el Jefe de la División de  Innovación del Ministerio de Economía, señor Conrad Von Igel, abordó la forma en que este proyecto de ley se enmarca en la política nacional de innovación.

Dio inicio a su intervención señalando que la política nacional de innovación se encuadra a su vez dentro de la idea de llegar a ser un país desarrollado el año 2020 para lo cual es necesario aumentar considerablemente la tasa de crecimiento lo que pasa, a su vez, por aumentar la productividad. Agregó que, conforme a los datos de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, OCDE, Chile ha tenido la última década una productividad baja lo que ha afectado la posibilidad de crecer.

Añadió que, dentro de los factores que influyen en el crecimiento de un país, uno de los principales es la innovación y el emprendimiento y, detrás de él, la investigación y desarrollo. 

Explicó que la misión que se ha planteado el Gobierno como política de innovación es convertir a nuestro país en un polo de innovación en Sudamérica de manera que ello le permita mantener tasas elevadas de crecimiento en la próxima década.

Señaló, asimismo, que el sistema nacional de innovación se compone de un conjunto de agencias y ministerios que están involucrados en la tarea de promoverla en el sector privado e indicó que el rol del Ministerio de Economía consiste en distribuir los dineros a las agencias ejecutoras. Explicó que, a través de ese sistema se canaliza parte importante de los recursos del fondo de innovación para la competitividad que este año tiene un presupuesto de doscientos sesenta millones de dólares.

Por otro lado, mencionó los pilares de la política nacional de innovación. Indicó que ellos son, en primer lugar, la cultura y entorno, en segundo lugar, el capital humano, en tercer lugar, la institucionalidad y regulaciones, en cuarto lugar, la conexión global, en quinto lugar, el financiamiento, en sexto lugar, la investigación y el desarrollo, en séptimo lugar, la transferencia y la difusión tecnológica, y, por último, el emprendimiento y la comercialización. Destacó que los campos uno y cuatro son los que requieren en estos momentos más atención en nuestro país. Puntualizó que la cultura y entorno para la innovación y el emprendimiento exige que el país entero sea un promotor de este tipo de actividades. Por otro lado, respecto a la conexión global, manifestó que es muy importante que todas las políticas del país estén abiertas a la interacción con los polos de innovación alrededor del mundo.

Deteniéndose en las iniciativas que existen detrás de cada uno de estos pilares, dijo que el del capital humano se divide en dos subestrategias, la de formación de talento que dijo tiene que ver con postgrados y con la formación técnica de los profesionales que Chile requiere en el futuro y la subestrategia de atracción de talento  que busca importarlos a fin de tener recursos humanos que hoy son muy escasos. 


En relación con el pilar cultura precisó que existen iniciativas relacionadas con masificar la innovación y el emprendimiento en la población. En ese ámbito, destacó la realización de campañas pro innovación y emprendimiento, concursos y premios de innovación y educación para el emprendimiento, entre otros.

En términos de institucionalidad y regulaciones, señaló que las principales metas consisten, por un lado, en esta iniciativa de ley que se inserta en la estrategia de investigación y desarrollo y, por otro, en modernizar y agilizar las agencias ejecutoras, porque aseguró que los diagnósticos demuestran que los emprendedores muchas veces no reciben el mejor servicio de las agencias.

En lo que se refiere a los programas relacionados con la conexión global, destacó el esfuerzo, como lo indicara el señor Subsecretario de Economía, para atraer centros de excelencia internacional como el alemán Fraunhofer o el australiano CSIRO. Destacó, asimismo, algunos convenios con universidades que dijo se espera sean muy enriquecedores para el sistema universitario nacional, entre ellos un acuerdo con el MIT y otro con la Universidad de Standford.

Con respecto a la Investigación y Desarrollo, advirtió que Chile está muy bajo en este punto como porcentaje del Producto Interno Bruto. Agregó que, más allá de la deficiencia en términos generales, estamos muy bajos en términos de investigación aplicada. Explicó que, si bien las patentes no son el indicador absoluto de este tipo de investigación, existe generalmente una correlación bastante alta entre los niveles de patentamiento y los de investigación aplicada y de innovación. Remarcó que nuestro país en este punto está siete veces más bajo en términos de publicación de papers y cien veces respecto de patente en relación con la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, OCDE. 

Dentro de ese contexto, precisó que la iniciativa de ley resulta fundamental para cumplir la meta de duplicar la inversión en investigación y desarrollo de 0, 4% a 0, 8% del Producto Interno Bruto al año 2014. 

Por otro lado, hizo presente que existen una serie de esfuerzos en la política relacionados con la transferencia tecnológica. En ese sentido, dijo que es muy importante que la investigación se transforme en productos y servicios concretos para lo cual la transferencia tecnológica resulta fundamental. Precisó que el esfuerzo apunta a generar capacidades en el mundo universitario que es principal productor de conocimientos y de investigación, para transferirlas al sector privado y, por otro lado, generar capacidades en el sector privado para ser receptor de ese conocimiento específico y detallado a fin de que inserten especialistas en la industria.

Por último, mencionó que existen modificaciones en términos de emprendimiento de alto potencial para generar condiciones favorables de financiamiento, porque señaló que hasta ahora era la Corporación de Fomento para la Producción la que aprobaba individualmente cada uno de los capitales semilla y que están poniendo un incentivos para que privados también puedan entregarlos y así agreguen valor a la empresa para que lleguen a ser empresas reales que vendan y crezcan.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio preguntó cuál era el avance que significaba este proyecto y si es posible evitar el cobro del arancel que hace la Corporación de Fomento de la Producción a fin de impedir posibles conflictos de intereses. Consultó además si es posible que ese organismo, más allá de otorgar la certificación, se pronuncie sobre la relevancia, pertinencia y oportunidad del proyecto. 

Interrogó acerca de si el beneficio, en vez de extenderse hasta el año 2025 como contempla el proyecto, pudiera ampliarse sólo hasta el año 2019, a fin de no pasar más allá de un año después de la evaluación.

En otro orden de ideas, llamó a definir de mejor manera el término investigación aplicada.

A su turno, el Honorable Senador señor Escalona solicitó al Subsecretario de Economía que precisara el impacto fiscal de la iniciativa de ley.

Por su parte la Honorable Senadora señora Allende manifestó tener interés en saber si el beneficio del descuento tributario que establece el proyecto de ley se extiende también a las empresas mineras o no. En este punto fue enfática en señalar que de ser así no comparte la idea. Fundamentó su opinión, por un lado, en que los impuestos que este sector paga son insuficientes y, por otro, en que la situación debiera ser la inversa, vale decir, en lugar de otorgarles descuentos tributarios, esos recursos debieran ser invertidos en energía renovables. Añadió que sería importante imponerles metas a estas empresas a fin de que un porcentaje de su inversión apunte a este sector.

Finalmente, advirtió la poca eficacia que ha existido en establecer asociaciones con la minería privada en la cual se invirtiera más en la investigación de energías renovables para así reducir la presión de la generación de energía eléctrica.

El Honorable Senador señor Quintana preguntó que semejanzas presenta el sistema expuesto con los Spin Off, que se desarrollan en las universidades. Asimismo, consultó respecto del período en que la investigación queda protegida, una vez obtenida la patente y, por lo tanto, fuera del servicio del país.

El Subsecretario de Economía respondiendo la interrogante del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que el objetivo, una vez aprobado el proyecto y a los pocos años de su implementación, es contar en el país con más de mil empresas que tengan un gerente de investigación y desarrollo. Agregó que las empresas se limitan a advertir que necesitan renovar sus equipos tecnológicos, pero no logran dimensionar como un desafío importante innovar en productos nuevos.

En lo que respecta a la definición de la voz “inversión”, precisó que se ha utilizado la que proporciona la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, OCDE. En ese sentido dijo que existen áreas que claramente quedan comprendidas en la iniciativa y otras que forman parte de la zona gris que es preciso analizar.

Con relación al cobro del arancel, manifestó que efectivamente existe la inquietud que el hecho que el investigador esté pagando para obtener la certificación pudiera generar cierta presión sobre la Corporación para obtener la aprobación, por lo que, como lo señaló en la sesión anterior, es un tema que el Gobierno está dispuesto a analizar y modificar.

Abocándose a la interrogante acerca de la calificación de la oportunidad y relevancia, indicó que la unidad de la referida Corporación no se pronuncia respecto a este último punto. A mayor abundamiento, indicó que existen áreas claramente nítidas que quedan comprendidas en lo que se ha entendido clásicamente por investigación y desarrollo como las de energías renovables, sistemas de control automático para la minería o nuevas vacunas para salmones y otras que de adentran en una zona gris. Explicó que para ello es bueno contar con capital humano que sepa cómo han sido evaluadas esas situaciones en otros países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo, OCDE.


Abordando la interrogante de la Honorable senadora señora Allende, aseveró que si una minera realiza investigación y desarrollo en el marco de este proyecto, será beneficiada por el beneficio tributario que éste contempla.

En relación con las energías renovables, señaló que es perfectamente posible plantear la idea de atraer centros de investigación de excelencia en ese tema que construyan filiales en nuestro país.

Finalmente en relación con la pregunta del Honorable senador señor Escalona, expresó que el costo fiscal se estima de diecinueve mil millones de pesos al año 2015, mientras que hasta la fecha este asciende a cuatro mil millones de pesos.

La Honorable Senadora señora Allende reiteró que no comparte la idea que el beneficio se extienda a las empresas mineras y enfatizó que debiera imponérseles que destinen parte de su inversión en las mencionadas energías sin que exista para ellas el beneficio tributario.

Agregó que espera que esta situación pueda modificarse a la hora de debatir el proyecto en particular.

El Jefe de la División de Innovación del Ministerio de Economía señaló que el tema de las patentes es un incentivo que el Estado y los países en general han establecido para que las personas que invierten en investigación y desarrollo puedan recuperar la inversión a través de la explotación de la misma. Sin embargo, destacó que en general ese conocimiento y capital va quedando en el país independientemente del beneficio económico para la empresa que lo patentó.

- Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Escalona, Quintana y Walker, don Ignacio.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Modifícase la ley Nº 20.241, que Establece un Incentivo Tributario a la Inversión Privada en Investigación y Desarrollo, de la siguiente forma:


1.- Sustitúyese la denominación de la ley N° 20.241, por el siguiente: "Establece un Incentivo Tributario a la Inversión en Investigación y Desarrollo.".


2.- Incorpórase, antes del artículo 1º, el siguiente epígrafe: 

"TÍTULO PRIMERO: Definiciones".


3.- Modifícase el artículo 1º, del siguiente modo:


i) Sustitúyense los literales a) y b) por los siguientes: 


"a) Investigación: la búsqueda metódica que tenga por objeto generar nuevos conocimientos en el ámbito científico o tecnológico, la que podrá ser básica o aplicada. Se entiende por Investigación Básica aquella que consiste en trabajos experimentales o teóricos que se emprenden principalmente para obtener nuevos conocimientos acerca de los fundamentos de los fenómenos y hechos observables, con prescindencia de si tienen una aplicación o utilización determinada. La Investigación Aplicada consiste también en trabajos originales realizados para adquirir nuevos conocimientos; sin embargo, está dirigida fundamentalmente hacia un objetivo práctico específico. Para efectos de esta ley la expresión "Investigación" se entenderá referida tanto a la investigación básica como a la investigación aplicada. 


b) Desarrollo Experimental: en adelante indistintamente "desarrollo", consiste en trabajos sistemáticos que aprovechan los conocimientos existentes obtenidos de la investigación y,o la experiencia, y está dirigido a la producción de nuevos materiales, productos o dispositivos; a la puesta en marcha de nuevos procesos, sistemas y servicios, o a la mejora sustancial de los ya existentes. Asimismo, se comprende el desarrollo de programas informáticos, siempre que dicho desarrollo dé lugar a mayor conocimiento con el objetivo de resolver en forma sistemática una incertidumbre científica o tecnológica o permita generar un mejoramiento sustancial e innovador en algún proceso, producto y,o servicio.".  


ii) Introdúcense las siguientes modificaciones en el literal c): 


a) Reemplázase la expresión "cuya actividad principal consista en la realización de", por la expresión "que realicen"; 


b) Sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo", todas las veces que aparece, y 


c) Reemplázase, a continuación del primer punto seguido, la frase que comienza con la expresión "El Reglamento" y termina con el vocablo "Investigación.", por la siguiente: "El Reglamento del Registro de Centros para la Realización de Actividades de Investigación y Desarrollo que se dictará al efecto, establecerá los criterios o parámetros objetivos para determinar cuándo las actividades desarrolladas por tales Centros constituyen labores de investigación y desarrollo.".


iii) Reemplázase en el literal d) la expresión "un contribuyente", por la frase "uno o más contribuyentes"; sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo"; y reemplázase a continuación del punto seguido, la frase que comienza con la expresión "Una vez" y que termina con el vocablo "ley.", por la siguiente: "Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 4º, una vez certificado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3°, este contrato dará derecho a los beneficios tributarios establecidos en esta ley.".


iv) Agrégase el siguiente literal f):


"f) Proyecto de Investigación y Desarrollo: es el conjunto de actividades realizadas por los contribuyentes utilizando sus propias capacidades o de terceros, que tenga por objeto la realización o ejecución de actividades de investigación, desarrollo, o ambas, conforme ellas se definen en el presente artículo, siempre que se lleven a cabo principalmente dentro del territorio nacional, según lo establezca el Reglamento señalado en el artículo 16. Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 9°, una vez certificado un proyecto de investigación y desarrollo de conformidad a lo establecido en el Título Tercero, los gastos en que incurran los contribuyentes para la realización de dicho proyecto, cumpliéndose los demás requisitos de esta ley, darán derecho a los beneficios tributarios establecidos en dicho título.".


v) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase "Para los efectos de esta ley, no", por el adverbio de negación "No"; y sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo"; en el punto vi) del mismo inciso, reemplázase la frase "se incluya en" por la voz "consista"; sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción disyuntiva "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo", y reemplázase el punto vii) por el siguiente: 


"vii) La realización o contratación de estudios de mercado y de comercialización.".


vi) Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:


"Tratándose de actividades asociadas a la constitución de derechos de propiedad industrial, consistentes en patentes de invención, modelos de utilidad, y diseños y dibujos industriales, todo ello al amparo de la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial; de derechos de autor sobre programas computacionales, al amparo de la ley N° 17.336, de Propiedad Intelectual; y de derechos de protección sobre nuevas variedades vegetales, al amparo de la ley N° 19.342, que Regula Derechos de Obtentores de Nuevas Variedades Vegetales, las actividades necesarias para la constitución de los derechos respectivos, incluyendo los servicios profesionales involucrados en el proceso de obtención de los derechos y registros, informes periciales, defensas ante eventuales oposiciones y costos de publicaciones asociadas, podrán ser objeto del beneficio tributario establecido en esta ley, en la medida que éstas se deriven de los resultados obtenidos de proyectos y contratos de Investigación y Desarrollo debidamente certificados por la "CORFO", al amparo de la presente ley.


Las actividades descritas en el inciso precedente podrán ser incorporadas ya sea en la solicitud original de certificación del correspondiente contrato o proyecto, o bien con posterioridad, rigiéndose en este último caso por el mismo procedimiento para la certificación de contratos y proyectos de investigación y desarrollo, en cuanto sea aplicable.


Para los efectos de la presente ley, se entenderá que la expresión "investigación y desarrollo" comprende a las actividades de investigación, desarrollo o ambas.".


4.- Introdúcese, a continuación del artículo 1º, el siguiente epígrafe: "TÍTULO SEGUNDO: De los Centros de Investigación y de la Certificación de los Contratos".


5.- Modifícase el artículo 2° del siguiente modo:


i) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra "sexto" por la expresión "octavo".


ii) Reemplázanse los literales ii) y iii) del inciso tercero por los siguientes: 


"ii) Haberse encontrado en funcionamiento, ejerciendo actividades de investigación y desarrollo, durante al menos los seis meses anteriores a la solicitud de inscripción en el Registro.


iii) Contar con mecanismos que reflejen fiel y claramente la cuenta de aquellos gastos que serán realizados en el marco del proyecto.".


iii) Reemplázase, en el inciso cuarto, la palabra "Reconstrucción" por la palabra "Turismo".


6.- Modifícase el artículo 3º del siguiente modo:


i) En el inciso primero, agrégase la siguiente frase final, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido:


"Tratándose de contratos de investigación y desarrollo celebrados entre un centro de investigación y más de un contribuyente simultáneamente, cada contribuyente deberá comprometerse a pagar a lo menos 100 unidades tributarias mensuales, señalándose en el contrato la parte del precio a pagar por cada uno de ellos.".


ii) En el inciso segundo, introdúcense las siguientes modificaciones:


a) Intercálase, entre el primer punto seguido y la frase "Para tales fines", la siguiente oración: "Esta certificación podrá otorgarse en forma previa a la utilización de los beneficios tributarios por parte del contribuyente, o bien en forma posterior, según se regula en el artículo siguiente.".


b) Reemplázanse las palabras "evaluación técnica" por "revisión", las dos veces que aparece;


c) Sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo", las dos veces que aparece; 


d) Sustitúyese en su literal ii), la frase "y que dicho precio corresponda a valores de mercado", por la frase "y que el precio se ajuste a las condiciones observadas en el mercado";


e) Elimínase su literal iii), que se extiende hasta el primer punto seguido, y la expresión ",y" que le antecede.


iii) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 


"Para los fines previstos en el inciso anterior, CORFO podrá solicitar una declaración jurada, otorgada por el Representante, en la que éste deberá declarar que desde la fecha de la resolución que ordenó la inscripción del Centro de Investigación en el Registro o desde la última vez que informó a CORFO de las modificaciones ocurridas, según corresponda, el Centro de Investigación no ha experimentado modificaciones de aquellas a que se refiere el artículo 2°. De existir tales  modificaciones, el Representante deberá informarlas a la CORFO en forma previa a la certificación del contrato de investigación y desarrollo respectivo, de acuerdo al procedimiento previsto en el inciso séptimo del artículo 2°, debiendo indicar, asimismo, en la declaración jurada que debe acompañar, que no existen otras modificaciones distintas de las informadas.".


iv) En el inciso final, reemplázase la palabra "evaluación" por la palabra "revisión", las dos veces que aparece; y sustitúyese la conjunción disyuntiva "o" por la conjunción copulativa "y", entre las palabras "investigación" y "desarrollo".


7) Reemplázase el artículo 4° por el siguiente: 


"Artículo 4°.- Los contribuyentes deberán certificar sus contratos de forma previa a la utilización de los beneficios tributarios que establece esta ley.


Con todo, los contribuyentes podrán hacer uso de los beneficios tributarios de esta ley, en la forma como a continuación se señala, sin contar con la certificación previa a que alude el inciso anterior. Para estos efectos, los contribuyentes deberán informar su intención de acogerse a esta modalidad de certificación a la CORFO, en la forma que ésta determine, dentro de los 30 días corridos desde el primer desembolso incurrido con motivo de un contrato de investigación y desarrollo.


En el caso anterior, la solicitud de certificación deberá presentarse, a más tardar, dentro de los 18 meses siguientes al envío de la información a la CORFO a que se refiere el inciso precedente, por parte del contribuyente. La certificación del contrato, de ser procedente, deberá ser otorgada por la CORFO dentro de los 180 días corridos desde la fecha de la solicitud de certificación.


Los contribuyentes que se acojan a lo señalado en el inciso segundo, sólo podrán deducir de su renta líquida  el 70% de los gastos en que incurran con motivo de un contrato de investigación y desarrollo, en la forma señalada en los incisos cuarto y siguientes del artículo 5º, pero no tendrán derecho al crédito establecido en la misma disposición sino una vez obtenida la certificación de su contrato por parte de la CORFO. Para estos efectos, desde la fecha en que se informe a la CORFO de lo señalado en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos no podrá liquidar ni girar impuesto alguno relativo a dichos gastos. Durante el mismo período, no correrán los plazos de prescripción que establece el artículo 200 del Código Tributario.


Una vez otorgada la certificación, el contribuyente podrá impetrar el crédito que establece el artículo 5°, para cuyos efectos deberá determinarlo para cada uno de los ejercicios en que se incurrió en los desembolsos, rectificando las respectivas declaraciones de impuestos. Cuando con motivo de la imputación del crédito se determine un pago en exceso del impuesto de primera categoría, el contribuyente podrá solicitar su devolución de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 126 del Código Tributario, debidamente reajustado de conformidad al artículo 57 del mismo Código. 


En caso que la CORFO no otorgue total o parcialmente la certificación a un contrato solicitada por un contribuyente acogido a lo dispuesto en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos podrá impugnar la deducción  de los gastos, incurridos en la ejecución de contratos en la parte que éstos no hayan sido certificados, en el ejercicio de sus facultades legales.".


8.- Modifícase el artículo 5º de la siguiente forma:


i) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 


"Artículo 5°.- Los contribuyentes del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que declaren su renta efectiva determinada según contabilidad completa, tendrán derecho a un crédito contra el impuesto de primera categoría del ejercicio, equivalente  al 30% del total de los pagos en dinero efectuados conforme a los contratos de investigación y desarrollo debidamente certificados, celebrados con centros de investigación y desarrollo registrados. El monto del crédito a que tendrá derecho el contribuyente en cada ejercicio, bajo las normas de este Título, no podrá exceder el equivalente a quince mil unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor de dicha unidad al término del ejercicio respectivo.".


ii) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


"El contribuyente tendrá derecho, además, a rebajar como gasto necesario para producir la renta, el monto de los pagos efectuados conforme a los contratos de investigación y desarrollo debidamente certificados, en aquella parte que no constituya crédito, aun cuando los gastos por las actividades realizadas en virtud de dichos contratos no sean necesarios para producir la renta del ejercicio, pudiendo ser deducidos hasta en diez ejercicios comerciales consecutivos contados a partir del mismo ejercicio en que se haya otorgado la certificación correspondiente, reajustados conforme a lo dispuesto en el número 7°, del artículo 41, de la Ley sobre Impuesto a la Renta.".


iii) Intercálase a continuación del inciso cuarto, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, pasando los actuales incisos quinto, sexto y séptimo, a ser octavo, noveno y décimo, respectivamente:


"Los desembolsos, ya sea en la parte que den derecho a crédito como en la parte que puedan ser descontados como gastos, en ningún caso serán gravados conforme a lo establecido en el artículo 21° de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 4º, una vez certificado el respectivo contrato, el contribuyente tendrá derecho a hacer uso de los beneficios tributarios de la presente ley, por los pagos efectuados a partir de la fecha de suscripción del contrato.


Los contribuyentes no podrán hacer uso de las franquicias establecidas en el número 11° del artículo 31 de la Ley sobre el Impuesto a la Renta, respecto de los pagos incurridos en virtud de contratos de investigación y desarrollo certificados que den derecho a los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.".


iv) En el numeral v) del nuevo inciso octavo, elimínase después de la palabra "desarrollo" la frase que empieza con "así como las personas relacionadas con tales contribuyentes" hasta el punto aparte, pasando a ser punto aparte la coma que sigue a la palabra "desarrollo". 


9.- Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 6°:


i) Reemplázase en el inciso segundo, la oración que se inicia con la expresión "La resolución antes referida" y que termina con el acrónimo "CORFO.", por la siguiente: "La resolución antes referida deberá señalar la fecha del incumplimiento de los términos y condiciones del contrato de investigación y desarrollo respectivo y deberá ser notificada al Representante y a las demás partes contratantes. Contra dicha resolución procederán los recursos establecidos en la ley Nº 19.880. El contribuyente afectado por la referida resolución deberá rectificar sus declaraciones desde la fecha del incumplimiento señalada en la misma resolución, por los períodos en que reconoció el crédito y el gasto derivado del contrato de investigación y desarrollo.".


ii) Agrégase el siguiente inciso tercero:


"Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el contribuyente afectado por la referida resolución tendrá derecho a repetir en contra del centro de investigación que es parte del contrato de investigación y desarrollo, de acuerdo a las condiciones que hubieren estipulado contractualmente y a las normas legales de aplicación general, en su caso.".


10.- En el artículo 7°:


i) Agrégase en el inciso segundo, entre el vocablo "Representante" y la expresión "y respecto", la frase "al contribuyente".


ii) Agrégase en el inciso quinto, entre el vocablo "CORFO" y el punto aparte que le sigue, la siguiente oración: ",en su caso, o el plazo para su obtención no haya expirado según lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 4º".


11.- Agrégase el siguiente epígrafe a continuación del artículo 8°:

"TÍTULO TERCERO: De los Proyectos de Investigación y Desarrollo".


12.- Sustitúyense los artículos 9°, 10 y 11 por los siguientes:


"Artículo 9º.- Para los efectos de lo dispuesto en la presente ley, CORFO será la institución encargada de certificar los proyectos de investigación y desarrollo que los contribuyentes realicen con sus capacidades internas o de terceros, pudiendo asociarse los contribuyentes para la presentación de tales proyectos.


Los contribuyentes deberán certificar sus proyectos de investigación y desarrollo en forma previa a la utilización de los beneficios tributarios que establece esta ley.


Con todo, los contribuyentes podrán hacer uso de los beneficios tributarios de esta ley, según se establece  a continuación, sin contar con la certificación previa a que alude el inciso anterior. Para estos efectos, los contribuyentes deberán informar a CORFO, en la forma que ésta determine, dentro de los 30 días corridos desde el primer desembolso incurrido con motivo del mismo, de su intención de acogerse a esta modalidad de certificación.


En el caso anterior, la solicitud de certificación deberá presentarse, a más tardar, dentro de los 18 meses siguientes del envío a CORFO de la información a que se refiere el inciso precedente, por parte del contribuyente. La certificación del proyecto deberá ser otorgada por CORFO, de ser procedente, dentro de los 180 días corridos desde la fecha de la solicitud de certificación.


Los contribuyentes que se acojan a lo señalado en el inciso tercero solamente podrán deducir de su renta líquida el 70% de los gastos pagados con motivo de un proyecto de investigación y desarrollo, en la forma señalada en los incisos cuarto y siguientes del artículo 19, pero no tendrán derecho al crédito establecido en la misma disposición sino una vez obtenida la certificación de su proyecto por parte de CORFO. Para estos efectos, desde la fecha en que se informe a CORFO de lo señalado en el inciso tercero, y hasta el momento de obtenida la certificación, el Servicio de Impuestos Internos no podrá liquidar ni girar impuesto alguno relativo a dichos gastos. Durante el período antes referido, no correrán los plazos de prescripción que establece el artículo 200 del Código Tributario.


Una vez otorgada la certificación, el contribuyente podrá impetrar el crédito que establece el artículo 18°, para cuyos efectos deberá determinarlo para cada uno de los ejercicios en que se incurrió en los desembolsos que le dan derecho, rectificando las respectivas declaraciones de impuestos. Cuando con motivo de la imputación del crédito se determine un pago en exceso del Impuesto de Primera Categoría, el contribuyente podrá solicitar su devolución de conformidad a lo dispuesto por el artículo 126 del Código Tributario, debidamente reajustado de conformidad a lo dispuesto en el artículo 57 del mismo Código.


En caso que CORFO no otorgue total o parcialmente la certificación a un proyecto solicitada por un contribuyente acogido a lo dispuesto en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos podrá impugnar la deducción de los gastos incurridos en la ejecución de proyectos, en la parte que éstos no hayan sido certificados, en el ejercicio de sus facultades legales. 


Artículo 10.- Cualquiera sea el procedimiento que en virtud del artículo anterior se utilice para certificar un proyecto de investigación y desarrollo, la respectiva solicitud deberá ser presentada por el o los contribuyentes a CORFO. Esta solicitud podrá ser acogida o rechazada por esta última, total o parcialmente, mediante resolución fundada, la que será notificada al o a los contribuyentes, quienes podrán ejercer los recursos establecidos en la ley Nº 19.880.


Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior y en el inciso final del artículo 18, una vez certificado el proyecto, el contribuyente tendrá derecho a hacer uso de los beneficios tributarios de la presente ley, a partir de la fecha de la respectiva solicitud de certificación.


Artículo 11.- El procedimiento de certificación se iniciará mediante la solicitud que el o los  contribuyentes presentarán a CORFO, quien deberá verificar que los contribuyentes den cumplimiento a los siguientes requisitos:


a) Presentar un proyecto de investigación y desarrollo, según éste se define en el artículo 1°, con un costo superior a las cien unidades tributarias mensuales al momento de su presentación. Tratándose de proyectos asociativos, esto es, aquellos presentados por dos o más contribuyentes, el costo del proyecto para cada uno de los contribuyentes individualmente considerados, deberá ser superior a las cien unidades tributarias mensuales al momento de la presentación.


b) Encontrarse en condiciones de disponer de las capacidades materiales y de personal suficientes para llevar a cabo adecuadamente el proyecto de investigación y desarrollo.


c) Contar con mecanismos que reflejen fiel y claramente la cuenta de aquellos gastos que serán realizados en el marco del proyecto.


d) Presentar a CORFO una declaración jurada en la que se manifieste que los antecedentes que se entregan, para los efectos de optar a los beneficios de esta ley, son auténticos, fidedignos y veraces.


Tratándose de proyectos asociativos, cada uno de los contribuyentes deberá cumplir con los requisitos establecidos en los literales anteriores, respecto de aquellas actividades a realizar.


Artículo 12.- Una vez entregados a CORFO los antecedentes señalados en el artículo anterior, ésta verificará:


a) Que los proyectos de investigación y desarrollo presentados por el contribuyente tienen efectivamente por objeto la realización o ejecución de labores de investigación y desarrollo, tal y como las mismas se definen en esta ley, sin consideración a la pertinencia, oportunidad o relevancia de la iniciativa, y 


b) Que los desembolsos que se originen con motivo de dichos proyectos, reflejen adecuadamente los costos en que se incurra o incurrirá para realizar las actividades de investigación y desarrollo a que ellos se refieren y que tales costos se ajusten a condiciones observadas en el mercado.


Verificándose lo anterior, CORFO emitirá una resolución certificando el proyecto de investigación y desarrollo.


Artículo 13.- La resolución que certifique un proyecto de investigación y desarrollo deberá contener, a lo menos, las siguientes menciones:


a) Nombre o razón social del contribuyente.


b) Rol Único Tributario del contribuyente.


c) Nombre del proyecto de investigación y desarrollo que se certifica.


d) Objetivo general del proyecto. 


e) Costo total del proyecto sobre cuyos egresos se tendrá derecho a los beneficios tributarios. Con todo, y según lo determine el Reglamento, el contribuyente podrá, con antecedentes fundados, solicitar a CORFO su autorización para modificar este ítem, debiendo dictarse al efecto una nueva resolución. Mientras no se autorice un nuevo monto de costos y gastos, el contribuyente deberá utilizar los beneficios tributarios de esta ley con el monto autorizado por CORFO.


f) Tratándose de proyectos asociativos, el costo total en que cada uno de los contribuyentes incurrirá.


En caso que se trate de un proyecto asociativo, la resolución de CORFO deberá contener las menciones señaladas en las letras a) y b) para cada uno de los contribuyentes respecto de los cuales se acredita el proyecto.


Artículo 14.- Para los efectos de lo dispuesto en los artículos anteriores, CORFO deberá organizar e implementar un proceso de revisión de los proyectos de investigación y desarrollo, pudiendo utilizar al efecto capacidades internas o valerse de la asesoría de expertos nacionales o internacionales, según lo demande la naturaleza de las actividades de investigación y desarrollo a que se refieren los proyectos que sean objeto de su revisión.


Artículo 15.- CORFO, así como el personal que actúe bajo su dependencia, y aquellos asesores o expertos que participen en la revisión técnica de proyectos de investigación y desarrollo, deberán guardar confidencialidad acerca del contenido de los mismos y de los antecedentes que reciban de parte de los contribuyentes.


Artículo 16.- Un reglamento expedido mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y firmado además por el Ministro de Hacienda, determinará los procedimientos para la presentación, revisión, certificación y revocación de los proyectos de investigación y desarrollo, así como el mecanismo de reajustabilidad, forma de pago y demás aspectos del arancel establecido en el artículo 25.


En el mismo reglamento se establecerá el procedimiento mediante el cual los contribuyentes podrán acogerse a lo señalado en los artículos 4º y 9º, y requerir a CORFO para los efectos del inciso final del artículo siguiente.


Artículo 17.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final del presente artículo, los siguientes tipos de desembolsos podrán ser considerados por CORFO como parte de un proyecto de investigación y desarrollo, siempre que se relacionen directamente con éste:


1. Gastos Corrientes de Investigación y Desarrollo.


a) Remuneraciones y honorarios por servicios personales prestados por personas naturales, ambos valorizados según el porcentaje de dedicación al proyecto, correspondientes al personal técnico y profesional directamente vinculado a las actividades del mismo. Al menos el 50% de estos gastos deberán corresponder a actividades que se lleven a cabo dentro del territorio nacional.


b) Gastos directos en las actividades de ejecución del proyecto, tales como materiales e insumos, reactivos, servicios informáticos, análisis de laboratorio, material bibliográfico y otros componentes necesarios para llevar a cabo el proyecto.


c) Contratos con personas jurídicas para la prestación de servicios relacionados directamente con las actividades del proyecto. Al menos el 50% de estos gastos deberán corresponder a actividades que se lleven a cabo dentro del territorio nacional.


d) El arrendamiento, subarrendamiento, usufructo o cualquiera otra forma remunerada de cesión del uso o goce temporal de bienes muebles o inmuebles, siempre que sean necesarios para desarrollar el objeto del proyecto.


e) Gastos incurridos en la constitución de derechos de propiedad industrial, intelectual, o de registro de nuevas variedades vegetales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de esta ley.


f) Gastos de servicios básicos asociados al proyecto, tales como agua, luz, teléfono e internet, entre otros. Estos desembolsos no podrán constituir más del 5% de los gastos corrientes del proyecto, sin perjuicio de la deducción como gasto de aquellos que no formen parte del mismo. No obstante lo anterior, mediante resolución fundada CORFO podrá autorizar un porcentaje superior al indicado en esta letra cuando los gastos de esta naturaleza sean un componente relevante del costo total, dadas las características del proyecto.


2. Gastos en Bienes Físicos del Activo Inmovilizado para la Investigación y Desarrollo.


Gastos en Bienes Físicos del Activo Inmovilizado para la Investigación y Desarrollo, dentro de los cuales se cuentan aquellos incurridos en la adquisición o fabricación de equipos e instrumental requerido para la ejecución del proyecto. Estos desembolsos podrán incluir gastos de seguros, traslado e internación, y todos los accesorios necesarios para el funcionamiento y puesta en marcha de los activos señalados.


Asimismo, se considerarán las inversiones en edificación e infraestructura, y aquellas inversiones para la adquisición o compra de inmuebles, requeridos para la ejecución del proyecto.


Dentro del marco del presente artículo, CORFO establecerá, mediante resolución, la especificación y detalle de los gastos que podrán ser considerados como parte de un proyecto de investigación y desarrollo. Asimismo, corresponderá a dicho organismo determinar, de oficio o a solicitud de los contribuyentes, si un determinado desembolso no expresamente mencionado en este artículo ni en la resolución respectiva, puede ser tenido como parte de un proyecto.


Artículo 18.- Los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que declaren su renta efectiva determinada según contabilidad completa, tendrán derecho a un crédito contra el Impuesto de Primera Categoría, que se calculará de la forma indicada en el inciso siguiente, siempre que los respectivos proyectos sean debidamente certificados por CORFO.


El crédito por cada ejercicio será equivalente al 30% de una base conformada por el total de los pagos por concepto de gastos corrientes y la cuota anual de depreciación de los bienes físicos del activo inmovilizado a que se refiere el  artículo 17, siempre que estos bienes físicos sean adquiridos en el marco de un proyecto de investigación y desarrollo. Esta cuota anual de depreciación se determinará conforme a lo dispuesto por el artículo 31, número 5°, de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


El monto del crédito a que tendrá derecho el contribuyente en cada ejercicio, no podrá exceder del equivalente a quince mil unidades tributarias mensuales, de acuerdo al valor de dicha unidad al término del ejercicio respectivo.


El crédito establecido en este artículo se imputará contra el impuesto de primera categoría que grava las rentas del ejercicio en que se produjeron los desembolsos efectivos de los gastos señalados en el artículo anterior, o se dedujo la cuota anual de depreciación, en su caso, según corresponda. En caso de producirse un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución, pero podrá imputarse contra el Impuesto de Primera Categoría que corresponda pagar en los ejercicios posteriores, debidamente reajustado en la forma que establece el artículo 95 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


El crédito a que se refiere este artículo se calculará considerando el monto de los egresos efectuados en el ejercicio por concepto de proyectos de investigación y desarrollo, así como la cuota de depreciación que corresponda, actualizados conforme al porcentaje de variación del índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el último día del mes anterior al del pago efectivo y el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio, según sea aplicable.


Cuando los pagos o la adquisición de los bienes físicos vinculados al proyecto hayan tenido lugar entre las fechas de presentación de la solicitud de certificación y de la resolución que certifica el proyecto, pero en un ejercicio distinto a aquél en que se dicta la referida resolución, deberán ser considerados para la determinación de los beneficios que establece esta ley en el ejercicio en que dicha resolución sea dictada. 


Artículo 19.- Sin perjuicio del crédito señalado en el artículo anterior, el contribuyente tendrá derecho a rebajar como gasto necesario para producir la renta, en aquella parte que no sea crédito, los egresos y la cuota anual de depreciación a que se refiere el artículo 17, siempre que los respectivos proyectos de investigación y desarrollo estén debidamente certificados, y aun cuando los egresos incurridos con ocasión de las actividades de investigación y desarrollo realizadas en virtud de los mismos proyectos no sean necesarias para producir la renta del ejercicio, pudiendo ser deducidos hasta en diez ejercicios comerciales consecutivos contados desde que se generaron dichos gastos. Cuando se deduzcan en ejercicios posteriores, se reajustarán conforme a lo dispuesto por el número 7°, del artículo 41, de la Ley sobre Impuesto a la Renta. 


Los egresos efectuados, ya sea en la parte que den derecho a crédito como en la parte que puedan ser descontados como gastos, en ningún caso serán gravados conforme a lo establecido en el artículo 21° de la Ley sobre el Impuesto a la Renta.


Los contribuyentes no podrán hacer uso de las franquicias establecidas en el número 11° del artículo 31, de la Ley sobre el Impuesto a la Renta, respecto de los pagos incurridos en virtud de proyectos de investigación y desarrollo certificados que den derecho a los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.


Igualmente, tratándose de gastos en bienes físicos del activo inmovilizado, respecto de las adquisiciones efectuadas en virtud de proyectos de investigación y desarrollo que estén certificados para los efectos de esta ley, los contribuyentes no podrán hacer uso, además, del crédito establecido en el artículo 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Artículo 20.- Al menos, una vez al año, el contribuyente deberá presentar al Servicio de Impuestos Internos y a CORFO, en la forma y plazo que dichas entidades determinen, una declaración jurada informando:


a) Los proyectos de investigación y desarrollo certificados por CORFO y que se hayan ejecutado, o se encuentren en etapa de ejecución, durante el ejercicio respectivo;


b) La individualización de las personas a quienes se han efectuado pagos en virtud de la ejecución de dichos proyectos, y el monto de dichos pagos, y


c) El costo total de cada proyecto certificado por CORFO.


Los contribuyentes que se acojan a lo que establecen los incisos tercero y siguientes del artículo 9º, deberán enviar al Servicio de Impuestos Internos, en el plazo que éste determine, lo señalado en la letra b) del inciso precedente.


Artículo 21.- Cuando parte de un proyecto de investigación y desarrollo sea financiado con recursos públicos, el beneficio establecido en esta ley será aplicable solamente respecto de aquella parte de los desembolsos que no haya recibido dicho financiamiento. Para estos efectos, el contribuyente deberá presentar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y dentro del plazo que éste señale, una declaración jurada en la que indique qué parte de los desembolsos incurridos en el respectivo año no fue financiada con recursos públicos.


Artículo 22.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 13, corresponderá exclusivamente a CORFO fiscalizar la correcta ejecución y cumplimiento de los proyectos de investigación y desarrollo ya certificados a que se refiere esta ley, para lo cual podrá solicitar, incluso de los contribuyentes, en forma periódica, la información que estime necesaria para verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas en esta ley y en el proyecto de investigación y desarrollo respectivo.


CORFO podrá declarar, mediante resolución fundada, el incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto de investigación y desarrollo correspondiente, si la información o antecedentes requeridos de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior y, especialmente, en el artículo 20, no fueren presentados a su satisfacción en los plazos y forma establecidos en la respectiva solicitud o en la ley. Asimismo, dicha resolución deberá señalar la fecha del incumplimiento de los términos y condiciones del proyecto de investigación y desarrollo respectivo.


También procederá esta declaración en el evento que el proyecto de investigación y desarrollo no estuviese ejecutándose adecuadamente de acuerdo a los antecedentes presentados a CORFO para efectos de su certificación.


No obstante lo anterior, cuando el contribuyente hubiese invocado los beneficios de esta ley en virtud de pagos o bienes que no correspondan total o parcialmente a los proyectos certificados por CORFO, el Servicio de Impuestos Internos podrá, previo pronunciamiento de CORFO mediante resolución fundada que determine que dichos gastos no corresponden total o parcialmente a los proyectos certificados por dicha Corporación, impugnar el crédito o la deducción de los gastos de que se trate, conforme a sus facultades de fiscalización, determinando los impuestos, intereses y multas que correspondan. En estos casos, CORFO podrá revocar la certificación correspondiente, siempre y cuando los gastos impugnados sean iguales o superiores al 20% del monto total del proyecto certificado.


Artículo 23.- La resolución que revoque la certificación del proyecto de investigación y desarrollo respectivo, impedirá al contribuyente  acogerse a los beneficios tributarios establecidos en la presente ley respecto de dicho proyecto de investigación y desarrollo, por lo que el contribuyente deberá rectificar sus declaraciones desde la fecha del incumplimiento señalada en la misma resolución, por los períodos en que reconoció el crédito y el gasto derivado del proyecto de investigación y desarrollo.


La resolución de que trata este artículo y el artículo anterior deberá ser notificada a él o los contribuyentes que corresponda, y contra ella procederán los recursos establecidos en la ley Nº 19.880.


CORFO deberá informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste señale, acerca de todas las resoluciones revocatorias emitidas durante el ejercicio.


Artículo 24.- En todo lo relativo al procedimiento de CORFO para la certificación de los proyectos de investigación y desarrollo, y a las facultades de fiscalización de que dicha entidad es titular de acuerdo a lo establecido en esta ley, se aplicarán las normas de la ley Nº 19.880. Asimismo, en las antedichas materias corresponderá a CORFO implementar y regular sus procedimientos internos para la correcta aplicación de la presente ley.".


13.- Agrégase, a continuación del nuevo artículo 24, el siguiente Título: 

"TÍTULO CUARTO: Disposiciones Generales y Sanciones


Artículo 25.- CORFO podrá cobrar un arancel a los contribuyentes por la certificación de los proyectos o contratos presentados, el que se incorporará al patrimonio de esta entidad y en ningún caso será restituido al solicitante, ni aun en el evento que el proyecto o contrato de investigación y desarrollo sea rechazado. El monto de este arancel, que tendrá por objeto financiar una parte de los costos del procedimiento establecido en la ley para la certificación de los contratos y proyectos de investigación y desarrollo, no podrá exceder del 4% del costo total del proyecto o contrato y, en todo caso, no podrá ser inferior a la suma de diez unidades tributarias mensuales.


El pago de este arancel será considerado como un gasto necesario para producir la renta para los efectos del artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Artículo 26.- Las actividades propias de los contratos para la prestación de servicios de investigación y desarrollo objeto del beneficio tributario establecido en el Título Segundo de esta ley, no podrán ser al mismo tiempo objeto del beneficio señalado en el Título Tercero.


Tampoco podrá ser objeto de los beneficios de esta ley aquella investigación contratada por un contribuyente, cuando simultáneamente vincule los desembolsos efectuados con motivo del contrato, a un proyecto.


Cuando se utilicen los beneficios que establece esta ley en los casos a que se refiere este artículo, respecto del contribuyente que no hubiere podido sino estar en conocimiento, se aplicará lo dispuesto por el artículo 23, para los efectos de revocar el proyecto, rectificar, girar o liquidar los impuestos, intereses y multas que corresponda.


Artículo 27.- Durante la vigencia de la presente ley, CORFO preparará anualmente, para fines estadísticos y de información, un informe en el que se incluirá de manera general y en términos agregados, a lo menos, la siguiente información referida a los doce meses anteriores a la fecha del antedicho informe:

|
a) Número de centros de investigación que solicitaron inscribirse en el Registro a que se refiere esta ley; número o porcentaje de los centros de investigación que habiendo solicitado dicha inscripción efectivamente fueron incorporados, incluyéndose información relativa a su distribución en las distintas Regiones del país y el porcentaje o número de centros de investigación registrados que dependen de universidades; número o porcentaje de los centros de investigación cuyas solicitudes de inscripción fueron rechazadas y las principales causales de dichos rechazos, y la identificación de los centros de investigación que hubieren sido eliminados del Registro y las causas de lo anterior;


b) Número total de contratos y proyectos de investigación y desarrollo respecto de los cuales se hubiere solicitado la certificación a la que se refiere esta ley, y número o porcentaje de los mismos que la hubieren obtenido, incluyéndose información que permita  identificar la cantidad de contratos de investigación  y desarrollo celebrados por cada centro de investigación. También, el número o porcentaje de contratos o proyectos de investigación y desarrollo a los que no se les concedieron la certificación y las principales causales de ello;

c) Número total de contribuyentes que hubieren suscrito contratos o presentado proyectos de investigación y desarrollo, que hayan sido certificados al amparo de lo dispuesto en la presente ley, incluyéndose información que permita, en lo posible, categorizar a los mismos según sector económico al que pertenezcan, su tamaño como organización y las Regiones del país en las que tienen su domicilio;

d) Número total de contribuyentes que hubieren optado por el procedimiento de certificación señalado en los incisos segundo y siguientes del artículo 4º, y tercero y siguientes del artículo 9º, y

e) Cantidad total de recursos comprometidos por los contribuyentes en actividades de investigación y desarrollo, mediante los contratos y,o proyectos de investigación y desarrollo a los que se refiere esta ley, debiendo indicarse el o los sectores económicos y las Regiones del país que concentran el mayor compromiso de recursos invertidos a través de tales contratos y,o proyectos.

El informe al que se refiere el inciso anterior será de público conocimiento, debiendo CORFO publicarlo en forma electrónica o digital el día 30 de enero de cada año.

Artículo 28.- El Ministerio de Hacienda informará anualmente a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados del uso de los beneficios tributarios contenidos en esta ley, incluyendo el número de proyectos y el monto de recursos involucrados.

Artículo 29.- Los que individualmente o concertados proporcionaren antecedentes, informes o declaraciones maliciosamente falsas o incompletas con el objeto de obtener la inscripción o mantenerse en el Registro, la certificación de un contrato de investigación y desarrollo o de impetrar el beneficio tributario a que se refiere esta ley, según corresponda, serán sancionados con las penas que se establecen en el N°23 del inciso primero del artículo 97, del decreto ley N° 830, de 1974, sobre Código Tributario.


14.- Reemplázase el artículo primero transitorio por el siguiente:


"Artículo 1° transitorio.- Para los fines de acogerse al régimen de incentivos contemplado en la presente ley, los contribuyentes deberán presentar a CORFO las solicitudes de certificación de sus contratos y proyectos hasta el día 31 de diciembre de 2025. En consecuencia, los contratos y proyectos debidamente certificados por CORFO, darán derecho a los contribuyentes a hacer uso de los beneficios de esta ley, aun cuando estos beneficios se hagan efectivos con posterioridad al 31 de diciembre de 2025, con tal que la solicitud de certificación respectiva haya sido presentada hasta dicha fecha.".

15.- Reemplázase el artículo segundo transitorio por el siguiente:

"Artículo 2° transitorio.- Durante el segundo semestre del año 2018, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo encargará la realización de un estudio y evaluación de la presente ley en cuanto instrumento de fomento para la realización, por parte del sector privado, de actividades de investigación y desarrollo, y en cuanto instrumento de incentivo para potenciar el vínculo entre los centros de investigación y el referido sector privado. 

En el antedicho estudio deberá realizarse, a lo menos, un análisis acerca del efecto o impacto que la presente ley hubiere tenido en la creación de nuevos centros de investigación, y la calidad de los mismos, así como en la mejora de los centros de investigación ya existentes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, principalmente, en términos de infraestructura y de personal calificado para llevar a cabo las labores de investigación y desarrollo; su impacto en las empresas o contribuyentes involucrados, en términos de la incorporación de los resultados de la investigación y desarrollo a sus procesos, del gasto comprometido en investigación y desarrollo, del aumento en la competitividad de dichas empresas, de los incrementos de valor experimentados por ellas con ocasión de la investigación y desarrollo. El mencionado estudio deberá incluir además, de manera general y en términos agregados, la misma información a la que se refiere el artículo 27 de la presente ley. El estudio y evaluación antes referidos será de público conocimiento, debiendo ser publicado en forma electrónica o digital, por el referido ministerio, en el mes de junio del año 2019. Lo anterior es sin perjuicio de la evaluación que el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo realizará el segundo semestre del año 2015 acerca del uso de la presente ley por el sector privado. Dicha evaluación será de público conocimiento, debiendo ser publicada en forma electrónica, digital e impresa por el referido ministerio, en el mes de junio de 2016.".

Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial. Con todo, los contribuyentes que a dicha fecha tengan vigente uno o más contratos de investigación y desarrollo, debidamente certificados por CORFO, en virtud del cual estuvieren haciendo uso de los beneficios que contempla el artículo 5° de la ley N° 20.241, continuarán acogidos a dichos beneficios, en los mismos términos que señala el referido artículo, hasta el término del respectivo ejercicio. En lo sucesivo, estos contribuyentes podrán optar si se acogen a las modificaciones introducidas a la ley N° 20.241 por la presente ley, o continúan haciendo uso de los señalados beneficios tributarios en los términos consagrados en el régimen anterior. En cualquier caso, deberán informar de su decisión al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine.


Dentro del mismo plazo deberá dictarse el reglamento establecido en el artículo 16 incorporado a la ley N° 20.241, por esta ley, pudiéndose al efecto adecuar la reglamentación vigente".".
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 17 de agosto y 14 de septiembre de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Quintana Leal (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Alejandro Navarro Brain (Camilo Escalona Medina) e Ignacio Walker Prieto. 


Sala de la Comisión, a 27 de septiembre  de 2011.



(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart

                                            Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN LOS PROYECTOS DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE DESPENALIZAN LA INTERRUPCIÓN DEL EMBARAZO

(7373-07, 6522-11 Y 6591-11)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca de los proyectos de la suma, iniciado en mociones de los Honorables Senadores señores Rossi, Escalona y Girardi y los ex Senadores señora Matthei y señor Ominami.

A las sesiones en que se estudiaron estos proyectos asistieron, además de los integrantes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González y señores Ricardo Lagos Weber, Hosain Sabag Castillo y Patricio Walker Prieto y los Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Juan Luis Castro González y Marco Antonio Núñez Lozano. 

Además, concurrieron las siguientes personas:

Del Ministerio de Salud: el Abogado del Departamento Jurídico, señor Jaime González Kazazián y el señor Jorge Hübner Garretón. 
De la Universidad del Desarrollo: el doctor señor Jaime Burrows. 
De la Corporación Proyecto Esperanza: las señoras Patricia Gonnelle y Adriana Avendaño. 
Del Centro Regional de Derechos Humanos y Justicia de Género, Corporación Humanas: la Presidenta, señora Carolina Carrera Ferrer, y la abogada señora Camila Maturana Kesten. 
Del Observatorio de Género y Equidad: las señoras Natalia Flores González y Fabiola Gutiérrez González. 
De la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO): la señora Claudia Dides Castillo. 
Del Movimiento Ciudadano por la Interrupción Legal del Embarazo (MILES): la doctora Soledad Barría Iroumé y la señora Leslie Nichols. 
Del Centro de Medicina Reproductiva y Desarrollo Integral del Adolescente de la Universidad de Chile: el doctor Ramiro Molina.

Del Departamento de Medicina Familiar de la Universidad de Chile: el Doctor, señor Elard Koch. 
De la Unidad de Medicina Fetal de la Universidad de Chile: el doctor Mauro Parra Cordero. 
Del Colegio Médico de Chile A.G.: el Presidente del Departamento de Ética, doctor Julio Montt Momberg y el doctor Mauricio Besio Rollero. 
De la Sociedad Médica de Santiago: el doctor Ricardo Vacarezza Yávar. 
Del Instituto Libertad y Desarrollo: el abogado del Programa Legislativo, señor Daniel Montalva. 
De la Biblioteca del Congreso: la analista, señora Irina Aguayo Ormeño. 
De la Unidad de Seguimiento Político Legislativo del Instituto Nacional de Derechos Humanos: la señora Elvira Oyanguren Muñoz. 
Del Programa de Asesorías Legislativas de CIEPLAN: el abogado, señor Sebastián Pavlovic. 
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: la señora Carolina Salas Prussing y el analista, señor Pedro Pablo Rossi. 
La señora Karen Espíndola Hernández y el señor Mauricio Castro Pedrero.
Los asesores del H. Senador señor Francisco Chahuán, señora Marcela Aranda Arellano y señores Marcelo Sanhueza Mortara y Alfredo Cataldo Jiménez. La asesora del H. Senador señor Gonzalo Uriarte, señora Silvia Baeza Vallejo. La asesora del H. Senador señor Guido Girardi, señora Marcela Guerra Salfate.
- - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DE LAS MOCIONES

Boletín N° 6.522-11

Este proyecto, iniciado por una Moción del Honorable Senador señor Camilo Escalona Medina, tiene por finalidad establecer en nuestra legislación la posibilidad de interrupción terapéutica del embarazo, a fin de resolver la colisión entre los derechos del no nato y el peligro a la vida de la madre que el embarazo le pudiese ocasionar.


Consta de un artículo único, que reemplaza el artículo 119 del Código Sanitario, para permitir la interrupción del embarazo sólo con fines terapéuticos y si la intervención médica es documentada por dos médicos cirujanos.

El autor de la moción manifiesta que el derecho a la vida es el presupuesto esencial en que descansa la ética de los derechos humanos; que este derecho alcanza también al que se presume que nacerá; que el mismo es el antecedente que habilita el repudio penal de la interrupción injustificada del embarazo; que según la ciencia médica la vida humana comienza con el feto, y que los derechos de éste están suspendidos hasta su nacimiento.


Evoca a continuación la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Convención de Belem do Pará, para concluir que el respeto a la vida de la mujer, y a una vida libre de violencia, supone que ella no sea obligada a continuar con un embarazo que pone en peligro su propia vida. Este dilema, afirma la moción, no puede quedar entregado a decisiones de hecho adoptadas al margen del derecho.


Recuerda que la interrupción no punible del embarazo fue reconocida en Chile desde 1931, en el Código Sanitario, y que en 1989 la ley N° 18.826 la proscribió, sin mediar debate social y sin escuchar la opinión de los expertos.


Finalmente, concluye que el legislador debe hacerse cargo de regular la colisión entre el derecho a la vida de la madre y los derechos del no nato, cuando la vida de la primera está en peligro y cuando existe certeza de la inviabilidad del feto o de que éste ha muerto y su permanencia en el útero provocará la muerte de la madre.

Boletín N° 6.591-11

Al tenor de la moción que le da origen, del Honorable Senador señor Guido Girardi Lavín y del ex Senador señor Carlos Ominami Pascual, esta iniciativa de ley tiene por objetivo enfrentar la práctica abortiva en nuestro país, con la finalidad de dar una solución clínica y a la vez jurídica a las diversas situaciones o hipótesis que a este respecto es posible plantear objetivamente, fuera de todo sesgo valórico, emocional, político o filosófico. El proyecto propende a la consecución de las finalidades enunciadas arriba, a través de dos numerales. El primero reemplaza el artículo 119 del Código Sanitario y el segundo introduce modificaciones a los artículos 342, 344 y 345 del Código Penal.


En síntesis, se admite el aborto por razones terapéuticas –riesgo para la vida la madre–; eugenésicas –el feto presenta o presentará graves taras o malformaciones físicas o psíquicas–, y ético sociales –embarazo producto de una violación, siempre que se practique dentro de las primeras 12 semanas de gestación–.

Afirman los autores de esta moción que la legislación chilena está fuertemente imbuida y compenetrada por valores, principios y prejuicios filosóficos y religiosos del judeo cristianismo.


Declaran que es necesario dar una solución clínica y jurídica a la práctica abortiva dramática y soterrada que existe en nuestro país, independiente de todo sesgo valórico, emocional, político o filosófico.


Sostienen luego que, confrontada a las tendencias modernas de la dogmática penal y de la política criminal, la vigencia de un tipo penal como el de aborto, encuadrado, en el año 1874, en un Título del Código del denominado “Crímenes y delitos contra el orden de las familias, contra la moralidad pública y contra la integridad sexual”, no resiste más. El derecho penal es el modo extremo de solucionar conflictos sociales, cuando no existen otros medios para hacerlo o cuando los que hay han fallado. La evolución en esta materia muestra que las sanciones privativas de libertad, que deben ser excepcionales y reservarse para conductas que presenten un efectivo peligro para la convivencia social, van siendo paulatinamente reemplazadas por otras más acordes con la dignidad humana y que dan soluciones más eficaces a los problemas sociales. 


La legislación comparada ofrece gran variedad de soluciones al problema del aborto, que van desde su proscripción absoluta hasta su liberalización casi total. Los distintos sistemas que lo justifican exigen la concurrencia de ciertos supuestos o causales y que la interrupción del embarazo curra dentro de un plazo límite, contado desde la concepción. Dichos supuestos son el riesgo para la vida o la salud de la madre, la existencia de presunciones fundadas de que el feto desarrollará malformaciones incompatibles con la vida, el embarazo que es fruto de una violación o que la condición socio económica de la madre le impida sostener al hijo. El plazo máximo para efectuar el procedimiento médico fluctúa entre las doce y las veintidós semanas de gestación.


La moción, teniendo en cuenta la realidad jurídica y cultural chilena, propone despenalizar el aborto terapéutico, el eugenésico y el ético social, siempre que se practique dentro de las primeras doce semanas del embarazo, fecha límite a partir de la cual el producto de la concepción pasa a la condición de feto, que es el bien jurídico protegido por el delito de aborto.
Boletín N° 7.373-07

Esta moción, del Honorable Senador señor Fulvio Rossi Ciocca y de la ex Senadora señora Evelyn Matthei Fornet, se fundamenta en la protección del derecho de la mujer a decidir la interrupción de su embarazo en determinadas circunstancias que ponen en riesgo su vida, como son la existencia de patologías que se agravan, se descompensan o aparecen con el embarazo. Además, invoca las consecuencias familiares que conlleva la pérdida de la vida de la madre o el riesgo vital a que se vea expuesta durante el embarazo. Otro caso en que resultaría justificada la interrupción del embarazo es la inviabilidad fetal. 
Compuesta por dos artículos permanentes, la moción propone la modificación del artículo 119 del Código Sanitario y del artículo 345 del Código Penal. Es en este precepto donde se inserta la definición de las conductas que no serán consideradas aborto y los procedimientos para acreditar la concurrencia de los hechos que justifican la despenalización. Además, se penaliza a los médicos que no den cumplimiento a las exigencias legales o que otorguen certificaciones falsas.

- Al iniciar el estudio de esta última moción, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Uriarte, acordó estudiarla conjuntamente con las dos anteriores y proponer al Senado la fusión de los tres proyectos, de conformidad con lo que prescribe el artículo 17 A de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO




El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

· Artículo 119 del Código Sanitario, que prohíbe la ejecución de acciones cuyo fin sea provocar un aborto.

· Artículos 342, 344 y 345 del Código Penal, que tipifican el delito de aborto.

· Artículo 19 N° 1° de la Constitución Política de la República, que asegura a todas las personas el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica.

· Artículos 74 y 75 del Código Civil, sobre comienzo de la existencia legal de las personas y protección de la vida del que está por nacer.

· Artículo 4.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, denominada Pacto de San José de Costa Rica, adoptada por la Organización de los Estados Americanos en 1969, que reconoce el derecho de toda persona a que se respete su vida, a partir del momento de la concepción.

· Decreto N° 873, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1990 y publicado en 1991, promulgatorio de la Convención recién citada.

· Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer, llamada Convención de Belem Do Pará, adoptada por la Organización de los Estados Americanos en 1994.

· Decreto N° 1.640, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1998, promulgatorio de la referida Convención.

- - - - - - -

CONSTANCIAS

Las disposiciones del proyecto que propone la Comisión son propias de ley común. Ninguna de ellas afecta la organización ni las atribuciones del Poder Judicial.

- - - - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Para entrar en materia, la Comisión celebró un ciclo de sesiones de audiencias, al que se invitó y en el que se escuchó a personas y organizaciones vinculadas con los temas de los proyectos. A continuación se consignan en resumen las intervenciones de los concurrentes. Los documentos que entregaron los expositores se agregaron al expediente y quedan a disposición de los señores Senadores que los soliciten.
El doctor Ramiro Molina, del Centro de Medicina Reproductiva y Desarrollo Integral del Adolescente de la Universidad de Chile, manifestó que en lugar de la denominación “aborto terapéutico” prefiere la de “aborto por causa médica”, basándose en criterios de la Organización Mundial de la Salud (OMS). Mencionó que el término “terapéutico” es de difícil interpretación. 




En nuestro país, señaló, se registran egresos de mujeres de establecimientos médicos públicos y privados, por algún tipo de aborto, como ilustra el siguiente gráfico:
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Estos egresos por aborto, según la clasificación Internacional de Enfermedades y Muertes de la OMS (CIE 10), corresponden a los Rubros del O00 al O08 producidos entre 2001 y 2007. Así se puede distinguir:
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Destacó que las 3 primeras clasificaciones se refieren a intervenciones que están prohibidas de acuerdo a la legislación chilena. No obstante, se puede constatar que existe una cantidad no menor de mujeres egresadas por aborto con alguna de esas clasificaciones.




En los rubros 005 y 006, se incluyen las complicaciones del aborto provocado o clandestino. 




Asimismo, manifestó que en nuestro país el aborto no tiene relación con la mortalidad materna. Y agregó que la planificación familiar es insuficiente, ya que de cada diez mujeres con vida sexual activa, sólo 7 o 7,5 tienen acceso a la planificación familiar. Presentó el siguiente gráfico:
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El Honorable Senador señor Chahuán consultó si entre las políticas de planificación familiar está considerado el uso de preservativo o condón. Ello, pues la estadística presentada le parece muy centrada en la mujer, siendo que la planificación familiar es una responsabilidad de ambos integrantes de la pareja.

El Doctor Molina indicó que la utilización del condón ha aumentado exponencialmente en los últimos años y, especialmente entre los más jóvenes, se ha instaurado una cultura de higiene sexual y de utilización del preservativo. No obstante, señaló que hay  algunas dificultades en los recursos asignados a esta política de salud.



El Honorable Senador señor Rossi consultó si, de los datos existentes, es posible deducir el número de abortos clandestinos que se practican en Chile, ante lo que el doctor Molina respondió que es muy difícil obtener esa cifra.




En Chile existe un problema real con estos abortos por causa médica, que hasta el año 1989 estaban permitidos. Jurídicamente, como se señaló, están proscritos abortos tales como los abortos ectópicos o el aborto en el caso de la mola. Pero estos abortos son médicamente indispensables, lo que se refleja en que en la práctica ellos se llevan a cabo; hay una incongruencia entre lo que la ley dice y lo que ocurre día a día.




El Honorable Senador Chahuán manifestó su inquietud por el porcentaje de estas situaciones descritas que podrían evitarse por la lex artis médica.




El doctor Molina expresó que los embarazos ectópicos pueden prevenirse por determinados medios. No ocurre lo mismo con la Mola Hidatiforme que es imposible de prevenir, y tratándose de otros productos anormales de la concepción, como la detención del desarrollo del huevo, la pregunta se torna muy difícil de responder, hay que analizar caso a caso.




El tema del aborto, añadió, presenta múltiples complejidades. Los egresos por aborto, en definitiva, son aquellos que llegaron a un establecimiento médico por complicaciones. Actualmente existen muchos casos de aborto de los que no se toma conocimiento, como es el caso del provocado por la ingesta de misotrol.




El doctor Molina afirmó que la interrupción del embarazo por causa médica es aquella que se produce antes de la viabilidad fetal, con medios adecuados. El objetivo es prevenir la muerte de la mujer o tratar una enfermedad que afecta tanto al feto como a la madre o que hace inviable la vida embrionaria o fetal. En general, esta herramienta se aplica en todos los países, pues es una indicación gineco – obstétrica que se describe en todos los textos de medicina de la especialidad. Sólo existen ocho países en el mundo en los cuales la interrupción del embarazo, definida como aborto, es ilegal por cualquier causa y circunstancia, a saber: Chile, República Dominicana, El Salvador, Haití, Honduras, Surinam, Nicaragua y Malta. En el caso chileno, hasta 1989 el Código Sanitario prescribía: “Artículo 119°. Sólo con fines terapéuticos se podrá interrumpir un embarazo. Para proceder a esta intervención se requerirá la opinión documentada de dos médicos-cirujanos.”. Desde septiembre de ese año la Junta Militar lo reemplazó por el siguiente: “Artículo 119. No podrá ejecutarse ninguna acción cuyo fin sea provocar un aborto.”, norma vigente hasta hoy en nuestro país.




Entre los abortos por causa médica, señaló, se encuentran los “abortos indirectos”, esto es, aquellos casos en que el objetivo no es interrumpir el embarazo, pero la intervención médica que tiene una finalidad distinta (por ejemplo aplicar quimioterapia en una mujer embarazada), trae como consecuencia la muerte del embrión.




Distinguió varias situaciones:




- Aborto de causa médica en los límites de la viabilidad fetal, por ejemplo, ante una enfermedad metabólica materna gravemente descompensada y sin respuesta al tratamiento, con retardo severo del crecimiento fetal o el síndrome hipertensivo del embarazo, severo y sin respuesta al tratamiento;




- Aborto de causa médica en la no viabilidad materna ni fetal, como en el caso de un embarazo ectópico tubario complicado con rotura de la trompa y hemorragia aguda, y un embarazo ectópico cornual con riesgo de rotura uterina. 




- Aborto de causa médica en la no viabilidad fetal por causas genéticas y fallas en el desarrollo, como la anencefalia, encefalocele, y monstruosidades como cíclopes y aberraciones dobles.




El Honorable Senador señor Chahuán expresó que la mayor complejidad en esta materia se presenta en los últimos casos, en que no existe eventual peligro para la vida de la madre, pero hay un diagnóstico de malformación del feto. Consagrar la posibilidad de abortar en este tipo de casos se puede traducir en abrir la puerta al aborto eugenésico. Es difícil determinar donde se fija el límite. Por otra parte, el concepto de inviabilidad del feto puede tener una dosis de subjetividad.

El doctor Jaime Burrows, del Centro de Bioética de la Universidad del Desarrollo, señaló que son tres los tipos de las denominadas “causas médicas” para interrumpir un embarazo:




1.- Cuando el feto es viable, se tiene la alternativa de interrumpir el embarazo con el apoyo y los cuidados de una Unidad de Tratamiento Intensivo Perinatal, como en el caso de una enfermedad metabólica materna gravemente descompensada y sin respuesta al tratamiento, con retardo severo del crecimiento fetal o del síndrome hipertensivo del embarazo severo, sin respuesta al tratamiento;




2.- Cuando el embrión o feto no es viable y el caso clínico indica que la no interrupción significa la muerte de ambos, como en el caso de un embarazo ectópico tubario complicado con rotura de la trompa y hemorragia aguda, el de la mola hidatiforme o de una sepsis materna por rotura del huevo y choque materno, y




3.- Cuando el embrión o feto no es viable y la no interrupción no significa la muerte de ambos, como sería el caso de la anencefalia, el encefalocele o monstruosidades como cíclopes y monstruosidades dobles.




Mencionó que la Organización Mundial de la Salud define aborto como “cualquier interrupción del embarazo, ocurrida antes de la viabilidad fetal con medios adecuados; es decir, las 22 semanas de gestación y/o los 500 grs. de peso fetal”. El doctor Burrows puso de relieve que se trata de un término amplio, que incluye tanto los abortos espontáneos como los inducidos o provocados.




En cuanto a la tasa de mortalidad materna asociada a aborto en Chile, ella oscila entre 0,8 y 1,6 por cada 100.000 nacidos vivos, esto es, 2 a 4 muertes por aborto al año, cifra en su parecer más bien baja. Además, estimó necesario tener en consideración que la disminución de los índices antes indicados tuvo una fuerte aceleración a partir de la implementación de los programas de planificación familiar, lo que no se vio afectado una vez producida la modificación legal que en el año 1989 prohibió la ejecución de cualquier acción que tuviese como finalidad provocar un aborto.

Las principales causas de mortalidad materna se indican en el cuadro siguiente:
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A continuación expresó que en Chile actualmente se producen abortos. Presentó el siguiente gráfico en relación a los egresos por abortos en nuestro país:

	Embarazo que termina en aborto 
(O00-O08)
	 Número
	 %
	Abortos causas de Salud
	Promedio anual
Del total

	O00 Embarazo Ectópico
	21.042
	 8,9
	21.042
	 3.507

	O001 Mola Hidatiforme
	 1.606
	 0,7
	 1.606
	 268

	O002 Otros productos anormales de la Concepción
	71.967
	30,6
	71.967
	11.995

	O003 Aborto Espontáneo
	31.595
	13,4
	
	 5.266

	O004 Aborto Médico
	0
	0
	
	 0

	O005 Otro Aborto
	33.296
	14,2
	
	 5.549

	O006 Aborto No especificado
	74.091
	31,6
	
	12.349

	O007 Intento fallido de aborto
	 305
	 0,1
	
	 51

	O008 Complicaciones a consecuencias del aborto, Embarazo ectópico o Molar
	 1.251


	 0,5
	 1.251
	 209

	TOTAL O00-O008
	235.153
	100,0
	95.866 (40,8%)
	39.192





Se refirió enseguida a ciertos aspectos jurídicos. La Constitución, en su artículo 19, número 1°, protege la vida del que está por nacer. En concordancia con lo anterior, el artículo 119 del Código Sanitario establece que no podrá ejecutarse ninguna acción cuyo fin sea provocar un aborto; en este punto hay que recordar que hasta el año 1989, esta norma permitía el denominado “aborto terapéutico”. El Código Penal, en los artículos 342 y siguientes, sanciona tanto a quien maliciosamente causare un aborto como a la mujer que causare su aborto o consintiere que otra persona se lo cause. Del análisis de esta normativa, en opinión del doctor Burrows no resulta claro que al día de hoy en nuestro país sea punible el aborto causado como una consecuencia de salvar o intentar salvar la vida de la madre, por ejemplo, sometiéndola a un tratamiento; no hay que olvidar que el Código Penal exige que la conducta sea ejecutada “maliciosamente”, y, por otra parte, el artículo 10 del mismo cuerpo legal establece que está exento de responsabilidad penal, entre otros, el que obra para evitar un mal grave para su persona o derecho o los de un tercero, siempre que concurran determinadas circunstancias. Reiteró que no es tan claro que sea punible la interrupción de un embarazo por razones de fuerza mayor.


Advirtió también sobre los reparos que, a su juicio, merecen los proyectos de ley presentados, por cuanto no tienden a clarificar o a definir qué debe entenderse por aborto para los efectos de su reglamentación. A este respecto, señaló que las únicas aproximaciones con las que se cuenta hasta el momento son las de la Organización Mundial de la Salud, que ha definido el aborto como “cualquier interrupción del embarazo, ocurrida antes de la viabilidad fetal con medios adecuados, es decir, las 22 semanas de gestación y/o los 500 gramos de peso fetal”; por su parte, la Corte Suprema de Justicia estableció, en un fallo de 1955, que se entiende por aborto “toda maniobra destinada a interrumpir el embarazo, impidiendo que él llegue a su término natural, cual es el nacimiento del producto de la concepción”. 




En su entender, la gran pregunta que debe formularse es si resulta éticamente aceptable la interrupción del embarazo por “causa médica”. Desde el punto de vista de la ética médica (Declaración de Oslo de la Asociación Médica Mundial sobre el aborto terapéutico, de 1970) es aceptado como principio el respeto a la vida humana desde su comienzo, y una eventual interrupción del embarazo se debe justificar en la proporcionalidad de las consecuencias de dicha interrupción, afirmó. Una interrupción que inequívocamente conduce a la muerte del feto o embrión se justifica sólo frente a un riesgo vital para la madre, cuando el caso clínico indica que la no interrupción significa una muerte de ambos. En casos en que no existe riesgo vital de la madre es muy difícil establecer los límites que definan qué es proporcional provocar en el feto, en relación con la salud de la madre. Estimó necesario que los centros asistenciales cuenten con comités ético-asistenciales que ayuden a orientar la mejor decisión, respetando el interés del embrión o feto y de la madre, y que se designe a los integrantes de la Comisión Nacional de Bioética. Hizo presente que el proyecto sobre derechos y deberes de los pacientes, Boletín N° 4.398-11
, contemplaba una norma en este sentido, que no quedó en el texto definitivo. 




El Honorable Senador señor Chahuán consultó al doctor Burrows si en su opinión, con las modificaciones propuestas, en aquellas hipótesis en que se dan condiciones de viabilidad del feto, se abre la puerta al aborto eugenésico y cuál es su posición respecto a ese tipo de abortos.




El Honorable Senador señor Rossi solicitó al doctor Burrows un pronunciamiento en relación a aspectos que sustentan y fundamentan el proyecto. Hizo presente que se trata de tres proyectos de ley que abordan no sólo el aborto indirecto, sino otras hipótesis que deben ser consideradas. En primer término, de acuerdo a los datos que la Comisión ha podido conocer, en Chile anualmente hay aproximadamente tres mil quinientos embarazos ectópicos que son interrumpidos, se trata de un feto con latidos fetales y los médicos no dudan en poner término a esa gestación; cabe preguntarse qué diferencia tanto a ese feto, con latidos, de aquél anencéfalo respecto del cual no se puede interrumpir el embarazo, y lo mismo acontece en otros casos como la mola. No obstante, de acuerdo a nuestra normativa, se trata de actos ilegales y punibles. Estos antecedentes indican que es imperioso legislar sobre la materia.




En segundo lugar, hay que distinguir diversos grupos. Hay aproximadamente 800 casos al año en que el embarazo es precisamente la causa de la enfermedad de la madre y, por tanto, hay que interrumpirlo; un segundo grupo, aproximadamente dos mil al año, lo constituyen aquellos fetos inviables y, como tercera categoría, están los fetos con malformaciones o discapacidades severas, como el caso del que dará testimonio la señora Karen Espíndola, invitada a participar en este análisis, discusión profunda que lleva a preguntarse sobre qué clase de vida se va a ofrecer al niño o niña en gestación.




El doctor Burrows afirmó que no le corresponde dar una opinión respecto si compete o no al Congreso Nacional legislar sobre este tema, los parlamentarios son quienes tienen una mayor capacidad para captar la necesidad de la sociedad en ese sentido. Pero es necesario puntualizar ciertas cosas, ya que no existe una real simetría entre lo que ocurre actualmente en la práctica de los hospitales y lo que se está legislando, del mismo modo en que no hay correspondencia entre la ley vigente y los abortos por causas médicas que se llevan a cabo. Es posible que al modificar la ley, autorizar el aborto terapéutico y establecer causales, la aplicación que se haga en la realidad vaya mucho más allá de lo que se pretende. Asimismo, es bastante cuestionable si los gineco-obstetras realmente necesitan esta legislación para poder hacer su trabajo, pues en su mayoría manifiestan que nunca han tenido problemas en interrumpir un embarazo por causas médicas.




En el proyecto de ley sobre derechos y deberes de los pacientes, si bien no prosperó la norma relativa a estos casos, sí se contemplan los comités ético-asistenciales, que se pueden hacer cargo de este tema.




En relación al aborto eugenésico, indicó que es el que se orienta a eliminar al feto que se considera no viable, bien sea en términos de vida, porque no va a sobrevivir fuera del útero materno, o en términos de su participación en la sociedad, de la calidad de vida que se espera que tenga. Recalcó que más allá de cómo se denomine, lo relevante es establecer cuando se considera legítimo poner término a un embarazo y cuando esa interrupción del embarazo puede acarrear la muerte del feto, pues en ciertos casos durante el tercer trimestre se interrumpe el embarazo pero se logra salvar al feto.

Doña Carolina Carrera, Presidenta, del Centro Regional de Derechos Humanos y Justicia de Género – Corporación Humanas, manifestó que como Corporación valoran el inicio el debate legislativo en un tema tan importante y que por años se ha evitado. Consideró que es un tema eminentemente político, que tiene que ver con la salud física pero también psíquica de las mujeres y que preocupa a la comunidad internacional. En una democracia existe pluralidad de visiones y todas deben ser escuchadas.




Señaló que su exposición se fundará en los estándares de los derechos humanos y los estándares internacionales, pero antes se hará cargo de una pregunta formulada por un participante en el debate, referida a quién tiene el poder de definir sobre la vida. En su parecer, la pregunta hay que formulársela a los legisladores, que tienen un mandato de promoción, defensa y respeto de los derechos humanos y este tema se vincula a los derechos humanos de las mujeres, a su salud física y psíquica, y a un derecho básico, como es el derecho al propio cuerpo. Las mujeres, a diferencia de los hombres, tienen un cuerpo tutelado. Sin el derecho básico al cuerpo es muy difícil hacer uso de otros derechos.




Agregó que revisando las últimas encuestas realizadas a mujeres, se observa un alto apoyo a tres causales de aborto: el terapéutico, el eugenésico y el aborto en caso de violación. No se trata de cuantas mujeres mueren por esta causa, sino de la salud síquica de las mujeres y no sólo de la salud física, que es donde se centran habitualmente los análisis.




Intervino luego la señora Camila Maturana, abogada coordinadora del “Observatorio Parlamentario” que edita la Corporación Humanas, quien felicitó a la Comisión y le agradeció haber abierto debate sobre este tema postergado por años en el país. Se trata de una discusión sumamente compleja, en que se entrecruzan dimensiones vitales y de gran significación para las personas y las sociedades, como la sexualidad, la reproducción, la autonomía y los derechos de las mujeres, la vida, la salud y la muerte, entre otras. 


El modo como las distintas sociedades, a través de sus leyes y políticas públicas, enfrentan el aborto es particularmente revelador del reconocimiento o no de las mujeres como ciudadanas, sujetos de derechos y la posición que ocupan en la estructura social. En casi 60 países, que representan el 40% de la población mundial, se respeta y garantiza de modo absoluto el derecho de las mujeres a decidir la interrupción del embarazo durante el primer trimestre, mayoritariamente dentro de las primeras 12 semanas de gestación, aunque algunos países lo restringen a las primeras 8 y en otros se permite hasta la semana 24. En tanto, en el resto del mundo se permite el aborto por diversas razones que dicen relación con la protección de la vida o la salud física y sicológica de las mujeres, en caso de violación o incesto, de malformaciones fetales e incluso por razones socioeconómicas. Por el contrario, sólo en Chile, República Dominicana, Nicaragua, El Salvador y Honduras en la región, además de Malta y el Vaticano, se penaliza el aborto en toda circunstancia, incluso cuando se trata de proteger la vida y la salud de la mujer embarazada, violando gravemente un conjunto de derechos humanos reconocidos por la Constitución y los tratados internacionales.




En Chile se permitía el aborto terapéutico hasta 1989. Sin embargo, por más de dos décadas las autoridades se han resistido a debatir para devolver a las mujeres chilenas un derecho que tenían incluso con anterioridad al derecho a voto. Impedir a las mujeres interrumpir un embarazo que arriesga su vida o su salud sólo es propio de sociedades en que no se les reconocen sus derechos más elementales. De ahí la importancia de que la Comisión de Salud del Senado haya dado inicio a esta discusión legislativa, afirmó.




Comentó que miles de mujeres, por múltiples, complejas y variadas razones, se ven enfrentadas a la necesidad de interrumpir un embarazo que no pueden llevar a término. No se trata de una decisión trivial en absoluto. Sin embargo, muchas de ellas viven en países como el nuestro, donde el aborto está prohibido o no existen servicio públicos gratuitos para su realización en forma segura, por lo que el aborto se practica en la clandestinidad. Se torna su práctica ilegal y, consecuentemente, clandestina e insegura, transformando al aborto en un problema de salud pública, de justicia social, de derechos humanos y de democracia. Agregó que en ningún país del mundo se ha logrado reducir la práctica del aborto mediante leyes punitivas.




En Chile se ha estimado que se realizan más de 100 mil abortos inducidos al año. Además se produce en ocasiones la muerte de la mujer o graves complicaciones que dañan su salud y generan un alto costo para los servicios de salud públicos. Todo esto hace del aborto un grave problema de salud pública. Además, constituye un problema de justicia social, ya que las posibilidades de recibir servicios de aborto de buena calidad y realizados por personal calificado para ello, depende de los recursos económicos de que disponga la mujer. Agregó que son las mujeres más pobres las más expuestas al riesgo de enfermar o morir a causa de complicaciones de un aborto clandestino y, si las tienen, deben concurrir a un servicio público de salud con la posibilidad de ser denunciadas.

La penalización de todo aborto pone en cuestión la calidad de la democracia. Este tipo de leyes es inaceptable en una sociedad democrática, signataria de instrumentos internacionales que protegen los derechos humanos. En un estado democrático de derecho las leyes y las políticas públicas se orientan al reconocimiento, protección, garantía y promoción de los derechos de las personas, en conformidad a las obligaciones internacionales, pero en Chile los derechos humanos de las mujeres no han llegado a ser reconocidos plenamente, al estar penalizada toda clase de aborto. Enfrentar este problema es una responsabilidad ineludible para las autoridades.




Estimó aún más inaceptable la falta de debate social al respecto. Pese a que diversos estudios de opinión dan cuenta de un significativo respaldo ciudadano a la necesidad de modificar la legislación vigente, hasta ahora las autoridades gubernamentales y los parlamentarios, en su inmensa mayoría, desatienden y se desentienden de dicha necesidad, profundizándose la brecha entre representantes y representados. Este debate no ha podido tener lugar en el país pues han prevalecido ciertas posiciones ideológicas, filosóficas, morales e incluso religiosas, que procuran imponer al conjunto de la sociedad una particular creencia sobre el inicio de la vida humana y de la calidad de persona de un óvulo fecundado. Es una creencia legítima en una sociedad democrática, como también lo son otras. Sin embargo, definir cuándo comienza la vida humana propiamente tal es materia de amplios debates científicos, filosóficos, morales y religiosos y de ningún modo es un asunto pacífico o zanjado. Ni la ciencia ha podido responder esta pregunta. A la legislación no le corresponde dar la respuesta, pues el rol del derecho en un Estado democrático es diverso.




Desde 1925 nuestro país, como todo Estado Moderno, es un Estado laico. Pero es también propio de un Estado Moderno la separación entre derecho y moral, cuestión que en materia de aborto está lejos de cumplirse en Chile. El reproche moral a determinados comportamientos no justifica por si solo la consecuente prohibición de éstos a nivel normativo. El derecho no constituye una herramienta coercitiva para la observancia de ciertos preceptos morales, ni siquiera de aquellos derivados de concepciones morales mayoritarias. Su función es resguardar la convivencia social y el respeto a los derechos de las personas, sin otras limitaciones a la autonomía individual que las derivadas de la necesidad de proteger la libertad y los derechos de los otros. Ni aun tratándose de concepciones morales mayoritarias compete a la legislación valorarlas y priorizarlas por sobre otras, menos aún pretender proscribir determinadas conductas recurriendo para ello a la sanción penal. En Chile, continuó, la criminalización absoluta del aborto, incluso cuando la vida o la salud de la mujer embarazada se encuentran en riesgo, cuando el embarazo es producto de una violación o es inviable, evidencia la insuficiente separación entre derecho y moral, característica más bien de estados totalitarios y completamente impropia de estados democráticos. Por lo demás, el sesgo ideológico de la legislación importa un conjunto de gravísimas violaciones a los derechos humanos de las mujeres y evidencia que, pese a los avances internacionales en el reconocimiento de las mujeres como sujetos de derechos, todavía en nuestro país esto está pendiente. Por eso la penalización del aborto constituye un problema de derechos humanos.




Hizo presente que la Constitución Política de la República y numerosos tratados internacionales sobre derechos humanos consagran un amplio espectro de derechos y libertades que los Estados se encuentran obligados a respetar, garantizar, proteger y promover. Se trata de atributos inherentes a la persona humana que corresponden a todas las personas por el sólo hecho de ser tales y que se sustentan en los principios de la dignidad humana, la igualdad y no discriminación, la libertad y la justicia. 


En conformidad al derecho internacional y tal como lo consagra la Constitución y la legislación nacionales, son sujetos de derechos y titulares de derechos humanos las personas, es decir, individuos de la especie humana nacidos. Citó una serie de normas constitucionales y legales en ese sentido. Destacó que se reconoce “El derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona” y en una norma distinta se reitera la protección de carácter legal que el ordenamiento jurídico confiere al “que está por nacer”, que desde ningún punto de vista puede ser equiparado a una persona.




Entre los derechos humanos que la Constitución y tratados internacionales reconocen a todas las personas sin discriminación y que por mandato constitucional es obligación de los órganos del Estado “respetar y promover”, destacan el derecho a la vida; el derecho a la integridad personal, física y síquica; el derecho a no ser sometido a torturas ni a otras penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes; el derecho a la igual protección de la ley; el derecho a la autonomía personal; a la libertad y seguridad personales; el derecho de toda mujer a una vida libre de violencia; la libertad de pensamiento, conciencia y religión; el derecho a la intimidad y la vida privada; el derecho a la salud física y síquica; el derecho a la seguridad social; el derecho a elegir el número y espaciamiento de los hijos y a contar con la información y los medios para ello, y el derecho a gozar de los progresos científicos, entre otros. 


Debatir sobre aborto desde la perspectiva de los derechos humanos importa revisar de qué manera el Estado, a través de los distintos órganos en los que se estructura el poder político, da cumplimiento o no a sus obligaciones de respetar, garantizar, proteger y promover los derechos humanos de las mujeres. Es necesario atender lo que disponen los organismos internacionales encomendados por los Estados para la vigilancia de los derechos humanos. Esos organismos han advertido los problemas de derechos humanos que se derivan de la penalización del aborto, particularmente del aborto terapéutico y en caso de violación, y los problemas que genera la clandestinidad producto de la ilegalidad.




Destacó que el Comité de Derechos Humanos que vigila el cumplimiento del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en la Observación General Nº 28 del año 2000, sobre igualdad de derechos entre hombres y mujeres, ha alertado sobre la importancia de prevenir los embarazos no deseados y las graves consecuencias que derivan de la clandestinidad en que se realizan los abortos ilegales, en particular por el peligro que importa para el derecho a la vida de las mujeres. También ha puesto de relieve la importancia de garantizar el acceso al aborto en condiciones de seguridad, cuando el embarazo es producto de una violación, a fin de resguardar el derecho a no ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Y ha cuestionado las normas que obligan a médicos y prestadores de salud a denunciar a las mujeres que se someten a abortos, por su carácter violatorio del derecho a no sufrir injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada.




Se refirió también a otras recomendaciones de comités de organismos internacionales, como el Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer y el Comité de los Derechos del Niño, que ponen énfasis en la prevención de embarazos no deseados; ellas están desarrolladas en la minuta que acompañó, la que se agregó al expediente y quedó a disposición de los señores Senadores.




La violación de los derechos humanos de las mujeres chilenas por la penalización del aborto no es indiferente para la comunidad internacional, afirmó la señora Maturana. Diversos organismos internacionales han manifestado al Estado de Chile, en varias oportunidades y en forma reiterada, la necesidad de modificar la legislación punitiva, para permitir diversas causales de aborto, tales como riesgo para la vida o la salud de las mujeres, incluyendo la salud mental, así como frente a embarazos producto de violación o incesto.




Por último, se refirió a los proyectos sobre la materia que se han presentado tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados. Se trata de mociones que se orientan a permitir la interrupción del embarazo por razones vinculadas a riesgos para la vida y la salud de las mujeres, inviabilidad fetal y violación, los que consideró que van en la línea correcta, pues buscan proteger y garantizar, al menos en parte, los derechos humanos de las mujeres, reconocidos por la Constitución Política de la República y los tratados internacionales.




El Congreso no puede seguir retrasando esta discusión, afirmó. Para el cumplimiento pleno de las obligaciones que pesan sobre el Estado de Chile en conformidad a lo señalado por los organismos internacionales, no sólo importa despenalizar estas hipótesis de aborto, sino además regular adecuadamente condiciones que permitan a las mujeres que se encuentren en tales circunstancias acceder efectivamente, en forma expedita y oportuna, a las prestaciones de salud para la interrupción del embarazo que la legislación llegue a consagrar. Esto ha sido señalado expresamente por la jurisprudencia del sistema internacional e interamericano de protección de los derechos humanos, además de la Corte Europea de Derechos Humanos que si bien no es vinculante para nuestro país es un referente importante, concluyó.




La discusión de estos proyectos es impostergable, reiteró. Chile debe modificar su legislación restrictiva sobre aborto, condenada por la comunidad internacional por su carácter gravemente violatorio de los derechos de las mujeres.




El Honorable Senador señor Rossi consultó respecto de las convenciones internacionales a las que se ha hecho mención, suscritas por Chile y que habrían sido vulneradas por nuestra legislación.




La señora Camila Maturana mencionó la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, la Convención Internacional y la Convención Interamericana contra la Tortura y la Convención para la Prevención, Eliminación y Erradicación de las formas de violencia contra las mujeres. Todas ellas están vigentes en Chile, reconocen los derechos que ha señalado la expositora y establecen mecanismos para vigilar el cumplimiento de los tratados. Y los organismos que vigilan el cumplimiento de los tratados internacionales le han señalado al Estado de Chile, a partir del año 1999, la necesidad de modificar su ley punitiva, porque cuando se penaliza incluso el aborto terapéutico o cuando el embarazo es producto de una violación, se están vulnerando los derechos de las mujeres. 


Puntualizó que la comunidad internacional entiende que cuando una mujer es obligada a llevar adelante una gestación producto de una violación o que es inviable, bajo la amenaza de una sanción penal, se trata de un embarazo forzado. La obligación de denunciarla que existe en caso que ella opte por un aborto viola su privacidad.


El Honorable Diputado señor Accorsi destacó que el tema más relevante en esta materia es la discriminación, pues las mujeres que poseen más recursos tienen formas de provocar el aborto, con la ayuda de un facultativo. Recordó que Chile, durante más de cincuenta años contempló en el Código Sanitario el aborto terapéutico y no aconteció ninguna calamidad ni se hizo mal uso de la norma, se otorgaba la atención requerida a la mujer que lo necesitaba. La supresión del aborto terapéutico en Chile se debió a la posición religiosa de una sola persona, durante el régimen militar. Afirmó que el Congreso Nacional tiene el deber de reponer el aborto terapéutico en Chile, antes de entrar en una discusión más de fondo y mayor sobre otros tipos de aborto.


La representante de la Corporación Proyecto Esperanza, señora Patricia Gonelle, comenzó su presentación citando a la ex Senadora señora Evelyn Matthei, autora de uno de los proyectos en discusión, quien afirmó: “No tiene ningún sentido continuar con un embarazo así, porque es un sufrimiento innecesario“. Coincidió en que es deber de todos acoger el dolor de otro, pero esta sola frase permite adentrarse plenamente en temas esenciales y trascendentales del ser humano




Refiriéndose específicamente al proyecto del Boletín N° 7373-07, formuló en primer lugar ciertas objeciones de carácter más bien formal. Calificó el texto de la moción de confuso; se proponen dos artículos, el primero de los cuales incluye el aborto terapéutico y el aborto por inviabilidad fetal; no se fija plazo en cuanto al tiempo máximo de gestación dentro del cual se podría interrumpir un embarazo, de lo que se sigue que el aborto se podrá realizar hasta los 9 meses; no se informa de los métodos abortivos que se podrán usar, para darlos a conocer a la madre involucrada, y la iniciativa no se hace cargo del problema de los niños sobrevivientes al aborto.




Es necesario especificar qué especialidad tendrán que tener los médicos encargados de otorgar los certificados y quién estará facultado para elegirlos. Por otra parte, el proyecto requiere que se otorguen certificados médicos inequívocos, lo que resulta muy difícil de cumplir, pues la ciencia abunda en ejemplos que demuestran que ningún diagnóstico puede ser inequívoco y que los médicos no son omniscientes. Ello no se subsana con la pena impuesta en caso de que un facultativo emita un certificado falso.




Solicitó también que este proyecto pase a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en virtud de que el número 1° del artículo 19 de la Constitución Política de la República protege siempre la vida del que está por nacer y no sólo en algunas circunstancias.




Abordó a continuación los temas de fondo que involucra el proyecto. El derecho a la vida, afirmó, es el primer derecho humano, por lo que abortar, independientemente de las circunstancias en que ello se realice, siempre será un crimen. El nivel de desarrollo de una sociedad se puede medir por su capacidad de hacerse cargo de los más débiles, de los más pobres y desafortunados, donde se respeta a cada uno, sin dañar a otro. No hay mejor expresión de solidaridad y de subsidiariedad que la que el Estado puede prestar a los minusválidos. Es preciso desarrollar políticas que ayuden a la superación del dolor. En definitiva, no corresponde optar por la alternativa más fácil, que es eliminar el “problema”, sino que ayudar a resolverlo y no dejar en el desamparo a niños con graves complicaciones de salud, como ocurrió con el hijo de la señora Karen Espíndola. 




En cuanto a la viabilidad fetal, es un tema discutible; hoy en día la medicina puede hacer que se prolongue la vida. Dar muerte anticipadamente para evitar el dolor es, en su opinión, una forma de eutanasia. La inviabilidad fetal en otros tiempos se llamó “eugenesia”, y hemos llegado tan lejos que en algunos de los llamados países desarrollados se abortan los niños con síndrome de Down.




El mal llamado “aborto terapéutico” no existe, afirmó. Más aún, nuestra legislación vigente antes de la reforma del Código Sanitario dio lugar a que en 1973, en los últimos seis meses del gobierno del Presidente Salvador Allende, se realizaran 3.000 abortos “terapéuticos” en el Hospital Barros Luco.




Lo relacionado con el aborto siempre tiene que ver con la ética y la discusión se debe dar también en ese plano. Se esgrime como argumento el derecho a decidir de la mujer y el derecho a ser madre: una mujer no es siempre madre y tampoco siempre es madre biológica. El hijo no le pertenece, lo que ha quedado patente con la fecundación in vitro, en que el óvulo es fecundado y puede estar casi 24 horas fuera del vientre materno. Un hijo es una persona y en cualquier etapa de su desarrollo puede ocurrir algo que trastorne nuestras vidas y no por eso lo vamos a considerar inviable. No sólo se tienen que considerar los derechos de la mujer, sino que se debe hablar también de los derechos del niño consagrados a nivel internacional, en la Convención sobre los Derechos del Niño, artículos 1° y 6°, y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 6°.




Concluyó señalando que un 70% del pueblo chileno se ha manifestado claramente en contra del aborto, a pesar de lo cual se tiende a justificar y a considerar necesario legislar sobre el mal llamado aborto terapéutico. Si hubiera real conocimiento del asunto y un apoyo eficaz en lo profesional y económico de parte del Estado, un proyecto de esta índole no estaría en discusión. Ninguna madre, incluso en circunstancias de inviabilidad fetal, quiere en el fondo de su corazón abortar a su hijo, aun cuando racionalmente se le llame a hacerlo.

Entregó también su testimonio Doña Karen Espíndola, quien manifestó que a su hijo Osvaldo, a las 12 semanas de gestación, le diagnosticaron una holoprosencefalia semilobar, razón por la que solicitó una interrupción del embarazo, llegando incluso a la Cámara de Diputados, invitada por el entonces Diputado señor Marco Enríquez-Ominami, a exponer su testimonio y rogar por una solución. Su hijo falleció el pasado 25 de julio, sufrió mucho, tenía múltiples enfermedades secundarias, como tetraplejia espástica, epilepsia en grado 2, microcefalia, hipotiroidismo, subdesarrollo de la garganta, insuficiencia renal, desnutrición, alteración de la deglución, retraso mental severo, además de la gastrostomía que se le debió practicar para alimentarlo. Tomaba 15 pastillas al día para poder vivir sin dolor y aun así no se lograba ese objetivo.

Solicitó públicamente que se le permitiera la práctica de un aborto en razón de la lamentable y gravísima enfermedad que afectaba a su hijo, y que le causaría enorme dolor y sufrimiento a lo largo de su vida. No obstante, el Estado chileno se lo impidió, y no le respetó su derecho a decidir en forma libre y consciente frente a una situación tan extrema.




Agregó que sigue creyendo que el Estado chileno vulneró sus derechos al impedirle interrumpir su embarazo y recalcó que lo dice principalmente en atención al sufrimiento que tuvo que soportar su hijo diariamente, el que se vio agravado por el maltrato recibido por parte del sistema de salud pública y por el estado de desamparo en que su familia se encontraba y en el que actualmente se encuentra. Quienes son padres, manifestó, podrán empatizar con ella y saber cuánto duele ver sufrir a un hijo sin no poder hacer nada por aliviarlo.




Solicitó llevar adelante este debate porque la sociedad chilena es una sociedad madura, capaz de reflexionar y discutir sobre el aborto y las causales que lo pueden justificar. Son precisamente los legisladores integrantes de la Comisión de Salud quienes deben levantar la voz.




En esta línea, continuó, no se puede dejar de mencionar que el Ministro de Salud, señor Jaime Mañalich, en un programa de televisión fue consultado por el caso de la expositora y, evidenciando un desconocimiento abrumador, que bordeó en el mal gusto, hizo una analogía entre lo acontecido en su caso y el exterminio racial, juicio absurdo e impresentable en boca de tan alta autoridad.


También consideró pertinente señalar que, como lo ha expresado públicamente, su opción no se fundamentó en un rechazo o repudio a estos niños, ni mucho menos en la selección racial, sino que, por el contrario, se funda en la intención de evitar sufrimientos innecesarios a niños cuyas malformaciones les causan dolor y les impiden tener un proyecto de vida. Es una opción de amor.




En suma, concluyó que para debatir este complejo tema se deben dejar fuera los argumentos religiosos para imponer conductas en un Estado laico. Más aún, cuestionó la validez de que estos niños sin defensa sean considerados como instrumentos de Dios o de quien sea para que otros aprendan alguna lección. Verlos como un instrumento para un fin le parece irracional e incluso inhumano.




Expresó que todas las organizaciones que la apoyaron el año 2008, cuando solicitó el aborto terapéutico, continuaron asistiéndola después. Paradójicamente, las organizaciones y los parlamentarios pro vida nunca estuvieron presentes ni le prestaron ninguna clase de ayuda.




En su parecer, es un infanticidio más traer al mundo a un niño con una malformación cerebral severa, sabiendo que él y su familia van a sufrir y que ésta será afectada física, sicológica y económicamente. Eso es lo que le impuso el Estado, declaró. Ver sufrir a su hijo fue horrible y por eso continúa siendo partidaria del aborto terapéutico.




El señor Mauricio Castro, pareja de la señora Espíndola, consideró que enfrentar este tema como una colisión de derechos es dar un estatus jurídico al embrión, lo que sin duda es una postura moral y hay distintas posiciones al respecto, que un Estado democrático debe respetar. 


Su hijo no tenía conciencia de sí mismo, no podía desenvolverse como un agente moral. Hay quienes dicen que quieren defender vidas inocentes, pero en el caso de estas malformaciones cerebrales graves esos niños no logran nunca tener conciencia de sí mismos, intereses propios, y por tanto todo ese sufrimiento seguramente no va a tener ningún sentido para él, no tiene intereses, voluntad propia, no puede ejercer sus derechos. Es verdad que el derecho a la vida es el derecho más importante, en el sentido de que sin ella no se puede ejercer los restantes derechos, pero en el caso de su hijo Osvaldo no fue así, pues simplemente no tenía una vida que vivir.




El Honorable Senador Chahuán valoró el testimonio de la señora Espíndola. Manifestó haber estado con su hijo y haber sido testigo de la indefensión en que se encontraba la familia, lo que dice relación con un Estado que no ha sido capaz de dar a estos niños condiciones de vida digna. Adicionalmente, la madre tuvo problemas con la aprobación de las licencias médicas y finalmente tuvo que renunciar a su trabajo; tampoco pudo ser asignataria de una pensión asistencial y tuvo dificultades para conseguir horas para operar al niño. Y el Ministro de Salud no ha respondido los oficios que se le enviaron exponiendo la situación. 


El Doctor Elard Koch, Director de Investigación del Departamento de Medicina Familiar de la Universidad de Chile, señaló, ante los argumentos planteados en los proyectos de ley como justificación de la necesidad de establecer en nuestra legislación el aborto terapéutico, que la evidencia empírica ha demostrado que el riesgo de muerte de la madre por aborto se ha reducido de tal forma en nuestro país que hoy alcanza a una de cada 2.000.000 de mujeres en edad fértil y no se debe al aborto clandestino, sino a complicaciones como abortos espontáneos o embarazos ectópicos. 


En los años siguientes a la entrada en vigencia de la ley de aborto terapéutico en nuestro país, en 1931, se produjo un importante aumento en la tasa de mortalidad materna (980 muertes por 100.000 nacidos vivos), debido principalmente a la ocurrencia de sepsis y hemorragias a causa de complicaciones en los procedimientos médicos. No obstante, a partir del año 1937, con la dictación de la “Ley Madre-Niño”, impulsada por el Doctor Eduardo Cruz-Coke, que tenía como objetivo efectuar controles prenatales periódicos a las madres y asegurar su adecuada alimentación, se produjo una constante reducción de la mortalidad materna en Chile, hasta 1957. Presentó el siguiente gráfico a fin de confirmar lo expuesto:
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Dicha situación se mantuvo en los años siguientes, produciéndose una baja sostenida hasta el año 2007, sin que la prohibición total de aborto dictada en el año 1989 incidiera en la tendencia, tal como se muestra en el siguiente gráfico:
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Advirtió también que entre los factores que han contribuido al descenso de la tasa de mortalidad materna a partir del año 1957 se encuentran la dictación de la Ley de Instrucción Primaria Obligatoria de 8 años; el fortalecimiento del programa de salud materno-infantil, basado en la repartición de leche en la red de atención primaria y la pesquisa temprana del embarazo (antes de las 12 semanas); el inicio de un plan de anticoncepción preferentemente dirigido a mujeres que se habían sometido a un aborto clandestino, y la ejecución de obras sanitarias, tales como la expansión de las redes de agua potable y de alcantarillado.

Respecto de las causas de la mortalidad materna, el Dr. Koch señaló que en los últimos años han variado de forma notable. El aborto, que había sido la causa dominante en las últimas décadas, se ha reducido sustancialmente, presentándose actualmente una preeminencia de las causas indirectas, entre las cuales se puede enunciar el embarazo ectópico, la eclampsia y otras toxemias. 

Lo anterior permite afirmar que la aprobación de una ley de aborto terapéutico no evitaría la ocurrencia de casos de muerte materna, por cuanto sus principales causas no se relacionan directamente con el embarazo y las que sí lo hacen, son causas obstétricas complejas de difícil manejo, como la eclampsia.

En relación con el problema del aborto clandestino en nuestro país, afirmó que no es raro que a mediados del siglo pasado el aborto haya sido la principal causa de mortalidad materna, especialmente debido a las carencias de educación y recursos de las madres. En ese contexto, se presentaba un promedio de 150 madres analfabetas por cada 1.000 nacidos vivos. No obstante, las mejoras en los aspectos ya señalados ayudaron a disminuir los registros de mortalidad materna, por lo que, actualmente, su estimación de abortos clandestinos en Chile se ubica entre los 15.000 a 20.000 casos, de los cuales la mayor parte serían abortos “químicos”, producidos por el uso de misoprostol.

Respecto de la afirmación de que una ley de aborto terapéutico sería el punto de partida para una posterior despenalización total de la interrupción del embarazo, afirmó que es la situación que se ha producido generalmente en los países europeos. 
Según sus estimaciones, el siguiente gráfico, basado en la curva europea en 50 años, daría cuenta de los abortos esperados en Chile en dicho plazo, de aprobarse una ley de aborto terapéutico:
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Finalmente, expresó los siguientes reparos ante la eventual aprobación de las iniciativas legales propuestas: a) Una apertura al aborto terapéutico sería un retroceso respecto del avance logrado a través de los años por las políticas públicas que se han aplicado en la relación madre-niño; b) su investigación ha demostrado que una ley de aborto terapéutico (la cual estuvo vigente en Chile entre los años 1931 y 1989) no representa un beneficio para la salud de las madres, produciéndose incluso un aumento de su tasa de mortalidad desde que comenzó a regir en nuestro país; c) en los proyectos se emplean conceptos ambiguos para definir los casos en que podría efectuarse un aborto terapéutico, tales como “riesgo para la vida de la madre” e “inviabilidad fetal”, cuya utilización quedará finalmente al arbitrio de los profesionales médicos, dejando abierta una peligrosa y diversa interpretación de las situaciones en que se podría producir la interrupción del embarazo; d) tal como muestra la experiencia internacional, una ley de aborto terapéutico justifica la despenalización a futuro del aborto a petición; e) los tres proyectos presentan un vacío enorme al no establecer un plazo máximo, dentro del período de embarazo, en que procedería al aborto terapéutico; f) ninguno de los casos de muerte materna actuales se habría evitado con la existencia de una ley de aborto terapéutico, y g) en términos epidemiológicos, los casos en que podría aplicarse el aborto terapéutico son de muy baja frecuencia en nuestro país.


La Doctora Soledad Barría, del Movimiento Ciudadano por la Interrupción Legal del Embarazo, MILES, indicó que en promedio se producen 40 muertes de mujeres al año por embarazo, parto y puerperio. De ellas, un 20% mueren por aborto, embarazo ectópico y sepsis, es decir, por enfermedades que afectan directamente a la mujer. Por lo anterior, propuso permitir la interrupción legal del embarazo en tres casos específicos: enfermedades que pongan en riesgo la vida de la madre, inviabilidad del feto fuera del útero y embarazos derivados de una violación. 


Por otra parte, si bien la cantidad de casos en que podría aplicarse el aborto terapéutico sería baja, se debe proteger el derecho de las mujeres a optar por la continuación del embarazo. Además, en la práctica se producen anualmente alrededor de 16.000 interrupciones del embarazo (especialmente en casos de embarazos ectópicos), sin que exista una regulación para ello.


En cuanto a las razones de la necesidad de legislar sobre la materia, indicó las siguientes: 

1.- En Chile, la legislación aún restringe la libertad sexual y reproductiva de las mujeres, afectando con ello el pleno ejercicio de sus derechos y su capacidad de decidir en ámbitos que pertenecen a su intimidad y desarrollo personal. 

2.- Forzar a una mujer a que culmine un embarazo que pone en riesgo su vida supone atentar contra su libertad, su dignidad y su derecho a decidir y le impone el deber de situar la vida del que está por nacer sobre el derecho a la suya propia. 

3.- La penalización de la interrupción del embarazo por razones terapéuticas pone en riesgo la vida de las mujeres y tiene un impacto negativo en su salud, sus oportunidades y su libertad.


Por último, desestimó los temores expresados por otros expositores, en el sentido de que la aprobación de una ley de aborto terapéutico derivaría a futuro en alguna normativa que permitiría libremente el aborto; así lo demuestra la experiencia nacional sobre la materia, en que se permitió la interrupción legal del embarazo por más de 50 años y finalmente se produjo su derogación.


La representante de la Corporación Proyecto Esperanza, señora Adriana Avendaño, señaló que dicha entidad acoge a mujeres y varones que han sufrido secuelas post aborto y surgió para satisfacer necesidades planteadas por mujeres embarazadas en dificultades y por personas que solicitaban ayuda luego de haber abortado un hijo. Además, indicó que el Proyecto Esperanza cuenta con personalidad jurídica canónica y el reconocimiento de la Conferencia Episcopal Latinoamericana. 


En relación a la eventual necesidad de que el país cuente con una ley de aborto terapéutico, señaló que el primer derecho del ser humano es el derecho a la vida, el cual se encuentra incorporado en la Constitución Política de la República y ratificado en otros acuerdos internacionales, como el Pacto de San José de Costa Rica.


Advirtió que, en la práctica, hoy existe un protocolo médico que se utiliza cuando está en riesgo la vida de la madre, circunstancia en que se aplica un tratamiento cuya finalidad no es provocar el aborto.


Indicó también que un 90% de las personas que han estado relacionadas directamente con un procedimiento de aborto sufren secuelas posteriores, lo cual no depende del tipo de interrupción del embarazo realizado o de si el aborto se encuentra legalizado. Además, la experiencia en este tipo de situaciones demuestra que una vez realizado un aborto se produce en las personas relacionadas un aumento de casos de depresión, intentos de suicidio, dependencia de drogas y alcohol, violencia intrafamiliar, ausentismo laboral y matrimonios quebrados por la culpa.


En aquellos casos de embarazos cuya gestación fue producto de una violación, sin desconocer el sufrimiento de la mujer, hizo presente que existen otras alternativas, de las cuales la principal es la adopción. Por otra parte, sólo una mínima cantidad de embarazos se producen a raíz de una violación. Un estudio realizado en Estados Unidos mostró que en un universo de 1.290 víctimas de violación sólo un 0,6% de los casos culminó en un embarazo. Más aún, según su apreciación, la aprobación de una ley de aborto terapéutico podría hacer que aumenten denuncias falsas de violación para justificar la interrupción del embarazo.


En relación con los casos en que se permitiría el aborto terapéutico, expresó su preocupación de que uno de los fundamentos para detener un embarazo sean razones eugenésicas, es decir, que pueda aplicarse en caso de malformaciones o discapacidades del feto que está por nacer.


Finalmente, reparó que los proyectos de ley presentados no señalen el tipo de aborto que eventualmente se realizaría ni el tiempo de gestación dentro del cual podría realizarse el procedimiento. Esto último tiene gran relevancia, por cuanto la mayoría de las malformaciones del feto son detectadas una vez transcurrido el primer trimestre de embarazo.

El Honorable Senador Chahuán consultó a la Doctora Barría su opinión sobre si, a su juicio, existe en nuestro país real necesidad de legislar sobre aborto terapéutico. También le inquirió su posición en el caso del aborto por inviabilidad fetal y su eventual relación con la eugenesia y, finalmente, si estima que la eventual aprobación de una normativa sobre aborto terapéutico “abrirá la puerta” para una total despenalización de la interrupción del embarazo.
Al respecto, la Doctora Barría manifestó que es necesario que se legisle, ya que se debe sincerar una situación que en la práctica igual se produce, debiendo asegurar a todas las mujeres la posibilidad de interrumpir su embarazo en caso de riesgo de su salud, independientemente de los recursos que posean. En cuanto a la inviabilidad fetal, señaló que se debe buscar un mecanismo para asegurar la precisión de los diagnósticos, a fin de evitar eventuales errores.
El Honorable Senador Uriarte reflexionó en torno a la importancia de tener en cuenta los derechos del padre y del progenitor al momento de adoptar una decisión que en el caso del aborto es irreversible, ya que la discusión se ha centrado sólo en los derechos de la mujer. Además, consultó al Doctor Koch si se dispone de información estadística sobre el porcentaje de errores en el diagnóstico perinatal, el cual se utilizaría para tomar decisiones médicas de carácter irreversible. Ante dicha pregunta, el Doctor Koch aseguró que los informes derivados de ecografías no son absolutamente certeros y sólo son indicadores para hacer un seguimiento ante probabilidades de que se esté en presencia de una patología. 
El Doctor Mauro Parra Cordero, Jefe de la Unidad de Medicina Fetal de la Universidad de Chile, comenzó su exposición resaltando la necesidad de transparentar las visiones sobre esta materia.

Basado en su actividad diaria, relacionada con patologías fetales y maternas, señaló que a partir de las 12 semanas de gestación es posible determinar si el feto tendrá alguna patología congénita u otras alteraciones del embarazo.

La Organización Mundial de la Salud ha definido el aborto como aquella interrupción del embarazo producida antes de las 22 semanas o antes de que el feto supere los 500 gramos de peso. Estos parámetros se relacionan con la viabilidad del feto.

Agregó que aborto terapéutico es aquel que se realiza por razones médicas, tales como el riesgo para la vida o salud física o mental de la madre, casos de malformación congénita o genética del feto con consecuencias fatales o de discapacidades severas, o con la finalidad de reducir embriones o fetos en casos de embarazos múltiples.

Cuando se trata de dilucidar qué se entiende por vida humana se constata que hay dos posiciones, basadas en consideraciones biológicas. La primera de ellas postula que hay vida humana desde el momento mismo de la fecundación (formación del cigoto). La segunda corriente explica que la vida humana comienza cuando se produce la unión de gametos y el producto de esa unión sintetiza sus propias proteínas o cuando se forma el surco primordial (implantación de gametos) o cuando se forma el sistema nervioso central. 

Chile es un país especial en esta materia, ya que es de los pocos a nivel mundial que prohíbe el aborto en todas sus formas. No obstante, mientras haya un caso en que deba producirse un aborto, estimó necesario que sea regulado por la ley, ya que en la práctica médica este problema se produce cada día.

En relación con la mortalidad materna, explicó que también hay condiciones ajenas al embarazo que pueden producir riesgo para la salud de la mujer. Señaló que Chile tiene un índice de mortalidad de los más bajos de Latinoamérica y que la principal causa de muerte es la preeclampsia o síndrome hipertensivo. Otra de las causas son las patologías crónicas preexistentes al embarazo, debido especialmente al aplazamiento de la maternidad, fenómeno que en Chile se ha acentuado en los últimos años. Por último, si bien la tendencia es a la baja, el aborto sigue siendo una causa relevante de muerte y explica un 10% de los casos.

Consideró que existen patologías médicas difíciles y lo que más se practica hoy en día son abortos mucho antes que se presenten las complicaciones; para ello se usan fármacos que producen la muerte de la placenta.

Actualmente los principales riesgos para la vida de la madre son las infecciones ovulares, el embarazo ectópico, las patologías del embarazo, las descompensaciones de una patología materna preexistente, los cánceres maternos y la mola o coriocarcinoma invasivo.

En cuanto el concepto de “aborto indirecto” o “doble efecto”, aceptado por la Iglesia Católica, señaló que está referido a que la acción médica es lícita en la medida se desea salvar la vida de la madre y no directamente dar muerte al feto. 

Chile no tiene un registro de malformaciones congénitas, aunque se presume que pueden fluctuar entre 1% a 5% de los nacidos vivos. Sólo alrededor del 6% de ellas son incompatibles con la vida.

Respecto de la concepción del feto como “paciente”, cabe señalar que se ha estimado que lo es cuando es viable, es decir, desde el momento en que puede subsistir en forma autónoma (a las 23 semanas). Antes de eso, sólo es paciente cuando la madre, en uso de su autonomía, presente al feto como tal ante el médico.

La viabilidad tiene que ver con la posibilidad de vida del feto fuera del útero, lo cual se expresa en un porcentaje que varía a medida que avanzan las semanas de gestación.

A continuación señaló las malformaciones incompatibles con la vida que son más comunes, en que eventualmente el niño puede sobrevivir algún tiempo en forma independiente de la madre, aunque en el 99% de los casos el lapso no excede un año. Entre ellas citó la anencefalia, la agenesia renal bilateral, la displasia tanatofórica, la holoproscencefalia alobar, el tallo corporal, la triploidía y las trisomías 13 y 18.
Presentó el siguiente cuadro, que da cuenta de las causas de aborto en España en el año 2008:
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De los datos expuestos es posible destacar que en sólo en el 2,91% de los casos se producen abortos por situaciones de riesgo fetal.

El Honorable Senador señor Lagos señaló que con el correr del tiempo muchos países han ido avanzando en dotarse de legislaciones que permiten el aborto en ciertos casos y no se conocen casos en que se haya procedido en la dirección contraria. 
El Honorable Senador señor Uriarte consultó al doctor Mauro Parra si la ciencia médica ha podido determinar las causas de la preclampsia y si es posible prevenir y tratar esta enfermedad.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Rincón consultó al doctor Mauro Parra si, a su juicio, es necesario legislar sobre este tema. Además, expresó que estimaba conveniente que la Comisión recabe la opinión de un especialista en el área psicológica, respecto del efecto que produce en las mujeres un procedimiento de interrupción del embarazo.

A su vez, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, preguntó al doctor Mauro Parra si hay constancia de casos de médicos que hayan sido condenados por haber practicado un aborto a fin de proteger la vida de la madre.

El doctor Parra respondió que aún se desconoce la causa de la preeclampsia. Sin embargo, en base a modelos que combinan una serie de factores se puede predecir en forma exacta qué mujeres presenten riesgo de sufrirla, por lo cual es posible hacer tratamientos preventivos, aunque la predicción del desarrollo final de la enfermedad no es cien por ciento segura. Si se presenta esta enfermedad antes de las 24 semanas de embarazo la única posibilidad de salvar a la madre es la interrupción del gestación y la lex artis ha establecido que es preferible privilegiar la vida de la madre por sobre la del feto. Ese tratamiento se hace actualmente y es un aborto y, aunque no hay médicos condenados por ello, eventualmente podrían ser procesados. 

Añadió que en casos de inviabilidad fetal en muchos hospitales se practica la interrupción del embarazo, lo cual es en buena parte de las ocasiones validado por sus comités de ética. En cuanto a las malformaciones incompatibles con la vida, sólo la anencefalia da certeza sobre la muerte del feto una vez que abandone el útero materno, pero no existen estadísticas de sobrevida, por cuanto en la mayoría de los países un feto con ese tipo de malformaciones no alcanza a culminar el embarazo. En Chile tampoco se extreman los tratamientos médicos, en virtud de un consenso no escrito entre los médicos. Por último, en cuanto a si es necesario legislar aunque hayan pocos casos, su opinión es afirmativa y recalcó que en el sistema de Garantías Explícitas en Salud (GES) hay enfermedades protegidas que se presentan en casos que tienen menos del 1% de prevalencia.

El Doctor Julio Montt, Presidente del Departamento de Ética del Colegio Médico de Chile A.G., expresó que el organismo que dirige se ve enfrentado permanentemente a problemas derivados de las situaciones planteadas en los proyectos de ley en estudio.

En primer lugar, se refirió a lo expuesto en el considerando N° 3 del proyecto de ley que despenaliza la interrupción del embarazo, iniciado por moción del Honorable Senador señor Rossi y la ex Senadora señora Matthei
, precisando que el actual Código de Ética del Colegio, modificado en el año 2004, no contempla entre sus disposiciones algún artículo referido al aborto. El artículo 8° del citado Código establece el respeto a la vida, desde su inicio hasta su término. Sin embargo, estima que nadie está en condiciones de definir con certeza cuándo se inicia la vida. 

En relación con el aborto terapéutico, señaló que es preferible no usar esos términos, por cuanto la primera palabra se relaciona con el fin de la vida y la segunda se relaciona con hacer los esfuerzos necesarios para sanar a alguien. Tienen sentidos contrapuestos. Estimó que es más propio hablar simplemente de interrupción del embarazo. 

En la práctica, cuando está en riesgo la vida de la madre y no hay seguridad de que el feto vaya a sobrevivir, se debe realizar un “acto médico” y no arriesgar la vida de la madre. En ese caso lo fundamental es salvar a la madre y, si por esa acción muere el feto, es producto de un acto médico beneficioso para la madre. Antiguamente, frente a una patología de la madre se recomendaba el aborto, pero en la actualidad, dado el desarrollo de la medicina, la mayoría de esas patologías pueden ser tratadas sin dañar al feto.

En relación con el aborto eugenésico, que se practica cuando el feto presenta graves problemas genéticos, señaló que es una situación que se produce en muy pocos casos y por lo general se interrumpe el embarazo, como en el caso de la anencefalia.

Indicó que hoy en día existen en la práctica médica y en la legislación nacional suficientes medios para resolver los problemas que se presentan, sin necesidad de una nueva ley. Resaltó la labor de los comités de ética en la solución de este tipo de problemas, ya que la bioética proporciona metodología y herramientas para reflexionar sobre estos temas, y otro tanto puede decirse del control ético que podría ejercer el Colegio Médico.

El doctor Mauricio Besio Rollero, del Departamento de Ética del Colegio Médico, señaló que los proyectos de ley discutidos distinguen tres causales generales por las cuales se podría recurrir a un procedimiento de interrupción del embarazo. La primera de ellas corresponde a embarazos en que se encuentre en riesgo la vida de la madre, casos en los cuales en la práctica se actúa interrumpiendo el embarazo, lo cual no es una conducta abortiva, por cuanto la única acción posible y éticamente obligatoria para el médico es la interrupción. No se busca directamente la muerte del feto, aunque podría ocurrir. En muchos de estos casos, además, se está velando también por el interés del feto, ya que su única posibilidad de sobrevida es fuera del útero de la madre. Si el médico no actuara de esa forma eventualmente podría ser juzgado por negligencia. La segunda situación está referida a los fetos inviables; a diferencia del caso anterior, en ésta se busca directamente la muerte del feto, por lo que se trata de un aborto propiamente tal. El último caso corresponde a la violación, en que también se trata directamente de un aborto, sin que el procedimiento médico solucione el problema sufrido por la madre.

Es decir, la primera situación es una acción lícita del médico. En las siguientes, se vulneraría la vida de un ser en gestación y, por lo tanto, también se violaría el Código de Ética del Colegio Médico de Chile.

El doctor Ricardo Vacarezza Yávar, de la Sociedad Médica de Santiago, comenzó su exposición mencionando que la ética tiene por objeto encontrar las mejores soluciones para casos específicos. Por lo anterior, la reflexión ética es casuística, especialmente en situaciones clínicas.

El tema en discusión está impregnado de una fuerte componente ética, respecto de la cual es posible distinguir algunos principios fundamentales: la no maleficencia, la justicia, la beneficencia y la autonomía. Si bien estos principios pueden entrar en conflicto, los dos primeros son imprescindibles, porque poseen mayor jerarquía que los otros. Señaló también que estos principios pueden encontrarse en el Evangelio, el derecho y la filosofía.

Declaró que muchos de los conflictos de la medicina se deben a la utilización de definiciones incorrectas. Ejemplo de lo anterior es el concepto de “aborto terapéutico”, el cual sólo es aplicable a una interrupción del embarazo en que, de no actuarse sobre el feto, tanto él como la madre fallecerían. Lo anterior tendría aplicación en tres casos: la preeclampsia, la mola embrionaria y las enfermedades severas de la madre. Señaló que con los adelantos tecnológicos actuales la última situación es más teórica que real.

En las demás situaciones, agregó, se estaría en presencia del principio del “doble efecto”, en que el tratamiento necesario e inmediato de la patología de la madre producirá con alta probabilidad la muerte del feto, por ejemplo, en caso de transplante de órganos o de quimioterapia.

En el caso del aborto eugenésico indicó que deben tenerse en consideración las siguientes situaciones: el diagnóstico se hace con un embarazo muy avanzado; existe posibilidad de error en el diagnóstico prenatal, y puede darse una decisión de la madre en orden a continuar con el embarazo o darle término.

Otro caso es la interrupción del embarazo debido a una violación. En esa eventualidad la mujer es doblemente víctima: la violación y el embarazo no deseado. No obstante, actualmente existen tratamientos hormonales disponibles para las mujeres, a fin de evitar ese embarazo. 

La última situación es el aborto por libre decisión, destinado a controlar la natalidad por diversas razones. En general, los países que lo han despenalizado lo aceptan hasta la semana 12 del embarazo, fecha en que el sistema nervioso central se encuentra casi completamente desarrollado. 

Hasta 1869 la Iglesia Católica aceptaba la enseñanza de Santo Tomás de Aquino, en el sentido de que la animación, es decir, la llegada del alma al cuerpo, ocurría en el día 40 del embarazo, en el caso de fetos varones, y en el día 80, en el caso de fetos femeninos. El Papa Pío IX dictaminó que la llegada del alma al cuerpo se producía en el momento de la fecundación, lo que da cuenta de que la variación de los dogmas es posible. Por último, recalcó que no corresponde imponer dogmas a las personas que no comparten una determinada creencia.

En último término, señaló que visualiza dificultades para que una ley sobre aborto pueda contemplar todas las situaciones que pueden presentarse en la práctica médica, por lo que la eventual formulación de una normativa al respecto debe ser concebida en términos muy generales, dando especial importancia a la intervención de los comités de ética clínica en cada caso particular. 

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó a los Doctores Vacarezza, Montt y Besio cómo votarían los proyectos en discusión si tuvieran la posibilidad de hacerlo, y sobre qué métodos existen para prevenir el aborto por causa de violación.

El doctor Ricardo Vacarezza manifestó que votaría en contra de las tres iniciativas. No obstante, expresó que es necesario legislar para eliminar la prohibición de todo tipo de aborto, ya que en ciertas ocasiones los médicos no se atreven a realizar un procedimiento terapéutico necesario, para no incurrir en un acto ilegal.

El doctor Julio Montt consideró innecesarios los proyectos discutidos y que debería darse prioridad a la solución de otros problemas de salud que aquejan a la sociedad chilena, como el embarazo adolescente o los abortos clandestinos. Por último, solicitó actuar con prudencia frente a estos temas y recordar que la ley debe resolver los problemas futuros sin entorpecer el ejercicio de la ética. 

El doctor Mauricio Besio expresó también que estima innecesarios los proyectos de ley en caso de riesgo de vida de la madre, por cuanto en la práctica se realizan actualmente interrupciones del embarazo y no se trata directamente de un aborto. En los casos de inviabilidad fetal y violación, se mostró contrario a los proyectos, ya que permitirían directamente dar muerte al feto. Agregó que para prevenir un embarazo derivado de una violación, además de las medidas sociales pertinentes, que escapan del ámbito médico, existen actualmente métodos para evitar una gestación, como la extracción de los folículos del ovario y la ingesta de la píldora del día después.

La doctora Soledad Barría, de la asociación Movimiento por la Interrupción Legal del Embarazo (MILES), resaltó la importancia de la apreciación de los Doctores Montt y Vacarezza respecto a la ética médica, pero expresó que, a su juicio, no es suficiente para resolver los temas discutidos. Destacó que todas las exposiciones concuerdan en que en determinadas circunstancias la interrupción del embarazo es indispensable.

Manifestó que es necesario que exista una política pública que garantice el acceso a la interrupción del embarazo para mujeres cuya vida esté en riesgo. Agregó que se requiere una ley que subsane la prohibición de toda interrupción del embarazo, ya que esas mujeres no deben quedar al arbitrio de lo que piense o crea un médico o un grupo de ellos y no corresponde que el médico se vea en la necesidad de desafiar a la ley, como ocurre actualmente.
El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, planteó algunas consideraciones que se pueden extraer de la discusión de los presentes proyectos de ley. La primera de ellas tiene relación con que actualmente la mortalidad materna en Chile no está relacionada con el aborto y es una de las más bajas del mundo, lo cual es producto del mejoramiento de las condiciones sanitarias del país y permite descartar que sea la prohibición del aborto la que genera procedimientos clandestinos, con el consiguiente riesgo para la vida de la madre. Además, la lex artis de la medicina y el ejercicio de la ética permiten resolver estos problemas y, en la eventualidad de ser necesaria una intervención médica, no existirán sanciones para los profesionales, en virtud de lo dispuesto en el artículo 10, número 10, del Código Penal
. También recalcó que la legislación comparada ha demostrado que la aprobación de una legislación sobre el aborto terapéutico ha derivado finalmente en una liberalización total del aborto. 

En último término, señaló que su posición es que no se puede disponer de una vida ajena, anticipando que en la Sala votará en contra de los proyectos.

- - - - - - - -
FUNDAMENTOS DE VOTO Y VOTACIÓN EN GENERAL

Antes de votar en general, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó su desacuerdo con el procedimiento fijado, en el sentido de votar simultáneamente y en un solo acto los tres proyectos sobre los cuales se ha verificado el debate. El señor Presidente de la Comisión adujo que así lo acordó la Comisión, en la primera sesión en que trató este tema.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que el tema en discusión se relaciona con los derechos fundamentales de cada persona. En una sociedad laica no es posible que se imponga una posición moral única, derivada de un enfoque confesional. Existe más de una visión respecto del origen de la vida, incluso desde el punto de vista científico; más aún, hay quienes plantean una concepción evolutiva de la vida. 


Expresó que no es posible que un sector de la sociedad se crea dueño de la verdad y de la moral y obligue al resto a vivir conforme a esa concepción. Indicó que hay un cierto sentimiento de supremacía en quienes sustentan esa moral, que se funda también en una confesión religiosa. En Chile, en la práctica, no hay un Estado laico. 


Todos tienen derecho a defender sus convicciones, pero respetando las visiones valóricas distintas que tienen los demás. En una sociedad deben poder convivir tendencias valóricas diferentes, pues de otro modo se cae en el autoritarismo, afirmó Su Señoría.


La legislación del siglo XXI no puede estar marcada por la imposición de una determinada visión religiosa. Existen diferentes concepciones que deben ser respetadas. En su opinión, la vida humana no empieza con la fecundación. Se precisa un debate mayor en el Congreso Nacional para establecer una legislación abierta, no sólo en materia de aborto terapéutico, sino respecto del aborto propiamente tal. 


Enfatizó la importancia de debatir este tipo de asuntos en el Senado, respecto de los cuales se presentan distintas posiciones filosóficas y éticas. Es necesario recoger todas las visiones, aún las contrapuestas, sin que nadie pueda apropiarse de la verdad absoluta sobre el tema en discusión. 

Manifestó que se debe reiterar que la mujer es un sujeto pleno de derechos y no sólo un instrumento para la reproducción. En su opinión, verdaderos abortistas son quienes se han opuesto a la educación sexual, a la píldora del día después y a que las mujeres accedan a los métodos de planificación familiar, pues si esos sistemas funcionaran de manera adecuada, no existiría una enorme cantidad de embarazos no deseados.

Con frecuencia la valoración de la vida sólo se asocia al ser humano, como resultado de una visión antropocéntrica, y se desprecian las otras formas en que la vida se presenta. 


En relación al aborto terapéutico, indicó estar plenamente convencido de la necesidad de contemplarlo en la ley, como lo estaba hasta la década de los años 80. Su Señoría se declaró partidario de despenalizar el aborto, para que baste la decisión de una mujer de no llevar adelante un embarazo no deseado. Aún más importante es evitar los embarazos no deseados. La legislación debe permitir que cada persona tome sus propias decisiones, en consideración a sus valores.

Llamó a tener en cuenta que el tema que se está discutiendo es el uso de un procedimiento terapéutico que estuvo vigente en Chile por más de 50 años. 

También merecen especial valoración los derechos de las mujeres: cuando se les obliga a tener un hijo que no desean es a todas luces un acto violento en su contra. 

En cuanto a la baja sostenida de la mortalidad materna, anotó que ella no debe relacionarse con el aborto, sino con el mejoramiento de las condiciones sanitarias del país. 

Un caso particular es el de la violación, especialmente de menores, en que el recurso al aborto no debería siquiera discutirse. En último término, no obstante manifestarse partidario del derecho a elección de la mujer sobre su maternidad, hasta un determinado plazo del embarazo, celebró la posibilidad de discutir estos temas en el Senado.

Además, señaló su conformidad con la aprobación de los proyectos de ley en discusión, con el objeto de restablecer los derechos de las mujeres, resaltando que la defensa de la vida tiene distintos puntos de vista y que su deber como legislador es obrar sobre la base de la separación del Estado y la Iglesia, por muy respetables que sean las visiones confesionales. Precisó también que los proyectos de ley en debate sólo permiten la interrupción del embarazo en casos particulares y acotados y no constituyen una liberalización total del aborto.


Por último, agregó, en el fondo estos proyectos apuntan a despenalizar un “mal social”, generado por la inequidad en el acceso a la salud y por una educación sexual basada en determinados valores. 

El Honorable Senador señor Rossi destacó la importancia de discutir ampliamente sobre estos temas, que son de gran relevancia para la sociedad. Además, no se trata de legislar ante la ocurrencia de situaciones aisladas o escasas, sino que hay un número importante de mujeres que eventualmente se verían beneficiadas con la posibilidad de acceder a un aborto terapéutico. Actualmente, agregó, los derechos de las mujeres son violados al obligarlas a terminar un embarazo inviable.


La posición respecto del aborto supone discernir desde cuando la vida humana existe y merece protección. El Estado debe tener una respuesta sobre este particular para la sociedad chilena.

A juicio de Su Señoría, vida humana es aquella que goza de autonomía y viabilidad, a menos que la madre determine que el feto tenga el carácter de paciente. Recalcó que aquellos que creen en el derecho de la madre a tomar decisiones sobre su maternidad y que quieren entregar facultades a los médicos para solucionar estos problemas no están a favor de la muerte. Si se presenta la situación de un ser inviable, el Estado no puede obligar a una mujer a continuar con su embarazo. En caso de malformaciones incompatibles con la vida no se trata de eugenesia. 

Señaló que en el curso de la historia el concepto de vida ha evolucionado y que los seres humanos han determinado por convención cuándo se produce el momento de la muerte. No obstante, no se acepta igual procedimiento para determinar el inicio de la vida, aunque la situación, por ejemplo, de un feto con anencefalia es muy parecida a la de un paciente con muerte cerebral. 


Ha quedado en evidencia que, aun cuando nuestra legislación prohíbe abortar en caso de embarazos ectópicos, en la práctica se realizan. Por lo tanto, es indispensable establecer una legislación coherente y que se respete. En su parecer, si hay que elegir entre la vida de la mujer y la del hijo, esa decisión la debe adoptar la mujer libremente. No es posible que los médicos se inhiban de tomar decisiones razonables y científicamente procedentes, en razón de la legislación vigente.

Según su opinión, la expresión “aborto terapéutico” es utilizada correctamente en los casos analizados, por cuanto existen ciertas enfermedades maternas respecto de las cuales la única opción de terapia es el aborto, a diferencia de los casos en que la interrupción del embarazo se produce como “doble efecto”. 

Por lo anterior, estimó necesario legislar a fin de sincerar lo que ocurre actualmente, ya que en la práctica se provocan abortos ilegales. Por último, mencionó que la discusión fundamental generada a partir de estos proyectos de ley gira sobre el respeto a los derechos humanos.

El Honorable Senador señor Ruiz- Esquide manifestó su posición favorable a que todos los temas puedan ser discutidos en el Senado. Sin embargo, hizo las siguientes precisiones. En primer lugar, manifestó su posición contraria al aborto terapéutico, rechazando el aborto como método de regulación de la natalidad y como una acción libre de la mujer. También declaró su disconformidad con la expresión utilizada en los proyectos, ya que las palabras aborto y terapéutico son absolutamente contradictorias, por cuanto el aborto consiste en dar muerte a un feto y una acción terapéutica tiene por finalidad restituir la salud o salvar una vida. 

Por lo que respecta al momento de inicio de la vida, la Iglesia Católica ha sostenido que se produce desde el momento de la confluencia entre óvulo y espermatozoide. Declaró no compartir esa visión, porque el tercer ente sólo surge cuando se produce el intercambio cromosómico. 

Esta discusión debe diferenciarse del problema de definir cuándo se es persona, cuestión que el catolicismo también fija en el momento de la fecundación. Otra posición es la que señala que la persona existe como tal desde el momento del intercambio cromosómico, es decir, catorce días después de la fecundación. Una posición más antigua, derivada de la doctrina de Santo Tomás de Aquino, estimaba que se es persona a partir de los noventa días de embarazo, en el caso de las mujeres, y a los sesenta y cinco, en el caso de los hombres; a partir de ese momento no eran aceptables los abortos. 

A juicio de Su Señoría, el centro del problema es conciliar el derecho de la mujer para decidir sobre lo que está concibiendo en su vientre y la vida del niño que no tiene más defensa que la ley. Para resolver el conflicto se debe tener en cuenta que el niño no es propiedad de la madre ni del padre, sino una persona con derechos propios. 

Concluyó que se debería tener en consideración que la expresión aborto terapéutico no es un nombre correcto, que sólo se aplicaría en el 1,1% de los embarazos, y que el diagnóstico de inviabilidad de un feto no es absolutamente cierto, por lo que si existe al menos una posibilidad de sobrevida del feto el médico debería abstenerse de interrumpir el embarazo. Pero cuando se debe proteger la vida de la madre no se trata de un aborto, sino del doble efecto de un procedimiento terapéutico destinado a tratar una enfermedad.

Finalmente, El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide recalcó que su aprobación a la idea de legislar tiene como único fin permitir que estos proyectos sean discutidos en el Senado, sin que ello signifique su respaldo a alguno de ellos. Además, se reservó el derecho a formular las indicaciones que estime pertinentes, en las instancias que correspondan.


El Honorable Senador señor Chahuán consideró importante distinguir entre los distintos tipos de aborto, que los expositores tienden a confundir, así como determinar qué es lo que al día de hoy hace posible la lex artis médica.

Destacó que la Constitución Política de la República, los tratados internacionales suscritos por nuestro país, la legislación nacional y el Código de Ética del Colegio Médico propenden a la defensa de la vida desde el momento de la concepción, reconociendo al que está por nacer como un ser único, irrepetible y trascendente. En el mismo sentido, el primer numeral del artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Pacto de San José de Costa Rica, establece que los países adscritos a dicha Convención deben actuar en defensa de la vida a partir del momento de la concepción. Además, estimó que ante un eventual conflicto entre los derechos del que está por nacer y los derechos reproductivos de la mujer se deben privilegiar los primeros y, si bien pueden existir derechos relativos, el derecho a la vida tiene el carácter de absoluto.

Manifestó que es partidario de la vida desde el momento de la concepción hasta la muerte natural. Los casos en los cuales procedería el aborto terapéutico ya están resueltos por la lex artis médica, por tanto, abrir la discusión respecto del aborto va a significar su total liberalización a futuro. Recalcó que el aborto nunca provoca un “bien”, no tiene efectos terapéuticos y en la mayoría de los casos previstos como causales en los proyectos en discusión se trata de eugenesia. Por último, señaló que entre la contraposición del derecho del que está por nacer y los derechos sexuales y reproductivos de la madre, se debe tener en consideración que sobre ellos está el derecho a la vida.


Sostener que el derecho a la vida es un derecho basal, que debe primar sobre otros, no puede ser considerado como una especie de autoritarismo moral. Propuso analizar el aborto desde la perspectiva de los derechos civiles del que está por nacer. Como es frecuente, es necesario distinguir: hay casos, como el del embarazo ectópico, se pasa a un escalón siguiente cuando se habla de embarazo en caso de violación, y se va más allá cuando se plantea el aborto como un derecho de la mujer sobre su propio cuerpo. La Corporación Humanas sostiene que el aborto es un derecho de la mujer, lo que lleva la discusión a otro nivel. Es vital hacer esta distinción y circunscribir el debate.


Precisó que la cuestión de quién tiene el poder para asentar definiciones en esta materia grafica que sin duda existen derechos en conflicto, los de la mujer y los del embrión o feto. Los derechos del que está por nacer son tan legítimos y deben ser amparados por la legislación como los derechos reproductivos de la mujer. En su opinión, el derecho basal es el que debe primar y ése es el derecho a la vida, sobre el que se fundan todos los demás derechos. 


La complejidad está en determinar cuál es el derecho basal. Quién tiene el poder de determinar que un derecho está por sobre otro. Por una convicción libertaria, él ha tomado una posición respecto a cuándo comienza la vida. Le preocupa que por este camino se derive en una selección de los individuos, como algunas prácticas del régimen nazi.

No se trata de imponer una visión sobre otra, ni mucho menos una concepción de tipo religioso. Existe un conflicto de derechos: derechos reproductivos de la mujer versus los derechos del niño que está por nacer. Es necesario formarse una convicción respecto del momento en que se inicia la vida, lo que no depende de una concepción religiosa. En su opinión, la vida comienza al momento de la fecundación.


Clarificó que en esta materia no sufre una confusión entre derecho y moral, ni prima en su juicio la religión que profesa. La defensa de los derechos del que está por nacer es también una defensa de derechos humanos, se trata de lo que en la actualidad se denominan “derechos de cuarta generación”.




Todas las posiciones parten por ser ideológicas, al privilegiar un derecho sobre otro. Así, la Corporación Humanas privilegia el derecho al cuerpo. Reafirmó que, en su opinión, el derecho a la vida debe primar.




La información a los padres es necesaria. En el caso por ejemplo de fetos con malformaciones, la persona debe saber lo que va a enfrentar y el Estado debe proveer los recursos necesarios, no puede dejar desprotegidos a ese niño, si llega a nacer, ni a esa familia.

Además, indicó que el valor de la vida humana se ha ido acrecentando con el transcurso del tiempo y que el grado de desarrollo de un país no está relacionado a la eventual consagración del aborto en su legislación, sino más bien con la forma en que las sociedades se hacen cargo de las personas en situación de vulnerabilidad. Estimó importante abrir la discusión sobre otros temas, como la falta de atención psicológica o de apoyo para las madres y el abandono en que quedan las personas que nacen con dificultades, las que no tienen prioridad para obtener atención médica en el sistema público de salud.
Respecto de los abortos eugenésicos, a su juicio el derecho a la vida no admite excepciones. Si se tiene en consideración la posibilidad de errores en el diagnóstico perinatal la eventual ampliación de esta causal podría llevar incluso al aborto de niños con síndrome de Down o con otras afecciones compatibles con la vida. 

Finalmente, planteó que quienes valoran el derecho a la vida sostienen que el derecho reproductivo de la mujer termina al contraponerse al derecho del que está por nacer. 

Además, los Honorables Senadores señores Chahuán y Uriarte, al votar en contra de la idea de legislar respecto de los proyectos de ley sobre aborto terapéutico, hicieron valer los siguientes argumentos.
1. Perspectiva Genética - Biológica.

El embrión humano es un ser vivo, un organismo diferente a sus progenitores, único e irrepetible, desde el momento de la fecundación, pues desarrolla incipientemente un ciclo vital con una individualidad genética que lo hace miembro de la especie humana, representando la expresión definida de un ser humano en el espacio y en el tiempo.
Dentro de las primeras horas del desarrollo embrionario, podemos decir que a partir del momento de la fusión de las membranas celulares de ambos gametos, estamos en presencia de un organismo nuevo, pues, en cuanto el espermatozoide entra en contacto con la membrana celular del ovocito, las dos membranas plasmáticas se fusionan, el ovocito se vuelve impenetrable para otros espermatozoides, los pronúcleos femenino y masculino llegan a establecer un íntimo contacto y pierden su envoltura nuclear.

Cada pronúcleo duplica su ADN e inmediatamente después de la síntesis de ADN los cromosomas se disponen en el huso, preparándose para una división mitótica normal. Los 23 cromosomas maternos y los 23 paternos (dobles) se dividen longitudinalmente en el centrómero y las cromátidas hermanas se desplazan hacia polos opuestos, brindando a cada célula del cigoto el número diploide de cromosomas y la cantidad normal de ADN. Así, el cigoto obtiene una carga genética distinta, que se produce por la mezcla del material genético de los progenitores.

Se debe señalar, además, que la división celular de las primeras horas de vida del cigoto consume nutrientes presentes en él y libera energía como resultado. Además, los nutrientes presentes en el endometrio le proporcionarán luego el material apto para continuar el proceso. En cuanto a la capacidad de reacción, en la formación del cigoto la zona pelúcida dará lugar a una membrana celular que reaccionará químicamente con las paredes de la trompa, para iniciar su descenso, y luego con el endometrio. El proceso de anidación constituye una etapa en el desarrollo embrionario, porque suministra los nutrientes necesarios para continuar el proceso celular y dar un ambiente protegido para que el individuo crezca, pero no aporta componentes constitutivos del nuevo organismo, ni infunde de vida al material genético presente, porque éste ya estaba vivo. 

La genética y la biología argumentan, cada vez con mayor documentación, que el embrión no es otra cosa que un individuo de la especie humana en la fase inicial de su ciclo vital, que lo Ileva a convertirse en adulto, como cada uno de nosotros, porque él es ya uno de nosotros.

2. Desde la perspectiva de los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile.

Actualmente hay consenso en que hay vida desde la concepción, y que el derecho a la vida subsiste durante toda la existencia de su titular, es personal, intransferible y único. Tanto en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, como en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se reconoce básicamente a la persona humana desde la concepción y, a partir de entonces, se garantiza su derecho a la vida, a la integridad y al rechazo de los tratos crueles o degradantes, a la igualdad ante la ley y ante los tribunales de justicia, lo que hace a todo ser humano acreedor de igual protección de sus derechos ante ellos. Esto último refuerza la posibilidad de usar el recurso de protección también en favor de un no nacido. Ambos tratados se encuentran vigentes y ratificados por nuestro país.
El artículo 20 de la Carta Fundamental establece el Recurso de Protección que permite defender el ejercicio de tales derechos. Cabe señalar que el artículo 19 de la Constitución no es un catálogo taxativo, pues el artículo 5° del mismo cuerpo normativo da cabida a todos los derechos humanos reconocidos en tratados internacionales y ratificados por Chile. Al respecto podemos citar el artículo 1°, número 2, del Pacto San José de Costa Rica, que establece que "persona es todo ser humano", y el artículo 4°, número 1, que se refiere al derecho a la vida desde el momento de la concepción.
3. Desde una perspectiva Constitucional.

En cuanto a la naturaleza jurídica de los derechos, existen algunos -como el derecho a la vida- que tienen el carácter de absolutos, en sentido jurídico, porque obligan a su respeto por parte del Estado y de los particulares. Este mismo carácter permite que puedan reclamarse indeterminadamente de cualquier persona o autoridad. Desde ahí emana su diferencia con los derechos relativos, como los contractuales, que sólo cabe reclamar de los que contraen la obligación correlativa. Por tanto, son inalienables, necesarios, inviolables e imprescriptibles. Son también de origen natural, en consecuencia el Estado no los crea, solo se limita a su reconocimiento.

Especial relevancia adquiere el tema, porque estos derechos no solo deben ser respetados por los Estados y las personas, sino que además son universales, es decir, pertenecen a todo el género humano, en todo tiempo y lugar, siendo innatos y congénitos, porque se nace con ellos.
El derecho a la vida conlleva entregar categóricamente a la ley la protección del que está por nacer, como asimismo la protección de los que nacen con alguna tara o deformidad.

De esta manera, se elimina toda opción, tanto eutanásica como eugenésica, en virtud de que este derecho cautela a todos los miembros de la comunidad, en cuanto se vean amenazados o afectados en su derecho a la supervivencia.

Asimismo, el hecho de proteger expresamente la vida, su efecto principal es que, salvo la pena de muerte, no reconoce otras excepciones. Desde luego, bajo esta óptica se presume el amparo a los nacidos deformes, a los ancianos, a los enfermos incurables y a todo aquel que la ciencia califique como irrecuperable.

De esta forma, la consagración del derecho a la vida como el primero y más fundamental de los derechos excluye de suyo el tema del aborto, haciéndolo por lo tanto ilícito, lo que se manifiesta con especial énfasis en la redacción de la norma del inciso segundo del mismo número 1° del articulo 19 de la Constitución, establecida en los siguientes términos: "la ley protege la vida del que esta por nacer", lo cual implica que para la Constitución la vida jurídicamente protegible se inicia desde la concepción y no desde el nacimiento. 
En este caso, se busca proteger al embrión humano con calidad de persona, lo cual se identifica con la idea que "el ser persona es la única modalidad de existencia que conviene a la naturaleza humana” ... “por lo que aparece apropiado hablar del embrión humano no como de una persona potencial, sino como una persona actual dotada de un alto potencial para su desarrollo", y con una clara conciencia de que la vida no tiene su origen en el nacimiento, sino que es anterior y su raíz está en la concepción.

Sin embargo, el tema de prohibir un aborto absoluto fue un tema controvertido en la Comisión de Estudios para la Nueva Constitución. Algunos comisionados quisieron dejar constancia de que no consideraban la prohibición del aborto como absoluta, como sí lo había hecho el comisionado Guzmán, ya que estimaban que existían situaciones que podían justificarla.

4. Desde una perspectiva penal.

Bajo el régimen actualmente vigente, constituye un ilícito, no sólo penal sino también constitucional, atentar contra la vida de una persona, particularmente contra la de una persona por nacer, que por su estado de indefensión debe ser especialmente amparada.

Dentro del conjunto de ilícitos posibles que de la situación antes descrita se derivan, se comprende el aborto, delito consistente en dar muerte intencionadamente al niño por nacer, mediante cualquier clase de manipulación y sin que importe si ésta se consuma mientras se encuentra en el vientre materno o recién salido de éste.

Sin embargo, tanto en el derecho comparado como en nuestro ordenamiento nacional, se ha considerado como una excepción el llamado 'aborto terapéutico", figura cuyo nombre induce a graves confusiones conceptuales, pues parece estimar posible la existencia de una terapia consistente en dar muerte a una criatura humana, aparentemente justificada por querer salvar la vida de su madre o preservar la salud de ésta.

Por eso, hemos considerado preferible distinguir entre “aborto terapéutico directo", que en realidad es propiamente un aborto, para el cual se esgrime querer cuidar de la salud o de la vida de la madre, y "terapia a la madre con resultado de aborto indirecto", que implica la aplicación justificada de una medida terapéutica, en caso de riesgo vital de la madre, la cual puede provocar un resultado no querido, y que se hubiese evitado de haber sido posible, que es el aborto de la criatura en gestación. Esta última situación se encuadra en la doctrina del doble efecto.

En atención a que se derogó del Código Sanitario chileno la figura del aborto terapéutico, hay quienes han postulado que ella debiera renovarse, a fin de evitar que una conducta médica legítima pudiera derivar en responsabilidades penales para el médico y para la madre. Sus Señorías declararon no compartir tales aprensiones.

Por una parte, la figura del "aborto terapéutico directo" no puede bajo ninguna circunstancia ser validada por el Derecho, ya que constituye efectivamente una conducta dolosa en contra de la vida de un niño en gestación, pretendiendo justificar tal cosa en que la situación de embarazo sería agresora para la vida o la salud de su madre. En atención a que este tipo de aborto niega la condición de persona del niño por nacer y, en consecuencia, subordina su derecho a la vida y su integridad física a los de su madre, no sólo vulnera la legislación penal, sino que resulta incompatible con los principios de la Carta Fundamental.

A diferencia de ello, la aplicación de una terapia a la madre con resultado de aborto indirecto, puede ser considerada como una conducta carente de tipicidad, por ausencia de dolo, o puede calificarse como una conducta justificada por la causal de obrar en cumplimiento de un deber o del ejercicio legítimo de una profesión. Más no así por la legítima defensa o por el estado de necesidad, que no se compadecen con la vulneración de la vida de un niño en gestación.

De esta forma, al quedar amparada por el derecho esta última situación, que nos parece la única compatible con la Constitución de aquellas que aparecen inmersas en el llamado "aborto terapéutico", es claro que no existe justificación o razón alguna para pretender reintroducir la figura del aborto terapéutico en Chile, lo que sería la puerta de entrada para una lenta pero persistente legalización de todo tipo de aborto y para desarrollar el más flagrante atentado contra uno de los pilares fundamentales del orden constitucional chileno, que es la vida de la persona humana.

- Puesta en votación la idea de legislar, los tres proyectos en informe fueron aprobados por la mayoría de los miembros de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide y en contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Chahuán y Uriarte.

- - - - - - -


Como se dijo al inicio, la Comisión acordó proponer al Senado fusionar las tres iniciativas de ley en informe y proceder a discutirlas sólo en general, a fin de dejar lugar a la posibilidad de que se formulen indicaciones para modificar sus textos.


En consecuencia, se consignan a continuación los articulados de los tres proyectos aprobados en general por la Comisión:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°: Agréguense los siguientes incisos finales al Art. 345 del Código Penal:


“No se considerará aborto cuando se produzca la muerte del feto como consecuencia de una intervención, tratamiento o administración de algún fármaco que sea indispensable para salvar la vida de la madre, lo que deberá ser certificado por un grupo de tres médicos.


No será punible la interrupción de un embarazo cuando se haya certificado por un grupo de tres médicos la inviabilidad fetal.


Un grupo de tres médicos del hospital o del Servicio de Salud correspondiente deberá otorgar en forma unánime e inequívoca las certificaciones de los dos incisos anteriores. Los médicos que otorguen la certificación no podrán formar parte del equipo tratante de la madre.


Copia de las certificaciones, sus fundamentos y antecedentes serán mantenidas en el respectivo Servicio de Salud por un período de tiempo de 5 años. Será responsabilidad del Jefe del Servicio de Salud custodiar dichos documentos por el período de tiempo indicado.


Los médicos que otorgaren certificaciones falsas o que intervengan sin cumplir con las exigencias anteriores serán sancionados con pena de presidio menor en su grado máximo”.


Artículo 2°: Modifíquese el Art. 119 del Código Sanitario, agregando luego de la expresión “aborto”, la frase “sin perjuicio de lo dispuesto en el Art. 345 del Código Penal”.”.

Boletín N° 7.373-07, moción del Honorable Senador señor Fulvio Rossi Ciocca y la ex Senadora señora Evelyn Matthei Fornet.

PROYECTO DE LEY:


“Reemplazase el artículo 119 del Código Sanitario por el siguiente: 


“Art. 119. Se podrá interrumpir el embarazo, sólo con fines terapéuticos, mediante intervención médica, cuando esta sea documentada por dos médicos cirujanos.”.”.

Boletín N° 6.522-11, moción del Honorable Senador señor Camilo Escalona Medina.

PROYECTO DE LEY:


“ARTICULO 1. Modificase el Código Sanitario como sigue: 

- Reemplázase el art. 119 por el siguiente:


"Artículo 119". Sólo con los fines terapéuticos, eugenésicos o ético-sociales que a continuación se expresan se podrá interrumpir un embarazo.


En caso en que esté en riesgo la vida de la madre y no existan otros medios para evitar dicho riesgo.


Cuando el feto presente o se establezca clínicamente que presentará graves taras o malformaciones físicas o psíquicas.


Cuando el embarazo sea consecuencia de un hecho constitutivo del delito de violación.


En este último caso, la interrupción del embarazo sólo podrá practicarse dentro de las primeras 12 semanas de gestación.


En todos los casos, se requerirá el consentimiento de la madre, la intervención de un médico-cirujano y la opinión documentada de otros dos médicos-cirujanos."


ARTICULO 2. Modifícase el Código Penal como sigue: 


- Agrégase a continuación del art. 342 N° 3° la siguiente oración, reemplazando para dicho efecto su punto final"." por una coma",": ", fuera de los casos permitidos por la ley."


- Intercálese en el inciso primero del art. 344 la siguiente oración, a continuación de la coma",": "fuera de los casos permitidos por la ley,"


- Intercálese en el inciso primero del art. 345 la siguiente oración, a continuación de la segunda coma",": "fuera de los casos permitidos por la ley,".”.

Boletín N° 6.591-11, moción del Honorable Senador señor Guido Girardi Lavín y el ex Senador señor Carlos Ominami Pascual. 

- - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 2, 9, 16 y 30 de agosto y 6 de septiembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín (Ricardo Lagos Weber), Mariano Ruiz-Esquide Jara (Ximena Rincón González) y Gonzalo Uriarte Herrera.

Valparaíso, 13 de septiembre de 2011.
(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,
Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, PARA LA DIVISIÓN DE CONDOMINIOS DE VIVIENDAS SOCIALES

(7342-14)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de presentar su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción del ex Diputado y actual Senador señor Gonzalo Uriarte, y de los Diputados señores Carlos Montes, Osvaldo Andrade, Pepe Auth, Pedro Browne, Juan Luís Castro, Ramón Farías, Patricio Hales y Nicolás Monckeberg.

A la sesión en que vuestra Comisión estudió este asunto concurrieron, especialmente invitados, el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Juan Ignacio Correa, y la analista de la BCN, señora Verónica de la Paz. 





No obstante que el proyecto de ley es de artículo único, vuestra Comisión lo discutió sólo en general, por considerar que contiene disposiciones que ameritan un mayor estudio y análisis y, en consecuencia, acordó proponer a la Sala que lo considere en estos mismos términos.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


Establecer en forma permanente el procedimiento de subdivisión de terrenos y de determinados espacios comunes de condominios sociales -introducido por la ley N° 20.168, que modificó la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria-, con el propósito de facilitar su administración, disponiendo para ello la exención de los derechos municipales y la concesión del privilegio de pobreza para los interesados.
NORMAS DE RANGO ORGÁNICO CONSTITUCIONAL
 



Los incisos primero, quinto y séptimo del artículo 46 quáter, contenido en el artículo único del proyecto de ley, tienen el carácter de orgánico constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 118, inciso quinto, y artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

- - - 

ANTECEDENTES 
 
Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

-Ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria.

             II.- ANTECEDENTES DE HECHO

 
Los autores de la iniciativa señalan que pese a la carencia de estadísticas oficiales, algunos cálculos especializados indican que en el país existiría más de un millón de viviendas sociales ubicadas en conjuntos habitacionales.

Añaden que muchos de estos condominios presentan un grave deterioro debido a la falta de organización de los vecinos, sumado al insuficiente apoyo para propiciar un mejoramiento de las condiciones de vida de sus habitantes.


Señalan que entre las causas que dificultan la agrupación de sus residentes y el desarrollo de iniciativas para promover su mejoramiento, se encuentra el excesivo número de unidades y las diversas realidades existentes en su interior.


Explican que nuestro ordenamiento jurídico reconoció la realidad de los condominios de viviendas sociales en la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, y que estos que comenzaron a ser considerados un objetivo de las políticas públicas con la creación de diversos instrumentos, tales como el Programa Participativo de Asistencia Financiera en Condominios Sociales (Decreto N° 127, de 1998); el Programa de Mejoramiento de la Vivienda y su Entorno (D.S. Nº 84, de 2004); el Programa de Reparación de Viviendas SERVIU (D.S. Nº 149, de 2005), y el Programa de Protección del Patrimonio Familiar (D.S. Nº 255, de 2006).


Agregan que la ley N° 20.168 complementó dichas disposiciones, fijando un número máximo de unidades por conjunto, estableciendo, además, medidas adicionales para mejorar su habitabilidad y fortalecer la organización vecinal.


Indican que este último texto legal contempló, en sus artículos 1º y 2º transitorios, un procedimiento especial destinado a permitir la división de los condominios de viviendas sociales ya existentes, a unidades de 150 viviendas, que hicieran posible una mejor administración, facilitando la constitución de organizaciones.

Dicho procedimiento, aclaran, tenía prevista una duración de tres años, que venció en el mes de febrero de 2010, sin que se hayan cumplido cabalmente sus objetivos, atendida la cantidad de condominios existentes y su heterogeneidad. En consecuencia, a juicio de los autores de la iniciativa, es indispensable renovar estas disposiciones.


Por último, manifiestan que la Moción propone incorporar una norma referida a los espacios comunes del respectivo condominio, permitiendo que sobre ellos se constituya una copropiedad diversa para facilitar su administración.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 




El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que las estimaciones indican que más de un millón de personas vive en conjuntos habitacionales con un excesivo número de unidades (de hasta 238.822 unidades).
 



Advirtió que muchos de estos condominios presentan un grave deterioro debido a la falta de organización de los vecinos, ya que las diversas realidades existentes en su interior dificultan su agrupación e impiden su mejoramiento.

 



Sostuvo que originalmente la iniciativa en estudio se denominó “proyecto de ley que extiende el plazo para la división de condominios de viviendas sociales con el objeto de facilitar su administración”, y que posteriormente fue modificada por el de “proyecto de ley para la división de condominios de viviendas sociales”, por cuanto una indicación sustitutiva del Ejecutivo -presentada en la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano de la Cámara de Diputados- reemplazó aspectos de fondo del proyecto.





Destacó que la ley N° 20.168, -que modificó la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, para facilitar la organización y administración de los condominios de viviendas sociales- dispuso, en su artículo 1° transitorio, un plazo de tres años, contado desde la publicación de la ley, para que los copropietarios solicitaran la subdivisión respectiva, período que venció el 14 de febrero de 2010.





Manifestó que el referido cuerpo normativo centró toda la responsabilidad del procedimiento divisorio en el Director de Obras Municipales, quien tenía la obligación de pronunciarse sobre la procedencia de la solicitud efectuada por los copropietarios, y confeccionar el plano correspondiente. Dicha situación, expresó, constituyó un obstáculo para la aplicación efectiva de esta ley.





Añadió que la iniciativa en estudio prescribe tres vías para solicitar la subdivisión de condominios de viviendas sociales: mediante una propuesta que efectúe un porcentaje de copropietarios que conste en un plano suscrito por un profesional competente; por una solicitud realizada por un número de interesados -10%- ante la Dirección de Obras Municipales para que elabore una propuesta de división y, finalmente, que el municipio, de propia iniciativa, proponga a los copropietarios un plano divisorio. En todos los casos la propuesta debe ser aprobada por el 75% de los derechos del condominio.





Hizo presente que el proyecto deja claramente establecido que las normas de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, de su Ordenanza y las de los instrumentos de planificación territorial, no serán aplicables a la subdivisión de los condominios efectuada conforme a este nuevo procedimiento.





Finalmente, acotó, la iniciativa considera la exención del pago de los derechos municipales que pudieran devengarse respecto de estas actuaciones y establece, además, el privilegio de pobreza para los interesados, para el pago de los derechos arancelarios que correspondan a notarios, conservadores y archiveros.





La Honorable Senadora señora Pérez consultó si la atribución contemplada en el proyecto de ley para que el Director de Obras Municipales  proponga un plano divisorio a los condominios, es una facultad o una obligación, a lo que el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respondió que el texto del articulado lo dispone en forma facultativa, al usar la expresión verbal “podrá”.





El Honorable Senador señor Tuma destacó que la exigencia de que los condominios sociales no puedan contar con más de 150 unidades, también es un requisito que dice relación con la necesidad de efectuar el estudio de impacto ambiental de un proyecto habitacional. Por ello, señaló, para evitar este estudio se presentan los proyectos divididos en etapas que no sobrepasen dicho número de unidades.





El referido asesor acompañó -a modo informativo-, un listado de condominios de viviendas sociales, individualizados por Región. Se hace presente que este documento se contiene en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.





El Honorable Senador señor Letelier expresó su conformidad con la idea de legislar sobre la materia; sin embargo, advirtió que existen algunos aspectos del proyecto de ley que deben ser perfeccionados mediante la presentación de indicaciones durante la discusión en particular del mismo. Entre ellas, mencionó el alto porcentaje -del 75% de los derechos del condominio,- requerido para la aprobación de algunas propuestas o planos, considerando que el citado quórum debe ser calculado sobre la base de la totalidad de las unidades que conforman una agrupación de viviendas sociales, es decir, antes de efectuada la subdivisión.

 



- Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado, en general, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Letelier, Sabag y Tuma.
- - - 

A continuación se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

 



“Artículo único.- Incorpórase en la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, el siguiente artículo 46 quáter:


 


“Artículo 46 quáter.- Facúltase a las municipalidades para subdividir los condominios de viviendas sociales, conforme a lo dispuesto en el artículo 39.


 


Para tales efectos, los copropietarios podrán solicitar a la Dirección de Obras Municipales la división del condominio.


 


Esta solicitud puede contener una propuesta de división del condominio, que consta de un plano suscrito por un profesional competente, y que esté aprobado por los copropietarios que representen, a lo menos, el 75% de los derechos en el condominio.


 


El 10% de los copropietarios, alternativamente, pueden solicitar a la Dirección de Obras Municipales que elabore una propuesta de división. Esta propuesta, con su correspondiente plano, debe ser aprobada por el 75% de los derechos del condominio.


 


La municipalidad, por propia iniciativa, podrá proponerle a los condominios de vivienda social un plano de división que facilite una mejor administración. Esta propuesta será elaborada por la Dirección de Obras Municipales, y requerirá de la aprobación del 75% de los derechos del condominio.


 


Para acreditar la mayoría establecida en este artículo, bastará el acta de la asamblea suscrita por los copropietarios que reúnan el citado quórum legal o, en su defecto, el instrumento en que conste la aprobación de la propuesta de subdivisión firmada por los respectivos copropietarios, protocolizada ante notario.


 


El Director de Obras Municipales, después de aprobadas las modificaciones por los copropietarios dictará, si procediere, una resolución que disponga la subdivisión del condominio, la cual deberá inscribirse en el conservador de bienes raíces conjuntamente con el plano respectivo. Los cambios producidos como consecuencia de la división de los bienes del condominio regirán desde la fecha de la referida inscripción.


 


Las normas de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones y de los respectivos instrumentos de planificación territorial, no serán aplicables a las edificaciones y a la división del suelo que se originen con motivo de la subdivisión de los condominios que se efectúe en virtud de lo dispuesto en los incisos anteriores.


 


Los condominios de viviendas sociales estarán exentos del pago de los derechos municipales que pudieren devengarse respecto de las actuaciones a que se refiere este artículo. Asimismo, los interesados gozarán de privilegio de pobreza en el pago de los derechos arancelarios que correspondan a notarios, conservadores y archiveros, con motivo de tales actuaciones.”.”.

- - -
 



Acordado en sesión celebrada el día 13 de septiembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Eugenio Tuma Zedán (Presidente), señora Lily Pérez San Martín, y señores Juan Pablo Letelier Morel y Hosaín Sabag Castillo.




Sala de la Comisión, a 16 de septiembre de 2011.

(Fdo.): Milena Karelovic Ríos,
Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL “CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL CONSEJO FEDERAL SUIZO SOBRE EL EJERCICIO DE ACTIVIDADES REMUNERADAS POR PARTE DE LOS FAMILIARES DEPENDIENTES DE MIEMBROS DE LAS MISIONES DIPLOMÁTICAS, REPRESENTACIONES CONSULARES Y MISIONES PERMANENTES”, SUSCRITO EN SANTIAGO, DE CHILE, EL 16 DE MARZO DE 2011

(7775-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 26 de mayo de 2011.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 6 de julio de 2011, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistió, especialmente invitado, el Director (s) de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo.

- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.


2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Mensaje señala el interés de Chile y Suiza de permitir, sobre la base de un tratamiento recíproco, el ejercicio de un trabajo remunerado a los familiares dependientes de miembros de las misiones diplomáticas, representaciones consulares y misiones permanentes, estableciendo un marco jurídico que mejora sus condiciones de vida y hace posible, asimismo, una mayor integración entre ambas sociedades.




3.- Instrumento Internacional.- Este Convenio consta de un Preámbulo y 9 artículos, donde se despliegan las normas que conforman su cuerpo principal y dispositivo.




Las Partes reconocen en el Preámbulo el interés de mejorar las condiciones de vida de los miembros de las misiones diplomáticas, representaciones consulares y misiones permanentes, otorgando la posibilidad a los familiares dependientes de trabajar en actividades remuneradas en el Estado receptor, facilitando su contratación.




El artículo 1 dispone que, sobre una base de reciprocidad, los familiares dependientes de los miembros de las misiones diplomáticas, representaciones consulares o misiones permanentes ante una organización internacional de una de las Partes acreditada oficialmente ante la otra o ante una organización internacional con sede en la otra, estarán autorizados para ejercer actividades remuneradas en el Estado receptor.




Por su parte, el artículo 2 define ciertos conceptos que se estiman necesarios para su aplicación: “miembros de las misiones diplomáticas”, “miembros de las representaciones consulares”, “miembros de las misiones permanentes ante una organización internacional”; “familiar dependiente”; “actividad remunerada”; y, “Estado receptor”.




El artículo 3 establece los procedimientos para autorizar la contratación de un familiar dependiente en una actividad remunerada en el Estado receptor, distinguiendo cuando dicho trámite se realiza en Chile o en Suiza. Cabe destacar que la autorización para ejercer una actividad remunerada no exime al titular de ella del cumplimiento de los requisitos usuales o reglamentarios en materia de antecedentes personales, calificación profesional u otra para ejercer dicha actividad. Igualmente, las disposiciones de este Convenio no podrán ser interpretadas en el sentido de implicar el reconocimiento de títulos, grados o estudios entre los dos Estados.




A su vez, el artículo 4 se refiere al término de la autorización para ejercer una actividad remunerada, distinguiendo tres situaciones, cuando: i) el beneficiario deja de tener la calidad de familiar dependiente dentro de la definición de este Convenio; ii) finaliza el ejercicio de la actividad remunerada, y iii) termina la destinación de la persona de la cual el familiar es dependiente.




El artículo 5 regula el alcance de la inmunidad de jurisdicción civil o administrativa de que goza el titular de la autorización para ejercer una actividad remunerada, consignando que tal inmunidad no regirá respecto de cualquier acto directamente realizado con el ejercicio de la actividad remunerada.




Luego, el artículo 6 trata de la inmunidad de jurisdicción en materia penal de que goza el titular de la autorización en el Estado receptor, la que se seguirá aplicando con respecto a cualquier acto realizado en el curso de la actividad remunerada. Sin embargo, tratándose de delitos graves, a solicitud por escrito del Estado receptor, el Estado acreditante considerará retirar la inmunidad de jurisdicción penal del Estado receptor al familiar dependiente involucrado.




El artículo 7, con respecto a la legislación aplicable en materia tributaria y de seguridad social, estipula que el beneficiario de este Convenio estará sujeto en el ejercicio de su actividad remunerada a la legislación nacional del Estado receptor.




A continuación, el artículo 8 prevé que en caso de diferencias en la interpretación o aplicación del presente Convenio estás se resuelvan a través de consultas mutuas, por la vía diplomática.




Finalmente, el artículo 9 se refiere a la entrada en vigor del presente Convenio, disponiendo que el mismo regirá 30 días después de la fecha de la última Nota en que las Partes se comuniquen el cumplimiento de los procedimientos jurídicos internos. Asimismo, dispone que el Convenio tendrá una duración indefinida y podrá ser denunciado en cualquier momento.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma colocó en discusión el proyecto.

El Director (s) de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, señor Álvaro Arévalo, señaló que la suscripción de este tipo de instrumentos es usual en el ámbito internacional. Añadió que, por regla general, los familiares de los agentes diplomáticos no pueden ejercer actividades remuneradas, por lo que requieren de este tipo de instrumentos para realizar dichas actividades.


Indicó que el instrumento en estudio habilita a los familiares de los agentes diplomáticos para realizar cualquier tipo de actividad remunerada, existiendo restricciones solo en algunas materias, por ejemplo, de seguridad nacional. Agregó que las personas están sujetas a un régimen de privilegios e inmunidades restringidas, esto es, inmunidad de jurisdicción penal, la cual puede alzarse por delitos graves. A su vez, no tienen inmunidad en jurisdicción civil por acciones relativas a su actividad remuneradas.


Explicó que en la actualidad existen más de cincuenta de estos instrumentos suscritos por nuestro país, los cuales permiten que los familiares de agentes diplomáticos puedan ejercer actividades remuneradas.


El Honorable Senador señor Kuschel preguntó si estos instrumentos son recíprocos. Al respecto, el señor Arévalo sostuvo que operan sobre la base de la reciprocidad.


Por su parte, el Honorable Senador señor Pizarro consultó sobre cómo opera en términos prácticos este instrumento.


El señor Arévalo respondió que el ejercicio de actividades remuneradas de los familiares de los agentes diplomáticos es importante para su realización personal, además de constituir un nuevo ingreso económico para la correspondiente familia.




Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma.

En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Consejo Federal Suizo sobre el Ejercicio de Actividades Remuneradas por Parte de los Familiares Dependientes de Miembros de las Misiones Diplomáticas, Representaciones Consulares y Misiones Permanentes”, suscrito en Santiago, Chile, el 16 de marzo de 2011.”.
----------





Acordado en sesión celebrada el día 13 de septiembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma Zedán (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.




Sala de la Comisión, a 13 de septiembre de 2011.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,
Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES, TUMA BIANCHI, ESCALONA, LETELIER Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE INTERÉS MÁXIMO CONVENCIONAL 

(7786-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Tuma, Bianchi, Escalona, Letelier y Zaldívar.


A una o más de las sesiones en que estudiamos este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia, Mariano Ruiz-Esquide Jara, y los Ministros de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán, y de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes.


Además, asistieron invitadas por la Comisión las siguientes personas:

Del Banco Central: El Presidente, señor José De Gregorio Rebeco; El Gerente de Estabilidad Financiera, señor Luis Opazo Roco; El Gerente Asesor de Comunicaciones, señor Luis Álvarez Vallejos.

Del Ministerio de Hacienda: El Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno Guzmán; Los asesores del Ministro en el área de Mercado Capitales, señores Jaime Salas Vergara y Felipe Bravo Leiva; el asesor, señor Joaquín Fernández Chicharro; el Asesor de Prensa: señor Pablo Santiago Livesey y el Asesor del Departamento de Comunicaciones, señor Andrés Venegas.

Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: El Subsecretario, señor Tomás Flores Jaña; El Jefe de la División Jurídica, señor Eduardo Escalona Vásquez; El Jefe Asesores, señor Cristián Gardeweg Ortúzar; El Asesor del Ministro, señor Alejandro Arriagada Ríos y la Jefa de Prensa, señora Carmen Paz Maldonado Caerols.

De la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras: El Superintendente, señor Carlos Budnevich Le-Fort y el Director de Estudio y Análisis Financiero, señor José Miguel Zavala Matulic.
El economista, señor Antonino Parisi. 
De la Secretaria General de la Presidencia: La analista, señora Francisca Navarro Moyano. 

Del Instituto Libertad y Desarrollo: El abogado asesor, señor Daniel Montalva Armanet. 

De CIEPLAN: El Abogado del Programa Legislativo, señor Sebastián Pavlovic Jeldres. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional: La analista, señora Anette Hafner.

La asesora del Honorable Senador Alberto Espina, señorita Carol Gibson Tepper y los asesores del Honorable Senador Eugenio Tuma señores Eduardo Barros González, Cristian Beltrán Gazitúa, y Álvaro Pavez Jorquera.

____________

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Al tenor de la moción que le da origen, esta iniciativa de ley tiene por objetivo establecer un nuevo parámetro de cálculo del interés máximo convencional, no sobre la base del interés corriente cobrado por los bancos e instituciones financieras en un mes determinado, sino que en base a la tasa de política monetaria del Banco Central. 

Asimismo, prescribe que el interés máximo convencional no podrá exceder en tres veces dicha tasa y que se denominará Interés Máximo Convencional Anual.

ANTECEDENTES DE DERECHO


El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:


-La ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero.


-La ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.


-La Ley General de Bancos, contenida en el Decreto con Fuerza de Ley N° 3, de 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, del decreto con fuerza de ley Nº 252, de 1960, y de la Ley Orgánica de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, contenida en el decreto ley Nº 1.097, de 1975, y de los demás textos legales que se refieren a bancos y sociedades financieras u otras empresas fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. 


-El artículo 472 del Código Penal, que tipifica y sanciona el delito de usura.

ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción con que los Honorable Senadores presentan el proyecto de ley en informe, cuyos considerandos expresan lo siguiente:

“1°. Que existe un cada vez más amplio consenso en la sociedad chilena, sobre la necesidad de generar un modelo de economía que esté al servicio de la persona humana, en donde la libertad de comercio y de emprendimiento no signifique, en caso alguno, el derecho de unos pocos de actuar de manera abusiva al interior de los mercados.

2°. Que en Chile tenemos un mercado financiero que aún está sujeto a regulaciones que han perdido su razón de ser con el transcurso del tiempo y del desarrollo de la economía nacional e internacional. Es el caso del denominado interés máximo convencional, que fue establecido en la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero hace 30 años atrás, cuando el sistema financiero chileno estaba marcado por la incertidumbre, la volatilidad y altas tasas de inflación. Esa es la explicación, porque el parámetro se determinó en base al interés corriente interbancario aumentado en un 50%.

Hoy la realidad es diversa, con muchos más actores financieros, con nuevas modalidades de operación y, lo que es más importante, con más personas que son sujetos de crédito. Hoy en día no hay razón por la cual mantener este interés máximo a las convenciones, pues solamente encarece el costo del crédito del dinero, lo cual, aunque no detiene los flujos de operaciones sólo es capaz de redundar en ganancias excesivas para las instituciones de crédito.

3°. Que a nivel comparado, el caso chileno es absolutamente aislado. Según un estudio de la Biblioteca del Congreso Nacional, en Francia, el Código de Consumo establece límites al tipo de interés, mediante el establecimiento de lo que es delito de usura. El artículo L313-3 del referido cuerpo legal, indica que “se reputará usurario todo préstamo contractual concedido a un tipo de interés efectivo global que, en el momento de su concesión, exceda en más de un tercio del tipo efectivo medio aplicado por las entidades de crédito durante el trimestre anterior a las operaciones de idéntica naturaleza que conlleven unos riesgos análogos”. Con lo cual, la tasa máxima convencional será en consecuencia de hasta por sobre 1/3 del interés corriente del trimestre anterior a la celebración del contrato.

Por su parte en Brasil, es la propia Constitución Política del año 1988 la que se encarga de la materia al señalar en el artículo 192 que la imposición de una tasa de interés real por encima del límite del 12% anual, es un exceso de cobro y una práctica usuraria.

Finalmente en el derecho peruano, su Código Civil establece que el interés moratorio no podrá exceder en un 15% al interés corriente que cobran las instituciones de crédito.

4°. Que con la finalidad de generar una normativa más equitativa y equilibrada en las operaciones financieras entre personas naturales y jurídicas con empresas del giro bancario o financiero nos permitimos someter a consideración de esta Corporación este proyecto de ley que busca modificar el artículo 6° de la Ley N° 18.010, con la finalidad de establecer un nuevo parámetro de cálculo del denominado interés máximo convencional, el cual proponemos se efectúe ya no sobre la base del interés corriente cobrado por los bancos e instituciones financieras en un mes determinado, sino que en base a la Tasa de Política Monetaria del Banco Central, que es la tasa de interés objetivo para las operaciones interbancarias que el órgano emisor procura lograr mediante sus instrumentos de política monetaria, como son las operaciones de mercado abierto, facilidades de crédito y depósitos.

Esta tasa de política monetaria es determinada en base al estado real de la economía nacional, a sus parámetros generales de desempeño, lo que le da un profundo sentido de realidad y la aleja de las prácticas puramente especulativas. En ella se recoge no solo la tasa de interés real y la nominal de las operaciones en un periodo determinado, sino que también las expectativas de inflación que suponen la desvalorización monetaria. Nos ha parecido razonable establecer que el interés máximo convencional sea de tres veces la tasa mensual de política monetaria. Actualmente la Tasa de Política Monetaria asciende a un 5,13% mensual con lo cual la tasa máxima convencional anual si se aprobara esta propuesta ascendería a un 15,39%, en circunstancias que la tasa máxima convencional anual hoy en día con las normas vigentes, asciende a casi un 50,67% anual.

5°. Que a nuestro juicio, la única forma de hacer sostenible en el futuro la economía nacional, es generando un marco normativo acorde con los niveles de desarrollo del país. Esas regulaciones modernas no son solamente como piensan algunas regulaciones más liberales, sino que deben ser regulaciones más justas. El orden público económico consagrado por nuestra Constitución está fundamentado en la libertad económica y en el derecho de propiedad, pero ambos tienen como límites los derechos de las personas de más alta jerarquía, como es el derecho a un trato justo y equitativo. Esta moción parlamentaria tiene esencialmente ese horizonte, contribuir a generar un marco de desenvolvimiento de la actividad privada, en donde se impida el abuso que tiene su origen precisamente en las asimetrías económicas y jurídicas que tienen usuarios y prestadores de servicio del mercado financiero.

Confiamos en que este Honorable. Senado así lo entienda, y de pronto trámite a este proyecto, que no va contra el mercado, sino que muy por el contrario pretende mejorarlo para hacerlo política, social y económicamente sustentable en el futuro.”.

________

DISCUSION EN GENERAL

En la primera sesión celebrada para iniciar el análisis de la iniciativa en informe, la Comisión recibió al economista señor Antonino Parisi.

En primer término, se refirió a las utilidades de los bancos en Chile, destacando que el año 2010 obtuvieron utilidades altísimas, de más de US$ 3.300 millones, creciendo más de cinco veces en el lapso comprendido entre de enero a diciembre. Tales utilidades son las mayores de Latinoamérica.

Una de las razones por las cuales la banca nacional obtiene grandes utilidades radica en las tasas de interés que cobran en sus operaciones. Para ilustrar lo anterior hizo presente que, según fuentes de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, las tasas de interés corrientes a marzo de 2011 fueron las siguientes: Líneas de Crédito, 36.82%; Tarjetas de Crédito, 45.95%, y Crédito de Consumo, 24.34%.
Las tasas máximas y mínimas cobradas por algunos bancos en créditos de consumo son las que se observan en la siguiente gráfica:

[image: image9.png]Monto del préstamo: $500.000
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$3.000.000
24 meses 36 meses 24 meses 36 meses

Bancos (*) Min Méx Min Méx Min Méx Min Méx
Banco Paris 28,01 46,68 28,01 46,68 18,65 31,08 18,65 31,08
Banco Ripley 24,36 45,54 24,36 45,54 15,60 31,14 15,60 31,14
Banco Santander Chile 10,20 42,00 10,20 42,00 10,20 42,00 10,20 42,00
Divisiones

Especializadas (**)

Banco Condell 24,24 45,36 27,84 45,72 20,04 35,88 18,96 35,88
Banefe 22,20 45,48 28,08 45,48 22,20 45,48 28,08 45,48
Banco Credichile 27,84 45,60 27,84 45,60 15,60 24,72 15,60 24,72
Banco Nova 24,00 45,48 24,36 45,48 19,20 45,48 19,56 45,48





Agregó el señor Parisi, que lo anteriormente señalado es solo una muestra de lo que está pasando en Chile. La situación actual es preocupante, acotó, sobre todo en el caso de las divisiones especializadas de los bancos, ya que son las personas de menos recursos las que acceden a los créditos que éstas manejan.

Luego, llamó a tener en consideración otros datos sobre la materia en cuestión, tales como que los créditos de consumo representan solo el 13,1% del stock de créditos del sistema, pero aportan el 28% de los ingresos por intereses y reajustes, y que las provisiones por riesgo de crédito bajaron un 32,8% respecto del 2010, generando un aumento importante de las utilidades de los bancos. Concluyó que, en otras palabras, la gente paga y las tasas no bajan, lo que genera utilidades enormes para los bancos.

Hizo notar que dentro del flujo del dinero del mercado de nuestro país, se observa que las personas entregan por ley un porcentaje de sus sueldos a las AFP, y que éstas financian a bancos y a casas comerciales a tasas de 6% de interés. Luego, los bancos y las grandes tiendas prestan, a su turno, ese dinero a los particulares, a una tasa de hasta 49,9% de interés, y que ha llegado en años anteriores a más del 70% anual.

Calificó de insuficiente la solución que estaría estudiando el Gobierno, según la cual las instituciones tendrían la obligación de ofrecer un producto homogéneo para tres tipos de créditos, los que están dirigidos a más de 10 millones de potenciales beneficiarios. Indicó que es una medida que aporta, ya que mejora la información disponible para los consumidores, pero no soluciona el problema.

Retomando lo relativo a las tasas de interés que se cobran actualmente en Chile, indicó que se comete un abuso en las tasas cobradas a las personas y a los pequeños empresarios, sobre todo en líneas de crédito y tarjetas de crédito. Lo anterior se vuelve incluso más evidente en las tarjetas del retail y en los bancos de “segunda categoría”, o divisiones especializadas.

Respecto a la composición de las tarjetas según grupo socioeconómico, analizando el trabajo de Montero y Tarzijan, podemos ver que los más afectados por esto son los grupos más desprotegidos, sin acceso a crédito en bancos tradicionales, y quedan expuesto a la tasa máxima convencional.
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Sobre la Tasa Máxima Convencional, indicó que la ley chilena estipula un límite en el interés a cobrar, que recibe el nombre de interés máximo convencional. Este interés no puede exceder en más de un 50% el interés corriente que rige al momento de la convención, ya sea que se pacte una tasa fija o variable. Esta ley data desde 1929, y tuvo su última modificación el año 1981. Actualmente está contenida en la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero, y es la SBIF la institución responsable de la publicación.

Su propuesta es recalcular la tasa máxima convencional a partir de la fórmula que desarrollaron Markowitz y Sharpe, y  que les significó ganar el Premio Nobel de Economía el año 1990. La fórmula sostiene que la tasa de retorno exigida sobre los activos es en función de la tasa libre de riesgo; el premio por riesgo del mercado, y el riesgo. Según sus cálculos, el riesgo de la gente no supera más de 3 veces al del promedio de mercado.

Hizo presente que existen otras alternativas para fijar la tasa máxima de interés a pagar en las operaciones de crédito de dinero. Una de ellas, que aplica actualmente Singapur, consiste en que las personas que así lo deseen pidan un préstamo a su propio fondo de pensiones, y los intereses pagados por ellos son para sus fondos, pudiendo pedir prestados inicialmente un 5% de sus fondos y luego un 10%, como tope. Una segunda opción es que la gente pague las tasas que hoy cobran los bancos, pero una vez que terminen de pagar se les devuelva parte del interés pagado en UF, hasta alcanzar la nueva máxima convencional. Otra fórmula es la propuesta de su hermano, el economista Franco Parisi, a partir de la ecuación de Markowitz y Sharpe, y según la cual la Tasa de Interés es igual, o corresponde, a la Tasa Libre de Riesgo más el Premio por el Riesgo por el Riego del Individuo, expresada en la siguiente fórmula: Rj = Rf + (Rm – Rf) * Bj. 


A continuación, el Honorable Senador señor Pérez, en atención lo lucrativo del negocio de los bancos,  le consultó al economista señor Parisi los motivos por los cuales no hay bancos nuevos en Chile. Agregó que tal situación podría hacer necesario revisar la legislación vigente y estudiar si existen barreras que dificulten el surgimiento de nuevos actores en el mercado. El señor Parisi indicó que la falta de nuevos bancos se debe al reducido tamaño de nuestro mercado, más que a un problema legal. Coincidió con tal diagnóstico el Honorable Senador señor Zaldívar, agregando que, en su parecer, las barreras existentes son razonables y objetivas, y que el capital solicitado para la creación de un banco es de un monto adecuado para el giro.

___________


En la sesión del día miércoles 11 de agosto, la Comisión recibió al señor Presidente del Banco Central, don José De Gregorio, quien indicó que los temas referidos al interés máximo convencional y al de cobro de interés sobre interés cada vez adquieren más relevancia en el sistema financiero, porque son aspectos centrales en la protección del cliente financiero, en el sentido de no dejarlo expuesto a situaciones en las cuales se le cobren rentas excesivas.


Agregó que, en tal sentido, y antes de abordar el fondo de los proyectos en tabla, estos temas deberían estar muy presentes en la estructura regulatoria financiera. Recordó que, en los Estados Unidos, por favorecer erróneamente a clientes financieros que no debieron ni estaban en condiciones de endeudarse, hasta hoy todos sufrimos las consecuencias de tal acción. En suma, acciones o instrumentos que favorezcan el acceso del crédito, sin tomar los debidos resguardos, pueden generar vulnerabilidades.


Recalcó que estas materias son de la máxima importancia para el Banco Central y que, por lo tanto, están permanentemente monitoreándolas, en particular la situación de los créditos de consumo. 


En tal sentido, manifestó su interés en que estas instituciones vayan creciendo y fortaleciéndose en armonía con el conjunto del sistema financiero, para velar por la estabilidad del mismo. En su parecer, en el futuro el SERNAC Financiero debería formar parte del Consejo de Estabilidad Financiera que se está formando.


En relación a la tasa máxima convencional, indicó que ésta se justifica por la existencia de imperfecciones en el mercado del crédito, una de las cuales es el problema de información que afecta a los consumidores. Los bancos no saben la calidad de los consumidores que están enfrentando; los contratos son complejos, y las relaciones son duraderas, por lo que se generan en el tiempo relaciones que pueden prestarse para debilitar los derechos de los consumidores. Uno de las herramientas existentes para ese fin es poner una tasa máxima, lo cual se traduce en que nadie puede cobrar un interés mayor al permitido. En el caso de Chile, corresponde al 50% más de la tasa promedio que se ha tomado el mes anterior, de acuerdo a distintos tramos y tipos de crédito. Así tenemos tasas máximas para créditos en pesos, en unidades de fomento, en moneda extranjera, de montos pequeños o mayores, de corto, mediano o largo plazo, entre otros. 
Si uno observa la estructura a julio de este año, el interés máximo convencional en las operaciones de menos de 90 días baja a 23%; en las operaciones mayores, que son aquellas de más de 5.000 U.F., el interés es de 10%; en las operaciones de más de 90 días encontramos las siguientes tasas de interés: entre 0 y 200 U.F., de 50%, es decir el 50% superior a la tasa promedio de ese tramo; entre 2000 y 5000 U.F., de 24%; y para los créditos de más de 5.000 U.F., un interés máximo de 12%. Por su parte, en los créditos otorgados en unidades de fomento las tasas son menores, y en moneda extranjera las tasas son bastante bajas, del orden del 3,5%.


Hizo una invitación a estudiar la materia enfocado en los créditos de consumo, particularmente aquéllos de bajo monto, que es a los cuales se aplican tasas realmente altas. Es aquí donde nos encontramos con la necesidad de analizar los costos de contar con una tasa muy alta o una tasa muy baja. Podría pensarse que una tasa de interés alta es el resultado de que uno le está prestando a un grupo de personas que son malos pagadores. Si tenemos 100 deudores, de los cuales 30 son malos pagadores, y puede recuperarse muy poco de ellos, la tasa promedio exigible a ese pool puede ser muy alta, simplemente para cubrir el costo de fondo, ni siquiera para generar utilidades. Este es el tipo de consideraciones que debe tenerse presente en este tipo de discusiones. 

Destacó que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras tiene el detalle de estos datos y también lo relativo a las condiciones de no pago que existen en cada tipo de operación de crédito de dinero. Añadió que, por otra parte, tasas muy altas pueden generar que mecanismos de coordinación no funcionen adecuadamente y que, enfrentados a tomar la decisión de determinar la tasa a cobrar, se opte por cobrar la tasa más alta. Por lo demás, y en general, es la que se cobra en los casos de reprogramaciones.


Luego se refirió a aspectos que deberían considerarse al momento de determinar la tasa máxima convencional. Es así como debería considerarse el costo de fondeo, es decir, cuánto cuesta conseguir los fondos para prestar, lo cual, adelantó, no corresponde, en ningún caso, a la tasa de la política monetaria, sino que es bastante más alto; los costos administrativos; clarificar lo que se denomina screening de los consumidores, o manejo de la información asimétrica, y primas por riesgos, como alguno de los costos que debe comprender el costo de fondeo. Sobre cuánto es lo que se carga, dependerá de los riesgos.


Manifestó que la gran pregunta es ¿cuál es, entonces, el problema de tener una tasa de interés máxima convencional muy baja? En primer lugar, deja gente afuera de las fuentes de financiamiento, circunstancia que afecta particularmente a los sectores de más bajos recursos y sin historia como deudores. Luego, genera sustitución de las fuentes de financiamiento, llegando incluso préstamos informales, en los cuales se cobran tasas muchísimo más altas. Asimismo, crea condiciones para que no se cumplan las normas que rigen el sistema financiero.


Por otro lado, cobrar tasas muy altas también genera problemas, porque no se cumple de modo alguno el rol de protección del consumidor. También puede ser un mecanismo de coordinación, en el sentido que la competencia se deja de hacer a nivel de precios, porque se cobra la tasa máxima convencional, y se inicia una competencia sobre la base de otros factores como el monto del crédito u otras variables, y puede también distorsionar el funcionamiento del mercado.


En relación al proyecto de ley en discusión y el fondo de su proposición de reemplazar la base de cálculo del interés máximo convencional por otra consistente en tres veces la tasa de política monetaria del Banco Central (T.P.M.), señaló que la T.P.M. no es la tasa de costo de fondeo. Cuando el Banco Central tuvo la tasa en 0,5%, según la fórmula que viene propuesta por el proyecto de ley, la tasa máxima convencional hubiera sido de 1,5%, y no existía crédito alguno con esa tasa, porque en esa oportunidad las tasas fueron mucho más altas. Hay que considerar que la tasa de política monetaria es una tasa a 1 día, libre de riesgo, porque el Banco Central presta a los bancos de un modo completamente colateralizado. Es decir, si un determinado banco no paga, el Banco cuenta con activos que sí pagan, pero que no son activos líquidos. Desde otro ángulo, puede sostenerse que el Banco Central presta liquidez. Las tasas del mercado son mucho más altas, porque incluyen otros factores y costos.


¿Por qué la fórmula propuesta en el proyecto propone una tasa 3 veces el diferencial entre la tasa de mercado y la tasa libre de riesgo? Ésta y otras fórmulas, que utilizan el modelo de precios de activos, llamado confusamente el CAPEM, no es para fijar la tasa de los créditos, sino que es un modelo para fijar valores de instrumentos de deuda de renta fija, es decir, por ejemplo, para determinar cuánto debe valer un bono del Banco Central o cuánto debe valer una determinada acción. No es para determinar cuánto es lo que debe cobrarse a un cliente por el crédito. Podría llegar a extenderse, pero es bastante más complejo que aplicar la citada fórmula. El Beta 3 contenido en la fórmula, tiene que ver con las características del instrumento. En su parecer, debería haber un Beta por cada tipo de crédito y por cada tipo de persona.


Retomando lo relativo a la tasa máxima convencional, indicó que si ésta termina siendo alta en el método que actualmente existe, es decir, del 50%, nos encontramos con dos hipótesis a explorar. La primera probable, es que no está funcionando bien el mercado en ese segmento, y, la otra, es que los costos de financiar a ese segmento son muy altos. No son descartables ninguna de las dos hipótesis. Simplemente, al poner una probabilidad de no pago relativamente alta, de un 20 o un 30 por ciento, a un grupo determinado, podríamos generar tasas de interés muy altas para ese segmento.


Luego indicó que cabría preguntarse cuál sería la solución óptima en ese caso. En su parecer, la solución sería contar con la posibilidad de disgregar dentro de un segmento determinado, en el sentido de permitir que si la persona es buena pagadora, que, por lo tanto, cumple, se sepa sobre su perfil, y, así, evitar que tenga que pagar una prima alta porque otro deudor de su segmento no paga nunca. Le gustaría que cuando se le otorgue un crédito a una determinada persona, se tenga presente su condición de buen pagador versus la de un mal pagador. Su idea es que el buen pagador no sea mezclado en este pool con muchos malos pagadores, y, para eso, se necesita información. En tal orden de cosas, considera tanto o más importante que la tasa máxima convencional es el hecho de tener una buena historia de pago de los clientes, y eso está íntimamente con la base de datos consolidadas de deudas de las personas.


Agregó que el tema en debate es complejo, y que lo ha estudiado por mucho tiempo. Es complejo porque, en primer lugar, y en su opinión personal, el hecho que actualmente exista una base de datos de los clientes bancarios, a la que la puede tener acceso cualquiera, porque es una cinta computacional, no protege la privacidad de las personas, y, en segundo lugar, si nosotros fuéramos capaces de generar una gran base de datos de todos los consumidores, a la cual tuviera acceso todo el mundo, más allá de los problemas de privacidad, lo que se generaría es una fiesta de ofertas de créditos de consumo. En otros términos, tal escenario no necesariamente generaría un comportamiento más responsable  de los consumidores, ya que, con campañas agresivas, podría dar lugar a un excesivo endeudamiento. 

Por lo tanto, la manera de abordar esta problemática es desde un prisma que vaya dirigido exclusivamente al deudor específico y en el mismo momento en que pide un crédito. Un sistema así ayudaría mucho a aliviar el costo del crédito. Asimismo, sería posible separar los elementos competitivos de los elementos propios de la falta de información. 

Cerró su exposición en relación a la tasa máxima convencional manifestando su interés personal y del Banco Central por colaborar en todo lo que sea necesario para aportar en su estudio, porque es un tema importante, y considera del caso que organismos como el que preside, así como la Superintendencia respectiva, provean de información y realicen análisis. Indicó que la información de que dispone es parcial, pero es posible analizarla con mayor detalle, con la finalidad de mejorar la propuesta de lo que existe. 


Adelantó que existen ideas, por ejemplo, la que propone la reducción de número de tramos, en el sentido de evitar la co-existencia de muchas tasas para cada tramo de crédito, toda vez que, si esto último ocurre, nos encontramos con que, al final, la tasa máxima convencional no tiene mucho efecto. Así, se mostró partidario de la existencia de tramos un poco mayores a los actuales. Otra idea a considerar es la reducción de frecuencia, para captar más rápido cambios en los costos de fondo. 


Reiteró su voluntad e interés en colaborar en el estudio de esta iniciativa. Concluyó indicando que actualmente no existe una única solución respecto de los problemas e inquietudes que tocan el proyecto. El objetivo de su presentación fue levantar inquietudes sobre los temas, más que dar una solución.

____________


En la sesión del día miércoles 17 de agosto, la Comisión recibió al señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, don Carlos Budnevich Le-Fort, quien compartió diversas consideraciones y observaciones asociadas a las iniciativas de modificación de la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero.

En primer término, señaló que la regulación de interés máximo convencional es una materia en torno a la cual se ha generado un amplio debate durante las últimas décadas. Las discusión asociada ha abarcado un amplio espectro de temas y posiciones: forma de cálculo y aplicación del interés máximo; fiscalización del cumplimiento; y mantención de la regulación, entre otras. La expansión de la oferta de crédito y el creciente acceso de la población a los servicios financieros ha actuado como catalizador en dicho debate. En tal sentido, parece pertinente iniciar la presentación destacando algunos elementos de la evolución del mercado crediticio.


Durante los años 2003 a 2011, las tasas de interés promedio de créditos de consumo han estado, en promedio, 20 puntos porcentuales por sobre las tasas de los créditos de vivienda. La cartera comercial y de vivienda exhibe un comportamiento más moderado. El fenómeno de las altas tasas de interés en créditos de consumo no es exclusivo de Chile. En otros países de la región como Perú y Colombia, también se observa un fenómeno similar. El comportamiento histórico e internacional en esta materia indicaría que las soluciones no son evidentes ni rápidas.

Tasas de Interés por Productos (%)
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Nota: Se considera la tasa promedio de los últimos dos años disponibles.

Fuente:Departamento de Estudios SBIF en base a información pública de Superintendencias y Bancos Centrales.


No existen explicaciones claras de por qué  las tasas de interés de los créditos de consumo son altas, considerando que existe un ambiente de riesgo de crédito controlado; que hay eficiencia en los gastos de administración; que los costos de fondos son acotados, y que hay una multiplicidad de oferentes en el mercado de crédito de consumo. Por ende, hay que examinar otros factores, como son la estructura de la oferta de crédito; las asimetrías de información, y la carencia de educación financiera.

En Chile, el crédito de consumo tiene un importante componente no bancario. Así, la participación de la deuda en los hogares es la siguiente: Bancos, 56,2%; Casas Comerciales 14,2%; Cajas 9,5%; Cooperativas 5,9%, y otros oferentes14,3%. También se observan diferencias entre las tasas de los distintos tipos de productos y oferentes de crédito de consumo, pero los niveles son en general relativamente elevados. En Chile, el traspaso de tasas es relativamente alto si se compara internacionalmente, pero con heterogeneidad dependiendo del producto, plazos y montos.

Comparación Internacional Grados de Traspasos 
de Tasas de Interés
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Fuente:Departamento de Estudios SBIF

Los grados de traspasos son sustancialmente más bajos en créditos de consumo y las tasas de interés en los créditos de consumo exhiben importantes niveles de dispersión.

En relación a la distribución de las tasas de interés de consumo, indicó que la banca retail y las divisiones de consumo representan, en conjunto, el 23% del total del monto de los flujos de créditos de consumos de la banca y el 46% del número de operaciones. Asimismo, la tasa cobrada por la Banca Retail es considerablemente superior a la de otras instituciones financieras.


Existe una importante dispersión temporal en las tasas cobradas. La preocupación de la SBIF por las altas tasas de los créditos de consumo no es nueva y ha sido transmitida en otras ocasiones: en presentaciones públicas hechas por la Superintendencia, en trabajos técnicos elaborados por el staff y que son de conocimiento público a través de la página WEB institucional. En efecto, la Superintendencia ha estado abocada desde hace tiempo al estudio de los spreads y del traspaso de las tasas de interés y competencia en el sector bancario.


Se pregunta qué podría explicar dichas diferencias. Dado que los costos de una operación de crédito son fijos, el costo medio tenderá a ser mayor en las operaciones de menor monto, lo que en parte puede explicar mayores tasas en créditos de menor tamaño. Las tasas de interés son más altas para deudores más riesgosos. Si las deudas de consumo tienden a estar más concentradas en sectores de mayor riesgo, las tasas de interés debiesen reflejar el mayor riesgo. Sin embargo, en la práctica es muy difícil determinar con exactitud la incidencia de estos factores en el costo de los créditos de consumo, porque depende de cada oferente y de cada crédito en particular. La existencia de un mercado del crédito de consumo segmentado puede generar dificultades para que ese mercado opere de manera integrada y más eficiente; la oferta de crédito no es homogénea para el consumidor. También existe dificultad de los deudores para percibir e internalizar el verdadero costo del crédito, porque hay un mayor foco en el monto de la cuota y en la tasa de interés mensual que en el costo mismo del crédito. Así destacó, por ejemplo, que se aprecia una tendencia a preferir una reducción en la cuota al alargar los plazos de un crédito.


Para abordar este tema, el señor Superintendente destacó que el primer rol de la Supervisión Bancaria tiene que ver con el monitoreo y análisis de la SBIF. Un segundo rol de la Supervisión Bancaria es permitir a los clientes desenvolverse de la mejor manera en este ámbito, generando información para que el cliente compare y tome la mejor decsión, y con una preocupación permanente por la educación financiera, para que las personas comprendan la información que se les entrega. Lo anterior permite una mayor capacidad de los clientes para actuar. Destacó que, en tal sentido, la SBIF se encuentra trabajando en la publicación de un ranking de tasas de interés que permita comparar el costo del crédito de consumo.


Es así como la SBIF ha desarrollado diversas iniciativas para contribuir con la disponibilidad de información y con la educación financiera del cliente bancario. En efecto, cuenta con dos sitios webs especializados, www.bancafácil.cl  y www.clientebancario.cl, que durante el 2010 recibieron más de 800 mil visitas, las que se suman a los 2.5 millones de visitas anuales que regularmente visitan la web institucional, www.sbif.cl  . Dentro de las herramientas disponibles, están los simuladores de créditos hipotecarios y de consumo, que fueron utilizados por 160 mil clientes durante el año 2010.


Argumentos asociados al establecimiento de tasas máximas de interés: 

-Los argumentos de carácter ético, basados en la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, o Pacto de San José de Costa Rica, tratado suscrito y ratificado por Chile, que consigna en su artículo 21, textualmente, lo siguiente: “…Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre, deben ser prohibidas por la ley”.

-Los argumentos económicos, que están a favor de la existencia de asimetrías de información en el mercado crediticio, y niveles acotados de competencia, movilidad de créditos y deudores y alfabetismo financiero, hace necesario generar un marco de protección a los usuarios de servicios financieros. En esta línea, se plantea la necesidad de establecer límites a las tasas de interés aplicables a las operaciones de crédito de dinero, que protejan a los deudores potenciales y, en particular, a los segmentos del mercado considerados más vulnerables, teniendo presente que a mayores tasas de interés mayor es la probabilidad de no pago.


Por su parte, los argumentos económicos que están en contra del establecimiento de tasas máximas sostienen que la imposición de tasas de interés bajo el equilibrio y apartadas de sus fundamentos, como los costos de administración, el riesgo de crédito y la rentabilidad normal exigida, tiende a reducir el acceso a los servicios financieros; genera mercados crediticios informales, y que las restricciones a las tasas de interés tienden a afectar en mayor medida a segmentos minoristas, es decir, personas de menores ingresos y empresas de menor tamaño, porque dichos segmentos están afectos a un mayor costo relativo de la evaluación crediticia y a mayores tasas de fracaso.


La experiencia internacional en relación a la aplicación de tasas máximas es heterogénea. 1) En el contexto latinoamericano y en el de las economías de mayor desarrollo existen casos tanto de aplicación como de inexistencia de topes o controles sobre las tasas de interés. 2) Los países que mantienen regulaciones que aplican topes a las tasas de interés difieren significativamente en su forma de cálculo y aplicación. Se observan topes que operan sobre la base de techos únicos fijos, techos únicos flotantes, techos múltiples fijos y techos múltiples flotantes. 3) Se observan casos en los cuales los techos establecidos restringen costos distintos de la tasa de interés.

EXISTENCIA DE TOPES O CONTROLES A LAS TASAS DE INTERÉS

AMÉRICA LATINA

	PAIS
	TECHO
	ÚNICO O MÚLTIPLE
	FIJO O FLOTANTE

	Colombia
	Si
	Múltiple
	Flotante

	Chile
	Si
	Múltiple
	Flotante

	Ecuador
	Si
	Múltiple
	Flotante

	Paraguay
	Si
	Múltiple
	Flotante

	Uruguay
	Si
	Múltiple
	Flotante

	Venezuela
	Si
	Múltiple
	Flotante

	Nicaragua
	No
	Na
	Na

	Bolivia
	No
	Na
	Na

	Brasil
	No
	Na
	Na

	Costa Rica
	No
	Na
	Na

	El Salvador
	No
	Na
	Na

	Guatemala
	No
	Na
	Na

	Honduras
	No
	Na
	Na

	México
	No
	Na
	Na

	Panamá
	No
	Na
	Na

	Perú
	No
	Na
	Na

	Rep.Dominicana
	No
	Na
	Na


ECONOMÍAS DESARROLLADAS

	PAIS
	TECHO
	ÚNICO O MÚLTIPLE
	FIJO O FLOTANTE

	Alemania
	Si
	Único
	Flotante

	Bélgica
	Si
	Múltiple
	Fijo

	Canadá
	Si
	Único
	Fijo

	Francia
	Si
	Múltiple
	Flotante

	Polonia
	Si
	Único
	Flotante

	España (3)
	Parte
	Único
	Flotante

	EEUU Nueva York (1)
	Si
	Único
	Fijo

	EEUU Massach (1)
	Si
	Único
	Fijo

	Australia: Nv. Gales (2)
	Si
	Único
	Fijo

	Australia: Victoria (2)
	Si
	Múltiple
	Fijo

	Austria
	No
	Na
	Na

	Dinamarca
	No
	Na
	Na

	Reino Unido
	No
	Na
	Na

	Suecia
	No
	Na
	Na


Fuente: Faleban (2010). “Consulta: Tasas de Usura”.

(1) En general, EE.UU. dicho país ha tendido a la desregulación de las tasas, no obstante existen disposiciones estatales que contienen techos pero con una aplicación limitada que opera sobre determinados tipos de operaciones.

(2) La regulación asociada está delegada a los Estados.

(3) Sólo aplica a cuentas corrientes, y situaciones específicas donde las partes no han pactado intereses

En cuanto al origen y a la aplicación de la regulación en Chile, recordó que la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero, mandata a la SBIF para calcular y publicar periódicamente las tasas máximas aplicables a las operaciones de crédito en dimensiones definidas.
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En relación a la norma propuesta por el proyecto en relación al interés máximo convencional, según la cual no podrá estipularse un interés que exceda en tres veces la tasa de política monetaria del Banco Central de Chile a la fecha de la convención, señaló que el establecimiento de la formula sugerida en la iniciativa aleja las tasas de interés regulatorias (tasas máximas) de sus fundamentos, es decir, de los costos de administración crediticia, riesgo de crédito, plazos, costo de fondos y rentabilidad exigida. Asimismo, la Tasa de Política Monetaria es la tasa de interés objetivo para las operaciones interbancarias al plazo de un día que el Banco Central procura lograr mediante sus instrumentos de política monetaria.


Al respecto indicó que de haberse considerado la TPM vigente durante el periodo Agosto 2009-Mayo 2010, que fue de un 0,5% anual, en un escenario de aplicación de la iniciativa en comento, se habría determinado la aplicación de una tasa máxima convencional única para todos los créditos y clientes de 1,5% anual, tasa que evidentemente es muy restrictiva.


Comentarios finales y conclusiones. Las tasas de interés promedio asociadas a créditos comerciales y habitacionales presentan niveles moderados respecto a los observados en las carteras de consumo. En créditos de consumo, se observan diferencias significativas en niveles y dispersión de tasas de interés entre agrupaciones de bancos definidas según el mercado objetivo de los mismos. No obstante, este fenómeno de altas tasas de interés en los créditos de consumo presenta un rasgo estructural y viene observándose desde hace bastante tiempo. La SBIF, dentro de su mandato legal, ha desarrollado esfuerzos en los ámbitos de disponibilidad y calidad de la información, educación financiera y movilidad de clientes. La SBIF continuará con su avance progresivo en estas materias. Respecto de la Tasa Máxima Convencional, se deben buscar fórmulas que compatibilicen los objetivos de acceso al crédito con los objetivos de generar condiciones de costo del crédito más favorables.


El Honorable Senador señor Gómez le preguntó al señor Superintendente las razones por las cuales, en las tarjetas de crédito, se observan tasas tan altas.

Al respecto, el señor Superintendente destacó que la tarjeta de crédito tiene una doble dimensión, tanto en cuanto instrumento de pago como instrumento de crédito. Así, al pagar íntegramente el estado de cuenta al vencimiento, la tarjeta de crédito está siendo usada como instrumento de pago. Cuando no es así, y, por ejemplo, se opta por el pago mínimo, para no caer en mora, la tarjeta está siendo utilizada como instrumento de crédito. El problema se genera cuando una persona, en esta última hipótesis, no puede salir del crédito rotativo, porque sobre éste se aplica una tasa de interés alta todos los meses, generalmente la tasa máxima convencional. 


Señaló que, a pesar de toda la información disponible, aún no es evidente la razón por la cual son tan altas las tasas de interés de los créditos de consumo. Existe certeza que hay un ambiente de riesgo de crédito controlado, es decir, el país tiene un sistema bancario sano, que cuenta con las provisiones adecuadas, y los riesgo del crédito a nivel global están bastante bien acotados y con provisiones también bien constituidas. A la vez, ha habido una tendencia general de parte de las instituciones financieras de ser cada vez más eficientes en los gastos de administración, los que han ido cayendo en el tiempo. Dentro de los índices de eficiencia, ya no es extraño encontrar bancos en los cuales sus gastos de apoyo estén en torno al 40% del margen neto de intereses. También destacó la multiplicidad de oferentes del mercado del crédito de consumo.


Luego hizo presente que en el mercado del crédito es necesario también examinar otros factores, como la estructura de la oferta de crédito, el hecho que existan asimetrías de información, porque es muy distinta la información que tiene el oferente de crédito en relación con la que tiene el demandante, sobre todo respecto de actores del mercado del crédito más vulnerables, y que, además, tiene condiciones de educación financiera menos profunda que lo que la autoridad quisiera, es decir, debemos hacernos cargo que existe una importante carencia en educación financiera que debemos revertir.


Destacó que ha habido un proceso creciente de mayor participación de otras instituciones no bancarias en el mercado del crédito, en término de montos, desde un 93% el año 1998 a un 56 % el año, versus un 7% de otras instituciones crediticias no bancarias el año 1998 a un 44% el año 2010. Así, crecientemente hay una participación de oferentes de créditos de consumo distintos a la banca que al año 2010 baja a la mitad que ostentaba el año 1998. En contexto, destacó que, después de los bancos se ubican las empresas del retail.


A continuación, se refirió a las diferencias que se observan entre las tasas de los distintos tipos de productos y oferentes de crédito de consumo. Hizo notar que los niveles son, generalmente, elevados. Para ello se apoyó en un gráfico que contiene información de las tasas de interés cobradas por oferentes bancarios y no bancarios en el período comprendido entre enero del 2010 y junio del 2011, en operaciones en pesos a más de 90 días de hasta 200 UF. En dicho gráfico se aprecia como la tasa máxima convencional se encuentra “pegada” en 50%, y que respecto de las tasas aplicadas a los créditos en cuotas, es evidente que el retail tiene, en promedio, créditos más caros que los créditos en cuotas de los bancos. Señaló que lo anteriormente destacado puede deberse a distintas explicaciones, como, a modo de ejemplo, que el retail tenga clientes más riesgosos, motivo por el cual le cargue más al cliente. Sin embargo, reconoció que, lamentablemente, no cuenta con toda la información del caso para poder afirmar lo anterior con total certeza.


El Honorable Senador señor Gómez consultó si no era un tanto absurdo un sistema que cobra más caro al más riesgoso. Sobre el particular, indicó que le parecía que, de este modo, se restringía su capacidad de pago. En otros términos, es un contrasentido que a una persona con poca capacidad de ahorro se le cobre más caro por un crédito, porque, de esta forma, están aumentando el riesgo. Por eso, hizo un llamado al cobro de una tasa razonable dentro de la recuperación del crédito. Finalizó su intervención indicando que la situación actual que afecta a las personas a las cuales les aplican y cobran tasas tan altas es escandalosa, y, en tal sentido, sería conveniente analizar si no sería más adecuado que en vez de cobrar tan caro por un crédito a una persona riesgosa sencillamente se opte por no convertirlo en sujeto del mismo.


El señor Superintendente indicó que es completamente efectivo lo señalado por el Honorable Senador señor Gómez, en el sentido que, a mayor riesgo, el mercado cobra una tasa de interés más alta. Sin embargo, tal fórmula o camino tiene un límite, porque una tasa de interés demasiado alta genera más riesgo, y ese riesgo mayor lleva, a su vez, a elevar aún más la tasa de interés. En efecto, al menos conceptualmente, puede ser posible acotar el riesgo, que sólo en ciertos tramos de niveles de tasas de interés se aplique la fórmula según la cual a mayor riesgo se cobre una mayor tasa de interés. Pero cuando es algo exacerbado y sale de los límites razonables la relación es muy perniciosa en una determinada zona, pero en otras los oferentes de créditos quieren premiar a los buenos pagadores cobrándoles menos de interés. Luego, es necesario ser cuidadoso, porque esa situación se da solo en una zona de altísima tasa de interés y debería ser el mismo oferente del crédito quien tome conciencia que al aplicar o cobrar una tasa de interés tan alta corre el riesgo de no recuperar nada. Destacó, asimismo, que está en la cultura de chilenos ser buenos pagadores, por lo que cree firmemente que es necesario premiar a los buenos pagadores, donde el premio es precisamente mejores condiciones de tasas de interés. Esa relación hay que estudiarla muy acuciosamente, pero reitera su convicción que, dentro de determinadas zonas de muy altas tasas de interés, es una relación muy peligrosa y que puede llevar a lo planteado por el Honorable Senador señor Gómez.


A continuación, el Honorable Senador señor Tuma consultó que si la ley dispone que la tasa máxima convencional se calcula sobre la base de la tasa promedio de colocación de los bancos, en qué momento se considera el costo del dinero, es decir, para los efectos de la materia abordada, en qué momento exacto se fija el costo de capital. Hizo presente que dentro de las variables consideradas para determinar la tasa máxima no está el costo de capital.


En respuesta a la inquietud del Honorable Senador señor Tuma, el señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras indicó que, efectivamente, y en cumplimiento de lo dispuesto en la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero, se considera el promedio de las tasas operaciones de colocación, o créditos, del mes anterior en los distintos segmentos. En este escenario, está implícito que si esta es la ecuación utilizada por los oferentes de crédito, determinan su tasa de colocación teniendo presente la tasa de costo de fondo más el cargo por gastos de la operación crediticia; el correspondiente al riesgo, entendiéndose por tal la probabilidad de incumplimiento del deudor, y el factor o índice de rentabilidad normal de operación al banco o financiera. 


A continuación el Honorable Senador señor Gómez indicó que para la opinión pública es difícil de entender que existan rangos en las operaciones de crédito de dinero. Entiende que los bancos quieran hacer un negocio, pero no comparte ni justifica que el propio banco le cobre a sus clientes los riesgos propios de su negocio. 

____________

En la sesión del día miércoles 31 de agosto, la Comisión recibió a los señores Ministro de Hacienda, don Felipe Larraín, y de Economía, Fomento y Turismo, don Pablo Longueira.

En primer lugar, el señor Ministro de Hacienda señaló que el concepto de tasa máxima convencional (TMC) está definido en la ley N°18.010 y corresponde a la máxima tasa a la que pueden prestar por créditos en dinero a sus clientes. Esa tasa de interés no puede exceder en más de un 50% a la tasa de interés corriente, o dicho de otra forma, no puede exceder 1,5 veces la tasa de interés corriente, que rige al momento de la convención, ya sea que se pacte una tasa fija o variable.

La tasa de interés corriente (TIC) es el interés promedio cobrado por los bancos establecidos en Chile en las operaciones que realicen en el país, salvo ciertas exclusiones que enumera la ley. Estas tasas son determinadas por la SBIF, pudiendo distinguir entre operaciones en moneda nacional o extranjera, reajustables o no reajustables y por plazos. 

Hay 9 categorías donde la tasa máxima se calcula con el factor 1,5. 
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Actual Estructura de las Tasas de Interés Corriente y

Máximo Convencional

Evolución de la TMC en pesos y la tasa interbancaria
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El segmento de operaciones no reajustables en moneda nacional, mayores a 90 días y de montos menores a 200 UF, es el que presenta los niveles más altos en las tasas de interés.

Distribución de las Operaciones del Segmento:

En pesos, mayores a 3 meses y menores 200 UF

	Créditos de Consumo en cuotas (19%)
	
	Líneas y Tarjetas Crédito (81%)

	Decil
	Monto (% total)
	Tasa (% anual)
	
	Monto 
(% Total)
	Tasa (% anual)

	1
	16,1%
	11,6%
	
	10%
	2,1%

	2
	1,5%
	13,7%
	
	10%
	4,2%

	3
	1,5%
	13,8%
	
	10%
	13,1%

	4
	2,1%
	13,8%
	
	10%
	21,1%

	5
	21,8%
	16,4%
	
	10%
	30,9%

	6
	17,2%
	19,9%
	
	7%
	37,8%

	7
	15,0%
	23,1%
	
	12%
	40,6%

	8
	12,6%
	29,0%
	
	10%
	44,5%

	9
	7,1%
	34,9%
	
	10%
	48,3%

	10
	5,1%
	40,3%
	
	10%
	49,4%

	Total
	100,0%
	21,22%
	
	100%
	32,6%


Distribución de Operaciones por Monto y Tasas de Interés 
(En pesos, mayores a 3 meses y menores 200 UF)
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¿Qué ocurre al reducir el factor de la TMC?

La tasa promedio viable cae exponencialmente
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Luego, el señor Ministro de Hacienda indicó que los efectos de bajar el factor son principalmente los siguientes: reducir la tasa de interés del crédito para algunos deudores; dejar otros deudores fuera del mercado formal; también caería el volumen de crédito reduciendo la demanda de bienes y empleo, y que el término de opción de renovación de créditos forzará a algunos deudores a elegir entre reducir consumo o pasar a Dicom. En este contexto, se refirió al caso de Ecuador, que hace 5 años bajó la TMC a 15% anual para consumo y 22% para empresas y generó una reducción a la mitad en el número de tarjetas de crédito. 

¿Es Necesario Reformar la TMC?  En un sistema financiero competitivo y transparente en cuanto a información, la mejor manera de hacer que las tasas de interés disminuyan es a través de:

-Más competencia entre los oferentes, 

-Educación del consumidor,

-Más transparencia para los clientes (información),

-Protección de los derechos de los consumidores, y 

-Adecuada institucionalidad que proteja y asegure un adecuado funcionamiento de la industria. 

Pensar en límites a las tasas de interés como mecanismo de resguardo de los clientes, es una ayuda cuando la educación financiera es insuficiente.

El principio que debe guiar los cambios a la ley es el de protección al consumidor financiero. Especialmente aquellos que tienen insuficiente educación financiera. 

Aunque en Chile la evidencia es poca, hay un problema de información en la toma de decisiones. No todos los deudores poseen la misma educación financiera, tal como lo ilustra la gráfica siguiente:

Indice de conocimiento financiero
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Nota: Los índices de conocimiento financiero muestran el promedio ponderado de respuestas consideradas correctas. Las ponderaciones se construyen según el monto del crédito en el grupo respectivo.

Fuente: Construcción Ministerio de Hacienda en base a Encuesta de Protección Social 2009.


Es necesario mejorar la educación financiera y la información de los deudores. Los deudores que no comparan precios (demandantes inelásticos a la tasa de interés) no fluyen entre oferentes en respuesta a diferencias de precio (si lo hacen en respuesta a vendedores, publicidad, etcétera, pero estos factores elevan los costos). Así hay un alto “poder sobre los precios” de cada oferente actuando por separado. Un nuevo oferente no puede captar clientes con rebajas en la tasa, sólo con vendedores y publicidad. Luego, el oferente entrante no reduce las tasas interés. El deudor que no compara precios actúa como si la tasa de interés fuera muy baja contribuyendo al sobre-endeudamiento. Por tanto, el imponer una tasa de interés máxima moderada para contrarrestar el “poder sobre los precios”, eleva el bienestar.

Agregó que una medida que ayudará a mejorar la información es la implementación del crédito universal y el concepto de la carga anual equivalente. Aprobado en la ley N° 20.448, MKIII, de agosto de 2010, el crédito universal permite enfrentar el problema de la falta de claridad en la información presentada al consumidor de productos financieros ya que a éste le resulta sumamente difícil analizar y comparar los diversos tipos de créditos ofrecidos. Los créditos universales fueron definidos para operaciones con fines hipotecarios, de consumo y asociados a tarjetas de crédito, que tienen el objeto de (i) estandarizar los productos y (ii) estandarizar su presentación, en términos de la información del contrato y el estado de cuenta.

Se definen dos importantes conceptos para ayudar al consumidor financiero: el Costo Final del Crédito y la Carga Anual Equivalente. El costo final del crédito corresponde a la suma de dinero que da cuenta del monto total a pagar por el crédito solicitado. Para calcularlo, considera el monto del crédito, lo adeudado por tasa de interés, todos los gastos asociados al crédito, de forma de obtener en una sola cifra, el precio completo. Por su parte, la carga anual equivalente es un indicador en forma de porcentaje, que revela el costo de un crédito en un período anual, cualquiera que sea el plazo pactado para el pago de la obligación. La carga anual equivalente contempla el tipo de interés, todos los gastos asociados al crédito y el plazo de la operación. Corresponde a la tasa que iguala el valor presente de los montos recibidos con el valor presente de los montos adeudados. Estos conceptos comenzarán a regir en Octubre de 2011 luego de la entrada en vigencia del Reglamento de Crédito Universal.

_________


Terminada la exposición del señor Ministro de Hacienda, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor García. En primer término, consultó respecto al porcentaje de fondos que los bancos y el sistema financiero captan de bonos y si es efectivo que los bancos captan fondos de las administradoras de fondos de pensiones a una tasa de 6 por ciento. Esto último, en razón que es muy difícil para cualquier persona aceptar que sus ahorros previsionales son prestados a los bancos a tasas tan convenientes, mientras que, con esos mismos recursos, los bancos cobran tasas de colocación mucho mayores. 

Enseguida, también manifestó su preocupación respecto a los costos asociados a las operaciones de crédito, como son las comisiones, los seguros y el cobro de intereses sobre otros intereses. Aludió al reportaje exhibido por Televisión Nacional de Chile, en su programa Informe Especial, titulado el Cliente Incógnito, en que un mismo cliente solicita simulaciones de una misma clases de productos en entidades bancarias diferentes y cuyos resultados fueron analizados por el economista Franco Parisi, se demostró la existencia de grandes diferencias entre los intereses que cobran bancos y financieras.

Asimismo, hizo presente la urgencia de revisar en detalle la situación de una persona que cae en mora, e hizo un llamado a evitar que cualquiera en tal situación sea considerado un paria, porque la obligación del Estado y de la sociedad en general debe ser ir en ayuda de la persona que está en problemas y no hundirlo, tal como ocurre hoy con el cobro de intereses tan altos que impiden o dificultan que un deudor moroso cumpla con sus obligaciones. Frente al escenario señalado, manifestó que hay elementos para concluir que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras en el cumplimiento de su rol ha estado históricamente analizando la realidad financiera del país más bien desde la perspectiva de los bancos que de los usuarios.


A continuación, el Honorable Senador señor Tuma recordó que la materia del proyecto está presente en el Congreso Nacional desde el año 2007, por moción presentada en la Cámara de Diputados. Asimismo, destacó que durante la discusión particular del proyecto de ley sobre el SERNAC Financiero, se acordó retirar una indicación suya relativa al interés máximo convencional, bajo el entendido que tal materia sería tramitada en un proyecto separado, que es precisamente el que actualmente discute la Comisión. Por ello, hizo un llamado al Ejecutivo para que su anunciada proposición sobre el tema complemente o modifique el proyecto actualmente en trámite, se realice por la vía de una indicación. De este modo, concluyó, el Ejecutivo reconocería la iniciativa que ha tenido el Parlamento sobre el particular. 


Luego, el Honorable Senador señor Zaldívar, hizo presente que existe consenso respecto de la necesidad de abordar el tema de la base de cálculo de la tasa de interés máximo convencional, y coincidió con lo planteado por el Honorable Senador señor Tuma en el sentido que cualquier proposición sobre la materia que quiera realizar el Ejecutivo la formalice en una indicación al proyecto que la Comisión de su presidencia está discutiendo en general. 


A continuación, manifestó que concurrió con el Honorable Senador señor Tuma en la firma del presente proyecto sabiendo que la fórmula que postula como base de cálculo para determinar la TMC no es la única, pero que la finalidad que perseguía al presentar el proyecto era abrir el debate sobre la materia.


En relación a los costos asociados a una operación de crédito de dinero, hizo presente que, en su parecer, tal materia debería estar también regulada legalmente, porque, en la práctica, tales cobros incrementan la tasa, y, por tanto, encarecen el costo del crédito.


También compartió su preocupación por la existencia de una sensación colectiva de abuso e hizo un llamado a buscar soluciones efectivas y oportunas al problema en debate. 


Luego, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira, confirmó la preocupación del Gobierno por la materia en debate y adelantó que, en la búsqueda de soluciones para disminuir la tasa máxima convencional, había descartado la fórmula propuesta por el sector de las empresas de comercialización masiva de productos o servicios, o retail, de aumentar el número de tramos de los montos del crédito, toda vez que existe certeza que los problemas de una tasa máxima convencional demasiado elevada están ubicados dentro del tramo correspondiente a créditos iguales o superiores a 200 unidades de fomento y cuyo plazo de vencimiento sea mayor a noventa días. Indicó que, precisamente, dentro de este tramo se ubican las mayores tasas de interés del sistema bancario y financiero, las que superan el 50%, indicó. Agregó que aumentar el número de los tramos ocasionaría el efecto de elevar aún más la tasa máxima convencional. 


En relación al reportaje exhibido por Televisión Nacional de Chile en su programa Informe Especial, al cual aludió el Honorable Senador señor García, indicó que corresponde investigar las razones por las cuales una misma persona obtuvo tasas tan distintas por un mismo producto, solicitado en el transcurso de un mismo día, en seis bancos diferentes. 


Adelantó que el proyecto que estudia el Gobierno también aborda el problema de la morosidad de los deudores, y que sus normas no se aplicarán solamente a los bancos, instituciones financieras y empresas del retail, sino que, también, a otras instituciones que otorguen créditos masivos. Los resultados del esfuerzo que corresponde hacer para que disminuya la tasa máxima convencional no se verán reflejadas inmediatamente en mercado, sino que en forma paulatina, y uno de los cambios que generará será que el mercado captará nuevos actores. Íntimamente relacionado con lo anterior, está la necesidad y conveniencia de educar al deudor con la finalidad de empoderarlo en su condición de consumidor de crédito, tarea en la cual el Estado juega un rol muy relevante en la protección del deudor, en atención a su posición más riesgosa.
_______

VOTACIÓN EN GENERAL


En sesión de 14 de septiembre, luego de cerrar el debate, el señor Presidente puso el proyecto en votación en general.


Al fundamentar su votación favorable, el Honorable Senador señor Espina señaló que no encuentra muy bueno el proyecto en su contenido y que, sin perjuicio de cómo votará en la Sala en la votación en general del mismo, votará en la Comisión favorablemente, para cumplir con un compromiso en tal sentido asumido con el Honorable Senador señor Tuma durante la discusión en particular del proyecto sobre SERNAC financiero.


Luego, el Honorable Senador señor Tuma destacó que uno de los méritos del proyecto en votación ha sido lograr levantar un debate sobre la necesidad de estudiar cambios en la base de cálculo de la tasa máxima convencional. Así es como ha motivado Ejecutivo a presentar también una propuesta sobre el particular, demostrando con ello su interés en legislar sobre la materia. Agregó que está consciente que la propuesta del proyecto del cual es uno de los autores no es la única posible, pero está convencido sobre la necesidad de legislar, y, por eso, vota favorablemente.


A continuación, el Honorable Senador señor Novoa señaló que vota en contra. Fundamenta su voto indicando que el actual sistema que rige la tasa máxima convencional tiene dos elementos esenciales: uno, es la segmentación de las operaciones, lo que permite determinar tasas máximas según el tipo de operación, y, el otro, es que genera un reflejo del mercado, porque parte sobre la base de un interés promedio. 
Agregó que el proyecto presentado por el Honorable Senador señor Tuma, junto a otros Honorables señores Senadores, va en contra de esos dos elementos fundamentales, primero, porque no segmenta, y, segundo, porque no tiene referencia en el mercado, sino que tiene referencia en una decisión que toma el Banco Central, que puede estar alineada con el mercado o puede no estarlo, toda vez que el Banco Central fija la tasa de política monetaria de acuerdo a la política monetaria que el propio Banco quiere impulsar, considerando diversos factores, como, por ejemplo, la inflación, problemas que pueden llegar a producirse por excesivo gasto fiscal o por aumento de la demanda, entre otros, los cuales no necesariamente tienen que ver con el mercado. 
Finalmente indicó que no está en condiciones de votar a favor un proyecto cuya idea de legislar considera equivocada.


El Honorable Senador señor Zaldívar anunció votará a favor el proyecto, toda vez que suscribió la moción junto con el Honorable Senador señor Tuma, pero con el solo objeto de provocar la discusión sobre la materia y la reacción del Ejecutivo, que se produjo al presentar un nuevo proyecto de ley sobre la misma materia, correspondiente al boletín N° 7932-03. 
En tal sentido, anunció que propiciará que el Senado autorice a la Comisión de Economía a trabajar sobre ambos proyectos refundidos, considerando que los dos están actualmente radicados en la Comisión, y cumpliendo primer trámite constitucional. Destacó, en este orden de ideas, que tanto la moción del Honorable Senador señor Tuma y de otros Honorables señores Senadores, objeto de este informe, y el mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, comparten las ideas matrices. Asimismo, solicitará al Senado autorización para discutir ambos proyectos fusionados en general y en particular.


- Puesto en votación, el proyecto fue aprobado, en general, por 3 votos a favor, 1 en contra y una abstención, correspondiente al Honorable Senador señor García. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Tuma y Zaldívar. Votó en contra el Honorable Senador señor Novoa.
____________

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO EN GENERAL


Se inserta a continuación el texto del proyecto cuya aprobación general proponemos:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Reemplázase el inciso cuarto del artículo 6° de la ley N° 18.010, sobre Operaciones de Crédito de Dinero, por el siguiente:

“No podrá estipularse un interés que exceda en tres veces la Tasa de Política Monetaria del Banco Central de Chile a la fecha de la convención. Este límite de interés se denomina Interés Máximo Convencional anual.”.”.

_______


Tratado en sesiones celebradas los días 3, 10, 17 y 31 de agosto, y 14 de septiembre, todos del año en curso, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Alberto Espina Otero, José García Ruminot, Víctor Pérez Varela (Jovino Novoa Vásquez) y Eugenio Tuma Zedán.

Sala de la Comisión, a 27 de septiembre de 2011.
(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz,
Abogado Secretario de la Comisión
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), SEÑORAS ALLENDE, ALVEAR Y RINCÓN Y SEÑORES BIANCHI, CANTERO, ESCALONA, FREI (DON EDUARDO), GIRARDI, GÓMEZ, LAGOS LETELIER, MUÑOZ ABURTO, NAVARRO, PIZARRO, QUINTANA, ROSSI, RUIZ-ESQUIDE, SABAG, TUMA, WALKER (DON IGNACIO), Y WALKER (DON PATRICIO), SOBRE CREACIÓN DE COMISIÓN BICAMERAL PARA ESTUDIO DE ANTEPROYECTO DE NUEVA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

(S 1411-12)

Antecedentes:
1. La Constitución Política de la República de Chile fue dictada a través del Decreto N° 3.464 publicado el año 1980. Desde la fecha de su publicación, el texto original ha sido objeto de 29 reformas, siendo una de las más relevantes la que se introdujo el año 2005 a través de la Ley N° 20.050.
2. Asimismo desde la dictación de la Constitución se han presentado 579 proyectos de ley (entre mensajes y mociones) tendientes a introducir modificaciones al texto constitucional., hecho que es demostrativo de la existencia de una voluntad política de reformar la Carta Fundamental.
3. Por su parte, la ciudadanía se ha manifestado en el mismo sentido, señalando como una de las demandas públicas la necesidad de cambiar el texto Constitucional y llevar a cabo diversas reformas políticas tendiente a recoger demandas, relacionadas con la exigencia de mayor participación ciudadana a través de plebiscito nacionales y comunales, reformas del sistema electoral, descentralización, elección popular de los representantes regionales, mayor autonomía y poder de los gobiernos comunales, propuestas para un régimen político semipresidencial o parlamentario.
En Internet, a través de distintos portales, circula una carta dirigida a la máximas autoridades y firmada por más de tres mil ciudadanos que exigen una nueva Constitución para Chile, y señalan que es indispensable que el nuevo instrumento “nos represente a todas y todos, que promueva la democracia, la transparencia, el pluralismo, el bienestar general, los derechos sociales y la participación ciudadana como ejes orientadores de nuestra convivencia”.
4.- Uno de los argumentos más utilizados para fundamentar la necesidad del cambio de texto constitucional radica en la falta de legitimidad de origen de la Norma ya que esta fue redactada “en el marco de un gobierno de facto y luego ratificada en un procedimiento que no ofreció garantías democráticas”. Para otros “el argumento decisivo para reemplazar el actual texto no está en su ilegitimidad de origen sino en su eventual incapacidad para dar cuenta de la transformación que ha experimentado Chile en los últimos 30 años”.
Así existe consenso ciudadano en que “una nueva Constitución ganaría en legitimidad y adhesión social, ambas cuestiones deseables en todo sistema político”.
5 En lo que respecta a los mecanismos para dar curso al proyecto de nueva Constitución una de las posibilidades es trabajar sobre la base de una Asamblea Constituyente. Sin embargo actualmente no se cuenta con los mecanismos que permitan el establecimiento de esta institución, a menos que existiese un acuerdo parlamentario de parte de todas las fuerzas políticas, lo que requerirá tiempo y consensos.

Frente a lo anterior se requiere buscar otros mecanismos que permitan avanzar en la generación de la nueva Constitución.
Con la finalidad antes indicada, los Senadores que suscribimos, venimos a proponer lo siguiente:
Proyecto de Acuerdo
Se propone la creación de una comisión bicameral cuya tarea será estudiar y proponer un nuevo texto de Carta Fundamental, escuchando la opinión de los diversos actores sociales en los temas que sean de su interés, contando además con la asesoría de especialistas expertos en las materias. El texto final deberá ser ratificado posteriormente mediante un plebiscito ciudadano.

(Fdo.): Andrés Zaldívar Larraín, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.















� La citada disposición señala que el Plan de Mejoramiento Educativo tendrá por objeto desarrollar acciones en las áreas de gestión de recursos y gestión curricular, convivencia escolar y liderazgo escolar.


� Su regulación se contiene en el artículo 30 de la ley N° 20.248.


� Las modificaciones a la ley N° 20.248 se contienen en el artículo 113 de dicho cuerpo legal. El proyecto de ley referido se encuentra promulgado por Su Excelencia el Presidente de la República.


� Ver página 86.


� Conforme al artículo 2° de la ley N° 19.464, los asistentes de la educación pueden realizar una función de carácter profesional – letra a), que es aquella que realizan los profesionales no afectos a la ley N° 19.070, para cuyo desempeño deberán contar con un título de una carrera de, a lo menos, 8 semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocidos por éste, o de paradocencia – letra b) - que es aquella de nivel técnico, complementaria a la labor educativa, dirigida a desarrollar, apoyar y controlar el proceso de enseñanza-aprendizaje, incluyendo las labores de apoyo administrativo necesarias para la administración y funcionamiento de los establecimientos y de servicios auxiliares – letra c)- , que es aquélla que corresponde a labores de cuidado, protección, mantención y limpieza de los establecimientos, excluidas aquellas que requieran de conocimientos técnicos específicos. Para el desempeño de estas funciones se deberá contar con licencia de educación media.


� De conformidad al artículo 23 de la ley N° 20.248, el Ministerio clasifica como establecimientos de este tipo incorporados al régimen de la presente ley que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos. El precepto precisa que se entenderá por resultados reiteradamente deficientes el no cumplir con los estándares nacionales considerando a lo menos las últimas tres mediciones realizadas de acuerdo a lo señalado en el artículo 10.


� El artículo 113 N° 18 del citado proyecto de ley reemplaza el artículo 25 de la ley N° 20.248, disponiendo que las escuelas que sean clasificadas “en recuperación”, en relación con lo establecido en el artículo 23, podrán impugnar su clasificación en la forma que establecen los incisos segundo y tercero del artículo 19 de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.


� Artículo 113 N° 21 de esa iniciativa.


� El plazo es de 4 años, después de transcurrido uno de la declaración del establecimiento como en recuperación.


� En este caso, el artículo 29 es modificado por el artículo 113 N° 22 del referido proyecto de ley.


� Recientemente aprobado por el Senado en segundo trámite constitucional.


� Boletín N° 7.373-07.


� Que exime de responsabilidad penal al que obra en cumplimiento de un deber o en el 


ejercicio legítimo de un derecho, autoridad, oficio o cargo.
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